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A todas las compañeras y compañeros

de los medios de comunicación que

con su trabajo diario son coautores de este libro.


Prólogo

Cuando publico el libro Feijóo, biografía dun farsante en lengua gallega en julio de 2023 muchas personas preguntaban si estaba también en español. Atendiendo a esta demanda, Edicións Laiovento me encarga el libro en español, que aprovecho para actualizar su contenido.

Se difunde que Alberto Núñez Feijóo es una persona de centro derecha, reformista, liberal, dialogante, etc. Otros dicen que es un ultra disfrazado de moderado, que tiene dos caras. Hablemos claro, Feijóo es un farsante: “hipócrita, mentiroso, trolero, patrañero”.

Presume de que es un buen gestor, pero en 2015 inauguraba el hospital Álvaro Cunqueiro en Vigo bajo la fórmula público-privado y se comprometía a pagar anualmente 72 millones de euros a la concesionaria privada del hospital hasta el año 2035, con un coste total de 1.400 millones de euros. Con esta “exitosa” operación, el coste va a ser tres veces más de lo previsto como público.

Regala Novagalicia Banco, resultado de la fusión de las cajas galegas, a Banesco, un banco venezolano (opera con la marca Abanca), por 1.003 millones de euros en diciembre de 2013, y en 2014 tuvo ya un beneficio de 1.157 millones de euros. Y otro regalo: una universidad privada para Abanca, a pesar de la oposición de las tres universidades gallegas públicas.

Sabemos muy bien de su interés por la privatización de lo público, como cuando presidía en Madrid Correos o el Insalud. En 2012, ya en Galiza, manifestaba que era partidario de privatizar “todo lo que no sea el núcleo duro” de la sanidad.

Feijóo rechazaba suceder a Mariano Rajoy en 2018 porque quería la elección por aclamación y manifestaba: “Me comprometí con los gallegos, les transmití mi ilusión y confianza. Nos respondieron con su voto mayoritario, y yo, sin haber cumplido mi compromiso, no puedo fallarles porque sería fallarme a mí mismo”. Se presentaba en 2019 como candidato a la presidencia de la Xunta con el lema “Galicia, Galicia, Galicia”, pero olvidó ese compromiso y marchó encantado para la capital –“Madrid ama la libertad, por eso quiero volver a vivir en Madrid”, decía– y todo son elogios para la presidenta Ayuso: “Es una persona honorable que vamos a defender porque no nos presenta dudas su honorabilidad”. En realidad estuvo varios meses con la cabeza en Madrid, haciendo campaña por toda España e dirigiendo la Xunta por teléfono.

También manifestaba: “No tengo ningún interés ni compromiso de pactar con Vox, y no lo haré, es un partido que está contra Galicia”. Hoy es el principal valedor de pactos y gobiernos de coalición con Vox en cinco comunidades autónomas y 150 ayuntamientos de todo el Estado, que justifica así: “no había otra opción”. Pero lo más grave es que asume el discurso de la extrema derecha: “violencia intrafamiliar”, “inmigración ordenada”, “educación libre de adoctrinamiento ideológico” etc. Ante estos pactos del PP con la ultraderecha, el presidente del Partido Popular Europeo y ex presidente del Consejo Europeo, Donald Tusk, calificaba la entrada de Vox en el gobierno de Castilla-León como “capitulación” y “triste sorpresa”.

No tiene principios, ni palabra. Puede decir una cosa hoy, mañana otra y al día siguiente todo lo contrario. En Ourense calificaba como “letal” la posibilidad de un pacto con Gonzalo Pérez Jácome, de Democracia Ourensana. Después mantenía a Jácome como alcalde porque “garantiza la estabilidad”.

En esta cara oculta de Feijóo no podía faltar su desembarco en Madrid como presidente del PP, después del pacto con Isabel Ayuso para acabar con la presidencia de Pablo Casado, que había tenido la osadía de manifestar: “La cuestión es si cuando morían 700 personas al día se puede contratar con tu hermana y recibir 286.000 euros”. Y tampoco podía faltar su fracaso para ser investido presidente del gobierno de España.

Creo que el libro puede ser también útil para las personas que quieran conocer las políticas de Feijóo y la Xunta de Galiza, que presidió, en educación, sanidad, servicios sociales, medio ambiente o desenvolvimiento económico. Las lectoras van a tener elementos de juicio para comprobar que Feijóo no tiene nada de buen gestor, nada de moderado y que sería un pésimo presidente del gobierno del Estado.

Abordo temas como la pésima gestión de la pandemia de COVID, el futuro de la energía eólica y el ahorro energético. No podemos olvidar que en todas sus decisiones políticas Feijóo siempre está con el capital, defendiendo los intereses de los ricos y por eso está en contra de la subida de impuestos a las grandes fortunas.

Los recortes en educación, el desmantelamiento del sistema sanitario gallego, unos servicios sociales bajo mínimos, la agresión a la lengua gallega –“lengua propia de Galiza”, como señala nuestro Estatuto de Autonomía–, la movilización cívica en defensa de los derechos y libertades y por una mejor calidad de vida, la reforma de las pensiones, el financiamiento ilegal del PP y la corrupción que no cesa; el lawfare, politización de la justicia o utilización del aparato judicial en función de intereses partidistas; la manipulación de los medios de comunicación públicos, siempre al servicio de PP, son algunos de los temas tratados ampliamente.

No podían faltar los numerosos ejemplos de “Payusadas” y “Feijoadas”, los despropósitos y mentiras de Feijóo y Ayuso. Desde su nombramiento como presidente del PP Feijóo mostró su faceta ultra y golpista, empeñado en controlar el Consejo General del Poder Judicial y el Tribunal Constitucional, boicoteando su renovación, incumpliendo los criterios que señala la Constitución, y utilizando los jueces designados por el PP para impedir el trabajo legislativo de las Cortes y difundir manifiestos contra el Gobierno de Pedro Sánchez.

Feijóo es un especialista en la utilización partidista de los medios de comunicación públicos como la Corporación de Radio y Televisión de Galiza (CRTVG). Trabajadoras y trabajadores llevan denunciando esa manipulación durante 300 concentraciones (hasta febrero de 2024) en los llamados Venres Negros, dentro de la campaña Defende a Galega. Por otra parte, Feijóo está blindado, informativamente, utilizando ayudas para la prensa con unos criterios arbitrarios y partidistas.

Feijóo ya adelantaba lo que pensaba hacer si conseguía gobernar. Entre otras promesas, anular la reforma del Código Penal sobre los delitos de sedición y malversación; bajar los impuestos a la banca, empresas energéticas y grandes fortunas; derogar las leyes del aborto, ley de eutanasia, ley trans, ley de “solo el sí es sí”, ley de Educación. Y derogar la Ley de Memoria Democrática; nada extraño si recordamos que el congreso fundacional de Alianza Popular, después PP, en marzo de 1977, acababa con 3.000 “neofranquistas entusiasmados” en pie y coreando “¡Franco, Franco, Franco!”, como recogían los medios de comunicación.

Esta no es una biografía oficial de Feijóo, que ya presentó Alfonso Rueda en Madrid, con importante difusión mediática y que tenía un objetivo claro: preparar el camino para que Feijóo consiguiese la presidencia del Gobierno. Esta cara oculta de Feijóo tiene poco de literatura, es más bien un libro de consulta, una herramienta que puede ser útil para desmontar el discurso de la derecha y ultraderecha y que no gobiernen ni en Galiza, ni en el Estado, así de claro. Espero que la información y datos que recojo en el libro puedan ayudar también en el trabajo de las compañeras y compañeros de los medios de comunicación.

Figuro como autor pero, realmente, es un libro colectivo, resultado de aportaciones de periodistas que saben más que yo de casi todos los temas, sólo hay que ver las 336 referencias a pie de página. A todas y todos mi agradecimiento.

Soy consciente de las dificultades para difundir este tipo de libros, que se salen del discurso oficial, pero adelanto que no voy a desistir y no voy a callar. Es muy difícil que los medios de comunicación presten atención a algunos de mis libros que califican a Feijóo como farsante o difundan que tenemos una monarquía corrupta y heredera del franquismo, opinones que son compartidas por muchas personas.

El libro incluye un análisis de la presidencia de la Xunta de Alfonso Rueda, así como un balance de las elecciones municipales y autonómicas de 28 de mayo de 2023, así como de las elecciones generales del 23 de julio de 2023 y al Parlamento de Galiza de 18 de febrero de 2024.

Finalmente, quiero trasladar mi felicitación y agradecimiento a Edicións Laiovento, en la que publico este libro, que cumple treinta y cinco años construyendo país.

A Coruña, marzo de 2024.


1. Feijóo es un farsante y un “marxista” (de Groucho Marx) convencido

Feijóo es un “marxista” (de Groucho Marx) convencido: “Estos son mis principios. Si no le gustan, tengo otros”. El calificativo de indecente y farsante no es solamente una definición política, sino que es utilizada por otros sectores y colectivos.

Así titulaba Europa Press/Galicia Confidencial de 9 de febrero de 2018 la movilización de trabajadoras y trabajadores de Justicia: El comité de huelga de Justicia acusa a Feijóo de “indecente y farsante” por “manipular datos”.

Los funcionarios cargaban con dureza contra el presidente de la Xunta, a quien exigían que cesase lo que consideraban “bastas manipulaciones de los datos” en lo que respecta a las demandas de los trabajadores. Dejaban claro que “estamos luchando para que la Justicia gallega sea de primera y no de segunda”, mientras Feijóo minimizaba los efectos de la huelga en la Justicia y atacaba a los funcionarios porque, según el Presidente, querían cobrar más que el resto. Consideraban un éxito la huelga: segunda jornada de huelga en la Justicia con juzgados paralizados y concentraciones en registros civiles; el parón masivo por la huelga indefinida suspendía cientos de juicios y miles de trámites.

Definir a Feijóo como farsante no es nada nuevo. Ya el 13 de febrero de 2015 la diputada del BNG Ana Pontón llamaba farsante a Feijóo por su postura ante el gallego. Calificaba como “nueva farsa” que el Presidente de la Xunta intente convencernos de la buena salud de la lengua gallega cuando día a día se pierden gallegohablantes y la política lingüística de la Xunta ataca su uso. Que Feijóo hable del “buen momento de la lengua gallega” es una constatación de la falta de voluntad para cambiar la política de la Xunta contra nuestro idioma.

1.1. ¿Quién debe gobernar?

“Feijóo propone que gobierne la lista más votada para no reinterpretar lo que dicen los ciudadanos”, titulaba España Exterior, 3-5-2011.

Feijo propone al PSOE de Lugo que gobierne la “lista más votada” y apuesta por hacer más con menos, titulaba Europa Press, 30-4-2011. Presentaba esta propuesta para “respetar a la democracia y a los votantes”.

Feijóo debería concretar porque esta propuesta o contrato público lleva al final un apartado que no debemos olvidar: esto es de obligado cumplimiento para todos los partidos excepto para el PP. La desvergüenza de Feijóo y del PP no tiene límites y son numerosos los casos en los que este partido no cumple con su propia propuesta. Así, en las elecciones municipales de 2019 en Ourense la candidatura más votada fue la del PSOE, pero el PP non dudó en apoyar para la alcaldía al candidato de la segunda más votada, Democracia Ourensana (DO).

Durante esa campaña electoral en Ourense Feijóo calificaba como “letal” la posibilidad de un pacto con Gonzalo Pérez Jácome (DO). Después aceptó que el PP apoyase al líder de DO e mantuvo a Jácome como alcalde después de la crisis interna de DO. Todo a cambio de que DO garantizase el apoyo a José Manuel Baltar como presidente de la Diputación de Ourense.

También en esto Feijóo creó escuela, es decir, una política sin escrúpulos, pactando en cada momento con quien más le beneficiaba. “Baltar ficha a una diputada que dejó el PP en 2019 y se asegura la mayoría en la Diputación”, titulaba La Voz de Galicia, 1-8-2022. Resulta que Jácome expulsaba al PP del Gobierno municipal de Ourense en julio de 2022 y para asegurar el gobierno de la Diputación (el PP tenía 12 de 25 diputados) Baltar hacía la enésima jugada. Montse Lama, que se presentaba en 2019 por Ciudadanos, dimitía del Gobierno diciendo, en referencia a Baltar, que “Ourense necesita mejores políticos”. Pero regresaba al redil manifestando que el PP “es el partido que mejor representa a los vecinos de la provincia”.

Después de todas estas experiencias El País de 12 de marzo de 2022 titulaba: “Feijóo defiende que gobierne la lista más votada pese a que el PP hace lo contrario”. Si el PP cumpliese esa propuesta después de las elecciones municipales y autonómicas de 2019, el PSOE habría conseguido la presidencia de Andalucía, Madrid, Castilla-León y Murcia y la alcaldía de muchas ciudades como Madrid.

Durante todo 2022, ya como presidente del PP, Feijóo continuaba prometiendo hacer en el futuro lo contrario de lo que hace hoy el PP, es decir, gobernar con Vox si no es la candidatura más votada y necesita sus votos. En el programa “El Espejo” de Antena 3 (23-12-2022), manifestaba: “Si no gano las elecciones, no puedo gobernar; espero que el señor Sánchez diga lo mismo (...) Yo quiero ser presidente si gano las elecciones; si no las gano, no”. Es público que el PP no fue la candidatura más votada en muchas comunidades autónomas y ayuntamientos en las elecciones de 2023 y que preside esas administraciones con el apoyo de Vox.

Alfonso Rueda, nuevo presidente de la Xunta continuaba la farsa y reiteraba la propuesta para las elecciones municipales de 2023: pactar con el PSOE para que gobierne “la lista más votada”, titulaba Economía Digital Galicia, 16-6-2022.

En Galiza conocemos muy bien lo que predica y promete el PP en las campañas electorales y lo que hace después de las elecciones. En las elecciones municipales de 2003 en el ayuntamiento de Sada el Bloque Nacionalista Galego (BNG) conseguía la alcaldía. Pocos meses después, enero de 2004, Ramón Rodríguez Ares (significado franquista, que fue alcalde de Sada por el PP de 1979 a 2007) recupera la alcaldía con el voto de un tránsfuga (portavoz del PSOE). En la campaña electoral de las municipales de 2011 Ernesto Anido, candidato del PP en Sada, prometía que nunca pactaría con el PDSP (Partido Demócrata Sada Popular, creado por Ramón Rodríguez cuando es expulsado del PP). El BNG era el partido más votado y tuvo 5 concejales, el PDSP 5 y el PP 4 concejales. Ernesto Anido (PP), que fue la tercera lista más votada, conseguía la alcaldía con el apoyo del PDSP, pero siguen predicando que debe gobernar la lista más votada.

1.2. “La contradicción como arte de hacer política”

El periodista Daniel Salgado hacía esta análisis de sus cualidades políticas y titulaba: Feijóo, la contradicción como arte de hacer política (elDiario.es, 1-3-2022): “Decir una cosa y su contraria es, tal vez, la característica principal del discurso de Feijóo. El oxímoron: completar una palabra con otra que tiene un significado contradictorio u opuesto, dice la Academia. Pero algún día, hace ya casi dos décadas, los medios de comunicación vendieron a su audiencia que con él regresaba a Galicia un magnífico tecnócrata”. “Preguntado por uno de los viajes con Marcial Dorado, respondió con una frase que le va a perseguir de por vida: yo recuerdo que había nieve, creo que eran los Picos de Europa y no Andorra”. Señala Salgado que “durante la semana siguiente la Xunta aprobó un paquete de ayudas para los medios de comunicación gallegos y su presidente proclamó ´se acabó la infamia´. Fue su manera de decretar el cerrojazo informativo sobre el escándalo, tras unas primeras horas de sobreexposición en los medios”.

En una entrevista de Jordi Évole, Feijóo manifestaba: “que yo sepa, Marcial Dorado no me ha quitado un voto”. Y el narco aseguraba en ese mismo programa de televisión que, de poder, votaría por Feijóo.

El 5 de setiembre de 2022 manifestaba que presentaría un Plan Energético con un amplio abanico de medidas, entre otras: “Extender la rebaja del IVA del gas y electricidad al invierno”. La verdad es que, anteriormente, el PP se había abstenido en la votación para rebajar el IVA de la electricidad del 21 al 10% hasta finales de 2022.

Poco después Feijóo pedía la prórroga de esa rebaja que ellos mismos no habían aprobado, ¡un fenómeno! No es de extrañar que con estos comportamientos mucha gente considere muy benevolente el calificativo de farsante y hablan ya de “vendedor de humo” y “trilero político”.

Como buen “marxista”, el cambio continuado de opinión y de principios, al estilo Groucho Marx, es una de sus características. Feijóo criticaba la prórroga del estado de alarma por la pandemia el 26 de octubre de 2020 y manifestaba que era “un palo sin precedentes al sector hotelero y de servicios”. Pero la Xunta de Galiza continuó aplicando cierres y confinamientos en los meses siguientes. Feijóo reclamaba al gobierno, antes de Navidad, la obligatoriedad del uso de la mascarilla en la calle y poco después criticaba al gobierno por no retirar esa medida.

1.3. La mentira como método. Balance de 2022

El periodista Xosé Hermida hablaba de “método Feijóo” (El País, 16-3-2022): “El domingo ofrecía pactos a Sánchez y el lunes acusaba al Gobierno de forrarse con los impuestos”. En 2009 decía: “No se puede gastar lo que no se tiene”, criticaba el “despilfarro” de la Xunta, pero el hospital Alvaro Cunqueiro de Vigo se construye mediante una colaboración público-privada, que tendrá que pagar hasta 2035.

Feijóo, que estaba en campaña electoral continuada, presentaba este balance de 2022, como recogía la Cadena SER: “Somos la última economía de la Unión Europea. Esta es una legislatura perdida. España es más pobre hoy y está más endeudada que en 2018 cuando llegó el gobierno de Sánchez”. El economista Julen Bollain (diputado en el Parlamento Vasco de 2016 a 2020 por Elkarrekin Podemos) le daba esta respuesta: “Señor Feijóo, miente usted. Le voy a dar cuatro datos: 1. La inflación más baja de Europa. 2. El paro más bajo desde 2007. 3. La afiliación más alta de la historia en la Seguridad Social. 4. La economía crecerá cerca del 5% en 2022 y más del doble que la media de la UE en 2023”.


2. La biografía oculta

Alberto Núñez Feijóo, nació el 10 de setiembre de 1961 en Os Peares, ayuntamiento de A Peroxa (Ourense) en 1961, licenciado en Derecho, funcionario desde 1985 del Cuerpo Superior de la Administración General de la Xunta. Secretario General Técnico desde julio de 1991 cuando José Manuel Romay Beccaria era Consejero de Agricultura, Ganadería y Montes de la Xunta de Galiza; tres meses después continúa con Romay (Consejero de Sanidad y Servicios Sociales de la Xunta), como Secretario General de esa consejería hasta 1996. Cuando ese año el PP gana las elecciones con Aznar como Presidente, el nuevo ministro de Sanidad, Romay Beccaria, coloca a Feijóo en Madrid como presidente del Instituto Nacional de Salud (INSALU) de 10 de mayo de 1996 a 18 de mayo de 2000. Posteriormente está al frente de la Secretaría Estatal de Correos y Telégrafos (18 de mayo de 2000 a 18 de enero de 2003). En esas responsabilidades Feijóo destacó por las privatizaciones en estos organismos públicos.

Feijóo siempre estuvo muy agradecido a Romay, su padrino político, y en el Congreso del PP en Sevilla en abril de 2022, cuando fue elegido Presidente del partido, le reserva un puesto de vocal en el Comité Ejecutivo Nacional del PP.

José Manuel Romay Beccaria, reconocido como miembro del Opus Dei difundía las virtudes de Feijóo en una entrevista del periodista Graciano Palomo1: “Me llamó la atención su inteligencia despierta, la seriedad en los planteamientos, su capacidad de trabajo y, en definitiva, creo que era y es una persona con criterio… Era una joyita que no podíamos dejar escapar”. “La izquierda tiene pavor al liderazgo serio de Alberto… Sus actuales campañitas brutales contra él les servirán de poco… Es el político con más prestigio de España”. “La realidad es que están asustados ante el Mihura que tienen enfrente”. “Es de Os Peares (Ourense), el corazón de Galicia, no se puede ser más gallego”

Romay Beccaria (Betanzos, 1934) tiene una importante hoja de servicios al franquismo, a Alianza Popular, fundada por Fraga, y después al Partido Popular (PP). Estos fueron sus cargos durante la dictadura: Secretario General de Sanidad (1963-1966) con menos de 30 años; Director del Instituto de Estudios de Administración Local (1973), siendo Luis Carrero Blanco, falangista y también miembro del Opus Dei, Ministro de Presidencia e Vicepresidente del Gobierno; Subsecretario del Ministerio de Presidencia (1974); Subsecretario del Ministerio de Gobernación (1975). Ya en democracia: diputado por Alianza Popular en el Congreso por la provincia de A Coruña (1982-1990) y por el Partido Popular (2000-2003). Con Manuel Fraga fue Consejero de Agricultura (1990-1991) y de Sanidad de la Xunta (1991-1996); Vicepresidente de la Xunta (1982-1983) con el presidente Fernández Albor; Presidente de la Diputación de A Coruña (1987-1990); Ministro de Sanidad y Consumo del Gobierno de Aznar (1996-2000); Presidente del Consejo de Estado (2003-2004 e 2012-2018); Senador (2011-2012) por designación del Parlamento Gallego.

Cuando Xosé Cuíña cae en desgracia, Feijóo es nombrado por Fraga Consejero de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda el 18 de enero de 2003 y un año después Vicepresidente Primero de la Xunta (2004-2005) hasta el gobierno bipartito de PSdeG e BNG (2005-2009). Diputado en el Parlamento Gallego (2005-2022) y Presidente de la Xunta de Galiza (2009-2022). Presidente del PP de Galiza (2006-2022). Presidente del PP desde el 2 de abril de 2022.

Para potenciar su presencia en el debate político como presidente del partido, Feijóo es elegido por el PP como senador por designación del Parlamento Gallego, puesto que ocupa desde el 24 de mayo de 2022 hasta julio de 2023. En las elecciones generales del 23 de julio de 2023 es elegido diputado del PP encabezando la candidatura de Madrid y fue candidato a la presidencia del gobierno

El periodista Gonzalo Cortizo explicaba el regreso de Feijóo a Galiza, después de su paso por Madrid en los gobiernos de Aznar, en su artículo “10 cosas que no todo el mundo sabe sobre Alberto Núñez Feijóo”2: “Al igual que le sucedió en Madrid, en Galicia Feijóo pudo medrar gracias a un escándalo en el que las empresas de las familias del PP obtuvieron beneficios en tiempos de crisis. Fue a principios de 2003, pocos meses después del accidente del petrolero Prestige frente a las costas de Galicia. En enero de ese año la Cadena Ser desveló que las empresas familiares del conselleiro Xosé Cuíña habían vendido miles de trajes y palas a la Xunta para la recogida de chapapote en las playas. La venta se hizo a través de empresas interpuestas y la noticia supuso la caída en desgracia de Cuíña y el final a sus planes para sustituir a Manuel Fraga. Cuíña presentó su dimisión y ahí estaba Feijóo para quedarse con su silla en la consellería de Obras Públicas y en la carrera sucesoria”.

Su pareja desde 2013 es Eva Cárdenas, directora de Zara Home (2003-2018) y asesora externa de Sargadelos durante dos años hasta que Feijó se traslada a Madrid en 2022, con la que tuvo un hijo en 2017. Eva Cárdenas fichaba por Mango Home como asesora externa en decembro de 2023.

El 29 de abril de 2022 presentaba su dimisión como Presidente de la Xunta y el 12 de mayo de 2022 Alfonso Rueda era elegido por el Parlamento Gallego como nuevo Presidente de la Xunta.

2.1. La familia es lo primero

Micaela Núñez Feijóo

La empresa Eulen, en la que trabaja Micaela, hermana de Alberto Núñez Feijóo, recibía contratos por más de 37 millones de euros durante los 13 años de Feijóo como presidente de la Xunta de Galiza. En 2015 Eulen conseguía contratos de la Xunta por más de 6,2 millóns de euros. Un año después Micaela ascendía a directora de la sección noroeste del grupo Eulen, empresa de servicios que tiene más de 70.000 empleados en el mundo.


Eulen recibía varias denuncias, una de ellas por posible trato de favor por parte del ayuntamiento de A Coruña cuando gobernaba el PP, como recogía el periodista Juan Oliver3. Carlos Negreira, amigo de Feijóo desde que estudiaban Derecho en Santiago, perdía la alcaldía de A Coruña en junio de 2015 y dejaba la presidencia del PP local en abril de 2016, incorporándose ese mismo mes a WindOne Advisors, empresa de asesoría que preside e que tiene como su primer valor la “ética como elemento integrador de todas las decisiones empresariales”. Pocos días antes de que Negreira fundase esa empresa, agentes de la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal acudieron a María Pita para registrar las dependencias del Palacio Municipal de María Pita en busca de pruebas sobre la presunta entrega irregular por parte de su gobierno municipal de dos contratos al Grupo Eulen de 2,3 millones de euros para la gestión de las bibliotecas municipales. Se realizó ese registro por la denuncia de otra empresa que había concurrido al mismo concurso, sorprendida por el borrado en las bases del concurso de la condición de que la concesionaria debía demostrar experiencia contrastada en el sector. Resulta que Eulen tenía experiencia en el sector de seguridad y limpieza, pero no en la gestión de bibliotecas.

La Asociación Europea de Ciudadanos contra la Corrupción4, recogiendo una información publicada por Nueva Tribuna, denunciaba un “abrumador trato de favor” de la Xunta a Eulen, que podía constituir “un delito de tráfico de influencias y corrupción sistemática”. Esta asociación se define como una organización sin ánimo de lucro que investiga y denuncia casos de corrupción en España. Curiosamente, su presidente era Manuel Romeral Frías, que había pedido el voto para Vox y que se manifestó en numerosas ocasiones contra la ley de violencia machista y contra la “ideología de género”. Solicitaba a la Fiscalía contra la Corrupción y la Delincuencia Organizada el inicio de actuaciones para investigar los hechos. “Eulen se adjudica los contratos en precario y contrata trabajadores en prácticas, sin cualificar y sin experiencia, a veces sin colegiar, y acaba prestando servicios de muy mala calidad, lo que en el caso de los que afectan a menores supone un daño evidente”, afirmaba Romeral.

La oposición solicitaba en el Parlamento Gallego en marzo de 2022 que el Consejo de Cuentas realizase una fiscalización de los contratos concedidos por la Xunta a Eulen, pero el PP vetaba esa iniciativa con su mayoría absoluta. Posteriormente, el Parlamento Gallego aprobaba por unanimidad el 20 de octubre de 2022 una Proposición no de Ley del PSOE que instaba a la Xunta a remitir a la cámara una relación detallada de todos los contratos entre las empresas del Grupo Eulen y a Administración gallega desde 2009 hasta la actualidad.


Eloína Núñez Masid

Esta doctora de 62 años, prima de Alberto Núñez Feijóo, fue concejal por el PP en Ourense y nombrada gerente del Complejo Hospitalario Universitario de Ourense (CHUO) cuarenta días después de que su primo tomase posesión como presidente de la Xunta el 18 de abril de 2009. Después fue gerente de Atención Primaria del Área Sanitaria de Ourense. El personal sanitario de Ourense denunciaba la conversión de habitaciones individuales de oncología y paliativos en improvisadas salas de urgencias con hasta cuatro pacientes en cada una5. Pepa López Maldonado, enferma de cáncer de mama con metástasis, renunciaba a seguir solicitando un TAC en el CHUO e reunía dinero entre familiares y amigos para hacerlo en la sanidad privada: “Podría contar la historia de otras muchas luchadoras que, como yo, están pasando por la misma desagradable experiencia”.

La Plataforma Gallega de Defensa de la Sanidad Pública hacía balance de la gestión de Eloína Núñez en Ourense e concluía sobre su ascenso a la área sanitaria de Santiago: “Llama la atención que una persona con una gestión tan negativa reciba un puesto así. El único mérito que podemos entender es que sea familiar de alguien”. Montse Prado, entonces portavoz de sanidad del BNG en el Parlamento Gallego y que había pedido en numerosas ocasiones la dimisión de Eloína, manifestaba: “Se premia el parentesco, no sólo biológico, sino ideológico. A las personas que están aplicando más fielmente el plan de desmantelamiento de la sanidad pública”


Eloína forma parte del equipo dirigente de la sanidad pública gallega. Gerente del Complejo Hospitalario Universitario de Santiago de Compostela (CHUSC) y gerente de la Área Sanitaria de Santiago y Barbanza desde 2017. Es especialmente beligerante con los profesionales de la sanidad que denuncian carencias en el servicio o la falta de material. Fátima Nercellas, médica del hospital de Santiago de Compostela, con treinta años de experiencia, fue acusada de atender a dos pacientes en noviembre de 2019 que esperaban en los pasillos del servicio de urgencias. Eloína impulsó un expediente contra Fátima, con petición de suspensión de empleo y sueldo por la comisión de dos faltas graves, y en el informe acusaba a la doctora de que era “una portavoz diaria y permanente de todo lo que acontece en el servicio de urgencias”. La Junta de Personal defendía la actuación de Fátima y señalaba que “se está actuando de forma espuria, en un intento de callar su voz”.


En junio de 2020, iniciada la pandemia de COVID, Eloína fue la protagonista de otra polémica cuando acusaba al personal sanitario de la propagación de COVID porque, según su argumentación, se contagiaba durante la asistencia a congresos y después contagian al resto de compañeros durante las pausas para tomar café en sus hospitales. La periodista Elisa Álvarez hacía una entrevista a Eloína y preguntaba: “¿Por qué cree que, en general, hubo tantos contagios entre sanitarios?” Esta fue su respuesta: “Al principio, los sanitarios que daban positivo no era por el trabajo del hospital, sino que se trataba de profesionales que habían estado en alguna jornada, congreso o reunión fuera de Galicia. Esos fueron los primeros que empezaron a dar positivo. Después aparecieron casos que se habían contagiado por un contacto, y llegó un momento en el que en las salas de café que hay en las plantas retiramos los sillones donde se sentaban los profesionales, porque esto hacía que estuvieran juntos más sanitarios, lo que daba lugar a favorecer el contagio entre ellos”6.

Ya en 2021, Alberto Núñez Feijóo nombraba a su prima para un cargo en la dirección del Partido Popular y con Rueda de presidente llega a la ejecutiva del PP de Galiza.


Este era un balance de la gestión de Eloina Núñez en el CHUSC: “Solo en los últimos seis meses tres servicios de medicina han quedado descabezados en el hospital de Santiago. El pasado mes de junio dimitió el jefe de Medicina Interna por la falta de personal y por ´lo tensionada´ que está la sanidad pública. A finales del verano fue destituido el responsable de Otorrinolaringología tras nueve meses de huelga de los profesionales sin que la gerencia diese una solución. Y esta misma semana ha renunciado a su cargo el jefe de Ginecología en el Clínico de la capital gallega, Manuel Macía, en medio de un conflicto por la falta de personal en otro centro del área sanitaria que ha llevado a los facultativos compostelanos a redoblar esfuerzos desde hace más de siete años. El viernes aprobaron en asamblea que, si no media una solución, irán a la huelga a la vuelta de las fiestas navideñas”7.

2.2 Recolocación de amigos y cargos públicos

Para el periodista Juan Oliver “una de las claves del éxito del líder de Galiza fue la poderosa maquinaria clientelar que Feijóo organizó en Galiza alrededor de la Xunta y el PPdeG, que funcionó en los últimos años como puerto de abrigo para que no cayeran en desgracia los altos cargos, militantes y afines de los que fue prescindiendo, y que tendrá que recomponerse ahora bajo el mandato de Rueda. En los dieciséis años al frente del partido y trece de ellos como presidente de la Xunta, Feijóo consolidó una maquinaria política de tanta eficacia y magnitud que son muy pocos los resortes de poder, la economía y la empresa del país que no dependan de ella”.

Beatriz Mato es uno dos casos más significativos de recolocación de cargos públicos en empresas privadas con una buena remuneración. Consejera de Trabajo y Bienestar de la Xunta (2009-2015). Consejera de Medio Ambiente (2015-2018). Fue designada por Feijóo para que el PP recuperase la alcaldía de A Coruña en 2019. No consiguió ese objetivo y poco después dimitía como concejala, renunciaba a su escaño en el Parlamento Gallego en enero de 2020. Un mes después, febrero de 2020, es contratada por Greenalia –empresa eólica que creció rápidamente gracias a las licencias de la Xunta de Feijóo para construir sus primeros parques eólicos, instalaciones fotovoltaicas y plantas de biomasa– como Directora del departamento de Desarrollo y Sostenibilidad. En setiembre de 2010 es nombrada consejera del grupo Euskaltel y en junio de 2021 entra en el consejo de administración de Greenalia.

Carlos del Álamo, que fue consejero de Medio Ambiente en la Xunta de Fraga (1997-2003), acababa colocado en el consejo de administración de ENCE en 2009, acompañando a dirigentes del PP como Isabel Tocino, ministra de Medio Ambiente con Aznar. Del Álamo era nombrado Consejero Coordinador de ENCE en 2019. Todo esto podría explicar la actuación continuada del PP para favorecer siempre los intereses de ENCE.

Antonio Couceiro, fue Consejero de Industria y Comercio en la Xunta de Fraga (1994-1999); presidente de la Autoridad Portuaria (1999-2002); Director General de Begano, embotelladora de Coca-Cola en A Coruña (2002-2013). Desde 2016 es presidente de la Cámara de Comercio de A Coruña. Desde 2021 es presidente del Deportivo de A Coruña, propiedad de Abanca. Es consejero, entre otras empresas, de la eólica Greenalia e Inveravante, que es un grupo empresarial de los herederos de Manuel Jove, que facturó 270 millones de euros en 2022.

José María Castellano fue el último presidente de la fracasada unión de las cajas de ahorros gallegas, antes de que Feijóo facilitase su venta a Banesco, banco venezolano de Juan Carlos Escotet. Castellano fue vicepresidente de Inditex, la empresa de Amancio Ortega, y acaba de presidente de Greenalia. Como señala Juan Oliver, “De Feijóo al cielo, pasando por Zara”.

Jesús Vázquez Almuíña, médico, alcalde de Baiona (2004-2015), consejero de Sanidad (2015-2020). Poco después de su cese era nombrado por Feijó presidente de la Autoridad Portuaria de Vigo, con un salario anual de 90.000 euros. Desde 2023 es alcalde de Baiona.

Rocío Mosquera ocupaba el cargo de consejera de Sanidad antes de Vázquez Almuíña y fue destituida en 2015 por la cuestionada entrada en funcionamiento del hospital Álvaro Cunqueiro de Vigo. Criticada por negar a pacientes afectados por hepatitis C el tratamiento que precisaban y que les prescribían sus médicos, provocando el fallecimiento de varios de ellos. También por haber amañado, según una sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, una oposición para que su marido, Manuel Bustamante, consiguiese la plaza de jefe de servicio de Cirugía General del Hospital Clínico de Santiago. Rocío Mosquera fue recolocada en 2018 al frente de Galaria, empresa pública de la Xunta, que presta servicios de tecnología sanitaria, con un salario anual de 70.000 euros. Era un “dedazo” anunciado y el consejero de Sanidad Vázquez Almuíña hacía público este nombramiento un mes antes de que el Diario Oficial de Galicia (DOG) convocase esa plaza de Galaria.

Marta Fernández Currás fue consejera de Hacienda de la Xunta (2009-2011) y después Secretaria General de Presupuestos en el Gobierno de Mariano Rajoy (2011-2016). Cesa en 2016 y ese mismo año se incorpora a Ernst&Young España (EY) como socia responsable del área fiscal en Galiza y socia de la área de sector público8. EY audita, entre otras empresas, Inditex, Gadisa e Inveravante, y será también la auditora de la Sociedad para el Desenvolvimiento de Proyectos Estratégicos de Galicia, Impulsa Galicia, que está participada por la Xunta (40%), Abanca (38%), Reganosa (12%) y Sogama (10%). Por otra parte, la Junta General de Accionista de Ecoener, grupo de renovables, aprobaba el nombramiento de Fernández Currás como consejera independiente.

Fernando Guldrís fue director financiero de Xesgalicia (2016-2018) empresa pública de capital riesgo, siendo el máximo responsable de esta compañía de 2018 a 2020. Director general del Instituto Galego de Promoción Económica (IGAPE), dependiente de la Consejería de Economía, Industria e Innovación, entre 2020 y 2023. Cesa en el IGAPE y catro meses después es contratado por BDO, multinacional de auditoría9.

El diputado del BNG Luís Bará denunciaba que sociedades públicas dirigidas por Guldrís contrataron servicios de BDO: “Xesgalicia contrató con BDO la auditoría de sus cuentas anuales de 2021, 2022 y 2023 por 98.200 euros más IVA, además de las auditorías de Innova Tech, Galicia Iniciativas Emprendedoras, Sodiga o Adiante 2000”. Bará advertía que el fichaje de Guldrís por BDO es una clara vulneración de la Ley de Transparencia y Buen Gobierno: “Durante los dos años siguientes a la fecha de su cese, los altos cargos no pueden realizar actividades ni prestar servicios en entidades privadas relacionadas con expedientes sobre los que dictasen resoluciones en el ejercicio de su cargo”. Y acaba así su denuncia: “Está claro que el PP no distingue entre lo público y lo privado. Las grandes empresas tienen un asiento en el Consejo de la Xunta y viceversa, y hay una absoluta connivencia y complicidad que explica muchas decisiones por parte del Gobierno del PP que favorece de manera escandalosa y descarada a las grandes empresas”.

Guldrís no es un caso aislado del paso de altos cargos de la Xunta al sector privado. Javier Aguilera fu director general del IGAPE de 2011 a 2016 y cuatro meses después de su cese compartía negocios con Carlos Negreira. “El ex alcalde de A Coruña y Javier Aguilera, antiguo director del Igape, que llevan las riendas de Windone Consultores y Windtwo Advisor, han conformado en unos siete años un grupo de consultoría que maneja ya unos ingresos conjuntos en 2022 cercanos a los dos millones de euros, saneado y con beneficios”10.
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3. Amistades peligrosas

Podríamos hablar de las numerosas “amistades peligrosas” de Feijóo, pero me limitaré a tres por su relevancia en los medios de comunicación.

3.1. Las relaciones de Feijóo con Marcial Dorado

Manuel Cruz fue chofer en la consejería de Sanidad de José Manuel Romay Beccaria, cuando Fraga gana las elecciones autonómicas, y después fue chofer de Alberto Núñez Feijóo, número dos de esa cnsejería. Foi precisamente Manuel Cruz quien presentó al narcotraficante Manuel Dorado a Feijóo en 1994.

El País de 29 de marzo de 2013 publicaba unas fotos de Feijóo con Marcial Dorado y en algunas aparecían navegando en 1995 en el yate Oratus (fue intervenido años más tarde en una operación contra el blanqueo de dinero), propiedad de Dorado. Yolanda Díaz, entonces diputada de Alternativa Galega de Esquerda (AGE), denunciaba que Manuel Cruz era Guerrillero de Cristo Rey, se dedicaba al narcotráfico, llevaba pistola y, entre otras cosas, se dedicaba en Ferrol en la dictadura a dar palizas a los demócratas. Pero Feijóo no sabía nada.

Todo parece indicar que Feijóo tenía unha estrecha relación con Dorado ya que, además de acompañarlo en su barco por la ría de Arousa, visitó sus mansiones durante años y viajes juntos a Picos de Europa (de este viaje Feijóo sólo recordaba que “había nieve”), Ibiza, Tenerife y Cascais, como el presidente de la Xunta reconoció. Feijóo tenía entonces 34 años y era secretario general de la consejería de Sanidad, que ocupaba José Manuel Romay Beccaria. El presidente de la Xunta explicó que todo se reducía a una cuestión de “torpeza” e “ingenuidad” y que la publicación de esas fotos eran “un intento de amedrentarme”. ¿Quién amenazaba a Feijóo?

Para eludir responsabilidades y justificar su actuación, Feijóo llegó a comparar esas fotos con las que se hace en la calle: “No creo tener amistades peligrosas, pero me he hecho miles de fotos con desconocidos, en la calle, en los restaurantes, y no sé el currículo de todos”. Feijóo aseguraba que había roto relaciones con Dorado en 1997, pero no es verdad porque pinchazos telefónicos de la policía revelaban que siguieron en contacto entre 2001 y 2002. Manuel Cruz se implicó en empresas de Dorado como Petrogalicia y Xatevín, dirigiendo las gasolineras que aquel tenía en Caldas de Reis y en el puerto deportivo de A Illa. Falleció en un accidente en 1999.

Manuel Cruz era conocido en la década de los 70 como CruzGamada, por su ideología fascista. Junto con otros jóvenes franquistas de Ferrol organizaron un grupo de los chamados Guerrilleros de Cristo Rey, que se dedicaba, entre otras cosas, a agredir a demócratas, sindicalistas, curas progresistas y estudiantes. Eran conocidos como “los cadeneros” porque utilizaban cadenas de bicicleta como arma para realizar sus agresiones. En este grupo también militaba Arsenio Fernández de Mesa, alias Cuco, alias El Estirao11.

El franquista Arsenio Fernández de Mesa fue Delegado del Gobierno en Galiza desde mayo de 2000 a 2004. Cuando se produce la catástrofe del Prestige realiza una serie de lamentables declaraciones, que pasarán a la historia: “Probablemente el fuel no toque la costa gallega” (14 de noviembre de 2002); “El destino del fuel en el fondo del mar es convertirse en adoquín” (19 de noviembre); “Hay una cifra clara, y es que la cantidad que se ha vertido no se sabe” (21 de noviembre de 2002). Declaraba como imputado ante el juez de Corcubión, y la sentencia final de la Audiencia Provincial de A Coruña sobre el Prestige le dedicaba estos párrafos: “Desempeñó una tarea de coordinación difusa y confusa, tanto en la constitución de un organismo que rigiese las operaciones como en la facilitación de estructuras burocráticas y de atención a personas que pudieran informar a las autoridades”.

A pesar de su incompetencia probada, fue nombrado Director General de la Guardia Civil (2011-1016) por el presidente Rajoy. Y como pago a los servicios prestados al PP, en febrero de 2017 era nombrado consejero de la Red Eléctrica de España (REE). Una designación tan escandalosa que era calificada por Albert Rivera, presidente de Ciudadanos, como “un dedazo en toda regla”.

3.1.1. De contrabandista a narcotraficante

Marcial Dorado fue detenido y procesado por contrabando de tabaco en 1983. La causa fue archivada cuando llegó a la Audiencia Nacional porque había prescrito. En junio de 1990 fue detenido en la Operación Nécora, impulsada por el juez Garzón, pasando varios meses en prisión. Quedó en libertad, entre otras razones, por deficiencias en la tramitación del sumario. Era detenido en su mansión de A Illa de Arousa en octubre de 1992 como presunto propietario de 10.000 cajas de tabaco de contrabando, valoradas en 1.100 millones de pesetas. Condenado por soborno en diciembre de 2005 a tres años de cárcel y 60.000 euros de multa, por delitos realizados entre mayo de 1997 y julio de 1998 (la pena fue rebajada a seis meses por el Tribunal Supremo). En octubre de 2003 fue detenido en relación con un cargamento de 6 toneladas de cocaína confiscadas en el South Sea y condenado en noviembre de 2009 a diez años de cárcel (cumple otros cuatro años más por sobornar a tres guardias civiles en 1998) y 70 millones de euros de multa. Durante veinte años el nombre de Marcial Dorado aparecía en numerosas ocasiones en los medios de comunicación, relacionado con actividades ilegales. Pero Feijóo no sabía nada. Parece que los únicos en Galiza que no sabían quién era Marcial Dorado fueron Feijóo y Romay Beccaría que, como tutor político del presidente de la Xunta, salió en su defensa, diciendo que el tampoco sabía nada de ese narcotraficante.

En aquellos años miles de personas participaban en las manifestaciones que convocaban las asociaciones Érguete (Levántate), Esperta (Despierta) Cambados y otras entidades, reclamando el fin de la impunidad de los narcotraficantes y que se acabase con la muerte de muchas personas (más de 1.000 al año en 1995) víctimas de la droga. Pero Feijóo no sabía nada.

Estamos ante algo más que “simplemente unas fotos”, como decía Feijóo. El tema de fondo es la estrecha relación que mantuvieron durante años muchos contrabandistas y narcotraficantes con altos cargos del gobierno, con el partido de Fraga y su contribución al financiamiento ilegal del PP.

El periodista Perfecto Conde (publicó numerosos reportajes sobre el contrabando y el narcotráfico, y el libro La conexión gallega, del tabaco a la cocaína) hacía estas declaraciones sobre las fotos de Feijóo con Marcial Dorado y el financiamiento ilegal del PP12:

Me resulta difícil creer que un personaje como éste, que ocupaba cargos importantes, no leyese periódicos y revistas en los años noventa. Indudablemente, lo hacía. Tenía que estar al tanto de su vida, porque era conocida por todos. Esto parece una mala novela de misterio. Y si está siendo sincero, todavía peor, porque evidenciaría la ignorancia supina impropia de un gobernante. En todo caso, Feijóo no es un precisamente un hombre que se relacione con los obreros de la Bazán, sino más bien un señorito... que confunde Andorra con Picos de Europa.

Marcial Dorado tuvo una juventud pobre y difícil. Trabajó muchos años como piloto en un barco de pasajeros, propiedad de una familia de A Illa, antes de empezar en el negocio del tabaco de la mano de Terito (Vicente Otero), un hombre ligado directamente con la AP de Fraga. Llegó a haber una famosa reunión de capos en el Parador de Cambados en la que se discutieron las aportaciones que había que dar para la campaña de Alianza Popular. Incluso hubo un disparo, pero uno de los presentes apartó el brazo del que portaba la pistola a tiempo, dirigió el arma hacia el suelo y alguien terminó con un pie perforado.

Feijóo exigía la dimisión del Vicepresidente de la Xunta Anxo Quintana (BNG) en las elecciones al Parlamento Gallego de 2009 por la publicación de una foto de Quintana en el barco del empresario Jacinto Rey. Foto tomada un año antes de que Quintana llegase a la Xunta y cuatro años antes de adjudicarse el concurso eólico en el que participaba una empresa de Jacinto Rey. Feijóo había declarado, entonces, que “un gobierno debe cuidarse de las malas compañías”. Conocemos también después una foto de Mariano Rajoy (tomada el 19 de mayo de 2009, dos días antes de iniciarse la campaña de las elecciones europeas) en el pesquero Moropa, propiedad de un narcotraficante de la familia de “Os Caneo”. Y no pasó nada. Anxo Quintana, muy indignado con las comparaciones con Feijóo, declaraba en la SER: “Si esto me pasase a mi, no tendría que dimitir; una pareja de la Guarda Civil me iría a buscar a casa”.

En el marco de la operación South Sea contra el narcotráfico, y por orden del juez José Antonio Vázquez Taín, en el periodo 2001-2003 (Feijóo era Director de la entidad pública estatal Correos y Telégrafos), fueron grabadas conversaciones telefónicas entre Dorado y Feijóo; este mintió cuando dijo que había cortado su relación con narcotraficante en 1997. Preguntado ese juez sobre las declaraciones en las que Feijóo decía que desconocía las actividades delictivas de Marcial Dorado, respondió: “Je, je, je, je”.

3.1.2. Los contratos de Marcial Dorado con la Xunta

Ante la demanda de información por parte de la oposición sobre las concesiones y contratos de las empresas de Marcial Dorado con la Xunta, Feijóo daba una información insuficiente y manipulada. El 19 de noviembre de 2013 la Xunta manifestaba que no podía entregar parte de esos contratos porque se destruyeron cinco expedientes sobre ayudas a Xatevín S.L., Efectos Navales Arousa S.L., Mitulo S.A. e Inmobiliaria Marli, empresas vinculadas a la familia de Dorado. La explicación que dieron desde la consejería de Trabajo fue que esos expedientes, que abarcaban desde 1990 a 2001, estaban en mal estado por las inundaciones que se produjeron en el Centro Integrado de FP de Coia (Vigo) donde estaban custodiados por falta de espacio en el archivo de la delegación provincial. Entre los expedientes destruidos estaba la renovación de una batea de la empresa Mitulo S.A., propiedad del narcotraficante. Podemos estar ante un trato de favor a Dorado porque a pesar de que la petición fue realizada fuera de plazo, la Consejería de Pesca explicaba en 1999 que el interesado no pudo renovar el permiso por un “despiste administrativo”.

Que opinaba la ciudadanía de la actuación de Feijóo? Según una encuesta de Sondaxe13, el 55,8% consideraba insuficientes las explicaciones de Feijóo sobre el caso Dorado y sólo un 28,7% consideraba suficientes esas explicaciones.

Después de conocerse su relación con Marcial Dorado, Feijóo, que se autodefine como austero, adalid de la dignidad, conciencia crítica del PP, que nunca calla, debería haber dimitido si tuviese un mínimo de dignidad, aplicando aquello de las malas compañías, y para dar ejemplo.

Francisco Jorquera, entonces portavoz del BNG en el Parlamento Gallego, manifestaba: “En cualquier país con una democracia mínimamente asentada, las relaciones del Presidente del Gobierno con un capo de la mafia del narcotráfico serían consideradas como un hecho de extrema gravedad”. La dimisión de Feijóo era un imperativo ético, una medida ejemplarizante para frenar el deterioro de la política gallega y regenerar la democracia, pero no se produjo. Feijóo presumía de esa relación con Marcial Dorado y manifestaba en una entrevista con Gonzalo Cortizo14: “Que yo sepa, Marcial Dorado no me ha quitado ningún voto”.

3.2. Abrazo de Feijóo y Sánchez Galán, presidente de Iberdrola

El periodista Fernando Varela15 recordaba que en 2009, cuando Feijóo ganaba por primera vez las elecciones en Galiza, “Ignacio Sánchez Galán, presidente de Iberdrola, esperaba en la plaza del Obradoiro de Santiago para saludar a Feijóo y daba detalles de la escena: “Fue un abrazo tan efusivo que muchos en Galicia siguen considerándolo un símbolo de lo que vino después: una gestión de los asuntos públicos con mucho, muchísimo espacio, para los intereses privados”.

Galán es ingeniero industrial por la Escuela Técnica Superior de Ingeniería ICAI (Instituto Católico de Artes e Industrias) de la Universidad Pontificia Comillas en Madrid. Presidente de Iberdrola desde 2006. En 2014 recibía el Premio Capitalismo Responsable, que otorgaba el Grupo First. En 2015 su remuneración era de 6,17 millones de euros más acciones valoradas en 3,2 millones de euros; considerado como el quinto ejecutivo mejor pagado del Estado. La Junta General de Accionistas de Iberdrola de 2016 aprobaba el Informe anual sobre remuneraciones de los consejeros con el apoyo del 97,84% de los accionistas presentes.

Estos son algunos de los problemas de Galán con la Justicia16:

La Audiencia Nacional, a través de la Fiscalía Anticorrupción, le imputaba tres delitos: delito continuado de cohecho activo, delito contra la intimidad de las personas y delito por falsedad en documento mercantil por su presunta implicación en los trabajos de espionaje a jueces, ecologistas y competidores del comisario Villarejo para Iberdrola.

José Antonio Del Olmo, ex directivo de Iberdrola, denunció en informes guardados ante notario la presunta trama de facturas falsas que utilizaba Iberdrola para enmascarar los pagos a Villarejo [comisario] como tapadera de una organización criminal que lavaba fondos públicos aprovechándose de los fondos reservados del Ministerio de Interior en la etapa de gobierno del Partido Popular.

Según la investigación, fueron varios los encargos que desde Iberdrola se le hicieron a Villarejo, que los ejecutó a través de la sociedad Cenyt. Cronológicamente, el primero de ellos se dirigió a desactivar el movimiento social en contra de la instalación de una central de ciclo combinado en Arcos de la Frontera (Cádiz). Su denominación fue proyecto Arrow, se puso en marcha en 2004 y se extendió hasta 2006. La voluntad de ocultación del encargo se refleja, según el juez, en que Iberdrola no hizo los pagos a Cenyt, sino a otra sociedad que luego transfería los fondos a Villarejo. Además, los conceptos de las facturas no correspondían a los servicios reales, según reconoció el imputado clave, el ex jefe de Seguridad de Iberdrola Antonio Asenjo. Este explicó al juez Del Olmo que Galán “había ordenado realizar unos trabajos especiales de vigilancia”.

Iberdrola hizo otros encargos a Villarejo. En el mismo año 2004 se activó el denominado proyecto Black Board o B-B, que según información incautada a Cenyt tenía por objeto fundamental conocer información sensible referida a actividades de Manuel Pizarro, por entonces presidente de la rival Endesa.

En 2009 siguieron dos encargos. El proyecto Gipsy consistía en investigar a dos directivos que se sospechaba que podían estar cobrando comisiones en la contratación de los servicios. El trabajo se extendió a investigar a los vínculos de uno de ellos con Florentino Pérez, presidente de la compañía ACS. El proyecto Posy se centró en investigar específicamente a Florentino Pérez, según el juez “a fin de conocer cualquier circunstancia que, llegado el caso, pudiera ser utilizada en un escenario de conflicto con Iberdrola”. Finalmente, a finales de 2011 el encargo a Villarejo fue investigar a la sociedad suiza Eólica Dobrogea y su accionista mayoritario Chrisopher Kaap, con los que Iberdrola tenía negocios.

Todos estos encargos se realizaron cuando Galán ejercía como vicepresidente y consejero delegado de Iberdrola y después, desde 2006, como presidente de Iberdrola. Los trabajos se habrían realizado por Villarejo mientras estaba en servicio activo como comisario en el Cuerpo Nacional de Policía hasta 2009. El 23 de junio de 2022 el juez Manuel García-Castellón archivaba la causa contra Sánchez Galán por prescripción de los delitos porque se habrían cometido hace más de 10 años.


Veamos uno de los procedimientos de Iberdrola, dirigida por Galán, para tener unos beneficios de 21,2 millones de euros con la manipulación de los precios eléctricos. La Fiscalía Especial contra la Corrupción y la Criminalidad proponía la apertura de juicio oral contra Iberdrola Generación y cuatro de los ex directivos de la compañía por provocar una subida de los precios eléctricos en el mercado mayorista entre el 30 de noviembre y el 23 de diciembre de 2013, que ocasionó un perjuicio a los consumidores de más de 107 millones de euros, que explicaba así la Fiscalía17:

Con la finalidad de provocar una subida del precio de la energía eléctrica y perjudicar a los consumidores, ideó y puso en funcionamiento un sistema para incrementar el precio de la energía que vendía en el mercado mayorista diario. Para ello, “aumentó, sin causa legítima que los jutificara, el precio en las ofertas de energía eléctrica correspondiente a sus centrales hidráulicas de Duero, Sil y Tajo, a un nivel por encima del precio de mercado diario que impedía casar las operaciones”. Esta situación derivó en que esas plantas “dejaron de producir energía”. Pero como era necesario cubrir la demanda de electricidad entró en mercado la producción procedente de las centrales de ciclo combinado, de coste superior y en un rango de precios también más elevado, “situado entre los 80 y 90 euros por megavatio hora frente a la media de precios de la energía proveniente de las centrales hidráulicas, situado en 45 y 55”.

Un auto de 11 de julio de 2022 del juez Ismael Moreno, titular del Juzgado Central de Instrucción nº 2, acordaba abrir juicio oral y la Fiscalía solicitaba para los cuatro directivos dos años de prisión, con accesoria de inhabilitación especial para empleo o cargo público en la industria o comercio relacionado con la generación o comercialización de energía eléctrica y una multa de 85 millones de euros para Iberdrola Generación18.

3.3. La Xunta premia a Josefina Fernández, consejera delegada de DomusVi

Josefina Fernández Miguélez era la máxima responsable de la cadena de residencias DomusVi. Funcionaria de Hacienda, poco a poco fue entrando a dirigir centros de mayores de la mano de Caixanova, después Novacaixagalicia. El proceso empezó cando en 2009 el primer gobierno del PP de Feijóo decide deshacerse de sus acciones en Sogaserso (Sociedad Gallega de Servicios Sociales), la sociedad creada por el bipartito PSdeG-BNG para la gestión de residencias para gente mayor, entre otros puntos19.

Sogaserso estaba participada por Caixanova y cuando el ejecutivo de Feijóo decide renunciar a su participación del 45% dentro de la sociedad, la antigua caja de ahorros quedó con el 100% dejando la gestión de los centros vinculados a la empresa Geriatros. En esos momentos Fernández Miguélez dirigía un centro de mayores en el ayuntamiento de Cabanas.

Después de la fusión de las cajas de ahorros, las cajas no participarían en 2010 en el concurso de asignación de residencias. Geriatros quedó con todo el paquete, cuando la Xunta había declarado en su momento que “las plazas seguirán teniendo carácter público aunque salga de Sogaserso”. Una condición era que no hubiese socios privados y Beatriz Mato, consejera de Bienestar de la Xunta, manifestaba: “No nos gusta un sistema privado donde la Xunta esté en minoría accionarial, para eso preferimos que las cajas asuman la gestión”. El precio de la adjudicación de las residencias fue casi de 30 millones de euros.

“La consejera delegada de DomusVi, Josefína Fernández, está muy vinculada al PP” señalan desde la Fundación ASFAREBA (Familiares y Usuarios de Residencias y Griátricos de DomusVi); “está en residencias de la mano de Corina Porro, las dos son de una misma generación, son muy amigas”. La residencia de DomusVi en Barreiro, Vigo, “fue concesión municipal cuando Porro era alcaldesa, que la concedió a CaixaGalicia promoviendo esta residencia en 2006”. También desde ASFAREBA apuntan que Fernández Miguélez, “comenzó dirigiendo una residencia en Cabanas (comarca de Ferrol) y ahora está en la sede central en Vigo. La asociación de Trabajadoras de Residencias de Galicia, TReGa, señala que Fernández “es muy amiga de Feijóo” además de que bajo su dirección el nepotismo es una práctica muy habitual.

DomusVi está controlada por el fondo de investimento Intermediate Capital Group (ICG) desde 2017, según publicaba Manuel Rico en Infolibre en julio de 2020. La compra de la mayoría de la empresa se realizó a través de un complejo sistema en red que pasaba por Luxemburgo y terminaba en la Illa de Jersey.

La memoria del grupo de 2019 informaba que tenía 202 residencias y centros de día en toda España, con 22.527 trabajadoras/es, que atendían a 36.577 personas. Tiene una estrecha relación con los poderes públicos y, como recogen sus balances, en 2019 más de la mitad de sus plazas (51,59%) dependían de algún concierto con las administraciones20.

Después de la muerte de más de 1.700 personas en sus centros durante la pandemia, Josefina Fernández, consejera delegada, manifestaba que su modelo de gestión permitió “hacer frente a la pandemia en las mejores condiciones posibles” e que estaba “más orgullosa que nunca”. Hasta finales de setiembre de 2020, 140 personas perdieron la vida por COVI-19 en alguna de las 37 residencias en Galiza.

Durante la pandemia la Xunta tuvo que intervenir centros de DomusVi, como los de Vigo, Cangas y Outeiro do Rei; en esta última hubo más de 100 contagios en un día en setiembre de 2020. En la residencia de San Lázaro (Santiago) las familias denunciaban que perdieron la vida una de cada tres personas usuarias y el personal denunciaba ante la Xunta que la empresa no cumplía los ratios por usuario que exigían los pliegos públicos.

Josefina Fernández comparecía en el Parlamento Gallego el 13 de noviembre de 2020, haciendo una defensa de su gestión21. Alberto Pazos, diputado del PP, justificaba esas muertes en DomusVI: atiende a más de 36.000 personas en residencias y centros de día de toda España, “están más expuestos al virus, a mayor número de plazas, más riesgo, es lógico”. BNG e PSOE protestaban por la falta de respuesta a sus preguntas. Pablo Arangüena (PSOE) quería saber si Josefina Fernández tenía alguna titulación que la acredite para dirigir los cuidados de decenas de miles de personas en residencias para mayores de toda España.

Fernández cargaba contra el modelo público porque “traería caos, pérdida de recursos y consecuencias de alcance impredecible”, descargando toda la responsabilidad de las muertes en los “graves errores de gestión de la Administración en la primera ola”, es decir, el gobierno de Pedro Sánchez. No faltaron las alabanzas al presidente Feijóo: “No me avergüenza decir que Galicia lo hizo bien”.

Arangüena destacaba que en Galiza el 32% de los contagios se produjeron en las residencias de DomusVi, pero Fernández responsabilizaba a las familias: “Nos costó mucho que las familias entendieran que no podían entrar [en los centros], y es cierto que algunas familias no lo entendieron y ahí es donde hubo más contagios”. Olalla Rodil, diputada del BNG, subrayaba que, después de Madrid, Galiza era quien más aporta a los multimillonarios beneficios de DomusVi y, por otra parte, el 52% de sus centros se benefician del dinero público a través de conciertos con las administraciones, y acababa así: “Hace de la vejez un negocio”.

Josefina Fernández, fundadora de DomusVi, recibía la Medalla de Oro del Círculo de Empresarios de Vigo en 2016, que entregaba Feijóo. Y a finales de 2019 recibía el Premio Galicia Global de la Consejería de Economía por la expansión del grupo DomusVi por diferentes países, comprando residencias sobre todo en América Latina. El acto estuvo presidido por el consejero Francisco Conde, después Vicepresidente de la Xunta, y Manuel Fernández Pellicer, presidente de la Asociación Española de Directivos.

Josefina Fernández dejaba la empresa en abril de 2023, después de 23 años de ocupar distintos cargos directivos y la presidencia institucional desde finales de 2021. Fue muy significada su oposición a que la Xunta hiciese pública las personas fallecidas con coronavirus en cada una de las residencias de su empresa.
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4. La financiación ilegal del PP

4.1. Donaciones de contrabandistas y narcotraficantes

La militancia en Alianza Popular (AP), después Partido Popular (PP), de significados contrabandistas y narcotraficantes era de dominico público, como fue publicado en los medios de comunicación. También conocemos que sus donaciones al partido llegaron a 1.000 millones de pesetas entre 1980 y 1990. Entre los contribuyentes estaban: José Ramón Barral “Nené” (alcalde de Ribadumia por el PP entre 1983 y 2001), Luis Falcón “Falconetti”, José M. Prado Bugallo “Sito Miñanco”, Manuel Lorenzo “Ferrazo”, Marcial Dorado, Manuel Carballo Jueguen, Manuel Nieto, José Luis Vilela, Vicente Otero “Terito” (significado militante del PP en Cambados), Alfredo Bea Gondar (alcalde de O Grove por el PP) o Pablo Vioque (secretario de la Cámara de Comercio de Vilagarcía). Todos ellos se reunían con frecuencia en Pontevedra con Mariano Rajoy que era, entonces, presidente provincial del PP22. Después de las detenciones de Pablo Vioque, antiguo líder del PP en Vilagarcía y preso por narcotráfico (falleció en 2008), y “Nené” Barral entre mayo y junio de 2001, era una evidencia la relación entre los negocios de esas personas, la corrupción política y el financiamiento ilegal del PP. Pero Feijóo no sabía nada.

Rafael Louzán, que llegó a presidir la Diputación de Pontevedra por el PP, entró en política de la mano de “Nené” y ambos tenían intereses en varias empresas. Nené Barral y sus tres hijas eran imputadas en julio de 2013 por un supuesto blanqueo de dinero procedente del contrabando y por evasión fiscal. La Fiscalía solicitaba para ellos un total de ocho años de prisión, un millón de euros de multa y el pago solidario de una indemnización de 458.032 euros al Estado. Parece ser que Barral pudo desviar dos millones de euros a las Islas Vírgenes, China y Chile. Tenía pendiente una causa desde hace más de veinte años relacionada co un alijo de medio millón de paquetes de tabaco de contrabando, que descubrió la policía en contenedores del puerto de Vigo. Acusado de asociación ilícita, contrabando, revelación de secretos por funcionario público y soborno. El juicio estaba señalado para el 15 de diciembre de 2022 y la Fiscalía solicitaba una condena de diez años y medio de prisión. Nené estaba muy bien relacionado y contaba como colaboradores con dos agentes de la Guardia Civil y tres de Vigilancia Aduanera, que acabaron también imputados. Nené Barral no pudo comparecer en ese juicio por enfermedad, falleciendo en noviembre de 2023.


Así era el procedimiento para recaudar dinero para el PP. En la campaña para las elecciones del Parlamento de Galiza de 1990, cuando Manuel Fraga llega a la presidencia de la Xunta, el PP entregaba un bono con la foto de Fraga a las personas que hacían una donación de dinero ilícito, como recibo de su contribución. “Don Manuel” se reunía con ellos en el restaurante Rosita de Cambados y en el Altamira de Vilagarcía, donde los contrabandistas recibían los bonos y después el tesorero del PP, Rosendo Naseiro, pasaba a recoger el dinero de las donaciones. En esa época salía a la luz pública el llamado “Caso Naseiro” sobre financiamiento ilegal del PP, que se iniciaba por un pinchazo telefónico de la policía e una operación de narcotráfico. Vicente Otero fue uno de los más eficaces y colocó bonos por un importe superior a treinta millones de pesetas. Este contrabandista sería condecorado por el partido con la insignia de oro y brillantes del PP, según publicaba Novas da Galiza. Tendrá algo que ver todo ese dinero con los ingresos procedentes de Galiza, que figuraban en los papeles de Bárcenas? Pero Feijóo no sabía nada.

El narcotraficante Laureano Oubiña declaraba en una entrevista en la cárcel: “A finales de los años setenta, cuando pasamos a la democracia que dicen que vivimos, ayudé a financiar a Alianza Popular, del señor Fraga, y a UCD, del señor Suárez. E igual que yo lo hicieron muchos empresarios más que estábamos metidos en el contrabando de tabaco”23. Ni Fraga, ni el PP presentaron una denuncia en el juzgado por estas gravísimas acusaciones. Peros Feijóo no sabía nada.

4.2. Empresas que financian al PP de Galiza

La caída de uno de los puentes de la A-6, situada en el tramo entre Castro Lamas, en el ayuntamiento berciano de Veiga de Valcarce, y Noceda, en el ayuntamiento gallego de Pedrafita do Cebreiro, puso otra vez encima de la mesa la vinculación entre las empresas constructoras y el financiamiento irregular de los partidos políticos, como recogía un reportaje de Xacobe Ferreiro24.

Fomento de Construcciones y Contratas (FCC) es el resultado de la fusión en 1992 de Construcciones y Contratas (1944) y Fomento de Obras y Construcciones (1900). FCC es titular del 66% de la unión temporal de empresas (UTE) que construyó el puente de la A-6 siniestrada. Es una de las empresas citadas por Luis Bárcenas, antiguo tesorero del PP, por donaciones, supuestamente ilegales, al PP de Galiza. En este caso se trataba de una aportación de 108.000 euros, por parte de una compañía presidida en aquel momento por José Mayor Oreja, hermano de Jaime, ministro de Interior de Aznar. 

Actividades de Construcción y Servicios S.A. (ACS), que disponía del 33% de la UTE constructora del puente caído, también aparecía en los paples de Bárcenas con una donación de 60.100 euros al PP de Galiza. Los principales accionistas de ACS son Florentino Pérez (presidente del Real Madrid), la familia March y los “Albertos” (Alberto Alcocer y Alberto Cortina). 

Los datos sobre la contribución de FCC y ACS estaban recogidos en un informe elaborado en 2006 por Modesto Fernández, gerente del PP de Galiza. El documento, cuyo contenido impactó al juez Ruz, recogía aportaciones por una cantidad de 1.888.275 euros, procedentes de 19 grupos empresariales.


El empresario José Mayor Oreja, ex presidente de FCC Construcción25, filial de Fomento de Construcciones y Contratas, reconocía ante el juez Pablo Ruz que, fuera de los papeles de Bárcenas, realizó dos donaciones al PP por importe de 60.000 euros a través de Promociones Teide y BBR, sociedades filiales participadas al 100% por FCC, que no eran adjudicatarias de contratos con la Administración. Aseguraba que realizó estos pagos aconsejado por los servicios jurídicos de la constructora.

En su libro Florentino Pérez, el poder del palco (Akal, 2022), Fonsi Loaiza explica las conexiones de Florentino Pérez con Alberto Núñez Feijóo: “Son amigos íntimos, presentan libros juntos y todos los veranos se citan en la marisquería más lujosa de Galicia”. Bieito Rubido, director de El Debate (anteriormente director de La Voz de Galicia y de ABC), que es de Cedeira, organiza todos los años desde 2015 este encuentro en un restaurante de Cediera con asistencia de Alberto Núñez Feijóo, Mariano Rajoy y Florentino Pérez, entre otros. Leopoldo Rubido, hermano de Bieito, fue nombrado alcalde de Cedeira en la dictadura (1973). Después fue alcalde por el PP hasta 1999, de 2003 a 2007 y de 2011 a 2013, que cedía la alcaldía a su hermano Luis.

Entre las donaciones al PP de las empresas que figuraban en los papeles de Bárcenas,26 hay que destacar las anotaciones en las que aparecen Juan Miguel Villar Mir (OHL) con 530.000 euros; Luis del Rivero (Sacyr) con un total de 380.000 euros; José Mayor Oreja (FCC), con 165.000 euros. En los años que realizaron esas entregas, las citadas constructoras tenían 6.600 millones de euros en obras de administraciones públicas. También Mercadona entregaría 240.000 euros. Los pagos se concentran, curiosamente, en 2004 y 2008, que fueron años de elecciones generales. Los hospitales de Coslada, Parla, Sureste, Torrejón y Vallecas, de la Comunidad de Madrid, fueron construidos por Sacyr, FCC, OHL y Ploder, empresas que aparecían con donaciones al PP en los citados papeles de Bárcenas. ¡Qué casualidad!

Aparecen también con donaciones empresarios vinculados a la trama Gürtel (Alfonso García Pozuelo, Pablo Crespo) y Juan Cotino (miembro del Opus Dei, fue Director General de la Policía con Jaime Mayor Oreja de ministro y presidente de las Cortes de la Comunidad Valencianas), que el 14 de marzo de 2004 hizo una donación de 200.000 euros de parte de Sedesa. Vicente Cotino, sobrino de Juan, era responsable de Sedesa, empresa valenciana de servicios, que recibió ese año adjudicaciones de obras por un importe de más de 60 millones de euros (44 del ayuntamiento de Valencia y 16 de la Comunidad Valenciana), triplicando la facturación a la Administración, que fue de 18 y 19 millones de euros en 2002 y 2003. Hasta 2011 Sedesa recibió 273 millones de euros de contratos con las administraciones controladas por el PP, según un informe de la Unidad de Delincuencia Económica y Financiera (UDEF). Vicente Cotino está también imputado en la trama Gürtel, ya que el grupo Sedesa habría abonado 150.000 euros a Orange Market, tapadera de la Gürtel en Valencia, por proyectos inexistentes, según la UDEF. 


Por otra parte, la corrupción y la actuación ilegal parece estar muy extendida entre las constructoras. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC) multaba a las seis principales constructoras –Acciona, Dragados (ACS), Ferrovial, FCC, OHLA e Sacyr– con 203,6 millones de euros por concertar miles de licitaciones públicas destinadas a la edificación y obra civil de infraestructuras, como hospitales, carreteras o aeropuertos. Como es posible esta falta de control e impunidad durante 25 años, entre 1992 y 2017? El periodista Ramón Muñoz explicaba como operaban27:

El modus operandi del grupo (denominado G7 porque en principio estaba integrado por siete empresas) consistía en mantener reuniones semanales para analizar las licitaciones de obra pública que se habían publicado en diferentes plataformas de contratación del Estado. En esas citas, las empresas acordaban los concursos en que iban a compartir –entre todas o en un subgrupo– una parte o la totalidad de los trabajos que compondrían las ofertas técnicas de las licitaciones. Las empresas también intercambiaban información comercial sensible (diferente de la necesaria para compartir los trabajos), como su intención de concurrir o no a licitaciones, o la de formar UTEs (Unión Temporal de Empresas) y los miembros que las integrarían para asegurarse las adjudicaciones. Para evitar sospechas, “los trabajos se encargaban conjuntamente por los miembros del grupo a empresas externas”.

Entre las Administraciones Públicas afectadas figuran fundamentalmente las pertenecientes al Ministerio de Fomento junto con sus organismos y entidades públicas empresariales dependientes. La multa total será repartida entre las seis compañías: Acciona (29,4 millones), Dragados (57,1 millones), FCC (40,4 millones), Ferrovial (38,5 millones), Obrascón Huarte Lain (21,5 millones) y Sacyr (16,7 millones).

Muchas de estas empresas ya han recibido multas millonarias por pactar contratos en otros ámbitos como la obra ferroviaria, la conservación de carreteras o los residuos urbanos. Por ejemplo, ACS, FCC, Acciona o Sacyr, junto a otras empresas, fueron multados con 61 millones en 2021 por alterar el resultado de licitaciones de los servicios de conservación de la Red de Carreteras del Estado para hacerse con contratos por más de 500 millones de euros. Y en 2019, la CNMC sancionó con 118 millones a 15 empresas por repartirse concursos públicos de Adif por valor de más de 1.000 millones, entre las que estaban filiales de Sacyr, OHLA y ACS.

4.3. La época de Feijóo en la COTOP

Xacobe Ferreiro concreta también las donaciones al PP de empresas gallegas ligadas a la construcción y a la obra civil. En su mayor parte compañías con una importante facturación con la Xunta de Galiza, en los últimos años de Fraga al frente de la Xunta y de Alberto Núñez Feijóo, como máximo responsable de la Consejería de Ordenación del Territorio y Obras Públicas (COTOP)28. 

COPASA, empresa de Ourense, se situó con 380.245 euros en 2006 como primer donante del PP. A pesar de que los responsables de la compañía negaron al periódico El País las donaciones recogidas en los papeles de Bárcenas, esta empresa había aparecido como uno de los grandes beneficiados en los contratos de la Xunta, significándose en las adjudicaciones del Gobierno Fraga o las concesiones de Núñez Feijóo.

C.R.C. Ramón Carro fue otras de las compañías adjudicatarias de obras de construcción y mantenimiento de autopistas que aparecieron en el informe de Modesto Fernández. Precisamente esta empresa con sede en Ordes (A Coruña), aportó al PP 33.000 euros, adjudicándole dentro de una UTE la construcción y gestión de la autovía de la Costa da Morte en 2011.


Como recoge Xacobe Ferreiro, en el informe de 2006 de Modesto Fernández, gerente del PP, aparecen otras empresas de obra civil, la mayoría con contratos en la época de Manuel Fraga con la COTOP, dirigida luego por Feijóo: Teconsa, propiedad del grupo berciano Martínez Núñez, con una donación de 120.000 euros; Extraco, de Ourense, con 18.000 euros, Seixo con 30.000 euros y la vasca Bruesa con 80.000 euros. Esta última compañía, es propiedad del empresario gallego emigrado en Euskadi, Antonio Pinal, acusado de haber regalado al PP su sede de Donostia.


El conglomerado de empresas que participaron en las obras de los diversos edificios de la Ciudad de la Cultura de Santiago ocuparon un lugar de relieve en el informe del gerente del PP. Además de la ya citada COPASA, NECSO, una filial de la madrileña Acciona, aportó 100.000 euros al PP y estaba en la UTE para la construcción del Teatro de la Música, una obra por un total de 77 millones de euros, adjudicada en junio de 2005, dos días antes de la celebraciones de las elecciones, por el Gobierno de la Xunta en funciones, donde se sentaba Núñez Feijóo y que, finalmente, no fue construido.


El Grupo Campo, empresa familiar en la que participa Campo, antiguo alcalde del PP de Ortigueira, consiguió también importantes contratos en la Ciudad de la Cultura, y aportó 200.000 euros a la caja de los populares gallegos, según Modesto Fernández.


4.4. Las confesiones de Pablo Crespo confirman la existencia de la caja B del PP

Pablo Crespo, que fue secretario de Organización del PP de Galiza de 1995 hasta 1999 y después presidente de Special Events, la principal empresa investigada en la Gürtel, confirmaba la existencia de la caja B del PP para pagar sobresueldos en negro y las campañas electorales, y que tanto Cuíña como Fraga conocían la financiación ilegal del PP en Galicia29.

El enlace, conseguidor o defensor de Gerardo Crespo en Madrid era Francisco Ramón de Lucas Blanco “Pachi”, una persona próxima a Feijóo y que conseguía para Crespo contactos, contratos y hasta entrevistas con ministros. Como declaraba el mismo Crespo: “Yo le pagaba a Pachi, sí. No estaba en nómina, le pagaba 3.000 euros al mes en plan comisiones…Me conseguía contratos”. Esos pagos eran considerados como “prioritarios”. Sobre este conseguidor, decía Crespo: “Es de Pontevedra, tiene un chalé en Beluso y es amigo de Feijóo, su mejor amigo. Está siempre con él todas las campañas”. Por otra parte, el PP pagó 25.583 euros en las elecciones de 2009 a la empresa Disart 4 SL, que presidía Pachi Lucas. Estas relaciones privilegiadas con Feijóo eran recogidas en un SMS que Pachi enviaba a Crespo el 22 de mayo de 2012 y que figura en el sumario: “Comendo en Beluso, presidente, mar…!Todo ben”. En una fotografía de agosto de 2011 aparecía Pachi Lucas en la feria de toros de Pontevedra con Feijóo, Rajoy, Alfonso Rueda y Louzán, presidente de la Diputación de Pontevedra. Pero Feijóo no sabía nada.

4.5. Feijóo, la trama Gürtel y la financiación ilegal del PP de Galiza

Alfonso Pérez, “El Bigotes”, y Pablo Crespo crearon en Galiza Orange Market, una de las empresas de la trama Gürtel, en la década de los noventa; después trasladaron a la Comunidad Valenciana la sede social y la mayor parte de la actividad de esta empresa. El padre de Pablo Crespo era Manuel Crespo Alfaya, significado franquista, Secretario en Pontevedra de Falange Española Tradicionalista y de las J.O.N.S, fundador de AP en esa ciudad, después militante del PP, Jefe del Gabinete Técnico de Mariano Rajoy cuando este fue vicepresidente de la Xunta.

El PP de Galicia pagó “en B”, es decir, en dinero negro, más de la mitad de los actos celebrados entre 1996 y 1999, periodo en el que Fraga era el líder y Crespo secretario de Organización del PP gallego; y la mujer de Correa asesoró al PP de Pontevedra en 2001. Según la documentación encontrada por la policía en la caja de seguridad que Crespo tenía en una entidad de Pontevedra, fueron facturados 3,2 millones de euros al PP de Galiza en dinero negro.

Como recogía el periodista Pablo G. Quintas30:

La trama Gürtel organizó la campaña del PP de Galiza de las elecciones autonómicas de 1997, facturando 900.000 euros, según los datos que figuraban en un pen drive que tenía José Luis Izquierdo, uno de los contables de la trama. El PP hizo el pago en varios plazos y la demora en el cobro hizo que “El Bigotes” enviase varias cartas a Manuel Fraga, Mariano Rajoy y Javier Arenas. También había altos cargos implicados por contratos y cobros “en negro”. Arturo González Gil, de la Junta Directiva del PP de Ourense y vocal en la emigración del Comité Ejecutivo, figuraba en el sumario como contacto de la sede en Argentina y en el año 2004 recibió 1.620 euros “en negro”, por actividades del PP en ese país, procedentes de la caja B de un piso en la calle Serrano de Madrid. También Rafael Louzán, presidente del PP de Pontevedra y de la diputación provincial, contrató en 2001 los servicios de Special Events, otra de las empresas de la trama Gürtel. Fraga decía que no sabía nada de todo esto, pero de las conversaciones que tuvo Crespo desde la prisión con sus abogados, grabadas por la policía, se desprende una posible financiación ilegal del PP de Galiza. Crespo afirmaba que sus “superiores” tenían copia de todos los movimientos efectuados por la red en Galiza entre abril de 1996 y 1999. Correa también afirmaba que visitó a “Don Manuel” para organizarle las campañas electorales en Galicia.

El sumario de la Gürtel recoge que de los 12 millones de euros que el PP habría pagado en dinero negro para organizar actos electorales en distintas comunidades autónomas, 5,9 millones de euros podrían corresponder a Galiza31; además, los gastos no justificados del PP de Galiza entre 1996 y 1999 ascenderían a 584.58 euros. Un informe policial señalaba que el 47% de los actos electorales del PP de Galiza habrían sido financiados con “recursos ajenos a los circuitos financieros, que pueden proceder de terceros que financian los actos del partido con dinero ajeno a los circuitos económicos”.

La trama Gürtel continuó actuando en Galiza después de cesar Pablo Crespo en 1999 como responsable de Organización, y cobró dinero del PP por los actos celebrados en Galiza, cuando Alberto Núñez Feijóo ya era consejero de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda, y miembro del Comité de Dirección del PP de la provincia de Ourense. Según ese sumario, Gerardo Galeote, eurodiputado del PP, ingresaba 20.000 euros para esta red el 13 de marzo de 200332

A pesar de todos estos datos y evidencias sobre la financiación ilegal del PP, Rajoy siempre alimentó la teoría de la conspiración contra su partido: “La Gürtel no es una trama del PP, es una trama contra el PP”.

4.5.1. Noticias publicadas sobre la financiación ilegal del PP

Estas son algunas de las noticias relacionadas con el financiamiento ilegal del PP de Galiza, la trama Gürtel y el papel de Alberto Núñez Feijóo, publicadas en diversos medios de comunicación:

—El PP gallego pagó en dinero negro 3,2 millones de euros (Manuel Rico en Público, 4-10-2009).

—Una conversación grabada en la cárcel apunta a la financiación ilegal del PP gallego (El País, 6-10-2009).

—Correa entregó a Bárcenas 131.570 euros por las elecciones gallegas (Gonzalo Bareño, E. Clemente en La Voz de Galicia, 9-10-2009).

—La Gürtel intervino en las gallegas de 2001 (Fernando Varela en Público, 9-10-2009).

—El PP gallego pagó en negro más del 50% de sus actos en la etapa de Pablo Crespo (20 Minutos, 6-4-2010).

—La Xunta de Fraga pagó a la Gürtel por un estudio del que no hay constancia (J.A. Hernández e Pablo López en El País, 6-6-2010).

—Puertos de Galicia era el “Consulado de Gürtel”, denuncia el PSdeG (Alicia Gutiérrez en Público, 10-9-2010).

—Feijóo contrata a una firma que se coordinaba con la Gürtel (Pere Rusiñol, en Público, 8-10-2010).

—Los contratos del PP de Feijóo con la trama Gürtel, al descubierto (Marcos Paradinas, El Plural, 13-6-2013).

—El PP teme que la conexión gallega de la trama Gürtel acabe salpicando a Feijóo (Federico Castaño en Voz Pópuli, 5-7-2013).

—La Xunta admite 2.500 contratos con firmas citadas por Bárcenas (El País, 30-12-2013).

—Nuevos indicios apunta al pago de dinero negro desde Pontevedra (Miguel Ángel Campos en la Cadena SER, 5-3-2014).

—Feijóo se desentiende del supuesto pago en negro del PP gallego a Bárcenas (David Reinero en El País, 4-9-2014).

4.6. Fraga, Aznar, Rajoy y Gallardón participan en el financiamiento ilegal del PP

Se difundió un relato sobre Fraga de persona honrada, trabajadora, respetuosa con las leyes, que estaba lejos de la corrupción y de actuaciones ilegales. Pero los hechos indican que Fraga no solo participaba, sino que dirigía la trama de corrupción del PP y recibía directamente donaciones de empresarios y particulares para la financiación ilegal del PP.

Rosendo Naseiro, que había sido tesorero nacional del PP, había escondido un cheque por importe de medio millón de pesetas que Fraga recibió en abril de 1989 y que dos días después era ingresado en la cuenta a nombre del Partido popular en el Banco de Vitoria. Dinero que se dedicaba al pago del gasto electoral de las elecciones gallegas de 1989.

En el documento titulado Comentario al cierre del ejercicio económico de 1989, Naseiro explicaba que en ese año el PP tuvo “172 millones de pesetas de déficit, motivado por las aportaciones que por valor de 500 millones de pesetas envió la Tesorería Nacional del partido a Galiza para atender los gastos de la precampaña y campaña gallega”. Así ganó Fraga las elecciones al Parlamento de Galiza de 17 de noviembre de 1989, gastando en su campaña más del doble del límite permitido por la legislación vigente (el PP declaró ante el Tribunal de Cuentas un gasto electoral de solo 199 millones de pesetas).

Mariano Rajoy también conocía esta financiación ilegal del PP porque era el número dos del partido en Galiza, en una campaña que dirigió Dositeo Rodríguez. Además del dinero enviado desde la sede central del PP en la calle Génova de Madrid, el PP recibía donaciones ligada al mundo del contrabando, como recogía el artículo “Política de contrabando”33.

Alianza Popular tenía unas empresas tapadera, que el partido usaba para facturar a las grandes empresas supuestos informes, genéricos o inexistentes. Jorge Verstrynge, que había sido secretario general de AP de 1979 a 1986, presidía el consejo de estas empresas y daba detalles sobre la financiación de las campañas en Galiza con dinero B, y como Manuel Fraga dirigía esta corrupción34:

En un momento faltaban 40 millones para una campaña en Galicia. Fraga me dice, “vaya usted a tal compañía eléctrica y hable con Fulanes”. Llamo a Fulanes y me dice que mandemos una secretaria con escolta y una maleta. Y me dice que necesita un informe sobre una cuenca hidrográfica, pero no lo teníamos. Así que, me dice: “Coge el último número de Interviú y lo abres por la página X”. Allí había un reportaje de un crimen en Albacete: la maté porque era mía. A continuación, me pide: “Le dices a tu secretaria que copie el artículo y arriba ponga Confederación Hidrográfica del Duero”. Esto funcionaba así, La maté porque era mía como un informe de la Confederación Hidrográfica del Duero.

Naseiro también implicaba ante notario a José María Aznar, sucesor de Fraga, como recaudador y persona que supervisaba y daba todas las directrices en materia de financiación del partido. Ángel Sanchís, tesorero de AP entre 1982 y 1987, corroboraba estas declaraciones de Naseiro y decía en declaraciones ante el Congreso de los Diputados en 1990: “Recibimos dinero los partidos políticos de señores que lo dan”. Sanchís, que estuvo imputado en su día en el caso Naseiro y después en la trama Gürtel, admitía que envió miles de cartas solicitando fondos y organizando cenas para “esquilmar a los amigos, a los conocidos y a los conocidos de los amigos”. Y justificaba así su actuación: “No sé dónde está el problema. Recibir dinero era perfectamente legal. No lo negué nunca”.

Naseiro encargaba como tesorero unas auditorías internas sobre las donaciones en los primeros años del PP, que recogían estos datos: “En la sede de Barcelona se recibieron 6.136.425 pesetas de donaciones en 1989. El control de la recepción es débil, ya que no se emplean documentos prenumerados con original y copia, para recibirlos”. En la auditoría en la sede provincial de Vizcaya podía leerse: Se obtuvieron 522.256 pesetas por donaciones en 1989”.

Alberto Ruiz Gallardón ratificaba esta financiación ilegal y recogía en un informe interno que entre el 30 de mayo de 1989 y abril de 1990 el PP había recibido 20,3 millones de pesetas en donaciones que “corresponden a donantes conocidos e identificados, que por razones evidentes de discreción no se relacionan en estos informe”. Y los papeles que guardó Naseiro revelaban que entre marzo de 1987 y diciembre de 1988 el PP ingresó 140 millones de pesetas sin ningún tipo de control, ni identificación (la mitad de esta cantidad, en efectivo), en una cuenta opaca abierta en el Banco de Fomento.

4.7. Feijóo nunca sabe nada de la corrupción y no es responsable de nada

Alberto Núñez Feijóo no sabía nada de la corrupción cuando no era militante del PP; tampoco sabía nada cuando era el consejero responsable de la COTOP, y como Presidente de la Xunta no sabía qué decir o callaba cuando las preguntas de los periodistas eran comprometidas. Por otra parte, Feijóo no quiere asumir ninguna responsabilidad política sobre la corrupción de su partido y contesta con frecuencia: “No sabía nada”.

Pablo Crespo, responsable de organización en Galiza del PP hasta 1999, es uno de los principales implicados en la trama Gürtel y cuando abandona esa responsabilidad (por cierto, despedido con honores), Feijóo, que era consejero de Política Territorial, mantuvo a Crespo en el consejo de administración de Puertos de Galiza hasta diciembre de 2005, siendo Carlos Negreira Presidente de ese organismo. El jefe de contabilidad de Puertos de Galiza, Victoriano Lago, tuvo relación con Pablo Crespo a través de una empresa ubicada en el paraíso fiscal de Isla de Nevis. Entre 1999 y 2005 Puertos adjudicaba cuatro contratos, entre setiembre de 2004 y julio de 2005, a la Constructora Hispánica por importe de 13 millones de euros, cuyo ex presidente, Alfonso García Pozuelo, está imputado en el caso Gürtel. Pero Feijóo no sabía nada.

Feijóo justificaba su ignorancia porque en 1999 no militaba en el PP (“El señor Crespo, cuando yo llegué al PP, llevaba muchos años desaparecido de allí”), pero la red de empresas Gürtel siguió actuando en Galiza durante muchos años después de esa fecha. Feijóo, que era consejero de Política Territorial en 2003, adjudicó por 21 millones de euros a Constructora Hispánica, en julio de 2005, el inicio de la autovía entre Sarria y la A-6, dentro del Plan Galiza. Cuando ya era presidente del PP de Galiza, la empresa SWAT SL, vinculada a la trama Gürtel, fue la responsable de la marca Feijóo09 de la campaña electoral de las elecciones autonómicas de 2009. Pero Feijóo no sabía nada.

En la campaña electoral de las elecciones gallegas de 2005, cuando Feijóo era vicepresidente de la Xunta, el PP recibió casi dos millones de euros en donaciones de empresas, la mayoría constructoras, que tenían adjudicaciones de obras de la administración gallega. Pero Feijóo no sabía nada.

Por otra parte, cuando se presenta algún caso de corrupción, Feijóo declara que hay que esperar a que los vecinos hablen en las elecciones, como si la corrupción pudiera ser legalizada o justificada en las urnas. Así, cuando se desata la llamada “Operación Campeón” en la que eran detenidos el director general y subdirector del Instituto Gallego de Promoción Económica (IGAPE), por presunto fraude en subvenciones públicas, Núñez Feijóo se negaba a dar explicaciones, con el argumento de que “a mí me llegan los principios éticos y la supremacía moral que me dan los gallegos con sus votos”. En otras palabras, los votos que reciben exculpan a los dirigentes políticos de todo delito de corrupción. Esta es la original forma de entender en el PP la democracia y el mandato de las urnas: si tengo el voto de la ciudadanía recibo la absolución, independientemente de lo que decidan los tribunales de justicia.

En última instancia, y para acabar con la corrupción, los dirigentes del PP solicitan la intervención divina, como si los seres humanos no pudiésemos hacer nada. Elena Candia participaba el 14 de junio de 2015 en la ofrenda del Antiguo Reino de Galiza cuando era alcaldesa del PP de Mondoñedo y pedía al Santísimo Señor Sacramentado “ser fuertes e inflexibles con los que siguen haciendo una política corrupta”. Es impresionante la poca vergüenza de algunos dirigentes políticos del PP! Candia, presidenta provincial del PP, se presentaba como candidata a la alcaldía de Lugo en las elecciones municipales de 29 de mayo de 2023, pero fracasó y continúa el gobierno PSOE-BNG.

Lo grave de las prácticas corruptas es que son asumidas por cargos públicos del PP como una cosa normal. Lo explicaba muy bien Argimiro Marnotes, alcalde del PP de O Carballiño, imputado por tráfico de influencias y revelación de secreto en la Operación Pokémon35: “Vendex se portó bien, me pagó religiosamente un trabajo que le hice [el alcalde hizo para esta empresa, como aparejador, la nave del depósito de la ORA en Ourense] y por agradecimiento le encargué el césped de mi finca, que la empresa no me cobró”. Explicaba así su filosofía: “Me gusta dar trabajo a quien me lo dio”.
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5. La xunta de Feijóo vende las cajas gallegas a un banco venezolano a precio de saldo

5.1. Fracasa la fusión de las cajas gallegas

Recuperemos la historia del proceso. El objetivo de la fusión de Caixa Galicia y Caixanova era conseguir una caja gallega fuerte, competitiva, al servicio de la ciudadanía y de nuestra economía y con los centros de decisión en Galiza, es decir, una herramienta fundamental para el desarrollo de Galiza. Algunos partidos alimentaron un localismo reaccionario, manteniendo sus representantes posiciones contradictorias, con el silencio cómplice de su dirección nacional. La aprobación de la Ley de Cajas por el Parlamento de Galiza puso a debate público no solo una visión del sistema financiero gallego, sino los distintos proyectos de país de los partidos políticos.

Abel Caballero, alcalde de Vigo del PSdeG, calificaba la citada ley como inconstitucional, se pronunciaba en contra de la fusión de las cajas gallegas, fomentaba el enfrentamiento y llamaba a la movilización cívica. Reclamaba para Vigo la sede de la nueva caja, la Presidencia, la Dirección General y todo el equipo directivo debería ser de Caixanova, así como la mayoría del Consejo de Administración. Javier Losada alcalde de A Coruña, también del PSdeG, no quedaba atrás, exigía lo mismo que Caballero y que todos los órganos de decisión y de gestión de la nueva caja deberían estar en A Coruña.

El resultado de esta fusión de las cajas gallegas fue Novacaixagalicia (NCG), con 1.346 oficinas y presencia en 12 países. Con un activo de 77.480 millones de euros, se colocaba como la quinta caja de España. El ministerio de Economía y el Banco de España daban el visto bueno a su plan de fusión, que pasaba por la petición de 1.162 millones al FROB (Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria), la reducción de la plantilla en 1.200 trabajadores y el cierre de unas 300 oficinas.

Las bases de la fusión de las cajas gallegas eran aprobadas en diciembre de 2010 y el Banco de España consideraba que NCG era solvente, pero mes y medio después el Gobierno del PSOE cambiaba, unilateralmente, las reglas del juego, exigiendo otras condiciones. Un acuerdo en Madrid de PSOE y PP modificaba la Ley de Cajas, aprobada por el Parlamento de Galiza y abría las puertas a la entrada de capital privado, es decir, que las cajas pudieran convertirse en un banco más, perdiendo su carácter público y social.

Ante semejante abuso y agresión a los intereses de Galiza no hubo una respuesta política unánime y solo el BNG convocaba actos públicos bajo el lema: “Salvemos el ahorro gallego. No a la privatización”. En la concentración de Lugo participaba Mauro Varela, vicepresidente de NCG.

Las incoherencias del PSOE y PP eran evidentes, diciendo una cosa aquí y otra en Madrid; votando una cosa en A Coruña y otra en Vigo o Santiago. En el Pleno del ayuntamiento de A Coruña de 7 de febrero de 2011 se aprobaba por unanimidad una moción sobre el futuro de las cajas gallegas, apostando por su continuidad:

Novacaixagalicia tiene 2,9 millones de clientes, siendo el 77% de ellos gallegos, manteniendo la mitad del ahorro en depósitos en Galiza. Novacaixagalicia tiene a más de 90.000 españoles residentes en el exterior como clientes, cuadriplicando a cualquier otra entidad financiera similar. En Novacaixagalicia cerca del 90% de las PYME gallegas tienen algún crédito o préstamo, además participa con 4.000 millones de euros en el capital de alguna de las principales empresa gallegas, que sostienen 30.000 empleos en Galiza, dinamiza y ejerce influencia como motor de la actividad empresarial.

Novacaixagalicia tiene un patrimonio sociocultural de 210 millones de euros con 180 infraestructuras propias y aportó solamente en el último año 110 millones de euros a la Obra Social.

La finalidad de la Ley de cajas de ahorro de Galicia es la de colocar el ahorro gallego al servicio del tejido productivo del país y además defendemos desde el primer momento la fusión gallega como herramienta clara del refuerzo y blindaje del sistema financiero gallego.

Solicitamos a las autoridades económicas el reconocimiento de los saneamientos de activos en la valoración de la solvencia comparativa entre entidades y un calendario aplazable para el tránsito al nuevo modelo común que se imponga.

En Vigo no hubo esa unanimidad y en el Pleno celebrado el mismo día que en A Coruña, el BNG presentaba una moción en contra de la “privatización” de NCG, apostando por mantener el actual modelo de cajas de ahorro e instando a la Xunta a defenderlo; el PP votó en contra y el PSOE se abstuvo. Por otra parte, el PSOE no aprobaba en el Parlamento de Galiza una moción del PP y BNG que, a diferencia de lo aprobado en A Coruña, se pronunciaba a favor de “mantener el actual proceso de reestructuración de las cajas de ahorro gallegas en base al amplio consenso alcanzado y garantizando su solvencia” y “reclamar al Gobierno del Estado la retirada de las exigencias de capital y reservas adicionales a las aprobadas por el FROB36 y el Banco de España en el proceso de fusión de las cajas de ahorros gallegas”. Sí apoyó el PSOE el punto 3 de la moción: “El compromiso inequívoco en mantener el modelo de cajas de ahorros con vocación social y vinculación territorial”.

El Consejo de Ministros de 18 de febrero de 2011 aprobaba un decreto, llamado de “reforzamiento” del sector financiero, que elevaba la ratio mínima de solvencia de las entidades financieras. Los bancos deberían tener un 8% de core capital o capital básico (porcentaje de capital más reservas del que las entidades podrían disponer inmediatamente ante una eventualidad, sobre el total de los activos ponderados por riesgo). Para las que no cotizan en bolsa y no tienen accionistas privados, como las cajas, ese porcentaje sería del 10%. Estábamos ante una de las exigencias más altas del mundo porque las normas internacionales de Basilea III obligaban a alcanzar un 8% en 2015. El Gobierno daba de plazo hasta lo 30 de septiembre de 2011 para cumplir con esas condiciones, bajo pena de nacionalización parcial y convertirse en bancos.

Xavier Vence, catedrático de economía de la USC, manifestaba en su artículo Por que se (nos) suicida el PSdeG?37:

Con una firmeza digna de mejor causa, el Gobierno de Zapatero acaba de aprobar el decreto que pone las condiciones leoninas necesarias para forzar a las cajas a autoliquidarse, bancarizarse y entregarse a fondos de inversión y bancos españoles o foráneos. Es el golpe de gracia al sistema de cajas y, por lo tanto, a lo que ellas representan en cuanto a patrimonio colectivo de la comunidad de origen, cercanía financiera y crediticia para PYME (Pequeñas y Medianas Empresas), particulares y obra social. En nuestro caso supone entregar, grosso modo, nada más y nada menos que el 50% de nuestro sistema financiero, la mitad del ahorro y del crédito que mueve el país.

Las cajas eran –y son aún– una de las herramientas estatutarias con mayor potencial para el desarrollo del país. Los neocentralistas no se equivocan al meterles mano. También es cierto que en esto –como en lo demás– el neocentralismo adapta su estrategia a la correlación de fuerzas. Con Cataluña y País Vasco se pacta –porque se dan por perdidos– pero el resto se entiende que es territorio madrileño y, por lo que la complicidad de Feijóo deja ver, no se equivocan del todo. Es cierto que el PP participa plenamente del proceso, pero también es cierto que la responsabilidad es de quien gobierna. El que raya en la inmolación es Pachi Vázquez [entonces secretario general del PSdeG] y los suyos, con su irresponsable sumisión a las decisiones madrileñas, cuando no caen en el esperpento de reavivar otra vez la podredumbre localista con tal de disimular que de esta Madrid nos roba la cartera y el alma.

La Voz de Galicia titulaba “Contra Galicia”38, una especie de editorial: “Primero se dejó agonizar la agricultura, la ganadería, la pesca y la acuicultura. Luego fue desarbolada la industria naval. Más tarde se malvendieron los recursos que la hacían capaz de liderar el sector de la energía. Y ahora viene un Gobierno del PSOE y la desangra con una cuchillada a traición: pretende liquidar (a bajo precio) el principal motor financiero de la comunidad. ¿Se puede hacer más por empobrecer Galicia?”. Este periódico olvidaba un pequeño detalle: que el PP, durante esos años y desde la Xunta, calló y fue cómplice de todas esas agresiones contra Galiza. Pero esto no se podía decir, claro.

Xavier Vence criticaba el papel jugado por el empresariado del país, en el artículo Última elegía por las cajas39: “Descorazona que el empresariado de este país tenga tan poca visión y conciencia de sus intereses estratégicos como para no convertir esto en un auténtico casus belli. Descorazona que ese empresariado y otras fuerzas vivas sean capaces de levantar barricadas para estúpidas batallitas localistas y fraticidas, pero sean incapaces de hablar alto y claro con una única voz cuando otros nos roban el juguete. En fin, tenemos el justo pago por ser una sociedad sin pulso propio, con una élite gobernante vicaria y silenciada por el simple temor a perder una limosna o una franquicia”.

5.2. Nacimiento y agonía de Novagalicia Banco

Siguiendo el modelo de La Caixa catalana y de otras cajas de ahorro, el consejo de administración de NCG acordaba el 24 de febrero de 2011, con una sola abstención, solicitar una nueva ficha bancaria como Novagalicia Banco para acometer su reestructuración, pero sin descartar otras alternativas. Según este proyecto, NCG sería el accionista mayoritario de este banco asociado, que tendría accionistas públicos y privados y sólo necesitaría el 8% de core capital.

El BNG denunciaba que la bancarización de la caja era una de las decisiones más negativas tomadas en los últimos años para Galiza, la crónica de un atraco legal, un expolio del ahorro gallego y un ataque al autogobierno: “PP y PSOE son los otros grandes responsables por asumir los dictados del FMI y de la gran banca y crear un marco legislativo para permitir que la banca absorbiera a las cajas de ahorro. Hicieron lo contrario de lo que debían hacer: en vez de reforzar el carácter social de las cajas –como germen de una futura banca pública–, impulsaron el proceso de privatizarlas para abrir un nuevo campo de negocio especulativo al capital financiero. PSOE y PP pactaron el FROB y la reforma de la LORCA (Ley de Órganos Rectores de Cajas de Ahorros), que abría la puerta a capital privado en las cajas. En Galiza acordaron también la reforma de la Ley de Cajas, que blinda el estatus de los directivos. Sin ellos no habría sido posible que se perpetuase la privatización del ahorro gallego”. BNG y la CIG convocaban una manifestación en Santiago el 13 de marzo de 2011, bajo el lema Galiza ten dereito. En defensa do aforro, o emprego e o país (Galicia tiene derecho. En defensa del ahorro, el empleo y el país).

El 30 de septiembre de 2011 el Banco de España anunciaba que NCG solo tendría una participación del 6,84% en NCG Banco. Feijóo hizo el ridículo porque quince días antes anunciaba que, gracias a las gestiones de la Xunta, tendría el 15% del accionariado: “Puedo decirles que conseguimos incrementar en un 60% la participación de la caja en el banco. El compromiso para la constitución del banco es que la caja tiene que tener una participación del 15%”40.

La gestión de la Xunta de Feijóo fue negativa para Galiza, pero el PSOE tuvo también una importante responsabilidad porque el Banco de España, presidido por Miguel Ángel Ordóñez (MAFO), no hizo nada para frenar el proceso de desaparición de las cajas gallegas y permitió que cinco de sus directivos marcharan para casa con casi 70 millones de euros.

Finalmente, el valor contable de 1.714 millones de euros que tenía NCG quedaba reducido a un 10,56%, es decir, 181 millones de euros. Una cifra totalmente ridícula para una entidad que tenía depósitos por más de 77.000 millones de euros. Sumados esos 181 millones de euros a la inyección de 2.465 del FROB, la valoración de NCG Banco quedaba en 2.646 millones de euros.

MAFO comparecía como ex gobernador del Banco de España en la Comisión de Economía del Congreso en julio de 2012 y revelaba cuáles eran realmente las intenciones de esa institución. Declaraba que su estrategia fue siempre vender NCG a los bancos grandes y que si permitieron la fusión de las cajas gallegas fue porque no se dejaba a los bancos comprar las cajas.

Los únicos satisfechos con la operación fueron los directivos de las cajas gallegas. A modo de ejemplo, José Luís Pego, que había sido director de Novacaixagalicia, se despedía así del personal, después de marchar para casa con 18,6 millones de euros: “Los quiero muchísimo. Me habéis dado mucho más de lo que hubiera llegado a poder imaginar”.

El FROB comunicaba oficialmente el 26 de diciembre de 2012 que quedaba con el 100% de NCG Banco. Después NCG Banco recibía una inyección de 5.425 millones de euros del rescate europeo en exclusiva para lo FROB (39.968 millones para el conjunto de entidades nacionalizadas), que pasaba así a controlar el 100% de NCG Banco. En una tercera fase podrían convertir en acciones comunes de NCG Banco los 1.162 millones de euros en participaciones preferentes que el Estado compró para facilitar la fusión de las cajas gallegas, que dio lugar a Caixanovagalicia.

Feijóo que no hizo nada para defender los intereses de miles de familias afectadas por las preferentes, salía en defensa de los 19 inversores privados, entre los que estaban algunos de los más importantes empresarios gallegos, y declaraba: “La gente que invirtió dinero una vez que entró el FROB y, por lo tanto, que el capital era público, debe tener un trato diferenciado en la decisión del FROB”.

El FROB tenía hasta diciembre de 2017 para vender el banco en subasta competitiva y la normativa de la UE imponía que en julio de 2015 debería comenzar a buscar comprador. Todo indicaba que el Banco de España y la UE querían que la venta fuera a una entidad financiera, mientras José María Castellano, presidente de Novagalicia Banco, seguía buscando inversores extranjeros.

Otra de las condiciones de la UE para realizar el rescate de la banca fue la constitución del llamado banco malo (SAREB-Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria). La banca nacionalizada trasladaría a este banco 37.109 millones de euros en activos tóxicos vinculados al ladrillo (5.096 millones de euros proceden de NCG Banco). Acababa el año 2012 con unos balances muy preocupantes. Según la patronal CECA, las cajas nacionalizadas tuvieron unas pérdidas de 12.000 millones de euros entre septiembre de 2011 y septiembre de 2012: 1.874 millones de euros NCG Banco y 7.778 millones Bankia. A pesar de estos datos, Castellano reiteraba al personal de NCG Banco que había inversores dispuestos a entrar en este proyecto.

CCOO, UGT y CSICA acordaban con la empresa en febrero de 2013 el cuarto expediente de regulación de empleo (ERE) que, hasta 2015, supondría 1.850 prejubilaciones y bajas (590 de Evo, que era a marca para fuera de Galiza). Se sumaban a las sangrías del primer ERE en 2010, con 1.230 prejubilaciones; el segundo en 2011 con 350 bajas voluntarias; el tercero ERE en 2012 con 350 bajas voluntarias. CIG, CGT y ASCA no apoyaron el cuarto ERE e impugnaban ese acuerdo ante la Audiencia Nacional.

Para 2013 estaba previsto el cierre de 131 sucursales de Novagalicia Banco. Continuarían los cierres hasta 2015 para quedar abiertas 454 sucursales, que es lo que permitía Bruselas dentro de su plan de reestructuración. Hubo una importante repercusión en la atención al público y muchos ayuntamientos gallegos quedaron sin oficina bancaria.

5.3. La Xunta no defendió los intereses de Galiza

El proceso de liquidación de las cajas de ahorros demuestra que, en muchas ocasiones, economía y política van de la mano. En Galiza las cosas pudieron hacerse de otro modo se no tuviésemos una Xunta entregada a intereses partidistas, diseñados desde la calle Génova de Madrid, y un PSOE que actuó como una auténtica sucursal de Madrid. En Euskadi y Cataluña hay una mayor conciencia nacional, también en el empresariado y los agentes económicos, y las decisiones se tomaron en clave de país. Así, las tres cajas de ahorros vascas fusionadas controlan el 100% del nuevo banco (Kutxabank), cerraron las puertas a la privatización y dedican la obra social el 30% de los beneficios. En Cataluña La Caixa controlaba el 81% del banco (CaixaBank). Aquí no controlamos nada.

El Gobierno, Banco de España y el FROB, es decir, el PP, decidían que Bankia, con sede en Madrid, era sistémica y podía seguir en solitario, después de recibir una ayuda de más de 40.000 millones de euros (posteriormente fue comprada por CaixaBank). Pero discriminaba a Galiza, no permitiendo la continuidad de NCG con centro de decisión en nuestro país, y aceleraban su subasta para finales de 2013, a pesar de que el FROB tenía de plazo hasta 2017. El PP impedía el debate sobre el futuro de Novagalicia Banco y en el Pleno municipal de A Coruña de 18 de noviembre de 2013 vetaba una moción del grupo municipal del BNG con el siguiente contenido: frenar el proceso de venta de Novagalicia Banco; que se desarrollen las leyes necesarias para que fuera considerado como una entidad sistémica para Galiza y que en el futuro se mantenga como entidad financiera gallega independiente; que se estudie la posibilidad de transformarla en un banco público gallego; rechazo de cualquier tentativa de venta de NCG a otra entidad, que suponga la pérdida de su vínculo territorial con Galicia.

En una reunión con el comité de empresa en octubre de 2013, el portavoz nacional del BNG, Xavier Vence, manifestaba41 que la venta de Novagalicia Banco supone “perder la herramienta que hoy gestiona el 40% del ahorro gallego. La creación de empresas y de empleo en el futuro se verá resentida en esa misma proporción, en un momento en que Galiza precisa una entidad comprometida con la economía productiva”. Criticaba el papel del presidente de la Xunta: “El señor Feijóo en lugar de entrevistarse con los vendedores, es decir, con el ministro Luis de Guindos, con el responsable del FROB o con Mariano Rajoy, para pedirles que frenen el expolio de Novagalicia Banco, se reúne con los compradores interesados en quedarse con el botín. Feijóo se pone a favor del proceso y eso es una traición a los intereses del país, cuando debería estar liderando una frente en contra del expolio del ahorro gallego”. Vence desvelaba en esa reunión un dato de interés, después de entrevistarse con José María Castellano: “La propia dirección de la entidad nos trasladó su desacuerdo con esta anticipación del proceso de venta, y confesó que no fue consultada y que, cuando menos, debería agotarse el plazo concedido hasta 2017 por la Comisión Europea para completar el proceso”. “En cualquiera caso, sea cuál sea el escenario final, no podemos aceptar que conlleve la destrucción masiva de empleo –1.500 puestos directos según las estimaciones del comité de empresa–. Es responsabilidad de la Xunta y del Gobierno central preservar el empleo y la obra social, los centros de FP, los centros de mayores, las escuelas infantiles y los centros culturales que hoy dependen de la obra social”.

5.4. Así fue el “regaliño” a Banesco

Banesco, banco venezolano fundado en 1992, compraba Novagalicia Banco por 1.003 millones de euros el 18 de diciembre de 2013. La oferta, presentada a través del Banco Etcheverria, superaba a las presentadas por Caixa Bank, Santander, BBVA y el fondo Guggnheim. Después de ingresar en Novagalicia Banco más de 9.000 millones de euros, las arcas públicas perdían con esta venta más de 8.000 millones de euros. Novagalicia Banco y el Banco Etcheverria, también propiedad de Banesco, tendrían una sola ficha bancaria y quedaba por decidir el nombre de la marca resultante. José María Castellano y César González Bueno, que dirigieron el proceso, rechazaron la invitación del presidente de Banesco, Juan Carlos Escotet, para incorporarse al cuadro de personal del nuevo banco.

En esta ocasión el peze pequeño se comió al grande. Una situación realmente sorprendente porque Banesco tenía unos activos de 26.654 millones de euros, mientras Novagalicia Banco tenía 56.754 millones de euros. El patrimonio del primero era de 1.671 millones, mientras el de la entidad gallega era de 2.675 millones de euros. Los depósitos de Novagalicia Banco sumaban 35.367 millones (controlaba el 38% de los depósitos y el 33% del crédito gallego) y los de Banesco 23.313 millones de euros. La cartera de créditos de la entidad gallega era de 28.786 millones y de 14.234 la del banco venezolano. Había dos datos muy favorables para Banesco: en 2012 tuvo unos beneficios de 1.016 millones y 90 millones de euros Novagalicia Banco (antes de impuestos); la ratio de morosidad era de 0,73% frente al 16,1% del banco gallego.

Nadie esperaba este desenlace después de que Caixa Galicia tuviese un beneficio de 357 millones de euros en 2006, de 401 millones en 2007 y 225 millones de euros en 2008. Las cajas gallegas se metieron en negocios ruinosos, como fue la concesión de 14.371 millones de euros en créditos para operaciones inmobiliarias de dudoso cobro. En dos años la plantilla de NCG pasó de 7.700 a 4.447 trabajadores a finales de 2013.

Llegamos a esa situación después de una nefasta actuación del gobierno de Feijóo. El informe que, bajo encargo de la Xunta, realizó KPMG sobre la viabilidad de la fusión de las cajas gallegas (tuvo un coste de un millón de euros) afirmaba que la nueva entidad tendría un beneficio bruto de 2.671 millones de euros entre 2010 y 2015 y que se podrían devolver sin problema los 1.162 millones de euros que se necesitaban para la fusión. La Xunta del PP aun no dio una explicación por el fracaso de estas previsiones.

Las condiciones de la venta de Novagalicia Banco fueron muy beneficiosas para Banesco, un auténtico “regaliño”, ya que solo tuvo que pagar 400 millones de euros en el momento de firmar la compra y el resto en cómodos plazos hasta 2018. Además, Banesco recibía del FROB una garantía del 85% (800 millones de euros) sobre los procesos pendientes: preferentes, conflicto judicial con la aseguradora Aviva (reclamaba más de 400 millones de euros), los quebrantos de sus activos traspasados al Sareb (el llamado “banco malo”) y las cláusulas suelo.

Abanca, la marca elegida por Banesco, tuvo en 2014 un beneficio de 1.157 millones de euros, después de impuestos, que destinaba a fondos propios, es decir, ganó en un año más de lo que pagó por el banco gallego, y no tuvo que devolver ni un euro de los 9.000 millones de euros de dinero público que inyectó el Estado para sanear la entidad; ¡un negocio fabuloso! Tuvo esos beneficios gracias a la aportación de 556 millones de euros en créditos fiscales. Abanca tenía 2.200 millones de euros reconocidos en esos créditos fiscales y en 2014 utilizó el 25% de esa cantidad para ahorrar el pago de impuestos e incrementar así sus resultados.

También fue muy bueno el año 2015 porque Abanca tuvo un beneficio de 330 millones. En esta ocasión no recurrió a esa ventaja de los créditos fiscales y pagó 18,5 millones de euros en impuestos. Según el balance de la propia empresa, Abanca controlaba el 41% de la cuota de mercado en Galicia del crédito y el 31% de los depósitos. La ratio de solvencia se situaba en el 16,01% y bajaba la morosidad al 8,6%, cuando la media en el sector era de 10,01%.

Por otra parte, Banesco manifestaba su intención de centrarse en el negocio bancario y desprenderse de las participaciones que Novagalicia Banco tenía en numerosas empresas: (NH, Sacyr, Calvo, Indra, T-Solar…) que generaron unos ingresos de 308 millones de euros. Tenía también importantes ingresos con la venta de sus activos en numerosas empresas.

5.5. “Se este banco é galego que o demo me leve”

El artículo Se este banco é galego que o demo me leve42 (Si este banco es gallego, que el demonio me lleve), de Xosé Luís Barreiro Rivas, desmontaba la propaganda del presidente Feijóo, que insistía en que tenemos una caja gallega:

Así lo decía Dios bendito –al ver cómo se había desviado su proyecto de creación– en el poema de Curros Enríquez: “Se este é o mundo que eu fixen que o demo me leve” [Si este es el mundo que yo hice, que el demonio me lleve]. Y así lo digo yo, con toda libertad y sentido, al ver cómo aquella “caja solvente, gallega y no bancarizada”, por la que la Xunta le vendió su alma al diablo, llega a su destino convertida en un banquito, de capital íntegramente venezolano, sujeto a todas las turbulencias propias del país en el que nació Banesco, y pendiente del azaroso programa económico y monetario que está trazando Maduro. A Núñez Feijóo, autor de la famosa jaculatoria tantas veces repetida –“una caja solvente, gallega y no bancarizada”– le salen las cuentas, y siente el orgullo de haber salvado el “sistema financiero gallego”. Pero a mí no me salen, y creo que esta triste historia se merecía –¡y pudo tener!– un final más feliz… Va a comenzar la apisonadora mediática para convencernos de que Banesco es el “santo advenimiento”, que los gallegos no nos merecemos tanta suerte –como decía Romay por Fraga–, y que toda España se está babando de envidia al ver que Dios escribe derecho con líneas torcidas, y que la sarta de disparates que destruyó nuestras cajas se resume finalmente en esta “caja solvente, gallega y no bancarizada” que por fuera parece un banco venezolano y que por dentro es una cuenta mancomunada de Castelao y Rosalía Castro juntos. Así que ¡a brindar!

El desmantelamiento del sistema financiero gallego se consumaba con otras operaciones. El 7 de octubre de 2011 –día de la Virgen del Rosario, patrona de A Coruña– el Banco Popular compraba el Banco Pastor por 1.362 millones de euros que, posteriormente, sería comprado por el Banco Santander.

José María Arias, presidente del Banco Pastor, recibía como prejubilado del Pastor, 17,055 millones de euros (3,369 millones en concepto de contribuciones a fondos de pensiones y 13,686 millones de euros de obligaciones contraídas) y un salario de 1,33 millones de euros, por el primer trimestre de 2012. Arias es presidente de la Fundación Barrié de la Maza y, seguramente, será considerado como banquero y gallego ejemplar en la historia oficial de Galiza.

Se realizaron otras operaciones bancarias: Banesco pagaba 42 millones de euros para hacerse con el 70% del Banco Etcheverría (NCG controlaba case el 50% de las acciones). El Sabadell compraba el Banco Gallego, que tenía 183 oficinas (117 en Galiza) y 740 empleados. Evo Banco, que agrupaba la antigua red de oficinas de las cajas gallegas fuera de Galiza (con 80 oficinas e 590 trabajadoras/es) era adquirido por el fondo norteamericano Apollo el 6 de setiembre de 2013; con esta operación el FROB ingresaba 60 millones de euros y el personal vería reducido su salario una media de un 7,2%.

5.6. Abanca compra otros bancos y tiene grandes beneficios

En los últimos años el crecimiento de Abanca fue continuado con la compra de numerosas entidades financieras: Banco Etcheverría en 2014; Popular Servicios Financieros en 2017; Deutsche Bank PCB en 2019, Banco Caixa Geral de Portugal en 2020, Bankoa en 2021, Nuevo Banco en 2022, EuroBic de Portugal en noviembre de 2023.

Abanca y BFCM (Banque Fédérative du Crédit Mutuel) cerraban el 6 de octubre de 2023 la operación de compraventa de Targobank España. La entidad adquirida operará desde este momento bajo la marca TARGOBANK Grupo ABANCA. Con esta integración, que aporta 6.000 millones de euros en volumen de negocio, ABANCA gestionará un total de 114.117 millones de euros, una cifra un 5,6% superior a la actual. TARGOBANK España cuenta con 507 profesionales que prestan servicio a 161.000 clientes a través de las 51 oficinas que tiene en todo el territorio nacional, especialmente en el arco mediterráneo, Madrid y Andalucía.

Los beneficios de Abanca en los últimos años son extraordinarios: 367 millones de euros en el año 2017, 430 millones en 2018, 405 millones en 2019, 160 millones en 2020, 323 millones en 2021 y 217 millones de euros en 2022, en plena crisis. Conseguía un beneficio de 428,6 millones de euros en los nueve primeros meses de 2023, que suponía triplicar el beneficio de 142,5 millones del mismo periodo de 2022, con una ratio de morosidad del 2,3%. A cierre de setiembre alcanzaba los 53.285 millones de euros de depósitos minoristas de clientes, que aumentaron un 8,3%, según la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV). El volumen de negocio supera los 112.000 millones de euros y captó más de 96.000 nuevos clientes entre España y Portugal. Finalmente, en 2023 conseguía un beneficio de 711 millones de euros.

El presidente de Abanca, Juan Carlos Escotet, tiene muy buenas relaciones con la Corona y el PP. Alfonso Rueda, presidente de la Xunta, asistía con otras 500 personas a una romería internacional que organiza anualmente el presidente de Abanca en el parque municipal de O Carballiño. Allí, Escotet hablaba de la crisis43: “Los tiempos actuales son difíciles, pero llenos de oportunidades”. Rueda agradecía a Abanca que “apueste fuertemente por esas raíces gallegas”.

El beneficio de Abanca está sustentado en muchas razones, entre ellas el descenso de los gastos. Novagalicia Banco tenía 541 oficinas en Galiza y, después de la compra por Banesco, Abanca tenía 437 sucursales a finales de setiembre de 2021, 50 menos que en ese mes de 2020. Baja la atención al cliente con una reducción importante de personal. Por otra parte, el horario general de caja es hasta las 11 horas, con excepción para mayores de 65 años. Sólo mantienen oficinas donde está garantizada la rentabilidad.

El cierre de oficinas44 afecta, principalmente, a la zona rural; hay sobre 125 ayuntamientos que tienen una sola oficina y 54 ayuntamientos no tienen oficina El cierre de oficinas en Galicia afecta a todos los bancos. Cerraron 221 oficinas en 2011 y 190 en el año 2021. Para paliar esa falta de servicio en muchos ayuntamientos gallegos, la Xunta firmaba un convenio con Abanca para subvencionar la instalación de 39 cajeros en ayuntamientos que no tienen ninguna oficina.

Galiza se encuentra a la cola del Estado en oficinas bancarias por habitantes45. Según datos del Boletín Estadístico del Banco de España, Galiza contaba con 3,8 oficinas por cada 100.000 habitantes, cuando la media estatal era de 4,7 en setiembre de 2022. En la Eurozona la media es de 3,9 y de 4,8 en Francia. Galiza tenía 2.539 oficinas en 2008, que quedan reducidas a 1.026 en septiembre de 2022, según datos del Banco de España, es decir, cerraron 1.513 (el 59,6%), 40 puntos más que la media comunitaria, situada en 19,6%.

También el personal que atiende en Galiza esas oficinas bancarias se sitúa en la cola del Estado y de la Unión Europea, según el anuario estadístico de 2021 de la Asociación Española de la Banca (AEB). En esas oficinas de Galiza trabajaban 2.692 personas, es decir, una media de 2,62 personas por oficina, cinco empleadas/os menos que la media estatal, 8,8 menos que la media francesa y 12,7 personas por oficina menos que la media comunitaria. Además, en 2021 había 859 trabajadoras/es menos que en 2019. Esta reducción continuada de los servicios va acompañada de un incremento del coste de los mismos por el pago de diversos tipos de comisiones.

Aumentan los beneficios de Abanca, pero desciende la partida dedicada a la obra social a través de Afundación, si la comparamos con el que dedicaban las cajas gallegas. Así, antes de la fusión de las cajas la obra social de Caixanova y Caixa Galicia tenía en 2008 un presupuesto que sumaba 146 millones de euros entre las dos, y 110,4 millones en 2009. Novacaixagalicia destinaba 60 millones de euros a obra social en 2010, un 40% menos que antes de la fusión, según datos de la Comisión Nacional de Mercado de Valores (CNMV). El presupuesto de Afundación, obra social de Abanca, para 2016 era de 26 millones de euros, es decir, el 17% del que tenían las cajas gallegas en 2008. Pocos medios de comunicación hablan de estas cosas.

Abanca aprobaba un presupuesto46 para Afundación de 45 millones de euros para el período 2023-2027, un 27% más que en el período 2015-2019. Una cantidad ridícula se la comparamos con los beneficios del banco y muy lejos del que dedicaban las cajas gallegas a obra social antes de su desaparición.

5.7. Nuestro ahorro también emigra. Por una Banca Pública Galega

La salida de nuestros ahorros fuera de Galiza es una constante en nuestra historia. El economista Aleixo Vilas47 recogía datos del Boletín Estadístico del Banco de España: a junio de 2015, de cada 100 euros depositados en las entidades bancarias de Galiza, solo 76 euros eran destinados a crédito en nuestro país; los depósitos ascendían a 57.749 millones de euros, los créditos a 44.059, es decir, emigraron 13.690 millones de euros que sirvieron para suministrar créditos en otras comunidades autónomas. En la relación créditos/depósitos de todas esas comunidades, Galiza estaba la última con 0,76, cuando la media estatal era de 1,18.

Los datos del Banco de España para 2021certificaban ese incremento continuado en la fuga de capitales gallegos en los últimos años48. En 2019 huyeron de Galiza capitales por un total de 25.271 millones de euros; en 2020 fueron 27.402 millones. En el año 2021 los bancos con actividad en Galiza tenían 75.595 millones de euros en depósitos y los créditos representaban 46.693 millones, es decir, expatriaron 28.902 millones de euros hacia otros territorios del Estado. Sucede todo esto cuando los bancos están recortando el acceso a crédito a particulares y empresas, cayendo un 16% respecto a 2020.

El ahorro gallego significaba en 2021 el 5,10% del total estatal, mientras el crédito concedido por los bancos representaba el 3,73%, es decir, dos puntos inferior al peso de la población gallega en el conjunto del Estado. El crédito per cápita estaba en la cola a nivel estatal. El ahorro expatriado es una cantidad muy importante ya que representa el 44,7% del Producto Interior Bruto (PIB) gallego y supera en 16.302 millones al presupuesto de la Xunta para 2023, que es de 12.600 millones de euros.

El economista Xosé Díaz advertía de la “descapitalización del país”, a través de la “actuación del sistema financiero operante en Galiza, que conduce a que nuestros depósitos no sean realmente nuestros”. Esta situación ya era denunciaba por Xosé Manuel Beiras en O atraso económico de Galiza: “El drenaje de activos financieros es el primordial obstáculo a la posibilidad de financiar una suficiente formación interna de capital en Galiza con el excedente obtenido por nuestra población en la labor productiva. Se disipa de este modo la capacidad de crecimiento autóctono del país”.

Estudios de Alfredo Brañas y Lois Peña Nuevo denunciaban esta situación desde finales del siglo XIX y Alexandre Bóveda, ya en el siglo XX, calificaba esta expatriación de nuestros ahorros como una de las “muestras más claras del maltrato a Galicia”. Y Valentín Paz Andrade señalaba: “El problema de nuestro atraso [...] es precisamente la imposibilidad que Galiza tiene para poder retener el ahorro y hacer que contribuya, como le toca, a la mejora de nuestros paisanos, deteniendo la sangría del ahorro colectivo”.

Algunas de las conclusiones del economista Aleixo Vilas en 201549 tienen validez en 2023: “El Ahorro de los gallegos y gallegas emigra y no redunda en la concesión de crédito en el país. El proceso de reestructuración bancaria tuvo como consecuencia evidente la centralización y concentración bancaria y financiera, favoreciendo los intereses de las élites políticas y económicas radicadas en la capital del Estado español, siendo Galiza el territorio más perjudicado en este proceso. La alternativa para cambiar esta tendencia pasa por dotarnos de capacidad de decisión propia y entidades financieras que garanticen que nuestro ahorro se destina a dotar de crédito para impulsar la inversión en nuestros sectores productivos. La lógica de una banca privada con centros de decisión alejados de Galicia, integrada fuertemente en un modelo centralizado español se muestra como totalmente inservible para nuestro país. Es más necesario que nunca impulsar entidades financieras gallegas propias, como la creación de una Banca Pública Gallega o, cuando menos y como primero paso, un Instituto de Crédito e Inversión, tal y como ha propuesto el BNG en numerosas ocasiones”.

Por otra parte, Xavier Vence manifestaba: “En el Estado español se instaló desde los años 90 una mentalidad neoliberal, entregada a la idea de que la banca pública no tenía cabida en nuestro sistema económico. Hoy podemos constatar que otros países que económicamente les va mucho mejor que a nosotros, siguen teniendo banca pública y con una gran implantación”. Vence recordaba que Alemania contaba con una amplísima red de 410 entidades financieras de capital público, que dan fuelle financiero para el funcionamiento y expansión de las pequeñas y medianas empresas alemanas. Otros países como Austria, Noruega y muchos de los países emergentes que más crecen (Brasil, India, China o Sudáfrica) también tenían una potente banca pública. Xavier Vence subrayaba que la creación de una banca pública gallega “es posible hacerlo, hay ejemplos para eso, el marco legislativo permite crear este tipo de entidades y creemos que es preciso tomar una decisión política que desde el BNG queremos impulsar”.

Aún quedan por clarificar temas muy importantes sobre la desaparición de las cajas gallegas, que tendrá que abordar una nueva Xunta de Galiza, exigiendo responsabilidades políticas: todo el proceso de transformación en banco y su venta; las indemnizaciones millonarias de los directivos de las cajas etc. Y está pendiente la reclamación del BNG para que Abanca devuelva los 9.000 millones de euros que recibió de las arcas públicas para el rescate bancario.

5.8. Beneficios de escándalo de la banca, pero quieren más

Los cinco grandes bancos tuvieron unos beneficios de 26.088 millones de euros en 2023 (un 27,2% más que en 2022), gracias al aumento de los tipos de interés dictado por el Banco Central Europeo (BCE) en su lucha contra la inflación y por la escasa remuneración que dan al ahorro. Tuvieron unos beneficios de 62.000 millones de euros en los tres últimos años (2021, 2022 y 2023), pero no devolvieron ni un euro de los más de 100.000 millones de euros de dinero público para su rescate.

Banco Santander tuvo unos beneficios de 11.076 millones (+15,3%); B.BVA 8019 millones (+26,1%); CaixaBank 4.816 millones; Sabadell 1.332 millones (+55,1 %) y Bankinter 645 millones (+51%); Abanca 711,3 millones (217 millones en 2022) y Unicaja 265 millones (+4,9%). Se quejan de pagar sobre 1.200 millones de euros (menos del 4% de los beneficios) por el nuevo impuesto a la banca. Anunciaban que esperan aumentar esos beneficios en 2024.

Como contraste con estos beneficios, el 26 de febrero de 2024 miles de trabajadoras/es de banca participaban en un paro parcial de dos horas, secundado por el 85% de la plantilla (152.000 trabajadores) por la falta de avances en la negociación del convenio y por una subida salarial.

Los altos directivos y las personas de los consejos de administraciones de estos bancos también están contentos. Estos fueron sus millonarios ingresos en 2023, según los datos remitidos a la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV): Ana Botín, presidenta del Santander 12,24 millones de euros; Carlos Torres, presidente del BBVA 7,64; Héctor Grisi, consejero delegado del Santander 6,79; Onur Genç consejero delegado del BBVA, 6,70; José Antonio Álvarez, anterior consejero del Santander 5,77; Gonzalo Gortázar, consejero delegado de CaixaBank 3,40 millones; José Ignacio Goirigolzarri, presidente de CaixaBank, 2,26; César González Bueno, consejero delegado del Sabadell, 1,79; María Dolores Dancausa, consejera delegada de Bankinter, 1,79; Josep Oliu, presidente del Sabadello, 1,70; Susana Rodríguez, presidenta del BBVA, 1,40; Alfonso Botín, vicepresidente de Bankinter, 1,33; Pedro Guerrero, presidente de Bankinter, 1,05 millones de euros50.

Estos 13 banqueros suman unos ingresos anuales de 53,86 millones de euros, una media de 4,14 millones de euros, que multiplica por 156 el salario medios de los trabajadores/as españoles. Los sueldos de todo el consejo de administración del Santander suman 30,63 millones de euros y 20,159 millones de euros los del BBVA.
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6. “Galicia, Galicia, Galicia”, pero Feijóo marcha para Madrid

Alberto Núñez Feijóo centró su campaña para las elecciones gallegas de 2020 en el lema “Galicia, Galicia, Galicia”, revalidando la presidencia de la Xunta de Galiza, pero en la mitad del mandato marchó para Madrid. Decir o prometer una cosa y hacer la contraria es una constante en la trayectoria política de Feijóo y parece ser que con buenos resultados, hasta ahora.

Esto decía Feijóo en una entrevista de Gonzalo Cortizo51 cuando faltaban pocos días para las elecciones de 5 de abril de 2020: “Yo me presento para gestionar Galicia. Me debo a los gallegos. Mi capital político está aquí, mi compromiso está aquí y mi partido se llama Galicia. Milito en el Partido Popular pero mi partido, después de 11 años de presidente de Gobierno de la Xunta, se llama Galicia”.

El periodista Daniel Salgado señala en su artículo Feijóo, la contradicción como arte de hacer política52: “Tiene cartel de centrista, pero no ha dudado ni un momento en aliarse con Díaz Ayuso para consumar el golpe interno contra Casado. La ultraderecha lo tilda de nacionalista, y eso que a su gobierno se le debe el primer retroceso legal del gallego en la historia de la autonomía. Su trabajadísima imagen de gestor no se corresponde con prácticamente ningún índice objetivo”.

Salgado hace referencia al libro El viaje de Feijóo (Esfera de los Libros, 2021), una biografía del presidente de Galiza en la que el periodista de La Voz de Galicia Fran Balado relata lo que sucedió antes de marchar para Madrid:

El 18 de junio de 2018, el presidente gallego convoca a la cúpula del PP gallego y a la prensa para dar cuenta de si optaba a la sucesión de Rajoy. Al acto asistió con dos discursos, uno para decir que sí, otro para decir que no. Y la organización había preparado cartelería en ambos sentidos. Finalmente no se atrevió a dar el paso hacia Madrid y, al borde de las lágrimas, anunció que se quedaba. Lo que no explicó fue por cuánto tiempo. El Galicia, Galicia, Galicia que usó como lema electoral dos años más tarde, en una campaña donde las siglas del PP se redujeron a la mínima expresión, tampoco ha durado demasiado. ´Lo suyo es Génova, Génova, Génova´, le afeó recientemente la cabeza de la oposición parlamentaria, la nacionalista Ana Pontón.

A continuación Salgado explica la táctica de Feijóo y como consiguió derrotar al bipartito:

Una cosa y la contraria. El mismo Feijóo que prácticamente esconde su pertenencia al PP cuando se trata de pedir el voto para la Xunta de Galicia es ahora el mesías orgánico de la derecha. Y el que solicita, con ínfulas de estadista, que se rebaje la tensión en la política española es quien la elevó al máximo en 2009 para atacar al gobierno gallego de coalición entre Partido Socialista y BNG. Aquella estrategia de propaganda negativa –difundir mentiras a sabiendas de que lo son: el despilfarro de Touriño, los encuentros de Quintana con un empresario a bordo de un yate– desquició a las fuerzas de la izquierda y condujo a un escenario que nadie había previsto. Ni siquiera el propio Feijóo. Una mayoría absoluta, la primera de cuatro, del PP.

La facción madrileñista del PP gallego impuso su ley y a Núñez Feijóo, el tecnócrata. Su oposición frontal al bipartito (2005–2009), sin asomo de su supuesta querencia al acuerdo, culminó en la mencionada y sucia campaña de 2009. Propulsado además por una coalición de intereses mediáticos y empresariales, consiguió el sillón en San Caetano, sede del Gobierno gallego en Santiago de Compostela. Nacía el Feijóo presidente.

Apoyado en un férreo control de los medios de comunicación públicos y en las lisonjas de la mayoría de los privados, fue construyendo una narrativa en la que él es un gestor que prácticamente no se mete en política.

6.1. Así consigue Feijóo la presidencia del PP

En abril de 2020, en el peor momento de la pandemia, la Consejería de Sanidad de la Comunidad de Madrid compraba 250.000 mascarillas para el hospital improvisado en IFEMA a Daniel Alcázar, un empresario sin experiencia conocida en el sector –era el administrador único de Priviet Sportive SL, que se dedica a la ganadería y al textil– pagando 1.512.000 euros, es decir, sobre 6 euros por mascarilla53.

Tomás Díaz Ayuso, hermano de la presidenta, cobró la comisión por hacer de intermediario de un contrato de 1,5 millones de euros que la Comunidad de Madrid adjudicó a dedo a Alcázar, un amigo de la familia.

Pablo Casado, presidente del PP, tuvo conocimiento en plena pandemia de esa posible “mordida” del hermano de Isabel Díaz Ayuso, aprovechándose de la venta de mascarillas”. Casado pedía explicaciones en privado a la presidenta de la comunidad y como no consideró satisfactoria la respuesta, declaraba en la Cope (18-2-2022) en una entrevista con Carlos Herrera54:

“Más allá de que sea ilegal, la cuestión es si es entendible que el 1 de abril, cuando morían en España 700 personas, se puede contratar con tu hermana y recibir 300.000 euros de beneficio por vender mascarillas. Yo no permitiría que mi hermano cobrara 300.000 euros por un contrato decidido en un Consejo de Ministros. La información es que la comisión es de 286.000 un importe suficientemente relevante como para que alguien pudiera pensar que hubo tráfico de influencias”. “Si yo presidiera una institución, debería inhibirme a la hora de conceder un contrato así. Y si se hubiera usado a un familiar para facilitar un contrato un amigo, alguien podría pensar que se está utilizando un testaferro”. “Yo no estoy acusando. Estoy preguntando. No he tenido respuesta porque lo más fácil sería decir si la ha recibo. No es una cuestión solo del código penal sino de la ley del alto cargo de la comunidad que prohíbe contratar con familiares”. “Esto no es contra la familia de nadie, es la investigación a una persona que tiene una responsabilidad política por ser del PP. Es una petición de información por la labor que hace ella”.

Con las declaraciones de Casado en la Cope se recrudecía la guerra interna por el liderazgo del PP. Ayuso acusaba a Casado de un supuesto espionaje, nunca demostrado, y de ir contra su familia. Casado cavaba su propia tumba por tener la osadía de cumplir con lo prometido: “Mi obligación y mis principios es garantizar que ningún ayuntamiento, ninguna comunidad autónoma ha conocido ninguna práctica corrupta. Ese es mi compromiso. Para eso me presenté”.

El domingo 20 de febrero de 2022 más de 3.000 personas se manifestaban frente a la sede de la calle Génova pidiendo la dimisión de Pablo Casado y Teodoro García Egea, su secretario general, mientras coreaban ‘”Ayuso presidenta”. A partir de ese momento, comenzaron las deserciones en cadena del círculo más cercano de Casado y crecieron las voces que pedían tanto la dimisión de García Egea, lo hizo finalmente el 22 de febrero, como la convocatoria de un congreso extraordinario para buscar una salida a la profunda crisis interna del partido. Casado tenía su último debate con Pedro Sánchez en el Congreso el 23 de febrero y esa misma noche se reunía con los “barones”, que se pronunciaban por apoyar a Feijóo como sucesor de Casado55.

En esa situación de inestabilidad, Feijóo entra en escena y aprovecha la ocasión, deja Galiza y desembarca en Madrid. Firma un pacto con Ayuso y en el Congreso Extraordinario de Sevilla, celebrado el 1 y 2 de abril de 2022, acaba la era de Pablo Casado y Feijóo es elegido presidente del PP con el 98,35% de los votos. El mensaje del PP era claro: todo aquel que se atreva a denunciar un posible caso de corrupción, aunque sea el mismo presidente del partido, será inmediatamente “decapitado”.

La Fiscalía Europea archivaba la investigación sobre la presunta malversación de fondos europeos en el contrato por el que cobró el hermano de la presidenta madrileña, y Anticorrupción también archivaba las diligencias abiertas, al no apreciar indicios de delito. Otra cosa es si es ético el cobro de esa “mordida”, vendiendo mascarillas a una institución presidida por tu hermana.

Casi dos años después, Pablo Casado fichaba en enero de 2024 por un fondo de inversión especializado en inteligencia artificial, que lanzaba con Ricardo Gómez-Acebo Botín, sobrino de Ana Botín.

6.2. El relevo: Alfonso Rueda, de derechas de toda la vida

Este es el relevo de Feijóo en la presidencia de la Xunta de Galiza: Alfonso Rueda Valenzuela. Nació en Pontevedra el 8 de julio de 1968. Hijo de José Antonio Rueda Crespo56, ingeniero nacido en Jaén, funcionario y técnico agrónomo, jefe provincial del IRYDA (Instituto Nacional de Reforma y Desarrollo Agrario) en el franquismo. Concejal de Alianza Popular en Silleda (1983-1987), vicepresidente de la Diputación de Pontevedra con Mariano Rajoy de presidente, y senador del PP (1992-1998). Cayó en desgracia por apoyar a José Luis Barreiro Rivas en el “golpe” contra Fernández Albor. Pasó desapercibido en Coalición Gallega y regresó al PP de la mano de Xosé Cuíña, acabando de Jefe del Servicio de Costas de Pontevedra. Falleció en 2012.

Podemos decir que, por tradición familiar, Alfonso Rueda es un pontevedrés de derechas de toda la vida, que en 1993, con 25 años, ya era presidente de Nuevas Generaciones del PP en Pontevedra. Estudió Derecho y profesionalmente fue secretario municipal en Cervantes, A Cañiza, Cambados y Marín. Casado con Marta Coloret Lamas, empleada de banca y empresaria, tiene dos hijas.

En el gobierno de Fraga fue Jefe de Gabinete de Xesús Palmou (consejero de la Presidencia, amigo de la familia), y Director General de Administración Local en los últimos gobiernos de Fraga (2000-2005). En 2006, nuevamente recomendado por Palmou (fue número dos del partido en los años finales de Fraga), fue elegido por Alberto Núñez Feijóo como Secretario General del PP gallego hasta 2016. En las elecciones gallegas de 2009 es elegido diputado por Pontevedra.

Una de las acciones políticas más significadas de Rueda fue su decidida apuesta contra el gallego y las políticas de normalización lingüística y estaba en primera línea en la manifestación en Compostela en febrero de 2009, semanas antes de las elecciones, convocada por Galicia Bilingüe contra la “Imposición del gallego”. Rueda fue recompensado y durante trece años estuvo desde abril de 2009 en el Gobierno de Feijóo como Consejero de la Presidencia, Administraciones Públicas y Justicia y vicepresidente desde 2012. Su gestión fue muy gris, no consiguió durante esos años la negociación de ninguna transferencia del Estado a la Xunta y tampoco la puesta en marcha de la Policía Gallega.

6.2.1. Los parientes de Alfonso Rueda

Rueda sigue la política de que la familia es lo primero, también para facilitarles trabajo, como recogía el artículo Los Garrido Valenzuela, parientes de Alfonso Rueda57:

A su prima Irene Garrido Valenzuela, diputada por el PP en el Congreso, economista y docente de la Universidad de Vigo, alguien la nombró el pasado verano presidenta del ICO (Instituto de Crédito Oficial), un buen chupe en el madrileño Paseo del Prado.

El hermano de la anterior, Fernando Garrido Valenzuela, que fue consejero de Agricultura entre 1984 y 1986, ocupa la prebenda de la presidencia del Parque Nacional de las Illas Atlánticas.

Y el más cortito de la tríada, Javier Garrido Valenzuela, es, además de vicepresidente de la CEP, presidente del CFV-Círculo de Empresarios desde 2013, en este caso porque no se presentó ningún otro candidato. Cuando ni siquiera es empresario, que nunca lo fue.

Para las elecciones municipales de 28 de mayo de 2023 Irene Garrido Valenzuela ocupaba el puesto número 2 en la candidatura del PP de Vigo que encabezaba Marta Fernández-Tapias.

Otros familiares de Alfonso Rueda también se beneficiaron de estas relaciones familiares. Paloma Rueda, tía de Alfonso Rueda, lidera un proyecto contra los microplásticos por valor de 1,3 millones de euro, que la Xunta anunciaba ocho días después del primer aviso por la llegada de pellets de plásticos. Es directora-gerente del Centro Tecnológico del Mar –Fundación CETMAR– una fundación adjunta a la Xunta en la que cobra 60.000 euros anuales58.

Javier Garrido Valenzuela, hermano de Irene y primo de Alfonso Rueda Valenzuela, es consejero de la empresa Civis Global S.L.U., lo mismo que Luis Alonso Rego, dirigente del PP de Galiza y alcalde de A Guarda (Pontevedra) y que fue diputado del Parlamento de Galiza durante más de diez años. Esta empresa constructora recibía diez adjudicaciones de la Xunta en la última legislatura por importe de 40 millones de euros, según figura en la Plataforma de Contratación de la Xunta. Uno de los contratos por 4.96 millones de euros, adjudicado por vía de urgencia, sin concurso público, fue para la construcción del Puente Arnelas, que une Ribadumia con Vilanova de Arousa59.

6.3. Herencia que recibe Rueda de Feijóo

Rueda era elegido presidente de la Xunta por el Parlamento de Galiza el 12 de mayo de 2022 con los 41 votos a favor del PP y 33 en contra (BNG y PSOE), y tomaba posesión oficialmente el 14 de mayo. Esta es la herencia que recibía Rueda de los 13 años de gobiernos presididos por Feijóo:

1. Galiza perdió más de 90.000 habitantes, pasando de 2,78 millones en 2008 a 2,69 en 2021.

2. Tiene 1.000 profesionales de sanidad menos.

3. 1.400 docentes menos. Cerraron 138 centros público, pasando de 1.220 a 1.082.

4. La deuda de Galiza era de 3.954 millones de euros en 2009 (6,8% del PIB) y Feijóo la deja en 11.715 millones (18,5%).

5. Se destruyeron sobre 100.000 empleos y la tasa de paro pasó de 9,6% a 11%. El número de personas ocupadas pasa de 1.200.000 a 1.091.000, según la Encuesta de Población Activa (EPA) de finales de 2021.

6. La Xunta dejó sin invertir 150 millones de euros en empleo de los presupuestos de 2022 y el ritmo de avance del paro es de 4,4%, el doble que la media estatal.

7. Galiza tiene un déficit de 14.000 personas en residencias de mayores.

8. Emigraron 218.000 jóvenes.

9. 600.000 personas están en situación de pobreza.

10. Cerradas 925 camas en los hospitales.
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7. Energía eólica si, pero no así

7.1. Gobierno PSdeG-BNG

El gobierno bipartito (PSdeG y BNG), a través de la consejería de Industria de la Xunta, que dirigía el nacionalista Fernando Blanco, impulsaba un cambio en el sector eólico –hasta ese momento estaba controlado por empresas de fuera de Galiza– y a través de un concurso daba protagonismo a empresas y cooperativas con raíces en el país y, por otra parte, beneficiaba a los ayuntamientos donde estaban instalados los parques eólicos, contribuyendo a su desarrollo económico.

Después de ganar las elecciones, el gobierno del PP suspendía el concurso eólico del bipartito el 22 de diciembre de 2009, sin anular el decreto que lo sustentaba, y aprobaba la Ley 8/2009, que regulaba el aprovechamiento eólico en Galiza. Para argumentar la derogación del decreto del bipartito, el PP utilizaba, entre otros, un informe del Consejo Consultivo de Galiza de noviembre de 2007 que calificaba como ilegal que se prime la participación pública en los proyectos para autorizar los parques eólicos. Además, se creaba el canon eólico y el Fondo de Compensación Ambiental.

16-3-2011. El Tribunal Superior de Justicia de Galiza (TSJG) avalaba la legalidad del Decreto de la Xunta de 2007, frente al informe elaborado por la asesoría jurídica del gobierno de Feijóo.

24-7-2012. El TSJG dictaba sentencia, atendiendo el recurso contencioso administrativo interpuesto por Aucosa Eólica contra la Xunta, declarando ilegal la suspensión del procedimiento de la autorización de parques eólicos del gobierno bipartito, y apuntando a un delito de desviación de poder. La Xunta del PP presentaba un recurso de casación ante el Tribunal Supremo.

15-6-2015. El Tribunal Supremo ratificaba la sentencia del TSJG que declaraba ilegal la suspensión del concurso del bipartito, y desestimaba el recurso de la Xunta del PP.

El problema de fondo para el abogado Xoán Antón Pérez Lema60 es que había una confrontación entre dos modelos energéticos diferentes: “En el del PP los beneficiarios son las grandes distribuidoras, frente a un decreto del bipartito que ponía el sector eólico al servicio del país”. Uno de los principales ganadores del concurso que resolvió la Xunta a finales de 2010 fue Iberdrola. El abrazo de Ignacio Sánchez Galán, presidente de esa compañía, a Feijóo cuando toma posesión como presidente de la Xunta, expresaba la satisfacción por la política del PP. Para Pérez Lema el objetivo de la Xunta del PP era “liquidar un modelo que podía poner el recurso eólico para fomentar no solo el desarrollo del sector energético, sino el industrial. Recordemos que en el marco del concurso del gobierno PSdeG-BNG se preveía la aprobación de planes industriales de 5.000 millones de euros y la creación de 8.000 empleos vinculados a los parques eólicos”. Y concluía este abogado: “Después de cinco años de la llegada de Feijóo al gobierno gallego, no hay un solo megavatio instalado”.

Otra sentencia del Tribunal Supremo, firmada el 30 de marzo de 2016, evaluaba la anulación de la Xunta de Feijóo del concurso del bipartito, desestimando el recurso de casación presentado por Energías Renovables de Galicia, del grupo San José, que preside Jacinto Rey. Con esta sentencia la Xunta no tendrá que pagar indemnizaciones a las empresas que resultaron adjudicatarias del concurso del bipartito (PSdeG-BNG), pero sí contempla el pago de daños y perjuicios por los gastos que aquel concurso ocasionó a las empresas.

Las consecuencias de la anulación por Feijóo del concurso del bipartito llegaba hasta 2022 con el pago de gastos por la Xunta61. Una Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galiza reconocía la responsabilidad patrimonial de la administración gallega y condenaba a la Xunta a pagar casi un millón de euros a la empresa Aucosa Eólica.

Independientemente de esas sentencias, la crisis y la nefasta gestión del gobierno de Feijóo destruyeron miles de puestos de trabajo en Galiza. Solo en la comarca de Ferrol se perdieron más de 1.500 directos y otros muchos inducidos, entre 2008 y 201362.

Está pendiente realizar un informe sobre las eólicas desde hace 20 años, pero, como en otros muchos temas, predomina el oscurantismo. El Partido Popular rechazaba el 14 de diciembre de 2022 en el Parlamento de Galiza una propuesta del diputado del BNG Luís Bará”, apoyada por el PSdeG, para “elaborar un informe” sobre “las causas y consecuencias de la parálisis del desarrollo del sector eólico entre los años 2009 y 2018, los proyectos eólicos desarrollados en este período y la potencia instalada”, así como “los planes industriales previstos en el concurso eólico de 2010, su grado de desarrollo y los planes que fueron monetizados”. Pretendía también recabar información sobre la denuncia presentada por Adega por “eximir” a la empresa Greenalia del pago de 11,7 millones de euros.

7.2. Galiza podría ser una potencia eólica

El 75% de la producción energética de Galiza procedía de fuentes renovables en 2023 y hasta 39,5% del total procede de la energía eólica a través de 187 parques operativos, que suman casi 3.900 megavatios (MW) de potencia instalada repartidos en 4.018 aerogeneradores que produjeron más de 8.500 XWh en el año 2021, casi la mitad del consumo total de Galiza. Por otra parte, estaban en tramitación 300 nuevos proyectos (2.000 aerogeneradores), entre las administraciones gallega y estatal, con una potencia superior a 11.700 MW. El 77% de esos proyectos ya tendrían permiso de conexión a la red, según REE. Esto quiere decir que con lo ya instalado y los proyectos en curso, Galiza podría tener una potencia eólica instalada de 15.600 MW, solo superada por Castilla-León (15.800 MW) y llegar a producir, culminados estos proyectos, sobre 32.500 XWh cada año, es decir, casi el doble de la demanda energética total del país en 202163.

El hidrógeno verde podría ser la energía del futuro. Es el hidrógeno obtenido mediante un uso de energías renovables en su producción, que lo convierte en un combustible limpio, sostenible y con un índice de contaminación cero. Es una alternativa para reducir las emisiones y cuidar nuestro planeta. La economía dependiente del carbón y el petróleo significa más CO2 y el agravamiento del cambio climático.

Los proyectos de hidrógeno verde en marcha obligarían a incrementar la potencia eólica instalada. El proyecto promovido por Reganosa y Energías de Portugal (EDP) en As Pontes necesitaría 780 MW para generar 100 MW de hidrógeno. Y la factoría de biometanol que la multinacional danesa Maersk pretende levantar en el entorno del puerto exterior de A Coruña en Punta Langosteira requiere para poder operar 4.000 MW de electricidad de origen renovable64.

Se analizamos la repercusión del sector eólico en el PIB65, representaría el 0,49% en el Estado y el 0,9% del PIB de Galiza. En 2021 el sector mantenía 5.600 empleos en Galiza y hay un centenar de empresas auxiliares.

7.3. No se respeta la Red Natura, ni las reservas de la biosfera

La Red Natura 2000 (RN2000) es una red ecológica que se crea en 1992 por la Directiva 92/43 de la Unión Europea para la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestre. Esta Red está formada por las Zonas Especiales de Conservación (ZEC) y por las Zonas de Especial Protección para las Aves (ZEPA).

Con motivo del Día Mundial de la Diversidad Biológica, ocho entidades –Adega, Sociedad Gallega de Ornitología, Sociedad Gallega de Historia Natural, Murciélagos de Galiza, Defensa de la Cordillera Cantábrica, Hábitat, Verdegaia y Federación Ecologista Gallega– pedían a la Xunta y al Estado áreas de exclusión “para la instalación de renovables”. Proponían que en los espacios declarados RN2000 y en su área de influencia, en un mínimo de 10 kilómetros alrededor, no se instalen parques eólicos. Pedían lo mismo para Reservas de la Biosfera o Zonas de Importancia para los Mamíferos (ZIM). Consideraban que esta propuesta era “esencial para el desarrollo mínimamente sustentable de un nuevo modelo energético” en Galiza.

El problema de fondo es que el PP no tiene interés en defender el medio ambiente y por eso vetaba en el Parlamento Gallego una moción del BNG que reclamaba promover un nuevo plan sectorial para el desarrollo “ordenado y justo del sector eólico”. El diputado Luís Bará exhortaba al PP a que apoyaran la moción “para apoyar el rural, apoyar el medio ambiente y apoyar a Galiza”. Marta Nóvoa, diputada del PP, calificaba esa iniciativa como “una propuesta más del BNG para paralizar el sector eólico66.

La moción demandaba al Gobierno gallego que realizara un estudio para la creación de una empresa pública gallega de energía “con el objetivo de gestionar la producción sustentable y justa de la energía a partir de fuentes renovables”. También pedía Bará que el Ejecutivo gallego informara negativamente de aquellos parques que se pretendan instalar en zonas propuestas para la ampliación de la Red Natura y recordaba que “Cantabria protegió el 93% de su territorio”.

Alianza Energía y Territorio (ALIENTE), plataforma estatal de la que forma parte medio millar de entidades, muchas de ellas gallegas, como Adega, el Sindicato Labrego Galego (SLG), la Sociedad Gallega de Ornitología (SGO), el Instituto de Estudios Miñoráns (IEM) y diferentes plataformas sociales, denunciaban que de los 4.000 aerogeneradores eólicos que actualmente están en funcionamiento en Galiza, 1.212 están situados en alguna de las siete reservas de la biosfera del país. Solicitaban al Ministerio para la Transición Ecológica (MITECO) una “moratoria científica” para todas las reservas de la biosfera del Estado español, que en su conjunto se ven afectadas por 2.227 aerogeneradores, por lo que más de la mitad están en Galiza67.

“De los 1.236 ‘macroeólicos’ en tramitación en el Estado, más de la mitad (608), están proyectados en Galiza”. “La presión que la población gallega está sufriendo por parte del monopolio industrial eólico alcanzó un grado de violencia estructural absolutamente inasumible”. Recordaban en un comunicado de prensa que en Galiza se produce hoy “mucha más energía” de la que se precisa consumir, mientras “áreas de hiperconsumo como Madrid no permiten la instalación de aerogeneradores”. “La destrucción del territorio, recursos naturales, contaminación de aguas, pérdida de tierras agrarias y expulsión del vecindario tiene como único objetivo el enriquecimiento superlativo del monopolio energético”.

7.4. El gran negocio de las eólicas.

“Las eólicas recuperan la inversión del montaje de los parques en menos de dos años”, titulaba su reportaje el periodista Xacobe Ferreiro. Estamos ante un gran negocio como es el caso del proyecto eólico Fonte de Barreiros que prevé levantar 16 aerogeneradores de 220 metros de altura con una potencia total instalada de 96 megavatios en los ayuntamientos de Barreiros y Ribadeo. La instalación está promovida por la mercantil madrileña Green Capital Power, un grupo sin un solo megavatio desarrollado y considerado dentro del propio sector como “especulador” en busca de derechos de generación para posteriormente venderlos, dados los importantes beneficios que generan. Los beneficios producidos por este parque eólico los ha estudiado Iván Lombardero, uno de los portavoces de la plataforma Eólicos en la Mariña Así No: “la facturación de la instalación sería de 56 millones de euros al año, por lo que la empresa recupera la inversión en dos años, dado que en el anteproyecto hablan de un coste total del proyecto de 80,8 millones”68.

Las empresas energéticas ven en nuestros montes una oportunidad de negocio y atraen a muchos inversores. El tenista Rafael Nadal es propietario del 99,35% de las acciones de Aspermir S.L., que participa en los parques eólicos de Neboada, Xeada, Treboada, Ventumelo y Orballeira en Valdeorras y Terra de Trives69.

Las compañías eólicas con actividad en Galiza obtuvieron en 2022 unos ingresos de 1.989,6 millones de euros. La producción eléctrica de origen eólico se situó en esa anualidad en 9.719.900 megavatios hora (MW/h), siendo el precio medio en el mercado para ese ejercicio de 204,7 euros MW/h. Las empresas energéticas aumentaron sus ingresos en 854,9 millones de euros respecto a 2021 que tuvieron una facturación de 1.134,7 millones de euros70.

7.4.1. Los dueños del viento gallego

La potencia eólica instalada en Galiza en 2023 es de 3.879 MW y los cinco principales operadores poseen el 53,6% de la misma. Iberdrola, con sede fiscal en Euskadi, tiene 18 parques con 599,5 MW, siendo sus accionistas de referencia el fondo soberano de Catar, con 9,72%; Kutxabank, con 3,60%, y Banco de Noruega, con 3,17%. Acciona, empresa domiciliada en Madrid y propiedad de la familia Entrecanales, tiene 26 parques eólicos con una potencia instalada de 562,3 MW. Naturgy, 16 parques con 393,2 MW, es propiedad de La Caixa, con un 26,7% de participación; de la sociedad británica de capital riesgo CVC Capital Partners, con 20%, y de GIP III Canary 1 S.A.R.L, división energética del fondo de inversiones estadounidense Global Infrastructure Partners, con 20%. El grupo China Theree Gorges con sede social en Oviedo es el principal accionista de Energias de Portugal (EDP), que tiene 12 parques con una potencia instalada de 264 MW. Endesa, filial española de la italiana Enel, con 262 MW y un total de 13 parques71.

7.4.2. El viento como bien público

El BNG organizaba el Foro Alternativa 24 Energía y Clima para analizar la situación de transición energética en Galiza, coincidiendo con la cumbre del clima de la ONU en Dubay. Ana Pontón, portavoz nacional, manifestaba que la transición ecológica tiene que ser “justa, gallega y a favor de las mayorías sociales”. Galiza debe “rediseñar el futuro” con un 64% de la producción energética de origen renovable. Una posibilidad es declarar el viento como bien público y que las empresas, lo mismo que se hace con la energía hidráulica, exploten ese recurso natural en régimen de concesión.

En ese cambio de paradigma, el BNG se pronuncia por una empresa de energía cien por cien pública y que la energía “genere retorno en el país”, implicando al tejido industrial, universidades y centros tecnológicos para abordar cuestiones como el desarrollo tecnológico, la transferencia del conocimiento, planes de mejora de la cadena productiva o el estudio de indicadores objetivos de seguimiento y garantizar la vinculación con el país72.

7.5. Los beneficios de la energía eólica también “emigran”

El 88% de la energía eólica instalada en Galiza es propiedad de fondos de inversiones extranjeros. Grupos energéticos como Iberdrola, Enel Endesa y EDP están vinculados, tienen los principales accionistas en común, el grupo estadounidense Blackrock. Otro tanto sucede con Acciona y Enel, de cuyo capital participa Capital Research, según Rosa Regueiro, profesora de la Universidad de Santiago de Compostela73.

Regueiro señala quienes son los auténticos dueños del viento gallego, con datos de 2020: Tussen de Grechten B.V. y Wit Europeae Inch de Holanda; Capital Research, Blackrock Group, Capital Group, Europacific Group y otros de los Estados Unidos; o Qatar Investment Authority y Qatar Holding, localizados en Luxemburgo, o mismo Three Gorges de la China. Estas empresas son los receptores finales de los beneficios generados por esta actividad74.

Por otra parte, solo queda en el país el 5% de los beneficios generados por el total de los parques eólicos gallegos, según el Observatorio Eólico de Galiza, y el 95% “emigra”.

También son extraordinarios los beneficios de la producción hidráulica: 457,6 millones de euros en 2018; 285,6 millones en 2019; 310,4 millones en 2020; 821,8 millones en 2021 y 755,1 millones de euros en 2022 (ingresos de 846,2 millones de euros y costes de producción de 91,1 millones). La producción eléctrica hidráulica fue de 4.136.907 megavatios/hora en 2022, según datos de la Red Eléctrica Española (REE)75.

La salida de los beneficios fuera de Galiza no es ninguna novedad en la producción de electricidad. El 81,6% de la potencia hidroeléctrica gallega es de Iberdrola, Naturgy y Endesa. Iberdrola tiene la sede social en Bilbao y la sede fiscal en Madrid, tiene 13 embalses y una capacidad de generación de 1.558 megavatios. La Caixa es la principal accionista de Naturgy, heredera de la vieja Fenosa, que tiene 12 embalses con 1.120 megavatios y paga sus impuestos en Madrid. Enel, empresa pública italiana, es la propietaria de Endesa, con 6 embalses que explota 375 megavatios, y tiene la dirección fiscal en Madrid.

Fátima Fernández titulaba su artículo La paradoja gallega: producir más energía que la que consume Madrid76 y daba este datos:

La comunidad exporta el 33 % de la electricidad que genera; con la procedente de sus propios recursos naturales de agua y viento casi podría autoabastecerse. Un puñado de compañías en manos foráneas facturó como poco 1.500 millones con el negocio. Galicia es una máquina de producir energía con una capacidad de generación equivalente a la de una decena de centrales nucleares juntas. En la comunidad no hay ninguna, pero suma 11.000 megavatios instalados, el 65 % de los cuales están en los ríos y en los montes en forma de centrales hidráulicas y eólicas, es decir, utilizan recursos autóctonos que no es preciso importar. Electricidad renovable 100 % galaica. Aunque sus dueños no son los gallegos. Lo son, en su gran mayoría, grandes compañías antes españolas, ahora en manos de fondos de inversión o empresas extranjeras, como lo son Iberdrola, Gas Natural Fenosa o Endesa.

7.6. La Xunta favorece a empresas “amigas”.

La Xunta de Galiza adjudicaba 75 MW a la empresa Kaekias Eólica S.A. en 2020 para desarrollar los parques eólicos de Campelo y Lamas de Feás, con el compromiso de ejecutar además un plan industrial específico o, en su defecto, de monetizarlo en un importe económico a depositar en el fondo capital-riesgo (SODIGA) del Instituto Gallego de Promoción Económica (IGAPE). La empresa renunció a realizar el plan industrial y tendría que ingresar 11.721.971 euros en la hacienda gallega una vez que los proyectos eólicos vinculados a los proyectos empresariales entraran en funcionamiento77.

Greenalia adquiría la titularidad de estos proyectos eólicos en 2016, así como los compromisos industriales vinculados a estas instalaciones. En este contexto, en noviembre de 2019, la eléctrica coruñesa presentaba en la Xunta de Galiza una propuesta de modificación del plan industrial ligado a ambos parques en la que optaba por hacer efectiva la ejecución del plan industrial en vez de ingresar cerca de 12.000.000 de euros en las arcas de la hacienda gallega. Sin embargo, según Adega, “el plan industrial incorporado en la propuesta de modificación de Greenalia nada tenía que ver con el plan industrial comprometido por Kaekias Eólica S.A. en el concurso eólico de 2010, que consistía en un proyecto de secado térmico de lodos y fabricación de pellets”.

Adega presentaba una denuncia ante la Fiscalía de Medio Ambiente contra Paula Uría, entonces directora general de Planificación Energética y Recursos Naturales y secretaria general de Industria de la Xunta de Galiza, por “presunta prevaricación y malversación de fondos en relación a la tramitación del plan industrial asociado a la asignación de megavatios para el desarrollo de los proyectos eólicos Campelo y Lamas de Feás de Greenalia Wind Power”, empresa de la que es directiva la ex conselleira de Medio Ambiente Beatriz Mato.

Greenalia presentaba los resultados de 202178: facturó 76,5 millones de euros, un 78% más que en el año anterior, con unos beneficios de 12 millones de euros. Tiene ya cinco parques eólicos en funcionamiento en Galiza y gestiona una planta de biomasa en Teixeiro (ayuntamiento de Curtis), la más grande del sur de Europa, para la producción de energía eléctrica a partir de la quema de restos forestales. Tiene también proyectos de eólica marina en Canarias y plantas fotovoltaicas en el sur de España. Por otra parte, pretende entrar en el mercado internacional con la compra de una sociedad de generación de energía fotovoltaica en Estados Unidos de América.

El PP vetaba el 13 de diciembre de 2022 –tiene mayoría absoluta en la Xunta de Portavoces– la solicitud del BNG para que Francisco Conde, vicepresidente primero del Gobierno gallego, rindiera cuentas en el pleno por la denuncia presentada por Adega ante la Fiscalía por presunto delito de prevaricación al “eximir” a Greenalia de pagar 11,7 millones de euros.

7.7. Denuncia de la infracción continuada de las directivas comunitarias

Más de 200 entidades de toda Galiza, que conforman la coordinadora Eólica Así No, denunciaban el “espolio eólico” en Bruselas el 31 de agosto de 2022. La eurodiputada del BNG, Ana Miranda, y una delegación de la Asociación para la Defensa Ecológica de Galicia (ADEGA) se reunían con Nicola Notario, responsable de la Unidad de Conservación de la Naturaleza de la dirección general de Medio Ambiente de la Comisión Europea, para presentar dos denuncias contra los Gobiernos español y gallego por “vulneración de directivas comunitarias”.

En un informe de más de 400 páginas defendían “la implantación de energías renovables y el relevo de las fuentes fósiles”. Consideraban que el modelo actual con “cientos de macroeólícos en tramitación” resulta “dañino para el medio ambiente y la propia calidad de vida de las personas”. “No se está teniendo en cuenta el interés general de la ciudadanía”.

Más de una treintena de proyectos eólicos de Galiza podrían vulnerar directivas comunitarias. Uno de ellos, el proyecto eólico en la Sierra de la Groba, era declarado por la Xunta en 2021 como iniciativa empresarial prioritaria”, pero era considerado “ambientalmente no viable” por resolución del departamento de Medio Ambiente en septiembre de 2022 porque afectaría al patrimonio natural y la biodiversidad79.

Estas serían los incumplimientos de las directivas comunitarias por parte de la Xunta y Gobierno español, que denunciaba Adega ante la Comisión Europea:

Acceso a la información. Vulneración sistemática de la Directiva 2003/4/CE, relativa al acceso público a la información ambiental en más de una veintena de casos.

Evaluación de los proyectos. Vulneración de lo dispuesto en el artículo 6 de la directiva 2011/92/UE, sobre la evaluación de las repercusiones sobre el medio ambiente de este tipo de proyectos.

Hábitats y aves. Incumplimiento de las directivas de Hábitats (92/43/CEE) y Aves (2009/147/CE).

Zonas húmedas. Vulneración de la Directiva Marco del Agua (2000/60/CE), en lo referido a la protección de zonas húmedas.

Fragmentación de parques. Incumplimiento de la Directiva 2011/92/UE/, relativa a la evaluación de las repercusiones de determinados proyectos, públicos y privados, sobre el medio ambiente. El caso más significativo de la fragmentación de proyectos eólicos es el de Sasdónigas, fases I e II (Mondoñedo). El Tribunal Supremo anuló su autorización a pesar de estar ya en funcionamiento, alegando que, a pesar de tramitarse por separado, ambos parques conformaban una misma infraestructura y, en consecuencia, no se pudo evaluar de forma correcta el impacto acumulado sobre el medio. Sucedió lo mismo en el entorno de las Fragas del Eume, donde una misma promotora, Enel Green Power, tramita seis parques (Badulaque, Barqueiro, Caaveiro, Moeche, Santuario y Tesouro), que comparten infraestructuras básicas, tal y como reconoce la propia compañía en la documentación allegada.

Recortes en la participación. Adega consideraba que el Real Decreto del Gobierno español de medidas para afrontar las consecuencias de la guerra en Ucrania “contraviene la directiva 2011/92/UE” y “supone de facto la aniquilación y disminución de los derechos de participación”. Así, destaca que los artículos 6 y 7 excluyen inicialmente el procedimiento de evaluación ambiental para las instalaciones eólicas con una potencia instalada inferior a 75 megavatios (MW).

Un documento del Consejo Científico del Comité Español del programa Home y Biosfera (MaB) de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación la Ciencia y la Cultura (Unesco) reclamaba prohibir el emplazamiento de parques eólicos en los diversos territorios que forman parte de las distintas Reservas de Biosfera gallegas. Explica que la normativa actual impide desarrollar proyectos eólicos en las zonas núcleo y tapón de las Reservas de la Biosfera, pero no en la zona de transición. Al tiempo, defiende extender estas limitaciones a las centrales hidroeléctricas. El documento –destaca que las Reservas de la Biosfera son territorios cuyo objetivo es armonizar la conservación de la diversidad biológica y cultural y el desarrollo económico y social a través de la relación de las personas con la naturaleza– sería sometido a la aprobación en una asamblea mundial de este programa en setiembre de 202380.

Según este informe, Galiza cuenta con “43 parques eólicos en Reservas de Biosfera con una potencia instalada de más de 1.063,8 megavatios, con un total de 1.084 aerogeneradores y 35 subestaciones de transformación e instalaciones de mantenimiento”.

El Gobierno gallego de Alfonso Rueda aprobaba el 27 de abril de 2023 otros 20 parques eólicos emplazados en las Reservas de Biosfera gallegas. Las instalaciones, que recibieron su Declaración de Impacto Ambiental (DIA) en enero de 2023, se localizan mayormente en la Reserva de Biosfera de As Mariñas y de las Terras de Mandeo. Entre estos, se incorporan una parte importante de los complejos proyectados en el monte Gato, habiendo reclamado los opositores a los mismos un informe al Comité Español del programa Home y Biosfera.

7.8. Opiniones sobre el futuro de la energía eólica

En una Jornada sobre Energía Eólica Sostenible, celebrada el 9 de julio de 2022 en Santiago, Valentín González Formoso81, secretario general de los socialistas gallegos, clausuraba el acto y manifestaba que “este país tiene que cuadrar las cuentas” y para eso “o nos endeudamos o generamos recursos propios, que se llaman energías limpias, pero implantadas de manera inteligente para que el sistema tenga recursos”. Señalaba que “nadie discutiría un parque a 2 kilómetros de donde financie una escuela infantil, una residencia de mayores, un centro de día o una escuela pública”.

Defendía un modelo corresponsable con el territorio que supere la “especulación pura y dura” del PP y el de un BNG radicalmente “en contra de los eólicos” porque, señaló, “nos gustaría saber dónde están apoyando un solo parque”. Anunciaba que “ya estamos en interlocución con las empresas y con la patronal” para que “sepan que en Galiza serán bienvenidas las que tengan esa visión, que quieran participar de los servicios públicos permitiendo la presencia de los ayuntamientos en el 10 por ciento del accionariado”.

Señalaba Formoso que “es muy difícil que cualquier organización pueda cuestionar este Pacto por una Energía Eólica Sostenible para Galicia” [firmado el 12 de abril de 2022 por PSdeG, Uniones Agrarias, UGT, CC.OO., Federación de Asociaciones de Mujeres Rurales de Galicia (Fademur) y Ventonoso, asociación de afectados por parques eólicos]. La patronal eólica, agrupada en la Asociación Eólica de Galicia (EGA), aplaudía ese Pacto

El discurso de Formoso tuvo una respuesta del Colectivo Bidán (Manolo Cabarcos, Quico da Silva y Fernando Blanco) en el artículo Eólicos y PSdeG82:

Lo que sí deja claro en su propuesta es su plena coincidencia con los objetivos de las empresas promotoras y de la propia patronal, a modo de altavoz o correa de transmisión; tampoco nada nuevo.

No sabemos cómo andaba de oído en el 2008, pero en 2022 no parece tener buena memoria, ya que el conocido como decreto eólico de 2008 fue atacado por el PSdeG dentro del propio Gobierno, apoyando la oposición de importantes grupos empresariales y mediáticos, un concurso que en su resolución significaba, entre otros beneficios, una participación pública del 14%, también para ayuntamientos afectados y comunidades de propietarios de los terrenos.

Si algo precisa Galiza en el sector eléctrico es de una dirección política con visión real de País, que cree una empresa pública de energía, avance en la necesaria implantación de energías renovables, y que esto lleve aparejada la creación de industrias y tecnología ligadas al propio sector, para que en definitiva ponga nuestros recursos al servicio del pueblo gallego.

Ana Pontón, portavoz del BNG, manifestaba en la sesión de control en el Parlamento Gallego83:

La riqueza eólica es una gran oportunidad para Galiza, pero el PP, ahora con la ayuda del PSOE, quiere convertir esa riqueza en una oportunidad perdida poniendo al lobby eléctrico por delante del País.

Empezaron en 2009 con el abrazo a Ignacio Galán, presidente de Iberdrola; siguieron con el veto sistemático a la tarifa eléctrica gallega, impidiendo que familias y empresas tengan una tarifa más barata, y ahora tenemos al PP en pleno boom eólico depredador de la mano de las eléctricas, para que se sigan forrando robándonos nuestro viento, nuestro monte, nuestra riqueza natural, sin importarles el rural ni la vida de la gente del rural.

Mientras Endesa, Iberdrola, Naturgy y tantas otras tienen beneficios obscenos, los gallegos y las gallegas no reciben nada, al contrario, cada vez pagamos la luz más cara. Para las eléctricas todo, para los gallegos y las gallegas, nada; ese es el lema del PP. El Partido Popular se convirtió en un agente comercial de las eléctricas, legislando a su dictado, que para eso funcionan las puertas giratorias.

Frente a ese modelo depredador, el BNG defiende un modelo basado en el control público de la riqueza energética del País. Si realmente queremos que la riqueza eólica de Galiza se quede en Galicia la única manera es tener el control público: Quitarle la llave de esa riqueza a las eléctricas y dársela a los gallegos y las gallegas. Esa es la propuesta del BNG, control público de nuestra riqueza eólica con un modelo al servicio de Galicia, respetuosa con el medio ambiente, con el rural y con la gente que vive en el rural, que sirva para crear industria y empleo y para abaratar la factura de la luz a familias y empresas.

Saben cuál es el principal problema de la industria de este País? El PP, desde que gobiernan se perdieron 16.000 puestos de trabajo en el sector y no fueron capaces de salvar ni una sola empresa en crisis”, y ahora, “colocan la riqueza eólica a favor del lobby eléctrico chantajeando a Galicia con la coartada de supuestos proyectos industriales.

Yo tengo muchas diferencias con el señor Lambán [Presidente de Aragón], pero le reconozco que por lo menos va a Madrid a defender que Aragón se beneficie de su riqueza eólica para abaratar la factura de la luz, justo el contrario de lo que hace usted.

7.9. Movilización cívica por un nuevo modelo eólico

La movilización cívica en Galiza está reclamando un nuevo modelo eólico con todo tipo de actuaciones en los últimos años: manifiestos, concentraciones, manifestaciones, debates, recogida de firmas, constitución de numerosas plataformas en defensa del medio ambiente. Reclamaciones a la Xunta de Galiza, pero también al Gobierno del Estado porque es quien concede la instalación cuando supera los 50 megavatios.

La coordinadora Eólica Así No convocaba una manifestación en defensa de un nuevo modelo eólico en Compostela el 5 de abril de 2022, Día del Medio Ambiente, apoyada por 217 entidades sociales, económicas y políticas. Reclamaba “una moratoria de los proyectos eólicos en tramitación y una nueva planificación eólica”, “un cambio de modelo energético que se enfrente a la lógica del crecimiento capitalista” y la consideración de la energía como “un derecho fundamental de la sociedad, que ponga el interés público y la protección de la naturaleza por delante del lucro y de la especulación”84.

Convocadas por la Plataforma Eólica Así No85 y con el apoyo de 170 entidades vecinales, ecologistas, políticas, sindicales y culturales, más de 3.000 personas protestaban simultáneamente en 19 localidad gallegas contra el expolio eólico el 11 de diciembre de 2022. Para Belén Rodríguez, de la directiva de Adega, “el modelo que están promoviendo, acelerando e imponiendo los Gobiernos de Rueda y Sánchez sigue perpetuando el papel de Galiza como territorio de sacrificio en el Estado y en Europa, en favor de las grandes metrópolis hiperdemandantes de energía o de otros países de la UE, a costa de espoliar nuestros recursos”. Calificaba el modelo eólico de “colonizador, que no responde a las necesidades del interés general, sino del interés lucrativo y especulador de las grandes multinacionales de la energía, y que invade nuestro espacio vital, con el único objetivo de espoliarnos y mandar para fuera la energía eléctrica”.

Convocadas por unos 75 colectivos sociales de toda Galicia, cientos de personas participaban en Vigo el 22 de enero de 2023 en una movilización bajo el lema “El pueblo gallego unido contra la depredación energética”. Criticaban la “invasión” de proyectos de polígonos eólicos que se pretenden instalar en Galiza, tanto en tierra como en el mar86.

La movilización cívica obligó a la Xunta a denegar algunos de los parques solicitados, pero continuó aprobando otros muchos. Así, el Consejo de la Xunta de 19 de enero de 2023 autorizaba 66 parques eólicos y rechazaba otros 26 de los 140 que estaban pendientes de resolver, que suman 3.731 megavatios, casi la misma que está operativa a principios de 2023, según datos de la patronal.

Más de 2.000 personas, convocadas por Eólica, así no, rodeaban la sede del Gobierno Gallego en San Caetano (Santiago), bajo el lema “No a la depredación anarcoeólica especulativa”, para “restituir los derechos de participación pública usurpada por las leyes de depredación y simplificación que los gobiernos gallego y español han aprobado por vías exprés y antidemocrática”. Se escucharon proclamas como “Por culpa del capital nos echan del rural”, “Norvento espolia nuestro patrimonio”. Reclamaban la paralización de los proyectos eólicos que estaban tramitándose y una transición energética “justa y sostenible”, una planificación “ordenada y al servicio del pueblo”87.

La Coordinadora “Eólica así no”, coincidiendo con el Día Mundial de las Montañas, convocaba movilizaciones el 9 y 10 de diciembre de 2023 en Amil (Moraña), A Fonsagrada, Lugo, Val do Dubra, Vilar do Barrio y Ortigueira. Consideraban las montañas como ecosistemas de “interés público superior”, como “principales garantes de salud, seguridad y futuro del pueblo gallego”, frente a “la invasión eólica y la energía especulativa”. El acto más numeroso se celebró en torno al santuario de Os Milagres de Amil, del municipio pontevedrés de Moraña, donde varios centenares de personas mostraron su oposición a las políticas de implantación de parques eólicos al grito de “Non xirarán” (Non girarán), acusando al Gobierno Central y a la Xunta de haber “abandonado su función pública” para ponerse “al servicio del lobby energético”88.

7.10. La energía eólica marina que viene

La instalación de parques eólicos marinos puede ser un gran negocio y las empresas están priorizando la inversión en Galiza para aprovechar su situación con kilómetros de costa y el viento.

El Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico (MITECO) sacaba a exposición pública los Planes de Ordenación de Espacios Marítimos (POEM) el 8 de julio de 2021, que delimitaba las áreas de costa del Estado para instalar la eólica marina, que reservaba 3.643 kilómetros cuadrados del litoral gallego para esa actividad. Definía cinco polígonos en la denominada demarcación noratlántica, donde se sitúa Galiza89.

Torcuato Teixeira, portavoz de la Plataforma en Defensa de la Pesca y de los Ecosistemas Marinos, recordaba que esta resolución ponía en riesgo más de 100 caladeros de pesca en Galiza (entre ellos 30 caladeros en el parque Galwind y 24 en el localizado entre el litoral de A Mariña y Ortegal) y criticaba que “Galiza no sea considerada como zona prioritaria para la pesca”. Teixeira valoraba positivamente que la resolución de MITECO “incorpore como necesario en cualquiera proyecto de la eólica marina el análisis del impacto de la instalación en la actividad pesquera y en los ecosistemas marinos”.

Los nueve proyectos de eólica marina con 393 molinos en aguas gallegas, que están en tramitación ante lo MITECO, suman 5.805 megavatios (MW) –casi 2.000 más de los 3.897 MW ya operativos en tierra– que representan el 42% de los 13.800 MW proyectados en el Estado hasta 203090.

Desde que se conocían estos proyectos, el rechazo por el sector pesquero fue unánime. Más de 30 asociaciones pesqueras del caladero Cantábrico-Noroeste, que representan más de 4.000 unidades pesqueras y más de 12.000 marineros, emitían un comunicado diciendo que se oponen “frontalmente” a la “propuesta de implantación del parque Nordés pues impacta directa e indirectamente en más de 30 caladeros de pesca y en especies comerciales tan importantes como la merluza, el bonito, la cigala, el jurel, la sardina o la caballa que se capturan en dicho caladero”. Solicitaban al MITECO que, “ante la reiterada presentación de proyectos por promotores privados en zonas especialmente sensibles para los ecosistemas marinos y de grande impacto en la actividad pesquera, más allá de la moratoria de tramitación de proyectos vigente, haga una declaración pública de que no se admitirá ninguno”91.

7.10.1. Planes de Ordenación de Espacios Marítimos (POEM)

El Consejo de Ministros de 28 de febrero de 2023 aprobaba los Planes de Ordenación de Espacios Marítimos (POEM), que rebajaba la superficie de la exposición pública de 8 de julio de 2021, y definía cinco polígonos en la denominada demarcación noratlántica, donde se sitúa Galiza, con un total de 2.350 kilómetros cuadrados, según la planificación del MITECO:

La flota portuguesa advertía de las consecuencias de la eólica marina. Francisco Portela, portavoz de la cooperativa de productores de pescado de Viana de Castelo, que tiene en funcionamiento un parque eólico marino –son tres plataformas con tres aerogeneradores a 15 kilómetros de la costa, impulsado por EDP y Repsol– manifestaba: “En un kilómetro a la redonda del área de protección del parque eólico ya no hay peces”.

Con el argumento de la creación de empleo relacionado con la eólica marina, José Manuel Miñones, entonces delegado del Gobierno en Galiza, manifestaba que esos (POEM) son “una necesidad y una oportunidad”. El astillero de Navantia en Fene, por ejemplo, fabricó 148 estructuras y tiene otras 76 en cartera y ejecución hasta 202592.

Cientos de personas, convocadas por la Plataforma en Defensa de la Pesca y de los Ecosistemas Marinos, que agrupa a 200 entidades sociales del ámbito pesquero de Galiza, Asturias y Portugal, y la Plataforma Eólica Así No, se concentraban el 11 de marzo de 2023 ante la Delegación del Gobierno en Galiza (la lonja de A Coruña colgaba un crespón negro como señal de protesta), demandando al Ejecutivo estatal la retirada de los POEM hechos públicos por el MITECO, que ocuparían 2.350 kilómetros cuadrados en la costa gallega de un total de los 5.000 permitidos en todo el Estado. Según los convocantes, podría “acabar con el sector pesquero más pujante del Estado español y de Europa”. Una de las pancartas llevaba este texto: “En Madrid también hace viento”93.

Basilio Otero, patrón mayor de Burela y presidente de la Plataforma en Defena de la Pesca, pedía la retirada de los POEM, la dimisión de la ministra Teresa Ribera y una entrevista con Pedro Sánchez: “Pedimos que nos dejen trabajar, que el MITECO tenga en cuenta que la pesca fija población, además de llevar a la mesa alimentos saludables. Lo que se ve en los POEM es solo una parte de la fotografía. Hay un impacto que no se ve, como el del cable que lleva la energía a tierra, que no está dibujado. Y ahí también hay zonas de restricción donde no se puede pescar”, explicaba Otero en base a los datos que tienen de los parques instalados en Portugal.

Ana Pontón, que participaba en la concentración con el diputado del BNG, Néstor Rego, la eurodiputada Ana Miranda y Rosana Pérez, responsable de pesa del BNG, justificaba su participación en la concentraciones para “decir alto y claro que no se puede permitir que se destruyan miles de puestos de trabajo en el mar, que una de las columnas vertebrales de la economía gallega, como es el sector marisquero y pesquero, se ponga en riesgo única y exclusivamente por los intereses del lobby eléctrico”. Recordaba algunos datos presentados por la Universidad de Santiago respecto al peso económico del sector, señalando que la pesca supone 2% del Producto Interior Bruto (PIB) de Galiza, más de 31.000 puestos de trabajo y el conjunto del sector mar-industria representa el 5% del PIB, 12.000 millones de facturación y más de 64.000 empleos directos. “Quieren convertir Galiza en una colonia energética de Madrid. Nuestra costa no está en venta”. Manifestaba que el sector pesquero gallego no quiere compensaciones, sino que la gente del mar quiere seguir pescando, que no se carguen un sector económico fundamental de nuestra economía. Exportamos el 40,5% de la electricidad que generamos y no puede ser que los intereses de las eléctrica estén por encima de Galiza y quieran no solo llenar el país de molinos en tierra, sino también en el mar”. Según datos de la Red Eléctrica Española (REE), en 2022 Galicia generó 22.451.676 megavatios/ hora de electricidad (14.524.646 de origen renovable) y su consumo fue de 13.259.478 megavatios/hora.

Torcuato Teixeira, abogado y especialista en Derecho Pesquero, titulaba su artículo Galicia, un país de sacrificio: ecocidio y pescacidio en marcha. Recordaba el apoyo del Parlamento Europeo que en la Resolución de 3 de mayo de 2022 determinaba que, contrariamente a lo aprobado ahora por el gobierno español, los caladeros históricos y tradicionales deberían estar libres de energías renovables marinas, sin que se puedan construir parques eólicos que producen consecuencias económicas, sociales y socioculturales negativas para pescadores y productores acuícolas”.

7.11. La batalla judicial. Sentencias del TSJG que anulan autorizaciones de parques eólicos de la Xunta

En verano de 2021 la Xunta de Galiza concedía la autorización administrativa previa y la de construcción del parque eólico Bustelo, impulsado por la energética gallega Greenalia en los términos municipales de Coristanco y Carballo. A su lado se proyectaban los aerogeneradores que conformarían los parques Campelo y Monte Toural, denunciados por los colectivos ecologistas Petón del Lobo, Plataforma Eólicos No Bustelo-Campelo-Monte Toural y Adega94.

El Tribunal Superior de Justicia de Galiza (TSJG), que ya había decretado en octubre de 2022 la paralización cautelar del proyecto eólico Campelo –y posteriormente también de Bustelo y Monte Toural–, anulaba la autorización concedida por el Gobierno Gallego para su construcción porque se produjo una “indebida fragmentación” de la evaluación ambiental de proyectos de tres parques eólicos que, en realidad, no eran autónomos, sino integrados y dependientes entre sí, al compartir estructuras y conexiones. Las solicitudes se formularon en fechas distantes entre sí, pero la evaluación ambiental común de estas infraestructuras “tendría que ser única” para poder valorar sus repercusiones en conjunto.

El veredicto recuerda también que el artículo 33.7 de la Ley del aprovechamiento eólico de Galiza dispone que tanto el proyecto de ejecución como el estudio de impacto ambiental deben someterse conjuntamente a un trámite de información pública durante un plazo de 30 días. En el caso de Campelo, el Consejo de la Xunta optó en 2018 por declararlo “proyecto de interés especial”, a fin de tramitarlo de forma prioritaria y con reducción de plazos a la mitad, tanto en la instrucción del procedimiento de las autorizaciones previa y de construcción como en el procedimiento de evaluación ambiental y del proyecto sectorial. Por otra parte, la directiva comunitaria 2014/51/UE coincide con los argumentos del TSJG y señala: “el plazo fijado para la consulta del público interesado sobre el informe de evaluación del impacto ambiental no será inferior a 30 días”. “La primacía del derecho comunitario sobre el autonómico no deja lugar a dudas, del que se concluye que no fue acorde a derecho la reducción del plazo de información pública a la mitad en el procedimiento de evaluación del impacto ambiental”, concluyen los magistrados. Y añaden, además, que cuando se sometió el proyecto al último trámite de información pública, por un plazo de 15 días, “aun no se habían recibido todos los informes sectoriales”.

Por otra parte, el TSJG anulaba la autorización de varios parques eólicos otorgada por la Xunta, en aplicación del artículo 36.1 de la Ley de Evaluación Ambiental que impone que los informes sectoriales –son los que emiten las administraciones que tienen que pronunciarse sobre los distintos proyectos– deben obtenerse antes del trámite de información pública, pero una sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 22 de diciembre de 2023 –el 7 de febrero de ese año esta misma Sala ya había fallado a favor de la continuidad de Ence en la ría de Pontevedra, revocando un auto de la Audiencia Nacional– señalaba que “esta información pública se llevará a cabo en una fase del procedimiento sustantivo de autorización del proyecto”95.

El abogado Xoán Antón Pérez-Lema consideraba que “el centro de las impugnaciones judiciales y de las paralizaciones de los proyectos no se basan en la ausencia de los informes sectoriales previos sino en los defectos materiales de los proyectos como la vulneración de la legislación ambiental o la fragmentación”. Recordaba que “la propia sentencia del Tribunal Supremo establece en su fundamento de derecho séptimo que el TSJG podrá solicitar en los casos excepcionales que considere necesario los informes sectoriales y previas”. Consideraba que la práctica totalidad de los parques eólicos paralizados por el TSJG continuarán a pesar de sentencia del TS.

Las resoluciones del TSJG, que anulaban licencias o suspendían cautelarmente la ejecución de eólicas, no eran bien recibidas por la Asociación Eólica de Galicia (EGA), patronal del sector, y criticaban abiertamente sus sentencias, al mismo tiempo que promovían artículos de opinión y declaraciones para condicionar las decisiones del TSJG y del Tribunal Supremo.

Un reportaje de Beatriz Couce titulaba La ofensiva judicial al eólico se extiende ya a 70 parques en Galicia. Recogía que “la Asociación Eólica Gallega se lamenta de que la judicialización del sector se haya extendido a todos los proyectos” (Adega informaba que los fondos necesarios para presentar esos recursos procedían de donaciones). También informaba que “ocho de esos proyectos se encuentran paralizados, afectados por la adopción de medidas cautelares emitida por la sección tercera del TSJG, presidida por Francisco Javier Cambón y del que forman parte los magistrados Cristina María Paz, Juan Carlos Fernández, María de los Ángeles Braña y Luis Villares, que fue candidato a la Xunta por En Marea y luego se reincorporó a la carrera judicial”96.

Jesús Berzosa, consejero delegado de Tasga Renovables, cuestionaba las sentencias del TSJG: “¿Será que detrás de toda esta campaña están organizaciones supuestamente medioabientales, contaminadas por intereses personales vinculados a corrientes políticas, de las que casualmente algún juez del TSJG fue cabeza de cartel al grito de eólicos no?”. También criticaba al movimiento ecologista: “Las organizaciones ambientales de verdad, las de prestigio nacional e internacional sin afiliación política, apoyan sin ambages la instalación de parques eólicos, impulsando incluso las simplificaciones de tramitación aprobadas por la UE. ¡Sí, así sí!”97.

Perfectamente coordinados con la Xunta del PP, la patronal y los sindicatos CCOO y UGT organizaban jornadas, presentadas como de debate, pero que justificaban los planes de la patronal. Fernando Blanco Parga, miembro del Colectivo de Debate Energético Bidán, denunciaba esta situación en el artículo “Eólicos, CCOO y territorios de sacrificio”98:

Campaña orquestada en la defensa de más eólicos en Galiza en la que participan diferentes actores, desde la patronal del sector hasta el sindicalismo español, pasando por la propia Xunta de Galiza, y que se difunde desde los medios públicos gallegos y también de un conocido periódico.

Singular lo de CCOO, con un discurso que, por su simpleza aunque pretendan vestirla de tecnócrata, podría ser firmado perfectamente por Vox o por Ayuso; dividen entre buenos, o sea, los que quieren la reindustrialización de Galiza y para eso los eólicos son fundamentales, y negacionistas, que prefieren una Galiza atrasada y que, según sus propias palabras, son “de un rancio soberanismo”.

La simpleza del discurso cae por la nula argumentación. Si la IV revolución industrial (como alardea CCOO) depende de los eólicos, ¿por qué Galiza no está ya industrializada cuando es la comunidad donde hay más eólicos por kilómetro cuadrado de todo el Estado? ¿A qué dedicamos esos excedentes eléctricos: a tener precios más bajos en el país, a evitar la pobreza energética, a favorecer la economía productiva gallega o, por el contrario, a dividendos de las eléctricas, ninguna gallega y muchas públicas de otras administraciones?

Galiza, para la patronal eólica y para sus “comerciales”, sean estos la Xunta o los sindicatos españoles, no es otra cosa que un territorio de sacrificio, lugares donde se instalan centros de generación eléctrica, que no reciben ningún beneficio real por esa actividad y que sirven para suministrar el consumo a las grandes urbes e industrias que, las más de las veces, están muy lejanas.

En su ignorancia, CCOO habla de “rancio soberanismo” para pretender ridiculizar a los colectivos que se enfrentan a los objetivos de la patronal eólica; parece que desconocen las protestas semejantes en el Bierzo, en Granada, Asturias, Aragón, etc., ¿o es que también hay allí perversos nacionalistas? Podrían comprobar como estos conflictos existen en otras partes del mundo. Territorios de sacrificio hay muchos en la Tierra.

A pesar de la sentencia del Tribunal Supremo, el TSJG acordaba entre el 8 de febrero y 1 de marzo de 2024 la suspensión cautelar de 13 parques eólicos, teniendo en cuenta principios de “cautela, prevención y precaución en materia medioambiental”. El 8 de marzo de 2024 hacía público la suspensión de otros dos parques porque podrían causar “un gran daño a valores ambientales sensibles”, apoyándose para ello en informes “rigurosos e imparciales” del Ministerio para la Transición Ecológica, en los que apuntaría a una afectación de hábitats prioritarios y de interés comunitario, además de especies amenazadas. En el caso del parque promovido por Greenalia en Forcarei e Cerdedo-Cotabade, los magistrados admiten que la instalación de los aerogeneradores no está en un espacio protegido, pero “existe una afición paisajística clara, dada la cercanía con el contorno de las áreas protegidas99.

La patronal del sector eólico manifestaba que con estas decisiones del TSJG se ponían en riesgo inversiones millonarias. Francisco Méndez, responsable de Estrategias Industriales de CCOO, y como hizo este sindicato en otras ocasiones, vertía graves acusaciones contra asociaciones ecologistas en un artículo que titulaba En defensa de Galiza? Deja que me ría: “Continúan las agresiones al futuro industrial de Galicia por parte de asociaciones que, pretendiendo una supuesta ´defensa de Galiza´, se esfuerzan para que continuemos en la senda del despoblamiento, de la contracción industrial, de la destrucción de oportunidades, en la senda hacia la conversión en un desierto económico, sin infraestructuras, sin servicios públicos, sin futuro”100.
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8. Queremos una tarifa eléctrica gallega

Galiza produce hasta un 30% más de energía de la que consume, según datos de la Red Eléctrica de España (REE). En 2021 la demanda eléctrica se cifró en 17.510 xigawatts por hora (XWh), mientras generamos 24.211 XWh a lo largo de ese mismo año.

Galiza es una potencia productora, pero tenemos que pagar unas tarifas eléctricas abusivas, que afecta a todas las familias y también a las industrias. Hace falta una tarifa eléctrica propia para Galiza, que baje el precio actual en beneficio de los consumidores particulares y de nuestras empresas y no de los intereses del oligopolio empresarial eléctrico. Los trabajadores y trabajadoras de la empresa de aluminio Alcoa también reclamaban una tarifa eléctrica especial para poder competir.

Es una vieja reivindicación. La CIG presentaba en el Parlamento de Galiza una Iniciativa Legislativa Popular (ILP) en mayo de 2015, que recogió más de 18.000 firmas de apoyos, que proponía como cuestiones esenciales una tarifa eléctrica gallega con una bonificación en los peajes del 30% y el acceso a la energía como un derecho social. Esa ILP definía la pobreza energética como la que padece una unidad familiar que destina más del 10% de sus ingresos a las factura de la luz y gas y no consigue mantener la vivienda a una temperatura de entre 18 y 21 grados. La CIG demandaba que, en estos casos, la administración pública asumiese los gastos energéticos. Contemplaba también la necesidad de garantizar la presencia pública de la Xunta de Galiza en el sector energético y una tarifa eléctrica industrial para que las grandes consumidoras no dependan del actual sistema de subasta anual, facilitando así las inversiones a futuro, el mantenimiento del empleo, la instalación de nuevas industrias y la creación de empleo. Esto junto con la potenciación de las energías renovables, del autoconsumo, del ahorro energético o la inclusión de Galiza en el Plan Carbón Estatal, entre otras.

Ya sabemos lo que piensa el gobierno del Estado. Rosana Pérez, diputada del BNG, presentaba una propuesta para que Galiza recibiese una compensación del Estado, pagando una tarifa eléctrica más baja. José Manuel Soria, luego ministro de Industria por el PP, contestaba así en el Congreso en diciembre de 2014: “Nunca este Gobierno apoyará tarifas eléctricas diferenciadas para una parte de España”101. Esto no fue así, porque una orden ministerial modificaba la estructura de peajes de alta tensión, que beneficiaba a las industrias vascas, como resultado de una negociación del PP con el PNV para que este apoyase en diciembre de 2013 la nueva ley del sector eléctrico. En definitiva, la fuerza política del PNV en el Congreso y Senado con los votos de las vascas y vascos, fue determinante para conseguir una tarifa eléctrica más barata. ¡Una importante lección!

“La subida de la luz es una estafa” decía una pancarta detrás de una mesa de recogida de firmas del BNG para llevar el tema al Parlamento Gallego. El periodista Juan Capeans explicaba los objetivos de esa campaña por una tarifa eléctrica gallega102: “Rebajar la factura de la luz es el mayor incentivo fiscal que podemos tener para que se instalen empresas. Tener un precio de la luz más bajo no solo es posible sino justo toda vez que somos un país rico en electricidad. Asumimos los costes ambientales y sociales sin ningún beneficio”. El BNG proponía rebajar el IVA de la luz al 4%; una tarifa específica para Galiza como productora; creación de una empresa pública y medidas para evitar cortes de luz a las familias sin recursos para que las personas estén por encima de la cuenta de resultados de las eléctricas.

El Parlamento de Galiza debatía esa iniciativa del BNG y el resultado era recogido en este titular103: “El BNG se queda solo en defensa de una tarifa gallega para atajar la ´estafa´ del precio de la luz”. PP y PSdG votaban en contra y Ana Pontón manifestaba: “Hay que acabar con esta estafa legalizada de la escalada de los precios de la luz que roza el escándalo democrático, que permite que un puñado de multinacionales especule hasta la saciedad con un bien básico, mientras se vive una situación de emergencia social”. Recordaba que un 14% de la población de Galiza vive en la pobreza energética. “No inventamos nada, Alemania, Reino Unido, Suiza ya tienen tarifas diferenciadas para zonas productoras”. El presidente Feijóo “defiende intereses de las eléctricas y no de los gallegos, abandonando a las familias”, denunciaba Pontón. Para Martín Seco (PSdeG) la propuesta del BNG es “un ejercicio de propaganda soberanista”. Para Marta Nóvoa (PP), Pontón “viene maquillada de moderada, pero esta propuesta cuenta con su ADN más rupturista pues pretenden nacionalizar empresas”. Ana Pontón recordaba a Seco que Fernando González Laxe, expresidente de la Xunta, defendía que el precio de la energía en Galiza debería ser más bajo por su papel productor. Y también recordaba a Nóvoa que Alfonso Fernández Mañueco –entonces presidente del PP de Castilla-León y después presidente de esa comunidad– también proponía una energía más barata para zonas de producción. Aragón, que entonces tenía presidencia socialista, también reclamaba una compensación por su papel productor.

8.1. ¿Por qué los intereses de las eléctricas están protegidos por los gobiernos?

Llama la atención que en un país excedentario en energía como Galiza haya gente sin luz en la casa y sin poder encender una calefacción; que teniendo las empresas eléctricas unos beneficios de miles de millones de euros, pueda haber 146.000 hogares gallegos que en 2022 vivían en situación de pobreza energética, según datos del Ministerio de Transición Ecológica. Se difunde poco la relación entre personas que abandonan puestos de responsabilidad política –ministras y ministros, por ejemplo– y las empresas energéticas que los acogen en los consejos de administración o en puestos directivos con importantes ingresos (puertas giratorias). Estos estómagos agradecidos ¿van a hacer otra cosa distinta que utilizar todas sus influencias para favorecer al patrón?

Ya hablamos en otro apartado de este libro del caso de Beatriz Mato, consejera con Feijóo y candidata a la alcaldía de A Coruña por el PP en 2019, que fichaba por Greenalia, empresa de renovables gallega, como directora de Desarrollo Corporativo. El periodista Iu Forn proporciona datos sobre esta transición desde puestos de la administración a empresas energéticas104:

Tres de cada seis presidentes de Gobierno de España desde la muerte del dictador Franco acabaron fichando por alguna compañía energética: Leopoldo Calvo Sotelo (UCD) estuvo en el consejo de administración de Unión Fenosa, la distribuidora eléctrica de grupo Naturgy; Felipe González (PSOE), cinco años en el consejo de Gas Natural y José María Aznar (PP) acabó de asesor del consejo de administración de Endesa.

Ministras y ministros que acabaron en el sector energético: Ángel Acebes, ministro de Interior, de Justicia y de Administraciones Públicas (PP), es consejero de Iberdrola y miembro de la Comisión Ejecutiva Delegada de esta compañía desde 2014; Ángeles Amador, ministra de Sanidad (PSOE) fue consejera independiente del Consejo de administración de Red Eléctrica Española (REE); Luís María Atienza, ministro de Agricultura (PSOE), fue presidente de REE durante ocho años; Fátima Báñez, ministra de Trabajo y Seguridad Social (PP) es consejera independiente de la filial de Iberdrola en México; José Blanco, ministro de Fomento (PSOE) es miembro del consejo de administración de Enagás; Josep Borrell, presidente del Parlamento Europeo, ministro de Asuntos Exteriores y de Obras Públicas y actual Alto Representante de la Unión Europea para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad (PSOE), fue miembro del consejo de administración de Abengoa; Miguel Boyer, ministro de Economía (PSOE), consejero de REE; Pío Cabanillas, ministro portavoz del Gobierno de Aznar (PP), fue director general de comunicación de Endesa durante dos años; Beatriz Corredor, ministra de Vivienda (PSOE), es la actual presidenta de REE; Isabel García Tejerina, ministra de Agricultura y Medio Ambiente (PP), es consejera independiente de Neonergia, filial de Iberdrola en Brasil; Cristina Garmendia, ministra de Ciencia (PSOE), estuvo en el consejo de administración de Gas Natural; Rodolfo Martín Villa, ministro de Interior (UCD), fue presidente de Endesa de 1997 a 2002; Ana Palacio, ministra de Asuntos Exteriores (PP), es consejera independiente de Enagás; Josep Piqué, ministro de Industria y Energía, de Exteriores y de Ciencia (PP), ya fallecido, consejero independiente de Abengoa; Elena Salgado, vicepresidenta segunda, ministra de Economía, de Administraciones Públicas y de Sanidad (PSOE), fue consejera de Chilectra, filial chilena de Endesa; Narcís Serra, vicepresidente del Gobierno y ministro de Defensa (PSOE), estuvo en el consejo de administración de Gas Natural; Jordi Sevilla, ministro de Administraciones Públicas (PSOE), fue presidente de REE; Pedro Solbes, vicepresidente segundo y ministro de Economía (PSOE), ya fallecido, fue consejero independiente de Enel-Endesa. Isabel Tocino, ministra de Medio Ambiente (PP), aparte de presidir el Banco Pastor, vicepresidenta del Banco Santander y miembro del Consejo de Estado y de la Real Academia de Doctores, es consejera no ejecutiva de Enagás. José Montilla (PSOE), ministro de Industria en el Gobierno de Zapatero (2004-2006) y después presidente de la Generalitat de Cataluña, es miembro del consejo de administración de Enagás.

Otros altos cargos pasaron de su negociado público a la empresa privada: José Holgado, secretario de Estado de Energía (PP), fue durante seis años presidente de REE; Ignacio Granjel, director de Gabinete del ministerio de Energía (PP), vicesecretario general de REE; Alberto Lafuente, secretario general de Energía (PSOE), estuvo en los consejos de administración de Enagás y REE; Alberto Nadal, secretario de Estado de Energía (PP), fue consejero de REE; Ramón Pérez Simarro, secretario general de Energía (PSOE), consejero de Enagás; José Manuel Serra, secretario de Estado de Energía (PP) estuvo en los consejos de administración de Endesa y REE.

Cargos políticos relacionados con el PP y PSOE: Arsenio Fernández de Mesa (PP), Director General de la Guardia Civil (2011-2016) en el Gobierno de Rajoy, fue nombrado consejero de la REE en febrero de 2017. Antonio Hernández Mancha, que había sido presidente de Alianza Popular y después senador y diputado del PP en el Parlamento de Andalucía, es consejero independiente de Enagás; Manuel Marín, ya fallecido, que fue presidente del Congreso de los Diputados (PSOE), pasó a presidir la fundación Iberdrola. Ignacio López del Hierro, marido de Dolores de Cospedal, fue consejero de REE y de dos filiales de Iberdrola.



101 F. Fernández. La Voz de Galicia, 22-12-2014.

102 La Voz de Galicia, 6-7-2021.

103 Europa Press, 14-9-2021.

104 elnacional.cat, 16-1-2021.


9. Feijóo triplica la deuda de Galiza

Feijóo criticaba el aumento de la deuda en el Estado que concretaba en 300.000 millones de euros en una entrevista en El Mundo (31-7-2022). Culpaba a Pedro Sánchez de que “cada español tiene un pufo de 6.000 euros en deuda”. No explicaba que ese aumento de la deuda era debido, entre otras causas, a que se utilizaron muchos recursos públicos durante la pandemia para financiar ayudas económicas en los ERTE (Expedientes de Regulación Temporal de Empleo) y ayudas extraordinarias para autónomos. Añadía más críticas: “Tienen que dejar de hipotecar el futuro de los españoles. La política de Sánchez nos añade 200 millones de euros de deuda pública cada día” (La Razón, 4-9-2022).

Feijóo tiene mala memoria, no recuerda que el último Gobierno de Rajoy aumentó un 46% la deuda pública en el Estado español y no predica con el ejemplo porque durante su presidencia de la Xunta, Galiza triplicó su deuda: a 31 de diciembre de 2008 (gobierno bipartito PSOE y BNG) la deuda pública era 3.954 millones de euros, el 6,8% del PIB gallego, que representaba una carga de 1.429 euros por gallega/o; en 2022 la deuda fue de 11.984 millones, el 18,4% del PIB. Los Presupuestos de la Xunta para 2.023 preveían una deuda de 12.250 millones de euros, es decir, triplica la deuda de 2009 con un pufo de 4.540 euros por gallega/o, pero de esto hablan poco los medios de comunicación. En este tema Feijóo también está blindado.

Presupuestos para 2023 recogían que la Xunta tenía que pagar 110,66 millones de euros en concepto de intereses de deuda y 144,36 millones por compromiso derivados de la llamada colaboración público-privada. Además, la Xunta tenía comprometidos pagos de 2.050,63 millones hasta 2040 por obras ejecutadas por la modalidad de colaboración público privada. En el caso del Hospital Álvaro Cunqueiro de Vigo, una operación ruinosa, la Xunta tiene que sufragar un total de 1.400 millones de euros por la obra hasta el año 2036 por esta “exitosa” modalidad, tres veces más de lo previsto como público.

9.1. “Chiringuitos” de la Xunta que no tienen control

Un informe del Consejo de Cuentas de Galiza (organismo encargado de la fiscalización económica, financiera y contable de la Administración gallega y de la prevención de la corrupción en la sector público gallego), señalaba el 29 de julio de 2022 que en Galiza había numerosas entidades dependientes de la Xunta, los llamados “chiringuitos” (87 en total, sin contar el Servicio Gallego de Salud), que acumulaban una deuda de 558 millones de euros en el año 2020: 29 fundaciones públicas, 17 agencias, 15 sociedades mercantiles, 11 organismos autónomos y entidades de consulta, 9 consorcios, 4 fondos de capital riesgo y 2 entidades públicas empresariales. Estos “chiringuitos”, con una plantilla de más de 8.000 trabajadoras/es, gestionaban 1.737 millones de euros, es decir, el 14% del Presupuesto de la Xunta del año 2020.

Entidades con mayor deuda: Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo (IGVS), que gestiona la política de vivienda de la Xunta; Sociedad anónima Xestur, promotora inmobiliaria y para la gestión de suelo industrial y en la que participa el IGVS; Corporación de Radio y Televisión de Galiza (CRTVG), que gestiona los medios públicos; Sociedad Gallega de Medio Ambiente (SOGAMA), empresa pública mixta de gestión ambiental, participada al 51% por la Xunta y al 49% por Naturgy, empresa eléctrica privada.

El citado informe del Consejo de Cuentas señalaba que con la presidencia de la Xunta de Feijóo continuaron aumentando las transferencias y subvenciones de la Xunta a esas entidades y también el peso relativo de esos organismos en la gestión del dinero público. También recogía que esa proliferación de entidades está ligada “a la huida del derecho administrativo en los procesos de contratación, a la mayor discrecionalidad en las políticas de personal, a la relajación de los controles y a eludir los límites al endeudamiento”. Entre otras funciones, estos “chiringuitos” y entidades públicas sirven para reubicar a los “amiguiños/as” y cargos públicos.

9.2. Galiza necesita un nuevo sistema de financiación

Una de las causas de la deuda de Galiza es que el actual sistema de financiación es claramente lesivo para nuestra nación porque detrae para otras áreas del Estado una parte importante de los impuestos recaudados en Galiza.

El modelo de sistema de financiación más beneficioso para Galiza era debatido en una Comisión Especial del Parlamento de Galiza. El economista Xosé Díaz defendía el modelo del concierto porque en la actualidad “menos del 3% de los ingresos no financieros de los presupuestos de Galiza vienen de recursos propios” y esto quiere decir que la Xunta no tiene competencias “ni capacidad sobre la cuantía y disposición de los recursos públicos, carece de autonomía fiscal”, que es la base para tener un autogobierno propiamente dicho.

Santiago Lago, catedrático de Economía Aplicada de la Universidad de Vigo, consideraba que “la extensión del sistema de conciertos sería muy negativa para Galiza”. Defendía que Galiza recibiese una mayor cantidad del fondo interterritorial (“recibimos 50 millones al año y deberíamos recibir 300 millones”), “nivelar todos los servicios públicos” y la defensa de aquellos criterios, sobre todo el de “dispersión” poblacional que nos beneficiaría. Era partidario de poder avanzar en “autonomía financiera”, pero siempre en fórmulas colegiadas con el Estado.

Díaz señalaba que el actual sistema presenta a Galiza como “incapaz de valerse por sí misma, de no ser capaz de vivir de su propio trabajo, escondiendo que es el Estado quien debe su existencia a nuestros recursos”. Se pronunciaba por un sistema de financiación “asimétrica” y que Galiza avance hacia la plena responsabilización fiscal. Concretaba algunas medidas: un modelo diferente, en el camino de Euskadi y Nafarroa, que permita al poder gallego recaudar todos los tributos; fijar una política fiscal propia, dotándose de un sistema de concierto que le posibilite contar con la suficiencia financiera necesaria para la prestación de los servicios públicos; introducir los cambios necesarios para que todas las actividades desarrolladas en Galiza tributen en nuestro país; crear una agencia tributaria gallega con competencias reales.

El estudio Los resultados de la liquidación del sistema de financiación de régimen común o de las “regiones” en 2020 y algunas cuestiones sobre un posible nuevo financiamiento de Xosé Díaz recogía que las cuentas de 2020 certificaban un saldo neto negativo para Galiza de 3.994 millones de euros porque el Estado recaudó en impuestos un mínimo de 11.938 millones y solo reintegró 7.944 millones. Con el actual modelo de financiación Galiza perdió 17.989 millones de euros solo en el periodo 2017-2020.

En la fiscalización de la Cuenta General gallega de 2020, el Consejo de Cuentas de Galiza advertía de la “insuficiencia del actual modelo para proporcionar los recursos financieros necesarios para la cobertura de las necesidades de gasto que lleva la prestación de los servicios de su competencia”. Y consideraba “de urgencia” la aprobación de un nuevo modelo que solucione estas insuficiencias, “en consonancia con los elementos diferenciales que concurren en la prestación de los servicios que realiza nuestra Comunidad Autónoma”.

El economista Ángel de la Fuente, director de la Fundación de Estudios de Economía Aplicada (FEDEA), destacaba que Galiza era en 2019 uno de los territorios del Estado que salían “peor parados con el actual sistema de financiación”, recibiendo 2.846 euros por habitante, 475 euros menos que Cantabria (3.321 euros), 365 euros menos que La Rioja (3.211), 281 euros menos que Islas Baleares (3.127), 240 euros menos que Extremadura (3.086) y 235 euros menos por habitante que Canarias (3.081).


10. El mito del buen gestor. ¿Qué hizo realmente Feijóo?

Con más de una década de gobierno a sus espaldas la gran esperanza de la derecha española se ha demostrado como un experto en la venta de humo. Lo hace, por cierto, muy bien. Es un humo de gran calidad, oloroso y visible a distancia, de una pregnancia indiscutible. La esfera pública en Galiza es un gran botafumeiro y los medios de comunicación sus tiraboleiros. Así empezaba Antón Baamonde, profesor de filosofía y escritor su artículo “¿Pero qué ha hecho realmente Feijóo?”105.

Baamonde recordaba que en la campaña electoral de 2012 para revalidar su cargo de presidente de la Xunta, ABC enumeraba así sus logros: “La puesta en marcha del catálogo de fármacos, la limitación del techo del gasto, el control del déficit o la congelación de la subida de las tasas universitarias hasta 2013”. En definitiva, lo que hizo no fue crear hospitales, escuelas, autovías. Eso había quedado atrás. Realmente, Feijóo no había hecho nada tangible.

El crédito de buen gestor de Feijóo se limitaba, en realidad, a cuadrar las cuentas con una política de contención del gasto. En una época de crisis económica se limitó a ejercer las funciones de un contable. Sobre esa base se levantó la fama que después lo acompañó y que Paco Vázquez, el ex alcalde de A Coruña, dicen que socialista, que lo presentó en el Fórum Nueva Economía, resumía así: “Buen gestor y modelo de equilibrio”.

Baamonde concretaba algunas de las cosas que hizo Feijóo o consecuencias de su política. Acompaño esas referencias con los titulares nos medios de comunicación:

1. El 25% de los gallegos viven en 2022 por debajo del umbral de la pobreza. Recortes en la atención primaria y cierre de centros de enseñanza.

La atención Primaria de Feijóo en datos: diez años de contrataciones congeladas. Javier H. Rodríguez. elDiario.es, 11-11-2021.

2. Autoriza universidades privadas.

El PP gallego impone su mayoría para crear la universidad privada de Abanca que no respeta los criterios de calidad propuestos por el ministerio. Daniel Salgado. elDiario.es, 25-5-2021.

3. Privatización de la sanidad. Se fotografía con una compañera de partido, la ex gerente de DomusVi, empresa de residencias de ancianos en cuyos geriátricos murieron más de 2.000 personas en todo el Estado.

La Xunta subvenciona con 250.000 euros a DomusVi para la formación de parados tras la muerte de más de 2.000 ancianos en sus residencias. elDiario.es, 21-12-2020.

4. Convirtió una comisión parlamentaria de investigación de esas muertes en un homenaje a esa responsable de DomusVi.

El PP de Galicia convierte la comparecencia parlamentaria de la responsable de DomusVi en un homenaje pese a los casi 2.000 muertos en sus residencias. Paola Obelleiro. elDiario.es, 13-11-2020.

5. Vendió dos cajas de ahorros gallegas a un banco venezolano.

El venezolano Banesco se queda con los restos de las cajas gallegas. Miguel Pardo/David Lombao. elDiario.es. 18-12-2013.

6. Sabemos poco de la desaparición de las cajas gallega y de cómo Banesco se hizo con ellas.

El Tribunal Superior de Galicia condena a la Xunta por ocultar al Parlamento información sobre la fusión que hundió las cajas de ahorro. Daniel Salgado. elDiario,es, 23-6-2020.

7. Pemex, empresa petrolera mexicana, adquiría el 51% de las acciones de los astilleros Barreras.

Pemex se hace con el control de los astilleros Barreras. Miguel Pardo. elDiario.es, 30-4-2013.

8. Feijóo presentaba esa operación como “La puerta de salida a la crisis”. El acuerdo incluía la construcción de casi 20 buques y prometía 4.000 puestos de trabajo, pero todo quedó en nada.

El sueño mexicano de Feijóo para el naval se desmorona: un astillero arruinado y sombras de corrupción en Pemex. Daniel Salgado/Miguel Pardo. elDiario.es, 5-10-2019.

9. El director general de Pemex que firmó los acuerdos está acusado de cobro de sobornos.

Detenido en Málaga el ex director de Pemex que apadrinó los acuerdos de la petrolera con la Xunta de Feijóo. Miguel Pardo. elDiario.es, 13-2-2020.

10. Pescanova, todo un emblema no sólo del sector pesquero, sino de Galicia, resultó que era una especie de estafa piramidal que había falseado todas sus cuentas. Manuel Fernández de Sousa, presidente de Pescanova hasta 2013 y aliado de Feijóo en su momento, negaba los hechos.

Sousa niega un agujero de 3.000 millones y dice que el valor de Pescanova “excede su pasivo”. Miguel Pardo. elDiarios.es, 23-5-2013.

11. Ahora Nova Pescanova es de Abanca.

Abanca toma el control formal de Nueva Pescanova y sitúa a José María Benavent al frente. elDiario.es Galicia/EuropaPress, 13-4-2020.

12. Decadencia del tejido industrial: Alfageme, Poligal, Vulcano, Endesa, Alcoa, etc.

Alcoa propone despedir a 534 empleados, el 84% de la plantilla en la fábrica de aluminio de San Cibrao en Lugo. María Pampín. elDiario.es, 28-5-2020.

13. Un informe de la Federación de Asociaciones para la Defensa de la Sanidad Pública situaba a Galicia como la cuarta comunidad autónoma con mayor grado de privatización. Los médicos y el personal sanitario en su conjunto tienen una carga asistencial cada vez mayor. Se redujo el número de camas y el propio Feijóo cuantificaba en 2.500 el déficit de plazas sanitarias para adjudicarle la responsabilidad a Pedro Sánchez.

Feijóo culpa a PSOE y Podemos del recorte sanitario acumulado en Galicia durante el mandato de Rajoy. David Lombao. elDario.es, 28-2-2020.

14. Trabajadoras y trabajadores de la CRTVG llevan más de cien semanas protestando contra la manipulación de los medios públicos por parte del PP. Todos recordamos aquella célebre pregunta de un reportero a Fraga: “¿Ganaremos, señor Presidente?” Eso no cambió, salvo para peor. Los medios de comunicación del resto de España apenas se hicieron eco de esta protesta.

Defende a Galega: “Unos medios públicos manipulados por quien gobierna no son inevitables”. Daniel Salgado. elDiario.es, 17-4-2020.

15. Según el Instituto Gallego de Estadística (IGE) solo un 3,97% aprende a hablar gallego en su infancia. Para una generación de gallegos el inglés está mucho más presente en su vida diaria que la lengua que es, o fue, propia del país. El liberalismo lingüístico, como el económico, fortalece al más fuerte y las medidas que tomó Feijóo reducen el peso y la presencia del gallego. A pesar de todo esto, recientes informes del CIS señalaban que el número de gallegos que tienen el gallego como lengua materna (45,8%) sigue siendo superior a aquellos cuya lengua materna es el castellano.

El fomento del gallego ha perdido con Feijóo casi el 70% de su presupuesto. David Lombao. elDiario.es, 30-12-2012.

16. El economista Albino Prada, recogiendo datos de Eurostat, INE e IGE, publicaba en la revista Tempos Novos que, tomando como referencia doce indicadores, la situación económica de Galicia había empeorado en diez de ellos. Tomando como referencia la media del PIB por habitante de la UE=100, pasó de 83 a 75. Pero también bajó el peso del PIB y de empleo gallegos en relación con España. En los últimos 25 años Galicia recibió menos del 1% de la inversión extranjera en toda España, muy por debajo de su peso porcentual. Por otra parte, Madrid incrementa su poder de atracción mediante el dumping fiscal. Citröen e Inditex explican el balance fiscal favorable, pero sus éxitos o fracasos, de dimensión planetaria, nada tienen que ver con la Xunta.

La huida de talentos o la descapitalización es enorme. La nueva emigración está formada por jóvenes con altos estudios que no tienen en Galicia ninguna opción. El sentimiento general es que en Galicia no hay futuro. Con esa expectativa, Galicia vive una crisis demográfica brutal, estimándose que Galicia podría perder casi 300.000 habitantes en una década.

El economista Julio Sequeiros Tizón daba estos datos en 2018: “La dinámica de la economía gallega pone en evidencia la pérdida de posiciones de Galicia frente a España. A principios de la década de 1980 Galicia aportaba el 6,27% del PIB español, que hoy representa el 5,23%; tenía el 9,37% del empleo existente en España que pasa al 5,58%. A nivel demográfico, si en 1980 los 2,8 millones de gallegos representábamos el 7,48% de los españoles, en 2017 los 2,7 millones no llegan al 5,8%.

Inditex cerrará entre 1.000 y 1.200 tiendas tras anunciar pérdidas por primera vez desde que salió a bolsa en 2001 a causa de la pandemia. elDiario.es Galicia/EuropaPress, 10-6-2020.

17. El pluralismo informativo está reducido a la mínima expresión. La defensa que hacen de Feijóo la práctica totalidad de los medios de comunicación gallegos explica que una gestión mediocre o deficiente sea percibida como fabulosa por una gran parte de la ciudadanía. Esa defensa tiene mucho que ver con la prodigalidad del Gobierno Gallego a esos medios, algunos muy endeudados y que subsisten con créditos bancarios.

Trabajadores de la TVG denuncian ante la Valedora do Pobo la manipulación y falta de independencia periodística del canal. Daniel Salgado. elDiario.es, 14-6-2021.

Antón Baamonde acababa así ese balance de lo que hizo Feijóo:

Puede que no sea un gestor tan maravilloso, como reza la leyenda que lo acompaña, pero no cabe duda que es un excelente gestor de sí mismo. Feijóo, que declara que es más militante de Galicia que del PP, y que oculta las siglas de su partido, es el mismo que en declaraciones a Jiménez Losantos presumía de haber vetado una reforma del Estatuto Gallego. Es como un ventrílocuo que parece decir una cosa y dice otra. Feijóo es un caso clarísimo de aquello que escuchábamos de niños en las películas de vaqueros: “Hombre blanco hablar con lengua de serpiente”.

Negó siempre que su ambición fuese llegar a Presidente del Gobierno, pero la guerra relámpago contra Casado demostró que ese era su objetivo.



105 elDiario.es, 25-2-2022.


11. ¿Es Feijóo un moderado?

El periodista Fernando Varela recogía distintas opiniones sobre si Feijóo era moderado en su reportaje El PP se entrega a la política sin identidad106.

Para David Lombao, director de praza.gal, “Feijóo no es un político particularmente ideologizado. Cree que la Administración había que gestionarla como una empresa. Desplazó buena parte de la gestión común de la Xunta a un modelo de agencias, más opaco”.

Para el analista político Manuel Martínez Barreiro “más que un proyecto para Galicia hay un proyecto de ocupación del poder para que no lo ocupen otros. En política es no interferir, levantar cualquier control que pueda haber sobre el juego de las empresas y subordinar a ese objetivo la acción del poder. Feijóo sólo cree en el poder y en la ampliación del poder. En ese sentido es un nihilista. Una persona capaz de adoptar, en función de las circunstancias, múltiples personalidades ideológicas, desde el tecnócrata puro y duro a un neoliberal, que coquetea con el socioliberalismo o se entrega al neoconservadurismo. Todo gira en función de aquello que le permite conservar o ampliar el poder. Si se analiza la trayectoria política de Feijóo en absoluto es un moderado”.

Considera Barreiro que “Feijóo practica un juego dual en el que defiende su ´tan gallego como español´ y el eslogan del ´bilingüismo armónico´. Es inmovilismo puro y duro. Rompió en 2009 el consenso que había en Galicia sobre el proceso de normalización del gallego, vigente con los gobiernos de Gerardo Fernández Albor, Manuel Fraga y de Emilio Pérez Touriño. Si es expresión de algo es de una derecha rupturista de consensos que estaban establecidos, como el de la lengua”.

Lombao corrobora esa impresión sobre Feijóo: “Moderación más bien poca. Hay que recordar que la primera ley que tramita el PP cuando recupera la mayoría absoluta en Galicia en 2009 es una iniciativa legislativa para que una red vinculada al Foro de la Familia, asociación antiabortista, pudiese recibir fondos públicos y encargarse de asesorar a mujeres que hubiesen decidido abortar”.

Ana Pontón, portavoz del BNG, repasaba las políticas de Feijóo en ese mismo reportaje de Fernando Varela: “Se dedicó a desmontar y privatizar la sanidad, no hizo ninguna residencia pública y puso en marcha un pelotazo que acabó beneficiando a DomusVi (uno de los mayores grupos privados de centros de mayores). Financia asociaciones antiabortistas, recupera los conciertos con los centros educativos que segregan por sexo y pone en marcha un pin parental contra la lengua gallega que el propio Tribunal Superior de Justiza de Galiza declaró ilegal. Si alguien cree que esto es moderación, hay que revisar lo que significa. Por otra parte, Feijóo está tapando la corrupción. No conseguimos una sola palabra sobre el caso que afecta a la presidenta Ayuso que adjudicaba contratos a dedo en plena pandemia de los que parece ser que su hermano sacó una mordida”.

El “moderado” Feijóo comparaba el intento de golpe en Brasil con la protesta pacífica “Rodea el Congreso”, que tuvo lugar en Madrid en 2016 para denunciar el rescate a los bancos y los recortes sociales a la población del gobierno de Rajoy, mientras que la de Brasil tenía como objetivo derrocar el legítimo gobierno de Lula. Por otra parte, “Rodea el Congreso” había sido una protesta autorizada y la causa fue archivada por la justicia porque “en ningún momento pretendió invadir, acceder o alterar el funcionamiento del Congreso107.

11.1. Renovación de la dirección del PP o el regreso al pasado

Existía cierta expectación sobre el anuncio de la nueva dirección y estructura organizativa del PP, que se comunicaría el 30 de noviembre de 2023. Veamos en qué consiste la anunciada “renovación”.

Miguel Tellado era el elegido como Portavoz en el Congreso para radicalizar la oposición del PP. No tiene méritos especiales para este puesto y los medios de comunicación destacaban que era una persona de confianza de Feijóo, que le acompañó como diputado cuando Feijóo era Presidente de la Xunta de Galiza e que destacaba como diputado en el Parlamento de Galiza por sus broncas. Néstor Rego, diputado del BNG en el Congreso, resumía así este cambio: “De Gamarra [Cuca] a Camorra” [Miguel Tellado]. Antes de este ascenso, Tellado ya había dado muestras de su capacidad para aumentar la radicalidad del PP, armar follón y generar polémica.

Lucas Burgueño increpaba al diputado del PSOE Óscar Puente cuando iba a coger en Valladolid el AVE para Madrid, afeaba su intervención en el debate de investidura de Alberto Núñez Feijóo, le interrogaba por Puigdemont y le impedía subir al tren. Actitud de hostigamiento que continuó en el tren. Puente llamó a la Policía lo que provocó un retraso en la salida del tren. Esta fue la reacción de Tellado: “Óscar Puente no ha sido víctima de una agresión. No sabe encajar la crítica de un ciudadano sobre el apoyo del PSOE a la amnistía”, publicaba en su cuenta de Twiter. Acusaba a Puente, ex alcalde de Valladolid, de provocar “un retraso de 20 minutos en un transporte público”, exigiendo, además, “de malas formas”, según él, que la Policía bajase del AVE a la persona que le increpó en el tren. “¿Abuso de poder?”, se preguntaba. Y concluía: “Son matones de patio de colegio. El nivel de chulería y agresividad de este PSOE es intolerable. Ya no pueden salir a la calle. Por eso Sánchez viaja en Falcon”108.

Santos Cerdán respondía: “Justificar la violencia y la intimidación es inadmisible en política y en democracia. Como secretario de Organización del PSOE le exijo al presidente del PP, Sr. Feijóo, la destitución inmediata del Sr. Tellado. Cuanto antes”. Feijóo no hizo nada y Óscar Puente comentaba, “No solo no dimite. Exhibe su miseria moral y su limitación intelectual en toda su dimensión”

Resulta que el señor Burgueño ya había tenido otros problemas. Fue detenido por encararse e insultar a tres policías locales, quienes lo estaban identificando por rociar, supuestamente, con gas pimienta a varios paseantes. Después del incidente con Puente fue detenido por coacciones a una amiga de su novia y allanamiento de morada. También fue detenido por coaccionar y extorsionar a su propia madre. A pesar de estos datos, Tellado nunca pidió disculpas por sus declaraciones.

Tellado seguía la estela de Ayuso, vaticinaba una “dictadura” con Sánchez y consideraba que “la democracia estaba amenazada por el Gobierno”. Cuando se debatía en el Congreso la investidura daba una rueda de prensa como Vicesecretario de Organización del PP y calificaba a Sánchez como “el mayor peligro para la democracia” y añadía: “Por permitir esta humillación del país, del Estado de Derecho, de la separación de poderes que es esencial en cualquier democracia, creo que quien debería irse de este país en un maletero es el propio Pedro Sánchez”109. Esta es la “fina” dialéctica de Tellado

Noelia Núñez, significada Ayusista, era nombrada Vicesecretaria de Movilización y Reto Digital. Acudía a las manifestaciones contra la amnistía llevando una camiseta con el lema “Me gusta la fruta”, traduciendo la expresión “hijo de puta” con que Isabel Ayuso definía a Pedro Sánchez desde la tribuna de invitados el día de la investidura de Sánchez como presidente de Gobierno.

Ester Muñoz era nombrada Vicesecretaria de Sanidad y Educación. Manifestaba, refiriéndose a la Ley de Memoria Histórica y a la recuperación de los restos de las personas asesinadas por el fascismo que continúan en las cunetas: “Quince millones de euros destinados a que ustedes desentierren unos huesos en lugar de mejorar los salarios de jueces y fiscales”.

Feijóo completaba esta “renovación” con más savia “nueva” y Cayetana Álvarez de Toledo era designada como Portavoz Adjunta en el Congreso. Encabezó la candidatura del PP al Congreso por Barcelona. Fue sustituida por Cuca Gamarra en 2020 como portavoz en el Congreso, siendo Pablo Casado presidente do PP. Feijóo colocaba a Álvarez de Toledo en la lista del PP por Madrid en las elecciones generales del 23 de julio de 2023.

Rafael Hernando ya fue portavoz en el Congreso en la presidencia de Mariano Rajoy. Después de unos años apartado de la primera fila, era recuperado por Feijóo como Portavoz Adjunto en el Congreso. Conocido por sus manifestaciones impresentables: “Los familiares de las víctimas del franquismo solo se acuerdan de ellos cuando hay subvenciones”. Fue denunciado por la ARMH por un supuesto delito de injurias graves110.




106 Infolibre, 26-2-2022.

107 Nós Diario, 10-1-2023.

108 Publico.es, 29-9-2023.

109 RTVE, 13-11-2023.

110 La Voz de Galicia, 26-11-2023.


12. “Gobernar con Vox cuando sea necesario”

Como buen farsante, Alberto Núñez Feijóo va cambiando de discurso según le convenga. Comenzó diciendo: “No es posible ese pacto, no tengo ningún interés ni compromiso de pactar con Vox, y no lo haré porque no creo que ese pacto sea bueno para los gallegos y porque no van a tener representación parlamentaria. No le demos categoría a un partido que está en contra de Galicia. Vox está en contra de las comunidades autónomas. Cuanto más hablan más acreditan que no conocen Galicia”111. Pero acabó practicando otra política: gobernar con Vox cuando sea necesario, es decir, el objetivo es conseguir el poder.

Esas son las declaraciones, pero es una evidencia, como demuestran los hechos, que Vox es un aliado preferente del PP para gobernar en las comunidades autónomas, ayuntamientos y en el Estado español. Ya lo hicieron así en Andalucía donde el PSOE fue la fuerza política más votada en 2019, pero los votos de las/os diputadas/os de Vox llevaron a Juan Manuel Moreno a presidir la Junta de Andalucía. Los votos de Vox dieron a Isabel Ayuso la presidencia de la Comunidad de Madrid. En Castilla-León se forma en 2021 un gobierno de coalición presidido por Alfonso Fernández Mañueco (PP), con Juan García-Gallardo (Vox) como vicepresidente, y Carlos Pollán (Vox) preside las Cortes de esa comunidad.

Sobre posibles pactos con Vox para gobernar, manifestaba David Lombao, director de praza.gal112: “Llegado el caso, no tendrá ningún problema”. Opinión que fundamentaba en dos evidencias: el discurso de Feijóo después de las elecciones andaluzas, cuando manifestaba: “Vox es un partido como otro cualquiera”; y la decisión del PP gallego de pactar en el ayuntamiento de Ourense con un partido antisistema como Democracia Orensana, después de afirmar durante la campaña electoral que “nada estaba más lejos de su intención”. Todo justificado diciendo que “no le quedó más remedio”

Feijóo, como presidente del partido, justificaba esos gobiernos del PP con la extrema derecha y manifestaba113: “Posiblemente Mañueco habría preferido otra opción, pero no había otra opción”. Y añadía que los socialistas no están “legitimados” para juzgar el acuerdo porque el Gobierno de Pedro Sánchez se sustenta en pactos con partidos independentistas y con Podemos.

Ya en 2023, Feióo continuaba con su ambigüedad calculada e insistía en que quería formar gobiernos del PP en solitario. Pero en Vox, por experiencia, sabían muy bien lo que iba a suceder y su portavoz Jorge Buxadé manifestaba114: “Una cosa es lo que se dice y otra lo que se va a hacer”.

12.1. Así son los socios de gobierno del PP

El periodista Enrique Clemente hacía este resumen de las políticas de la extrema derecha cuando entran por primera vez en un gobierno autonómico como el de Castilla-León, y titulaba su artículo “Así son los socios de gobierno del PP”115:

Niegan la violencia machista y quieren derogar la ley de violencia de género. Les repugna el feminismo. Apuestan por suprimir las autonomías. Abogan por ilegalizar partidos políticos y oenegés y cerrar medios de comunicación. Criminalizan a los migrantes. Ponen en su objetivo a menores no acompañados. Diferencian a los refugiados ucranianos, que deben ser acogidos, de los que nos “invaden” desde África, pero también huyen del hambre y/o de la guerra. Quieren construir un muro en Ceuta y Melilla a lo Trump. Están contra lo que llaman el “dogma” del cambio climático. Son amigos de los mejores amigos de Putin. Sus modelos son los ultras Orbán, Bolsonaro o Le Pen. Consideran que los gobiernos de la dictadura franquista eran mejores que algunos de la democracia. Son antieuropeístas, quieren recortar competencias a la UE. Pretenden derogar las leyes de derechos LGTBI. Algunos de sus dirigentes han hecho declaraciones claramente homófobas. Comparan la política lingüística de Galicia con la de Cataluña. Quieren implantar el llamado PIN parental en la educación, para que los padres veten contenidos sobre la identidad de género, el feminismo o la diversidad LGTBI.

Entre los “compañeros” del PP estaban varios generales retirados, hoy en las filas de Vox116: Teniente General del Aire Manuel Maestro (diputado por Alicante), General de División de Tierra Alberto Asarta (diputado por Castellón), General de Brigada de Infantería de Marina Agustín Rosety (diputado por Cádiz), General del Ejército Fulgencio Coll (concejal en Palma de Mallorca), que fue Jefe de Estado Mayor del Ejército..

Alberto Asarta y Agustín Rosety firmaron el manifiesto, en agosto de 2018 a raíz de la exhumación del cadáver del dictador, que criticaba “ataques a la persona del General Franco desde su muerte, borrando sin prisa pero sin pausa todo vestigio de su quehacer por España en los momentos históricos que le tocó vivir”. El manifiesto alababa la “conducta de un militar ejemplar para todos los soldados” y reivindicaba “la verdad histórica” frente a quienes pretenden “vilipendiar” la figura del dictador.

Vox mantiene estrecha relación con partidos fascistas y de extrema derecha de todo el mundo. A mediados de diciembre de 2021 se celebraba en Brasil una reunión de Abascal con Jair Bolsonaro en la que estaban también su hijo y Hermann Tertsch117. Vox difundía este comunicado: “A lo largo de tres días de trabajo y conversaciones informales, sendos líderes han mostrado alta afinidad personal y política y han coincidido en la necesidad de vertebrar una alianza en defensa de la democracia, la libertad y la estabilidad económica y en rechazo de la amenaza globalista y comunista que se cierne sobre la región”. Y Abascal comentaba en su cuenta de Twitter: “Interesante encuentro con el líder que ha luchado de manera más frontal y eficaz contra el comunismo y la extrema izquierda en toda la Iberosfera”.

Santiago Abascal asistía en Buenos Aires a la toma de posesión del nuevo presidente de la República Argentina, el ultraderechista Javier Milei, disfrazado por algunos medios de comunicación como ultraliberal. En una entrevista celebrada el 9 de diciembre de 2023 Abascal transmitía a Milei “la esperanza que supone Argentina para la región como baluarte en la defensa de los valores democráticos que defienden Vox y La Libertad Avanza. Nos une la lucha por la libertad y la democracia, por ello pueden contar siempre con el respaldo de Vox”118.

Con la vista puesta en las elecciones europeas, Vox estrechaba lazos con los partidos de la ultraderecha y asistía como invitado a la fiesta de Hermanos de Italia, celebrada en Roma el 17 de diciembrre de 2023. Giorgia Meloni se refería a Abascal como “el amigo Santi”.

Esperanza Aguirre, expresidenta del PP de la Comunidad de Madrid, siempre fue partidaria de la unidad de PP y Vox, única “alternativa” posible al “Gobierno socialcomunista”, como defendía en un desayuno informativo en Nueva Economía Forum119: “Casado y Abascal tienen que unirse. Es cierto que ha habido problemas, uno nos ha llamado derechita cobarde, y el otro ha lanzado ataques personales que no son correctos en absoluto. Pero los dos tienen principios y valores que comparten muchos españoles y son dos patriotas”.

Casado y Abascal son dos patriotas y Feijóo también, añado yo. Por eso personas patriotas de Vox son las compañeras del PP en los gobiernos.

12.1.1. Santiago Abascal con Donald Trump en Washington

Santiago Abascal conseguía el reconocimiento internacional que buscaba y también la foto para difundir en próximas campañas electorales. El presidente de Vox participaba en Washington el 25 de febrero de 2024 en la Conferencia Política Acción Conservadora (CPAC) en la que también participaron Javier Milei, presidente de Argentina y Nayib Bukele, presidente de El Salvador. Abascal se reunió durante un cuarto de hora con Donald Trump, organizador de esa Conferencia. Entre otras barbaridades acusaba a la Universidad de Salamanca de adoctrinamiento y de promover ideologías criminales: “Las antiguas universidades, como la de Salamanca, la de Bolonia o la de Harvard, diseñadas para agrandar la cultura, han sido convertidas hoy en máquinas de censura, coacción, adoctrinamiento y antisemitismo”

“Queremos universidades que sean templos de la libertad de pensamiento y no queremos comisarios perturbados que inventen géneros, que perviertan la inocencia de los menores, que reescriban la historia o que promuevan ideologías criminales”. Denunciaba a estas universidades de ser “la punta de lanza del totalitarismo que viene”. “Le han declarado la guerra al sentido común, la verdad, el lenguaje y la biología”120.

Ricardo Riero, rector de la Universidad de Salamanca acusaba a Abascal de “una irresponsabe ignorancia”. “Quien insulta desde la falta de información a nuestra Universidad demuestra poco aprecio por la imagen internacional de España”. Pocos días después este rector presentaba su dimisión por sorpresa el 7 de marzo de 2024.

Feijóo no dijo nada. Raúl de la Hoz, portavoz del PP en las Cortes de Castilla-León calificaba como “barbaridad” la intervención de Abascal y negaba la evidencia: “Con el señor Abascal no gobernamos”. Y Mañueco, presidente de Castilla-León por el PP, consideraba que era “lamentable” la intervención de Abascal, pero no consideraba lamentable que su partido siga gobernando con Vox en su comunidad.

12.2. Los falangistas Javier Ortega y Jorge Buxadé

Los falangistas Javier Ortega Smith-Molina y Jorge Buxadé Villalba tienen una larga trayectoria de militancia en la extrema derecha. Xavier Rius Sant publicaba Vox, el retorno de los ultras que nunca se fueron (Akal, 2023) y señalaba: “La ultraderecha nunca desapareció: una parte se encontraba dormida en el seno del PP y, con la irrupción de Vox, decidió salir del armario. Ahora se encuentra inmersa en llegar a un equilibrio entre la nostalgia del franquismo, una España uniforme sin autonomías, la xenofobia y el fundamentalismo católico”.

Javier Ortega, nació en Madrid en 1968. Su abuelo, Víctor Manuel Ortega Pérez, fue letrado mayor del ayuntamiento de Madrid en la dictadura franquista, recibiendo la Medalla de Plata de Madrid. Ortega ya militaba con 17 años en organizaciones fascistas y firmaba el artículo “No olvidar” en la revista Así de FE de las JONS de la Ciudad Lineal de Madrid, que elogiaba la figura de José Antonio Primo de Rivera, coincidiendo con el 50º aniversario de su fusilamiento. También escribía el artículo “Ser y parecer” en enero de 1987: “Ser falangista es serlo cada hora del día, cada día de la semana, así toda una vida. Aquí las palabras de nuestro fundador al respecto: ´El ser falangista no es sólo un modo de pensar, es una manera, un estilo de vivir´. El ser falangista es trabajar en la Falange, es deponer nuestros intereses a los intereses de la Falange”. Abogado, trabajó en el departamento jurídico de la Fundación para la Defensa de la Nación Española (DENAES), presidida por Santiago Abascal que entonces militaba en el PP. Fundador de Vox en 2013, antes de su elección como diputado por Madrid, su Declaración de la Renta de 2018 señalaba unos ingresos de 23.087 euros. Después, como diputado ingresaba 68.000 euros y 66.000 como concejal de Madrid; ese es su “estilo de vivir”, que predicaba.

Jorge Buxadé, nació en Barcelona en 1975, abogado del Estado desde 2003. Diputado del Parlamento Europeo desde 2019 y portavoz de Vox hasta 2023. Participaba en la candidatura de Falange Española de las JONS por Tarragona en las elecciones de 1995 al Parlamento de Cataluña y en la candidatura de Falange Española Auténtica por Barcelona en las elecciones de 1996 al Congreso. Manifestaba en una entrevista: “No me arrepiento de haber estado en la Falange, pero sí de haber sido militante del PP”121.

12.3. Cargos públicos de Vox en los gobiernos autonómicos

Ya lo adelantó Ignacio Garriga, portavoz de Voz, después de las elecciones municipales de 28 de mayo de 2023: “Vox no va a regalar sus votos al PP”. Y Santiago Abascal dejaba claro que esas elecciones municipales convirtieron a Vox en “absolutamente decisivo” para construir la alternativa al gobierno socialista y a sus aliados “comunistas, separatistas y terroristas”122, que ya no utilizan la descalificación de “bolivarianos” porque el “amigo americano“ mandó parar y hay que obedecer; el presidente Biden ya habla de “presidente Maduro” porque Estados Unidos de América parece ser que necesita el petróleo de Venezuela.

Juan García-Gallardo, vicepresidente del Gobierno de Castilla-León, recordaba después de esas elecciones municipales que la iniciativa de Vox en esa comunidad autónoma, participando en el gobierno presidido por el PP y consiguiendo la presidencia del parlamento, con el visto bueno de Feijóo, abría las puertas para repetir esa experiencia en el resto de instituciones. Es un abogado de extrema derecha, que difunde mensajes racistas, homófobos y machistas. Propone la recuperación del latido fetal para que las mujeres desistan del aborto. Por otra parte, es uno de los abanderados del negacionismo climático, juntamente con Isabel Ayuso.

Adelanto otros nombres, todos de extrema derecha y del mismo nivel político que Ayuso y García-Gallardo:

Carlos Flores, catedrático de Derecho Constitucional, militó en la organización juvenil de Fuerza Nueva, partido de extrema derecha. Cuando Vox consigue 13 diputados lo presenta como candidato a la vicepresidencia de la Generalitat Valenciana en sus negociaciones con el PP. Su exmujer le denunció en 2002 por maltrato psicológico, amenazas y vejaciones y fue condenado por violencia machista. El PP rechazó su candidatura y Vox lo substituye por Vicente Barrera, pero le coloca como su cabeza de lista por Valencia y es elegido como diputado del Congreso.

Vicente Barrera toma la alternativa como torero en 1994, retirándose en 2011. Abogado y empresario, amigo de Ritá Barberá y Francisco Camps. Después de una relación con UPyD, se afilia a Vox en 2018 porque era la formación política que “estaba echando en falta en España”. Vox consigue 13 diputados, necesarios para que el PP (40 diputados) consiga la mayoría absoluta, y Barrera negocia con Carlos Mazón la formación de un gobierno de coalición PP-Vox en la Generalitat Valenciana. Es vicepresidente primero de la Generalitat y consejero de Cultura y Deporte desde julio de 2023. Una de las primeras medidas “culturales” fue dedicar 300.000 euros a la Fundación Toro de Lidia de Madrid.

Llanos Massó participó en la plataforma Hazte Oír (asociación de extrema derecha, ultracatólica). Afiliada a Vox en 2015. Diputada en las Cortes Valencianas por Castellón. Contraria a lo que llama “adoctrinamiento en las aulas”, defiende el pin parental (permite a los padres vetar contenidos aprobados por el Consejo Escolar del centro educativo); está en contra del derecho al aborto y por la supresión de la televisión pública valenciana. Es presidenta de las Cortes Valencianas.

Alejandro Nolasco fue concejal de Vox en Teruel y es el líder de la extrema derecha en Aragón. Abogado, autor de varios libros, entre otros uno sobre la División Azul. Quiere convertir Aragón en una especie de “paraíso fiscal”, rechaza la Ley Trans y se manifestó por la derogación de la Ley de Memoria Democrática.

Jorge Campos, cabeza de lista de Vox en las Islas Baleares, presidía Círculo Balear, asociación de extrema derecha, significada por defender la conservación del monumento franquista dedicado al Crucero Baleares. Impulsó la querella contra el rapero Valtonyc, exhibió banderas falangistas en numerosas manifestaciones y es partidario de legislar contra el uso del catalán en las Islas Baleares, de cerrar la Oficina Anticorrupción, así como el Instituto de la Mujer y la televisión IB3.

Leticia Díaz, abogada con una amplia trayectoria política. Primero militó en el PRC de Miguel Ángel Revilla, fue senadora por el PP en 2010, consejera de Presidencia y Justicia de Cantabria (2011-2015) del gobierno presidido por Ignacio Diego (mayoría absoluta del PP), y culminó, de momento, su viaje político fichando en enero de 2023 por Vox. Es firme defensora de lo privado y defendió el despido de multitud de empleados públicos en Cantabria.

Ángel Pelayo Gordillo fue afiliado del PP (1990-2018), miembro de su ejecutiva (2012-2018) y teniente alcalde de Mérida por el PP. Elegido concejal de Vox en Mérida en 2019. Candidato de Vox a la Presidencia de la Junta en las elecciones de 2023, consiguiendo cinco diputados, que son decisivos para que el PP tenga la presidencia porque el PSOE fue la candidatura más votada (está empatado a 28 diputados con el PP). Entre las propuestas de Pelayo está una reforma educativa (considera que no debía ser una competencia autonómica) que acabe con el adoctrinamiento en las aulas; niega la existencia de la violencia sobre las mujeres y considera que el aborto “no es un derecho, es un error”; es un negacionista del cambio climático. María Guardiola, candidata del PP a la presidencia de Extremadura, manifestó repetidamente que no gobernará con la ultraderecha, pero Pelayo insistía: “Tenemos la mano tendida al PP sin líneas rojas, pero no vamos a regalar nuestros votos”.

12.4. Insultos y violencia de las derechas

Estos fueron algunos de los insultos que recibió el presidente Pedro Sánchez por Feijóo, su equipo y los socios de Vox: caudillista, felón, corrupto, ilegítimo, populista, inmoral, trilero, dictador, traidor, inmoral, radical, matonista, golpista.

Después de perder UPN la alcaldía de Pamplona, Feijóo calificaba a Pedro Sánchez como “el más débil, con menos palabra y con menos crédito ético de la historia democrática”. Isabel Ayuso manifestaba sobre Pedro Sánchez: “Ha decidido destrozar la democracia, vamos camino de la dictadura”.

Santiago Abascal se refería así a Pedro Sánchez en unas declaraciones en Argentina: “Habrá un momento dado en que el pueblo querrá colgarlo de los pies”. Para Ignacio Garriga, secretario general de Vox: “No es odio, es historia. Abascal solo ha recordado la suerte de muchos dictadores”. Pepa Millán, portavoz de Vox en el Congreso, justificaba a Abascal porque “era una metáfora”. El PSOE denunciaba a Vox y Abascal por un delito de odio.

Ayuso llamaba “hijo de puta” a Pedro Sánchez, que después explicaba esa frase como “Me gusta la fruta”. Feijóo se sumaba a la campaña y repartía con Ayuso cestas de fruta en un acto del PP en Madrid. Y Alfonso Rueda también participaba colocando una caseta con el letrero de “Me gusta la fruta” al pie de la carretera por donde pasaba el autobús de Rueda en un anuncio de campaña electoral para las elecciones de Galiza del 18 de febrero de 2024. Un gravísimo insulto al Presidente del Gobierno era presentado como una cosa simpática. Esas declaraciones de Feijóo y Abascal sentaban también las bases para realizar todo tipo de acciones violentas, como así ocurrió.

Javier Ortega Smith, concejal de Vox y portavoz en el ayuntamiento de Madrid (es también diputado en el Congreso y vicepresidente de Vox), después de bajar de la tribuna de oradores en el Pleno municipal de 22 de diciembre de 2023, se dirigió con actitud agresiva al escaño de Eduardo Fernández Rubiño, concejal de Más Madrid. Vicente Barrera, vicepresidente de la Generalitat Valenciana por Vox y consejero de Cultura, golpeaba en el pecho a José Chulvi, diputado del PSPV, en el debate de enmiendas a los Presupuestos de la Generalitat Valenciana, que se debatían en el pleno de las Cortes de 19 de diciembre de 2023. José Gestido, concejal del PP de Cangas (Pontevedra) se dirigió a Iria Malvido, concejala del PSOE y teniente Alcalde, levantándole la mano en el pleno municipal del 23 de diciembre de 2023.

Las derechas convocaban en las inmediaciones de la sede del PSOE una concentración el 24 de diciembre de 2023, presentada como “Nochebuena Nacional”. Fue un fracaso de asistencia con menos de 150 personas, pero no se desanimaron y Revuelta, organización vinculada a Vox, convocaba otra concentración, “Nochevieja Nacional”, para despedir el año en el mismo lugar, con otro fracaso de asistencia (sobre 300 personas), el 31 de diciembre de 2023. Como siempre, banderas franquistas, contra la amnistía y todo tipo de insultos contra el presidente del gobierno. La novedad fue que colgaron un muñeco, ahorcado de un semáforo, que representaba a Pedro Sánchez, sobre el que propinaban golpes al mismo tiempo que gritaban: “Así tiene que acabar el Pedro Sánchez de verdad”; “Pedro Sánchez, hijo de puta”; “Rojo de mierda”. Cuca Gamarra, secretaria general del PP, non condenaba con firmeza estos actos y manifestaba: “Vox no es nuestro adversario político, el problema es Sánchez”.

Las redes sociales recogían interesantes reflexiones sobre estas actividades de las derechas. El periodista Benjamín Prado: “¿Quién les dio la cuerda para ahorcar al muñeco de Ferraz?”. Y Gabriel Rufíán, diputado de ERC: “Mejor que estén con piñatas en la calle que en Moncloa”.

12.5. Agresiones a los derechos de las mujeres

El tema de la defensa de los derechos de las mujeres va a ser un tema fundamental en los futuros gobiernos de coalición de estos dos partidos de la derecha. Vox impedía en Palencia una declaración institucional contra un crimen de violencia machista porque consideraba que era “ideológica”. En el pleno de las Cortes de Castilla-León de 4 de octubre de 2022, la diputada del PSOE Patricia Gómez Urbano criticaba un tuit del vicepresidente Juan García-Gallardo (Vox) en el que hablaba de los “privilegios” de las víctimas, y manifestaba: “se está o no se está en contra de la violencia de género” porque si no se está en contra, “se está con los maltratadores”. “Señor Mañueco, o se está con las víctimas o se está con el señor Gallardo, usted decide de qué bando está pero me temo que hace tiempo que decidió”. El presidente calló y García-Gallardo manifestaba: “España es el único país que tiene una legislación que crea juzgados sólo para hombres” y el único que “ha lesionado la presunción de inocencia haciendo que los hombres sean presuntamente culpables” cuando reciben “una denuncia sin fundamento” y que tiene “una ley que recoge incentivos perversos” para que “desalmadas utilicen una ley” para “instrumentalizarla” en procesos de divorcio “para obtener ventaja en la obtención de la custodia de sus hijos”.

Patricia Gómez preguntaba si la última mujer asesinada en Palencia por su marido era una “privilegiada”. “¿La víctima 1.163 desde el año 2003 asesinada por violencia de género es una privilegiada? Señor García-Gallardo, es usted un miserable. 1.556 mujeres en esta Comunidad tienen una orden de protección de los juzgados de guardia, 1.556 mujeres luchan todos los días por salvar su vida, pero mientras eso ocurre tienen que escuchar del vicepresidente de la Junta de Castilla-León que va a exigir que se eliminen los incentivos perversos que existen para que haya denuncias falsas contra los hombres para que se instrumentalicen en los procesos de divorcio”.

Vox hablaba de denuncias falsas, pero la Memoria 2020 de la Fiscalía General del Estado recogía que de las 168.057 denuncias que se presentaron, sólo 7 fueron falsas. De las 1.557.190 denuncias registradas desde 2009, se incoaron 121 procedimientos por denuncia falsa, y solo el 0,0069% terminaron con una sentencia condenatoria123.

Carla Toscano, diputada de Vox, traspasaba todas las barreras y desde la tribuna del Congreso hacía el 23 de noviembre de 2022 esta impresentable y miserable intervención sobre Irene Montero, ministra de Igualdad: “El único mérito de la ministra Irene Montero es haber estudiado en profundidad a Pablo Iglesias”, que fue aplaudida desde la bancada de Vox.

Vox impone al PP sus políticas de ultraderecha. Juan García-Gallardo, vicepresidente de Vox de la Junta de Castilla-León, que preside Alfonso Fernández-Mañueco (PP), consideraba que había una “agenda abortista del gobierno” y dentro de lo que llamaba políticas “provida” y fomento de la natalidad, anunciaba un protocolo el 12 de enero de 2023, obligatorio para los médicos, que deberían ofrecer a las mujeres que quieran interrumpir voluntariamente el embarazo estas tres posibilidades: atención psicosocial, escuchar el latido fetal o realizar una ecografía 4D. Y añadía Gallardo que ese protocolo estaba negociado y pactado con la Consejería de Sanidad de su comunidad. Ante esta agresión a los derechos de las mujeres, hubo una importante reacción social y el protocolo que sí existió y fue presentado en rueda de prensa por Gallardo y asistencia del consejeiro de Sanidad, quedó en un protocolo que nunca existió.

La Ley Orgánica 2/2010 de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción involuntaria del embarazo, aprobada en el gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, concreta los requisitos que deben cumplir las mujeres que desean abortar y no aparece la obligatoriedad de cumplir con ese tipo de protocolos y, por tanto, la propuesta presentada por el vicepresidente de Castilla-León era ilegal.

El PP tiene un grave problema para frenar estas y otras iniciativas de Vox contra los derechos de las mujeres, porque el propio PP había presentado un recurso ante el Tribunal Constitucional contra la citada ley de 2010. Por otra parte, el propio Gallardo dejaba todo claro cuando manifestaba su admiración por las políticas sobre este tema del gobierno ultraderechista de Hungría, que preside Viktor Orbán. Recordemos también que una de las primeras decisiones de Feijóo cuando accede a la Xunta en 2009 fue apoyar la red antiabortista promovida por la asociación Red Madre.

En Galiza se realizaron 2.284 abortos en 2021 y de estos sólo 22% en centros del sistema público: 3% en hospitales y 19% en otros puntos especializados –extrahospitalarios– de la red pública, según el Registro Estatal de Interrupciones Voluntarias del Embarazo124.

La reforma de la Ley del aborto de 2010 fue aprobada en el Congreso el 15 de diciembre de 2022 con el voto en contra de PP y Vox. El Pleno del Senado de 8 de febrero de 2023 daba luz verde al proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley de salud sexual y reproductiva y de interrupción voluntaria del embarazo con 146 votos a favor (PSOE, Unidas Podemos, ERC, Junts, PNV, Más Madrid, Més por Mallorca, Compromís); 110 en contra (PP, Vox, Cs, UPN) y 6 abstenciones (Geroa Bai, Teruel Existe y PRC).

Esta reforma contempla tres aspectos importantes: permite abortar a mujeres de 16 y 17 años sin el consentimiento de sus tutores legales; elimina el período de reflexión de tres días; crea un registro de personal médico de objetoras/es para garantizar que cada centro público tenga siempre personal suficiente para atender a las mujeres que soliciten la interrupción del embarazo; educación sexual y reproductiva como parte del currículum durante la educación obligatoria.

12.6. La derecha unida en la Cibeles de Madrid

Se repetía la llamada “Foto de Colón” con toda la derecha unida. Feijóo prefirió no salir en la foto con Abascal, pero llamó a participar en una manifestación que, finalmente, quedó en una concentración en la plaza de la Cibeles de Madrid el 21 de enero de 2023 con una asistencia de 31.000 personas, según la Delegación del Gobierno. Isabel Díaz Ayuso escribía una carta a la militancia del PP de Madrid llamando a protestar contra Sánchez, “en defensa de la Constitución de 1978, de la convivencia y de la dignidad”.

Era anunciada como una “convocatoria cívica” para que no apareciesen los partidos que estaban detrás: Vox, PP y Cs. Entre las entidades convocantes: Unión 78, Foro España Cívica, Libres e Iguales, Neos, Fundación Foro y Libertad, Convivencia Cívica Catalana, Dignidad y Justicia, Diálogos en Libertad, Asociación por la Tolerancia. Decenas de autobuses contratados, muchas esvásticas fascistas y banderas franquistas. El manifiesto era leído por Júlia Calvet, presidenta de la asociación S´ha Acabat, y Nacho Trillo, presidente de Resiste España.

El lema central de la convocatoria era “Por España, la democracia y la Constitución”, contra el gobierno de Pedro Sánchez y las reformas del Código Penal que elimina el delito de sedición y modifica las penas por malversación. Explicaban que no se trataba de un acto de “izquierdas, derechas o centro”, que justificaban así: “erosión de nuestras instituciones, ante el deterioro de nuestra democracia y ante el debilitamiento de nuestro Estado”.

Allí estaba la derecha unida con estas consignas: “alta traición”, “Sánchez dictador”, “gobierno traidor”, “Sánchez golpista, eres un fascista”. Anunciaban una movilización continuada hasta la celebración de las próximas elecciones municipales, autonómicas y generales. Apoyando todo esto: Miguel Tellado, vicesecretario de Organización del PP, Alfonso Serrano, secretario general del PP de Madrid, y Cayetana Álvarez de Toledo; Cs estaba representada por Inés Arrimadas y Begoña Villacís, y Vox por Santiago Abascal. Al final sonaba el himno de España, que no se pudo cantar porque no tiene letra.

12.7. Feijóo y la “regeneración democrática”

Hay que reconocer que Feijóo, entre otras virtudes, es una persona atrevida. Rajoy pierde el gobierno después de una sentencia que vinculaba al PP con la corrupción; son numerosos los juicios pendientes por corrupción que salpican a dirigentes del partido, y ahora Feijóo propone a la sociedad, y particularmente al PSOE, un plan de regeneración democrática, un “pacto global”, un “plan de calidad institucional”. ¿Quién da más?

Para hacer la presentación de este plan eligió el Oratorio de San Felipe Neri, un lugar emblemático porque era donde se firmó en Cádiz la primera Constitución Española en 1812. Feijóo se presentaba vestido de negro, ante un retablo barroco con la Inmaculada Concepción de Murillo, e hizo un panegírico de los “liberales” que redactaron aquella constitución avanzada para la época125. El mensaje estaba claro: nosotros somos de derechas, de centro, liberales y podemos disfrazarnos de lo que haga falta.

Entre las 60 propuestas, este plan incluía la reforma del artículo 180 de la Ley Orgánica 5/1985 de 19 de junio de Régimen Electoral General (LOREG) que regula la elección de las alcaldías. No es nada nuevo porque Feijóo lleva años difundiendo la propuesta de que gobierne la candidatura más votada, pero era una farsa más porque tenía una cláusula final secreta: será de obligado cumplimiento para todos los partidos, excepto para el PP. Aplicando esta cláusula consigue la alcaldía de Sada, siendo la tercera lista más votada; apoya la otra candidatura en Ourense, la tercera más votada, para que el PSOE no tuviese la alcaldía, cuando era la más votada. Arrebataba a Más Madrid, candidatura más votada, la alcaldía de Madrid; en Zaragoza también consigue la alcaldía cuando no era a lista más votada etc.

Con esta farsa el PP de Feijóo ya tenía coartada para justificar los gobiernos de coalición con Vox: nosotros no queríamos gobernar con Vox, pero no pudimos hacer otra cosa porque el PSOE rechazó nuestra propuesta de “pacto global”. ¡Jugada perfecta! Feijóo piensa que somos tontos, pero no debería infravalorar la inteligencia de la ciudadanía.

Dentro de las medidas para esa regeneración democrática estaba “limitar las puertas giratorias” de las que ya hablamos en otro apartado de este libro. ¿Esto quiere decir que Feijóo pedirá a todas las ex ministras, ex ministros y altos cargos del PP que acabaron en empresas energéticas, que renuncien a esos “regaliños” de cientos de miles de euros y presenten la dimisión? Estas serían algunas de las personas afectadas: José María Aznar, Ángel Acebes, Fátima Báñez, Pío Cabanillas, Ana Palacio, Josep Piqué, Isabel Tocino, José Holgado, Ignacio Granjel, Alberto Nadal, José Manuel Serra, Arsenio Fernández de Mesa, Antonio Hernández Mancha.

Ayuso echaba abajo la propuesta de Feijóo ese mismo día y declaraba en Antena 3 que “no ve mal que gobierne quien obtenga más respaldo del Pleno”, es decir, que no necesariamente sería quien gane las elecciones. Feijóo piensa lo mismo que Ayuso –que si es necesario gobernarán con Vox a través de la negociación en el Pleno– pero no puede decirlo.

12.8. Actuaciones de los gobiernos de PP y Vox que eliminan derechos y conquistas sociales

Antes de las elecciones municipales y autonómicas de 28 de mayo de 2023 se podía tener alguna duda sobre si iban a gobernar juntos PP y Vox y sobre cuál sería su programa de gobierno. Todo queda claro porque conocemos ya numerosos casos de pérdida de conquistas sociales, como recogía El carrusel de la infamia126 o mapa de los retrocesos, que afectan, entre otros, a igualdad, aborto, educación sexual, violencia de género, retirada de la bandera LGTBI, protección animal, bodas civiles, censura teatral, memoria democrática.

Asturias. El alcalde de Ribadesella elimina la concejalía de Igualdad y niega la violencia machista, Gijón veta actuaciones de artistas que usen el asturiano y elimina etiquetas ambientales para coches.

Cantabria. El Grupo Popular saca adelante con sus votos una iniciativa de Vox que insta al Ejecutivo regional a presentar “a la mayor brevedad” un proyecto de derogación de la Ley de Memoria Histórica de Cantabria

León. El Ayuntamiento de Ponferrada elimina la Concejalía de Igualdad y pasa a denominarse “Bienestar Social y Familia”.

Burgos. Invisibilización de la violencia machista, negación a colgar la bandera LGTBI, eliminación de la Concejalía de Igualdad y censura teatral en Briviesca.

Valladolid. El PP borra el mural del artista Manuel Sierra que homenajea a las víctimas del franquismo en Castronuño. Izquierda Unida acusa al teniente alcalde, Sergio Ramos Sotelo, y a otras dos vecinas de la localidad “ligadas” al mismo partido de tapar de blanco el mural.

Madrid. Vox se retira de la pancarta contra la violencia machista del Ayuntamiento de Madrid por la última mujer asesinada en Villaverde

Toledo. La policía local de Toledo, donde gobierna el Partido Popular, permite usar el megáfono de un coche patrulla para lanzar proclamas antiabortistas.

Ciudad Real. La Casa de Acogida elimina la denominación “para víctimas de violencia de género” y el PP elimina en La Solana los minutos de silencio contra la violencia machista antes de los Plenos.

Guadalajara. PP y Vox eliminan los puntos violetas de las fiestas de Guadalajara.

Sevilla. En un pleno de Sevilla, Vox preguntó si el Ayuntamiento iba a seguir fomentando actividades ideológicas en los colegios. El alcalde respondió que no, descartando los talleres de educación sexual que se imparten desde hace cuatro años.

Huelva. El Ayuntamiento de Huelva elimina la Concejalía de Igualdad por el acuerdo de investidura entre PP y Vox.

Jaén. El Ayuntamiento de Jaén veta la obra de teatro “Romeo y Julieta despiertan”, protagonizada por Ana Belén.

Granada. PP y Vox eliminan en Maracena la puntuación por ser víctima de violencia de género en su bolsa social de empleo y el Ayuntamiento de Vegas del Genil retira las banderas LGTBI del balcón consistorial.

Almería. PP y Vox eliminan el Área de Igualdad en el Ayuntamiento de Níjar por una de “Familia”, derogan la ordenanza animalista y potencian los toros y la caza

Murcia. Un policía local identifica a la cantante Rocío Saiz por quitarse la camiseta en mitad de su concierto el Día del Orgullo.

Castellón. Vox retira los libros LGTBI del área infantil de la biblioteca de Burriana

Valencia. Los cuatro ediles de Vox del Ayuntamiento de Valencia se niegan a oficiar bodas civiles

Alicante. Elche aparta la bandera LGTBI del balcón central del consistorio, Crevillent la elimina y Orihuela suprime las Concejalías de Bienestar Social y de Igualdad LGTBI.

Islas Baleares. El gobierno PP-Vox en el Consell de Mallorca, dividido por un minuto de silencio contra la violencia machista. Los miembros del partido de extrema derecha son los únicos que se han ausentado de un acto con motivo de un asesinato ocurrido en Madrid.

La Rioja. Una iniciativa del PP ha conseguido, con los votos de Vox, derogar la Ley de Protección Animal.

Zaragoza. La presidenta de las Cortes de Aragón, Marta Fernández, asegura que “la violencia de género no existe”.

Badajoz. El Ayuntamiento de Talayuela veta una obra teatral sobre la violencia de género, Vox usa instituciones públicas con fines partidistas y la Junta de Extremadura elimina la consejería de Igualdad

Ya en noviembre de 2023, Ayuso recorta los derechos de las leyes trans y contra la LGTBIfobia de Madrid. Aragón y Extremadura empezaban los trámites para derogar sus leyes de Memoria Democrática (PP, Vox y PAR aprobaban la derogación en Aragón el 15 de febrero de 2024). Vox vuelve a desmarcarse del minuto de silencio contra la violencia machista celebrado en Cibeles y encabezado por el alcalde Martínez-Almeida, a pesar de los tres asesinatos de mujeres en Madrid.

El PSOE fue la candidatura más votada en las elecciones autonómicas de Extremadura, pero se forma un gobierno presidido por el PP gracias a un pacto con Vox. En la Asamblea de Extremadura se leía un manifiesto el 7 de marzo de 2024, con motivo del Día Internacional de la Mujer, con el apoyo del PP, PSOE y Unidas por Extremadura. El manifiesto recogía el compromiso de trabajar por la igualdad y contra la violencia machista. Vox se negó a participar porque según su portavoz, Óscar Fernández Calle, el manifiesto contenía “tintes ideológicos”.

PP y Vox promueven una involución cultural allí donde gobiernan, censurando y prohibiendo diversos espectáculos. En Quintanar de la Orden (Toledo) anunciaban en diciembre de 2023 la cancelación de una obra de teatro programada para el 27 de enero de 2024 porque los actores salían en calzoncillos, cuando ya se había presentado en 22 localidades y estuvo en cartel durante dos temporadas en el teatro Alfil de Madrid.

Vox ya amenazaba en campaña electoral que si el PP necesitaba sus votos en Huesca (tiene dos concejales) para gobernar, eliminaría el Festival Periferias –referencia de vanguardias artísticas, que se había celebrado durante 23 años con gobiernos del PSOE y el PP– porque “solo sirve para regar a culturetas progres con cientos de miles de euros”. Lorena Orduna, alcaldesa del PP, claudicaba ante Vox y en los presupuestos aprobados para 2024 no aparecía ninguna partida para este festival127.

También hay una ofensiva contra la memoria democrática. El gobierno municipal de Burgos (PP-Vox) suprimía 40.000 euros de los presupuestos para asociaciones memorialistas: 25.000 para exhumaciones, pruebas de ADN y monumentos conmemorativos; y 15.000 euros para la Cátedra de Memoria Democrática de la Universidad de Burgos128.

El Consejo de Gobierno de la Junta de Castilla y León (PP-Vox) aprobaba el 29 de febrero de 2024 la declaración como Bien de Interés Cultural (BIC) del monumento fascista conocido como “La Pirámide de los Italianos”, situado en el puerto del Escudo (Valle de Valdebezana, Burgos). Se trata de un santuario funerario construido entre 1938 y 1939 para inhumar los restos de los soldados italianos enviados por Mussolini durante la Guerra Civil para apoyar, en la batalla del Escudo, el golpe franquista contra la democracia129.

Estamos ante un esperpento continuado. Mientras el PP, gracias a los pactos con Vox, elimina las concejalías o consejerías de Igualdad en muchos ayuntamientos y gobiernos autonómicos, “renueva” su estructura organizativa y crea la Vicesecretaría de Igualdad. Marta Fernández (Vox) colocada por el PP como presidenta de las Cortes de Aragón, se separa de la pancarta unitaria que denuncia la violencia machista. Tampoco Llanos Massó (Vox), presidenta de las Cortes Valencianas por el pacto con el PP, participaba en la pancarta que sostenían diputadas/os del PP, PSPV y Compromís con el lema “Las Cortes contra la violencia machista”, por el asesinato machista de una mujer en la localidad valenciana de Antella.

Avanza el negacionismo del cambio climático. Juan García-Gallardo (Vox), vicepresidente de Castilla-León, daba una charla a estudiantes entre 15 y 17 años del colegio San Agustín de Salamanca llamándoles a buscar “la verdad”, cuestionando si la República fue un “régimen democrático” o si el dióxido de carbono (CO2) es un gas contaminante. En su perfil de Twuiter colocaba este texto: “Jóvenes de España, atreveros a disentir. Perseguid la verdad, sed libres”130

En otra ocasión escribía que “la nueva religión de Estado es el fanatismo climático y su evangelio, la agenda 2030”. También negaba que el cambio climático tenga causa humana. “El fanatismo climático es enemigo del desarrollo económico en esta tierra”. Y en un debate en Bruselas sobre la industria del automóvil manifestaba: “O desterramos el alarmismo climático o enterramos nuestra prosperidad131.

El PP asume el discurso reaccionario y xenófobo de Vox en muchos temas como la migración, que aprovechaba para atacar al Gobierno en funciones de Pedro Sánchez por la crisis migratoria que vivía Canarias. Como recogía una información de Aitor Riveiro y Carmen Moraga132, “El aumento de la llegada de personas desde las costas africanas a las islas ha acelerado e incrementado su traslado a la Península. Y Vox ha aprovechado, una vez más, para volver a azuzar el miedo, plantear medidas ilegales y propagar bulos. La novedad es que el PP, incluido su líder, se ha sumado a lanzar proclamas incendiarias que señalan a las personas migrantes como riesgos para la seguridad nacional o la salud pública”. Feijóo se sumaba a un discurso similar al de Ayuso al afirmar respecto a los inmigrantes que “el Gobierno los está metiendo en aviones y dejándolos en paradas de autobús en los pueblos y ciudades de España”, cosa absolutamente falsa.

Abascal difunde desde la tribuna del Congreso el discurso xenófobo y racista de Vox, calificando a las personas migrantes como “enemigos de España”. Esta crónica del periodista Nacho González describe perfectamente cómo cargos públicos del PP difunden ese mismo discurso contra migrantes y Feijóo no dijo nada133:

Salvador Escudero, concejal del Ayuntamiento de Torrox (Málaga, 19.997 habitantes, alcaldía del PP con mayoría absoluta) por el Partido Popular, ha comparado a los migrantes que han llegado a su municipio desde Canarias con animales. Ha asegurado que es necesario “un control” de estas personas y lo ha planteado colocando a cada una de ellas, “una marca”. “Control no sé: como no le ponen una marca como a los animales que les ponen una pulserita o algo de eso, no sé hasta qué punto va a haber un control de estas criaturas que van a vagar por ahí dentro de un mes”, subrayó este miércoles el edil en la radio municipal refiriéndose a los 240 migrantes que han sido alojados en el hotel Urban Beach de la localidad malagueña por el Gobierno. Son parte de los traslados que está realizando a la península desde Canarias, tras el repunte histórico de la ruta migratoria a las islas.

El concejal malagueño, que dirige el área de Cultura y Tradiciones Populares, se soltó este miércoles durante la entrevista en la radio municipal. “Nos los encasquetan así porque sí, por la puerta de atrás, sin tener nada preparado de seguridad ni nada. Es como si te meten una bomba de relojería y no te dicen cuándo va a explotar”, subrayó. “Por muy bien que estén, por muy mimados que estén con todo el tema sanitario y alimentados, pero dirán: yo me quiero salir de aquí. Y no sabemos lo que harán. No sabemos por dónde van a ir. No sabemos si van a tirar por la carretera, si te van a robar un coche, si van a buscarse la vida, porque no tienen nada”.

Más tarde, el edil aseguró que “en Canarias está el tifus” debido a la llegada de migrantes. “Metemos el tifus aquí. Es que no sabemos lo que nos puede traer”. “Y sin saber quiénes son, sin saber las enfermedades que tienen: un mes a gastos pagados, encima con nuestros impuestos”, expresó el popular. “¿Vienes de vacaciones o vienes a trabajar? ¿O vienes a que te den una paga? Porque si vienes a que tenemos una paga vamos a estar trabajando para el resto del mundo”

12.9 PP y Vox coinciden en Pamplona-Iruña cuando Bildu consigue la alcaldía

PP y Vox participaban el 17 de diciembre de 2023 en una concentración delante del ayuntamiento de Pamplona en apoyo de la alcaldesa de Unión del Pueblo Navarro (UPN), Cristina Ibarrola, que solo tenía 11 apoyos de 27 miembros de la corporación (9 UPN, 2 del PP), y no había conseguido aprobar los presupuestos municipales de los últimos años. Carteles con estos textos: “Pamplona no se vende”, “PSOE=Bildu”.

Feijóo manifestaba en esa concentración: “No es un problema de siglas, es un problema de dignidad, de democracia, de moralidad, sabíamos que había un acuerdo entre Otegi y Sánchez y que el pacto encapuchado iba a tener consecuencias”. “Es absolutamente lamentable que al PP se le haya pedido que apoye al Partido Socialista para evitar que Bildu gobernase en Vitoria y que los independentistas lo hiciesen en Barcelona, y el PP le haya ha dado al PSOE ese apoyo, y ahora sean los socialistas los que dan la Alcaldía de Pamplona a una marca independentista heredera de una organización terrorista”. Y Juan García-Gallardo, vicepresidente de Castilla-Léon por Vox: “ETA va a gobernar Pamplona con los votos del PSOE. Algunos dicen que Bildu es un partido más. Y lo que hay que decir es claro, Bildu es ETA”.

Bildu conseguía la alcaldía de Pamplona el 28 de diciembre de 2023 gracias a un acuerdo con el Partido Socialista de Navarra (PSN, con 5 concejales), que votaba a favor de la moción de censura contra UPN, pero no entraba en el nuevo gobierno municipal, que quedaba formado por Bildu (8 concejaes), con Joseba Asiron como alcalde, Geroa Bai (2) y Contigo Zurekin (1 concejal). Acuerdo que era calificado por las derechas como traición, pacto inmoral, entrega de la alcaldía de Pamplona a los herederos de ETA.

Para apoyar ese relevo en la alcaldía, Bildu acordaba con el PSN, entre otros puntos134:

2. Memoria, justicia y reparación. Nos comprometemos a trabajar para generar un clima político de entendimiento que mire al futuro, sin olvidar el pasado, desde la convicción política y ética de que es necesario el reconocimiento y reparación de las víctimas generadas por la violencia de ETA, evitando en todo momento que se puedan generar situaciones de humillación, así como manteniendo en buen estado los elementos de recuerdo y homenaje a las víctimas del terrorismo.

4. Primer Plan de Convivencia. Nos comprometemos a la creación del I Plan de Convivencia de Pamplona-Iruña utilizando como base el Plan Estratégico de Convivencia de Navarra 2021-2024.

Ese Plan de Convivencia, aprobado por el Gobierno de Navarra el 29 de diciembre de 2021, señalaba como objetivo estratégico nº 3: “Impulsar el reconocimiento, la reparación y la satisfacción de los derechos de las víctimas del terrorismo y de la violencia política”. Después concretaba las líneas de actuación y el eje estratégico nº 3 se refería a “Derechos de las víctimas del terrorismo y de la violencia política”, con mención expresa al terrorismo de ETA, que también “merece el rechazo unánime“:

Las personas que han sufrido el terrorismo y la violencia política, además de haber sido sometidas a graves violaciones de derechos humanos, han sido víctimas de las visiones monolíticas de la realidad absolutamente excluyentes que defendían sus victimarios, y que buscaban destruir con violencia toda discrepancia y oposición a sus objetivos. La violencia desplegada durante 85 años en Navarra por los golpistas del 36, la dictadura franquista, el terrorismo de ETA, el terrorismo de los grupos de extrema derecha, la violencia ilegítima cometida por parte del Estado, la denominada kale borroka, el terrorismo yihadista, no tiene ninguna legitimidad democrática y merece el rechazo unánime del conjunto de nuestra comunidad. Todas las víctimas merecen ser reconocidas, sin equiparaciones, ni diluciones. Pero es preciso que dicho reconocimiento se produzca teniendo en cuenta las diferentes violencias producidas y la existencia de diferentes contextos históricos, sociales y políticos en que éstas se produjeron. Se hace preciso mencionar cómo Navarra ha sufrido, de una manera especial, el terrorismo de ETA. El conjunto social, político e institucional debería trabajar para crear unas condiciones que garanticen la no repetición de estos hechos, desde la empatía, el reconocimiento y la satisfacción de los derechos de las víctimas.

Abascal y Feijóo denunciaban la traición del PSOE que entregaba la alcaldía a Bildu, herederos de ETA. Esa era la propaganda política, difundida por la inmensa mayoría de los medios de comunicación, pero los dirigentes de Bildu, Óscar Matute, diputado en el Congreso, y Joseba Asiron, alcalde de Pamplona, ¿son herederos de ETA? Cuando ETA asesina a Miguel Ángel Blanco, Matute participaba en Ermua en una vigilia pidiendo su liberación y condenando el secuestro y asesinato del militante del PP, como explicó en un debate electoral de las elecciones generales en televisión.

Este es el currículum del alcalde de Pamplona135

Joseba Asiron (Pamplona, 1962) pasó de la ikastola donde daba clase de arte e historia a primer alcalde (2015-2019) de Pamplona de la izquierda abertzale, en la que acaba de ser reelegido. Licenciado en Historia del Arte por la Universidad de Zaragoza y doctor por la Universidad de Navarra con una tesis sobre torres de linaje, casas fuertes y palacios cabo de armería en la Navarra medieval, Asiron es conferenciante, articulista y autor de varios libros. Casado y padre de dos hijos, es contrario a la violencia y partidario de la reparación de las víctimas. Es algo que “no solo forma parte de mi bagaje político sino de mi bagaje personal de toda la vida”, afirmó durante la presentación del acuerdo de gobierno. En 1998, tras el asesinato por ETA del concejal pamplonés Tomás Caballero (UPN), firmó junto a otras 133 personas del mundo de la cultura un manifiesto de condena al terrorismo. “Queremos manifestar nuestra más firme y total condena del injustificable asesinato de Tomás Caballero”, comenzaba ese texto.

Cristina Ibarrola manifestaba en el Pleno de elección de Joseba Asiron como alcalde: “Nunca sería alcaldesa con los votos de EH Bildu. Prefiero fregar escaleras”. Esta era la respuesta de la periodista Alicia Ezker: Sus palabras de resentimiento le jugaron la mala pasada de decir lo que pensaba, quizá sin ser consciente, que para ella es tan poco digno contar con los votos de EH Bildu para gobernar como dedicarte a las labores de limpieza. Las mujeres que limpian escaleras, despachos, consultas, colegios, portales... desempeñan una tarea social fundamental con un trabajo mal pagado y poco reconocido. Si hacían falta más razones para la moción que ha hecho posible el cambio necesario de progreso en Iruña, ella puso la guinda. Y de paso sentenció ayer su propio futuro, como una política incapaz de lograr acuerdos, de entenderse con los que no son de su “clase”136.

La colaboración continúa y los tres partidos que formaban el gobierno de coalición de Pamplona y el PSN firmaban un acuerdo el 4 de marzo de 2024 para aprobar los presupuestos municipales que llegaban a 265 millones de euros.
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13. Siempre con el capital, siempre con los ricos

Puede haber alguna persona despistada que aún no sepa que el PP defiende al gran capital y que es el partido de los ricos. El reparto de papeles está muy claro: el PP va a estar en contra de todas las medidas del gobierno y de todas las leyes que supongan una rebaja de los beneficios de la banca o de las grandes empresas energéticas, así como de la subida de impuestos a las grandes fortunas. A cambio, la patronal hace campaña permanente para que el PP gane las elecciones. Por eso el Presidente de la CEOE, Antonio Garamendi, alababa la gestión de Feijóo al frente de la Xunta y manifestaba: “es un tío muy responsable, muy serio y muy capaz” (La Voz de Galicia, 25-10-2022). ¿Alguien mínimamente informado puede pensar que Feijóo está ahí para defender los intereses de las trabajadoras y trabajadores?

13.1. El ejemplo de Madrid

Desde el inicio del gobierno de Esperanza Aguirre, la Comunidad de Madrid dejó de ingresar 60.777 millones de euros por las rebajas de impuestos, sobre todo a los más ricos. Javier Fernández-Lasquetty, consejero de Hacienda del gobierno de Isabel Ayuso, presumía de que “llevamos 18 años sucesivos bajando todos los impuestos y sin subir ninguno”137.

El gobierno de Ayuso no ingresó 992 millones de euros por las rebajas en impuestos a la rentas más altas en 2020, según la Agencia Tributaria. La exención del 100% del impuesto de Patrimonio a las grandes fortunas por parte del Gobierno de Isabel Ayuso libraba a 18.226 personas del pago de ese impuesto.

El impuesto de Patrimonio es un tributo directo, general y personal que graba la propiedad o posesión de patrimonio. Se aplica a aquellas personas que tienen bienes por encima de 700.000 euros, sin contar un valor de hasta 300.000 euros de la primera vivienda; es decir, aquellos que superan el millón de euros. Es un tributo estatal, establecido y regulado por el Estado, que recae sobre las personas físicas y es complementario del IRPF. La Ley del Impuesto sobre el Patrimonio señala que las comunidades autónomas podrán regular ese impuesto, es decir, cobrarlo o no.

Por otra parte, el gobierno de Ayuso aprobaba para 2022 una rebaja del 0,5% en el tramo autonómico del IRPF, que reducía en 334 millones los ingresos, que favorecía especialmente a las rentas más altas (con la presidencia de Cristina Cifuentes ya había rebajado este impuesto del 9,5 % al 9%, que pasaba al 8,5% con esta nueva rebaja del 0,5%) y hablaba de un “ahorro para todos”, pero no todos se beneficiaban igual. Para una renta anual de 12.000 euros, el ahorro anual era de 33 euros; para los contribuyentes con una base liquidable anual de 18.000 euros, el ahorro anual sería de 63 euros; para una renta de 120.000 euros el ahorro sería de 573 euros y para una renta de 240.000 euros el ahorro llegaría a 1.173 euros. Es decir, las rentas más altas son las más beneficiadas con esta rebaja del IRPF.

Con este dinero que deja de ingresar Madrid podría mejorar, por ejemplo, la situación de esta comunidad en educación y sanidad. Recordemos que Madrid es la comunidad que menos invierte en educación de todo el Estado, el 0,26% de su PIB, cuando la media del Estado está en el 4,21% del PIB** (Datos del informe de CCOO 10 años de degradación de la enseñanza pública en Madrid 2009-2018).

También en sanidad, según el último informe del Ministerio de Sanidad, la Comunidad de Madrid dedica a sanidad el 3,6% de su PIB, la que menos invierte, 1,1% menos que Cataluña, que con 4,7% es la segunda que menos invierte138.

Juanma Moreno, presidente de Andalucía, hace propaganda de que “Andalucía ha crecido en 82.000 habitantes y eso tiene mucho que ver con las políticas fiscales”. Siguiendo el ejemplo de Madrid y en esta carrera por ofrecer cada vez más facilidades a las grandes fortunas para que paguen menos impuestos, Moreno manifestaba que compite con Madrid donde muchos andaluces pagan allí sus impuestos: “La mayoría de los grandes empresarios, la mayoría de los profesionales liberales potentes, sí están censados en Madrid”.

Moreno señala claramente que Madrid es su modelo: “Madrid lleva haciendo reformas económicas desde hace 30 años, por lo cual nos lleva una delantera en políticas liberales que Andalucía, evidentemente, con casi 40 años de socialismo no ha hecho”. Para este presidente, “competir fiscalmente entre comunidades autónomas hace grande a España”. No habla para nada de la desigualdad que crea ese “dumping fiscal”, es decir, ofrecer beneficios fiscales mediante deducciones de impuestos o bonificaciones a personas y empresas.

Finalmente, el presidente de Andalucía explica que esta política del PP para favorecer a los ricos no es una casualidad, sino que tiene unas raíces: “Todo lo que está proponiendo Alberto Núñez Feijóo para mejorar España tiene clarísimamente una base ideológica”139.

Eduardo Bayona explicaba el “truco fiscal de Ayuso”140: “¿Cómo es posible recaudar casi 2.000 millones de euros más cada año mientras se anuncian rebajas por valor de 5.000 millones a las rentas y patrimonios más elevados como viene ocurriendo en los últimos años en la Comunidad de Madrid? La única manera testada consiste en elevar la presión fiscal por otro lado, principalmente entre quienes no se benefician de esos descuentos”.

Bayona concretaba el origen de los 5.479 millones de euros, que beneficiarán a los más ricos por las rebajas fiscales, según los presupuestos de la Comunidad de Madrid para 2022, prorrogados para 2023: “el grueso de esa cifra está concentrado en sucesiones y donaciones (3.749 en herencias y legados) y a la que hay que añadir las de patrimonio (992 en fortunas), IRPF (672 en rentas) y, con una cuantía mucho menor, el impuesto de transmisiones patrimoniales (66 millones de euros en compraventas inmobiliarias)”.

13.2. Aznar apoya la política de Feijóo y quiere más ricos

Feijóo participaba con el ex presidente Aznar el 23 de setiembre en la clausura del Campus FAES de 2022, fundación próxima al PP. Allí apoyaba la política fiscal de Feijóo y manifestaba: “Creo que reúnes todas las condiciones para ser el próximo presidente”141.

Aznar bendecía la ofensiva fiscal contra el gobierno que impulsaba el PP en las comunidades de Madrid y Andalucía, eliminado el impuesto de Patrimonio a las grandes fortunas: “De eso solo puede salir progreso”. Todo queda claro porque Aznar quiere más ricos: “Sí somos 200.000 ricos es una miseria, necesitamos seis millones de ricos aquí, por lo menos”. Bendecía los beneficios fiscales para las grandes fortunas porque la “competencia fiscal” iniciada es buena para España porque “falta músculo financiero para hacer cosas”. Manifestaba Aznar que el impuesto para las grandes fortunas anunciado por el gobierno de Pedro Sánchez para 2023 es propio de una “izquierda desnortada y carnívora”.

13.3. Argumentos para favorecer a los ricos

La periodista Ana Pardo de Vera142 recogía algunos de los argumentos que escuchaba cuando el PP de Juanma Moreno suprimía en Andalucía, lo mismo que Madrid, el impuesto de Patrimonio: “Son cien millones frente a los 17.000 millones del presupuesto de la Junta de Andalucía, no es nada”. “Estas rentas (20.661 personas) que se libran del impuesto de patrimonio crean puestos de trabajo…”. “Total, las grandes fortunas se van a paraísos fiscales, tienen instrumentos de sobra para evadir impuestos; si les cobras Patrimonio, se irán más”. Para Pardo de Vera es normal esta política del PP porque “la derecha actúa con coherencia”. “Mi sorpresa va con quienes se sorprenden de estas decisiones neoliberales del PP que premian a los ricos y envían un mensaje clarísimo sobre para quién trabaja cada representante político. La frase sobre que son los afectados por el impuesto de Patrimonio los que crean empleos es meridiana: quienes con su trabajo, en general remunerado a la baja en España, engordan esas fortunas no merecen tanto reconocimiento como quienes les contratan. Ciudadanos de segunda”*. Recordaba Pardo de Vera que, gracias a ese impuesto de Patrimonio, Euskadi recaudaba 175 millones de euros en 2022.

“No al impuesto de Patrimonio, no al impuesto a la banca, no al impuesto a las energéticas, no a las rebajas del precio de alimentos básicos que supongan una pérdida de ingresos a las paupérrimas cadenas de supermercado…En un momento como el actual, saliendo de una brutal pandemia e inmersos en una economía de guerra en Europa, ¿cómo pretende ayudar Feijóo desde su atalaya neoliberal a quienes cada vez más acuden a los comedores sociales a alimentarse ellos y a sus familias?”.

13.4. La Xunta de Rueda también sigue la política fiscal que decide el PP en Madrid

La Xunta que preside Alfonso Rueda sigue la política fiscal que marca el PP desde Madrid y elevaba hasta el 50% (estaba en el 25%) la bonificación del impuesto de Patrimonio.

Ana Pontón, portavoz nacional del BNG, manifestaba el 24 de setiembre de 2022 que esa decisión “no se tomó en Galiza, sino en la calle Génova” (sede del PP), y calificaba como “un pelotazo fiscal para 7.000 personas millonarias, frente a una mayoría social que lo está pasando mal y tenemos listas de espera hasta en atención primaria”. “El presidente Rueda actúa como sumiso recadero del PP de Madrid y demuestra que no tiene proyecto para sacar Galiza de la crisis”. Criticaba Pontón que la Xunta del PP “prescinde con esta medida fiscal de 30 millones de euros para los presupuestos de 2023, que serían importantes para que hubiese más becas de estudio, más ayudas a PYMES, para dinamizar el comercio y rescatar la sanidad pública”143.

Para Julio Torrado, viceportavoz del PSdeG en el Parlamento de Galiza, se trata de una “rebaja para los más ricos, para los amigos, que solo beneficia al 0.02% de la población”. “Rueda es un soldado del PP y no el líder que necesita Galicia”.

El Tribunal Constitucional desestimaba en noviembre de 2023 el recurso contra el impuesto sobre grandes fortunas interpuesto por la Xunta de Rueda y la Junta de Andalucía. La sentencia subrayaba que el recurso no indica ninguna competencia autonómica que se haya visto afectada por el impuesto impugnado.

13.5. ¡Que viene el comunismo!

Pero no un comunismo cualquiera, sino el comunismo más “bilioso” (que tiene exceso de bilis, colérico, malhumorado). El PP consideraba el impuesto extraordinario y temporal a la banca y compañías energéticas, que anunciaba el gobierno de Pedro Sánchez, como el “comunismo más bilioso del siglo XX”.

Se trataba de descalificar esos impuestos que Mario Garcés, diputado del PP, definía como “engendro jurídico” y “felonía fiscal permanente”; intervencionismo que “socava principios constitucionales”.

Fernando Salgado, periodista y consejero de Economía y Hacienda de la Xunta de Galiza (1987-1990) rebatía el discurso de este diputado, recordando el artículo 128 de la Constitución: “Mediante ley se podrá reservar al sector público recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolios, y asimismo acordar la intervención de empresas cuando así lo exigiere el interés general”144.

Recordaba también Salgado el anuncio de Ursula von der Leyen, presidenta de la Comisión Europea, de la imposición de una tasa a las compañías energéticas con la que prevé recaudar 140.000 millones de euros porque “no pueden tener beneficios extra por la guerra”. A diferencia del PP (español) esta dirigente del PP europeo “sí cree en la existencia de beneficios caídos del cielo. Beneficios extraordinarios gracias a la guerra y a costa de los consumidores”. Por otra parte, “Manfred Weber, presidente del PP europeo, también manifestaba su apoyo rotundo a la tasa. Otro comunista bilioso”. Y acababa Salgado: “Las encuestas dicen que la mayoría de la ciudadanía aprueba la medida. El PP (europeo) también. Mientras tanto, el PP (español) se muestra irreductible”.

Lourenzo Fernández Prieto, catedrático de Historia Contemporánea de la Universidad de Santiago de Compostela, también denunciaba la utilización por la derecha de la referencia al comunismo y al terrorismo como arma política. “Cuantos menos, más citados. Un clásico. Ahora que ya casi no hay partidos comunistas ni estados comunistas, resulta que nunca tanta referencia hubo a ellos en el debate político español”145.

“Algo semejante acontece con el uso de la palabra terrorista como forma de descalificación del contrincante político. Felizmente desaparecida ETA y otros grupos terroristas, después de décadas asesinando y condicionando a la sociedad democrática, en un rescoldo de la dictadura que no daba finalizado, nunca tanto son aludidos por aquellos que a falta de otro argumento y, sobre todo, a falta de votos, usan el pasado como si fuese presente. Además de un recurso inaceptablemente perverso, supone un insulto a las víctimas que ya no pueden hablar y a la memoria de una sociedad que sufrió colectivamente el terrorismo y también lo combatió. Es una forma de construir un falso presente a base de confundirlo con el pasado”.

13.6. “Pobriños” los ricos

Se anunciaban impuestos para los ricos y se publicaban, sobre todo en los medios de comunicación que controla la derecha, artículos y más artículos en defensa de los ricos; ¡”pobriños”!

También se alzaba alguna voz disonante como la del periodista Enrique Clemente146:

Los ricos suelen tener mala fama. Ya desde la Biblia. “Es más fácil que un camello pase por el ojo de una aguja que un rico entre en el reino de los cielos”, dicen que dijo Jesucristo a sus discípulos. El gran Balzac tampoco se quedó corto: “Detrás de toda gran fortuna hay un crimen escondido”. Y, ahora, el malvado Gobierno social-comunista quiere que las grandes fortunas paguen un impuesto. A algunos llamar ricos a los ricos y pobres a los pobres les parece de mala educación, una obscenidad. No seré yo quien ataque a los millonarios ni les aplique las máximas bíblicas y de Balzac. Pero llama la atención que en tiempos como los actuales, cuando los ciudadanos de a pie sufren las consecuencias de la crisis y muchos no llegan a fin de mes, a los ricos les salgan tantos defensores e incluso para algunos mandatarios sea prioritario quitarles el impuesto de patrimonio. Pobres ricos, la que les está cayendo.

13.7. Feijóo en contra de la subida de impuestos a las empresas energéticas y a la banca

El Congreso aprobaba el 24 de noviembre de 2022, a través de una Proposición de Ley, una subida de impuestos a las empresas energéticas (eléctricas, gasistas y petroleras) y a la banca, que estaba plenamente justificada por los beneficios extraordinarios, “caídos del cielo”, que tuvieron en los últimos años. También aprobaba un impuesto a las grandes fortunas. Esta subida de impuestos tuvo 186 votos a favor: PSOE, Unidas Podemos, ERC, Bildu, BNG, Junts, Más País-Equo, Compromís, CC y CUP y abstención de PNV (6) y PDeCat (4).

Primero Madrid y después Andalucía y Galiza presentaban ante el Tribunal Constitucional un recurso contra lo impuesto a las grandes fortunas, pidiendo la suspensión cautelar. La Comunidad de Madrid argumentaba que invadía competencias autonómicas y el recurso de la Junta de Andalucía añadía que era un ataque al orden constitucional. El TC admitía a trámite el recurso de la Xunta de Galiza en abril de 2023.

Feijóo se manifiesta repetidamente en contra de la bajada de impuestos147: “Los inversores tienen que vernos como un lugar seguro para invertir y no debemos gravar con impuestos a compañías que compiten en un mercado global porque si en otros países no existen esos impuestos no podrán competir en igualdad de condiciones”. Y el PP encabezaba el rechazo, que tuvo 152 votos, a esa subida de impuestos: PP, Vox, Ciudadanos, Navarra Suma y Foro de Asturias.

Las seis principales empresas energéticas tuvieron en 2021 unos beneficios de 10.117 millones de euros: 3.885 millones Iberdrola (su presidente Ignacio Sánchez Galán manifestaba que “no cayeron del cielo”); 2.499 Repsol, 1.435 Endesa, 1.214 Naturgy, 680,62 Red Eléctrica y 403,8 millones de euros Enagas. En 2023 las empresas energéticas tenían estos beneficios: Iberdrola 4.803 millones de euros; Naturgy 1.649; Endesa 2.541; Repsol 3.168; Enagas 342 y Red Eléctrica 621 (hasta setiembre de 2023). En total, unos beneficios de 13.124 millones de euros.

Los seis grandes bancos del IBEX-35 tuvieron en 2021 unos beneficios de 20.003 millones de euros: Santander 8.124 millones de euros, 5.226 Caixa Bank, 4.653 BBVA, 1.333 Bankinter, 533 Sabadell y 137 millones de euros Unicaja. En 2023 siguieron aumentando los beneficios fabulosos y los cinco principales bancos tuvieron unos beneficios de 26.088 millones de euros, un 27,2% más que en 2022.

La subida de impuestos a la banca no se aplicará a las ganancias, sino que gravará un 4,8% sobre los intereses y comisiones netas en 2023 y 2024. Hacienda esperaba ingresar por este concepto sobre 1.500 millones de euros por año.

Bruselas proponía que el impuesto a las empresas energéticas (eléctricas, gasistas y petroleras) se aplicase a los beneficios extraordinarios que el sector tuvo gracias al aumento del precio de la energía, pero el Gobierno aprobaba un impuesto del 1,2% sobre el importe neto de la cifra de negocios. Hacienda espera recaudar por este concepto sobre 2.000 millones de euros, y las empresas no podrán repercutir su coste entre los clientes. Solo tendrán que pagar estos impuestos aquellas empresas energéticas que en 2019 tuvieron una cifra de negocios de por lo menos 1.000 millones de euros y en el caso de la banca 800 millones de euros de intereses y comisiones cobradas. En total, el Gobierno espera recaudar sobre 7.000 millones de euros en dos años148.

El Gobierno había previsto unos ingresos de 4.000 millones de euros en dos años (2023 y 2024) por el impuesto a las empresas energéticas, que se reducían en 400 millones de euros, atendiendo una resolución de la Unión Europea, por una enmienda de PNV y PDeCat, que excluye del importe neto de la cifra de negocio el correspondiente a las actividades reguladas y las actividades que las empresas desarrollan en el extranjero.

¿Esa enmienda del PNV no tiene nada que ver con Josu Jon Imaz, consejero de Industria Comercio y Turismo del Gobierno Vasco (1999-2004), presidente del PNV (2004-2008) y consejero delegado de Repsol desde 2014? “Casualmente”, Imaz se pronunciaba contra ese impuesto a las energéticas con este contundente razonamiento149: “Es el impuesto de las tres mentiras”, afirmaba en un foro organizado por El Economista.: “se trata de una prestación patrimonial y no un impuesto; porque no recae sobre los beneficios, sino sobre las ventas; y porque no graba ningún elemento extraordinario”. El primer ejecutivo de la petrolera española sostenía que su negocio es de naturaleza cíclica y que “a veces se gana y a veces se pierde”. Parece que para Imaz esto de los beneficios de Repsol es como una tómbola y que, casualmente, en esta ocasión tuvieron suerte para ganar 2.500 millones de euros en 2021 y 3.168 millones en 2023.

Con ese impuesto a las energéticas Naturgy tuvo que pagar 300 millones de euros en el año 2023, Endesa 208 e Iberdrola 200 millones de euros. El gobierno recaudaba en total 817,4 millones de euros en el primer pago hasta febrero de 2024. Iberdrola y Endesa recurrían ese impuesto por considerarlo “discriminatorio”.

Las empresas energéticas presionaban al gobierno para que retirase ese impuesto. Repsol amenazaba con dejar en suspenso dos importantes proyectos en Euskadi y otros previstos en Tarragona o Cartagena, entre otros, y recordaba que desde 2019 había pagado 3.000 millones de euros a la Hacienda de Vizcaya y 2.000 millones a la Agencia Tributaria.

13.8. Eliminación del impuesto de Patrimonio para favorecer a los ricos

El PP quiere exportar el “modelo” de Andalucía y de la Comunidad de Madrid al resto del Estado, es decir, beneficiar a los ricos con la supresión del impuesto de Patrimonio, un 0,4% de la población que tiene un patrimonio superior a un millón de euros.

Para poner freno a esta política del PP, la ministra de Hacienda, María Jesús Montero, adelantaba en el Congreso el 22 de septiembre de 2022 que con el anunciado impuesto a las grandes fortunas, de aplicación en todo el Estado, se recaudarían 2.300 millones de euros, 1.100 millones más que el habitual, que afectaría, sobre todo, a aquellas comunidades autónomas como Madrid y Andalucía que suprimieron el impuesto sobre el patrimonio. Finalmente, Hacienda recaudará 1.500 millones de euros entre 2023 y 2024 con el nuevo Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas, según lo aprobado en el Congreso el 24 de noviembre de 2022.

Este tributo pretende gravar aquellos patrimonios superiores a tres millones de euros que están exentos del pago del impuesto de Patrimonio en algunas autonomías. Con este nuevo impuesto deberán pagar un 1,7% los patrimonios entre 3 y 5 millones; 2,1% entre 5 y 10 millones y un 3,5% los patrimonios de más de 10 millones de euros. Se calcula que afectará sobre 23.000 contribuyentes.

13.9. Fracasó la receta mágica de bajar los impuestos para combatir la recesión

Había que combatir la recesión y Feijóo tenía la solución: bajar los impuestos. Y así estuvo repitiendo esta receta milagrosa durante muchos meses hasta que los conservadores británicos, compañeros políticos del PP, comprobaron que el “invento” no funcionaba.

Liz Truss, sucesora de Boris Johnson como primera ministra del Reino Unido, pretendía mejorar la situación económica del Reino Unido reduciendo los impuestos. Fue un fracaso y después de 45 días de caos tuvo que renunciar. Entre otras medidas estaba eliminar la tasa del 45% del impuesto sobre la renta que pagan las personas que ganan anualmente más de 150.000 libras.

El gobierno conservador británico argumentaba, lo mismo que aquí el PP, que con la bajada de impuestos a los ricos el Reino Unido sería más competitivo y fomentaría la creación de empresas y la inversión, pero estos fueron algunos de los resultados: la libra caía un 1,10% frente al dólar y perdía también un 0,66% respecto al euro; inflación próxima al 10%, y agujero fiscal de 50.000 millones de libras (57.000 millones de euros).

La economía británica entraba en recesión y está previsto que retroceda un 1,4% en 2023. El sucesor de Truss, Rishi Sunak, tomaba drásticas medidas como subir los impuestos y recortar el gasto público para reducir la inflación y reducir el agujero fiscal. Pretendía ingresar 20.000 millones de libras aumentando los impuestos y 30.000 millones con un recorte del gasto (entre otras medidas, reducir los salarios de los empleados públicos). Aquellos que ganen anualmente más de 125.140 libras (142.755 euros) pagarán un 45% por el impuesto de la renta y las ganancias extraordinarias de las empresas energéticas pagarán un 35%.

Fracasada la política de bajada de impuestos, ensayada por los conservadores del Reino Unido, Feijóo abandonaba ese discurso, centrándose en el clásico, que siempre es más seguro y da buenos resultados electorales: peligro del secesionismo, de los proetarras y cambios en el Código Penal sobre la sedición. Feijóo celebraba siete mítines en el mes de diciembre de 2022 con este cambio en su discurso. Así, en el mitin en Badajoz ya no hablaba de la bajada de impuestos, ni se centraba en temas económicos porque había una mejora en los indicadores: en octubre de 2022 la inflación bajaba hasta el 7,3% (1,6 puntos menos que en setiembre) y a 6,8% en noviembre; por otra parte, los precios de la luz eran de los más baratos comparados con otros países de Europa. Feijóo acusaba al Gobierno de Pedro Sánchez de “ponerse de rodillas ante Bildu”, “fracturar España”, “debilitar la nación” con los acuerdos en la aprobación de los Presupuestos del Estado para 2023.

13.10. Capitalismo “despiadado”

Creo que sobran los calificativos de despiadado, usurero, codicioso, avaricioso, impúdico, indecente… para definir el capitalismo porque eluden el tema de fondo: el sistema en el que vivimos se llama capitalismo, está basado en la explotación de trabajadoras y trabajadores y su objetivo es conseguir el máximo beneficio. Se partimos de esa base, es lógico que el capitalismo sea “despiadado” y siempre aproveche distintas situaciones económicas y también las guerras para aumentar los beneficios. Con este sistema las empresas del IBEX 35 tuvieron, en conjunto, unos ingresos de 629.261 millones de euros en 2022, un 35% más que en 2021, y unos beneficios de 56.024 millones de euros. ¡Cómo no vamos a ser antisistema, es decir, anticapitalistas!

Una de esas empresas, Inditex, facturó 32.569 millones de euros en 2022, 17,5% más que en 2021 (de ellos, 7.806 millones a través de internet). Tuvo unos beneficios de 4.130 millones (3.243 millones en 2021). Óscar García Maceiras, consejero delegado, informaba que “Inditex tiene y mantendrá en España su sede y la sede de sus principales sociedades de cabecera”. La contribución tributaria de Inditex fue de 7.479 millones de euros en 2022, 1809 millones en España: 949 en impuestos directos (23% de los beneficios) y 860 millones recaudados, como el IVA repercutido, por ejemplo. Por otra parte, dispone de 10.070 millones de euros para cualquier acción o inversión que quiera acometer150. En los nueve primeros meses de 2023 Inditex tenía unos ingreso de 25.609 millones de euros en ventas, con un beneficio de 4.102 millones.

La propaganda oficial difunde insistentemente que los beneficios de la banca, de las empresas energéticas o de Inditex y Mercadona son resultado de una buena gestión de las empresas, no hablan para nada de que los beneficios aumentan también con salarios más bajos, despidiendo a trabajadores, reduciendo la plantilla del personal y aumentando la explotación.

La gran banca –Santander, BBVA, CaixaBank, Sabadell, Bankinter y Unicaja– tuvo, en conjunto, unos beneficios de 20.849 millones de euros en 2022, un 21,69% más que en 2021. El Santander conseguía 9.605 millones de euros de beneficio (un 18% más que en 2021). El BBVA ganaba 6.420 millones de euros. Estos dos grandes bancos criticaban el nuevo impuesto porque tendrán que pagar sobre 225 millones de euros. Conocidos estos datos, Ione Belarra, secretaria general de Podemos, criticaba los beneficios “obscenos” de Santander y BBVA: “No son empresarios, sino usureros y codiciosos”. Son unos beneficios “impúdicos”. Sabadell tuvo unos beneficios de 3.145 millones de euros, Sabadell 859, Bankinter 560 y Unicaja 260 millones.

Como contraste, mientras Abanca tenía unos beneficios de 217 millones de euros en 2022 con un incremento del 40,7% respecto a 2021, los bancos que operaban en Galiza debían alrededor de 969 millones de euros por cobros ilegales en las hipotecas firmadas en Galiza, según datos de la Asociación de consumidores y usuarios de bancos, cajas, productos financieros y de seguros (ADICAE). De esa cantidad, 286 millones corresponderían a 287.372 personas afectadas por los gastos hipotecarios y casi 683 millones de damnificadas por cláusulas suelo. Destacaba esta asociación que “mientras la banca mantiene secuestradas estas cantidades de los consumidores gallegos, los hipotecados afrontan las subidas de tipo de interés al tiempo que se registraron 510 ejecuciones hipotecarias [desahucios] en los tres primeros trimestres de 2022”. Para recuperar esos cobros ilegales es necesario denunciar y por eso la Asociación Gallega de Consumidores y Usuarios presentaba una demanda colectiva en Abanca 151.

Belarra no se cortaba: “Es indecente tener beneficios milmillonarios como Ana Botín (Banco Santander) o Carlos Torres (BBVA) mientras las familias no pueden pagar su hipoteca”. “La riqueza en España tiene nombres y apellidos y les vamos a seguir nombrando mientras sigan empobreciendo a nuestra gente”. “Mientras naden en billetes de 500 euros, les diremos lo que son: codiciosos y avariciosos”.

Pero tienen más que decir. Ana Botín, presidenta del Santander, recordaba que ellos también pierden dinero: “Está muy bien que los gobiernos recauden, pero el sector ha estado perdiendo dinero durante años”. Carlos Torres, presidente del BBVA también criticaba ese impuesto a la banca y energéticas y defendía “el papel que juegan las empresas en una economía de mercado”, es decir, en el capitalismo. Yolanda Díaz, vicepresidenta segunda del gobierno y que siempre tiene “un dato”, recordaba que “mientras la subida del euríbor encarecerá la hipoteca media en 250 euros al mes, los beneficios del BBVA crecen el 38% hasta llegar a 6.420 millones, los mayores de su historia. La crisis no puede ser una excusa para ganar más”; pedía congelar las hipotecas y moderar los beneficios de la banca152.

La portavoz nacional del BNG, Ana Pontón, cargaba contra los beneficios de los bancos y las empresas eléctricas mientras la mayoría social sufre la crisis de precios y las subidas de los tipos de interés. Denunciaba que en 2022 los beneficios empresariales aumentaron un 21% mientras los salarios solo subieron un 3%.

Pontón calificaba de “duro golpe para las economías familiares, un abuso, un escándalo y un auténtico atraco” las subidas hipotecarias y el alza de los tipos de interés del Banco Central Europeo. Es un “auténtico disparate” subirle la hipoteca a 175.000 familias en Galiza cuando la banca aún no devolvió “9.000 millones de euros del rescate” concedido en la anterior crisis financiera. Adelantaba que el BNG volverá a llevar al Parlamento de Galiza una propuesta para que la Xunta “ponga a las personas por delante de la banca” y habilite un fondo de rescate hipotecario, que ya fue rechazado en el Pleno por la mayoría absoluta del PP153.

Xoán Costa titulaba Aristocracia bancaria la editorial de Nós Diario (21-1-2023):

Hace una década el Estado gastó más de 100.000 millones de euros en el rescate bancario. En 2021 el número de banqueros con sueldos de más de 1.000.000 de euros, según los datos de la Autoridad Bancaria Europea, es de 221, frente a los 128 banqueros de 2020, siendo un banquero español el que mayor retribución recibió en 2021 de toda la UE, con 14,67 millones de euros. La retribución media de los banqueros millonarios en el Estado es de 2,16 millones, frente a los 1,8 millones de promedio europeo. Es la cifra más alta desde 2010, primer año con datos de este tenor. En total, y en el año 2021, fueron 478 los millones percibidos por estos ejecutivos. En paralelo, el cierre de oficinas bancarias, que en algunas comarcas de Galiza supera el 50% de las existentes, es constante; la pérdida de puestos de trabajo, continua; el incremento de las tarifas y de los costes de los servicios bancarios, permanente. El sueldo medio de una persona empleada de banco en la España es de 27.800 euros brutos por año, esto es unos 1.500 euros netos por mes. ¿Qué más se puede decir?

La noticia de los grandes beneficios de la banca y de las empresas energéticas coincidía con el anuncio del traslado de su sede social a los Países Bajos por parte de Ferrovial para pagar menos impuestos, aprobado en la Junta de Accionistas el 13 de abril de 2023. Pedro Sánchez, muy prudente, decía de su presidente, Rafael del Pino, que era un “empresario poco comprometido”. Ione Belarra, secretaria general de Podemos era más contundente y calificaba a Ferrovial como empresa pirata”.

También hubo polémica con la subida brutal de la cesta de la compra, que coincidía con los grandes beneficios de las empresas distribuidoras de alimentación. Carrefour, multinacional francesa, ganó 1.348 millones de euros en 2022, un 25,7% más que en 2021 (1.072 millones). Mercadona tuvo un beneficio de 718 millones de euros en 2022, un 5,6% más que en 2021, una facturación histórica de 31.041 millones de euros, con una cuota de mercado del 27,2%. Su presidente, Juan Roig, declaraba: “Hemos subido los precios una burrada para evitar un desastre”. Un informe de la Organización de Consumidores y Usuarios (OCU) indicaba que Mercadona subíó un 11,4% los precios en 2022. ¿A que desastre se refería Roig, a ganar menos de 500 millones de euros? Roig recibía un dividendo de 88 millones de euros, más otros 11 millones como presidente de Mercadona. Por supuesto, es un empresario ejemplar.

Ione Belarra denunciaba en Zaragoza la tendencia alcista de los precios de la alimentación y acusaba a los presidentes de las grandes cadenas de distribución como Mercadona y Carrefour de “capitalistas despiadados”. “Es indecente que los grandes supermercados se estén haciendo de oro a raíz de las consecuencias de la guerra de Ucrania”154. Belarra se pronunciaba por topar el precio de la cesta básica de la compra.

Juan Roig no callaba y respondía a Belarra, defendiendo el papel de los directivos y empresarios: “Somos los que generamos riqueza y bienestar. Si después a los que les toca gestionar lo saben hacer, hay riqueza para todos”.

13.11. La lucha de clases existe

El sistema capitalista siempre tuvo defensores, que son muchos, muchos. Así, el periodista Francisco Muro de Iscar155, que fue subdirector del periódico Arriba en la dictadura, escribía: Los Iglesias, Belarra, Díaz, Echenique y demás tropa se han lanzado contra Juan Roig, el presidente de Mercadona, afirmando que se está forrando con la subida de los márgenes, y le han calificado de “capitalista despiadado que se llena los bolsillos”. Y acababa este periodista con el discurso de siempre: el capitalismo es lo menos malo: “Hay que recordarles que solo hay dos grandes sistemas económicos y que el capitalismo es el menos malo porque el otro, el comunismo, el que ellos defienden, con la economía intervenida, sin libertad de empresa y con el control de la sociedad, de los medios de comunicación y de la justicia, solo conduce a la pobreza generalizada de los ciudadanos, a la desaparición de las libertades y de la democracia. El capitalismo tiene muchos inconvenientes, pero del comunismo o no se sale o se pasa en un pispás al peor fascismo populista”.

Esta crítica a Roig no podía quedar sin respuesta y se sucedieron los artículos de opinión en defensa del capital. Santiago Martínez, consultor y experto en campañas electorales, titulaba: ¿Por qué Belarra insulta al presidente de Mercadona? (La Voz de Galicia, 27-1-2023). Y Fernando Hidalgo: Ataque a los empresarios (La Voz de Galicia, 28-1-2023): “No es que no valoren la labor en pro de la riqueza de nuestra sociedad que realizan los empresarios honestos (la inmensa mayoría), sino que la desprecian y la odian con el entusiasmo de tiempos pretéritos, cuando la lucha de clases era algo tangible de verdad”.

Veamos algunos de los resultados de un sistema tan maravilloso como el capitalismo, que se encargan de repetir que no tiene alternativa. Amancio Ortega, principal accionista de Inditex, cobrará 2.217 millones de euros en dividendos en 2023. García Maceiras, consejero delegado, cobraba 8,37 millones de euros en 2022 y Marta Ortega, presidenta no ejecutiva de Inditex, percibía 834.000 euros en su primer año al frente de la compañía, según datos de la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV). Ignacio Sánchez Galán (Iberdrola) ganaba 13,06 millones de euros; Josu Jon Imaz (Repsol) 4,13; Ana Botín (Santander) 11,74; Carlos Torres (presidente del BBVA) 8,29 millones de euros; Onur Genç (consejero delegado del BBVA) 7,15 millones; Gonzalo Cortázar (consejero delegado de CaixaBank) 3,9; José Ignacio Goirigolzarri 2,1 millones de euros. Este escándalo es presentado como normal.

Una cosa es predicar y otra dar trigo. Antonio Garamendi, presidente de la CEOE, no predica con el ejemplo. En primer lugar, estuvo durante los cuatro primeros años de su mandato cotizando como autónomo como presidente de la patronal. La junta directiva de la CEOE de 25 de enero de 2023 regularizaba su situación, dando de alta a Garamendi en el Régimen General de la Seguridad Social con un contrato de alta dirección. En segundo lugar, se opone a una subida de los salarios de las trabajadoras y trabajadores en los convenios, como mínimo del IPC, pero él se aseguraba una subida del 9% de su ingreso anual, que pasaba a 380.000 euros.

Garamendi tenía más que decir y manifestaba: “Vivimos permanentemente ataques a empresarios y esta semana me ha tocado a mí”. Se defendía de las críticas por su remuneración de 380.000 euros con esta lamentable comparación: “Perdona el ejemplo, pero esto es como cuando hay una violación y dicen que la chica iba en minifalda. No acepto pulpo como animal de compañía”, afirmaba en un programa de Antena 3, cuando pidieron su opinión sobre el reproche de Jorge Cebreiros, presidente de la Confederación de Empresarios de Pontevedra, que consideraba que el salario de su presidente no era “sensible con la realidad” y que esta situación puede “complicar la vida a la clase empresarial156. Como cosa curiosa, Solidaridad, el sindicato apoyado por Vox, llevaba el caso a la Inspección de Trabajo por si Garamendi estuvo de falso autónomo durante cuatro años. Consideraba este sindicato que esta es una práctica “demasiado habitual” para ahorrarse impuestos y que debería ser castigada: “No puede ser que los trabajadores más humildes sean asfixiados a impuestos y unos listos pretendan no contribuir”.

Repasemos algunos resultados del sistema capitalista a nivel mundial, unos datos vergonzosos y escandalosos, como recogía un informe publicado por la ONG Intermón-Oxfam, titulado La ley del más rico: el 1% más rico del mundo acumula el 63% de la riqueza generada en el planeta desde 2020. Este informe fue bastante silenciado157:

Los grandes planes de estímulo que se activaron, con la inyección de fondos públicos para ayudar al conjunto de la sociedad, tuvieron como efecto colateral el repunte a su vez de los activos y la riqueza en manos de una élite. Como resultado, y favorecidos por una insuficiente tributación de la riqueza y del capital, los súper ricos pudieron amasar fortunas sin precedentes.

En 2022, las empresas energéticas y de alimentación duplicaron sus beneficios, distribuyendo 257.000 millones de dólares en dividendos a sus accionistas; todo eso mientras más de 800 millones de personas se iban a la cama con hambre cada noche.

La fortuna de los multimillonarios aumenta en 2.700 millones de dólares cada día mientras que los salarios de por lo menos 1.700 millones de trabajadoras y trabajadores, más que la población que tiene la India, crecen por debajo de lo que sube la inflación. Por cada dólar recaudado en impuestos a nivel global, tan sólo cuatro centavos se recaudan sobre la riqueza, residiendo la mitad de los multimillonarios del mundo en países donde no se aplica ningún impuesto de sucesiones a la riqueza que heredan sus descendientes.

También en Estados Unidos de América (EUA) hay dirigentes políticos que están enfadados con el capitalismo. Bernie Sanders, senador vinculado al Partido Demócrata, presentaba en Londres su libro Es justo estar enfadado con el capitalismo, y criticaba a las grandes corporaciones o monopolios que patrocinan campañas electorales de senadores de congresistas del Partido Demócrata y del Partido Republicano para intervenir en el sistema democrático: “Una persona super rica debería tener suficiente con 2.000 millones; ¿para qué quiere 40.000? Es avaricia”. “Las farmacéuticas son un ejemplo de la propiedad corporativa y del sistema corrupto que compra elecciones y medios de comunicación para perpetuarse”158.

Sanders considera que aumenta la desigualdad y daba estos datos demoledores: tres personas en EUA controlan tanta riqueza como el 50% de la población que tiene menos bienes. Hoy los americanos más ricos, ejecutivos de las grandes corporaciones, acumulan 400 veces más que el salario medio de un ciudadano, mientras que hace 50 años esa diferencia era 30 u 40 veces superior. “La fiscalización progresiva es, de momento, la forma más eficaz de redistribuir la riqueza de un país para alcanzar una sociedad más justa e igualitaria. Pero muchos ricos de EUA y de otros lugares eligen los paraísos fiscales”.

Llegados hasta aquí tengo que dar una mala noticia para estos defensores del sistema capitalista: la lucha de clases existe, aunque esté prohibido hablar de ella y sea ocultada por los grandes capitalistas, que no solo son propietarios de las empresas, sino que controlan también la inmensa mayoría de los medios de comunicación. El mensaje es claro: fuera del capitalismo no hay salvación.

Las dependientas del grupo Inditex (Zara, Bershka, Pull&Bear, Oysho, Zara Home, Massimo Dutti, Lefties, Stradivarius, Kiddy’s Class y Tempe) llevaban tiempo movilizándose demandando mejoras salariales, sociales y de las condiciones de trabajo. Reivindicaban, entre otras, una equiparación salarial entre las personas trabajadoras de tienda y las de fábrica y logística. Ponían como ejemplo que mientras un joven de almacén cobra 2.011 euros de salario base, nosotros cobramos 1.058, señalaba Carmen María Naveira, de la CIG y presidenta del comité de empresa de Zara en A Coruña. Recordaban que la empresa se negaba a negociar y que Amancio Ortega recibió 1.718 millones de euros en dividendos en 2022 por sus acciones en Inditex. En la manifestación celebrada en A Coruña el 6 de noviembre de 2022 la pancarta de cabecera resumía la situación: “Las dependientas de Inditex no llegamos a fin de mes”. Cientos de personas, convocadas por CIG y UGT, llevaban carteles: “Trabajo en Zara Home y cobramos un patacón”, “Trabajo en Zara por la cara”, “Trabajo en Pull&Bear y no tengo para vivir”.

Convocaron huelga desde noviembre, con un seguimiento del 90% del personal. Tiendas cerradas y las abiertas estaban atendidas por “mandos intermedios”, que cobran mucho más. Lucía Méndez, delegada de la CIG en el comité de empresa de Stradivarius, denunciaba que la mayoría de las dependientas están a tiempo parcial.

En Galiza el sindicato mayoritario en Inditex es la CIG, pero la empresa llevaba la negociación a Madrid, solo con CCOO y UGT, donde estos sindicatos firmaban una subida salarial de los pluses de 122 euros, más los 57 actuales en cada una de las quince pagas desde noviembre de 2022 hasta octubre de 2023; después subida de 20 euros durante otro año, hasta llegar a 182 euros en tres años, es decir, en octubre de 2025.

Las asambleas rechazaban en Galiza ese acuerdo y continuó la huelga hasta el 21 de diciembre de 2022 que se firma una subida salarial mensual de 322 euros, que será de 382 euros en los próximos 22 meses. El 10 de marzo de 2023 se celebraban elecciones sindicales en Zara de la provincia de A Coruña y la CIG conseguía la mayoría absoluta (9 de 17 delegadas/os del comité de empresa) y CCOO, que criticaba la movilización impulsada por la CIG, solo conseguía un delegado. La CIG también conseguía mayoría absoluta en las elecciones sindicales de Stradivarius y Oysho en la provincia de A Coruña. Es muy difícil encontrar información de estas elecciones sindicales y tampoco de que la CIG es la principal fuerza sindical de Galiza con 5.131 delegadas/os (periodo de elecciones sindicales de 1-1-2020/31-12-2023), seguida de UGT con 4.248 e CCOO con 4.142 delegadas/os.

Las mejoras conseguidas por las trabajadoras en Galiza tuvieron repercusiones positivas en el resto del Estado porque la movilización forzaba a Inditex a pactar un salario mínimo fijo de 18.000 euros para el personal de las tiendas del grupo. Casi todos los medios de comunicación reproducían la versión oficial de la patronal que destacaba el acuerdo “histórico” del convenio firmado con CCOO y UGT, que afectaba a 36.000 trabajadores.

Por otra parte, la plantilla de las tiendas de Bershka en la provincia de Pontevedra aprobaba en asamblea la convocatoria de una huelga indefinida, que fue desconvocada después de conseguir la reubicación de las 21 trabajadoras afectadas por el cierre de las tiendas de Pontevedra y Vilagarcía. Conclusión: la patronal no regala nada y la lucha de clases continúa.
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14. El PP actúa como una “organización criminal”

El juez José Castro manifestaba: “El PP es un partido corrupto hasta la médula. Tiene una corrupción institucional con la raíz que viene desde Génova. No hay ya un grado superior de corrupción…”.

Este artículo del autor de este libro podría servir de resume de algunos de los casos de corrupción protagonizados por el PP hasta 2017. Corrupción que no cesa159.

El título del artículo no es una opinión personal. Los investigadores de la Guardia Civil del caso Vedri –el empresario José Adolfo Vedri fue detenido por la trama de financiación ilegal del PP– llegaban a la conclusión de que el PP de Valencia actuó durante años como una “organización criminal”. El PP disponía de hasta cinco cajas B, que se nutrían del 3% de comisiones que pagaban los empresarios que, a cambio, conseguían contratos de administraciones públicas gobernadas por el PP. El citado Vedri conseguía adjudicaciones arregladas por un importe superior a 30 millones de euros de 11 consejerías del gobierno valenciano, empresas públicas dependientes de la Generalitat, diputaciones de Alicante y Valencia y ayuntamiento de Valencia.

Hay 80 personas imputadas en el caso Taula y más de 15 causas judiciales investigan la actividad corrupta del PP. A través de declaraciones de testigos y conversaciones grabadas, hay constancia de que, por lo menos, en las campañas de 2007, 2008, 2014 y 2015 hubo ingresos irregulares, estando implicados, entre otros, Francisco Camps, ex presidente de la Generalitat Valenciana. La dirección nacional del PP estaba informada de los hechos, beneficiándose de los mismos.

Ricardo Costa –fue secretario general del PP valenciano, acusado por la Fiscalía Anticorrupción, entre otros, de falsedad documental y financiación en negro, y tiene una petición de entre 7 y 9 años de cárcel– está imputado en una pieza de la trama Gürtel y manifestaba que el PP tiene “una estructura única en toda España” y, por tanto, “la responsabilidad en la gestión económica y administrativa de las elecciones era competencia del PP nacional”, es decir, de Mariano Rajoy y María Dolores de Cospedal.

Numerosos empresarios confesaron ya la existencia de esa financiación ilegal del PP. Así, Enrique Ortiz, empresario de la construcción, imputado en la Gürtel, declaraba ante la Audiencia Nacional que durante las campañas del PP de la Comunidad Valenciana de 2007 y 2008 pagó actos electorales a Orange Market, empresa que organizaba los actos de las campañas electorales del PP y que cobraba a través de facturas falsas por servicios no prestados. Por esta financiación ilegal están encausados cinco dirigentes del PP valenciano.

El juez de la Audiencia Nacional José de la Mata abría juicio oral contra los ex tesoreros del PP Álvaro Lapuerta y Luis Bárcenas y el ex gerente Cristóbal Páez por el caso de los papeles de Bárcenas, en el que se investigaba la caja B del partido. El PP y las administraciones que gobernaban fueron la principal fuente de origen de dinero ilícito de la trama Gürtel. El PP deberá responder como responsable subsidiario de 1,2 millones de euros que dejaron de ingresar la Hacienda por la reforma de la sede central de Madrid. Numerosos cargos políticos del PP, empresarios y funcionarios de las comunidades de Madrid, Murcia, Valencia, Castilla-León estaban acusados en la Operación Púnica (cobro de comisiones por la concesión de contratos públicos por más de 250 millones de euros) de supuestos delitos de blanqueo de capitales, falsificación de documentos, delitos fiscales, tráfico de influencias, malversación de caudales públicos, prevaricación, revelación de secretos, negociaciones prohibidas a los funcionarios, fraudes contra la Administración y organización criminal.

Con todos estos datos, ¿por qué no se aplica para el PP el artículo 22.2 de la Constitución Española?: “Las asociaciones que persigan fines o empleen medios tipificados como delito son ilegales”. ¿Pueden gobernar un país aquellos políticos que dirigen un partido como el PP imputado por financiación ilegal, que puede ser procesado por la destrucción del disco duro del ordenador de Bárcenas, donde estaban guardados las donaciones y la caja B, para obstaculizar la investigación de la justicia, y que actúa como una “organización criminal”?

14.1. “El PP no es un partido, es una mafia”

Este era el título de un artículo que publicaba hace casi siete años el autor de este libro160:

En las últimas semanas se acumulan los problemas para el PP. Dirigentes del PP como Ignacio González están en prisión por la corrupción descubierta en la operación Lezo. Mariano Rajoy es llamado a declarar como testigo en la Audiencia Nacional el 26 de julio de 2017 en el juicio de la trama Gürtel (primera época de 1999 a 2005) porque era secretario general del PP en 2003 y presidente del partido a partir de 2004.

El título de este artículo corresponde con el texto de una pancarta en la concentración de cientos de personas ante la sede del PP como protesta por los numerosos casos de corrupción de este partido. Titular que es muy moderado se lo comparamos con las conclusiones de la investigación de la Guardia Civil en el caso Vedri o del juez en la operación Lezo: “El PP actúa como una organización criminal”. Estos podrían ser algunos de los significados de la palabra mafia: “1. Organización criminal secreta que utiliza toda clase de medios delictivos para conseguir sus objetivos. 2. Cualquier organización corrompida”.

Estos casos de corrupción del PP ponen al descubierto varias cuestiones: en primer lugar, que la corrupción no está suficientemente penalizada a nivel electoral. El PP tiene un mensaje muy eficaz, difundido masivamente en los medios de comunicación, editoriales, muchos articulistas y periodistas que participan en programas de debates: estamos ante casos particulares, las corruptas son las personas, no el partido; hay corrupción en todos los partidos…La conclusión está bien clara: no cambie usted de voto, siga votando al PP porque todos son iguales. Si estamos ante un gobierno corrupto, elegido con los votos de la ciudadanía, esta se convierte también en cómplice de la corrupción. Decía la periodista Ángels Barceló: “Me preocupa que el partido más corrupto sea el más votado y parece que no tiene que dar explicaciones al pueblo. La gente tiene la solución cuando vota”. (La Opinión,8-5-2017). En segundo lugar, queda muy cuestionada la independencia de jueces y fiscales, con unos nombramientos y actuaciones condicionadas por el ministerio de Justicia o de Interior, es decir, por el Gobierno, que confirma una opinión cada vez más extendida en la calle: vivimos en una democracia de baja calidad. En tercer lugar, cuando son juzgados los responsables de los numerosos casos de corrupción, las penas son casi siempre ridículas, no cumplen ni la tercera parte y salen de la cárcel antes del juicio pagando fianzas muy bajas en relación con lo robado.

14.1.1. Operación Lezo

La llamada operación Lezo revelaba toda una trama de corrupción, una auténtica mafia. Ignacio González, el principal imputado, no es un político cualquiera; fue secretario de Administración Pública y delegado para Extranjería e Inmigración, diputado en la Asamblea de Madrid, presidente de esa Comunidad entre septiembre de 2012 y junio de 2015, relevando a Esperanza Aguirre, y secretario general del PP de Madrid.

Como telón de fondo de la Gürtel, Púnica, Lezo etc, hay un saqueo continuado de las arcas públicas y la financiación ilegal del PP a través del cobro de comisiones a cambio de la adjudicación de obras y contratos. Decía el periodista Enrique Clemente que “no son casos aislados, sino un sistema criminal organizado para robar” (La Voz de Galicia, 22-4-2017), y reclamaba responsabilidades judiciales y también políticas para los que durante años consintieron estos hechos y no hicieron nada para evitar esta hemorragia que desangra la democracia. En esta misma línea argumental, Manuela Carmena, alcaldesa de Madrid, decía que la renuncia de Esperanza Aguirre como concejala y portavoz del PP en el ayuntamiento de Madrid, demuestra que “todo un gobierno y el PP se sostenían en una trama criminal; la corrupción es un cáncer de la democracia”.

El juez de la Audiencia Nacional, Eloy Velasco, ordenaba el ingreso en prisión de Ignacio González el 21 de abril de 2017 por presuntas irregularidades en la gestión del Canal de Isabel II, empresa pública de Madrid, que presidió entre 2002 y 2013. Estamos hablando de un posible desfalco de 60 millones de euros y está imputado por los presuntos delitos de pertenencia a organización criminal, blanqueo de capitales, falsificación, malversación de caudales públicos y fraude.

Están también investigados Pablo González, hermano de Ignacio, y María Fernanda Richmond, ex directiva del Canal que, juntamente con Edmundo Rodríguez Sobrino, entonces consejero delegado de La Razón, abrieron una cuenta de 23,3 millones de euros (25 millones de dólares), según la UCO, para la compra en 2013 por el Canal de Isabel II de la empresa brasileña Emissao. Para el juez Eloy Velasco esta operación se hizo sin ningún tipo de control, esa empresa fue “hipervalorada ficticiamente” y tenía como objetivo el “desvío de dinero público madrileño a cuentas bancarias de terceros países con opacidad”. Dos años después de esa operación, Emissao solo valía cinco millones de dólares.

El PP conocía que Ignacio González tenía una cuenta bancaria en Suiza y no hicieron nada. Jesús Gómez, diputado del PP en la asamblea de Madrid y ex alcalde de Leganés, entregó una documentación a Juan Carlos Vera y Carlos Floriano, vicesecretario de Organización del PP, que incluía el número de esa cuenta. También fue informada Esperanza Aguirre, entonces presidenta del PP de Madrid, que calificó esa información como “calumnias y mentiras”. Floriano justificó que no se investigase nada porque era un período de elaboración de listas electorales y la dirección del partido recibía “mucha información contradictoria”. Y los dirigentes del PP siempre dando ánimos a los corruptos: Rajoy decía a Bárcenas “Luis, sé fuerte”, y el ministro de Justicia, Rafael Catalá, enviaba un SMS a González el 3 de noviembre de 2016, cuando ya estaba imputado por soborno y blanqueo por el ático de Estepona: “Ojalá que se cierren pronto los líos”.

14.1.2. La UCO investiga la financiación ilegal del PP

La financiación ilegal del PP no es nada nuevo y Mariano Rajoy declaraba en la comisión creada en el Congreso. Francisco Granados, principal acusado en el caso Púnica, recaudó 2,1 millones de euros de empresarios para las elecciones autonómicas de 2011 y las europeas de 2014, según un informe de la UCO: 1,6 millones fueron entregados a Beltrán Gutiérrez, de aquella gerente del PP de Madrid, y 500.000 euros se repartieron entre Granados y Javier López Madrid.

En las elecciones de 2011 el PP había quedado muy endeudado e Ignacio González había pedido un millón de euros a la agencia de informática de la Comunidad de Madrid (ICM). Por otra parte, Javier López Madrid, yerno de Juan Miguel Villar Mir, propietario de OHL, transfirió 1,4 millones de euros desde OHL de México a Ignacio González, como comisión por la concesión del tren entre Móstoles y Navalcarnero.

Fundescam, una fundación creada por el PP de Madrid, era una de las tapaderas para la financiación ilegal del PP y ya en 2008 recibía 200.620 euros de subvención de la Comunidad de Madrid, que eran utilizados para el pago de gastos electorales. Como en toda mafia bien organizada, había un eficaz reparto de papeles: Granados recaudaba las donaciones de los empresarios, Ignacio González daba subvenciones y Beltrán Gutiérrez recibía el dinero y pagaba en negro. Así fueron financiados los actos electorales de Mariano Rajoy y Esperanza Aguirre en las elecciones autonómicas de 2007 y 2011 y en las elecciones generales de 2008.

14.1.3. Dimisión del Fiscal Anticorrupción

Manuel Moix fue nombrado como Fiscal Anticorrupción para poner freno a la lacra de la corrupción, pero no da buen ejemplo porque tiene una empresa en el paraíso fiscal de Panamá para defraudar a Hacienda. El tema de fondo no es que Moix tenga una empresa en Panamá, sino que fue colocado por el PP para frenar u obstaculizar la investigación sobre la financiación ilegal del PP. La petición unánime de las tres asociaciones de fiscales y, sobre todo, la presión social, forzaron la presentación de su dimisión. Moix dijo que dimitía por motivos personales y para proteger a su familia, pero el objetivo último es impedir la dimisión del Fiscal General y del ministro de Justicia, Rafael Catalana (ascendido a ministro después de su lamentable actuación en la catástrofe de Angrois, como Secretario de Estado de Infraestructuras), y para no crear más problemas a Rajoy, que es el principal responsable.

Ante tanta corrupción y financiación ilegal del PP, ¿qué hizo Rajoy? Manifestó su apoyo al fiscal hasta el mismo día de la dimisión de Moix.

14.1.4. Oscurantismo y sueldo complementario para Feijóo

Feijóo llegaba a Madrid como máximo dirigente del PP, pero el partido se negó durante meses a hacer público sus ingresos a pesar de las denuncias de Público. Finalmente, filtraba esta información a El Mundo. Y así conocimos que Feijóo recibió 39.260 euros del PP durante nueve meses de 2022, en concepto de representación como presidente del partido, lo mismo que anteriormente Mariano Rajoy y Pablo Casado. Conocimos también otro dato que estaba oculto y que sale a la luz después de la elecciones generales del 23 de julio de 2023 cuando tuvo que presentar su declaración de bienes en el Congreso para recoger el acta de diputado: Feijóo recibía también un extra de 31.850 euros como jefe del grupo parlamentario del PP. Habría que añadir 70.000 euros que percibía como senador, que suman un total de 141.110 euros. En el año 2022 ingresaba, además, 1.770 euros del Parlamento de Galiza e 21.686 da Xunta de Galiza. Después de esas denuncias, el Consejo de Transparencia anunciaba que evaluará los sueldos de los dirigentes de los partidos políticos161.

14.1.5. Incremento del patrimonio de Feijóo

El periodista Ángel Rueda informaba del gran patrimonio inmobiliario de Feijóo y su pareja Eva Cárdenas para explicar su interés personal por bajar el impuesto de Patrimonio162.

Estas son las propiedades declaradas por Feijóo cuando era presidente de la Xunta de Galiza (DOG, 31-3-2017):

En 1992 compraba una finca rústica en el ayuntamiento de Ames.

En 2001 compraba un piso en Madrid con valor catastral de 188.067 euros y un apartamento en Vigo con valor catastral de 39.462 euros; también un garaje en Vigo.

En 2015 compraba una casa en O Caeiro, parroquia de Meira, en el ayuntamiento de Moaña.

Su pareja, Eva Cárdenas, ex directiva de Zara Home hasta octubre de 2018, tenía en 2017 unos ingresos anuales sobre un millón de euros, y tiene las siguientes propiedades:

En 2012 compraba en A Coruña un edificio de tres plantas y buhardilla con 318 metros cuadrados útiles.

En 2014 un piso de 256 metros cuadrados, valorado en 800.000 euros.

En 2016 compraba un chalet de 376 metros cuadrados con un terreno de 3.686 metros cuadrados en la urbanización Icaria del ayuntamiento de Oleiros, valorado en 600.000 euros.

En 2019 compraba la finca O Fiunchal de 708 metros cuadrados al pie de la playa de Tirán, en el ayuntamiento de Moaña (Pontevedra), con acceso directo al mar, valorada en 675.000 euros. Tiene una casa de 150 metros cuadrados de planta: sótano, planta baja con salón, dormitorio, cocina y aseo; planta alta con cinco dormitorios y un baño.

El 11 de agosto, pocos días después de las elecciones generales de 2020, Feijóo compraba una casa con garaje en A Coruña, según recogía su última declaración de bienes, publicada en el Boletín del Senado. El 16 de agosto recogía su credencial como diputado en el Congreso163.

Cuando cesa como senador el 18 de agosto Feijóo declara que tiene tres viviendas: una en Madrid, otra en Vigo (con garaje) y la que acababa de adquirir en A Coruña, también con garaje. Tiene pleno dominio en todos los inmuebles y no cuenta con ninguna hipoteca. Hace quince meses su saldo en cuentas corrientes y depósitos sumaba 207.420 euros y tres días después de comprar la casa de A Coruña, es decir, el 14 de agosto de 2023, su saldo era de 37.627 euros. Por otra parte, Feijóo declara que es propietario de una finca rústica en Ames (provincia de A Coruña) desde 1992, que tiene acciones de Telefónica por valor de 363 euros y en Inditex por valor de unos 133.200 euros.

14.2. Así ganaba Rita Barberá las elecciones en Valencia. “Era la cueva de Alí Babá”

Todos los partidos políticos tienen unas referencias o modelos de ciudades o comunidades autónomas donde consiguen buenos resultados electorales y gobernar. En el caso del PP, Rita Barberá era un modelo a seguir. Alcaldesa de Valencia de1991 a 2015, alcanzó sus mejores resultados en 2007, ganando en los 19 barrios y pedanías de la ciudad con 235.158 votos (56,67%) y 21 concejales. Mariano Rajoy llegó a bautizarla como la “Alcaldesa de España”.

“La Guardia Civil confirma el dopaje electoral del PP de Rita Barberá en 2007 y 2011”, titulaban los medios de comunicación164.

El PP declaraba 150.000 euros de gasto electoral al Tribunal de Cuentas por las elecciones de 2007, pero gastó dos millones de euros. Cinco agentes de la Unidad Central Operativa (UCO) ratificaban que el partido recurrió a esta mecánica de financiación: contratos ficticios con fundaciones y contratistas municipales. La UCO detallaba el modus operandi del presunto dopaje electoral que permitía al PP conseguir estos espectaculares resultados en Valencia. Citados los cinco investigadores de la UCO por la Fiscalía Anticorrupción, confirmaban ante la Sección Segunda de la Audiencia de Valencia la existencia de una caja B del PP del ayuntamiento de Valencia en las elecciones de 2007 y 2011:

Una supuesta caja B que se nutría del pago de contratistas del Ayuntamiento de Valencia y de la financiación pública de tres fundaciones municipales: Turismo Valencia Convention Boureau (TVCB), el Centro de Estrategias y Desarrollo de Valencia (CEyD) y la Fundación de la Comunidad Valenciana para la Innovación Urbana y la Economía del Conocimiento (Fivec). Por estos hechos se sientan desde ayer en el banquillo, hasta el 13 de febrero, el núcleo duro de confianza de Rita Barberá: Alfonso Grau, Mari Carmen García-Fuster, José Salinas y Juan Eduardo Santón. Las defensas de los cuatro acusados formularon pocas preguntas a los cinco agentes que comparecieron ayer: tres de forma presencial y dos por videoconferencia.

Los cinco investigadores de la Guardia Civil desgranaron ante el tribunal los detalles que iniciaron la investigación (las grabaciones de Marcos Benavent y Maria José Alcón, exconcejala de Cultura y segunda mujer de Alfonso Grau, ya fallecida) que después se vieron ratificadas con las intervenciones telefónicas a la exconcejala de Cultura (en las que confesaba la “corrupción total”) y las investigaciones posteriores.

Rita Barberá pasaba cada verano parte de sus vacaciones en un chalet de la lujosa urbanización El Tossalet en Xàbia (Alicante), en la que también veraneaban su cuñado, el abogado José María Corbín, y su hermana Asunción. Los investigadores de la UCO hallaron documentación sobre el pago por Corbin, investigado en el caso Azud, de 57.000 euros en efectivo por obras en el chalet. Interrogaron al constructor Sebastián Gómez que declaraba que el chalet era de Rita Barberá165.

14.2.1. La Fiscalía considera probado que el PP cometió fraude electoral

Esta es la crónica166:

La Fiscalía Anticorrupción ha considerado probado que el PP de la ciudad de València “cometió fraude electoral” en los elecciones municipales de 2007 y 2011, porque “incrementó su presupuesto para las campañas mediante dinero obtenido de forma irregular”.

El fiscal Fernando Maldonado ha leído este lunes su informe final en el juicio que se sigue en la Audiencia de València tras escuchar a los procesados y los testigos de la pieza A del caso Imelsa, en la que están procesados el exvicealcalde de València Alfonso Grau; la exsecretaria del grupo municipal del PP Mari Carmen García Fuster; el exgerente de la Fundación Turismo Valencia José Salinas y el exresponsable de la Fundación de la Comunitat Valenciana para la Innovación Urbana Juan Eduardo Santón.

Grau, de 83 años, está acusado de los delitos de malversación, cohecho en su modalidad continuada y falsedad documental, Fuster de un delito continuado de cohecho –por el que se le pide un año de prisión– y Santón y Salinas de malversación continuada y falsedad.

Maldonado ha subrayado: “Cualquier acto de corrupción supone un gran reproche ético y moral, porque es una quiebra de la sociedad, de sus instituciones democráticas. Y cuando los políticos se presentan a las elecciones como paradigmas de la limpieza y la transparencia, y cometen fraude electoral, el reproche es mayor”.

Así, ha indicado que el grupo municipal “era titular de dos cuentas corrientes; una lícita en la que ingresaba las subvenciones y otra donde la secretaria, que cobraba como asesora, ingresaba las comisiones, las pequeñas corruptelas. Era como la cueva de Alí Babá, pues esa cuenta no se sometía a más control que la voluntad de García Fuster”.

14.3. Documentación sobre la corrupción del PP

Esta es una selección de artículos sobre la corrupción del PP, publicados por el autor de este libro en diversos medios de comunicación entre 2013 y 2016:

Ilegalizar o Partido Popular. Nós Diario, 1-2-2013.


Ilegalizar o Partido Popular. Luis “El Cabrón” e as contas do PP. Nós Diario, 9-3-2013.

Continúa a corrupción do PP. Praza.gal, 6-5-2015.

O PP actúa como unha “organización criminal”. Praza.gal, 24-8-2016.

Ministros, ministras e a corrupción do PP. Nós Diario, 4-10-2016.

Xuízo da Gürtel. Así adxudicaba as obras o PP. Praza.gal, 2-11-2016.

Xuízo da Gürtel. Empresarios agradecidos que facían doazóns. Praza.gal, 6-11-2016.

Salvar o PP. Praza.gal, 11-11-2016.

14.4. El ex ministro Fernández Díaz pide encausar al PP en el caso Kitchen

Es imposible actualizar los casos de corrupción del PP porque son continuados. La Fiscalía presentaba el 24 de febrero de 2023 un escrito de acusación contra Jorge Fernández Díaz, ministro de Interior en el gobierno de Mariano Rajoy, por delitos de malversación de caudales públicos, encubrimiento y contra la intimidad. Acusado de ser el principal responsable del caso Kitchen, trama de espionaje ilegal a Luis Bárcenas, montada en el seno de su ministerio con fondos reservados, la Fiscalía pedía para el ex ministro 15 años de prisión y 33 de inhabilitación.

La Fiscalía hacía suyo el relato del juez instructor, Manuel García-Castellón, y señalaba que fue Fernández quien ordenó a la llamada policía patriótica poner en marcha una investigaciones ilegal, que se desarrolló entre julio de 2013 y julio de 2015, para conocer que papeles guardaba Bárcenas comprometedores para el PP. Los imputados tenían como misión recuperar los supuestos “archivos de audio correspondientes a conversaciones mantenidas con dirigentes del PP, como su presidente Mariano Rajoy o Javier Arenas, y que Luis Bárcenas sugería que había grabado y que venían referidas a los hechos investigados” en Gürtel, archivos que pensaban que el ex tesorero del PP escondía en el estudio de restauración de Rosalía Iglesias, esposa de Bárcenas167.

Con los mismos cargos y las mismas penas que Jorge Fernández eran acusadas dos personas de confianza del ministro: Francisco Martínez, ex secretario de Estado para la Seguridad, y Eugenio Pino, número dos de la Policía Nacional. Para José Manuel Villarejo, ex comisario, pedía 19 años de prisión, 33 de inhabilitación absoluta y 9 de inhabilitación especial porque puso su red corrupta en el seno de la Policía Nacional al servicio del operativo de espionaje.

Anticorrupción pedía dos años y seis meses de prisión y 9 años de inhabilitación para Marcelino Martín Blas, ex jefe de la Unidad de Asuntos Internos de la Policía, por el delito de encubrimiento; 12 años y seis meses de prisión y 29 de inhabilitación absoluta para el ex comisario Enrique García Castaño “El gordo” por delitos de encubrimiento, malversación y delitos contra la intimidad; 15 años de prisión y 48 de inhabilitación absoluta por esos mismos delitos para Andrés Manuel Gómez Gordo, ex comisario y asesor de Cospedal. Para Sergio Javier Ríos Esgueva, chófer de Bárcenas, reclutado por la trama corrupta para espiar al ex diputado del PP y que fue recompensado convirtiéndose de forma exprés en policía nacional, la petición fiscal era de 12 años y 5 meses de prisión y 13 años y 9 meses de inhabilitación absoluta.

La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional desestimaba en febrero de 2023 el recurso de Podemos (se sumaron al mismo la Fiscalía, Abogacía del Estado y PSOE) que pedía que se abriese también la pieza 7 del caso Tándem, a María Dolores de Cospedal, que había sido secretaria general del PP y que el juez García-Castellón ya había retirado del caso en julio de 2021.

El caso de la Kitchen daba un giro espectacular cuando el propio Jorge Fernández Díaz pedía que se juzgase al PP por beneficiarse de esa trama. Su abogado entregaba un escrito en el que el exministro se adhería a los recursos en contra de la exclusión del PP como responsable civil de estos hechos. Según el abogado, del relato de los hechos contenidos en los escritos de la acusación “se desprende que el origen y epicentro de la investigación se refiere a espionaje y sustracción a la familia de Bárcenas de información supuestamente perjudicial para los intereses del PP, siempre en su beneficio y utilizando para tales fines los fondos reservados”. Dando por hecho esta tesis, continúa el escrito, las acusaciones solicitan una condena en vía de responsabilidad civil para el PP como persona jurídica, por lo que “resulta obvio, coherente y necesario incluir al partido como responsable civil a título lucrativo”**168.

Conocemos muchos casos de corrupción del PP, declaraciones de empresarios que confirman la entrega ilegal de dinero al PP, obras públicas concedidas a esas empresas, declaraciones de cargos públicos del PP que confiesan su implicación en esta trama de corrupción. La sentencia de la Gürtel declaraba probado que el PP colaboró en la financiación de Libertad Digital, de Jiménez Losantos, con 400.000 euros de dinero negro, que Luis Bárcenas llamaba “contabilidad extracontable” del PP. Pero que nadie se sorprenda si a nivel judicial todo acaba en nada o casi nada para Esperanza Aguirre, Ignacio González, Francisco Granados, Francisco Camps, Eduardo Zaplana, María Dolores de Cospedal… porque resoluciones judiciales digan que no hay pruebas o porque todo está prescrito. Estamos ante un deterioro evidente del prestigio de la Justicia.

Para ampliar información sobre la corrupción, que no cesa:

—Los whasapp de la Kitchen: la cacería de la cúpula de Interior de la era de Rajoy contra Podemos y el independentismo (José Manuel Romero. El País, 28-2-2023).

—Los whatsapps del caso Kitchen que demuestran la cacería contra el independentismo (elnacional.cat, 28-2-2023).

—El trilerismo del PSOE con la operación Cataluya (José Antich. elnacional.cat, 28-2-2023.

—Operación corromper la democracia (Elisa Beni. elnacional.cat, 1-3-2023).



159 Praza Pública, 24-8-2016.

160 Sermos Galiza, 15-6-2017.

161 publico.es, 1-2-2024.

162 “El imperio inmobiliario de Feijóo que explica la aversión del PP al impuesto de Patrimonio”. El Plural, 30-12-2022.

163 Marta Moreno. infobae, 31-8-2023.

164 EFE/El Periódico de España, 24-1-2024.

165 elDiario, 16-2-2024.

166 publico.es, 12-2-2024.

167 Melchor Saiz-Pardo. Colpisa/La Voz de Galicia, 25-2-2023.

168 Mateo Balín. La Voz de Galicia, 8-11-2023.


15. Balance del gobierno del PP en Galiza

15.1 Envejecimiento y pérdida de población

La tasa de natalidad de Galiza (número de nacimientos en un año por cada mil habitantes) era de 8,4 en 2008 y de 5,38 en el año 2022, situándose en la cola del Estado, solo por delante de Asturias con 4,72; la media estatal era de 6,88. Por otra parte, hay un descenso continuado del número de nacimientos: 23.175 en 2008 y 14.495 en el año 2022, según datos del Instituto Nacional de Estadística (INE)

Un total de 407.724 personas emigraron entre 2009 y 2022 (32.697 en el año 2022): 265.753 al Estado español y 141.491 a otras partes del mundo. Del total, 154.745 (38%) eran menores de 29 años.

La Xunta aprobaba en 2021 la Ley de impulso demográfico de Galiza, promesa electoral de Feijóo en 2009, solo con el apoyo del PP. Olalla Rodil, diputada del BNG, advertía, entonces, que el comportamiento demográfico “no es ninguna suma de muertes y nacimientos, sino que depende por completo del modelo de desarrollo; es una ley en políticas natalistas, con una visión reduccionista y conservadora del modelo de familia”.

Nicolasa Castro, secretaria de Mujeres de la CIG, principal sindicato de Galiza, era muy crítica con esta ley porque “depositaba en las mujeres la responsabilidad de frenar el declive demográfico, relegándolas al papel de madres y cuidadoras”. “Esa ley no recoge medidas concretas y no incide en las causas que provocan el declive demográfico como el desempleo, la precariedad, el desmantelamiento industrial o la despoblación del rural. El problema no es que las mujeres queramos tener hijos o no. El problema es que sin trabajo y condiciones laborales dignas, ni queriendo podemos tener hijos. La carencia de servicios sociales públicos provoca que los cuidados sigan recayendo mayoritariamente en mujeres y esto obliga a que tengamos que sacrificar nuestro trabajo y crecimiento profesional y personal. Las mujeres jóvenes emigran para conseguir mejores condiciones de trabajo y de vida, y las que quedan se ven obligadas a renunciar a la maternidad o retrasarla hasta tener garantizada una cierta estabilidad y condiciones laborales más dignas”. De los 421.968 nuevos contratos firmados en 2021 en Galiza a nombre de mujeres, casi el 95% fueron temporales, el 30% tuvieron una duración inferior a una semana y el 43% fueron de menos de un mes.

Hay un envejecimiento de la población de Galicia, según datos del INE. En 2022 solo el 15,5% de la población gallega tiene menos de 20 años, el 58,32% entre 20 y 64 años y más de un 26% tiene 65 años o más, creciendo 3,5 puntos desde 2011.

Según datos del Instituto Gallego de Estadística (IGE) Galiza contaba con 2.796.089 habitantes en 2009 y 2.699.424 a 1 de enero de 2023, perdiendo 96.665 habitantes (3,82%), mientras en el conjunto del Estado sumaba 1.133.829 (2,33%). La edad media de la población gallega es de 48,01 años (45 años en 2012), la tercera más alta del Estado después de Asturias y Castilla-León.

La emigración juvenil tiene una importante repercusión en la tasa de natalidad. Según un estudio de Alberto Vaquero, Sara Fernández y Víctor Martínez, publicado en 2020 por el Foro Económico de la Galicia, la emigración de 2.000 mujeres menores de 29 años implica 1.500 nacimientos menos en Galiza y teniendo en cuenta que entre 2009 y 2021 marcharon de Galiza 48.375 mujeres menores de 29 años, dejaron de nacer 36.281 personas.

Ana Pontón, portavoz nacional del BNG, recordaba que hay 4.000 núcleos rurales abandonados y un recorte de servicios públicos como la sanidad y oficinas bancarias. La marcha de gente nueva provoca el envejecimiento de la población. Proponía un ticket rural para la dinamización económica a través de una ayuda anual de un mínimo de 15.000 euros durante cinco años para poner en marcha un negocio en el rural con una dotación inicial de 30 millones de euros; recuperación de tierras agrarias abandonadas para movilizar 100.000 hectáreas.

15.1.1. Una juventud sin futuro

La población ocupada en Galiza entre 16 y 29 años se redujo en 76.900 personas, pasando de 193.300 trabajadoras y trabajadores en activo en 2009, inicio de la Xunta de Feijóo, a 116.400 en 2022, según el IGE.

Ana Pontón daba estos datos: desde que Feijóo preside la Xunta más de 200.000 gallegos y gallegas menores de 35 años tuvieron que marchar de Galiza por falta de oportunidades nos últimos 13 años; en el primero trimestre de 2022 la tasa de ocupación de la juventud entre 16 y 29 años fue de 34,8% y la tasa de temporalidad del 54%. En muchas ciudades es muy difícil el acceso a la vivienda de alquiler para la gente joven. El alto coste de la vivienda, la precariedad y los bajos salarios hacen que sea muy difícil independizarse. Proponía, entre otras: un plan de empleo juvenil que garantice la inserción laboral de la juventud, un incremento de un 15% de las bolsas de estudio, una política de vivienda que le permita desarrollar sus proyectos de vida; todo esto para conseguir que ni un joven y ninguna joven se vea en el deber de emigrar para sobrevivir. Y acababa con este mensaje de esperanza: “Quiero una Galiza que no le hurte la juventud a nadie, que no impida a la juventud cumplir sus sueños porque tenéis derecho a ser felices”.

15.2. Las pensiones más bajas del Estado y más de 400.000 pensionistas gallegas viven en la pobreza

El gobierno español de José Luis Rodríguez Zapatero, la patronal y los sindicatos UGT y CCOO aprobaban una reforma del sistema de pensiones en 2011 que retrasaba de 65 a 67 años la edad de jubilación, ampliaba a 37 años el periodo cotizado para obtener el 100% de la pensión y ampliaba de 15 a 25 años el periodo para calcularla. El gobierno del PSOE no hacía otra cosa que seguir el plan de rescate financiero aprobado por la UE después de la pandemia que condicionaba la recepción de las ayudas de los Next Generation a la aplicación de una serie de reformas, entre ellas el incremento de los años de cálculo de las pensiones para ajustarlo al conjunto de la vida laboral. El Grupo de Investigación en Pensiones y Protección Social de la Universidad de Valencia apuntaba que si esta reforma era aprobada habría una caída del 8,6% de las pensiones en el Régimen General y de 10,3% en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos (RETA).

El 95,5% de los hombres mayores de 65 años reciben una pensión contributiva, que solo cobran el 55,7% de las mujeres, y la pensión de éstas es 448 euros menor que la de los hombres, según el informe de CCOO Observatorio Social de las personas mayores 2022 para un envejecimiento activo. La pensión media en Galiza en enero de 2023 era de 1.015,78 euros (solo por encima de Extremadura), 174,34 euros por debajo de la estatal, segundo el Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS).

Según los datos de la Red Europea de la Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social (EAPN), en Galiza, 404.154 pensionistas gallegos/as vivían en la pobreza en 2021, unas 71.000 más que en el año 2000. Se entiende por pobres aquellas personas con unos ingresos inferiores al llamado umbral de la pobreza, es decir, 60% por debajo de la media de la renta estatal equivalente en unidades de consumo, cifrado en 2020 en un ingreso anual menor de 9.626 euros en un hogar de una persona, o de menos de 20.215 euros con dos adultos y dos menores.

Por otra parte, un 22,10% de las personas pensionistas de Galiza se encuentran en pobreza severa, es decir, viven en hogares cuyos ingresos por unidad de consumo son inferiores en 40% de la media de renta estatal. Mientras la media estatal es del 16,10%, 8,3% en Castilla-La Mancha, 8,80% en Madrid y 8,3% en Euskadi.

15.2.1. La pobreza energética

Galiza es una gran productora de energía pero, como contraste, miles de personas, sobre todo mayores, mueren por no tener sus viviendas a una temperatura para superar el frío. La Asociación de Ciencias Ambientales define la pobreza energética como “la situación en la que un hogar es incapaz de pagar una cantidad de energía suficiente para satisfacer sus necesidades domésticas y/o cuando se ve obligado a destinar una parte excesiva de sus ingresos para pagar la factura energética de su vivienda”. Para Rosa María Regueiro Ferreira, profesora de Economía Aplicada de la Universidad de Santiago de Compostela, esta definición “muestra una clara relación con la energía consumida y con el confort de habitabilidad de la vivienda. Y el total de la energía consumida depende, por los menos, de tres factores condicionantes: el precio de la energía, el nivel de ingresos de la unidad doméstica y la eficiencia energética de las viviendas169.

En el año 2023 el 19,4% de la ciudadanía (522.000 personas) no tenía capacidad para tener su vivienda a una temperatura adecuada. Unas cifras en aumento continuado porque era del 13 % en 2021.

Entre el 1 de enero de 2023 y finales de diciembre de ese año, Galiza registró 1.956 muertes atribuidas a la temperatura, según el sistema de monitorización de la mortalidad por todas las causas (MOMO) del Instituto Carlos III, que recoge día a día todas las personas fallecidas en el Estado, indicando también las diversas causas de la mortalidad.

Algo más de 9.600 familias se benefician en Galiza del bono social de electricidad, conocido como “bono eléctrico”, cifra muy escasa. La creación de una empresa pública de energía podría ser una herramienta para combatir la pobreza energética, tal e como proponía el Consejo Económico Social (CES) en diciembre de 2023.

15.2.2. Reforma de las pensiones

El acuerdo para la reforma de las pensiones entre el ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migración, CCOO y UGT, plasmado en un Decreto Ley del Consejo de Ministros de 16 de marzo de 2023, se aprobaba sin pasar por los organismos de representación institucional del Estado, impidiendo la participación de la Confederación Intersindical Gallega (CIG), sindicato mayoritario en Galiza, que tiene representación en esos organismos.

Consolidaba las reformas del gobierno de Rodríguez Zapatero (2011) y de Mariano Rajoy (2013). Con esta reforma se aumenta de 25 a 29 años el cálculo de las nuevas pensiones. Durante los próximos 20 años podrá elegirse entre los actuales 25 años o ampliar hasta los últimos 29 años de vida laboral, descartando los dos peores. Se vendía esta reforma como un gran éxito, cuando el propio Banco de España señalaba que cada año de aumento en el período de cálculo va a significar un 0,5% de reducción de la pensión

Era la tercera reforma de las pensiones del gobierno de PSOE-Unidas Podemos, ya que en julio de 2021 aprobaba recuperar el Índice de Precios de Consumo (IPC) para calcular el incremento anual de las pensiones, pero no el IPC real interanual acumulado, sino un nuevo indicador llamado IPC medio, que no garantiza el poder adquisitivo de las personas pensionistas. Y en julio de 2022 aprobaba los llamados Planes de Empleo de Pensiones que desarrollan, a través de la negociación colectiva, planes privados de pensiones en el ámbito de cada sector, gestionados por compañías financieras o aseguradoras.

Para la CIG esta reforma “sigue el camino del desmantelamiento del sistema público de pensiones hacia su privatización, convirtiéndolo en un sistema asistencial y de beneficencia”. CIG, ELA e Intersindical-Confederación Sindical Catalana convocaban movilizaciones en Galiza, Euskadi y Cataluña el 29 de marzo de 2023, víspera de su aprobación en el Congreso, centradas en estas reivindicaciones: recuperación de la jubilación a los 65 años, que se tenga en cuenta los últimos 15 años para calcular la pensión y que se apruebe por ley una pensión mínima de 1.260 euros, que sería el equivalente a la tasa de 60% del salario medio, como recomienda la Carta Social Europea. Con la reforma de las pensiones el gobierno también espera llegar a una pensión mínima de 1.260 euros, pero en cuatro años.

Esta reforma de las pensiones era convalidada por el Congreso el 30 de marzo de 2023 con 179 votos a favor (PSOE, UP, ERC, PdeCat, CC, Compromís, PRC, Teruel Existe, Más País), 61 abstenciones (Vox, Junts y EH-Bildu), y 104 en contra de PP, Cs, Foro Asturias, CUP y BNG, aunque con distinta argumentación (la posición del BNG coincidía con la valoración de la CIG). El PP, Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) y Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), no apoyaron esta reforma porque, según estas últimas, “será un lastre para la competitividad de las empresas. La obtención de ingresos del sistema se carga a espaldas de las empresas, autónomos y trabajadores”.

El aumento del gasto del sistema de pensiones será financiado a través de dos incrementos de las cotizaciones sociales. El primero elevando el porcentaje de contribución al llamado Mecanismo de Equidad Intergeneracional (MEI), para llenar la conocida como arca de las pensiones y poder recurrir a ella en los próximos años para financiar las pensiones de la generación baby boom. El MEI supone en la actualidad un pago adicional del 0,6% (0,5% del empleador/a y 0,1% del trabajador/a).

La segunda vía de ingreso afectará solo a personas trabajadoras que tengan una retribución actual mensual de 4.495,5 euros brutos (53.947 anuales). Hasta ahora la parte del salario que superaba esa cantidad estaba exenta de cotizar a la Seguridad Social, pero a partir de 2025 tendrá que abonar una cotización adicional del solidaridad del 1% en 2023, que llegará al 6% en el año 2045 (5% para la empresa y 1% para la trabajadora). Con esta subida de las cotizaciones sociales el gobierno ha previsto unos ingresos anuales adicionales de 15.000 millones de euros (1,3% del PIB), llegando el gasto total de las pensiones a 190.000 millones de euros en 2023 (12% del PIB).

15.3. Aumento de la desigualdad

El índice de Gini, que mide la desigualdad, aumentó 1,5 puntos con el gobierno de Feijóo, pasando de 0,284 en 2008 a 0,42 en 2020. El índice 0 significaría que todas las personas tendrían los mismos ingresos y 1 la desigualdad máxima, donde una persona tiene todos los ingresos y ningún ingreso el resto de la población.

Las rentas de trabajo cayeron dos puntos durante lo gobierno de Feijóo, según datos del Instituto Gallego de Estadística (IGE). Representaban el 46% del PIB a 31 de diciembre de 2020, dos puntos menos que en 2009. Por el contrario, las rentas de capital significaban el 52% del PIB en 2009 y pasan al 54% en 2020. Tomás Pikkety, autor del libro El Capital siglo XXI, señala que la relación entre las rentas del capital y del trabajo es el principal indicador de las desigualdades sociales.

El poder adquisitivo de los salarios bajó un 2,7% desde 2010 hasta 2021. Los más pobres cada vez son más y cada vez cobran menos; los más ricos cada vez son menos y tienen mayores ingresos. Así resumía la situación actual la economista Natividad López Gromaz en su artículo Avanzando en la desigualdad.

También hay un aumento de las desigualdades entre la clase trabajadora. Si en el año 2009, cuando Feijóo llega a la Xunta, las personas cuyos ingresos brutos anuales estaban por debajo del SMI representaban el 26,5% del total de las personas con ingresos por salarios en Galiza, en el año 2020 se incrementó hasta 39,2% de la población asalariada.

Jerónimo Batista Bucher, científico argentino de 22 años, elegido por la universidad de Harvard y el Instituto de Tecnología de Massachusetts como uno de los 100 Líderes del Futuro a nivel mundial, proponía estas líneas de actuación: “Gravar más a los super ricos es un requisito estratégico para reducir la desigualdad y revitalizar la democracia. Debemos hacerlo para fomentar la innovación. Para lograr unos servicios públicos más sólidos y construir sociedades más sanas y felices. También para abordar la crisis climática, invirtiendo en soluciones que contrarresten las escandalosas emisiones de los más ricos”.

15.3.1. Población en riesgo de pobreza

El informe sobre El Estado de la Pobreza en Galiza, elaborado en 2021 por la Red Europea de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social en Galiza (EAPN) señalaba que el riesgo de pobreza o exclusión social de Galiza era de 24,5% en 2021, cuando en 2010 no llegaba al 23%, según la Encuesta de Condiciones de Vida del Instituto Nacional de Estadística. En Euskadi sería del 15,9%, Navarra 16,6%, Madrid 21,1%, Cataluña 22,14%, Castilla-León 22,4%, Andalucía 38,4% y Extremadura 39,1%.

En Galiza 490.000 personas están por debajo del umbral de la pobreza, según un informe de la Asociación Estatal de Servicios Sociales, que recoge datos del Instituto Nacional de Estadística (INE), que la Red Gallega contra la Pobreza eleva a 700.000 al sumar aquellas personas que están en riesgo de pobreza, y solo el 10,7% percibe el Ingreso Mínimo Vital (IMV), cuando la media en el Estado es del 13,4%, 28% en Navarra y 22% en Euskadi.

La Tarjeta Básica se activó en julio de 2021 en el marco de la pandemia por la COVID para “garantizar, a través de la satisfacción de unas condiciones materiales mínimas, la participación plena de toda la ciudadanía en la vida social y económica”. La Xunta destinaba 41 millones de euros para facilitar la compra de productos básicos de alimentación, higiene y farmacia, beneficiándose 75.000 familias desde su puesta en funcionamiento, que ingresaban 150, 200 y 300 euros, dependiendo del número de miembros de la unidad familiar.

La Xunta cancelaba esta Tarjeta Básica a partir de 1 de julio de 2022 (tampoco había ninguna partida en los Presupuestos de la Xunta para 2023), medida rechazada por BNG y PSdeG-PSOE, y ponía en marcha un convenio de 7,1 millones de euros para ayuda a comedores sociales y bancos de alimentos.

La Renta de Integración Social (RISGA) es un complemento del ingreso mínimo para quien cobra un Ingreso Mínimo Vital demasiado bajo o para las personas que no lo pueden percibir. Según un estudio de OXFAM-Intermón de junio de 2022, una de cada cuatro personas en situación de pobreza severa (39%) no puede optar ni al IMV ni a la RISGA. Como contraste, en Euskadi solo el 3,7% de la población más vulnerable quedaría fuera de estas prestaciones básicas.

Están en situación de pobreza severa aquellos hogares de una sola persona con un ingreso mensual de 530 euros o de 1.112 euros para una familia con dos personas adultas y dos menores. Esta pobreza extrema afectaba en 2008 en Galiza a 168.199 personas (6% de la población) y en el año 2021 alcanzaba a 237.769 personas (8,8%); era del 4% en Euskadi y 5,9% en Navarra.

En los 30 países más ricos de la OCDE hay sobre 70 millones de pobres. La tasa de pobreza infantil en Galiza es del 33%, es decir, uno de cada tres niños/as están en riesgo de pobreza.

El 20% de las personas asalariadas no llega a mileuristas. En Galiza más de 173.000 asalariadas (20% del total) no llegan a mileuristas, según el INE. La precariedad es aún peor en las mujeres, con un 29,5% que no llega a 1.000 euros mensuales, y en la juventud (el 49% de los menores de 25 años perciben menos de 1.000 euros). En los últimos años hubo una importante subida del SMI, que pasaba de los 707,7 euros al mes (en 14 pagas) en el año 2017, gobierno de Mariano Rajoy, a 1.121 euros en 2024 con el gobierno de Pedro Sánchez, siendo Yolanda Díaz ministra de Trabajo.

La CIG reivindicaba un SMI del 60% del salario medio estatal fijado en 28.301 euros, como recomienda la Carta Social Europea, es decir, 1.212 euros mensuales, “esto significa quitar de las rentas del capital hacia las rentas del trabajo, para mejorar así las condiciones de vida de decenas de miles de trabajadoras y trabajadores gallegos”.

15.4. Servicios sociales bajo mínimos

El gasto anual por persona que dedicaba Galiza a servicios sociales en 2022 era de 363 euros, cuando la media estatal era de 372. Navarra dedicaba 615 euros, Extremadura 555 y Asturias 506, según datos de la Asociación Estatal de Directores y Gerentes de Servicios Sociales (AEDGSS). En ese año el porcentaje del gasto en servicios sociales respecto del PIB era en Galiza del 1,82% y de 1,88% la media estatal.

El índice de calidad de vida de la población tiene en cuenta nueve variables: condiciones materiales de vida, empleo, educación, salud, ocio y relaciones sociales, gobernanza y derechos básicos, seguridad física y personal, entorno y medio ambiente y experiencia general de vida. Galiza está situada en los lugares de cola del Estado con 100,4, cuando la media del Estado es de 101,8; solo Andalucía (98,6), Canarias (99,3) y Murcia (99,8) presentaban cifras más bajas, según datos del INE para 2021.

La Unión Europea suspendía a la Xunta en calidad de servicios. El informe del Índice Europeo de Calidad de Gobierno de 2009 (Gobierno de PSdeG-BNG) situaba a Galiza con una puntuación de +0,4 y en el del año 2022 pasaba a –0,3. Galiza quedaba en el decimocuarto puesto de las 17 comunidades autónomas del Estado; las que tenían mejor puntuaciones eran Euskadi (+0,9), La Rioja (+0,8) y Navarra (+0,7).

Las personas con algún tipo de dependencia están claramente olvidadas. Una persona potencialmente en situación de dependencia recibía en Galiza 868 euros en 2020, mientras el gobierno de Euskadi dedicaba 2.552 euros, Navarra 2.058 y Castilla-León 1.634 euros. Por otra parte, había que esperar 342 días para que se valorara una solicitud de dependencia, segundo informaba al Observatorio Estatal para la Dependencia en diciembre de 2021. En esa fecha había en Galiza 8.728 casos pendientes de resolución.

En relación con el Servicio de Ayuda en el Hogar (SAF) los indicadores de Galiza son negativos porque solo el 3,3% de las personas mayores de 65 años tiene acceso a este servicio, cuando es del 4,9% la media estatal.

No hay plazas en centros especializados para atender a personas con capacidades diferentes. Segundo a AEDGSS, la ratio de plazas residenciales en Galiza para personas con discapacidad sobre el total de personas con discapacidad es de 1,2% frente a 1,6% de la media estatal.

En Galiza había 72.215 personas que a finales de febrero de 2023 tenían reconocido el derecho a una prestación derivada de una situación de dependencia, pero solo 65.374 habían recibido alguna de esas prestaciones, según datos de la Xunta. El tiempo medio para que se resolviese la ayuda de dependencia era de 372 días en Galiza, 34 días más que la media del Estado. Había 3.890 personas que esperaban a que se resolviese su solicitud: 745 esperaban que se les reconozca el grado de dependencia y 3.145 para saber que ayuda les correspondería.

Galiza está en la cola de residencias para mayores. Tenía 223 centros residenciales de mayores en el año 2020 para 687.685 personas con más de 65 años, es decir, 3,23 centros por cada 10.000 habitantes mayores de 65 años, muy por debajo de la media estatal de 6,01, de los 14,56 de Extremadura o de los 11,38 de Castilla-León, según datos del Instituto de Mayores y Servicios sociales (IMSERSO). Galiza también tiene un importante déficit de plazas porque la Organización Mundial de la Salud (OMS) recomienda 5 plazas residenciales por cada 100 personas mayores de 65 años, y Galicia solo dispone de 2,83 plazas, siendo 4,22 la media estatal.

Por otra parte, Galiza es la comunidad con menos porcentaje de plazas públicas sobre el total. En el conjunto del Estado hay 389.032 plazas en residencias y 242.206 son públicas (62%), en Galiza el 41% y en Euskadi el 76%, según el IMSERSO. En definitiva, en Galiza el PP está por potenciar lo privado, es decir, el negocio por encima del servicio público.

Galiza tendría una carencia de 14.902 plazas en residencias para mayores, solo superada por Andalucía (28.457) y Comunidad Valenciana (21.900), que tienen mucha más población.

Privatización de la gestión de las residencias de mayores. En agosto de 2022 la Xunta de Galiza publicaba el procedimiento de licitación del servicio asistencial de centros de atención diurna y residencial en Cambados, Cerdedo-Cotabade, Curtis y Redondela, con un contrato de 7,2 millones de euros por dos años prorrogables para 152 plazas.

La Xunta alegaba que el Consorcio Gallego de Igualdad y Bienestar “no cuenta con medios personales suficientes para la prestación de este servicio” y concluía que esta fórmula “supondrá el mejor control de la calidad, eficacia y eficiencia en la gestión de los servicios sociales, así como un ahorro de los costes respecto de la gestión directa”.

Para la CIG “lo barato sale caro, y ese precio es lo que hay que pagar por el modelo ultraprivatizador de los servicios sociales, generando a la vez precariedad en las atenciones que se prestan a nuestras personas mayores y en el propio personal trabajador”.

15.5. Privatización de la sanidad pública

Feijóo ejecutó una política de privatización de la sanidad pública, pero esa decisión no se corresponde con las preferencias de la ciudadanía porque, según el Barómetro Sanitario del Ministerio de Sanidad para 2022, el 76,5% de las gallegas y gallegos prefieren el sistema público de salud frente al privado, superando en 8,6 puntos la media estatal (67,9%).

Estos son algunos de los datos de la política privatizadora de Feijóo: la Xunta financiaba con 219 millones de euros la sanidad privada en 2022, más de un 20% de incremento respecto a 2009; de esa cantidad, 138 millones corresponden a conciertos entre el SERGAS (Servicio Gallego de Salud) y distintos centros hospitalarios privados para realizar pruebas diagnósticas, cirugías o servicios de resonancia magnética, medicina nuclear y TAC.

Galiza tiene 15 hospitales de titularidad pública y 19 de propiedad privada, que tienen cerca de 2.300 camas, el 23% del total. Se privatizaron seis residencias, que eran públicas, en verano de 2022. Los objetivos son muy claros y tienen una base ideológica: convertir el sistema sanitario gallego en un negocio privado pagado con dinero público y al servicio de las multinacionales.

El gasto sanitario privado per cápita en Galiza es de 567 euros en 2020 y los centros de salud de titularidad privada ya suman el 28% del gasto sanitario total. Por otra parte, el 74,3% de las plazas de los hospitales privados están financiadas por la Administración Gallega, mediante conciertos, según el Instituto para el Desarrollo e Integración de la Sanidad (IDIS), fundación que agrupa al sector privado170.

La privatización de la inteligencia y de la planificación de la sanidad171 era explicada por Manuel Martín García, médico de familia: “La privatización se fundamenta en tres pilares que tienen que ver con la ideología neoliberal del PP que gobierna la Xunta y de buena parte de los medios que se financian con dinero público: a) Lo privado es más eficiente que lo público; b) La gestión y los recursos públicos son un lastre para el desarrollo social; c) Las ventajas para la economía de poner los recursos sanitarios públicos al servicio del desarrollo empresarial mediante la colaboración público privada. Núñez Feijóo, fiel servidor de esta ideología, basó su política sanitaria en poner el sistema de salud gallego al servicio de los fondos de inversión, de la industria farmacéutica y de las grandes multinacionales que dominan el mundo”.

15.5.1. El negocio de los hospitales privados

Los hospitales privados son un gran negocio y por eso cambian de dueño con frecuencia. Así, el grupo Vivalto Santé, tercer grupo privado sanitario francés, compraba a Ribera Salud, controlada por la aseguradora norteamericana Centene Corporation, tres hospitales en Galiza: Povisa de Vigo (573 camas), que tiene 135.000 personas adscritas del Sergas (el 22% del área sanitaria), recibiendo 72 millones de las arcas públicas en 2020; Juan Cardona de Ferrol (con 150 camas) y Polusa de Lugo (80 camas) recibieron más de 11,2 millones de euros de la Xunta. Entre los tres suman 803 camas.

Quirón, que pertenece al gigante alemán de salud Fresenius Helios, es propietario de los Hospitales Quirónsalud de A Coruña (54 plazas), Nuestra Señora de los Ojos Grandes de Lugo (70 camas) y Quirónsalud Domínguez de Pontevedra (98 plazas), que recibieron más de 9 millones. Hospitales Madrid (HM) es propietario en Santiago de Nuestra Señora de la Esperanza y de la Clínica Rosaleda con 119 camas, y en A Coruña de la Maternidad Belén y del Hospital Modelo, con 146 camas, recibiendo más de 8,5 millones de euros. Vithas es propietaria de la clínica Nuestra Señora de Fátima de Vigo.

El BNG recuperaba la vieja propuesta de que la Xunta de Galiza comprase el Hospital Povisa, que es una sociedad anónima, para integrarlo en la red pública del Sergas, y consideraba “una anomalía que 135.000 personas del área sanitaria de Vigo recibiesen asistencia sanitaria en un hospital privado”172. La venta de Povisa era debatida en la Comisión de Política Social, Empleo y Sanidad del Parlamento Gallego de 8 de septiembre de 2022, y Montse Prado, portavoz de Sanidad del BNG, señalaba que el 80% de los ingresos de Povisa procedían del presupuesto de la Xunta de Galiza y que, segundo recogen las cuentas públicas de 2021, la Administración gallega aportó a Povisa más de 100 millones de euros. Prado acusaba al PP de actuar “como comercial de las grandes multinacionales del sector sanitario”. “El PP solo busca asegurar el negocio de las multinacionales de la sanidad, convirtiendo los enfermos y el personal en rehenes permanentes de la empresa”173.

El Consejo de Cuentas era muy crítico con las relaciones de la Xunta de Galiza con los grupos sanitarios privados y en el informe del año 2020 señalaba: “El Sergas está utilizando la autorización de uso temporal como una forma común de contratación, de manera directa, sin concurrencia, publicidad e igualdad de trato, de servicios sanitarios no concertados en los que, además de carecer de las notas de excepcionalidad y temporalidad que identificarían esta figura, se debe añadir que, al obviarse la vía establecida en la legislación de contratos públicos, no existe expediente de contratación”174.

El negocio se extiende también a los seguros. En los últimos años aumentó el número de personas que contrataron seguros sanitarios privados (8.100 en el año 2021) y llegan ya a 427.000, con un incremento de 44.000 respecto a 2017. Entre las razones de este incremento podrían estar el aumento de las listas de espera, los recortes en la sanidad pública y las ofertas de las empresas aseguradoras. Según los datos de la patronal gallega de la sanidad, el 37,2% de sus ingresos proceden de aportaciones de la Xunta de Galiza. Un estudio de la Federación de Asociaciones para la Defensa de la Sanidad Pública (FADSP), publicado en mayo de 2022, situaba a Galiza como el quinto territorio del Estado español con mayor grado de privatización de sus servicios sanitarios, avanzando tres puestos desde 2019175.

La Xunta del PP anunciaba el 15 de febrero de 2023 nuevas medidas para avanzar en el proceso de privatización del sistema sanitario gallego, flexibilizando el régimen de incompatibilidades de los facultativos del sector público para poder ejercer también en los centros privados. El Barómetro Sanitario del Ministerio de Sanidad para 2022 recogía que el 66% de la población gallega rechazaba que las médicas y médicos puedan compatibilizar el ejercicio público y privado, solo el 17% está a favor y el 74,5% considera que esta medida favorece el desmantelamiento del sistema público de salud.

15.5.2. Hermanos como gerentes del Sergas y de la patronal privada

No llegaba con las “puertas giratorias” para beneficiar al capital, es decir, personas que pasan de ocupar puestos en la Administración pública a directivos de empresas privadas, o viceversa. En Galiza se dio un paso más y personas de una misma familia controlan, al mismo tiempo, la sanidad pública y la privada. Estrella López-Pardo, designada gerente del Sergas en el Consejo de la Xunta de Galiza el 4 de agosto de 2022, es hermana de Manuel López-Pardo, gerente de AHOSGAL, Asociación de Hospitales de Galiza, patronal de la sanidad gallega.

La Asociación Gallega para la Defensa de la Sanidad Pública consideraba que estos dos cargos “evidencian las estrechas relaciones y los conflictos de intereses entre la administración sanitaria pública y la patronal de los hospitales privados. Una parte importante de los ingresos de la sanidad privada proceden del presupuesto público”. Manuel Martín, presidente de esta asociación, denunciaba “la connivencia y la más que estrecha relación de la Administración Gallega con la patronal privada, rechazable desde una perspectiva ética y estética, que explica la estrategia de desmantelamiento del sistema sanitario público por parte del PP, que tiene como objetivo fundamental a potenciación del sector empresarial hospitalario y la privatización”.

15.6. Recortes en la enseñanza pública y más ayudas para la privada

La CIG, sindicato mayoritario en la enseñanza, denunciaba que para el curso 2022-2023 la Xunta suprimía 59 unidades (33 de Infantil y 26 de Primaria) con respecto al curso anterior, que se traducía en 100 docentes menos, que la Xunta justificaba por el descenso del alumnado matriculado. La CIG señalaba otros factores: “La Consejería de Educación sigue adelante con la política de desmantelamiento de la educación pública, que antepone criterios economicistas a la calidad de la educación. Va a redundar en la masificación de las aulas, debido al incremento de las ratios y a la imposibilidad de realizar desdobles. La Xunta debería aprovechar la bajada de población en edad escolar para rebajar las ratios y reducir el horario lectivo del profesorado y no como una posibilidad de ahorrar dinero.

15.6.1. La educación que deja el PP

Número de docentes: el informe Datos y cifras de la enseñanza no universitaria de la consejería de Educación señalaba que en 2009 había 31.375 docentes y en 2022 eran 30.534, es decir, 841 menos, a pesar de que el alumnado aumentó en 20.000.

Pérdida de poder adquisitivo: desde 2010 hasta 2021 el salario del profesorado de centros públicos bajó un 15,44%.

Gasto educativo: El último presupuesto del gobierno bipartito recogía 2.423 millones para Educación (hoy representarían 2.968 euros, toda vez que el IPC subió un 22,5% de 2009 a 2022, según el INE), mientras en 2023 era de 2.796 millones, es decir, un descenso de 172 millones de euros entre 2009 y 2023. El gasto educativo anual por habitante de Galiza fue de 955 euros, cuando la media estatal era de 1.055; Euskadi 1.489 y Nafarroa 1.294 euros. Por detrás de Galiza solo quedaban Castilla-León (958), Madrid (938) y Asturias (899 euros), según datos de 2021 de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIREF).

Bolsas y ayudas a la educación: La Xunta bipartita dedicaba 35 millones de euros a bolsas y ayudas a la educación en 2008. En el curso 2019-2020 con Feijóo de Presidente, pasaba a 14,4 millones, es decir, un 57% menos.

Enseñanza concertada: Los conciertos educativos pasaron de 3.836 aulas en 2008 a 3.967 en el curso 2021/2022. Los Presupuestos de la Xunta para estos centros concertados era de 250 millones de euros en 2009 a 306,04 millones en el curso 2022-2023, crecieron un 22,4%. Como contraste, durante el mandato de Feijóo el presupuesto destinado a la educación pública solo subió un 7,9% pasando de 1.754 millones de euros en 2009 a 1.893 en el curso 2021-2022. Comparando con otros países de la Unión Europea, mientras en el Estado español el 78,8% de los centros eran de titularidad pública y el 21,2% privada, en la UE el 81% son públicos, el 84% en Alemania y el 90% en los Países Bajos.

Educación Especial. La enseñanza privada también tuvo un trato privilegiado en la educación especial por parte de los gobiernos del PP. En 2009 había 241 unidades de Educación Especial: 140 públicas y 101 en centros privados. En el curso 2021-2022 las unidades públicas eran 164 (aumento de 24) y 204 las privadas (aumento de 103), según datos del Instituto Gallego de Estadística.

15.6.2. Movilizaciones contra los recortes y en defensa de la enseñanza pública

Fueron numerosas las movilizaciones en defensa de la enseñanza pública y recojo dos ejemplos. La Consejería de Educación pretendía reducir de 78 a 63 la plantilla docente del IES Punta Candieira de Cedeira (A Coruña) para el curso 2022-2023. El equipo directivo presentaba la dimisión por ese recorte injustificado porque había un incremento de la matrícula: pasaba de 39 a 54 en 1º de ESO y, globalmente, de 306 a 310 en la ESO. El Pleno municipal de Cedeira también rechazaba esa reducción del profesorado.

El consejero de Educación, Román Rodríguez, justificaba esa reducción en el Pleno del Parlamento de Galiza de 14 de setiembre de 2022 por razones “demográficas”. Una persona representante de la comunidad educativa del IES Punta Candieira era expulsada de la Cámara por interrumpir al consejero desde la tribuna diciendo “Eso es mentira”, y por llevar una camiseta reivindicativa. María Perna, portavoz de la Plataforma, declaraba que la reducción del profesorado provoca la supresión de clases de apoyo y refuerzo educativo, del aula de convivencia, del bachillerato de adultos, reducción de materias optativas y la subida de la ratio de alumnado por aula. Padres y madres se concentraban el 7 de setiembre de 2022 delante del instituto y el alumnado realizaba una sentada al día siguiente luciendo camisetas negras con el lema: “No a los recortes”. Por otra parte, recogían 2.000 firmas contra los recortes de profesorado.

En el CEIP Cruz del Sar de Bergondo (A Coruña) recogían firmas contra lo recorte injustificado de personal de Audición y Lenguaje. El PP rechazaba en el Parlamento de Galiza una Proposición no de Ley presentada por el BNG y apoyada por el PSOE para que se atiendan las demandas del equipo directivo, claustro, familias y corporación municipal (incluido el PP) para reforzar el profesorado de apoyo para atender el alumnado con necesidades especiales. Mercedes Queixas, diputada del BNG, acusaba a la Xunta de recortar este curso dos plazas, una de primaria y otra de Pedagogía Terapéutica.

15.6.3. Autorización ilegal de la universidad privada promovida por Abanca

Pregunta: ¿puede autorizar la Xunta una universidad privada incumpliendo la ley?

Respuesta: depende.

Pregunta: ¿y de qué depende?

Respuesta: de quién la solicite.

En este caso el solicitante era Abanca, un banco venezolano con muy buenas relaciones con el PP. Recordemos que Feijóo regaló a Banesco las cajas de ahorros gallegas y que después de aprobar el Consejo de la Xunta de 27 de julio de 2022 la autorización de la Universidad Intercontinental de la Empresa (UIE), el presidente Alfonso Rueda asistía pocos días después, el 30 de julio, a una romería internacional en O Carballiño, invitado por Juan Carlos Escotet, presidente de Abanca y dueño de Banesco.

UIE iniciaba su actividad en los campus de A Coruña y Vigo en el curso 2022-2023, siendo Miguel Ángel Escotet el rector (primo de Juan Carlos Escotet), y ofertando seis titulaciones en dos facultades, de Administración de Empresa y Derecho, y de Ingeniería y Tecnología Empresarial: cuatro grados y dos másteres. Estas titulaciones ya están presentes en las universidades públicas de Santiago, Vigo y A Coruña.

No se cumple, por tanto, el artículo 13 del Sistema Universitario de Galiza (SUG): “El catálogo de titulaciones ofertadas [en nuevos centros universitarios] deberá ser complementario y no reiterativo respecto de las titulaciones preexistentes y consolidadas en el SUG, y se valorará especialmente su conexión con nuevas ramas surgidas en el campo científico y con nuevas necesidades profesionales”. Los tres rectores de las universidades gallegas denunciaban que esta universidad privada duplicaría titulaciones ya existentes y que la oferta actual en el sistema público es suficiente y solo precisa de una mayor financiación.

Por otra parte, estas titulaciones se imparten en español e inglés, excluyendo la lengua gallega como vehicular, que contradice lo señalado en la Ley el SUG: “El gallego y el castellano son las lenguas propias de las universidades [...] el gallego, como lengua propia de Galiza, es la lengua de uso normal en las actividades de las universidades”.

15.7. Agresión a la lengua gallega

La Xunta de Feijóo tuvo una actitud beligerante contra la promoción del gallego. La partida en los Presupuestos de la Xunta pasaba de 21,5 millones de euros en 2009 con el gobierno bipartito (PSdeG-BNG) a 6,7 millones en los presupuestos de la Xunta del PP para 2015. Por otra parte, la partida destinada a ayudas para los equipos de normalización del gallego de los centros de enseñanza pública descendió desde la llegada del PP a la Xunta de Galiza, según la CIG. En los cursos 2009-2010 y 2010-2011 la Consejería de Educación asignaba 800.000 euros, que se reducían a 500.000 euros en 2011-2012, que pasaba a 300.000 euros en el curso 2014-2015.

Las ayudas a los ayuntamientos para normalizar el idioma propio de Galiza sufrían un importante recorte y los 520.000 euros de 2012, quedaron reducidos a 245.000 euros en 2015. El PP reducía también en un 80% la dotación para bibliotecas de libros en gallego. Como contraste, la Xunta destinaba 300.000 euros para un polémico vídeo de promoción de Galiza del cantante Enrique Iglesias.

15.7.1. Rotura del consenso

El Decreto 79/2010 de 20 de mayo para el plurilingüismo en la enseñanza universitaria de la Xunta de Feijóo, rompía el consenso existente entre todas las fuerzas políticas de Galiza. El Plan General de Normalización de la Lengua Gallega, elaborado por 200 especialistas, era aprobado por unanimidad el 21 de septiembre de 2004. Un decreto del gobierno bipartito de 2007 establecía que en la enseñanza el 50% de las materias deberían impartirse en gallego. El PP ya anunciaba en su programa electoral para las elecciones autonómicas de 2009, que derogaría esa norma si ganaba las elecciones, cosa que hizo, introduciendo un tercero idioma, el inglés, que reducía las materias impartidas en gallego al 33%, lo mismo que para el español o inglés. Más de 5.000 profesoras y profesores se declararon en rebeldía contra ese decreto.

Esas medidas de Feijóo contra el gallego provocaron una importante movilización cívica de rechazo ante la iniciativa de la encuesta de la Consejería de Educación para conocer la opinión de los padres y madres sobre el uso del gallego en los centros de enseñanza, así como la reducción del uso del gallego para impartir las distintas áreas del currículum. Crítica unánime de todos los sindicatos, Federación de Madres y Padres de Centros Públicos, Colegio Oficial de Psicólogos de Galiza, Instituto de la Lengua Gallega, Coordinadora Gallega de Equipos de Normalización y Dinamización Lingüística de toda Galiza, directores de centros de enseñanza, Mesa por la Normalización Lingüística, Real Academia Gallega. También los Departamentos de Filología de las tres universidades gallegas criticaban duramente al gobierno de Feijóo: “El primero de la historia de la democracia que legisla en contra de la lengua del país y que gobierna y actúa según intereses ajenos a Galiza”.

15.7.2. Consejo de Europa y Real Academia Gallega denuncian la política de la Xunta de Feijóo

Un grupo de expertos lingüísticos del Consejo de Europa visitaban Galiza, entrevistándose con autoridades de la Xunta y el informe elaborado señalaba su preocupación por la reducción gradual del gallego en la enseñanza y el efecto negativo de prohibir expresamente que determinadas áreas puedan impartirse en gallego, añadiendo que la educación infantil en gallego solo estaba presente en el 6,57% en las siete ciudades gallegas. El informe, hecho público en octubre de 2012, concluía que las medidas tomadas por el PP desde que Feijóo gobernaba, van en contra de lo acordado en 1992 por los Estados firmantes de la Carta Europea de las Lenguas Minoritarias. Estos expertos recordaban el compromiso de los Estados de ofertar “educación enteramente o esencialmente en gallego para aquellos alumnos cuyos padres así lo deseen”. Al mismo tiempo, rechazaban la supresión de las Galescolas (escuelas infantiles de 0 a 3 años).

Por su parte, la Real Academia Gallega (RAG) consideraba que el llamado decreto de plurilingüísmo “perpetúa la situación de inferioridad de la lengua gallega” y que está “en abierta contradicción con la Ley de Normalización Lingüística”. Presentaba un recurso contra el citado decreto ante el Tribunal Superior de Justicia de Galiza (TSJG), que en 2012 anulaba dos de los artículos: el 5.2 sobre la consulta a los padres y madres del alumnado sobre la lengua que preferían para sus hijos; y el artículo 12.3 que daba libertad al alumnado para utilizar gallego o castellano independientemente del idioma en el que se impartiese la materia.

Después de que tanto el Tribunal Supremo como el Constitucional rechazasen otros dos recursos, la RAG anunciaba en marzo de 2016 que presentaría un recurso contra el decreto de plurilingüísmo ante el Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo. El presidente de la RAG, Xesús Alonso Montero, apuntaba que se precisa otro gobierno para salvar el gallego: “El Partido Popular no vino al mundo para salvar la lengua gallega”. Para que la situación del idioma cambie “sería preciso que algún día gobiernen otras fuerzas”.

15.7.3. Movilización cívica promovida por Queremos Galego

Coincidiendo con el Días de las Letras Gallegas de 2015, miles de personas participaban en una manifestación en Compostela, convocada por Queremos Galego. El manifiesto decía, entre otras cosas:

La Xunta de Galicia tiene que defender la lengua no solo porque es su deber, sino también porque es el principal factor de cohesión social y de unidad, y porque ningún pueblo puede progresar de espaldas a su idioma.

El futuro del gallego, nuestra más importante señal de identidad colectiva, es una demanda social, la de nuestra existencia colectiva, que los gobiernos deben oír y atender para actuar. La garantía de futuro de nuestro país es el gallego.

Queremos gallego, y nos activamos como sociedad para tenerlo y reponerlo en las calles, en las escuelas, en los parques, en los centros de trabajo, en los medios de comunicación, en la música, en la literatura, en la salud, en la justicia y en la administración. Queremos gallego y precisamos pasos adelante, no retroceder sobre los acuerdos, para revertir por fin un proceso de sustitución lingüística que nos debilita y nos limita como país.

Por eso estamos en las plazas y calles de Galiza, para decir bien alto: Queremos Gallego. Queremos Galiza con futuro!

15.7.4. Encuesta del INE

Una encuesta del Instituto Nacional de Estadística (INE) sobre el uso del gallego, realizado en 2021 y publicado en diciembre de 2022, recogía el importante retroceso en los últimos años, sobre toda en la juventud. Diez años antes el Instituto Gallego de Estadística (IGE) publicaba que el 43% de la población era monolingüe en gallego. En 2018, según el IGE, el gallego era mayoritario para algo más de la mitad de la población y el 21,5% era monolingüe. Una nueva encuesta del INE, que complementa la actualización del censo del 2021, situaba el gallego por debajo del castellano con 25.000 personas menos en el número de hablantes.

Las personas gallegohablantes son minoría en todos los segmentos de edad, excepto en los mayores de 60 años. En menores de 20 años hay 232.757 que se expresan a diario en castellano; 64.265 en gallego y 76.193 emplean los dos idiomas indistintamente. En porcentaje, para menores de 20 años el 59% tienen como primera lengua el castellano, el 16,4% el gallego y el 19,4 indistintamente. Para mayores de 60 años, el 57% tiene cómo primera lengua el gallego, el 26,6% el castellano y el 15% castellano o gallego. En esta última franja el gallego cuenta con cerca de medio millón de usuarios, más del doble que en castellano.

Marcos Maceiras, presidente de la Mesa por la Normalización Lingüística de Galiza, considera que esta situación es “reversible” e insta a la Xunta a impulsar una política lingüística que “garantice la presencia y la posibilidad de usar el gallego en todos los espacios”. Y reclamaba que suspenda el llamado Decreto de Plurilingüismo en la enseñanza porque contribuyó a la pérdida de gallegohablantes.

Para Ana Pontón, portavoz nacional del BNG, “estos datos demuestran que la política lingüística del PP supone un ataque directo para el presente y el futuro del gallego”. Denunciaba que ese Decreto vulnera la Ley de Normalización Lingüística y propicia las quejas de padres que ven como “sus hijos y hijas entran por la puerta de la escuela hablando gallego y salen hablando castellano”. Acusaba a Feijóo de “romper desde 2007 el consenso para regular el uso de la lengua propia en las aulas” y proponía “devolverle al gallego su papel protagonista en la enseñanza, acabar con la nefasta realidad de tener una escuela pública desgaleguizadora y usar los medios públicos para generar contenidos para la infancia y la adolescencia”.

El Presidente Rueda, que no mostraba preocupación por estos datos del INE, manifestaba que la Xunta tiene que “facilitar” la “cordialidad lingüística” que hay en Galiza. El reto para el idioma propio pasa para Rueda por “incorporar el gallego a las nuevas tecnologías”.

Se reducía la partida dedicada a la promoción de la lengua, y el Consejo de Europa reprendía al Estado español en marzo de 2022 con un documento que urgía a actuar para suprimir las limitaciones a la enseñanza en gallego. Advertía que la distribución de las lenguas entre las materias escolares “no es equitativa” y que el gallego está presente “solo en una parte de los centros de educación infantil”. También alertó de la necesidad de incrementar el material didáctico en la lengua propia.

Como contraste, los presupuestos del Gobierno Vasco para 2023 dedicaban 148,5 millones de euros para la promoción del euskera: 72,5 para normalización lingüística, 10,8 para normalización de la Administración Pública y 64,2 millones de euros para la euscaldunización del sistema educativo.

15.7.5. El PP contra el uso del gallego

El PP rechazaba en el Parlamento Gallego las iniciativas para frenar la pérdida de gallegohablantes y votaba en contra de una proposición no de ley presentada en diciembre de 2022 por Mercedes Queixas, diputada del BNG, que demandaba de la Xunta “diseñar, desde el consenso”, un plan para revertir la actual situación y “conseguir que la ciudadanía tenga garantizada la posibilidad de vivir en gallego en todos los ámbitos, si lo desea”. Queixas emplazaba al PP a “trabajar en positivo” a favor del idioma propio de Galiza y criticaba la actitud de una Xunta “que se niega a escuchar” a las instituciones –“como la Real Academia Gallega, el Consejo da Cultura Gallega y el Consejo de Europa– y que ejerce como “partido de la imposición de la ignorancia lingüística”. La iniciativa tuvo el apoyo del PSdeG, pero el PP cargaba contra el BNG por estar “siempre con la misma matraca” respecto a la lengua gallega. Moisés Rodríguez, diputado del PP, manifestaba que “estamos en España” y acusaba al BNG y PSdeG de “atacar a las personas que deciden ser plurilingües y no sucumbir al nacionalismo gallego”.

Rueda siempre tuvo una posición política contra el gallego y las políticas de normalización lingüística y estaba en primera línea en la manifestación en Compostela en febrero de 2009, semanas antes de las elecciones, convocada por Galicia Bilingüe contra la “Imposición del gallego”. Ya como presidente de la Xunta, se posicionaba el 14 de septiembre de 2023 en contra del uso de la lengua gallega en el Congreso: “En España hay una lengua común que es el castellano y no es necesario usar un pinganillo para entenderse”. Ana Pontón acusaba a Rueda y Feijóo de “desprecio y traición a nuestro idioma”. Finalmente, el Congreso aprobaba el 21 de septiembre de 2023 la modificación del reglamento de la Cámara Baja para poder usar las lenguas cooficiales (catalán, gallego y euskera) en toda la actividad parlamentaria con el voto en contra de PP, Vox y UPN.

Por otra parte, sobre cincuenta personalidades de Galiza difundían el manifiesto “Queremos gallego, también en el Congreso”, que criticaba la actuación del PP. Entre las firmantes estaban: Víctor Freixanes, presidente de la Real Academia Gallega; Henrique Alvarellos, presidente de la Asociación Gallega de Editoriales; escritoras/es como Manuel Rivas, Ledicia Costas, María Reimúndez y Suso de Toro; el grupo musical Tanxugueiras, el director teatral Quico Cadaval, el actor Xosé A. Touriñán, la actriz Paula Carballeira y el músico Xabier Díaz, entre otras.

La mayoría absoluta del PP en el Senado rechazaba una iniciativa de Junts para reformar el reglamento de la Cámara Alta e que se pudiese extender el uso del gallego, euskera y catalán a toda la actividad parlamentaria, como en el Congreso, incluidas las comisiones, la presentación y publicación de las iniciativas, así como los textos registrados por instituciones y la ciudadanía. Sucedía esto el 21 de febrero de 2024, pocos después de las elecciones gallegas del 18-F, cuando en la campaña electoral Paula Prado, secretaria general del PP de Galiza, presentaba a su partido como “galeguista”.

15.8. Pésima gestión de la pandemia de Covid-19

Entre el 8 de marzo de 2020, que se produce la primera muerte de la pandemia, hasta el 2 de diciembre de ese año, fallecieron 1.247 personas en Galiza de Covid-19 y de ellas 509 correspondían a residencias, bien en las propias instalaciones o en centros sanitarios, según datos de la Xunta: 480 (94,3%) eran usuarias de centros a cargo de entidades privadas, que incluye tanto las de titularidad privada como los públicos gestionados mediante concesión, y las 29 restantes (5,7%) correspondían a cinco geriátricos gestionados directamente por la Xunta176.

DomusVi –grupo heredero de las residencias de mayores que controlaban las antiguas cajas de ahorros gallegas– concentraba el mayor número de fallecimientos con 161 (31,6%) en 12 de las 21 residencias que tenía en Galiza, seguida de la Fundación San Rosendo con 121 muertes (23,8 %) en 11 geriátricos. Estas dos empresas acumularon el 55,4 % de los fallecimientos, cuando el número de plazas es solo del 36,4%: 4.600 plazas (20,9%) en la DomusVi y 3.156 plazas de mayores gestionadas en la San Rosendo (15%), según datos de la Memoria de 2020. Muy lejos de esas cifras, Hermanitas de los Ancianos Desamparados tuvieron 23 fallecidos, y 16 Ballesol. Los centros con más fallecidos –41 cada uno– fueron Sarquavitae San Lázaro de Santiago, del Grupo DomusVi, y la Residencia Los Gozos de Pereiro de Aguiar (Ourense), de la Fundación San Rosendo.

Entre las empresas privadas y fundaciones gestionan en Galicia el 76,8% de las plazas de residencias, pero tuvieron el 94,3% de los fallecimientos en la pandemia, es decir casi 20 puntos más. Todos estos datos fueron publicados por praza.gal, después de una dura batalla por conseguir información, en cumplimiento de la Ley de Transparencia. DomusVi encabezó esa negativa a dar información pero, finalmente, podemos tener esos datos porque una sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galiza, con fecha 23 de mayo de 2022, rechazaba los recursos de varias empresas –Geriatros SA, Quavitae Servicios Asistenciales SAU, Sar Residencial y Asistencial SA, Geriátricos del Principado SA y Gero Vitalia SL– y evaluaba una resolución de la Consejería de Política Social por la que se concedía el acceso a los datos.

La Asociación Gallega en Defensa de la Sanidad Pública denunciaba que los antecedentes de las graves consecuencias de la pandemia de Covid-19 hay que situarlos en la política de recortes y privatización: reducción del presupuesto de sanidad en más de 1.000 millones de euros; pérdida de 800 camas en los complejos hospitalarios entre 2010 y 2014; tenemos 3,33 camas por 1.000 habitantes cuando la media comunitaria es de 5,04; en las UCI de Galiza hay 5,92 camas por 100.000 habitantes y 8,28 en el Estado español; reducción de 1.121 plazas de personal sanitario. Por otra parte, faltaban equipos de protección de trabajadoras y trabajadores y el 28 de abril de 2020 aún hubo concentraciones de trabajadoras reclamando pruebas de la COVID-19 a todo el personal y el 16 de mayo había 2.066 positivos177.

La Xunta de Galiza tuvo una actuación irresponsable en las residencias para mayores, ya que conocía desde 2017, cuando menos, las graves deficiencias de las residencias privadas, según informe del Consejo de Cuentas. Después de detectarse el primer caso en la residencia de Celanova, un mes después aún había 39 positivos y las familias denunciaban que “siguen sin disponer de personal médico y de enfermería residente”. En la residencia DomusVi San Lázaro de Santiago la Xunta tardó cuatro días en autorizar la hospitalización de residentes, según la propia directora, finalmente trasladados a HM Rosaleda. El gobierno de Feijóo rechazó el traslado a centros hospitalarios de grandes dependientes. La asociación de familiares informaba que en esa residencia hubo 37 trabajadoras positivas y, de 150 personas residentes, 116 quedaron infectadas. La Xunta daba una cifra oficial de 22 fallecidos, cuando fueron 53 porque “no contaron los que dejaron morir en la residencia” (223 en toda Galiza, que no fueron hospitalizadas).

El personal sanitario que criticó la actuación de la Xunta fue represaliado. Así, fue cesada una jefa de servicio de Vigo y represaliado el director de la residencia de mayores de Molgas, que declaraba: “La Xunta actuó tarde y mal porque hay que detectar de forma precoz los casos positivos en la residencias, que no son hospitales y hay que derivar esos enfermos a centros donde se les ofrezca atención sanitaria”.

Las residencias privadas son un gran negocio, en connivencia con la Xunta, controlado por fondos de inversión extranjeros. Hay 247 residencias para mayores con 16.431 plazas (77,21%) y solo 74 públicas con 4.838 plazas (22,8%). DomusVi (su máxima responsable Josefina Fernández recibía en 2016 de Feijóo la Medalla de Oro del Círculo de Empresarios de Vigo), tiene 21 centros en Galiza y declaró un beneficio de 197 millones de euros en 2017. La Fundación San Rosendo, patrocinada por el obispado de Ourense, con 67 centros y 3.600 plazas, está dirigida por personas próximas al PP y recibía de Fraga la Medalla Castelao. El 45% de las fallecidas por Covid-19 (620) son de residencias para mayores. La precariedad laboral en las privadas y tener como objetivo la consecución de beneficios, provocaba que estos centros fuesen los más afectados por la pandemia.

Las elecciones para el Parlamento Gallego se celebraron el 12 de julio de 2020 y Feijóo convirtió la CRTVG en su principal aparato de propaganda con más de 40 comparecencias o “mítines” desde la declaración del estado de alarma. El Comité Intercentros de la CRTVG denunciaba la “manipulación informativa”, calificando la cobertura de la pandemia como “un irresponsable y chapucero ejercicio de precampaña electoral al servicio del candidato Feijóo”.

Después de la pandemia el número de fallecidos por la Covid-19 en residencias privadas estaba sin concretar por el oscurantismo de las empresas propietarias o que gestionan las residencias, y de la propia Xunta. Las familias acusaban a la Xunta de falsear a la baja las muertes en las residencias durante la gestión de Feijóo. La consejería de Política Social, que se había negado a dar información sobre los fallecimientos en cada centro de mayores de Galicia durante la pandemia, aseguraba que entre marzo y noviembre de 2020 murieron 509 personas en las residencias, pero la Federación Gallega de Asociaciones de Familiares y Usuarias de Residencias de Mayores y Dependientes (RED) aseguraba que fueron 569, como mínimo.
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16. Desmantelamiento del sistema sanitario gallego

16.1. El legado de Feijóo

El triste legado de Núñez Feijóo para la Sanidad Pública Gallega178 titulaban Luisa Lores Aguin y Manuel Martin García, de la Federación de Asociaciones para la Defensa de la Sanidad Pùblica, el balance de los 13 años de Feijóo como presidente de la Xunta, que acababa con esta conclusión: “Feijóo no es un gestor sanitario, sino un comercial. Deja un sistema sanitario descapitalizado y privatizado, sin los recursos necesarios para ofertar una atención primaria de calidad, con unas listas de espera intolerables. Feijóo fragmentó el Servicio Gallego de Salud (SERGAS) y lo vendió a multinacionales extranjeras, que controlan los servicios estratégicos y los datos sanitarios más sensibles de la población gallega, a cambio de un endeudamiento progresivo del Sergas”.

Feijóo es el peón de la privatización sanitaria de la derecha española con una larga trayectoria que comienza como Secretario General de la Consejería de Sanidad de Romay Beccaria de la Xunta de Galiza (1991-1996). Inicia la gestión privada de la sanidad pública, cinco años después de la aprobación de la Ley General de Sanidad en 1986, a través de las llamadas fundaciones sanitarias que transformaban los hospitales públicos en empresas. Este sistema es exportado al conjunto del Estado con Romay Beccaria como Ministro de Sanidad y Feijóo como presidente del INSALUD (1996-2000).

Desde su elección como presidente de la Xunta en 2009 la política sanitaria de Feijóo tuvo como objetivo desmantelar, debilitar y privatizar el sistema sanitario público gallego y beneficiar al lobby de las multinacionales farmacéuticas y de tecnologías sanitarias, facilitando su negocio a cargo de los fondos públicos. Estas son algunas de las medidas que tomó para conseguir ese objetivo: recorte de los recursos sanitarios públicos del sistema; reducción de la atención hospitalaria, incrementando las listas de espera; desmantela la Atención Primaria; privatiza los recursos estratégicos del SERGAS; cede parcelas rentables de la gestión clínica a las multinacionales, modificando la Ley Gallega de Salud para blindar el control del sector empresarial sobre el Servicio Gallego de Salud; política de personal irracional y corrupta.

El envejecimiento del personal sanitario es un grave problema. Además, faltan profesionales y los médicos marchan de Galiza. El 15,9% de los facultativos de los centros de salud de Galiza superan 64 años, según datos del Servicio Gallego de Salud (SERGAS). Desde 2010 hasta 2022 más de 1.200 médicos gallegos pidieron en los colegios profesionales el certificado de idoneidad que les permite trabajar en el extranjero, una media de cien por año y entre 2020 y 2021 un total de 170 médicos pidieron este aval. La cifra es muy superior a la de médicos extranjeros que vinieron a trabajar a Galiza, que fueron 300 entre 2017 y 2022.

La raquítica sanidad pública que deja Feijóo tras 13 años de Gobierno179, titulaba su artículo el periodista José Cardona:

Alberto Núñez Feijóo transmite estabilidad como candidato alternativo a la izquierda, aunque sus recetas no difieren demasiado del neoliberalismo instalado por Esperanza Aguirre en Madrid y heredado por Isabel Díaz Ayuso. A su paso deja instalado un profundo y enraizado proceso de privatizaciones sanitarias en Galicia.

Recién nombrado presidente de la Xunta de Galicia, Feijóo bloqueó el Plan de Mejora de la Atención Primaria lanzado por la anterior administración. La aspiración de ese paquete de medidas contemplaba la creación de 66 centros de salud. Finalmente solo se inauguraron tres.

La plataforma SOS Sanidad Pública, analiza el legado de Feijóo: “Se introdujeron recortes aprovechando las jubilaciones anticipadas, al no reponerlos se perdieron plazas. Cerraron centros de salud en el entorno rural y después redujo el presupuesto de la Atención Primaria, que aquí está en torno al 11%”. En Galicia no se cubren ni el 10% de las jubilaciones.

Una de las formas habituales de la derecha para llevar a la empresa privada terreno de lo público es elaborar contratos con los que externalizar la gestión de departamentos e instalaciones. Bajo esta estrategia se ha levantado en Galicia el Hospital Álvaro Cunqueiro de Vigo; se firmó un concierto (criticado por su falta de transparencia) con el Hospital Povisa, prorrogado por contrato por 12 años; se externalizaron los servicios del Laboratorio Central de Galicia a UNILABS (misma empresa a la que recurre el PP en Madrid); multinacionales como IBM o Indra están a cargo de la receta electrónica o el servicio de citas; y la Fundación Ramón Domínguez tiene a su cargo los Institutos de Investigación Biomédica de los principales hospitales del Sergas.

En líneas generales, durante el mandato de Feijóo se ha producido un incontestable aumento de la concentración del sector privado, que en 2019 contaba con el 23,4% de las camas hospitalarias y asumía el 25% de los ingresos hospitalarios y el 27% de las urgencias.

El periodista Juan Oliver valoraba así la actuación de Feijóo en su artículo La sanidad colapsa en Galicia con suspensión de citas en primaria y 40.000 operaciones pendientes180:

Antes de marchar para Madrid Feijóo deja una sanidad en Galicia que provoca un colapso en verano de 2022, según denunciaban BNG, PSOE y las asociaciones de defensa de la sanidad pública, por falta de personal y materiales, consecuencia de la política de recortes aplicados por los gobiernos de Feijóo que continúan con Alfonso Rueda, nuevo presidente de la Xunta.

Una mujer moría en el aparcamiento del Punto de Atención Continuada (PAC) de Baltar (ayuntamiento de Sanxenxo-Pontevedra), el 6 de agosto de 2022 donde tuvo que ser trasladada en coche por su pareja porque desde el SERGAS indicaron que no tenían ambulancias disponibles. No es un hecho aislado de falta de asistencia porque el 4 de agosto de 2021 un hombre moría en A Estrada (Pontevedra) ahogado en su propio vómito porque el único médico de guardia estaba fuera atendiendo una urgencia

La situación de Sanxenxo (pasa de 17.000 habitantes a más de 100.000 en verano), es crítica, como denunciaban asociaciones que defienden la sanidad pública. En el centro de salud de Vilalonga no hay médicos, ni enfermeras/os y el de Baltar solo tiene la mitad de la plantilla. Con esta falta de personal el SERGAS decidía suspender las consultas y que solo atendiesen urgencias y desplazamientos, que era anunciado así: “Debido a la falta de médicos en el Centro de Salud de Baltar, desde el 17 al 31 de agosto no se darán citas médicas”.

Iria Carreira, médica y portavoz de sanidad del BNG, denunciaba el “caos sanitario” y exigía la comparecencia del presidente Alfonso Rueda en el Parlamento Gallego. Denunciaba la existencia de más de 40.000 pacientes esperando por una intervención quirúrgica y más de 85.000 por una prueba diagnóstica. El BNG proponía un plan de choque para la atención primaria, dedicando 200 millones de euros para acabar con la precariedad laboral, convocar todas las plazas vacantes en el SERGAS y desarrollar las carteras de servicios de cada especialidad, incorporando nuevas especialidades que contribuyan a descongestionar la atención primaria.

Para Manuel Martín, portavoz de SOS Sanidad Pública, este caos sanitario se debe a las “políticas de desmantelamiento, recortes, falta de recursos y abandono de la atención primaria. Hay una enorme dificultad de la población para acceder a los centros de salud”.

16.2. Datos del desmantelamiento

Estos son algunos datos, recogidos por el periodista Xacobe Ferreiro181:

Camas hospitalarias. Galiza perdía 763 camas hospitalarias desde el gobierno PSdeG-BNG (2005-2009), según el Instituto Gallego de Estadística, pasando de 10.581 camas en 2009 a 9.818 en 2022. En 2021 el Sergas contaba con una media de 3,3 camas por cada 1.000 habitantes, cuando la Organización Mundial de la Salud (OMS) establece un mínimo de entre 8 y 10 camas por cada 1.000 habitantes, Alemania tiene 8 y Cuba 11,4. Jesús Vázquez Almuíña, consejero de Sanidad en el Gobierno de Feijóo manifestaba en uno Pleno del Parlamento de Galiza en junio de 2916 que “las camas son importantes en los hoteles, pero no tanto en los hospitales.

Plazas de Unidad de Cuidados Intensivos (UCI). La pandemia dejó en evidencia la importancia de contar con un sistema de salud con una cobertura suficiente de plazas de UCI. Galiza tiene una ratio de 5,92 plazas de UCI por cada 100.000 habitantes, 2,30 por debajo de la media del Estado.

Personal médico. El Sergas dispone de 469 médicos por cada 100.000 habitantes, que coloca a Galiza en la cola del Estado español, por debajo de la media estatal (499) y solo por delante de Melilla (353), Ceuta (379), Castilla-La Mancha (396) y Andalucía (432). Según los datos del Instituto Gallego de Estadística, Galiza contaba a 31 de diciembre de 2021 con 2.665 médicos de Atención Primaria, 46 menos que en 2020. En este nivel sanitario se recortó la inversión pública en dos millones de euros en el último ejercicio presupuestario, registrando una caída de 7,5 puntos en relación con 2008 (gobierno PSOE y BNG).

El último informe del Consejo Económico Social (CES) señalaba que “los últimos presupuestos [se refiere a 2022] ahondan en el deterioro de los recursos de la Atención Primaria, caracterizada por la pérdida de peso dentro del total sanitario desde la crisis del año 2008” y reclamando que “dadas las importantes carencias detectadas en los últimos años, el CES considera que es fundamental, para revertir esta tendencia, dotar la Atención Primaria de recursos, tanto de personal como materiales suficientes”.

Personal de Atención Primaria. Hay 1.000 plazas sin cubrir y un 50% de los facultativos tienen más de 1.400 tarjetas de personas usuarias.

Listas de espera. Un total de 362.016 personas esperan por una cita hospitalaria, dentro de unas listas de espera que no dejan de crecer desde 2014, y 43.770 personas esperan una media de 78,2 días por una cirugía, 193.622 una media de 54,8 días por una consulta hospitalaria y 119.923 esperan por una prueba diagnóstica. El período medio de espera para 9.247 personas pendientes de una endoscopia está en 134 días para el conjunto del servicio gallego de salud, llegando en algunas áreas sanitarias, como Lugo-A Mariña-Monforte, a 226 días. Las pruebas radiológicas registran unos tiempos medios de espera para Galiza de 81,5 días. Sin embargo, el período medio de espera para una ecografía de mama es de 246 días en el área sanitario de Lugo-A Mariña-Monforte. El doctor Manuel Martín, portavoz de SOS Sanidad Pública, señala que “el número real de personas en lista de espera puede ser entre 30% y 60% superior a los datos oficiales de la Xunta”.

Para conseguir una cita en salud mental hay que espera un año, aproximadamente. El Movimiento Gallego de la Salud Mental señala que Galiza está a la cola del Estado en número de psicólogos clínicos, con 3,5 profesionales por cada 100.000 habitantes, frente a 5,7 de la media estatal y 18 de la UE.

Recortes presupuestarios en Atención Primaria. El presupuesto de la Xunta para Atención Primaria en 2009 era de 1.437 millones de euros (hoy equivaldrían a 1.839 millones con la subida del IPC de 28%). En 2023 era de 1.526 millones, es decir hubo un descenso de 313 millones entre 2009 y 2023. Galiza está en la cola en la inversión en Atención Primaria, destina 182,3 euros por habitante en 2022, solo por delante de Madrid (149,97) y las Islas Baleares (178,38), según datos del Ministerio de Sanidad.

Los presupuestos gallegos de 2019 han destinado a Atención Primaria 11,96% de la inversión sanitaria total. El porcentaje significa un gasto 2,20 puntos inferior a la media estatal, situada en 14,16 %; Esta cifra queda muy lejos de aquellos territorios con un gasto sanitario más elevado como Andalucía que alcanza el 18,01% del gasto sanitario tota y Extremadura el 16,06 %. Solo Madrid, con 11,21% de la inversión sanitaria total destinado a Atención Primaria, y las Islas Baleares, con 11, 21%, presentan un gasto inferior al gallego.

Compra de medicamentos. 36.100 personas residentes en Galiza no pudieron comprar en 2020 los medicamentos recetados por sus médicos. Según la Encuesta Europea de Salud de 2020, datos ofrecidos por el Instituto Nacional de Estadística, el número de gallegas y gallegos que no tienen recursos para comprar las medicinas prescritas, representa el 8,55% del total estatal.

Pediatras. En Galiza hay 7.674 niñas y niños que no tienen asignado pediatra o médico de referencia, según la Asociación Española de Pediatría en Atención Primaria (AEPap)182. Es un problema que afecta, principalmente, al rural, pero ya se nota en las ciudades. Disminuye el número de pediatras en el SERGAS, que pasa de 405 en el año 2004 a 310 en 2022 y 192 ayuntamientos carecen de pediatra. Estamos ante un problema estructural porque, según la AEPap, alrededor del 12% de las plazas están cubiertas por médicas y médicos de familia.

Otro problema, que se puede agravar en el futuro, es la edad de los especialistas en pediatría. La mitad de los pediatras actualmente en ejercicio van a estar jubilados en 10 años. Según la citada asociación, cerca del 75% de las pediatras en activo tienen más de 45 años, un 40% más de 55 años y un 25% supera los 60 años. Galiza necesitaría más de 100 especialistas en pediatría, pero parece que este servicio es considerado como un lujo por el PP y Estrella López-Pardo, Gerente del Servicio Gallego de Salud, manifestaba: “La gente debe entender que no podrá haber pediatra en cada centro de salud”183.

El Parlamento de Galiza aprobaba por unanimidad una propuesta de la diputada Iria Carreira, portavoz de sanidad del BNG, para dotar a los centros de salud de personal médico y enfermería especialista en pediatría para garantizar una asistencia sanitaria en Atención Primaria de todas las crianzas en edad pediátrica, independientemente de su lugar de residencia184. Reclamaba también dimensionar los servicios de urgencias pediátricas de los hospitales gallegos, específicamente del Hospital Álvaro Cunqueiro, con profesionales y recursos para finalizar con la situación de saturación y garantizar una atención digna y ágil a las crianzas. Dotar con atención pediátrica un Punto de Atención Continuada (PAC) de cada comarca del área Sanitaria, como mínimo, especialmente en el PAC de Pizarro, y dotar a Vigo de dos nuevos PAC en Coia-Navia y Teis, que incluya atención pediátrica. Medidas para garantizar el número de plazas MIR y Enfermero/a Interno Residente (EIR) en pediatría suficientes para cubrir el total de plazas para atender a la totalidad de crianzas gallegas, tanto en la Atención Primaria cómo Hospitalaria.

Enfermeras/os. Galiza tiene 517 enfermeras/os por cada 100.000 habitantes, la segunda por la cola (solo supera a Murcia, que tiene 463), según datos del Informe de Recursos Humanos de la Enfermería, elaborado por el Consejo General de Enfermería, referidos a 2021. La media del estado es de 625 y Navarra es la mejor con 926. En la Unión Europea habría 827 (1.824 en Bélgica). España necesitaría 95.000 enfermeras/os para equipararse con la UE185. Por otra parte, ese informe recoge datos preocupantes para el futuro: el 22,2% de las enfermeras de familia formadas en Galiza emigraron por malas condiciones de trabajo, falta de estabilidad laboral y de perspectivas de futuro; el 25,1% del personal de enfermería empleado en el sistema sanitario gallego supera los 62 años de edad.

Abandono de la salud mental. En la sesión de control del Parlamento de Galiza de 19 de octubre de 2020, Ana Pontón, portavoz del BNG, empezaba su intervención con un dato preocupante: “331 personas se suicidaron el año pasado, una tasa muy por encima de la media”. La sociedad gallega está al frente del consumo de psicofármacos y la Xunta “lleva trece años ignorando esta durísima realidad, dejando solas a miles de personas que, en muchos casos, no tienen más ayuda que una caja de prozac o lorazepam”. Pontón recordaba que Suecia cuenta con 50 psicólogos por cada 100.000 personas frente a los 5 que tiene Galicia. Finalmente, exigía una inversión de 21 millones de euros más en salud mental, aumentar esa cuota de psicólogos de 5 a 17 e incrementar el número de orientadoras/es en los centros de enseñanza186.

En Galiza había en 2022 alrededor de 10.000 personas a la espera de una primera consulta en salud mental187, cuando eran 8.000 en el año 2008 y 4.000 en el año 2004. Para hacer frente a este grave problema la Xunta adelantaba en 2020 que contrataría a 241 profesionales en cuatro años, cuando se precisaban 560. El SERGAS dispone de 124 psicólogas y psicólogos clínicos y 224 psiquiatras, insuficiente para atender las necesidades.

Galiza es la.segunda comunidad con más suicidios al año y líder en consumo de relajantes, somníferos y ansiolíticos. Según los datos de la Encuesta Europea de Salud de 2022, una de cada veinte personas sufre depresión en Galiza y para José Manuel Olivares, jefe del Servicio de Psiquiatría del área sanitaria de Vigo, alrededor de 90 % de las personas que muere por suicidio tienen antecedentes de una enfermedad mental tratable.

Servicio de urgencias. La CIG Salud denunciaba la situación de “colapso total” del servicio de urgencias del Complejo Hospitalario Universitario de A Coruña (CHUAC)188 con “más de 50 personas enfermas que a primera hora de la mañana se encontraban pendientes de cama en este servicio”.

“La Atención Primaria va mal porque no hay médicos, porque hay que esperar tres semanas por una cita. Los enfermos acuden entonces al hospital y es cuando colapsa el servicio”, explicaba María Formoso, secretaria comarcal de CIG Salud de A Coruña. Además, la CIG denunciaba que el resto de instalaciones del hospital están en una situación “deplorable”, con las plantas de hospitalización diseñadas para atender dos personas enfermas por habitación, convertidas en “habitaciones triples” con pacientes, familiares y personal sanitario trabajando en un espacio “reducido”.

Formoso advertía de la “falta de recursos” destinados a la Sanidad. “Debido a una falta de previsión por parte de la Administración, que además de no poner refuerzos en las categorías en las que hay personal disponible para su contratación, no emplea los recursos que posee en tiempo idóneo”. Esto supone que las profesionales de todas las categorías del hospital “se vean desbordados por el incremento del trabajo, siendo los refuerzos, en la mayoría de los casos, inexistentes”. La secretaria comarcal señaló que “el aumento de pacientes no solo afecta a la atención directa que reciben los propios pacientes, sino también al personal administrativo, de cocina, de limpieza y de lavandería”.

16. 3. Represión del personal sanitario

La represión es un arma que utiliza el PP contra trabajadoras y trabajadores que se atreven a criticar públicamente la situación de la sanidad gallega. Javier Castrillo, responsable del servicio de ginecología del Hospital de Verín y uno de los líderes de la movilización contra lo cierre del paritorio, fue expedientado por una disparidad de criterios con una compañera sobre lo traslado de uno niño al Hospital de Ourense, sucedida el 30 de noviembre de 2019. Ese mismo día una nueva manifestación de miles de personas recorría las calles de Verín para que no se cerrase el paritorio del hospital. El 30 de noviembre de 2020 la Plataforma en Defensa de la Sanidad Pública de la Comarca de Monterrei convocaba una concentración delante del hospital de apoyo a Javier Castrillo. Finalmente, la Xunta de Feijóo sancionaba al ginecólogo en junio de 2021 con dos días sin empleo y sueldo.

16.4. Opiniones y propuestas

Propuestas para un modelo de Atención Primaria en Galicia189, que presentaba Manuel Martín, presidente de la Federación de Asociaciones para la Defensa de la Sanidad Pública y portavoz de SOS Sanidad Pública, que eran un resumen de las que presentaron hace más de dos años en el Consejo Técnico de la Atención Primaria:

1. Incrementar los recursos humanos y presupuestarios. Estos recursos deberían provenir de los 500 millones de euros de los fondos europeos para la recuperación del sistema sanitario y de la AP después de la Covid.

2. Recuperar la capacidad de gestión de la AP liberándola de la subordinación a las gerencias y jefaturas de servicio hospitalarias. La Atención Primaria debería contar con gerencias propias dotadas de presupuesto propio y con capacidad para planificar de manera autónoma sus recursos y la distribución de los mismos de acuerdo a los problemas y necesidades de cada localidad o centro.

3. Cambiar la estructura de las Áreas Sanitarias. Carecen de capacidad para planificar y organizar una Atención Integral.

4. Desarrollar el modelo de Salud Comunitaria. Garantizar la participación social y profesional en las actividades de planificación y control de la Atención Primaria, creando y desarrollando los Consejos de Salud.

5. Desmedicalizar los Centros de Salud, mejorar la calidad de la atención e incrementar la eficiencia. Desmasificar las consultas que nunca deberían superar los 30 pacientes y ampliar el tiempo de consulta por encima de los 10 minutos. Acabar con las listas de espera estableciendo un máximo de 48 horas para recibir atención, de 24 horas en caso de las urgencias. Reforzar los servicios administrativos para facilitar la comunicación y las consultas telefónicas y telemáticas que deberían tener un carácter complementario.

6. Poner la Atención Primaria en el eje del sistema. Las actuaciones dirigidas a las enfermedades y problemas de salud (Procesos Asistenciales) deberían controlarse desde la Atención Primaria, elaborando protocolos de actuación comunes para la primaria y la hospitalaria.

El BNG presentaba 10 medidas para salvar la sanidad pública190: plan de choque de 200 millones de euros para atención primaria; aumento progresivo del presupuesto de ese servicio y recuperar sus gerencias; plan de choque para suprimir las listas de espera; ampliar la cartera de servicios en centros de atención primaria; garantizar equipos completos en todos los Puntos de Atención Continuada (PAC); atención pediátrica en todos los ayuntamientos; reabrir los consultorios cerrados en la pandemia y activar un plan de retorno; captación y fidelización del personal; dotar el servicio de transporte sanitario de vehículos y personal.

Ana Pontón, portavoz nacional del BNG, acusaba al PP de “voladura controlada” de la sanidad pública, provocando una precariedad laboral y que muchas profesionales de la sanidad marchen de Galiza. Instaba a Alfonso Rueda, presidente de la Xunta, a “dejar la soberbia, la prepotencia y de insultar a la ciudadanía que se manifiesta”.

16.5. La movilización cívica

La plataforma SOS Sanidad Pública convocaba una manifestación en Santiago para el 12 de febrero de 2023 y en los días previos entregaba por registro más de 50.000 firmas en apoyo a una Iniciativa Legislativa Popular (ILP). En el debate celebrado en el Parlamento de Galiza el 8 de febrero, Ana Pontón instaba al presidente Rueda a “pedir perdón a los gallegos y gallegas por poner en riesgo su salud tras 13 años de recortes y privatizaciones”. Rueda criticaba el apoyo a la manifestación de ayuntamientos y las diputaciones de Lugo, A Coruña y Pontevedra, y manifestaba: “para pagar autobuses sí hay dinero”.

La manifestación fue un éxito, ya antes de su celebración, porque el presidente Rueda tuvo que anunciar algunas propuestas, en un intento desesperado de desmovilizar a la ciudadanía, aunque sin concretar el presupuesto necesario: garantía de tres años de contrato para los médicos de familia salidos del MIR; 400 plazas fijas sin oposiciones para plazas de difícil cobertura; los médicos de familia tendrán garantizada agendas de 33 citas diarias ordinarias191.

Más de 25.000 personas, según la Policía Local, participaron en la multitudinaria manifestación “En la defensa de la sanidad pública”, que llenaron la plaza del Obradoiro, cifra que SOS Sanidad Pública concretaba en más de 50.000. El presidente Rueda estaba en la Feria del Cocido de Lalín. Ese mismo día más de 250.000 personas participaban en una manifestación en Madrid “contra el desmantelamiento y la privatización del sistema sanitario público” del gobierno de Isabel Díaz Ayuso.

El manifiesto leído al final de la manifestación denunciaba la “profunda crisis estructural, con un déficit importante de profesionales a consecuencia de los recortes en los presupuestos aplicados por los sucesivos gobiernos del Partido Popular. Los recortes en la sanidad pública matan y esta degradación es una estrategia deliberada para beneficiar los intereses de los fondos de inversión privada”. Señalaba que la Xunta de Alberto Núñez Feijóo y Alfonso Rueda como “única responsable del deterioro de la atención pública en beneficio de la sanidad privada”192.

Se celebraron numerosas movilizaciones por toda Galiza en defensa de la sanidad pública durante los 15 años de la Xunta del PP. Esta es solo una muestra con los titulares de prensa:

SANTIAGO

Masiva protesta contra los recortes y privatizaciones en la Atención Primaria (El Correo Gallego, 15-11-2021).

COMARCA DE VALDEORRAS

Miles de personas claman en la calle contra el desmantelamiento del Hospital de Valdeorras (Nós Diario, 28-11-2021).

A CORUÑA

Cientos de personas se manifiestan en A Coruña para exigir más personal sanitario ante la sobrecarga de trabajo (La Opinión, 20-1-2022).

VIGO

Avalancha ciudadana por las calles viguesas para clamar por una Atención Primaria digna (Faro de Vigo, 13-5-2022). [Participación de 20.000 personas]

MOAÑA

Una inmensa marea blanca entre Moaña y Cangas clama por la mejora de la sanidad pública (metropolitano.gal, 5-6-2022). [Participación de 8.000 personas].

COMARCA DE BARBANZA

Barbanza sale a la calle contra los recortes en la Primaria (Nós Diario, 15-7-2022).

COMARCA DE SALNÉS

Manifestación histórica en Vilagarcia: miles de personas claman por una sanidad de calidad (Faro de Vigo, 14-10-2022).

ÁREA DE PONTEVEDRA

Frente común de Alcaldías contra el colapso sanitario (Nós Diario, 19-1-2023).

COMARCA DE A MARIÑA (LUGO)

A Mariña reclama una sanidad próxima y de calidad (Nós Diario, 20-1-2023).

SANTIAGO

Decenas de miles de personas colapsan Santiago en una manifestación contra los recortes sanitarios (El País, 12-2-2023). [Participación de 25.000 personas].

16.6. Huelga de médicos de Atención Primaria

Se convocaron tres huelgas en el año 2019. La de 19 de junio de 2019 “por la dignidad de la Atención Primaria”, convocada por la Asamblea de Áreas Sanitarias de Galiza, tuvo un importante seguimiento según esa Asamblea: 50% en Compostela, entre 84% y 100% en A Coruña, 75% en Pontevedra y 93% en Vigo.

Reivindicaban más tiempo para atender a los pacientes (diez minutos a cada persona, por lo menos); cobertura de todas las vacantes; incremento del personal para evitar la sobrecarga, provocada por los recortes presupuestarios; que el Sergas dedique, por lo menos, el 25% de su presupuesto a Atención Primaria; estructura de gestión propias de Atención Primaria. Por otra parte, consideraban que el problema de fondo no es que en Galiza no haya médicos, sino que marchan fuera por las malas condiciones laborales y porque no hay una apuesta por la Atención Primaria.

16.7. Gran apoyo a la Iniciativa Legislativa Popular

SOS Sanidad Pública presentaba una Iniciativa Legislativa Popular, apoyada por 50.000 firmas –son necesarias más de 10.000 para su tramitación– bajo el lema “Fortalezcamos la Atención Primaria”, para que se limite a un máximo de 30 las consultas diarias, refuerzo de las plantillas y mejor acceso de los pacientes a la asistencia193.

El doctor Ramón Veras, portavoz de SOS Sanidad Pública de A Coruña, manifestaba:

Los problemas son conocidos, no son de este año, y los responsables de solucionarlos, el gobierno gallego, fracasan una y otra vez. Gobiernan los mismos desde 2009. Feijóo llegó en junio de 2009 y lo primero que hizo fue anular el Plan de Mejora de la Atención Primaria. En 2019 hubo tres huelgas médicas en atención primaria pidiendo más tiempo para atender a los pacientes. El problema ya existía pero la pandemia sobrecargó el sistema totalmente e hizo visibles todos los problemas. Hay dificultades para lograr cita con el médico de familia con hasta dos semanas de lista de espera y el robot para citación es un fracaso.

Las agendas de citas cuentan con un 25 % de pacientes con demandas que no son propias de la atención primaria sino que son problemas no resueltos en otro ámbito del sistema sanitario, como recetas de otros médicos, información de resultado de pruebas… o de la Administración, como que la Xunta continúa pidiendo informes médicos de capacitación para el trabajo y remiten a los pacientes al centro de salud.

Esta situación de la atención primaria provoca que los médicos de familia formados aquí continúen marchando a la privada, a otras partes del sistema o fuera de la comunidad y, también, algo no visto anteriormente, acaben abandonando la medicina de familia y presentándose de nuevo al MIR por las condiciones de sobrecarga laboral.

Como culminación del proceso de recogida de firmas, SOS Sanidad Pública convocaba una nueva manifestación el 12 de febrero de 2023, que acababa en la plaza do Obradorio de Santiago, con el apoyo de decenas de entidades y ayuntamientos de toda Galiza y la participación de 25.000 personas. El lema general: “En defensa de la Sanidad Pública”, y la pancarta principal: “Queremos nuestra Atención Primaria”.

16.8. Razones para defender la sanidad pública

Después del paro, la sanidad es la segunda preocupación, según el barómetro del CIS. La plataforma SOS Sanidad Pública convocaba una manifestación el 4 de febrero de 2024 con una multitudinaria participación, a pesar del esfuerzo del PP para desmovilizar, difundiendo que la convocatoria estaba politizada.

Estas eran algunas de las razones, que difundían los convocantes de la manifestación en defensa de la sanidad pública:

Atención Primaria. Desde la Xunta de Feijóo (marzo de 2009) fueron cerrados más del 33% de los consultorios locales de Atención Primaria. Galiza es la comunidad del Estado con menos consultorios locales. La memoria del Defensor del Paciente de 2023 considera que es necesario aumentar su cuadro de personal médico y pediatras un 30% para disminuir la presión y poder atender entre 20 y 30 pacientes al día por médico, en lugar de agendas con 50 o 60.

Listas de espera. Aumentaron un 21% en diez anos y 44.410 personas esperan por una intervención quirúrgica, número que era de 37.000 personas en 2013, según datos del Ministerio de Sanidad. En el primer trimestre de 2023 la espera era de 66 días, pero en Neurocirugía era de 91 días e de 86 días en cirugía pediátrica.

Presupuestos. La inversión sanitaria registra una rebaja en los presupuestos de 2024. Los 5.165 millones de euros representan una caída de 70,4 millones de euros, descontada la inflación, en relación a 2023. Además, suponen 71 millones menos que el presupuesto de la Xunta de 2009. El presupuesto sanitario representaba el 33,5% del total y subía un 5%, pero como la inflación aumentó un 5,4%, quiere decir que la partida de sanidad bajó un 1,4% respecto del total.

Camas disponibles. El número de camas hospitalarias no dejó de caer desde 2008, pasando de 7.900 a 7.300 camas en 2024, es decir, 600 camas menos.

Salud mental. Para conseguir una primera cita en Psicología Clínica (141 especialistas) hay que esperar un año en cuatro de las siete áreas sanitarias gallegas. Ese número de especialistas representa una ratio de 5,2 profesionales por cada 100.000 habitantes, cuando la Organización Mundial de la Salud (OMS) señala un mínimo de 12 para prestar una asistencia con garantías.

Más de 200 millones para financiar anualmente la sanidad privada, en concepto de derivación de ingresos hospitalarios y realización de pruebas.

Pediatría. 201 ayuntamientos gallegos (64,2%) carecen de servicios de Pediatría, según datos del Instituto Gallego de Estadística (IGE). De los que tienen ese servicio, en un 13,1% presta la atención pediátrica personal médico sin titulación ni formación adecuada.

Enfermería. Más del 50% de personal de enfermería en la sanidad pública galega está formado por personal temporal. Por otra parte, el 84,83% de ese personal considera que el número de pacientes que tiene asignado en su hospital, centro de salud o centro sociosanitario no es el adecuado para prestar una atención segura y de calidad, según una encuesta del Sindicato de Enfermería (Sate), mientras que los estudios recomiendan una ratio máxima de entre 6-8 pacientes por enfermera, cuando la mayoría de este personal (7 de cada 10) aseguran que tiene que atender a más de 10 pacientes.

Derivación a la sanidad privada. Más de 117.000 cirugías e 300.000 pruebas diagnósticas fueron derivadas a la privada en los últimos cinco años. Una de cada diez intervenciones quirúrgicas entre 2017 y 2021 fueron derivadas a hospitales privados de Galiza, que llegaban al 28% de cirugías en el área sanitaria de Ferrol.
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17. “En defensa do noso mar”

El 8 de diciembre de 2023 el buque Toconao perdía seis contenedores en el Atlántico, frente a las costas portuguesas, uno de ellos con 26,3 toneladas de bolitas de plástico o pellets en más de 1.000 sacos, que llegaron a la costa de Galiza, Asturias, Cantabria y Euskadi.

La Xunta de Alfonso Rueda siguió el mismo guión que el Gobierno del PP con la catástrofe del Prestige en 2002: negar la evidencia, mentir y manipular. Recordemos algunas de aquellas frases, que pasarán a la historia:

“Afortunadamente, la rápida intervención de las autoridades españolas, alejando el barco de las costas, ha permitido que no temamos una catástrofe ecológica” (Miguel Arias Cañete, ministro de Agricultura y Pesca)

“No se puede hablar de marea negra, ya que son manchas negras y dispersas” (José Luis López Sors, Director de la Marina Mercante).

“Se han observado unos hilillos de plastilina, cuatro regueros casi solidificados con aspecto de plastilina en estiramiento vertical” (Mariano Rajoy, Vicepresidente del Gobierno de Aznar).

“Las playas están limpias y esplendorosas” (Federico Trillo, ministro de Defensa”.

“Nunca Máis está dirigida por radicales e independentistas” (Francisco Vázquez, alcalde de A Coruña del PSOE).

Veintiún años después, la Xunta del PP no informaba e intentaba quitar importancia a este tipo de plásticos. El Presidente Alfonso Rueda difundía un informe que hablaba de “material inerte y de uso alimentario”. Alfonso Villares, consejero de Pesca, quitaba importancia al problema: “Las tripas de los peces no se comen”. Villares, que es veterinario, daba esta interesante explicación científica sobre la posibilidad de que los peces comiesen los pellets vertidos al mar y después fuesen consumidos por las personas: “entran por donde entran y salen por donde salen”.

17.1. El impacto permanente, más allá de la toxicidad

Ángeles Vázquez, consejera de Medio Ambiente y Vicepresidenta de la Xunta, manifestaba que los pellets “no son tóxicos ni peligrosos”, pero poco después la Fiscalía de Medio Ambiente anunciaba la apertura de diligencias por apreciar “indicios de toxicidad. Esta consejera rechazaba declarar el nivel 2 de emergencia, que permitiría la intervención de los medios del Estado, pero personas expertas, catedráticas y científicas recordaban que el hecho de que puedan no ser tóxicos no quiere decir que no puedan ser peligrosos”194.

Ricardo Beiras, profesor de Ecología y Biología Marina de la Universidad de Vigo, referencia internacional en el estudio de los microplásticos y miembro de Ecotox, apuntaba que los pellets “permanecen en el ambiente indefinidamente”. Considera que los que afectan a Galiza tienen una toxicidad baja, pero no es inocua. Son como esponjas que acumulan hidrocarburos y entonces sí que adquieren toxicidad y tienen mayor impacto en el medio. Una cosa es la toxicidad en los seres humanos y otra los efectos en los organismos marinos; hay substancias que son inocuas para nosotros, pero no para ellos”. Va a haber fauna que pueda ingerir estos microplásticos, esto es evidente, pero sin caer en el alarmismo. “No es peligroso comer pescado ni productos de nuestro mar”. Lamenta que se asocie la idea de microplásticos con el medio marino cuando estos son elementos “presentes en nuestro día a día a todas horas”.

Manuel Soto Castiñeira, catedrático de Ingeniería Química en la Universidad de A Coruña (UDC), afirma que lo de la toxicidad “es un tema elástico, por decirlo así”, con opiniones diversas. No estamos ante un problema de “toxicidad aguda, pero si de “toxicidad crónica y ecotoxicidad, que altera el propio sistema ambiental”.

Por otra parte, el borrador de reglamento europeo para prevenir las pérdidas de pellets detalla que, ya en 2018, se reconocían los riesgos de los microplásticos. Y el Consejo Científico Asesor de la Comisión Europea reclamó en 2019 “la adopción de medidas preventivas”. El objetivo de esa futura norma europea es, según detalla, recortar los vertidos entre un 54% y un 74% para “reducir la contaminación por microplásticos, preservar los ecosistemas y la biodiversidad” y, asimismo, constituir una “medida preventiva frente al riesgo potencial para la salud humana”195.

Además, la Organización Marítima Internacional (OMI) discute una propuesta para incluir, justamente, los pellets de plástico en su catálogo de materiales peligrosos o dañinos –como los líquidos inflamables o los explosivos–. La propuesta partió hace dos años de Sri Lanka, apoyada por Noruega, tras padecer en 2021 un vertido gigantesco de 1.700 toneladas de pellets en sus costas. “El mayor desastre ambiental del país”, lo calificó el Programa de Medio Ambiente de la ONU (PNUMA).

17.2. Informe de Flora & Fauna International sobre las consecuencias de los vertidos de pellets

Flora & Fauna International advertía de las consecuencias de los vertidos de pellets y microplásticos en los ecosistemas marinos y de cómo pueden dañar la alimentación de los animales, y de los humanos. Un informe de esta ONG, prologado por Peter Thompson, enviado especial da ONU para los Océanos, pretendía ser una referencia para la actuación de los gestores públicos cuando ocurran estos vertidos. El informe parte del vertido de pellets por el buque X-Press Pearl en 2021 frente a las costas de Sri Lanka. Perdió 1.680 toneladas de este material196.

El informe alerta de que “todas las especies marinas entraron en contacto con la contaminación por microplásticos” y en el 90% tuvieron un impacto negativo. De hecho, se estima que alrededor de 14 millones de toneladas de microplásticos contaminan el fondo marino. En estas especies impacta desde el primer escalón de la cadena alimentaria, puesto que el zooplancto confunde los microplásticos con comida. En cuanto a los pellets, el documento señala que hay animales como las aves, tortugas marinas o focas que los comen por su parecido a los huevos de peces.

“Los pellets son inherentemente peligrosos por los aditivos tóxicos que contienen. También actúan como una esponja, absorbiendo y acumulando bacterias y contaminantes que persisten en el mar. Cuando los pellets entran en contacto con -o son comidos por- animales marinos, las toxinas, productos químicos y bacterias pueden potencialmente transferirse al animal”, añade el informe.

El gran volumen de las mercancías, afirma este análisis, hace “incrementar el riesgo” de contaminación del medio marino, sobre todo cuando los contenedores caen al mar. Además, la mayoría de iniciativas y tratados internacionales alrededor de los plásticos se centran, principalmente, en prevenir los vertidos de pellets durante su fabricación o transporte en tierra, no tanto por el mar.

17.3. Falta de información y manipulación

La Xunta de Galiza manifestaba que recibió la primera comunicación del gobierno el 4 de enero de 2024, pero hay pruebas de que el ayuntamiento de Ribeira ya comunicaba a la Xunta el 13 de diciembre de 2023 la llegada a las playas de esos pellets. Por otra parte, el Ministerio de Transportes informaba de la situación a la Xunta el 20 de diciembre de 2023.

La Xunta no informaba, no tomaba cartas en el asunto, se limitaba a decir que los pellets no eran tóxicos. Debido a la presión social y a que el gobierno de Asturias actuaba en coordinación con el gobierno del Estado, la Xunta activaba el nivel 2 de alerta el 9 de enero de 2024. La Xunta no asumía sus responsabilidades, durante muchos días, como en el Prestige, eran personas voluntarias las que recogías los pellets de las playas y, finalmente, contrataba a 200 personas para el trabajo de limpieza. Al mismo tiempo, descargaba toda responsabilidad en el gobierno de Pedro Sánchez, pedía que el gobierno “trabaje en el mar” para impedir que los pellets lleguen a la costa porque “ahí es competencia exclusiva del Estado”. Concretaba su petición en el envío de 11 embarcaciones, un avión, dos helicópteros y un robot submarino.

Curiosamente, la misma Xunta contradecía su propia versión. Pedía al Gobierno que actuase en el mar para solucionar el problema y, al mismo tiempo, reconocía que “no era posible la retirada en el mar”. Enviaba un escrito a los ayuntamientos el 4 de enero de 2024, informando de la presencia de microplásticos en las playas desde el 21 de diciembre de 2023: “debido a sus característica no resulta posible la retirada en el mar, ya que no se queda en la superficie, por lo que estas labores deben ser acometidas una vez que alcancen la costa”.

17.4. Vuelve el espíritu del Prestige. Manifestación del 21 de enero de 2024

Todos los medios de comunicación coincidían en que con la manifestación del 21 de enero de 2024, que acaba en la plaza del Obradoiro de Santiago, volvía el espíritu del Prestige, cuando Galiza en pie se movilizaba por la catástrofe del Prestige. El objetivo estaba recogido en la pancarta de cabecera: “En defensa do noso mar” (En defensa de nuestro mar). Abría la manifestación un grupo de padres con niñas/os que llevaban la pancarta “O mar é o noso futuro” (El mar es nuestro futuro). Denunciando la actuación de la Xunta del PP se cantaba, lo mismo que en 2002: “Incompetencia, incompetencia…incompetencia total”.

Convocada por más de 120 colectivos, 15.000 personas participaban en la manifestación, según la Policía Local de Santiago, que era apoyada por 41 entidades de Cofradías, Agrupaciones de mariscadoras, Agrupaciones de Productores de Mejillón; 40 socio-culturales, 22 colectivos ambientalistas, 18 plataformas, seis sindicatos, dos de limpieza y SOS Sanidad Pública. Las manifestantes coreaban: “Rueda, atiende, el mar no se vende”, “Queremos trabajar y no emigrar”, “Xunta, escucha, el mar está en lucha”.

Rogelio Santos, presidente de la Plataforma de Defensa de las Rías de Muros y Noia y patrón de pesca, manifestaba antes de iniciarse la marcha. “Estamos en defensa de nuestro mar, estamos aquí para que se nos escuche porque es el momento de que las administraciones competentes y los partidos políticos nos escuchen”. Ante las críticas vertidas ante el “carácter político” de esta movilización, Xaquín Rubido, presidente de la Plataforma de Defensa da Ría de Arousa., manifestaba: “Todo es política. Asistir a una manifestación es política; no asistir es política, oponerse a ella es política, y apoyar esta gran multitud es política. Esperamos que, salga quien salga en el próximo gobierno de la Xunta, sea quien sea, tiene que cambiar el modelo pesquero y el modelo de cuidado de nuestro medio ambiente y el modelo ecológico para que podamos tener unas rías productivas para la gente del mar y para toda la población”. Remedios Varela, mariscadora a pie de O Grove consideraba que “esta manifestación era necesaria hace tiempo. Los pellets han sido la gota que colmó el vaso pero el mar no está cuidado, y no es de ahora. Estamos teniendo problemas con el marisco. Hace tiempo se le ha pedido a la Xunta de Galiza que investiguen qué está pasando y no lo están haciendo; no dan ayudas, o pides un cese pero no lo garantizan. Es un problema que no se está enfocando con valentía desde la Xunta, estamos muy abandonados”197.

Por estas declaraciones TVG prescindía de Rogelio Santos como colaborador.

El manifiesto fue leído por las voluntarias en la recogida de pellets Sandra Lorenzo Sandra González, y María Porto Maneiro, presidenta de la Agrupación de Mariscadoras de Carril. Denunciaba que se está produciendo un cambio en el modelo productivo de Galiza “favoreciendo los intereses de multinacionales extranjeras” que “destruyen más puestos de trabajo de los que crean y a las que “no les importa el impacto ambiental”. Recordaban que “el modelo productivo tradicional de la pesca y el marisqueo es el modelo sostenible que asienta población y distribuye riqueza en el conjunto de Galiza. El turismo y la gastronomía se sustentan en este modelo”.

Antes de la actuación musical de Zeltia Irevire, dejaban claro el mensaje reivindicativo: El sector del mar exigía a la Xunta un plan urgente de actuación que incluya, entre otras cuestiones, un estudio interdisciplinar, independiente e integral; un plan de saneamiento integral de las rías; un plan de regeneración de los bancos marisqueros dotado económicamente o un plan de actuación contra los vertidos al mar y a los ríos. “Exigimos a las instituciones internacionales que declaren los pellets de plástico como mercancía peligrosa. En defensa de nuestro mar, mentiras e incompetencia Nunca Máis”. Acababa la manifestación con el canto del himno gallego.

Manifiesto

Antes de que llegase la marea de pellets, nuestro mar ya estaba dañado, lleva muchos años enfermo, digiriendo toneladas de contaminación, aguas residuales, vertidos de la autopista mundial de las mercancías, que son los océanos. Nuestras rías llevan décadas soportando la falta de saneamiento, la falta de regulación de los caudales de los ríos. Cuando llegaron los pellets, nosotros ya estábamos en pie, organizándonos, para reclamar una vez más a la Xunta que asuma sus competencias.

La situación actual del marisqueo en Galiza es crítica. En los últimos diez años el descenso productivo de los bivalvos fue alarmante. La subida de las temperaturas, el descenso de nutrientes en las rías y el impacto de la contaminación, junto con las caídas de salinidad por la falta de regulación de los embalses, crean unas nefastas condiciones para la productividad de las rías.

Frente al deterioro ambiental y productivo de nuestro mar, la Xunta, en lugar de asumir los problemas concretos gallegos, se dedicó a aprobar leyes que facilitan los recortes de nuestros derechos ambientales y agilizan iniciativas empresariales de fuera bien depredadoras: minas, Altri, acuicultura industrial y eólicos.

Nuestros gobernantes se están confundiendo. Piensan que el mar puede con todo. Antes que tomar medidas prefieren ocultar, mentir, negar. Como si fuésemos tan ignorantes como ellos. Nos infravaloran, ponen en riesgo nuestra salud y la del medio ambiente. Vuelven a cometer los errores de hace 20 años con el Prestige. Y una vez más es la ciudadanía quien tiene que resolver los problemas. Una vez más fuimos nosotros que acudimos a las playas a retirar los pellets, sin medios de protección y sin contenedores. Denunciamos la indefensión de nuestro litoral.

¿Dónde están los buques con drones de vigilancia para controlar el medio marino? ¿Dónde están los medios de oceanografía operacional para determinar el movimiento de los sacos en el mar? ¿Cómo se puede explicar que la Xunta tarde un mes en activar el plan de contingencia y accidentes marítimos y que, ante la presión de la ciudadanía, emita un informe diciendo que es material inerte y de uso alimentario?.

No podemos permitir estos despropósitos. Contando solo los de mercancía tóxica, 35 buques pasan al día por delante de nuestras costas, este litoral que tiene una de las mayores riquezas en biodiversidad y recursos marinos en el planeta. Que nos da de comer y que nos identifica como país. Nuestro mar necesita una gestión una gestión profesional, coordinada y transparente.

Reclamamos a la Xunta y al Estado coordinación para actuar, transparencia en la información, la retirada de los sacos en el mar y la aportación de medios para recogerlos en la costa. Reclamando medios de protección adecuados para el voluntariado y contenedores específicos en las playas. Exigimos transparencia sobre la toxicidad de los materiales y sus efectos sobre la salud y los ecosistemas marinos. No podemos permitir que los océanos se conviertan en un vertedero de plásticos198.

Ana Pontón, candidata á Presidencia de la Xunta por el BNG, manifestaba: La ciudadanía está rebelándose contra las mentiras y demuestra su amor por el medioambiente. La Xunta ha repetido ante esta catástrofe de marea plástica el mismo ´modus operandi´ que durante el Prestige: La ocultación, la mentira, la manipulación, la falta de respeto y la desprotección del medio ambiente. Aquí está un país en pie reivindicando que quiere un Gobierno que le diga la verdad, reivindicando algo fundamental para Galiza, como es que tenemos que proteger nuestro mar”.

José Ramón Gómez Besteiro, candidato del PSdeG llamaba a limpiar el mar de pellets y de “contaminación de mentiras”. Señalaba que los socialistas gallegos acudían “a la llamada de la gente del mar, de los pescadores, mariscadoras, biólogos, ecologistas y voluntarios”.


Marta Lois, candidata de Sumar Galicia, valoraba la manifestación: “Esta es una marea contra los plásticos y contra la incompetencia de Rueda y del Partido Popular. Estamos aquí como lamentablemente tuvimos que estar hace más de 20 años, cuando fue la crisis del Prestige. Hablamos de otra escala, pero hablamos de una crisis medioambiental muy grave y hablamos de los mismos errores y de la misma falta de diligencia”.


El día de la manifestación Alfonso Rueda estaba en un acto del PP en Ourense y declaraba: “Ahí está el nacionalismo en Santiago levantando bulos y hablando mal de nuestro mar”. Rueda pretendía suplir la falta de respuesta y la incompetencia de la Xunta utilizando declaraciones de la directiva de la Federación Gallega de Cofradías para desprestigiar la manifestación, como si ésta fuese contra el sector del mar y contra el consumo de pescado y marisco gallego. Por eso la Xunta pagaba publicidad en medios de comunicación con este mensaje: “aliméntate de pescados y mariscos gallegos, no de bulos”.

Apoyaban y estuvieron en la manifestación, entre otras, las cofradías de Noia, Rianxo, A Coruña, Pobra do Caramiñal, Cabo de Cruz (Boiro), Mugardos, Redondela, Vilanova de Arousa, pero el presidente de la Cofradía de Pontevedra, José Manuel Rosas, criticaba que la manifestación perjudicaba al sector del mar y estaba “politizada”. Rosas fue candidato del PP en Bueu en las elecciones municipales de 2011 y portavoz, cuando era patrón mayor, hasta que dimitió en 2013. También se pronunció por la continuidad de ENCE, fábrica de celulosa, en la ría de Pontevedra y manifestaba en 2021 en un programa de La Sexta: “Como pescador para mí no es ninguna amenaza, todo lo contrario”.

A iniciativa de la eurodiputada del BNG, Ana Miranda, 70 eurodiputados de cinco grupos parlamentarios de 24 naciones, enviaban una carta a la presidenta de la Comisión Europea, Ursula von der Leyen, a la presidenta del Parlamento Europeo, Roberta Metsola, y al presidente del Consejo Europeo, Charles Michel, denunciando la contaminación en las costas gallegas provocada por el vertido de pellets. Señalaban que la costa gallega sigue siendo “extremadamente vulnerable” a episodios de contaminación marina y exigían la puesta en marcha de un plan eficaz contra la contaminación que incluya la consideración de los pellets como sustancias contaminantes y la adopción de medidas estrictas en materia de control en su manipulación, tratamiento y envasado. Además, reclamaban que, en el marco del acuerdo MARPOL 73/78 de la Organización Marítima Internacional (OMI), se introduzca una modificación para considerar a los plásticos en forma de pellets, escamas o polvo como mercancías peligrosas e instaban a la OMI a considerar el Corredor de Fisterra como una zona altamente sensible. Por último, el escrito cuestionaba la gestión llevada a cabo por el gobierno gallego. Comunicaba a los máximos representantes de los organismos comunitarios que, si bien los primeros pellets llegaron a la costa gallega el 13 de diciembre, no fue hasta el 4 de enero cuanto “se comunicó con los municipios para decirles que era su responsabilidad encargarse de la limpieza de las playas”199.



194 Nós Diario, 12-1-2024.

195 Raúl Rejón. ElDiario.es, 8-1-2024.

196 Nós Diario, 16-1-2024.

197 Industrias Pesqueras, 21-1-2024.

198 El País, 22-1-2024.

199 Industrias Pesqueras, 26-1-2024


18. ENCE. Cuidemos nuestras rías

Recordemos el nacimiento de ENCE (Empresa Nacional de Celulosas) en la ría de Pontevedra. El gobierno del dictador Franco otorgaba una concesión por 50 años a Ence el 13 de junio de 1958 en dominio público marítimo-terrestre en la ensenada de Lourizán de Pontevedra y hubo que hacer un relleno de 600.000 metros cuadrados de marismas y playas.

Un gobierno de Mariano Rajoy ampliaba en 2016 la concesión hasta 2073, es decir, 60 años más si contamos desde la primera solicitud empresarial de 8 de noviembre de 2013. La Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI) en la que estaba incluida Ence, privatizaba la empresa en 2001. El PP reformaba la Ley de Costas de 1988 y abría la puerta a las prórrogas de concesiones industriales, como es el caso de Ence. Las facilidades que tuvo Ence por parte del PP para conseguir esta prórroga hasta 2073 pueden entenderse mejor se conocemos quienes formaban parte de su consejo de administración: Isabel Tocino, ministra de Medio Ambiente con Aznar entre 1996 y 2000; Carlos del Álamo, consejero de Medio Ambiente de la Xunta entre 1997 y 2003; Pascual Fernández Martínez, secretario de Estado de Aguas y Costas con Aznar. Por otra parte, María José Echevarría, subdirectora general de Coordinación Ambiental de la Xunta de Feijóo es esposa de Antonio Casal, director de Ence-Pontevedra.

El fallo del Tribunal Supremo (TS), que facilitaba esa prórroga, partía de una reforma de la Ley de Costas, impulsada por el gobierno de Mariano Rajoy en 2013, siendo Miguel Arias Cañete ministro de Agricultura, que justificaba la prórroga si había informes favorables y la Sala señalaba que, en el caso de Ence, sí existía ese informe por parte de la Xunta.

La Asociación por la Defensa de la Ría, constituida en 1987, y la plataforma Ence Fuera, en la que participan, entre otros, el gobierno municipal con alcaldía del BNG, y veinte colectivos políticos, sociales y vecinales, realizan numerosas actividades, marchas y manifestaciones por la recuperación de la ría. Recuerdan que continúan dos importantes focos de contaminación: las emisiones al aire y los vertidos líquidos a la ría. Ence es una empresa contaminante, que ya fue condenada por la Audiencia Nacional por delito ecológico en 2002. Tenía 366 puestos de trabajo directos en 2015, que solo representaban el 1,15% del empleo en el ayuntamiento (32.564 afiliados a la Seguridad Social a finales de 2015). Antes de la instalación de Ence había un millar de personas que vivían del marisqueo y solo quedan 300.

El Pleno de Pontevedra de 22 de febrero de 2016 aprobaba declarar a Mariano Rajoy, vecino de Pontevedra, “persona no grata”, por la prórroga de la concesión cuando el gobierno estaba en funciones, con los votos a favor de BNG, PSOE y Marea de Pontevedra, el voto en contra de Ciudadanos y la ausencia del PP en el momento de la votación.

Una sentencia de julio de 2022 de la Audiencia Nacional declaraba nula esa prórroga por ocupar 373.524 metros cuadrados de suelo de dominio público. La Sala quinta de lo contencioso administrativo del TS aceptaba el 7 de febrero de 2023 un recurso de Ence contra la señalada sentencia de la Audiencia Nacional, manteniendo la prórroga hasta 2073. El propio TS reconocía que esa sentencia a favor de Ence obligaba a “revisar la doctrina que establecemos en nuestra sentencia de 20 de diciembre de 2021” y por consiguiente cambiar la jurisprudencia previamente fijada200.

La sentencia era aprobada por tres miembros del sector conservador, de los cinco de la Sala: Carlos Lesmes presidía la Sala, antiguo presidente del TS y del Consejo General del Poder Judicial, fue director de Relaciones con la Administración de Justicia en el gobierno de Aznar; Wenceslao Olea Gordoy, ponente de la sentencia, próximo ideológicamente a Vox; Inés Huerta era conocida por sus polémicas resoluciones en contra del nacionalismo catalán.

Ángeles Huet de Sane, del sector progresista, presentaba un voto particular contra la sentencia porque “no se puede olvidar que la prórroga extraordinaria de la que aquí se trata, que afecta usos incompatibles con el dominio público marítimo-terrestre, tiene una duración de hasta 75 años que se superponen a los 30 años que derivan del régimen transitorio de la Ley de Costas de 1988”. Hacía referencia también Huete de Sane a la “incidencia que en la regulación legal de la prórroga extraordinaria que analizamos pueda tener la Directiva de servicios a la luz de la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea”.

El ayuntamiento de Pontevedra anunciaba el inicio de una batalla legal para revertir la sentencia del TS y presentaba un “incidente de nulidad de actuación” reclamando que el asunto vuelva a la Audiencia Nacional con la siguiente argumentación: 1. El artículo 32.1. de la Ley de Costas indica que “únicamente se podrá permitir la ocupación del dominio público marítimo-terrestre para aquellas actividades o instalaciones que, por su naturaleza, no puedan tener otra localización”. 2. La prórroga de 2016 vulneraba “la legislación medioambiental autonómica”, concretamente las Directrices de Ordenación del Territorio y el Plan de Ordenación del Litoral, que contemplan la recuperación de los terrenos que ocupa Ence. 3. Dudas sobre la capacidad de un gobierno en funciones para conceder esa ampliación de la concesión. 4. La directiva de Servicios de la Unión Europea establece que para la ocupación de terrenos de dominio público marítimo-terrestre es necesario abrir un proceso de concurrencia competitiva, que no se dio en el caso de Ence. 5. La prórroga inicial de Ence, aprobada en 1988 tenía una caducidad expresa en 2028201.

La organización ecologista Greenpeace también anunciaba que acudirá al Tribunal Constitucional para revertir la sentencia del TS, formulando un recurso de amparo con la siguiente argumentación, que explicaba su portavoz Manoel Santos: la sentencia del TS “no está bien fundamentada; es sorprendente que ni siquiera se mencione el artículo 132 de la Constitución española, del que emana toda la normativa de protección del litoral”. El TS “confunde la protección del litoral con la protección ambiental que da el informe de la Xunta; la protección del litoral es mucho más que un informe ambiental”. “La simple presencia de Ence ya está usurpando el litoral. Es una usurpación de lo mejor que teníamos en el litoral gallego, que eran los ecosistemas y las marismas de Lourizán; todo eso era un paraíso que fue exterminado desde 1958”. El mantenimiento de Ence en la ría pone en riesgo que el impacto ambiental “sea irreversible”, cuestión que “incluso se incluye en la propia sentencia”202.

Pilar Allegue titulaba su artículo Defendamos nuestro mar. Cuidemos nuestras rías: “La Xunta de Galiza es responsable del deterioro de las rías, apoyando industrias contaminantes como Ence en la ría de Pontevedra o la mina de San Finx y sus vertidos a la ría de Noia. Está redactando una nueva Ley de Ordenación del Litoral, porque ahora, curiosamente, quiere ordenar la zona terrestre y intermareal como la marina, exigiendo a Madrid el autogobierno pleno de la franja de la costa, en lo que contempla desde explotaciones tradicionales hasta el uso turístico del litoral con previsión de rehabilitación de espacios litorales en desuso para urbanizarlos. Pero Bruselas, la Comisión Europea, está ya incoando expediente a España por esa prórroga, sin justificación, de 75 años”. Allegue difundía estos datos sobre como también emigran los beneficios de Ence: “Ence paga 6,03 millones de euros de Impuesto de Sociedades en Madrid y 157.000 euros en Galiza. Generó 143,5 toneladas de residuos peligrosos en 2021 para agua, tierra y aire”203.

No solo contamina Ence. La Cofradía de Noia constituía una plataforma de afectadas por los vertidos de la mina de San Finx en la ría y miles de personas se manifestaban en Noia contra la autorización de esos vertidos el 13 de marzo de 2023. Convocaban también una concentración en el edificio de la Xunta en San Caetano, en Santiago, el 29 de abril de 2023, contra la autorización de los vertidos de la mina, bajo el lema “No a la mina, sí a la ría”. En la concentración participaban Ana Pontón y Ana Miranda, portavoz y eurodiputada del BNG, y José Manuel Lage Tuñas, secretario de organización del PSdeG.

Los Patrones mayores de Noia, Santiago Cruz, de Portosín, Isaac Gaciño, y Rogelio Santos, portavoz de esa plataforma, leyeron el manifiesto que denunciaba el desastre ambiental, recordaban que aquí se produce el 60% del berberecho a nivel mundial, y pedían la paralización de la mina porque no cumple la ley ambiental204:

No vamos a permitir ningún tipo de toxicidad en nuestra ría. Son muchos puestos de trabajo –40.000 entre directos e indirectos–, muchas bocas que alimentar. No nos vamos a detener aquí. No podemos permitir que la calidad del producto y también de nuestras playas, que también vivimos del turismo, sean contaminados. Debemos luchar todos con fuerza y dar a entender que el desastre no se va a permitir.

La Xunta no está haciendo lo suficiente para evitar este desastre. No comprendemos como la consejera del Mar y el presidente Rueda están en contra de los pueblos marineros en esta catástrofe y están a favor de los vertidos pesados y contaminantes en la mina, que causarán un daño irreparable y la ruina de todo el sector. Pertenecemos a la generación de marineros que más normas tiene que cumplir para el cuidado y respeto al mar, pero parece que eso no le afecta. Parece que pueden hacer lo que les de la gana. Y no queremos que pase como en Aznalcóllar o en el Mar Menor, no queremos ver los pescados flotando para decir que paren y respeten el mar.



200 Xacobe Ferreiro. Nós Diario, 9-3-2023.

201 S.B. Nós Diario, 14-3-2023.

202 Mar Álvarez. Nós Diario, 16-3-2023.

203 Nós Diario, 4-3-2023.

204 Nós Diario, 29-4-2023


19. Utilización partidista de las víctimas del terrorismo de ETA

José Luis Rodríguez Zapatero manifestaba que algunas críticas que había escuchado del Partido Popular hacía Pedro Sánchez utilizando a ETA, le parecieron “insoportables” y por eso se implicó mucho más en las elecciones generales del 23 de julio de 2023: “Cuando oí decir a Feijóo que Sánchez trata mejor a los verdugos que a las víctimas, me pareció casi más insoportable que cuando Rajoy me dijo a mí que estaba traicionando a los muertos”.

El Partido Popular lleva muchos años utilizando a las víctimas del terrorismo de ETA como arma para el debate político, intentando conseguir réditos electorales porque saben que es un tema sensible socialmente. En una entrevista de Danilo Albin, Consuelo Ordóñez, hermana de Gregorio Ordóñez, insistía en la utilización partidista que hacía el PP de las víctimas de ETA. Por otra parte, manifestaba: “Quién legalizó a Sortu fue Rajoy, Lo que pasa es que ahora, como está en la oposición, Casado quiere montar broncas, y desgraciadamente la AVT [Asociación de Víctimas del Terrorismo] es el servicio auxiliar del PP. COVITE [Colectivo de Víctimas del Terrorismo] no estará jamás con la AVT, al menos mientras yo esté como presidenta. Se dedican a hacer política para ese partido, y eso nos hace mucho daño”205.

Cuando se cumplía el 25º aniversario del asesinato de Miguel Ángel Blanco, el PP pretendía utilizar a las víctimas del terrorismo de ETA para dividir e influir en el debate sobre la Ley de Memoria Democrática, y se presentaba en el Congreso con lazos azules, en una iniciativa unilateral, sin conocimiento de la Presidencia y sin hablar del tema con el resto de los grupos políticos. Fracasó porque Cuca Gamarra, portavoz del PP, pedía un minuto de silencio, que fue seguido en pie por todos los grupos políticos, también por Bildu.

Feijóo, ya como presidente del PP, continuó con esta política y convocaba en el mismo Congreso a unas asociaciones de víctimas del terrorismo de ETA cuando el Congreso debatía la nueva Ley de Memoria Democrática. No asistieron a esa reunión Covite, principal asociación de Euskadi, tampoco Fundación Víctimas del Terrorismo, Fundación Buesa, ni la Asociación Víctimas 11M.

Este intento de enfrentar a las víctimas del terrorismo de ETA con las víctimas del terrorismo de Estado desde el triunfo de la sublevación militar y fascista contra el gobierno legítimo de la República, es decir, las víctimas de la dictadura franquista, era denunciado por Covite: “Defendemos que todas las víctimas tienen derecho a la memoria, a la justicia, a la verdad y a la reparación. Es inaceptable confrontar la memoria de las víctimas del terrorismo con las de la guerra civil o del franquismo. Todas las víctimas merecen dignidad y respeto”.

Feijóo restaba importancia a las ausencias en la reunión que convocó y Consuelo Ordóñez, presidenta de Covite, hermana de Gregorio Ordóñez –asesinado por ETA el 23 de enero de 1995, concejal, teniente alcalde de Donostia y diputado en el Parlamento Vasco, primero de Alianza Popular y después del Partido Popular–, manifestaba: “No mientas Núñez Feijóo, hemos sido cuatro [asociaciones] las que te hemos dado plantón, ni son formas de convocar y menos de utilizarnos para confrontar con otras víctimas, las del franquismo y la guerra civil, y sus legítimos derechos a ser reparadas”.

Y sobre la utilización del lazo azul, decía Consuelo Ordóñez: “Mirar populares, Gregorio os cuenta qué fue el lazo azul, dónde surgió, por qué y para qué, lo que significaba y las consecuencias que conllevaba llevarlo. Admiraba a esos ciudadanos valientes que lo crearon como Gesto por la Paz. ¡Basta ya de utilización rastrera!”.

Consuelo Ordóñez denunciaba el oportunismo del PP, se desmarcaba de su política y defendía el derecho a la memoria y reparación de las víctimas del franquismo206:

Yo el martes creía, inocentemente, que Feijóo quería reunirse con todas las víctimas. No sabía que buscaban esa foto para hacer política en contra de la Ley de Memoria Democrática. Ya sabemos que todos van a buscar la foto. Es rastrero, indecente, el uso de las víctimas por parte de los partidos políticos. Y lo que ya es el colmo es que se use a unas víctimas para negar los derechos de otras.

Hay decenas de miles de víctimas que sufrieron y que están en fosas comunes. A los que sacaron de casa y los fusilaron en la guerra, con familiares que solo quieren recuperar sus restos. Víctimas a las que se les niega el derecho a tener una ley que sea herramienta para conseguir esa reparación, memoria que también se merecen. Igual que nosotros. Me avergüenzo, de verdad.

María Jauregi, hija de Juan Marí Jauregi –concejal de Tolosa del PSOE-Euskadiko Ezquerra, gobernador civil de Guipúzcoa (1994-1996) y asesinado por ETA el 29 de julio de 2000– respondía al PP sobre la utilización partidista de los lazos azules: “Respete usted Cuca Gamarra a las personas que sufrieron amenazas, agresiones etc. por portar aquel símbolo de libertad frente a ETA. No os apropiéis de él para protagonizar campañas de fines muy distintos para el que fue creado”.

Por su parte, la Asociación 11M Víctimas del Terrorismo denunciaba “la utilización de las víctimas del terrorismo como argumento para oponerse al Proyecto de Ley de Memoria Democrática”.

Atribuir a ETA los atentados en Madrid del 11 de marzo de 2004 tuvo graves consecuencias políticas para el PP. El terrorismo provocaba diez explosiones en cuatro trenes de cercanías de Madrid, que causaron 192 muertos y 1.857 heridos. Descargar la responsabilidad de esos atentados en ETA, tres días antes de las elecciones generales, cuando todo apuntaba al terrorismo yihadista, provocó la derrota de Aznar y el PP perdía el gobierno. .

Hay otros muchos ejemplos de cómo el PP diferencia unas víctimas de otras, según sus intereses partidistas. Sobre el intento del PP para recuperar a Álvarez Cascos para el Partido Popular, el periodista David Torres escribía el artículo Feijóo Reanimator, y señalaba207:

Entre otras muchas cualidades, Álvarez Cascos siempre se ha distinguido por la deportividad, elegancia y las buenas formas. “perdimos las elecciones [se refería al resultado de las elecciones generales de 2004 después de declarar el Presidente del Gobierno José María Aznar que los atentados de 11 de marzo de 2004 eran cosa de ETA] por culpa de esa puta y cuatro mierdas más”, dijo en referencia a Pilar Manjón, madre de una de las víctimas mortales [después presidenta de la Asociación 11M] en el mayor atentado de la historia de Europa. Es una frase que resume a la perfección el verdadero pensamiento de los populares respecto a las víctimas del terrorismo, especialmente cuando las víctimas dejan de servir a sus intereses.

Esperanza Aguirre le dijo a Manjón que la indemnización por un hijo muerto era mejor que un premio de la lotería porque no tributa a Hacienda. Y Manuel Cobo, vicealcalde de Madrid, declaró durante la inauguración del memorial a las víctimas del 11M: “Ahora vendrán las putas de Montera [calle de Madrid] a pedir otro monumentito”. Así es como si las gasta el PP con esas víctimas desgraciadas, que no tuvieron el detalle de dejarse masacrar por ETA.

19.1. El PP no sabe vivir sin ETA y Feijóo tampoco

Cuando ETA deja de matar, el PP quedó sin discurso y por eso José Manuel García Margallo (ministro de Asuntos Exteriores de 2011 a 2016 e eurodiputado del PP desde 2019) manifestaba: “Desde que no nos matan no tenemos proyecto” (Declaración en La Sexta, 22-5-2020).

Una cosa es la propaganda y otra la realidad. La propaganda del PP presentaba a Alberto Núñez Feijóo como un líder moderado y buen gestor, pero la realidad es que recupera muchos discursos de Pablo Casado y hasta de Aznar, como recordaba el periodista David Torres208:

Muchos pensaban –no se sabe bien por qué razón– que Feijóo iba a ser un líder moderado, reflexivo, consciente y ecuánime, es decir, el líder que la derecha española lleva necesitando prácticamente desde el día en que se inventó, pero que todavía no ha tenido tiempo de sacar al mercado entre unas cosas y otras. Por un lado está Ayuso, que lo empuja hacia el abismo, y por otra la afición, que pide ceremonias vikingas, de ahí que Feijóo tenga que tirar de rock’n roll, empuñar la guitarra y repetir los viejos éxitos del aznarismo, los mismos con los que el PP lleva dando la matraca casi dos décadas, es decir, ETA, la pésima gestión del gobierno, ETA, la ruina económica, ETA, Venezuela y ETA.

Lo de ETA es un clásico de la banda que ha vuelto a ponerse de moda estos días por el inminente traslado a cárceles vascas de Txapote, Henri Parot y otros once reclusos etarras, un movimiento que Feijóo asegura que viene del chantaje de Bildu a Sánchez y que en realidad procede del cumplimiento de la vigente legislación penitenciaria. Poco importa recordar el tiempo en que Aznar negociaba directamente no con Bildu sino con ETA, excarcelaba terroristas y aproximaba presos que por aquel entonces, en labios de José Mari, no eran asesinos sino miembros del “Movimiento de Liberación Nacional Vasco”. Muchas víctimas y un montón de familiares de las víctimas les han dicho mil veces que los dejen en paz, que es una indecencia ponerles pegatinas a los ataúdes e intentar sacar rédito político de los muertos, pero Feijóo, lo mismo que tantos otros antes que él, una vez que coge el estribillo no puede parar. Se lo pide el cuerpo.

El Gobierno de Pedro Sánchez acordaba el 31 de agosto de 2022 el traslado a cárceles de Euskadi de 13 presos de ETA, en cumplimiento de la legislación vigente, entre ellos a Txapote, acusado de varios asesinatos, como los de Gregorio Ordóñez y Miguel Ángel Blanco.

La falta de coherencia y la poca vergüenza del PP no tiene límites y sigue utilizando ETA como arma para la lucha política. Ahora están en contra del acercamiento de presas y presos de ETA a cárceles de Euskadi y de que regresen a España, pero la verdad es que un año después del asesinato de Miguel Ángel Blanco, Aznar negociaba con ETA, acercaba a presas y presos de ETA a Euskadi y permitía que salieran de la cárcel en régimen de tercero grado. El Gobierno del PP excarceló a 200 personas de ETA, acercó a cárceles vascas a 135 y permitió que más de 300 regresasen a España.

Así valoraba Consuelo Ordóñez la actitud de Feijóo, Presidente del PP, que criticaba esos traslados a las cárceles de Euskadi209: “Lo suyo es puro cinismo. El PP acercó presos y negoció con ETA”. La hermana de Gregorio Ordóñez hacía también un repaso de sus relaciones con el PP:

La verdad es que Casado me dio mucho trabajo. Fue un infierno, estaba todo el día con el tema. Pensé que iban a parar ya con Feijóo, pero no, ha sido una decepción. Ya le tuve que parar los pies hace poco cuando pretendió enfrentarnos a las víctimas de ETA con las víctimas del franquismo, a raíz de la nueva Ley de Memoria Democrática. Nos citó a las asociaciones a través de un whatsapp y quería que apoyásemos al PP contra esa ley, como si las víctimas del franquismo no tuviesen derecho a tener una ley de reconocimiento. Ese punto de desfachatez no lo había visto en mi vida: utilizarnos de esa manera.

¿Cómo no voy a empatizar con las víctimas del franquismo; con esa salvajada, esa vulneración masiva que supuso la represión franquista? ¿Cómo voy a negarles el derecho a esas víctimas?

En otra ocasión Consuelo Ordóñez hacía públicos algunos datos silenciados en los medios de comunicación de la derecha. Así, en una entrevista en el programa Ganbara de Radio Euskadi revelaba que “el último ministro de Interior en el Gobierno de Rajoy, Juan Ignacio Zoido, quien ocupó la cartera entre 2016 y 2018, le confesó ´un mes antes de lana moción de censura´ en una reunión ´tensa, como nunca he tenido, con muy malas formas y a cara de perro´ que el Gobierno de Rajoy había prometido al PNV la transferencia de prisiones a cambio de aprobar los Presupuestos Generales del Estado”210.

19.2. Feijóo manifiesta en Pamplona que Bildu es heredera de ETA

UPN, socio del PP, perdía la alcaldía de Pamplona después de una moción de censura contra la alcaldesa de los partidos progresistas, que dejaba paso a Joseba Asiron (EH Bildu), que ya fue alcalde de 2015 a 2019. Estos fueron los resultados de las elecciones municipales del 28 de mayo de 2023: UPN 30.691 votos (9 concejales); EH Bildu 27.752 votos (8); PSN 15.850 votos (5); PP 8.526 votos (2); Geroa Bai 7.654 votos (2); Contigo-Zurekin 5.228 (1). El voto progresista con representación en la corporación sumaba 56.484 votos y 16 concejales y la derecha 39.217 votos y 11 concejales.

A pesar de que las candidaturas progresistas sumaban 17.267 votos más que las de la derecha, Feijóo consideraba que Asiron no podía ser alcalde y participaba con Abascal en una manifestación en Pamplona el 17 de diciembre de 2023 en apoyo de la alcaldesa de UPN. Feijóo denunciaba la “indignidad” del PSOE porque “da la alcaldía a una marca independentista y, lo que es peor, heredera de una organización terrorista”. Añadía que él “sería incapaz de dar la alcaldía de la capital Navarra a un partido que ha asesinado a mis compañeros”.

Repasando la historia podemos comprobar que UPN, PP y Herri Batasuma (HB) tuvieron en Navarra numerosas reuniones. Así, en 1991 se reunieron en el marco de las negociaciones para la investidura de Juan Cruz Alli como presidente de Navarra. Y en 1993 se repetían las reuniones para negociar con HB (asistían Patxi Zabaleta y Adolfo Araiz) los presupuestos de Navarra que, finalmente, fueron aprobados por un acuerdo entre UPN y PSOE.

El PP manifestaba que para conseguir la investidura de Feijóo no hablaría con Bildu porque son los herederos de ETA, pero Borja Sémper, portavoz del PP, declaraba el 5 de enero de 2013, después de la desaparición de ETA en 2011: “Que todo sea ETA no es cierto; Bildu no es ETA. Lo importante es que ETA se ha acabado.”. Otros dirigentes del PP como Javier Maroto, tampoco cerraba las puertas para posibles acuerdos con Bildu y cuando era alcalde de Vitoria manifestaba: “No me tiemblan las piernas por llegar a acuerdos con Bildu. Ojalá cunda el ejemplo”.

Feijóo también sabe perfectamente que Bildu no es ETA. Sabe que Euskal Herria Bildu nace en 2012 como coalición de Sortu, Eusko Alkartasuna (escisión del PNV), Aralar (abandona Herri Batasuna), Alternatiba (su principal referencia, el diputado Óscar Matute, fue fundador de CCOO y dirigente de Ezker Batua) y se inscríbe en 2014 como partido político con afiliación individual. También sabe que hoy militan en Bildu muchas personas, como Asiron, que denunciaron siempre la violencia como arma política y las acciones terroristas de ETA. Pero Feijóo sigue empeñado en utilizar a las víctimas de ETA como arma electoral. Eso si que es una indignidad.
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20. El PP quiere controlar el CGPJ y el TC cuando gobierna y también cuando está en la oposición

20.1. Composición del CGPJ y del TC

Artículo 122.3 de la Constitución Española (CE): El Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) estará integrado por el presidente del Tribunal Supremo (TS), que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De estos, doce son elegidos entre jueces y magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro por propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

Artículo 159.1 de la CE: El Tribunal Constitucional (TC) se compone de doce miembros nombrados por el Rey; cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.

El 4 de diciembre de 2018 caducaba el mandato del CGPJ. En la apertura del año judicial en septiembre de 2022 y delante del rey Felipe VI, Carlos Lesmes, presidente del CGPJ emplazaba a PSOE y PP a negociar la renovación del CGPJ y amenazaba con dimitir se fracasaba esa negociación, cosa que hacía poco después, el 10 de octubre de 2022.

Esteban González Pons era encargado por Feijóo para negociar con el gobierno de Pedro Sánchez la renovación del CGPJ después de cuatro años de bloqueo par parte del PP y escribía una carta a Sánchez de diez páginas, reclamando al Gobierno que hiciera lo que el PP no hizo.

En primer lugar, hay que recordar que se produce esa situación de bloqueo solo cuando el PP pierde las elecciones y no gobierna. Pons hablaba de la necesidad de “renovar, regenerar y reformar las instituciones”, pero el PP siempre se negó a cumplir estos objetivos con distintas excusas. El gobierno del PSOE impulsó una ley urgente para permitir que el Poder Judicial, estando en funciones, pudiese nombrar a dos magistrados del Tribunal Constitucional que le corresponden. Esta reforma legal fue pactada por escrito con el PP de Pablo Casado, pero llegaba Feijóo a la Presidencia del PP y manifestaba que no sabía nada y se negaba a cumplir ese pacto, cuando Pablo Montesinos, responsable de Comunicación del PP con Casado, declaraba que la nueva dirección del PP de Feijóo era conocedora de ese pacto con el PSOE y también Cuca Gamarra, que estaba en la dirección con Casado y después con Feijóo.

Por otra parte, el PP gobernó entre 2011 y 2015 con mayoría absoluta en las dos cámaras, Congreso y Senado, y había prometido una reforma para que los jueces eligiesen a esos vocales directamente, cosa que nunca hizo. El Presidente Rajoy impidió que la propuesta de Alberto Ruíz Gallardón, ministro de Justicia, llegase al Consejo de Ministros y así consiguió que el PP, que tenía mayoría, pudiese seguir controlando el CGPJ.

Pons también reclamaba que las renovaciones institucionales se realizasen en su conjunto, pero la verdad es que el Gobierno de Rajoy nombraba en 2013 a los dos magistrados del Tribunal Constitucional que le correspondían –Pedro González Trevijano y Enrique López– sin negociar esa renovación con el PSOE, entonces principal partido de la oposición.

El PP intentaba “colar” a Enrique López en la cuota del Senado, pero fue rechazada esa propuesta por los servicios jurídicos técnicos porque incumplía el requisito de antigüedad. Posteriormente tuvo que dimitir porque fue sorprendido cuando conducía una moto de madrugada por la Castellana, ebrio y sin casco. Con esa conducta tan poco ejemplar fue responsable nacional de Justicia de la dirección del PP con Pablo Casado y “reubicado” por Isabel Ayuso como consejero de Justicia de la Comunidad de Madrid211.

20.2. Ignacio Cosidó explica “una jugada estupenda”

El interés del PP por controlar el poder judicial con todo tipo de “jugadas” vetos, excusas y chantajes, no es nada nuevo. El PP perdía el gobierno en junio de 2018, y ya con el Gobierno de Pedro Sánchez tocaba renovar el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) porque el 4 de diciembre de ese año caducaba el mandato. Poco antes, PSOE y PP llegaban a un acuerdo en noviembre de 2018 para la renovación del CGPJ, que suscitó críticas internas en el PP, lo mismo que en las negociaciones de renovación de octubre de 2022. Ignacio Cosidó, portavoz del PP en el Senado y que fue Director General de la Policía en el gobierno de Mariano Rajoy, defendía el acuerdo con el PSOE, que valoraba así en un watsApp que enviaba a los compañeras/os en el Senado: “Ha sido una jugada estupenda”. Según ese acuerdo, el PP elegiría nueve vocales y la presidencia y el PSOE los otros once vocales. Cosidó se extendía en la explicación: “Obtenemos el mismo numéricamente pero ponemos un presidente excepcional (Manuel Marchena), un gran jurista con una capacidad de liderazgo y auctoritas [cierta legitimación socialmente reconocida] que las votaciones no sean 11-10, sino cercanas al 21-0. Y además controlando la Sala Segunda desde detrás y presidiendo la Sala 61”.

La Sala Segunda del Tribunal Supremo, la de lo Penal, era muy importante porque es competente para juzgar diputados, senadores y miembros del Gobierno, y la encargada de juzgar políticos y líderes nacionalistas catalanes por el referéndum del 1 de octubre de 2017. Por otra parte, la Sala 61 es la que tiene competencia sobre los procesos de ilegalidad y disolución de formaciones políticas, según la Ley de Partidos.

Explicaba Cosidó que el acuerdo con el PSOE incluía no poner vetos para no prolongar la renovación. Uno de los vocales propuestos por el PSOE era José Ricardo de Prada (seguía cuestionado por el PP cuatro años después), que juzgó el “caso Gürtel”, una trama de corrupción que tuvo graves consecuencias políticas para el PP. Cosidó daba detalles: “En cualquier caso, sacar a De Prada de la Audiencia Nacional es bueno, mejor de vocal que poniendo sentencias contra el PP”. Y concluía: “Ha sido una jugada estupenda”. Ese inoportuno watsApp frustró ese acuerdo y el juez Marchena renunciaba a presidir el CGPJ.

Ese mensaje de Cosidó contenía las líneas generales de actuación del PP respecto al poder judicial porque no era una “jugada” particular, sino que transmitía la política decidida por la dirección nacional del PP:

—No respetar la división de poderes y considerar que el poder judicial es una pieza más de su maquinaria política, que hay que controlar “por detrás”.

—Hay que evitar que haya jueces (veto a De Prada) que puedan dictar sentencias contra el PP, sobre todo en casos de corrupción.

—El reparto del CGPJ es mejor hacerlo entre dos porque así toca a más, evitando que también participen Podemos, ERC, PNV etc.

—No solo quieren controlar el CGPJ, también Tribunal Constitucional, Tribunal Supremo etc., quieren controlar todo y por eso hablan de que “nos jugábamos centenares de nombramientos en el poder judicial, vitales para el PP”.

Inés Arrimadas pedía explicaciones a Casado, que nunca dio, e interpretaba ese watsApp: “Parece una película de mafiosos en un cuarto los tres repartiéndose el Consejo General del Poder Judicial”. Para la dirigente de Ciudadanos el objetivo del PP estaba claro: “Así controlan la Sala Segunda del Tribunal Supremo que es la que tiene que juzgar sus casos de corrupción”.

Después se sucedieron las excusas por parte del PP para no renovar los órganos judiciales. En agosto de 2020 el rey Juan Carlos I huye de España, Pablo Iglesias critica la actuación del monarca y Pablo Casado exigía que Podemos no participase en el diálogo: “No hay pacto posible con quienes piden la abdicación del Rey, la independencia de Cataluña y el blanqueamiento de batasunos”. Y Teodoro García Egea, entonces número dos en el PP, manifestaba: “Prefiero que el CGPJ siga como está a que entren miembros de Podemos en una institución que desprecia”.

Parecía que estaba casi hecho el acuerdo, pero se rompían las negociaciones el 26 de febrero de 2021 cuando el PP vetaba a dos vocales propuestos por Podemos: Victoria Rosell y Ricardo de Prada. Fracasaba otro acuerdo de PSOE y PP para renovar el Tribunal Constitucional cuando, ya en 2022, Casado es relevado por Feijóo en la presidencia del PP.

Didier Reynders, Comisario de Justicia de la Unión Europea, visitaba España en julio de 2022, insistía en la urgencia de la renovación del CGPJ e instaba a que, posteriormente, se revisase el sistema de elección de sus vocales, siguiendo las líneas marcadas por el Consejo de Europa.

De poco sirvieron esas recomendaciones de la UE porque después de tres semanas de negociación y cuando todo parecía indicar que el acuerdo estaba hecho, Feijóo cerraba todas las puertas el 27 de octubre de 2022, alegando en esta ocasión como excusa que el Gobierno pretendía modificar el Código Penal en lo referente al delito de sedición. Esta modificación del Código Penal para ajustarlo a los criterios predominantes en Europa, no es nada nuevo porque estaba dentro de las líneas programáticas anunciadas por el Gobierno de Sánchez y así manifestado en los últimos años. Aún más, quedaba claro para el PP que eso no debería interferir en la negociación para la renovación del CGPJ y la propia Cuca Gamarra manifestaba dos días antes de la ruptura, es decir, el 25 de octubre, que son dos “vías diferentes”.

Todos los medios de comunicación recogían las razones de fondo para que el PP cerrara las puertas de toda negociación con el PSOE. El mismo día que Feijóo anunciaba por la tarde el fin del diálogo, Isabel Ayuso estaba en Galiza y declaraba por la mañana que ya comunicó su opinión a Feijóo. Quedaba claro que la presión de los sectores más derechistas del PP fue eficaz; todo esto unido a una importante presión mediática, que Feijóo no pudo resistir. Pedro Sánchez hacía esta valoración: “A Feijóo le han temblado las piernas. No es autónomo. La derecha extrema le ha doblado el pulso”212.

En definitiva, el PP quiere tener mayoría en el Tribunal Constitucional cuando gana las elecciones, como en 2013 (7 conservadores frente a 5 progresistas) y quiere mantener esa misma correlación de fuerzas cuando pierde las elecciones y está en la oposición, boicoteando una renovación pendiente desde hace cuatro años e incumpliendo la Constitución.

Esta era el mensaje de Cosidó por WhatsApp213:

El pacto previo suponía (10 PSOE + 10 PP + el presidente (Magistrado del Supremo) PSOE=21) y sin derecho a veto de los candidatos propuestos por el otro.

= (12 jueces + 8 juristas de reconocido prestigio (JRP) + 1 presidente)= 21.

=((3 jueces PP Congreso + 3 jueces PSOE Congreso + 3 jueces PP Senado + 3 jueces PSOE Senado) + (2 JRP PP Congreso+ 2 JRP PSOE Congreso + 2JRP PP Senado + 2 JRP PSOE Senado) + 1 Presidente= 21.

Dicho de otra manera: El PP hubiera tenido 10 vocales, y el PSOE 10 vocales + el Presidente= 11.

Con la negociación, el PP tiene 9 vocales + el Presidente=10, y el PSOE tiene 11 vocales.

Con otras palabras, obtenemos lo mismo numéricamente, pero ponemos un Presidente excepcional, que fue vetado por Rubalcaba en 2013, y ahora no. Un presidente gran jurista con muchísima experiencia en el Supremo, que prestigiará el TS y el CGPJ, que falta le hace, y con una capacidad de liderazgo y auctoritas para que las votaciones en el sean de 11-10 sino próximas al 21-0. Y además controlando la Sala Segunda desde detrás y presidiendo la Sala 61. Ha sido una jugada estupenda que he vivido desde la primera línea. Nos jugábamos las renovaciones futuras de 2/3 del TS y centenares de nombramientos en el poder judicial, vitales para el PP y para el futuro de España.

Lo único que puede sonar mal son los nombramientos de algunos vocales del PSOE, pero el pacto previo suponía no poner vetos a nombres, para no eternizar la renovación que tiene fecha de caducidad el 4 de diciembre. En cualquier caso sacar a De Prada de la Audiencia Nacional es bueno. Mejor de vocal que poniendo sentencias contra el PP.

Otra consideración importante es que este reparto 50% para los próximos años, supone más de los que nos correspondería por el número de escaños o si hubiesen entrado otras fuerzas políticas.

En fin, resulta esperanzador. Lo que leo estos días es de una ignorancia que raya el delito. Si alguien quiere más detalles, estoy encantado. Abzo fuerte.

Para que funcione un sistema democrático necesitamos partidos que tengan una actuación democrática. Feijóo estuvo durante muchos meses difundiendo que tenemos un gobierno ilegítimo, es decir, no reconoce los resultados de las elecciones, ni cumple lo que señala la Constitución sobre la composición y el proceso de constitución de los órganos del poder judicial. Con este comportamiento Feijóo desestabiliza y debilita la democracia.



211 “El PP reclama todo lo contrario de lo que lleva haciendo al menos 10 años”. José Manuel Romero; El País, 9-9-2022.

212 La Voz de Galicia, 29-10-2022.

213 diario.es, 19-11-2018.


21. Reforma de los delitos de sedición y malversación en el Código Penal

21.1. Antecedentes

Hablemos claro sobre cuál es la raíz del juicio del procés214: la justicia española se inventa un delito de rebelión que no existe en Europa. Los presos políticos catalanes son juzgados y “secuestrados” en prisión durante casi dos años en aplicación del artículo 384 bis introducido por L.LO. 4/1988, de 25 de mayo (“B.O.E” 26 mayo), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: “Firme un auto de procesamiento y decretada la prisión provisional por delito cometido por persona integrada o relacionada con bandas armadas o individuos terroristas o rebeldes, el encausado que estuviera ostentando función o cargo público quedará automáticamente suspendido en el ejercicio del mismo mientras dure la situación de prisión”.

Cuando Puigdement es detenido en Alemania un tribunal de ese país consideraba “no admisible” la petición de su entrega a la justicia española por un delito de rebelión porque no existió el grado de violencia “suficiente”. Y recordaba que “la pena de traición prevista en Alemania en virtud del artículo 81 del Código penal se basaba en un nivel de violencia que no fue alcanzado por los conflictos en España”. Tampoco admitía que hubiera un delito de perturbación del orden público. En definitiva, no hubo delito de rebelión y sedición y solo admitía que fuera extraditado a España por presunta malversación. El ridículo de la justicia española fue mayúsculo porque inventaron unos delitos que no contemplan las leyes en Alemania, Bélgica o Escocia, donde también estaban exiliados otros políticos y políticas soberanistas.

El juez Pablo Llarena, que inventó el delito de rebelión, fue hasta 2015 presidente de la conservadora Asociación Profesional de la Magistratura (APM) y para llegar a instruir la Causa Especial del Supremo contra los líderes soberanistas catalanes recorrió un largo camino, que parece bastante predeterminado por las maniobras del poder judicial. El ascenso de este magistrado hasta la Sala Segunda del Tribunal Supremo se iniciaba el 14 de enero de 2016 en la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) que decidía la presentación de una terna de candidatos/as, que excluía a ocho de los trece candidatos/as a la plaza vacante. Jueces para la Democracia denunciaba el nombramiento de Llarena y pedía la anulación porque vulneraba la ley, el reglamento del Tribunal Supremo y la Constitución. Llarena era designado para instruir el proceso contra los políticos soberanistas, sin que se respetaran las normas aprobadas por el Tribunal Supremo para el reparto de las Causas Especiales. Pascual Sala, expresidente del Tribunal Supremo, del Tribunal Constitucional y del Consejo General del Poder Judicial, tampoco coincidía con el juez Llarena y manifestaba en la radio catalana: “Para mí es muy difícil, por no decir imposible, que exista un delito de rebelión, por no decir que me parece problemático que exista un delito de sedición”. Y añadía: “Desde el punto de vista político, las cárceles no ayudan a resolver los problemas políticos. Hay que evitar que la política acabe derivando en cuestiones judiciales”. Por otra parte, Carmen Calvo, entonces vicepresidenta del Gobierno, también declaraba que para cometer el delito de rebelión era necesaria la utilización de “instrumentos de fuerza que en cualquier legislación, aquí y por ejemplo en la alemana, están conectados con las armas”.

El juez Manuel Marchena, que presidía la Sala Penal del Tribunal Supremo (Sala Segunda), tuvo un importante protagonismo en juicios que beneficiaban al PP. Presidió el tribunal que archivaba la investigación del Máster de Pablo Casado, por no encontrar indicios de prevaricación y soborno impropio, aún reconociendo que hubo “trato de favor”. Marchena y otros cuatro magistrados también decidieron no investigar a Jorge Fernández Díaz, exministro de Interior, por las escuchas con el exdirector de la Oficina Antifraude de Cataluña, en la que hablaban sobre cómo utilizar la Fiscalía para atacar a dirigentes independentistas.

El gobierno del PSOE y el PP pactaban en noviembre de 2018 que Marchena fuera el presidente del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), así como el reparto de 20 puestos de ese gobierno de los jueces. Como ya vimos en otro apartado, Ignacio Cosidó, portavoz del PP en el Senado y exdirector general de la Policía Nacional, explicaba la bondad de ese pacto con el PSOE en un mensaje de whatsApp a los 146 miembros de su grupo parlamentario: “Ponemos un presidente excepcional y, además, controlando la Sala Segunda por detrás” (es la competente para juzgar a personas diputadas, senadoras y aforadas). La operación fracasó cuando se conocían estos mensajes, y Marchena renunciaba a presidir el CGPJ el 20 de noviembre de 2018.

El Código Penal de 1995, denominado entonces como “nuevo código penal de la democracia”, se aprobó con los votos del PSOE (estaba en el gobierno), IU y nacionalistas vascos y catalanes. El de rebelión fue uno de los delitos contra la Constitución que suscitó más debate. Diego López Garrido, diputado del PSOE y catedrático de Derecho Constitucional, incorporó una enmienda, que fue aprobada, para que la rebelión, que podría ser castigada con penas de hasta 30 años de cárcel, tuviera que ser mediante el uso de la violencia. Cuando la Fiscalía acusaba a los dirigentes políticos del Govern por delitos de rebelión, López Garrido dejaba claro que la Declaración Unilateral de Independencia (DUI) aprobada en el Parlament, no encaja ni por asomo con el delito de rebelión, recogido en el artículo 472 del Código Penal: “El delito de rebelión no es sólamente declarar la independencia de una parte del territorio de España. Son reos de rebelión los que se alzaren violenta y públicamente para cualquiera de los fines empleados, uno de ellos, la independencia”. Y concluía: “Con el Código Penal no puedes hacer interpretaciones, son muy precisas”. Para López Garrido tampoco habría sedición. Como mucho podría haber un presunto delito de malversación y desobediencia que no lleva consigo cárcel, sino inhabilitación. Posteriormente, este catedrático disentía públicamente de la calificación jurídica de delito de rebelión que hacía el magistrado instructor Pablo Llarena e insistía en que no se puede aplicar a Carles Puigdemont, coincidiendo con la justicia alemana y belga.

Calificar el juicio del procés como farsa es un poco fuerte, pero es lo que manifestaba Jody Wiliamas, Premio Nobel de la Paz, que también calificaba a los testigos policías como “títeres”. Esta profesora de Estados Unidos de América, activista en la lucha contra las minas antipersonas, que estuvo en la cárcel por denunciar la participación de Estados Unidos en las guerras de Vietnam e Irak, lamentaba que en el siglo XXI el gobierno español “no pueda tolerar diferentes opiniones”. Consideraba que defender la unidad de España es un proyecto legítimo, pero no puede ir en detrimento de los derechos humanos del resto. En una intervención en la Comisión de Derechos Civiles y Políticos del Parlament, después de estar en el juicio, manifestaba: “La autodeterminación es un derecho fundamental. Uno de los errores más significativos de España es interferir en el derecho de autodeterminación. Quebec celebró dos referéndums y ganó Canadá. Escocia perdió y es una lástima porque las armas nucleares están en Escocia. Era un tema nuclear”, como recogía publico.es de 12-4-2019.

Hubo también una valoración del juicio a nivel internacional. Así, un grupo de 41 senadores de los principales partidos de Francia firmaban un manifiesto en marzo de 2019 que pedía “respeto por los derechos y libertades fundamentales en Cataluña”. Denunciaba “las represiones de los representantes políticos de la Generalitat encarcelados o forzados al exilio”, constatando que la situación que están viviendo es “un verdadero ataque contra los derechos y las libertades democráticas”. Finalmente, instaba a Francia y a la Unión Europea a intervenir para “restablecer las condiciones de diálogo y encontrar solución política a un problema político”. Para el senador François Calvet el juicio demuestra que “España no es una democracia en Justicia” (elnacional.cat, 20-4-2019). Por su parte, The Times titulaba así la editorial: “El juicio a los 12 catalanes: la Inquisición Española”.

Javier Pérez Royo, catedrático de Derecho Constitucional de la Universidad de Sevilla, manifestaba: “Los presos políticos están detenidos ilegalmente desde el 28-A”, fecha de la celebración de las elecciones generales, porque el 28 de abril de 2019 fueron proclamados diputados electos Oriol Junqueras, Jordi Turull, Josep Rull y Jordi Sànchez y senador electo Raül Romeva. Desde ese momento tienen inmunidad parlamentaria y no podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva” (artículo 71.2 de la Constitución Española). Y el artículo 12 de los Reglamentos del Congreso de los Diputados y del Senado señala: “ El Presidente del Congreso, conocida la detención de un diputado o cualquier otra actuación judicial...que pudiera obstaculizar el ejercicio de su mandato, adoptará de inmediato cuantas medidas sean necesarias para salvaguardar los derechos y prerrogativas de la Cámara y de sus miembros”. Siguiendo ese mismo criterio, Oriol Junqueras y Carles Puigdemont, elegidos el 26 de mayo de 2019 como parlamentarios electos del Parlamento europeo, tendrían también una inmunidad semejante.

21.2. Contenido de la reforma del Código Penal

Después de su debate en el Congreso, el Senado aprobaba el 22 de diciembre de 2022 la reforma de la sedición y malversación en el Código Penal215 con 140 votos a favor de PSOE, ERC, PNV, EH-Bildu y Més per Mallorca; 118 en contra de PP, Junts, Vox, Teruel Existe, UPN, PRC, CC, PAR y dos senadores independientes; abstención de Compromís, Más Madrid y Geroa Bai.

Sedición

El delito de sedición desaparece –hasta ahora con una pena máxima de 15 años de cárcel– que es sustituido por el delito de desórdenes públicos agravados. Quedaría redactado así, como artículo 577 del Código Penal: “Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a tres años los que, actuando en grupo y con el fin de atentar contra la paz pública, ejecuten actos de violencia o intimidación sobre las personas o las cosas; u obstaculizando las vías públicas ocasionando un peligro para la vida o salud de las personas, o invadiendo instalaciones o edificios”.

Para esas conductas prevé una “pena de prisión de tres a cinco años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por el mismo tiempo cuando se cometan por una multitud cuyo número, organización y propósito sean idóneos para afectar gravemente el orden público. En caso de estar los autores constituidos en autoridad, la pena de inhabilitación será absoluta por tiempo de seis a ocho años”.

El BNG apoyaba la desaparición del delito de sedición, pero en el Congreso (no tenía senadores) votaba en contra de esta reforma del Código penal con argumentos distintos que PP y Vox. Pedía en sus enmiendas, que no fueron admitidas, que se blindase el derecho de manifestación y que se eliminaran “elementos de discrecionalidad”. Su diputado, Néstor Rego, consideraba que era un error “sustituir el delito de sedición por otro de desórdenes públicos agravados, porque podría “permitir la persecución de cualquier tipo de discrepancia política que se exprese en forma de movilización popular”216.

En el caso del procés, fueron condenados solo por sedición: Jordi Sánchez, Jordi Cuixart, Joaquim Forn, Josep Rull y Carme Forcadell.

Malversación

Hasta el año 2015 el Código Penal diferenciaba entre malversación con ánimo de lucro (penas de prisión entre tres y ocho años) y la malversación sin ánimo de lucro, con penas entre seis y doce meses de multa y, lo mismo que la prevaricación, hasta tres años de inhabilitación, pero sin condena de prisión217.

Desde la reforma de 2015 del gobierno de Rajoy hasta la reforma del Gobierno de Sánchez, el Código Penal sancionaba con penas de dos la seis años a la “autoridad o funcionario público” que causara un perjuicio a los fondos públicos teniendo facultad para administrarlos. Recogía las mismas condenas para aquella autoridad o funcionario que se apropie “para sí o para un tercero” de fondos públicos, con penas de cuatro a ocho años de prisión y de diez a veinte de inhabilitación en función de unos supuestos, como haber causado “un grave daño o entorpecimiento al servicio público” o que el valor de los efectos apropiados sea mayor de 50.000 euros. Contemplaba una condena de hasta 12 años de cárcel en caso de que estos bienes excedan los 250.000 euros.

Con esa reforma del PP de 2015, Oriol Junqueras y los exconsejeros de la Generalitat Raül Romeva, Dolors Bassa y Jordi Turrull eran condenados por el Tribunal Supremo por un delito de sedición y otro de malversación. Tienen conmutada la pena de prisión, pero no la de inhabilitación (entre 9 y 13 años). El expresidente Carles Puigdemont y el exconsejero Toni Comí están procesados por sedición y malversación. También están procesados por malversación varios cargos de su Govern por participar en la logística del referéndum del 1-O, entre ellos los diputados de ERC Josep Maria Jové y Lluís Salvadó.

Esa reforma de 2015 era en realidad una respuesta del PP al referéndum sobre la independencia de Cataluña promovido el 9 de noviembre de 2014 por Artur Mas, presidente de la Generalitat. Fue, por tanto, una reforma pensada para los políticos independentistas y elevaba las condenas (con ánimo de lucro o sin el) hasta doce años de cárcel, casi lo mismo que un homicidio (entre 10 y 15 años).

Con la reforma del Gobierno de Sánchez la pena del delito de malversación sin enriquecimiento personal oscila entre un y cuatro años de prisión (si hay “entorpecimiento grave” de servicio público) y entre un y tres años de inhabilitación (no de prisión) si no se produjo ese daño. Hasta ahora la pena era de 12 años. Este delito fue modificado en 2015 por la reforma del Código Penal del gobierno de Rajoy con el rechazo de toda la oposición. Hasta ese momento la malversación exigía que el dinero público desviado redundara en lucro propio o de terceros.

En definitiva, la reforma del gobierno (PSOE-Unidas Podemos), a iniciativa de ERC, no fue otra cosa que volver a la regulación que había antes de 2015. Se crea un nuevo tipo de malversación de 1 a 4 años de cárcel y entre 2 y 6 años de inhabilitación a la “autoridad o funcionario público que diese al patrimonio público que administrara una aplicación pública diferente a la que estuviera destinado”, “si resultara daño o entorpecimiento graves del servicio al que estuviera consignado”. En el caso de que no se aprecie ese daño o entorpecimiento, la inhabilitación quedaría entre 1 y 3 años.

Antes de la reforma de Rajoy, la malversación atenuada se definía como “destinar a usos ajenos a la función pública los caudales o efectos puestos a su cargo”. La propuesta de ERC añade un matiz importante: “destinar a usos particulares y ajenos a la función pública…”. Es decir, para que sea delito son necesarias ambas condiciones al mismo tiempo. Obviamente, organizar un referéndum de independencia no es un “uso particular”.

Con esta redacción propuesta por ERC, pagar con dinero público el referéndum ilegal del 1-O de 2017 ya no sería delito y José María Jové, Lluís Salvadó y treinta acusados más por financiar el procés con cargo a los presupuestos de la Generalitat no podrían ser condenados a prisión. Ni siquiera serían inhabilitados.

El portavoz del PSOE José María Oleaga defendía esa modificación del Código Penal para “homologar” la ley con la de otros países europeos y “propiciar la convivencia y el reencuentro. Todo el mundo apreciará que la convivencia en Cataluña mejoró”.

A pesar de la importancia y gravedad del momento, Feijóo se incorporaba al debate en el Senado cuando llevaba más de una hora, ausentándose continuamente hasta que se votaba.

Esta reforma del Código Penal afecta a los delitos por los que fueron condenados los líderes del procés y cuando el Tribunal Supremo interprete esa reforma podrían recuperar derechos como presentarse como candidatos en las elecciones. Por otra parte, podría beneficiar a otros que están pendientes de juicio e, incluso, condicionar la decisión de Puigdemont para regresar a Cataluña.

Los indultos no extinguieron la pena de inhabilitación, que impide presentarse a las elecciones u ocupar cargos de responsabilidad. Las defensas de los dirigentes de Junts y ERC reclamaban al Tribunal Supremo que extinga la responsabilidad penitenciaria después de la supresión del delito de sedición y la rebaja de la malversación.

Teniendo en cuenta la reforma aprobada del Código penal, Pablo Llarena, juez instructor del caso del procés, emitía un auto que eliminaba la acusación de sedición a Puigdemont, que sustituía por una desobediencia a la autoridad218. Además, mantenía la acusación de malversación agravada, cuyas penas son como las aprobadas por el gobierno de Rajoy en 2015, es decir, de 4 a 8 años de cárcel, pudiendo llegar a 12 si el perjuicio causado excede de 250.000 euros, y de 10 a 20 años de inhabilitación.

Puigdemont valoraba así el auto de Llarena: “No volveré esposado ni rendido delante de un juez aunque sea indulgente. Lucharé por volver libre”. “Estamos al final de la batalla judicial europea y la libraré hasta el final”. “Una justicia que persigue por rebelión, después por sedición y que ahora reclamará mi detención por un delito que ella misma desestimó en Alemania hace cuatro años y medio, no es una justicia previsible, no es una justicia que pueda dar la garantía de respeto a los derechos humanos, por lo tanto no es una justicia democrática”, “En España se hace política desde los tribunales y se cambian los actos judiciales a conveniencia solo para conseguir una finalidad política, que es perseguir y penalizar todo el proceso de independencia”.

Según Llarena, el delito de malversación “no requiere el enriquecimiento del autor, sino la disminución ilícita de los caudales públicos”. De este modo, con los tipos penales de desobediencia y malversación agravada, el juez esquiva la reforma del Código Penal y evita el delito de desórdenes públicos.

Este auto podría tener consecuencias si los magistrados del Tribunal Supremo que juzgaron el procés siguen el camino marcado por Llarena, ya que además de complicar la situación judicial de Puigdemont, podrían mantener para Oriol Junqueras y el resto de los procesados penas de 13 años de inhabilitación.

Por otra parte, el auto de Llarena tenía un contenido claramente político, que aprovechaba para criticar la reforma del Gobierno de Sánchez, que le obligaba a rehacer la causa del procés. El juez aprovechaba el auto para señalar que “las penas previstas para el delito de sedición eran plenamente homologables a las de nuestro entorno”. La reforma del gobierno “plantea un contexto cercano a la despenalización del procés”.



214 Información silenciada sobre Cataluña. El juicio del procés es una farsa. Artículo del autor, publicado en Nós Diario, 30-5-2019.

215 El País, 22-12-2022.

216 Europa Press, 15-11-2022.

217 Las verdades y mentiras sobre la reforma del delito de malversación. Ignacio Escolar. elDiario.es, 10-12-2022.

218 Mercedes Lodeiro. La Voz de Galicia, 13-1-2023.


22. Feijóo lidera un “golpe de Estado” con los jueces designados por el PP

22.1. Cinco años con “okupas” en el CGPJ

Este Consejo del Poder Judicial (CGPJ) se constituyó el 4 de diciembre de 2013 con los 20 vocales que marca la ley, más el presidente elegido por ellos, Carlos Lesmes, con una mayoría conservadora. Debía renovarse en 2018, pero el PP obstaculizó repetidamente esa renovación. En diciembre de 2023 solo quedaban 16 vocales, con mayoría conservadora, después de las jubilaciones de Rafael Fernández Valverde y Rafael Mozo, la dimisión de Concepción Sáez y el fallecimiento de Victoria Cinto. Lesmes dimitía en octubre de 2022, pasando a ocupar su puesto Rafael Mozo, vocal de mayor edad, que se jubilaba el 19 de julio de 2023 y acababa el año con Vicente Guilarte como presidente interino.

Además del desprestigio institucional, la imposibilidad legal de que un CGPJ caducado realice nombramientos discrecionales en los altos tribunales ha tenido un gran impacto. En total hay 85 vacantes en la cúpula judicial: una en la Audiencia Nacional, 25 en las provinciales, 36 en los tribunales superiores de Justicia y 23 en el Tribunal Supremo. Este último ha perdido un tercio de magistrados sin cubrir sus plazas, lo que ha llevado al borde del colapso a sus salas de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social. Su gabinete técnico avisó hace un año de que eso supondría dictar mil sentencias menos219.

Los jueces que tomaban al asalto el CGPJ a las órdenes del PP, non se limitaban a actuar como unos “okupas” discretos que no molestan al vecindario, sino que metían mucho ruido para que se enterase todo el mundo de su existencia. No dejaban pasar ni una al gobierno de Pedro Sánchez y rechazaban avalar el nombramiento del Fiscal General del Estado, aunque el presidente provisional y magistrados progresistas consideraban que el CGPJ se excedió en sus funciones.

22.2. El PP bloquea el CGPJ

El gobierno del PSOE y Unidas Podemos (UP) pretendía acabar con el bloqueo por el PP del CGPJ durante cuatro años, incumpliendo su renovación cada cinco años, que cumplía en 2018, tal y como señala la Constitución y la Ley Orgánica 2/2001, de 28 de junio sobre composición del CGPJ. Para acelerar el proceso, el gobierno presentaba una enmienda a la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la del Tribunal Constitucional por la vía de enmiendas a la reforma del Código Penal.

El gobierno presentaba estas dos enmiendas: suprimir el requisito de tres quintos que el CGPJ necesita para elegir a los dos magistrados que le corresponde, que pretendía cambiar por un sistema en el que sean elegidos los jueces más votados. La otra enmienda permitiría que el gobierno y el CGPJ puedan hacer sus nombramientos de forma independiente, aunque la otra parte no lo haga en los plazos fijados.

Por otra parte, el PSOE se sumaba a UP y presentaba un recurso de amparo para pedir la abstención o recusación de los dos jueces del TC que tenían el mandato caducado –Pedro González Trevijano y Antonio Narváez Rodríguez– porque estaban directamente afectados por la reforma.

El PP no reconocía la legitimidad del gobierno para modificar la ley que regula el procedimiento de elección y utilizaba a los jueces nombrados por el PP para paralizar esa renovación con el argumento de que como el gobierno, según ellos, abandona la Constitución, ellos recurren al TC en defensa de la democracia y de la Constitución, pidiendo medidas cautelarísimas para impedir la votación en el Congreso, señalada para lo 15 de diciembre de 2022 por la tarde que, finalmente se realizó con este resultado: 184 votos a favor, 64 en contra y 1 abstención; miembros del PP y Vox decidieron no votar.

El PP forzaba una reunión del TC para el jueves, 15 de diciembre por la mañana, que acuerda darse un tiempo hasta el lunes, 19 diciembre, para estudiar los tres recursos presentados: uno del PP consideraba que elegir la vía de enmiendas para introducir reformas en dos leyes orgánicas (la del TC y la del Poder Judicial) era un “atropello del poder legislativo“, que ponía en juego la separación de poderes; otro del PSOE y otro recurso de UP que recusa a los magistrados Trevijano y Narváez220, que tienen el mandato caducado. Estos dos votos eran decisivos porque el grupo conservador quedaría en minoría.

22.3. Opiniones

Después de aprobarse por el Congreso la reforma el 15 de diciembre de 2022, algunas editoriales o artículos de opinión se posicionaban claramente con la derecha y ultraderecha o con el sector progresista.

El País221 adivinaba lo que podía suceder y titulaba la editorial En el límite del sabotaje: “El Partido Popular ve frustrado de momento su propósito de suspender la tramitación del desbloqueo judicial”. Este periódico sabía que ese día finalizaba una batalla, pero que la guerra continuaba: “El aplazamiento dejó sin efecto de forma provisional la maniobra obstruccionista urdida por el brazo jurídico de la derecha política”. Reflexionaba sobre la gravedad de la situación: “El tribunal tiene asignadas funciones de control de constitucionalidad de las leyes una vez han sido aprobadas, pero adelantarse a su aprobación e impedir el trabajo parlamentario supondría una extralimitación de funciones que los deslegitimaría seriamente, además de que difícilmente encontraría acomodo en la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”.

La editorial de La Voz de Galicia222, “Pago de votos”, no analizaba el tema de fondo, es decir, el boicot del PP a la renovación del poder judicial, y se limitaba a repetir el discurso del PP: “La urgente y atropellada actividad que vive la política estos días, por la prisa que tuvo el Gobierno ayer para eliminar el delito de sedición y rebajar el de malversación, constituye un ataque insólito a la solidez de la democracia española. Y concluía: “En realidad, ambas medidas solo obedecen a un pago de votos para sacar adelante los Presupuestos y evitar que se trunque la legislatura”.

El periodista de La Voz de Galicia, Gonzalo Bareño223, complementaba la citada editorial: “La irresponsabilidad del PSOE y de sus socios de Unidas Podemos y ERC al jugar con las leyes a su antojo para conseguir sus fines políticos ha llevado a que España viva una crisis institucional sin precedentes. Al margen de que el Tribunal Constitucional decida finalmente paralizar o no la tramitación, lo que es evidente es que no es de recibo tratar de modificar dos pilares tan importantes de la democracia como son la ley del Poder Judicial y la del propio Tribunal Constitucional mediante enmiendas presentadas deprisa y corriendo, y sin posibilidad de ser debatidas por el pleno del Parlamento, a una norma que nada tiene que ver con lo que se quiere modificar. El Gobierno escogió la insólita vía de incluir esas enmiendas en una reforma del Código Penal”.

La periodista Ana Pardo de Vera titulaba su artigo Caretas fuera224: “Ya no hay disimulo. Ni guante blanco. Ya no hay finezza ni vergüenza. La (ultra)derecha política y judicial se han dejado de medias tintas y han actuado exactamente como se espera de ellas cuando se sienten acorraladas: avasallando, atacando y arrasando la herramienta más preciada que tenemos los ciudadanos/as, representados por los parlamentarios en las Cortes: nuestro voto. Con el intento de bloqueo del voto parlamentario (el tuyo y el mío, insisto), jueces reaccionarios y PP (Vox hace tiempo que va a cara y pecho descubiertos) se arrancaron las máscaras a la vez y enviaron un mensaje clarísimo: “Miren, ya está bien, que ustedes no pueden seguir intentando renovar las mayorías de la cúpula judicial, porque ésta nos pertenece y –parafraseando a Dolores de Cospedal– ‘o nosotros, o el caos’. Convoquen elecciones y dejen paso”.

Xavier Vidal-Folch225 se refería al comportamiento del TC como “Estado de excepción que la ultraderecha pretende imponer a la Constitución esterilizando al Congreso como sede de la soberanía popular que delibera las leyes y las aprueba o rechaza”

Javier Aroca226: “La clave de todo esto está en el bloqueo, en el filibusterismo del Partido Popular aliado con una pandilla de jueces y juristas de reconocido prestigio que están bloqueando las instituciones democráticas y constitucionales”. “Los ciudadanos del Estado somos menos soberanos porque lo que votamos en las urnas, que es lo que dice la Constitución y donde reside nuestra soberanía popular, ha sido secuestrado y burlado por un grupo de jueces y magistrados insurrectos”.

No faltaron los comentarios ingeniosos en las redes sociales y Rafael Rufián difundía en su cuenta de twiter: “Última hora: el Tribunal Constitucional decide paralizar un pleno del Senado que no le gusta, dar una Champions más al Real Madrid, hacer presidente del Congreso a Pepe Reina [portero del Villarreal] y calificar los sobresueldos del PP como propina”.

Para Baltasar Garzón: “La existencia de este Consejo General del Poder Judicial con cinco años de mandato caducado está fuera de toda legalidad. Deberían dimitir todos los miembros y forzar esa renovación. Lo que pretenden algunos, como el Partido Popular, es cambiar las reglas de un sistema de elección totalmente democrático, que da el poder al Parlamento, depositario de la soberanía popular. No es una cuestión de cuotas, sino de que los partidos deben de ponerse de acuerdo sin dilación. No valen las excusas, no vale el boicot permanente que el Partido Popular está haciendo a esa designación porque no quiere perder su influencia en el órgano de gobierno de los jueces”227.

22.4. El silencio del Rey Felipe VI

José Antonio Martín Pallín, exmagistrado del TS, manifestaba que el choque institucional provocado por las resoluciones del TC podría ocasionar “la degradación del concepto de justicia que deben defender sus componentes” y “llevarnos a un conflicto institucional, en el que se puede comprometer la persona del Rey, ya que, según el artículo 56 de la Constitución, se le concede la función de arbitrar y moderar el funcionamiento de las instituciones del Estado”228.

El periodista David Bollero recordaba, como contraste con la calculada ambigüedad de los discursos del rey en Navidad, la contundencia empleada por Felipe VI en otras ocasiones: “En 2017 el rey salió a reprender a quienes querían más democracia, esto es, a quienes deseaban que el pueblo catalán se pronunciase sobre si quería o no la independencia, ahora calla, dando implícitamente su bendición a quienes quieren menos democracia, es decir, a quienes han vetado el normal funcionamiento de nuestro Senado. Es muy grave”229.

Había expectación por saber qué iba a decir el rey en el tradicional discurso de Navidad. Y no defraudó porque dijo lo de siempre, nada. No concretó nada, ni citó a ningún responsable del “conflicto institucional”. Por eso PSOE y PP coincidían en la valoración: “El rey acertó”.

Felipe VI ni arbitra, ni modera, solo defiende los intereses de la Corona. En su discurso no hacía un llamamiento expreso a que debían renovarse los órganos del poder judicial y solo alertaba del riesgo de “erosión de las instituciones”. Hacía una referencia genérica a que España necesita instituciones que “ejerciten sus funciones con colaboración leal, con respeto a la Constitución y a las leyes, y sean un ejemplo de integridad y rectitud”. Ante la grave crisis política con los órganos legislativos paralizados por decisión de un TC al servicio de la derecha, una auténtica vergüenza a nivel internacional, su única respuesta fue declarar: “Somos una de las grandes naciones del mundo”.

El aplauso de los medios de comunicación fue prácticamente unánime. Justificaban que no concretase nada porque así dejaba contentos a los partidos monárquicos y mantenía la unidad en defensa de la Corona. José Apezarena, editor de Confidencial Digital, concluía: “No ha querido llamar la atención. Algo así como sí estuviera tratando de andar con pies de plomo”.

Rafael Mayoral (Podemos)230: “La comparecencia de ayer fue decepcionante, porque la falta de legitimidad democrática en la jefatura del Estado le incapacita de poder cumplir adecuadamente con la función institucional de arbitrar y moderar los poderes del Estado”.

Izquierda Unida: no decía nada.

Pere Aragonés (ERC) manifestaba que su partido está “muy distanciado” de lo que representan la Familia Real y “la arquitectura institucional del régimen de 1978”. “La monarquía no es ejemplo de rectitud ni de integridad”.

Jon Iñarritu (EH-Bildu): un discurso “vacío de contenido”. “El rey pone de ejemplo el espíritu de la transición y palabras huecas que lo único que buscan es legitimar su figura. Un tostón soporífero indeterminado para que cada uno entienda lo que quiera”. “Llama más la atención por lo que no dice. No se ha referido a los asuntos más graves del año, ni a la tragedia de Melilla, ni Pegasus, ni el golpe del Tribunal Constitucional han estado”.

Aitor Esteban (PNV) invitaba al rey “a adaptarse a los tiempos y aceptar la realidad de las naciones”. “Debería darse cuenta de que hay colectivos amplios que no han estado nunca de acuerdo con la Constitución, y algunos de los que estuvieron, hoy en día la cuestionan”. “Reparte culpas de una manera generalizada, sin apuntar a nadie”. “Seguimos asistiendo a una serie de escándalos relacionados con su padre” y pide a Felipe VI que impulse la reforma para “que se limite la inviolabilidad del rey a las funciones públicas”. “Que se aplique el cuento más allá de generalidades repartiendo culpas”.

Néstor Rego (BNG)231: “El discurso de Felipe VI está alejado de la realidad y de las necesidades sociales”. Calificaba la monarquía como “la institución más deslegitimada del Régimen del 78”, que definía como “corrupta y anacrónica”, y proponía “dejar atrás esta institución lejana de las preocupaciones de la inmensa mayoría de la población”. “Dedicó la mayor parte de su discurso para el ensalzamiento de la Constitución Española. De esa Constitución que está en el origen de muchos problemas de las mayorías sociales del Estado español y de los problemas de nuestro país, que niega la condición de Galiza como nación y la capacidad para poder decidir libremente en función de los propios intereses”. Lamentaba la utilización del discurso para justificar el aumento del gasto militar y para “apuntarse a la escalada belicista y la política militarista de la OTAN, que lleva promoviendo el Gobierno español desde el inicio de ese conflicto”. “En ningún momento hizo referencia a la necesidad de realizar todos los esfuerzos posibles en el ámbito político y diplomático para poner fin a ese conflicto, para buscar una paz definitiva, justa y duradera”.

David Bollero hacía una valoración del discurso de Navidad del rey Felipe VI en su artículo Soy el rey y bla, bla, bla232:

Cuando crees que un Borbón no te puede decepcionar más, lo consigue; ignoro cómo lo hacen, pero la saga tiene esa capacidad. Anoche volvió a hacerlo Felipe VI en su mensaje de Navidad

Los españoles y las españolas no precisamos que el monarca en cuya formación tanto hemos invertido venga a decirnos que “necesitamos fortalecer nuestras instituciones”. Para ese viaje no precisábamos tantas alforjas. Escuchar reflexiones de Felipe VI que podrían atribuírsele a cualquier estudiante de Secundaria es desolador.

Hay que tener mucho cuajo para plantarse delante del pueblo español y decir que “creo que, en estos momentos, todos deberíamos realizar un ejercicio de responsabilidad y reflexionar de manera constructiva sobre las consecuencias de ignorar esos riesgos”. La reflexión tendría que habérsela traído preparada de casa y, avanzar, actuar y cumplir el mandato de la Constitución, haciendo un llamamiento firme a quienes están torpedeando nuestras instituciones y con ello, nuestra misma democracia... por no hablar de la propia erosión de la institución que es la Monarquía, a cuyo desprestigio han ido colaborando la mayor parte de sus miembros, unos de manera más activa que otros y él, Felipe VI, especialmente con sus silencios y ausencia de determinación.

“Compartimos el gran discurso de S.M. el Rey en defensa de la Constitución, el legado de la Transición y la fortaleza de las instituciones ante los desafíos que enfrentamos”, decía Alberto Núñez Feijóo, sin despeinarse a pesar de que el partido que preside lleva cuatro años incumpliendo la Constitución.

Felipe VI no está a la altura, sencillamente, porque es prescindible. Ninguna persona demócrata debería ya esperar nada de él, ni siquiera que tenga la honestidad de poner su cargo a disposición del pueblo para que éste le dé una legitimidad real que la Corona nunca ha tenido en nuestra democracia. El bla, bla, bla... que nos regala cada año (mejor vocalizado que su padre, eso sí) es insultante, por lo que dice y, sobre todo, por lo que no dice. Y ante eso, la opción más honesta, más decente, es el silencio total.

La periodista Nieves Concostrina, colaboradora de la SER, era mucho más contundente. El ciberactivista Julián Macías Tovar, a través de su canal Pandemia Digital, preguntaba a Concostrina sobre la crisis institucional y qué podría hacer el rey para intervenir en esta situación233. Esta fue su respuesta:

…es vergonzoso lo del Tribunal Constitucional, y tenemos un rey vergonzoso también. Es un señor que bueno… siempre se ha demostrado que no sirve para absolutamente nada”. “En estos momentos debería hacer algo para remediar la situación y no lo está haciendo. Desde mi punto de vista es un absoluto inútil. Y como está todavía vigente el delito de injurias a la corona, pues ya puede estar llamando la Guardia Civil a mi casa.

Pero este señor es un inútil que está dispuesto a salir cuando la ultraderecha le da la orden, se pone delante de una cámara y dice ¿A ver, qué hay que decir? Además, este es un señor que aunque le llaman “el preparado”, con toda la mala leche del mundo, tiene una preparación intelectual absolutamente deficiente, igual que todos los Borbones. No vienen preparados y yo creo que no conocen ni sus propias instituciones.

En aquel famoso mensaje del 3 de octubre de 2017, el rey comenzó diciendo algo así como “estamos viviendo muy graves momentos para la democracia”. ¿Y este no te parece un grave momento para la democracia? ¿O estás más pendiente de preparar tu próximo viaje y que no nos enteremos?.

En fin, yo estoy muy indignada con este señor, que me parece que tendría que hacer las maletas y largarse.

22.5. Auto del Tribunal Constitucional

Enrique Arnaldo fue ponente del auto del TC que impedía al Senado continuar la tramitación legislativa de dos de las enmiendas dentro de la reforma del Código Penal, aprobadas por el Congreso. Consideraba ese auto que si las Cortes “rebasan los márgenes de la Constitución, el TC tiene la irrenunciable responsabilidad de limitar la capacidad de actuación del legislador”. Entendía que votar unas enmiendas sin conexión aparente con la proposición de ley que se está tramitando en el Parlamento rebasa los derechos que la Constitución confiere a la sede de la soberanía popular234.

Estos son los “antecedentes” de Enrique Arnaldo235: Nominado vocal del TC a propuesta del PP en 1996. Conferenciante habitual de FAES, la fundación del PP. Su currículum está salpicado por varios casos de corrupción. Escribió más de 300 artículos de opinión, la mayoría de ellos en El Imparcial. Declaraciones públicas siempre al servicio del PP: en 2008 criticaba los tres supuestos de interrupción del embarazo o la llamada eutanasia activa; en 2009 rechazaba la Ley de Memoria Histórica. Denunciaba la “sostenida, constante, manifiesta, negligente y contumaz actuación de la comunidad autónoma de Cataluña”. Manifestaba que el legado del presidente Zapatero “es patético en todos los órdenes” y que era un “busto parlante”.

El auto del TC describía el recurso del PP como “un recurso de amparo en el que los parlamentarios recurrentes pueden reaccionar frente a la vulneración de derechos fundamentales garantizados por el artículo 23 de la Constitución (...), que incluyen los de participación en los asuntos públicos y que tienen derecho a ejercer sus funciones de acuerdo con los requisitos que señalen las leyes”.

Los magistrados progresistas rechazaban ese auto y emitían dos votos particulares236. El voto particular de los magistrados Cándido Conde-Pumpido, Ramón Sáez e Inmaculada Montalbán calificaba como “insólita” la decisión de la mayoría conservadora y aseguraban que constituye “una interferencia sin precedentes en la función legislativa”. “Se desbordan los límites de la justicia constitucional que opera en nuestro modelo mediante un control sucesivo de validez de la ley, posterior a su aprobación, y se convierte el tribunal en árbitro de los procesos legislativos, desnaturalizando los fundamentos de la democracia parlamentaria”.

La magistrada María Luisa Balaguer añadía en otro voto particular que “en sus más de cuarenta años de existencia nunca el Tribunal ha aprobado una decisión igual, que supone alterar la voluntad manifestada por mayoría absoluta del Congreso de los Diputados”. “La intervención del Tribunal Constitucional impide que el Parlamento acabe de conformar su voluntad, asumiendo así una competencia de la que carece”. “Y lo que es más grave, impidiendo que el órgano legislativo desempeñe la suya propia, constitucionalmente atribuida”.

Los dos votos particulares coincidían en que ni el presidente del Tribunal Constitucional, Pedro González-Trevijano, ni el magistrado Antonio Narváez, los dos con mandato caducado, deberían haber participado en la votación y el TC debería haber admitido la recusación de ambos”.

22.6. El PP pierde el control del Tribunal Constitucional

Después de impedir el PP la renovación de los órganos de poder judicial durante muchos años con Aznar, Rajoy y Casado, Feijóo continuaba esa tradición pero, en esta ocasión, perdió la batalla, cuando pensaba que la tenía ganada.

El CGPJ elegía el 27 de octubre de 2022 para el TC, y por unanimidad, al magistrado César Tolosa (conservador) y a la magistrada María Luisa Segoviano (progresista). El sector progresista hacía una “jugada” no prevista por los conservadores: renunciaron a su candidato José Manuel Bandrés y aceptaron la propuesta de los conservadores que presentaban también a la progresista Segoviano porque vetaban a Bandrés.

Después de la designación por el gobierno de Juan Carlos Campo y Laura Díez237 para el TC, la composición del tribunal de garantías quedaba formado por 7 magistrados del sector progresista y 4 del conservador. Quedaba pendiente la designación de un miembro por el Senado, que correspondería al sector conservador.

Esta mayoría del llamado “sector progresista” en el TC va a ser determinante para resolver sobre leyes, que tenían numerosos recursos: Reforma de la Ley del CGPJ, del TC y del Código Penal. Recurso del PP, presentado en 2010, contra la Ley del Aborto. Recurso de 50 diputados/as del PP sobre la Ley de regulación de la eutanasia. Recurso del PP y Vox sobre la LOMLOE (Ley Orgánica de Modificación de la Ley Orgánica de Educación). Recursos del PP y Cs sobre la Ley del Catalán. Impugnación del gobierno de Madrid de Isabel Ayuso del decreto de ahorro energético. Recurso de Vox sobre la Ley de Protección de la Infancia y la Adolescencia, que incluye la educación afectivo-sexual de los menores.

El moderado Feijóo no daba por perdida la batalla y anunciaba en el programa “Espejo Público” de Antena 3 que recurrirá cualquier ley para reformar el sistema de elección de magistrados del TC que copie el contenido de las enmiendas paralizadas por el TC. “Esperaremos al texto de la ley que están negociando, pero, si es exactamente igual, volveremos a un supuesto de inconstitucionalidad, porque el Gobierno roba a los jueces la competencia de nombrar y de ver la idoneidad de los candidatos a entrar”238.

Feijóo consideraba que todo el trámite para la elección del TC fue “inconstitucional e ilegal”. La tramitación proseguirá porque “el partido de Pedro Sánchez ya no forma parte de los pilares básicos del Estado de Derecho”. Esta actuación del Gobierno “recuerda a lo que el Parlament hizo en el procés”. “Lo han hecho de tapadillo, aprovechando el Mundial de Fútbol, las Navidades, los puentes de diciembre, la Lotería Nacional... No tengo dudas de que lo han hecho con un cronograma preparado para votar, incluso de madrugada, con las rotativas cerradas, y se ha hecho un disparate”.

Para Feijóo los magistrados designados por el PP para el TC eran “independientes” –como Enrique Arnaldo, digo yo– y los designados por el gobierno de Pedro Sánchez eran para Feijóo “osbscénamente partidistas”.

Para presidir el TC se presentaron dos candidaturas el 11 de enero de 2023: Cándido Conde-Pumpido y María Luísa Balaguer, los dos del llamado sector progresista, siendo elegido el primero con seis votos y Balaguer tuvo cinco, el suyo y cuatro del sector conservador. Para la vicepresidencia del TC fue elegida Inmaculada Montalbán, también progresista.

En su primer discurso como presidente del TC, Conde-Pumpido afirmaba: “La Constitución no permite ni la secesión, ni la independencia, ni la autodeterminación”. No es nada nuevo porque el 23 de noviembre de 2017, poco después del referéndum de independencia de Cataluña del 1-O, manifestaba en el Congreso de los Diputados: “Los líderes independentistas se han alzado frente a la soberanía nacional que reside en el pueblo español convocando a una fracción del pueblo catalán, en un desafío a la unidad de la nación, a decidir la suerte del Estado común”.

Pocas hora después de su elección, la revista El Jueves recordaba que el fiscal Conde-Pumpido ordenaba en 2007 el secuestro de su revista porque consideraba injurias a la Corona una portada en la que aparecían los príncipes, entonces, Felipe y Letizia en plena actividad sexual.

22.7. “El TC es el cáncer del Estado de derecho”

Esteban González Pons es una persona importante en el PP, con numerosos servicios al partido como diputado, eurodiputado y a nivel interno como vicepresidente institucional. Es también una persona de confianza de Feijóo, encargado de los contactos con Junts, el partido de Puigdemont, para conseguir su apoyo a la investidura de Feijóo como presidente del gobierno.

González Pons no es médico, pero detectó una grave enfermedad: “El Tribunal Constitucional es el cáncer del Estado de derecho”, que comunicaba el 24 de enero de 2024. Llegaba a este diagnóstico después de comprobar que Cándido Conde-Pumpido, Presidente del Tribunal Constitucional (TC), fue Fiscal General del Estado con el presidente Zapatero y que formaban parte del TC Juan Carlos Campo, exministro de Justicia, y Laura Díez, exdirectora general de Asuntos Constitucionales y Coordinación Jurídica del Ministerio de Presidencia con el ministro Bolaños.

Cuca Gamarra, secretaria general del PP, afeaba al presidente Sánchez su poco interés en “buscar perfiles de incuestionable imparcialidad e independencia” para rellenar las vacantes del tribunal de garantías. Miguel Tellado, portavoz del PP en el Congreso, insistía en ese mismo argumento y acusaba a Sánchez de la estrategia de “colonización” del TC; “ejercer injerencias sobre el poder judicial de forma premeditada y continuada“. Y ante este “descaro del gobierno, “es normal que se dude de la imparcialidad del Tribunal Constitucional, porque el primero que ha tratado de contaminarlo políticamente ha sido Pedro Sánchez”239.

Llegados hasta aquí, la pregunta es obligada: ¿Y desde cuándo el TC es un cáncer del Estado de derecho? ¿No detectó el PP ese cáncer el 27 de octubre de 2022 cuando el Consejo General del Poder Judicial aprobaba por unanimidad designar para el TC al magistrado César Tolosa (conservador) y a la magistrada María Luisa Segoviano (progresista), cumpliendo el mandato constitucional?

¿Cómo es posible que el PP tardase tanto tiempo en detectar ese cáncer? En 2013 Francisco Pérez de los Cobos era elegido como Presidente del TC y el PP tampoco detectó ese cáncer. Veamos la historia.

Francisco Pérez de los Cobos Orihuel nació en Murcia en 1962, hijo de Francisco Pérez de los Cobos Cuadrado, que fue candidato de Fuerza Nueva (partido franquista de extremaderecha) por Murcia en las elecciones generales de 1977.

Francisco es hermano de Diego Pérez de los Cobos, coronel de la Guardia Civil que en 2019 comparecía como testigo en el juicio del procés para apuntalar el relato de la violencia independentista. Fue destituido el 25 de mayo de 2020 por Fernando Grande Marlasca, ministro del Interior, por “pérdida de confianza” porque, siendo responsable de la Comandancia de la Guardia Civil de Madrid, emitió dos informes, plagados de errores, bulos y manipulaciones que culpaban al gobierno de propagar el contagio del coronavirus autorizando las manifestaciones feministas del 8-M de ese año. El informe concluía, entre otras aseveraciones, que “el gobierno conocía la gravedad de la pandemia desde enero” e imputaba posibles delitos por su actuación a Fernando Simón, director del Centro de Alertas Sanitarias. Para el gobierno el informe obedecía a una “falta de neutralidad política” por parte de este mando de la Guardia Civil, que tampoco habría informado al ministerio de la investigación en curso. El Tribunal Supremo anulaba su cese como máximo responsable de la Guardia Civil en Madrid y revocaba una sentencia de la Audiencia Nacional de 2021, que avalaba la decisión de Marlasca240.

Francisco Pérez de los Cobos llegaba a magistrado del Tribunal Constitucional, a propuesta del Senado, el 12 de enero de 2011, cuando era militante del PP, y presidente del TC (20-6-2013/15-3-2017) durante el gobierno de Mariano Rajoy. Fue elegido presidente por unanimidad de los miembros del TC, al mismo tiempo que vicepresidenta Adela Asúa Batarrita, también por unanimidad.

Figuraba como afiliado del PP en un documento de la Agencia Tributaria de julio de 2013. Fue recusado en varios procedimientos, pero el Pleno del TC no admitía esas recusaciones con un auto que afirmaba: “la mera afiliación a los partidos políticos es un derecho del que no están privados los magistrados constitucionales” y, por lo tanto, “no cabe asociar a su ejercicio consecuencias automáticas que afecten a su idoneidad para el desempeño de su función”.

El art.159.4 de la Constitución española prohíbe a los miembros del Tribunal Constitucional “el desempeño de funciones directivas en un partido político o en un sindicato” y “el empleo al servicio de los mismos”, lo que excluye la mera afiliación de las incompatibilidades con el ejercicio del cargo. Por su parte, el art. 19 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional establece, en el mismo sentido, que el cargo de magistrado constitucional es incompatible, entre otros, “con el desempeño de funciones directivas en los partidos políticos, sindicatos, asociaciones, fundaciones y colegios profesionales y con toda clase de empleo al servicio de los mismos”. Aunque los artículos 127 de la Constitución y 395 de la Ley Orgánica del Poder Judicial prohíben a jueces y magistrados (en activo) pertenecer a partidos políticos o sindicatos, los citados preceptos no son aplicables a los miembros del Tribunal Constitucional por cuanto éstos no pertenecen al Poder Judicial.

El Tribunal Constitucional avalaba mediante una nota informativa que su presidente, Francisco Pérez de los Cobos, militase durante años en el Partido Popular y defendía que no es incompatible ser magistrado con la afiliación a un partido político, basándose en la Constitución, en la ley orgánica que rige la institución y en jurisprudencia dictada por el propio tribunal241.

Pérez de los Cobos admitía ante el Pleno del TC que pagó cuotas como militante al PP entre los años 2008 y 2011, aunque precisaba que a partir de ese año dejó de hacerlo. Tras escuchar sus explicaciones, ninguno de los 11 magistrados solicitaba su renuncia ni expresaba su desacuerdo. El PSOE pedía su comparecencia en el Congreso e Izquierda Plural le exigía su renuncia242.

Esteban González Pons, entonces vicesecretario general del PP, defendía que el cargo de presidente del TC no es incompatible con la militancia política porque la ley que lo rige no lo impide y señalaba, además, que en ese TC también había tres ex altos cargos de gobiernos socialistas.

El periodista Fernando Ónega titulaba un artículo “Otro golpe al crédito del Constitucional”:

Don Francisco Pérez de los Cobos es un honorable ciudadano al que, en principio, no hay nada que reprochar. Era un correcto y creo que apreciado profesor universitario hasta que fue nombrado presidente del Tribunal Constitucional. Y don Francisco Pérez de los Cobos es el último ejemplo del hombre público que, como la mujer del César, además de ser honrada, debe parecerlo. Y ahí es donde falla su impecable trayectoria: se le ha descubierto su militancia en el PP. Tuvo carné y pagó cuotas. Y ser militante de un partido es un acto de voluntad que significa identificación con el ideario y los objetivos de ese partido. Conclusión inicial y tajante: no es el hombre más idóneo para presidir un órgano institucional nacido para interpretar nada menos que la Constitución.

Dice Esteban González Pons con su dialéctica apabullante que, de seguir así, terminará siendo delito votar al PP. González Pons sabe perfectamente que hace una caricatura. No se trata de objetar y menos de vetar una ideología. Se trata de lo dicho: de ser honrado y además parecerlo.243.

La Mesa del Congreso de los Diputados, con los votos del Partido Popular, vetaba la comparecencia del presidente del TC para explicar su militancia en el PP cuando ya era magistrado del alto tribunal, y los motivos por los cuales ocultó ese dato en su comparecencia en el Senado para que fuese examinada su idoneidad para el puesto. El presidente del Congreso, Jesús Posada, y los otros cuatro miembros del PP de la Mesa rechazaban la comparecencia solicitada por el Grupo Socialista y apoyada por CiU. El Partido Popular tenía mayoría absoluta en la Mesa (5 del PP, 3 del PSOE y 1 de CiU) al igual que en la Cámara244.

Joán Tardá, diputado de ERC en el Congreso, presentaba una propuesta, apoyada por UPyD, Izquierda Plural, PNV y Amaiur, para modificar la Ley Orgánica del TC y prohibir a sus magistrados estar afiliados a partidos políticos o sindicatos. Fue rechazada por PP y PSOE245.

¿Cómo curar este cáncer? Pues parece que es benigno y, después de analizar el historial clínico del “paciente”, podemos concluir que es un cáncer que viene, cuando la mayoría es progresista, y se va cuando la mayoría es conservadora. Cuando el PP no controla el TC éste no es imparcial y si alguno de sus componentes milita o tiene relaciones con un gobierno progresista, el TC está “colonizado”. Queda muy claro que la garantía para superar ese cáncer es que gobierne el PP y que controle con mayoría tanto el CGPJ como el TC. Así de sencillo es el tratamiento que recomienda el PP para que el TC no sea el cáncer del Estado de derecho. Para que luego anden diciendo por ahí que el PP no tiene propuestas y alternativas.
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23. El lawfare y el control del aparato judicial

El lawfare, la politización de la justicia o utilizar el aparato judicial en función de intereses políticos partidistas, no es nada nuevo, pero recobró actualidad cuando se negociaba la investidura de Pedro Sánchez como presidente de gobierno y en la negociación de la amnistía aparecía la referencia al lawfare en el acuerdo del PSOE con Junts, aunque no aparecería en la proposición de ley de la Amnistía.

Ya investido presidente, el propio Pedro Sánchez consideraba que “no hay caso más paradigmático de lawfare en España y de politización de la justicia que este secuestro del PP del Poder Judicial” y criticaba el “sentimiento patrimonialista” del PP de la democracia y las instituciones246. Y añadía: “En España no hay problema de separación de poderes, sino de que el principal partido de la oposición tiene preso y capturado al Poder Judicial. Cinco años bloqueado, cinco años de Gobierno progresista. No hay que hacer un croquis para saber las motivaciones del PP”.

Que algunos jueces o juezas iniciaron procesos judiciales, admitieron denuncias o dictaron sentencias que perjudicaban claramente a partidos progresistas, soberanistas o independentistas y beneficiaban al PP, esto no es una opinión, sino constatar una evidencia.

23.1. Nombramientos por el PP de personas de confianza

El PP siempre prestó una atención especial al control del aparato judicial, nombrando desde el gobierno a personas de confianza para los distintos órganos judiciales. Así, nombraba Fiscal General del Estado a José Manuel Masa, que emitió un voto particular para que el juez Garzón fuera inhabilitado por investigar los crímenes del franquismo. Nombraba a Manuel Moix como Fiscal Jefe Anticorrupción, un puesto clave cuando el PP tenía pendientes numerosos juicios por corrupción. Moix contaba con una importante hoja de servicios para favorecer al PP. Fue nombrado Fiscal Jefe de Madrid en 2003, cuando Ignacio González era vicepresidente del gobierno de la Comunidad de Madrid. Archivó en 2009, sin practicar ninguna diligencia, la denuncia de unos vecinos contra la construcción por Tecnoconcret de un campo de golf en unos terrenos del Canal de Isabel II, empresa en la que participaba Pablo, hermano del ex presidente de la Comunidad de Madrid. Impulsó la acusación contra el juez Elpidio Silva cuando éste decidió meter en prisión a Miguel Blesa. Hizo todo lo posible para archivar el caso de los espías pagados por la Comunidad de Madrid con dinero público. Y ya como Fiscal Anticorrupción, Moix intentó evitar, sin éxito, un registro de Ignacio González. Estamos ante una mafia perfectamente organizada y cuando Ignacio González conoce que está investigado, su hermano Pablo era recibido por José Antonio Nieto, Secretario de Estado de Seguridad. Moix era nombrado Fiscal Especial contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada en febrero de 2017 por el gobierno de Mariano Rajoy, tomaba posesión el 8 de marzo y no permanecía en el cargo ni tres meses porque tuvo que dimitir el 1 de junio de ese mismo año por la petición unánime de las tres asociaciones de fiscales y, sobre todo, por la presión social, cuando se hace público que tenía el 25% de una compañía offshore en Panamá. El tema de fondo no es que Moix tenga una empresa en Panamá, sino que fue colocado por el PP para frenar u obstaculizar la investigación sobre la financiación ilegal del PP. Ante tanta corrupción y financiación ilegal del PP, ¿qué hizo Rajoy? Manifestó su apoyo al fiscal hasta el mismo día de la dimisión de Moix

El PP continúa “colocando” a los suyos en los puestos de máxima responsabilidad. Así, utilizando el control que tienen a través de la mayoría conservadora del Consejo General del Poder Judicial, este organismo elegía a Concepción Espejel –ya había sido apartada del caso Gürtel por la Audiencia Nacional por su afinidad con el PP– como nueva presidenta de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. Como dato positivo, el Pleno del Congreso aprobaba el 16 de mayo de 2017 con el voto a favor de todos los grupos, excepto el PP, reprobar la actuación del ministro de Justicia, Rafael Catalá, de José Manuel Masa y de Manuel Moix “por obstaculizar la acción de la justicia en las causas judiciales por delitos relacionados con la corrupción”.

Las conversaciones entre miembros de esta mafia recogen su interés por controlar el aparato del Estado y también los medios de comunicación. Cuando ya no era presidente de la Comunidad de Madrid, Ignacio González sabía que era investigado y tomó precauciones en sus conversaciones telefónicas, pero no sabía que la Unidad Central Operativa (UCO) de la Guardia Civil, acompañada de un secretario judicial, entró de madrugada en su despacho y colocó micrófonos. Las conversaciones que conocemos de González con Eduardo Zaplana, ex ministro con Aznar, y con Enrique Cerezo, productor de cine y presidente del Atlético de Madrid, revelan la gran influencia política de González y el comportamiento mafioso del PP, controlando el aparato del Estado y colocando a jueces y fiscales dónde y cuándo quieren. González y Zaplana hablaban de qué hacer con el juez Eloy Velasco, instructor de la operación Lezo, y llegan a la conclusión de que lo mejor era que regresase Manuel García Castellón, que era el magistrado titular de la plaza, y retirar así del caso a Eloy Velasco: “A ese tío lo pones a escarbar cebollinos”. Por otra parte, González tenía que resolver sus problemas judiciales y conocía seis meses antes del nombramiento del Fiscal Anticorrupción que Moix era el elegido: “Vamos a ver, yo creo que a ver si podemos colocar el tema del fiscal anticorrupción, ¿sabes? Yo creo que va a ser él. Si sale, es cojonudo”. “Te digo yo a ti, que yo ya lo intenté en su día, pero no tenía no sé qué requisito. El era el jefe fiscal de Madrid, que es un tío... bueno... se llama Moix, es un tío serio y bueno. Hombre, yo no soy quién, pero no me corto en decirle a Rafa [Rafael Catalá]: oye…¿Sabes? El aparato del Estado y los medios de comunicación van aparte: o los tienes controlados o estás muerto”247.

Esta era la conversación entre González y Zaplana grabada el 22 de noviembre de 2016 mientras mantenían una charla en persona. González afirmaba: “Vamos a ver, Eduardo. Tenemos el Gobierno, el Ministerio de Justicia, no sé qué y tal, y escucha: tenemos a un juez que está provisional… Tú lo asciendes… Yo le digo: ‘A ver, venga usted ‘pa acá’. ¿Cuál es la plaza que le toca? ¿Onteniente?’ A tomar por culo a Onteniente y aquí que venga el titular, que ya me las apañaré con el titular, coño”248.

Con estos antecedentes de la actuación del PP, todavía Feijóo se atrevía a acusar a Pedro Sánchez de “corrupción política” en el debate de su investidura por “comprar los votos que necesitaba”.

23.2. El juez Santiago Alba conspira contra Victoria Rosell

No se puede decir, en general, que la justicia es corrupta, pero que hay juezas y jueces corruptos también es una evidencia, como es el caso del juez Salvador Alba, significado dirigente de la Asociación Profesional de la Magistratura (APM). Alba sustituía a Victoria Rosell en su juzgado cuando la magistrada pedía una excedencia para presentarse como candidata de Podemos por Las Palmas en las elecciones generales de 2015. Estamos ante un caso claro de lawfare. Estos son los antecedentes y la historia de este caso de corrupción249:

El 13 de octubre de 2005, el diario El País recogía unas declaraciones de Alba, entonces titular del Juzgado de lo Penal 3 de Las Palmas de Gran Canaria, en las que defendía la cuestión de inconstitucionalidad que junto a otros jueces había presentado contra la Ley Orgánica de Protección contra la Violencia de Género aprobada por el Gobierno del socialista José Luis Rodríguez Zapatero.

“Los juzgados de violencia machista son tribunales de excepción”, decía entonces quien acabaría siendo condenado por conspirar contra la actual delegada del Gobierno contra la Violencia de Género, Victoria Rosell, con quien había coincidido en la escuela judicial y, años después, como portavoces de sus respectivas asociaciones judiciales. Ella, de la progresista Jueces para la Democracia (ahora, Jueces y Juezas para la Democracia). Él, de la conservadora Asociación Profesional de la Magistratura (APM), la mayoritaria en el sector.

Alba intentó en dos ocasiones entrar como vocal en el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ). Sonó en 2008 y encabezó la candidatura de la APM en 2013 con el apoyo del entonces presidente del PP de Canarias, José Manuel Soria, cuya figura aparece, siempre en la sombra, en el caso que se ha saldado con la entrada en la cárcel del exjuez. Alba también trató de auparse a la presidencia del TSJC en 2014, pero no obtuvo ningún voto.

Meses después de fracasar en ese intento de alcanzar la mayor cota de poder en la judicatura canaria, Alba pidió ocupar el puesto que Victoria Rosell había dejado en el Juzgado de Instrucción 8 de la capital grancanaria tras pedir la excedencia voluntaria para concurrir a las elecciones generales de 2015 en las listas de Podemos por Las Palmas. En aquel momento, el exjuez ya había rebasado el cupo legal de sustituciones (180 días al año), pero el Consejo General del Poder Judicial le concedió una comisión de servicios con efecto retroactivo.Y es en ese juzgado donde el ya exjuez consuma los delitos, donde confabula para torpedear la incipiente carrera política de Rosell y tratar de dañar su reputación profesional, en un ejercicio de manual de lawfare o instrumentalización de la justicia. Alba asumió una causa por presunto fraude fiscal contra el empresario Miguel Ángel Ramírez y retorció su finalidad con la pretensión de buscar supuestas irregularidades en la instrucción de la entonces candidata de Podemos y favorecer así la querella que contra ella había presentado José Manuel Soria, que era ministro de Industria, Energía y Turismo del gobierno del PP.

La sentencia llegó en septiembre de 2019. El Tribunal Superior de Justicia de Canarias condenó a Alba a seis años y medio de cárcel, 18 de inhabilitación, una multa de 12.150 euros y pagar a la víctima de sus delitos (prevaricación judicial, cohecho y falsedad en documento oficial) una indemnización de 60.000 euros por los daños morales ocasionados. Para cumplir esa pena Alba ingresaba en prisión el 14 de octubrre de 2022.

La resolución confirmó que hubo una confabulación contra Rosell, que Alba usó un procedimiento judicial contra un empresario como “coartada y vehículo” de una investigación paralela y ajena a los hechos que investigaba (delitos fiscales), encaminada a obtener información para perjudicar la carrera política y profesional de su antecesora en el cargo y contribuir al éxito de la querella que Soria había interpuesto contra ella. Según el TSJC, Alba instruyó ese procedimiento “para fines personales, el fraude, la manipulación”.

23.3. Denuncias contra Ada Colau

Hay muchos ejemplos de lawfare o guerra judicial contra algunos partidos políticos. El poder judicial no se pronuncia sobre el uso ilegítimo de la Justicia con fines políticos, calla, mira para otro lado, reclama respeto por su independencia y Vicente Guilarte, que ejercía de presidente interino del Consejo General del Poder Judicial, pedía a los políticos: “Déjennos en paz”.

Se presentan falsas denuncias contra alcaldías progresistas –Ada Colau, alcaldesa de Barcelona y su equipo de gobierno recibieron 15 denuncias entre 2015 e 2023–, que ocuparon páginas y páginas en casi todos los medios de comunicación. “Casualmente”, las personas afectadas son llamadas a declarar en días próximos a la celebración de elecciones, poniendo en cuestión la honradez de estos cargos públicos. Esta situación la vivió Ada Colau y las continuadas citas judiciales pudieron incidir en la pérdida de la alcaldía de Barcelona. Este fue el montaje, con una clara intencionalidad política250:

El fondo buitre Vauras Investment acusaba a Colau de ocho delitos, entre ellos los de coacciones, prevaricación, extorsión y cohecho, por amenazarles con no concederles licencias de obras en otros inmuebles de su propiedad si no ofrecían pisos en alquiler social a las familias desahuciadas de un edificio del fondo buitre en la calle Lleida de Barcelona.

Carmen García, jueza titular del Juzgado de Instrucción número 18 de Barcelona ha archivado la causa judicial abierta contra Ada Colau, exalcaldesa de Barcelona, los exconcejales de su equipo Marc Serra y Lucía Martín y la responsable del departamento de disciplina de Vivienda e Inspección del consistorio, a raíz de la querella presentada por Vauras Investment hace unos meses. La magistrada descarta que Colau coaccionara a la inmobiliaria del fondo buitre.

Tras investigar la querella, la jueza ha concluido que Colau no intervino en ninguna de las reuniones en las que el fondo buitre dijo haber sido coaccionado y que, de todas formas, la inmobiliaria nunca fue objeto de amenazas. En un duro auto, la magistrada afea al fondo buitre que presentara la querella contra Colau en busca del “efecto mediático que supone involucrar a un partido político” a pesar de que el querellante sabía perfectamente que la exalcaldesa no tuvo ninguna participación en los hechos.

La jueza instructora ya archivó en noviembre de 2020 otra querella de Vauras Investment contra Colau por no apreciar indicios de delito, pero la Audiencia de Barcelona ordenó reabrirla en abril de 2022 y practicar diligencias, lo que llevó a la exalcaldesa de BComú a comparecer ante la magistrada como investigada a dos meses de las elecciones municipales del 28 de mayo.

Después de conocerse el archivo de la causa, manifestaba la exalcaldesa en sus redes sociales que esta querella era un ejemplo claro de lawfare. Consideraba que podría haber influido en los resultados electorales y se preguntaba: “En las últimas elecciones, el actual alcalde del PSC sacó un concejal más con solo 141 votos más. ¿Qué hubiera pasado sin todos los titulares del lawfare y mi imagen yendo a declarar al juzgado en bucle en los medios?”.

23.4. El “caso Neurona”

José Manuel Calvente, abogado de Podemos, era despedido en diciembre de 2019, y comenzó a lanzar en medios de comunicación sospechas sobre las finanzas del partido. Aprovechando esta denuncia, muchos medios intensificaron su campaña para acabar con Podemos, difundiendo con grandes titulares la existencia de una caja ‘b’ parecida a la del PP, desvío de fondos, comisiones, financiación ilegal.

Después de tres años de investigación era archivado el caso Neurona por el magistrado Juan José Escalonilla, titular del Juzgado de Instrucción 42 de Madrid, que ponía fin a una macrocausa que mantuvo imputado a Podemos durante toda la legislatura cuando estaba en el gobierno de coalición. “No cabe apreciar la presunta comisión de un delito de apropiación indebida de fondos electorales”, ha sentenciado el juez para cerrar la última pieza derivada, la que investigaba los trabajos de la consultora mexicana Neurona para Podemos. El resultado del informe pericial sobre los trabajos de Neurona para Podemos en la campaña electoral de abril de 2019 determinó que no existía ninguna anomalía en el precio pagado por el partido251.

El partido había sufrido desde el verano de 2020 una constante auditoría de sus cuentas por las investigaciones abiertas a raíz de la denuncia de Calvente. Anteriormente, la Fiscalía se había pronunciado en enero de 2022 sobre la ausencia de indicios delictivos.

Mónica Carmona, exresponsable de Cumplimiento Normativo de Podemos, se unía a las denuncias de Calvente y denunciaba donaciones realizadas por miembros de Podemos a través de la Fundación 25-M. Esta pieza también fue archivada. Carmona había denunciado que su cese se debió a represalias por haber investigado internamente presuntas irregularidades en Podemos. Pero una jueza descartó esa hipótesis. También se archivó el asunto sobre las costas procesales que presuntamente se habría quedado Pablo Iglesias derivadas de un procedimiento en Pamplona.

Una de las piezas separadas fue el llamado “caso Niñera” (supuesta niñera de los hijos de Irene Montero y Pablo Iglesias), también masivamente difundido para desprestigiar a Podemos. Esta investigación se abrió a raíz de la unión de Mónica Carmona a la causa. En julio de 2022 el juez Juan José Escalonilla archivaba esta investigación –llegó a haber dos trabajadoras de Podemos acusadas de haber desarrollado la tarea de cuidadora de los niños de la pareja– y sentenciaba: “No sólo no consta acreditado que Teresa Arévalo o Gara Santana se encargasen del cuidado de los hijos de Irene Montero y Pablo Iglesias, sino que incluso no consta acreditado que persona alguna, ajena a los propios padres se haya encargado de su cuidado durante el tiempo que desempeñaban funciones remuneradas por el partido político Podemos o remuneradas por el erario público”.

23.5. El senador Monago y la sentencia de la Gürtel

Llama la atención la rapidez y contundencia con que el CGPJ o el TS salen al paso de declaraciones de partidos o políticos de la izquierda o soberanistas que se atreven a criticar al poder judicial, pero que callan o hacen una crítica con sordina cuando se trata de la derecha. El senador del PP José Antonio Monago calificaba la sentencia de la Gürtel desde la tribuna de la Cámara Alta el 12 de diciembre de 2023 como “la mayor caso de lawfare que se ha conocido en la historia política de España”. Y añadía: “el juez De Prada, introdujo un párrafo en una sentencia a propósito de la trama Gürtel, que provocó la caída del gobierno del señor Rajoy, y esa misma frase fue sacada del auto por el Tribunal Supremo. Es el mayor caso de lawfare y le costó al PP la presidencia del Gobierno”. Era una acusación falsa y gravísima porque acusaba a los jueces de cometer delitos, pero Feijóo calló.

El juez José Ricardo de Prada pedía amparo al Consejo General del Poder Judicial porque la intervención de Monago “además de contener datos falsos, descalifica de forma extraordinariamente grave” su “actuación jurisdiccional” sin “ningún otro fundamento que el puro interés político”. A su juicio, ello “inquieta y perturba gravemente la independencia judicial”, la suya y la de “cualquier miembro de la jurisdicción”, al emitir un “mensaje demoledor de advertencia de descrédito y consecuencias negativas para cualquier juez o magistrado que se vea en la tesitura de tener que dictar una resolución jurisdiccional de acuerdo a derecho, pero que directa o indirectamente pudiera afectar a los intereses políticos de su partido”252.

El periodista Jesús Maraña concretaba esa judicialización de la política o utilización de la justicia para fines políticos; los silencios durante años del CGPJ y de las asociaciones mayoritarias de jueces y fiscales, que no defendieron la independencia judicial; el comportamiento de muchos medios difundiendo falsedades, sin el mínimo rigor, sin rectificación ni autocrítica; la calificación por el PP como lawfare de la condena a su partido por la trama Gürtel. Todo esto es un ejemplo de “indecencia” para Maraña253:

Asistimos cada media hora a una queja/protesta/comunicado que desde el ámbito judicial denuncia supuestas injerencias protagonizadas por los poderes ejecutivo o legislativo. Se refieren fundamentalmente a una ley de amnistía aún no aprobada, a un acuerdo firmado entre dos partidos políticos (PSOE y Junts) y a declaraciones públicas de dirigentes independentistas. Sorprende en primer lugar que hayan sido mucho más sonoras y alarmantes las críticas previas al conocimiento del texto de la proposición de ley que las escuchadas y leídas sobre la letra concreta de las 23 páginas de la misma. En cuanto al acuerdo PSOE-Junts, enorme carajal se ha organizado por el desafortunado párrafo que menciona la existencia de “situaciones comprendidas en el concepto lawfare o judicialización de la política”.

Quienes tenemos edad para recordar, por ejemplo, cómo vivimos hace cincuenta años el asesinato de Carrero Blanco, también vemos en el retrovisor de la memoria otros nombres del ámbito judicial: Barbero, Manglano, Bacigalupo, Gómez Bermúdez, Garzón, Pedraz, De Prada, Ruz… Ya les habría gustado a cualquiera de ellos que el Consejo del Poder Judicial y todas las asociaciones corporativas hubieran saltado al unísono para defender su independencia, el rigor de sus actuaciones y la indecencia de los ataques que recibieron desde poderes mediáticos, políticos y económicos. En esa lista habría que incluir también a fiscales de distintas áreas perseguidos hasta el acoso personal, familiar y, por supuesto, profesional, como Ignacio Stampa, Carlos Castresana, Dolores Delgado… ¿Dónde coño estaban el CGPJ y las asociaciones mayoritarias del gremio (a excepción de Jueces para la Democracia y la asociación de fiscales progresistas) para defender con tanto ímpetu e hipérbole la autonomía de su labor y denunciar las clamorosas presiones que soportaban?

Motivos han sobrado desde hace años para que jueces y fiscales expresaran la necesidad de que no se invadiera su sagrado y democrático territorio. Nunca lo han hecho con tan alarmante contundencia hasta que las urnas han decidido renovar la mayoría parlamentaria de una coalición progresista apoyada desde nacionalismos periféricos. Se diría que la simple mención del término lawfare tocara mente, corazón y/o bolsillos de los togados. Y quizás convenga en este punto ser absolutamente claros: llámenlo lawfare, judicialización de la política o utilización política de la justicia,

Pero basta con citar que se han abierto más de veinte causas judiciales contra Podemos y sus dirigentes durante los últimos años y todas ellas han quedado en nada de nada de nada, como acaba de ocurrir también con Ada Colau. Eso sí, sería hipócrita y falsario limitar la responsabilidad (que la tienen) a los jueces que han instruido casos tan delirantes como el basado en el informe PISA, el Neurona, etc. No existe eficacia alguna en la práctica del lawfare desde la justicia si no hay acompañamiento y amplificación en el ámbito mediático. ¿Alguien conoce a alguien (que diría Gila) que haya visto estos días rectificación alguna en los medios que vomitaron portadas y portadas basadas en las falsedades llevadas a los juzgados y una tras otra archivadas cuando ya no había más remedio que hacerlo? No. Apunten: OkDiario, El Mundo, La Razón, ABC, The Objective, Atresmedia, Telecinco, LaSexta… ¿No merece un minuto de información y debate el hecho de que el asunto que ocupó portadas y horas de discusión acalorada se demuestre meridianamente falso?

Por supuesto que en este país existe la práctica del lawfare, la judicialización de la política o, más precisamente, la utilización de la justicia para fines políticos. Lo indignante es que el propio Consejo del Poder Judicial no haya abierto expedientes informativos o de investigación a unos cuantos jueces que han mantenido durante años en sus juzgados causas abiertas sin el menor fundamento, alimentando centenares de portadas y debates televisados sobre presuntos delitos inexistentes, siempre dirigidos contra dirigentes de la izquierda política, y concretamente contra Podemos.

Ojalá a raíz de esta estrategia de deslegitimación del gobierno de coalición progresista practicada desde la derecha política, mediática y judicial se abra una conversación pública sobre el famoso lawfare. Y ojalá seamos capaces, al menos los demócratas convencidos, de denunciar sin complejos que sí, que existe el uso espurio de las herramientas judiciales, y que quienes comparan a España con Hungría en el atropello de la separación de poderes están falseando la realidad o es que no entienden que esa separación de poderes exige, también, que desde el Poder Judicial no se haga descaradamente política partidista. Y que el PP miente cuando utiliza a sabiendas un párrafo que nunca existió en la sentencia del Supremo para llamar lawfare a la condena expresa a ese partido por la trama Gürtel. Se llama indecencia.
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24. “Payusadas” y “Feijoadas”

Isabel Díaz Ayuso, presidenta de la Comunidad de Madrid, y Alberto Núñez Feijóo, candidato a la presidencia del Gobierno de España, llevan mucho tiempo compitiendo para ver quien dice la barbaridad o la mentira más grande. Sería imposible nombrar aquí todas, así que me limito a transmitir un resumen, poniendo muchas veces nombres y apellidos de las periodistas que recogen lo que se conoce ya como “payusadas” y “feijoadas”.

24.1. “Payusadas”

Las barbaridades de Ayuso son presentadas, a veces, como una cosa simpática o atrevida, pero llevan una carga ideológica y política, que se identifica con la ultraderecha y el discurso de Donald Trump. El periodista Enrique Clemente titula su artículo Peligrosa deriva trumpista de Ayuso254:

La España de Isabel Díaz Ayuso está gobernada por un presidente que es una mezcla entre el dictador nicaragüense Daniel Ortega y un Le Pen de la izquierda europea, que quiere meter a la oposición en la cárcel y maquina para dar un golpe de Estado contra el rey, instaurar una república y poner al frente de todo ´a otro Pablo Iglesias de la vida´[declaraciones en una entrevista de Ana Rosa Quintana en Tele 5]. Estas delirantes declaraciones, que confirman su deriva trumpista, eran evidentemente una cortina de humo para tratar de tapar el tremendo caos en el que ha sumido a la sanidad pública madrileña a consecuencia de una gestión muy deficiente.

¿Ha desautorizado Alberto Núñez Feijóo las declaraciones de la presidenta madrileña, que en su día se cargó a Pablo Casado por poner sobre la mesa las mordidas de su hermano en la venta de mascarillas en plena pandemia? La respuesta es no.

Hay una hipótesis que dice que Feijóo está muy molesto con los exabruptos de Ayuso, porque dañan su imagen de moderación. Esta teoría se yuxtapone con otra que dice que fue la presión de la mandataria madrileña (junto a la mediática) la que obligó al líder del partido a bloquear la renovación del Consejo General del Poder Judicial. Estas dos interpretaciones son plausibles y verosímiles. Pero hay una tercera, que a Feijóo le interese electoralmente un PP de dos cabezas, la radical de Ayuso y la más moderada que él mismo y Juanma Moreno Bonilla representarían. El objetivo sería convertir al PP en un partido atrapalotodo, que pescase a derecha, entre los votantes de Vox, y a izquierda, entre los decepcionados con el PSOE.

Lo cierto es que Ayuso se ha creído el personaje que ha construido MAR (Miguel Ángel Rodríguez), la enfant terrible a la que se le permite todo, pero su actitud es cada vez más perniciosa para la convivencia democrática. Las ayusadas han traspasado todas las líneas rojas.

La periodista Fernanda Tabarés recuerda que, como siga así, Ayuso puede acabar denunciando una Conspiración judeo masónica 2.0255, que es como titula su artículo:

Lo que se le pasa por la cabeza a Isabel Díaz Ayuso lo sabe ella y quien descubrió que cuantos más disparates emite, más atención recibe. Puede que haya una incomprensión generacional, porque de unos años a esta parte el viejo axioma que convertía en irrelevante toda exageración ha quedado superado por los acontecimientos. Era difícil pensar que tantos años después del 75 alguien iba a sacar a pasear otra vez la confabulación judeo masónica comunista internacional y, lo que es peor, que muchos iban a escuchar el chiste sin sucumbir a la carcajada. Porque, a ver, no dista mucho de aquella vesánica teoría franquista esta otra ayusista que coloca al Gobierno de Sánchez al frente de un contubernio para el advenimiento de una república federal laica y de una conspiración para cargarse la corona, la capital de España, la bandera, el espíritu de la Transición, el ejército, el Poder Judicial y hasta la Guardia Civil; un malvado plan que acabará con toda la oposición en la cárcel, como en Nicaragua. Porque todo esto ha dicho Ayuso. Imagino que, para esta desfeita [estrago, desbarajuste], Sánchez necesita a las decenas de miles de personas con las que el domingo me crucé en Madrid y a los que era difícil encontrar la hoz, el martillo, los cuernos y el rabo del diablo.

Ayuso tiene alternativas para cada problema. Combatió eficazmente la pandemia con el lema: “libertad para tomar cervezas en las terrazas”. También tiene la solución para el grave problema del cambio climático y presentaba esta revolucionaria receta medioambiental: “Que cada balcón de Madrid tenga una planta”. Pero claro, siempre hay falsos ecologistas, enemigos de la presidenta, de Madrid y de la libertad, que solo quieren enredar y por eso no perdieron la ocasión para lanzar esta pregunta: “¿Los que no tenemos balcón dónde ponemos la planta?”; de momento no tuvo respuesta. La escritora Maruja Torres también quería participar en este interesante debate y retrucaba: “carnívora, supongo”.

Ayuso siempre se supera y empezaba 2023 interviniendo en un acto organizado por El Mundo y Expansión. Centraba su discurso en un ataque a Pedro Sánchez, que era calificado como “cabecilla podemita”, “apoderado de sediciosos”. Después concretaba el plan que, para ella, tenía Sánchez: “ser el jefe de los jueces, la mano que maneja la empresa estatal y el director y el dueño de los medios de comunicación”. “El sanchismo está ocupando todo espacio político, institucional y social de manera totalitaria e ilegítima”256

Cuál es el objetivo final, según Ayuso: “cambiar el orden constitucional por la puerta de atrás, generar dependencia de las arcas públicas en el mayor número de españoles posible, y hacer imposible la alternancia en el poder”. “Vamos camino de que en España no haya Estado de derecho”. Se refería también Ayuso a “la arbitrariedad del poder revestida de votos comprados con la libertad y el futuro de todos los españoles, llegados a la Moncloa por una moción de censura basada en acusaciones falsas”

Equiparaba la situación en España con lo que sucede en el continente americano “a manos del populismo”. Para Ayuso, estamos en la “antesala que provocó la peor catástrofe de nuestra historia, la deriva totalitaria de la Segunda República, que desembocó en la discordia y en la Guerra Civil”.

Ayuso acababa así el mitin, pidiendo el voto: “Solo las urnas pueden salvarnos de que Sánchez y sus socios culminen su plan. No están improvisando. La minoría que le votó no lo hizo para esto. Mintió y está traicionando a España. Si los españoles no despiertan, varias generaciones pagarán el precio de esa ceguera. Si no vemos lo que está pasando es que somos tontos”257.

Resumiendo, este es el mensaje de Ayuso: Vivimos en un estado totalitario, no hay Estado de Derecho, tenemos un gobierno ilegítimo…, es decir, el mismo discurso de Trump y Bolsonaro, pero aquí, de momento, Ayuso y Feijóo aún no llamaron a asaltar el Congreso.

Ante estas “payusadas”, el periodista Fernando Salgado explicaba en su artículo El fenómeno Ayuso258 por qué Feijóo guardaba silencio: “Comprendo la reacción de Feijóo y su afán por templar gaitas. Ayuso es su dolor de muelas, pero el presidente del PP no puede extirpar la pieza dental so pena de provocar una hemorragia letal. Ni siquiera tengo claro que pueda hacerlo: lo intentó su antecesor y sabemos cómo acabó. Y aunque pudiera, tampoco tiene la certeza de que el beneficio supere al coste. Ayuso le garantiza el goloso pastel de Madrid y, a cambio, lo escora y lo debilita en el resto de España. Ante la duda sobre qué hacer, dejemos la muela en paz y utilicemos algún analgésico para mejor conllevar el dolor”.

En otros artículos de la propia Ayuso el desmadre era total; insistía en “salvar España”, como en el titulado ¿A dónde nos llevan?259, donde Ayuso insistía en que “Sánchez ha pactado con independentistas, sediciosos, con el brazo político de ETA y con el comunismo bolivariano”. Y continuaba: “No se trata solo de la ambición de poder de un mentiroso compulsivo que se hizo con las riendas de su partido en dos asaltos. Afirmo que la voluntad de Sánchez y de sus socios es la de imponer en España, por la puerta de atrás, una república federal laica de facto”. “No estamos enzarzados en una lucha ideológica ni por el poder, sino intentando salvar esta España libre y próspera en la que seguir conviviendo todos”. “Frente a la monarquía de todos, buscan imponer una república, con su división frentista y su ruina demostrada en sus dos intentos históricos”.

El desmadre de Ayuso continuó después de la elecciones de 2023 y, ya en plena campaña del PP contra la Ley de Amnistía, la presidenta de la Comunidad de Madrid tuvo esta memorable intervención en la concentración, convocada por el PP en la plaza de España de Madrid el 28 de enero de 2024: “Una gran mayoría de Españoles quiere vivir con ganas, sintiendo que la vida es una aventura, es riego, es azar, y que no se puede politizar en manos de cuatro resentidos”. Tenemos que aprender porque con estos discursos se consiguen mayorías absolutas. ¡Qué profundidad de pensamiento, qué análisis tan certero de la situación política y de los problemas de la gente, pero qué coño quiere decir! Tengo que hablar con Antón Reixa, líder de Los Resentidos, a ver si me explica de qué va esto.

La Comunidad de Madrid dio orden en los protocolos de actuación por la pandemia de no trasladar a miles de personas de residencias de mayores a los hospitales durante la pandemia, abandonando y condenando a morir a 7.291 personas afectadas por el Covid-19 entre marzo y abril de 2020. Las familias tienen denunciada esta actuación, que está pendiente de resolver en los tribunales.

En el Pleno de la Comunidad del 15 de febrero de 2024 la presidenta Isabel Díaz Ayuso justificaba su gestión con esta impresentable intervención: “Se iban a morir igual”, “Había muertos en todas partes, en las casas, en los hospitales, en las residencias”, “Mucha gente mayor cuando iba a los hospitales también fallecía”. El Gran Wyoming denunciaba la “desfachatez” y “falta de humanidad” de Ayuso en su programa El Intermedio de La Sexta de 15 de febrero de 2024260:

Se iban a morir igual. En fin. Pensemos un momento en lo que significan esas palabras. La señora Ayuso, que yo sepa, no es internista ni neumóloga ni especialista en cuidados paliativos. Es más, probablemente, sus conocimientos de medicina se limiten a haberse visto todas las temporadas de ‘Médico de familia’. Y, sin embargo, se permite afirmar con total descaro y en sede parlamentaria que los ancianos a los que no se les dio la oportunidad de ser trasladados a un hospital durante la pandemia se iban a morir igual. Eso es tanto como decir que los hospitales no sirven para nada.

Más allá de que lo tendría que valorar un médico y no un político lo cierto es que no todo el mundo muere igual”. “No es igual morir en un hospital sedado y con cuidados paliativos que en una habitación solo, asustado y entre dolores insoportables. Sí, señora Ayuso, hay muertes mejores y muertes peores porque, sorprendentemente, los ancianos que vivían en esas mismas residencias y disponían de un seguro privado sí fueron trasladados a hospitales. O los que vivían en una residencia privada. Sí, tuvieron derecho a asistencia sanitaria.

No murieron igual, es más, muchos consiguieron vivir aunque tal vez usted en el fondo tenga razón: iban a morir igual porque estaban condenados a morir al ser ancianos, vulnerables o no tener acceso a un seguro privado porque alguien decidió establecer unos protocolos en los cuales se dictaba que unos tenían derecho a salvarse y otros no.

Ojo, esto no es una opinión mía: el consejero de Servicios Sociales de su gobierno, Alberto Reyero, denunció sus protocolos como inmorales e ilegales. Y las propias actas de la Policía Municipal de Madrid recogen testimonios como el de una directora de residencia que señaló: “Si hubiera podido derivar a los residentes al hospital no hubiera habido tantos fallecimientos”.

Los datos del propio gobierno de la Comunidad de Madrid desmentían a Ayuso y no es verdad que “se iban a morir igual” si se les dejaba salir a un hospital porque entre marzo y abril de 2020 fueron derivadas 6.301 personas desde las residencia para mayores a un hospital y fallecieron 2.179, es decir se salvaron más del 65%.

La Comisión Ciudadana por la Verdad en las residencias de mayores de Madrid estaba formada por expertas y expertos, que participaban en la presentación de un informe: José Antonio Martín Pallín, fiscal y magistrado emérito del Tribunal Supremo; la doctora en epidemiología María Victoria Zunzunegui Pastor; el médico experto en Gestión y Administración Sanitaria con experiencia en la Comisión Europea y el Ministerio de Sanidad, Fernando Lamata Cotanda; la escritora experta en edadismo y feminismo Anna Freixas Farré; el director del Instituto de Derechos Humanos de la Universidad de Valencia (IDH) y profesor de Derecho Constitucional, Fernando Flores Giménez; la socióloga y politóloga Cristina Monge Lasierra y el abogado experto en memoria histórica Eduardo Ranz Alonso.

Después de seis meses de investigación presentaban un informe el 15 de marzo de 2024 con estas conclusiones: “4.000 personas pudieron salvarse si hubiesen sido trasladadas a un centro sanitario”, según Fernando Lamata. “No se usaron los hospitales privados donde, al menos, 1.000 camas estuvieron libres”, manifestaba Fernando Flores. El informe señala que hubo “una vulneración del derecho a la vida” y este comportamiento es un delito tipificado en el Código Penal. Exige “una verdadera investigación y que los fiscales actúen de modo proactivo”261.

Ayuso continuaba su cruzada particular contra el Presidente Sánchez y manifestaba el 22 de febrero de 2024: “Sánchez es un presidente que no han elegido los ciudadanos, lo han elegido los secesionistas, la extrema izquierda y Bildu. Enhorabuena”. ¡Qué desfachatez, qué poca vergüenza y qué poca memoria!

Así fue elegida Ayuso Presidenta de la Comunidad de Madrid en las elecciones de 2019: la candidatura del PSOE, que encabezaba Ángel Gabilondo, fue la más votada (27,31%) y tuvo 37 diputados; la candidatura del PP, encabezada por Ayuso, 30 diputados y el 22,23%. Ayuso fue elegida Presidenta con los votos de Ciudadanos y Vox.

Se acercaban las elecciones vascas para el 21 de abril de 2024 y Ayuso continuaba su ofensiva contra una ETA, que ya no existe. En esta ocasión aprovechaba un cartel electoral de Bildu que llevaba este texto “ERABAKI ALDAKETA” (Decide el cambio). Cogiendo las tres letras finales de la palabra AldakETA, Ayuso escribía: “Bildu lleva a terroristas en cada una de sus listas electorales. Este cartel es una razón más para llevarlos ante el Tribunal Supremo. Por dignidad y justicia. Para que no engañen a los jóvenes”. El periódico de España titulaba: “Ayuso pide llevar al Supremos a Bildu al ver un guiño a ETA en su cartel electoral” (26-2-2024).

Además de presentar documentación al Tribunal Supremo para la ilegalización de Bildu, creo que Ayuso debería aprovechar para solicitar que se investigue a fondo a otros presuntos proetarras, camuflados como futbolistas, que tengo ahora en mente: Andoni Zubizarreta, portero y 126 veces internacional con España y Gaika Mendieta, 40 veces internacional. Había que investigar también a Nuevas Generaciones (jueventudes del PP) de Euskadi, que difundían un cartel electoral con este texto: “Aldaketa gara” (Somos cambio).

Fueron numerosas las reacciones ante esta nueva “payusada”. María Jauregi, hija de Juan Mari Jauregi, asesinado por ETA, escribía: “En serio, ¿este es vuestro nivel?”. Y el ministro Óscar Puente, que no deja pasar ni una, comentaba: “Lo de relacionarlo con ETA, confirma la escasa confianza de Ayuso en la inteligencia del ciudadano al que dirige sus mensajes”.

El Athletic de Bilbao ganaba 3-0 al Atlético de Madrid el 29 de febrero de 2024 y jugaba la final de la Copa del Rey contra el Mallorca. Inmediatamente circulaba esta noticia por las redes sociales: “Ayuso impugna el partido de San Mamés ante el Tribunal Supremo. El Athletic tiene dos jugadores sospechosos, GuruzETA y GalarreETA”.

Aprovechando la celebración del Día Internacional de la Mujer, Ayuso continuaba su ofensiva contra el feminismo. En un acto institucional del gobierno de la Comunidad de Madrid en la Real Casa de Correos con motivo del 8 de marzo de 2024 se preguntaba “¿Cuándo es el Día del Hombre?” Manifestaba que “la revolución feminista sustituyó al feminismo originario y orquestó el ataque al hombre, a la familia, a la madre y a la maternidad”.

24.1.1. Las mentiras de Ayuso

La mentira es un arma utilizada continuamente por Ayuso en su confrontación política. Mentiras que son difundidas como dogmas de fe por muchos medios de comunicación. En su artículo Las mentiras de Ayuso y el PP sobre la sanidad en Madrid262, el periodista Ignacio Escolar desmonta los argumentos y datos falsos que utiliza la derecha para que no trascienda el incendio en el sistema madrileño de salud:

Isabel Díaz Ayuso (IDA): “La oposición de izquierdas en Madrid necesita reventar lo público para que no funcione y tener algo que contar en las urnas”.

Escolar: “Madrid es la comunidad más rica de España. Y también, la que menos invierte por habitante en gasto social. La diferencia con otras autonomías, año tras año, no para de aumentar. Las sucesivas rebajas de impuestos a los ricos con algo se tienen que compensar”.

De las seis comunidades autónomas con menos gasto social por habitante, cuatro están gobernadas por el PP. Este es el gasto autonómico dedicado a políticas sociales en 2021 (datos en euros por habitante): Navarra 3.747 euros; Euskadi 3.570; Asturias 3.293; Galicia 3.020; Murcia 2.768; Baleares 2.721; Andalucía 2.677; Cataluña 2.423; Madrid 2.202

IDA: “Siempre que se acercan las elecciones hacen lo mismo, que es llamar a un estallido”

Escolar: “Las asociaciones vecinales llevan mucho tiempo pidiendo la reapertura de los servicios de urgencias que la Comunidad de Madrid cerró en 2020. Y los sanitarios también llevan más de dos años reclamando mejoras en sus condiciones laborales”.

Por otra parte, Ayuso acusaba a parte de los médicos de no querer trabajar: “No todos quieren arrimar el hombro y trabajar”.

IDA: “En este país tenemos un problema de falta de médicos”

“En España faltan médicos, en general: porque faltan mejores condiciones laborales para que no tengan que emigrar. Pero el caso madrileño es un fenómeno especial. Madrid es, para los médicos, uno de los peores destinos a los que optar. Es la segunda comunidad autónoma que peor les paga (unos 3.000 euros menos al año que la media española), a pesar de ser una de las regiones donde el coste de la vida es más alto. Madrid es también la región donde más médicos en formación (los famosos MIR) realizan sus prácticas, pero pocos se quedan después aquí. Se van y no solo es por el sueldo: también porque la sobrecarga de trabajo es mayor. En junio, Madrid ofreció 197 plazas a médicos. Solo logró contratar a 59. Un mes antes, había ofertado 128 plazas, de las que solo cubrió 21. ´Es el mercado, amigo´, que diría Rodrigo Rato. ¿No encuentras médicos? Pues págalos mejor”.

IDA: “Desde el activismo de izquierdas tratan de confundir a la opinión pública diciendo que un Centro Sanitario 24 horas debe funcionar como un pequeño hospital”

Quien sacó pecho con la apertura de estos centros, que después se convirtió en un fiasco total, fue la propia presidenta de Madrid. Ayuso se comprometió a tener operativos 80 centros sanitarios con equipos completos de medicina, enfermería y celadores. “El Gobierno regional cumple así el compromiso de reactivar la atención de las urgencias extrahospitalarias durante las noches y los fines de semana”, presumió el equipo de Ayuso en una nota de prensa, hace un mes, que aún puede leerse en la web de la Comunidad. Ahora Ayuso vende como un éxito que algunos de estos centros puedan ofrecer un tratamiento por videoconferencia. Un plasma para atender las urgencias es una idea entre ridícula y siniestra, que no va a funcionar”.

IDA: “No creo que por 34 médicos nos tengamos que ir a dos huelgas, un boicot y una manifestación”

“Ayuso se refiere a los 34 servicios de urgencias extrahospitalarias que pretende mantener abiertos a través de médicos por videoconferencia. Pero la manifestación y la huelga están convocadas desde mucho antes de que Ayuso presentara ese plan, que tampoco afecta solo a esos 34 médicos. Son unos 200 en total, porque para reabrir las urgencias provocaron traslados forzosos y merma de plantillas en los Servicios de Atención Rural. Desde que se conocieron los planes de Sanidad, alrededor de una treintena de sanitarios han renunciado, ante la imposibilidad de prestar una atención óptima a los ciudadanos”.

IDA: “El Gobierno utiliza los medios de todos los españoles para hacer propaganda contra la Comunidad de Madrid”

“La presidenta de Madrid se refiere a unas declaraciones de Carolina Darias, la ministra de Sanidad, que durante la rueda de prensa del Consejo de Ministros criticó que Madrid “es la antítesis de lo que hacen todas las comunidades autónomas” y expuso algunos gráficos que así lo demostraban. A Ayuso le parece intolerable que un ministro pueda criticar su gestión. Y considera que menos aún lo puede hacer desde la rueda de prensa del Consejo de Ministros porque eso es usar “los medios de todos los españoles. Ese mismo día, antes de las declaraciones de Darias el vicepresidente de la Comunidad de Madrid, Enrique Ossorio, utilizó la rueda de prensa del consejo de Gobierno de Madrid (el equivalente al consejo de ministros regional) para sacudir al presidente español. “Con este Gobierno de Sánchez la libertad está en peligro”, aseguró. Puño de acero, mandíbula de cristal.

Otros miembros del gobierno de la Comunidad de Madrid utilizan la misma táctica que Ayuso, difundiendo todo tipo de mentiras:

Enrique Ruiz Escudero [consejero de Sanidad]: “Madrid tiene 641 profesionales más solo en Atención Primaria” y “cuenta con 4.000 profesionales más que antes de la pandemia”

“El consejero de Sanidad de Madrid retuerce los datos para ocultar la realidad. En esas cifras entra el personal técnico, los administrativos... Los médicos, mientras tanto, no crecen, aunque sí lo hace la población. Especialmente en la Atención Primaria. En 2019 –según la memoria anual– eran 5.227 médicos. Hoy Escudero asegura que son 5.232. El número de madrileños ha crecido desde 2019 en alrededor 200.000 personas. El número de médicos, en solo 5 más”.

Javier Fernández Lasquetty [consejero de Hacienda, Economía y Empleo]: “Sanidad no solamente cuenta con el mayor presupuesto sino con la mayor subida. Es una subida mayor de la que nunca ha tenido en la historia. Es una subida de más de 1.000 millones de euros adicionales”

“Esa supuesta subida aún está por demostrar. La Comunidad de Madrid ha presupuestado para 2023 un total de 9.789,6 millones de euros para la Sanidad. Lasquetty asegura que es “un 11,4% más que en 2022”. Pero una cosa es el presupuesto, otra distinta lo que se gasta de verdad. En 2021, el gasto sanitario real fue de 10.300 millones de euros. Así que si el presupuesto de 2023 se cumple será un recorte sobre 2021, no una subida histórica”.

Lasquetty oculta que en 2021 Madrid fue la comunidad autónoma que menos gastó por habitante en sanidad. De las cuatro comunidades con el menor gasto por habitante en sanidad, tres son gobernadas por el PP, siendo la media del Estado de 1.478 euros por habitante: Asturias 1.931; Euskadi 1.897; Galicia 1.699; Murcia 1.435; Andalucía 1.372; Cataluña 1.246; Madrid 1.170 euros.

La pareja de Ayuso, Alberto González Amador, era investigado por el cobro de dos millones de euros en comisiones por contratos de mascarillas en la pandemia y denunciado por defraudar 350.951 euros a Hacienda en los ejercicios de 2020 y 2021con una trama de facturas falsas y empresas pantalla. A través de 15 facturas falsas emitidas por sociedades pantalla acreditaba unos gastos ficticios por valor de 1,7 millones de euros, según publicaba el digital ElDiario.es. El fraude podría ser castigado con una multa de hasta seis veces la cantidad defraudada en los casos más graves y la falsedad documental con pena de cárcel entre seis meses y tres años.

Ayuso manifestaba que su novio está siendo “asediado por todo el poder del Estado” con “una inspección salvaje” y “sacada de quicio”. “No hay trama de facturas, no hay sociedades pantalla”. Acusaba a Pedro Sánchez de tratar de “tapar el escándalo” de la ley de amnistía o del caso del exasesor de José Luis Ábalos. Negaba que su novio cometiese delito tributario, pero la propia pareja de Ayuso admitía ante la Fiscalía, a través de su abogado Carlos Neira, que cometió dos delitos fiscales. Esto decía el correo enviado por González Amador a la Fiscalía el 2 de febrero de 2024: “Estudiado el asunto, y de común acuerdo con Alberto González, les comunico que es voluntad firme de esta parte alcanzar una conformidad penal, reconociendo íntegramente los hechos (ciertamente se han cometido dos delitos contra la Hacienda Pública) así como proceder a resarcir el daño causado pagando íntegramente la cuota e intereses de demora a la Agencia Estatal de Administración Tributaria”.

24.2. “Feijoadas”

Tengo que empezar este apartado recordando a Feijóo con su manguera apagando incendios, una de las fotos más famosas, después de la que aparece en el yate del narco Marcial Dorado. Poco después de tomar posesión el gobierno bipartito (PSdeG y BNG), el fuego arrasaba cerca de 90.000 hectáreas en el verano de 2006, ocasionando la muerte de cuatro personas y catorce heridas.

Feijóo aprovechaba esa desgracia para desgastar al Gobierno Gallego a quién responsabilizaba de las muertes con estas lamentables declaraciones: “Con nosotros no moría gente en los incendios y con ellos cuatro personas”263. Al mismo tiempo los asesores de imagen del PP (Alfonso Rueda era, entonces, secretario general del PP y el responsable de la campaña) difundían una ridícula foto de Feijóo en un monte de Meis (Pontevedra) con una manguera de jardín, simulando que apagaba un incendio.

En un artículo que titulaba “La foto incendiaria. Feijóo y la manguerita”264, el periodista Gonzalo Cortizo daba detalles: “Imagen perfectamente preparada por los asesores de imagen del PP gallego; la de Feijóo echado al monte en Meis (Pontevedra) con una manguera en la mano durante las labores de extinción. El plan no salió bien del todo. Lo malo de aquella foto es que era precisamente eso: solo una foto. En ella se veía a un Feijóo vestido con pantalones vaqueros, camisa de hilo, zapatos náuticos y una manguerita de regar el jardín que poco podía hacer contra el fuego, por cierto inexistente en el lugar de la instantánea”.

El cinismo de Feijóo no tiene límites. Cuando ya llevaba ocho años de presidente de la Xunta, los incendios arrasaban en Galiza 62.000 hectáreas en 2017. Feijóo, que padece una amnesia profunda, respondía así a la oposición, que pedía explicaciones por su política forestal: “Puedo cometer errores, sin duda, pero nunca diré que la culpa de los incendios forestales son de un partido político”265.

Feijóo aterriza en Madrid para convertirse en Presidente del PP, pero no tenía presencia en el Congreso porque no era diputado. Para conseguir una visibilidad política como candidato a la Presidencia del Gobierno de España, el PP lo coloca en el Senado, por designación del Parlamento de Galiza, para que pudiese participar en los debates sobre los temas políticos de actualidad.

Se colocó en el Senado, pero no sabe ni dónde está. En la sesión del Senado de 22 de noviembre de 2022 manifestaba: “Ya me he fijado en que los diputados de Podemos ni están”. Quería subrayar las supuestas divergencias entre los socios de gobierno, PSOE y Unidas Podemos, pero la realidad era que Podemos no estaba porque no tenía representación en el Senado.

Feijóo reclamaba debates en el Senado y enseguida aparecieron las primeras sorpresas, sobre todo para los medios de comunicación, porque ese no era el Feijóo que esperaban. Demostró que sus conocimientos, y no solo en economía, eran más bien escasos.

En el primer debate en el Senado el 7 de junio de 2022 sobre las medidas del Gobierno para hacer frente a la situación económica y social a consecuencia de la guerra en Ucrania, Feijóo criticaba a Sánchez porque España tenía una prima de riesgo desorbitada266, “Estamos pagando la prima de riesgo a 250 puntos, la más alta desde el verano de 2014”, cuando esa tarde era de 112, la mitad de lo que denunciaba. Confundía la prima de riesgo con el tipo de interés a que se pagaba la deuda, que estaba a 2,4%.

Al día siguiente Feijóo cargaba contra el Gobierno por la “Excepción Ibérica” (una propuesta de España y Portugal para poner tope al precio del gas) en el III Foro Internacional Expansión, y manifestaba: “¿Vamos a aprobar la propuesta del Gobierno sin que previamente la autorice Bruselas?” Resulta que los medios de comunicación ya habían difundido quince minutos antes que Bruselas había dado el visto bueno.

Continuaba con la racha de errores y al día siguiente se equivocaba en la cifra de afiliación a la Seguridad que para Feijóo era de “19 millones y pico”, cuando era de 20.025.089 afiliadas/os.

Los datos oficiales señalaban en mayo de 2022 que la cifra de paro bajaba de los tres millones por primera vez desde 2008, pero a Feijóo le faltó tiempo para manifestar que esa cifra “está maquillada por los fijos discontinuos”, cuando la verdad es que siempre se contabilizaron como personas en activo.

Feijóo tuvo muchas ideas “originales” para combatir al gobierno de Pedro Sánchez. Dijo que él no utilizaría el Falcon del Grupo 45 del Ejército del Aire para viajar entre las islas de Canarias, sino el Jet Foil –embarcación de alta velocidad entre Santa Cruz de Tenerife y Las Palmas de Gran Canaria–, pero resulta que ya no está en servicio desde 2005.

Me critican mucho en casa, y con razón, que en mis libros hay demasiadas cifras, así que dejo los temas económicos para recoger una información de J. Pastoriza titulada Feijóo hace un máster express en vacas267 en la campaña electoral de las elecciones gallegas de 2009:

La sabiduría gallega es infinita; y la sinceridad, única e inapelable. Casilda, Laura, Hilda... “¿Por qué le ponen a las vacas siempre nombre de mujer?”, preguntó en su inocencia el candidato del PPdeG, Alberto Núñez Feijóo, durante su visita, ayer, a una explotación ganadera de Rois [A Coruña]. El dueño, Manuel Caamaño, sorprendido, le miró y contestó a la gallega, con la verdad condensada en tres palabras: “Porque son vacas”. Lógico e incuestionable. Y ya para tumbarlo: “¿Cómo les íbamos a poner, Julián?”.

Una de sus intervenciones más sonadas fue cuando la UE prohibía faenar a los barcos gallegos de arrastre en zonas históricamente abiertas a nuestros barcos. Feijóo declaraba: “Si prohíben la pesca de arrastre vamos a quedar sin comer merluza del pincho”. La pesca de arrastre es un arte de pesca con red a cientos de metros de profundidad y en el pincho el pescado no se coge con red sino con anzuelo.

El periodista Xosé Manuel Pereiro llegaba a la conclusión de que Feijóo no es tonto, sino que se hace el tonto268: “Como Feijóo es todo lo que se quiera menos tonto, no queda otra que concluir que se hace el tonto para no desentonar de un electorado que está dispuesto a perdonar lo imperdonable y apoyar a un partido con una trayectoria de corrupción sin parangón en Europa –mismo sin parangón en la muy ejemplar España– y que hace propuestas que parecen salidas de un think tank de cuñados”.

Pedro Sánchez participaba en la Cumbre Iberoamericana en Santo Domingo el 24 de marzo de 2023. Feijóo y Ayuso participaban al día siguiente en un acto claramente electoral para ganar el voto latino y acusaba a Pedro Sánchez de rendir “pleitesía a autócratas”. Por si no quedaba claro a quién se refería Feijóo, Esteban González Pons, eurodiputado y responsable de Asuntos Internacionales del PP, manifestaba, refiriéndose a la citada Cumbre: “Mañana en la prensa habrá dos fotografías: a Pedro Sánchez lo veréis con un par de dictadores, a Almeida, Ayuso y Feijóo los veréis con los amantes, hijos y herederos de la libertad”. No podía ser más desafortunada la intervención de Feijóo porque con esos supuestos “dictadores” estaba también el rey Felipe VI y esa Cumbre no era nada nuevo, sino que se celebra desde hace 30 años, siempre con la presencia de España. Ante este despropósito, Feijóo declaraba que “se manipularon sus palabras”.

En ese acto, titulado “Europa eres Hispana” y pancartas con “Hispanos con el PP”, tomaba la palabra la pastora evangelista Yadira Maestre, que apoya jubilaciones espirituales para “curar” la homosexualidad, y declaraba que curó el cáncer de su madre leyendo la Biblia.

Esta pastora ultraconservadora colabora con el PP desde hace años, como recogía Danilo Albin269:

El 30 de marzo de 2017 el entonces vicesecretario de Comunicación del PP, Pablo Casado, recibía por primera vez a Maestre y a su marido, el también líder evangélico Florentino Barceló. Ambos llevaban ya varios años al frente del Centro Apostólico Cristo Viene, una organización con sede en el barrio de Usera que fue apadrinada desde Miami por el telepredicador Guillermo Maldonado. En mayo de ese mismo año, Maestre mostraba su alegría por el encuentro que Maldonado había mantenido en EEUU con el presidente Donald Trump. “Nuestros pastores también honran y bendicen la vida de nuestro presidente Mariano Rajoy y la nación de España, de igual manera bendecimos la vida del portavoz de comunicación del Partido Popular, el señor Pablo Casado”

“Hasta ahora creía que estos grupos se ubicaban a la extrema derecha política, pero ahora estoy observando que, tristemente, han sido adoptados por el PP, que quiere contar con el movimiento evangélico fundamentalista porque considera que así sumará apoyo electoral”, afirma Juanjo Tamayo, director de la cátedra de Teología y Ciencias Sociales de la Universidad Carlos III de Madrid.

En marzo de 2023 las bendiciones eran, entre aleluya y aleluya, para Feijóo, Ayuso y el alcalde Almeida. Finalizaba esta fiesta bailando todos juntos al ritmo de la predicadora. Parece ser que el PP quiere seguir la misma estrategia que Bolsonaro en Brasil, utilizando predicadoras/es evangelistas para conseguir el voto hispano.

Feijóo confundía una canción de Ismael Serrano con una frase del poeta Antonio Machado en el debate de investidura de Sánchez como candidato a la presidencia del gobierno. Feijóo iniciaba su réplica al candidato con un reproche. “Diga completa la cita de Antonio Machado. ¿Hasta en las citas miente usted?”. Se refería a las palabras de Pedro Sánchez citando al poeta: “Hoy es siempre todavía”. “Usted omite: Y ahora es el momento de cumplir las promesas que nos hicimos. Esta es la cita completa”, ha continuado Feijóo, sin saber que ese añadido de la cita, que estaba utilizando en su discurso para cargar contra el cambio de posición del PSOE respecto a la amnistía, era en realidad una prolongación ideada por el cantautor Ismael Serrano que nunca fue escrita por Machado. Lo aclaraba el propio Serrano a través de su cuenta de X (antes Twitter): “No es por darme el pisto. Pero el añadido no es de Machado. Es de un servidor. Forma parte de la presentación que hice de la canción ´Ahora´“ en la grabación de un concierto en vivo”270.

No sabe muy bien donde está, ni donde va, cosa comprensible cuando su agenda le lleva sin parar de un lugar a otro o visita varias localidades en el mismo día. Puede estar en Badajoz y decir que está muy contento de su estancia en Andalucía, pero tiene también problemas con el nombre de los municipios. Quería referirse a San Cugat del Vallés, situado en la comarca del Vallés Occidental, en la provincia de Barcelona, pero acabó inventándose el municipio de San Cugat de Llobregat.

Hay que reconocer que Feijóo lee bastante bien las notas que le pasan, pero a veces no sabe de lo que habla. Visitaba el 5 de febrero de 2024 una explotación agraria en Lalín (Pontevedra), acompañado de José González, candidato del PP por Ourense, dentro de la campaña de las elecciones gallegas para ganarse el voto del campo y, siguiendo el guión, presentar a Pedro Sánchez como enemigo de agricultores y ganaderos, pero confundía el metano con el metanol.

El Diccionario de la lengua española elaborado por la RAE, da estas dos definiciones, que no tienen mucho que ver entre sí. Metano: “Hidrocarburo gaseoso e incoloro, formado por un átomo de carbono y cuatro de hidrógeno, que se produce en las minas de carbón y en la descomposición de la materia orgánica”. Metanol: “Alcohol cuya molécula tiene un átomo de carbono. Es un líquido incoloro y tóxico, semejante en su olor y otras propiedades al etílico”.

Feijóo, que llevaba el discurso bien preparado, criticaba a Sánchez por “la culpabilización y la estigmatización de la ganadería, haciéndolos responsables de las emisiones de metanol a la atmósfera”.

Dos días después, el periodista Gonzalo Bareño recogía así la sesión de control del gobierno del 7 de febrero de 2024:

Pedro Sánchez aprovechó el lapsus de Feijóo en la campaña, cuando confundió el metano con el metanol, para llamarlo “experto en química orgánica” y explicar que uno de los usos del metanol es ser disolvente: “Y quizá de ahí le venga la falta de argumentos”. Siguiendo con la metáfora del metanol, indicó que uno de sus usos es ser combustible: “Como lo que ustedes están intentando en Cataluña para avivar un fuego que felizmente fue superado“. “Las tres propiedades del metano son ser incoloro, como su proyecto político para España; inflamable, como su afán por la hipérbole y el insulto; y tercero, tóxico, como su catastrofismo económico y su afán para romper la convivencia en España”, concluyó Sánchez271.

24.2.1. Las mentiras de Feijóo

Siguiendo como norma de actuación que todo vale para desgastar al gobierno, Feijóo no duda en mentir para crear alarma social. En una entrevista en La Razón272 manifestaba: “El Gobierno no puede subir más de un 3% el gasto corriente por un pacto que tiene con la UE para obtener fondos europeos. Hay que preguntarle al Gobierno, que es el que firmó ese pacto, que si actualiza las pensiones conforme al IPC, y con esa limitación impuesta por la UE, cuánto dinero quedaría para todo lo demás”. Feijóo creaba preocupación social sobre todo en los pensionistas, cuando la verdad es que la Seguridad Social queda excluida del techo de gasto y, por lo tanto, no afectaría a las pensiones.

El ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, José Luis Escrivá, respondía a Feijóo: “Hay un acuerdo, y los pactos con la UE no se pueden incumplir. Tienen que dejar de mentir y tienen que dejar de hipotecar el futuro de los españoles. ¿Ignora que el artículo 12 de la LOEP y SF [Ley Orgánica, 2/2012 de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera], con gobierno del PP en 2012, excluye de la regla de gasto a la Seguridad Social? O peor, sabiéndolo, ¿quiere desinformar a los españoles y generar inquietud a nuestros pensionistas?”

¿Es Feijóo un moderado? El periodista Ignacio Escolar daba respuesta a este interrogante con el artigo El ‘moderado’ Feijóo está desnudo273; y también desmontaba algunas de sus mentiras:

Alberto Núñez Feijóo (ANF): “El Gobierno se está forrando con el incremento de la luz y de la gasolina”, porque la mitad del precio de la luz y de los carburantes son impuestos“.

“Feijóo lleva trece años al frente de la Xunta. Sus hagiógrafos le presentan como un gran gestor. En este tiempo, ¿aún no se ha enterado de cómo se financia su administración? La mayor parte del impuesto a los hidrocarburos, el 58%, va a las autonomías, no al Gobierno central. Y todo lo que recauda el Estado con el impuesto a la producción eléctrica, el 100%, se lo llevan las comunidades autónomas, como la que preside Feijóo. Es verdad que buena parte del dinero que pagamos por la gasolina o el gasoil se va en impuestos, aunque no es exacto que sea la mitad. También es falso que esto sea una rareza, o culpa de un malvado gobierno que se quiera forrar. España es uno de los países de toda Europa donde se paga menos impuestos al repostar”.

ANF: “Un político es un ciudadano que cobra de los impuestos de los españoles y, por tanto, cuando dice que inaugura un hospital la pregunta que hay que hacerle es: ‘¿Lo deja usted a deber o está pagado?’ Porque, si lo deja usted a deber, haga el favor de marcharse rápidamente y empezar a pagarlo”.

“Como, por ejemplo, el hospital Álvaro Cunqueiro, en Vigo. Es uno de esos complejos sanitarios público-privados que tanto gustan al PP. Feijóo lo inauguró en 2015, pero lo “dejó a deber”. La Xunta se comprometió a pagar 72 millones de euros anuales durante dos décadas a la concesionaria privada del hospital. El desembolso total superará los 1.400 millones de euros, casi tres veces más que lo que habría costado el proyecto previo, enteramente público. La factura por la construcción de este hospital no se terminará de pagar hasta el año 2035”.

ANF: “¿Es que no ven que los marineros ya tienen dificultades para salir a faenar porque no pueden impactar en el precio del pescado el incremento del precio del gasoil? (...) ”Pedimos la bajada del IVA de la electricidad, de la gasolina, del diésel, de los carburantes“.

“El gasóleo para uso agrícola y pesquero no paga absolutamente nada de IVA. Está exento. En cuanto al IVA de la electricidad, el Gobierno ya lo bajó del 21% al 10%. Hace más de medio año”.

ANF: Bajar los impuestos a los combustibles “es urgente porque los franceses ya lo han hecho”.

“Falso. Los franceses lo han anunciado, igual que el Gobierno español. Pero la rebaja de 15 céntimos de cada litro de combustible que ha aprobado Francia no entrará en vigor hasta el 1 de abril. Y cuando se aplique esa rebaja, la gasolina en Francia seguirá siendo más cara que en España y una parte de los conductores franceses (o portugueses) seguirán viniendo a España a repostar”.

ANF: “La violencia machista y la violencia intrafamiliar son dos tipos de violencia que existen. Usted recordará, porque vive en Galicia, como yo, que, lamentablemente, hace algún tiempo, tuvimos que sufrir el asesinato producido por un padre que después, por un problema con su pareja, asesinó a sus dos hijos. Eso no es violencia machista, eso es violencia intrafamiliar”.

Si un padre mata a sus hijos “por un problema con su pareja” es también un tipo de violencia machista: se llama violencia vicaria. Algo que el presidente de la Xunta de Galicia debería conocer porque el propio Feijóo votó a favor de una reciente reforma de la ley de violencia de género de Galicia admitiendo esta realidad. En esa reforma legal el parlamento gallego aprobó por unanimidad considerar a la violencia vicaria como violencia de género, y reconocer a todas estas víctimas con efectos retroactivos. Todo esto, al parecer, fue antes de que el PP pactara gobiernos con Vox. Y asumiera parte de su discurso negacionista sobre el machismo, que minimizan como “violencia intrafamiliar”.

ANF: “Ayuso es la presidenta de la Comunidad de Madrid y por tanto una persona honorable que vamos a defender porque no nos presenta dudas su honorabilidad”

“En los últimos años, ser presidente de la Comunidad de Madrid no ha sido sinónimo de honorabilidad. Esperanza Aguirre está imputada por corrupción. Su sucesor, Ignacio González, está procesado por corrupción. Su sucesora, Cristina Cifuentes, tuvo que dimitir por robar cremas en un súper y por recibir un título de máster que nunca mereció. La siguiente en esa lista de personas muy honorables –un régimen madrileño que tiene en el Tamayazo su raíz–, es Isabel Díaz Ayuso. Una presidenta cuyo hermano está pendiente de una investigación de Anticorrupción por cobrar una comisión de un contrato público a dedo. Feijóo defiende a Ayuso, pero por otra razón: porque ha pactado con ella que así lo hará, a cambio de su apoyo para presidir el PP. Omertá sobre la corrupción y un acuerdo para gobernar con Vox. En eso se resume esta supuesta moderación”.

24.3. El negacionismo de Ayuso y Feijóo

Tanto Feijóo, que llega a la Presidencia del PP con promesas de moderación, como Ayuso, asumen las tesis negacionistas y trumpistas de la extrema derecha, como negar la violencia machista. Negacionismo no solo climático, como señala el artículo de Amanda García El PP da alas al negacionismo (y no solo climático)274:

Negacionismo climático

“Desde que la Tierra existe, desde el origen, ha habido siempre cambio climático, ha habido ciclos. Nosotros tendremos que poner medidas para paliarlo pero no pueden seguir contra la evidencia científica únicamente porque siempre tienen detrás, en su cabeza, algo que se llama comunismo”. Son las palabras de Ayuso que resonaron el pasado jueves en la Asamblea de Madrid. Mientras la líder del PP hacía suyo el discurso negacionista, en la ciudad egipcia de Sharm el Sheikh dirigentes de doscientos países de todo el mundo estaban reunidos en la Cumbre del Clima que diseña las líneas maestras de la lucha global contra el cambio climático.

Frente a las declaraciones de Díaz Ayuso, esta reflexión de Inger Andersen, directora ejecutiva del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) al presentar el último informe de la institución: “Nos dice en términos científicos lo que la naturaleza nos ha estado diciendo este año, a través de inundaciones mortales, tormentas e incendios devastadores. Tenemos que dejar de llenar nuestra atmósfera de gases de efecto invernadero y tenemos que hacerlo rápido”.

No es la primera vez que la presidenta madrileña deja entrever su rechazo a lo que califica como “discursos sentimentales en torno al ecologismo cargados de ideología”. El cambio climático y los efectos devastadores que ya tiene en el presente –y aumentarán en el futuro– es una realidad irrebatible asumida por instituciones y organismos internacionales.

Revisionismo histórico

También Feijóo ha tenido su propio capítulo polémico al definir así la Guerra Civil española: “Hace 80 años nuestros abuelos y bisabuelos se pelearon y no tiene sentido vivir de los réditos de lo que hicieron”. El presidente del PP tampoco ha querido valorar la exhumación de Queipo de Llano de La Macarena y ha sostenido en varias ocasiones que la agenda legislativa en materia de memoria democrática es “reabrir los rencores de la guerra”. Lo cierto es que la Guerra Civil (1936-1939) estalló tras un golpe de Estado a un gobierno democrático y terminó con la implantación de una dictadura que se prolongó 40 años.

Las denuncias de los sanitarios, un “boicot”

En otro ejercicio de negacionismo político, Díaz Ayuso tampoco acepta las reivindicaciones del personal sanitario de la Comunidad de Madrid y asegura que “nada tiene que ver con una cuestión laboral, sino política”. “¿Qué faltan?, ¿34 médicos? ¿34 médicos dan para una huelga, un boicot y manifestaciones?”, dijo este jueves en la cámara madrileña.

Los datos analizados por Público revelan que la falta de personal en la Atención Primaria de la sanidad pública madrileña lleva a que no dé para cubrir con al menos un médico cada uno de los 78 PAC habilitados en la reestructuración de Ayuso. Durante los diez días que examinó este periódico, no hubo ningún día en el que los PAC funcionasen al 100% (es decir, con al menos un médico, un enfermero y un celador). En el mejor de los casos, situación que se dio el 3 de noviembre, de los 78 centros, solo tenía el personal completo el 51%.

Negación de la pobreza

Pero quizás el mayor episodio de negacionismo de una realidad social dramática que se haya producido en las filas populares lo protagonizó el consejero de Educación y portavoz de la Comunidad de Madrid, Enrique Ossorio. “A alguien le dicen que en Madrid hay tres millones de pobres, pues ¿dónde están?”, se preguntó (mirando al suelo) este mes de marzo. Fue su reacción a un estudio elaborado por Cáritas que señalaba que en Madrid 1,5 millones de personas se encuentran en situación de exclusión social. Según el informe, el 22% de los madrileños, 370.000 más que en 2019, se encuentran en situación de vulnerabilidad y tienen dificultades para acceder a productos y servicios de primera necesidad.

Por otra parte, Ayuso pretende acabar con la movilización cívica con gravísimas descalificaciones, sin base alguna, como recogía la periodista Cynthia Coiduras275. Culpaba al “activismo de izquierdas” de la manifestación de cientos de miles de personas en Madrid el 13 de noviembre de 2022 en defensa de la sanidad pública y exigiendo más personal. “No fue en defensa de la sanidad pública sino para buscar el liderazgo de la ultra izquierda por la debacle del PSOE”, concluía Ayuso.

Para desviar la atención de las causas reales de las protestas, Ayuso acusaba al presidente del Gobierno de “asaltar las instituciones”. “La motivación de Sánchez es el poder a toda costa. Utilizan las instituciones para beneficiarse de manera autoritaria. Tienen un plan de instaurar en España una República federal laica”.

En la sesión de control del gobierno de 7 de febrero de 2024 PP y Vox coincidían en acusar al gobierno de Pedro Sánchez de “dogmatismo ambiental”, como explicaba la crónica de la periodista Pilar Santos276:

Ante las múltiples protestas de los ganaderos y agricultores, el jefe de la oposición ha hablado de las políticas europeas de Bruselas como un “problema” y ha acusado al Gobierno español de “dogmatismo ambiental”, una expresión que poco después ha utilizado también Santiago Abascal, líder de Vox.

Los conservadores están intentando capitalizar las manifestaciones de los trabajadores del campo de estos días por, entre otras razones, la venta a pérdidas, el alza de los combustibles, la necesidad de más ayudas públicas y el impacto de las políticas para frenar el cambio climático.

Este miércoles Feijóo ha ido un paso más allá y ha copiado el lenguaje de Vox y su llaneza en los planteamientos: “Le estamos viendo demasiado centrados en cambiar los criterios de la fiscalía. Debería escuchar a la agricultura, porque no aguanta dogmatismo ambiental de su Gobierno.

El PP, que gobierna con Vox en varias comunidades autónomas, cedió en las negociaciones para esos ejecutivos de coalición que las consejerías de Agricultura fueran ocupadas por políticos de ultraderecha. La formación de Santiago Abascal tiene entre sus prioridades sacar provecho del malestar del mundo rural, una estrategia que es común a otros partidos de ultraderecha de la Unión Europea.
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25. El PP de Feijóo quiere derogar la ley de memoria democrática

Feijóo adelantaba que si el PP ganaba las elecciones generales una de las primeras medidas de su gobierno sería derogar la Ley de Memoria Democrática, que definía como una “ley ideológica que reabre los rencores de la guerra civil. Hace 80 años nuestros abuelos y bisabuelos se pelearon y no tiene sentido vivir de los réditos de lo que hicieron”277

José Luis Ábalos, ex ministro del PSOE, daba esta respuesta a Feijóo en su cuenta de Twitter: “Los 40 años de represión, miseria, torturas, asesinatos, humillaciones, falta de justicia y libertad… fueron la resaca del que ganó ´la pelea´ ¿Hitler también se peleó con los judíos? Si es la noción que tiene de la historia, vamos bien, aunque no pase de jefe de la Oposición”.

Feijóo no quiere reconocer que el 18 de julio de 1936 no se inicia una “pelea de abuelos”, sino un golpe de Estado, una sublevación militar y fascista contra el gobierno legítimo de la II República, que acabó con la democracia y trajo 40 años de una dictadura criminal. No quiere reconocer que en Galiza no hubo guerra civil, sino un genocidio con más de 6.000 personas asesinadas (600 en la comarca de A Coruña y 1.000 en Ferrolterra, Eume y Ortegal), y 50 alcaldes y presidentes de diputación.

Durante la guerra los fascistas levantaron hasta 188 campos de concentración en todo el Estado (104 estables). En Galiza hubo campos de concentración en A Coruña, Betanzos (allí estuvo internado Vicente Ferrer), Cedeira, Ortigueira, Ferrol, Santiago-Lavacolla, Muros, Rianxo, Pobra do Caramiñal, Padrón, Ribadeo, Celanova, Camposancos (A Guarda), Isla de San Simón, Monteferro (Nigrán) y Santa María de Oia278.

Cuando acaba la guerra la dictadura franquista ordenó el fusilamiento de 200.000 personas en todo el Estado y 750.000 estuvieron en cárceles y campos de concentración. Millones de personas fueron despedidas de su trabajo, entre ellas 60.000 profesores. Cientos de miles tuvieron que marchar al exilio. Miles de niñas y niños fueron robados a familias de demócratas y republicanos, cambiando su identidad. Aún hoy hay más de 100.000 personas desaparecidas en fosas comunes. El proyecto de investigación Nomes e Voces (Nombres y Voces), recoge que en Galiza podría haber 95 fosas con 474 cuerpos, como mínimo.

Feijóo no está interesado en conocer detalles de esa represión criminal, como el asesinato de Mercedes Romero Abella que, como recoge el historiador Luis Lamela279, apareció en la fosa común de Vilarraso (Aranga). Era maestra del barrio coruñés de Monelos, de 29 años y con dos hijos de corta edad, viuda de Francisco Mazariegos, también asesinado por los fascistas, sindicalista de la UGT y empleado del Banco Pastor: “Fue violada por varios fascistas que la llevaban detenida y cuando iban a rematarla, los lugareños escucharon muy asustados y escondidos los gritos desgarrados y ateridos de la pobre mujer suplicando piedad y clemencia, justificando la súplica por la razón de tener hijos menores que quedaban completamente desamparados. Y allí mismo, haciendo caso omiso a los gritos de piedad de lana desdichada infortunada, la acribillarían a balazos salvajemente”.

Esta actitud de Feijóo con la memoria histórica no es nada nuevo. Los periodistas Arsenio Escolar, Francisco Frechoso y Juan Carlos Escudier, entrevistaban a Mariano Rajoy, candidato por el PP a la Presidencia del Gobierno. Le preguntaban qué haría con la Ley de Memoria Histórica se ganase las elecciones, y esta fue su respuesta: “Yo, desde luego, eliminaría todos aquellos artículos de la Ley de la Memoria que hablan de dar dinero público para recuperar el pasado. Yo no daría ni un solo euro del erario público a esos efectos”280. Cuando Rajoy llega a la Presidencia no solo cumplía esa promesa, sino que el consejo de ministros de 2 de marzo de 2012, que presidía, acordaba suprimir la Oficina de Víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura.

Siguiendo el ejemplo de Rajoy, cuando Feijóo llega a la Xunta de Galiza en 2009, retira las ayudas del gobierno bipartito (PSdeG-BNG) para la recuperación de la memoria histórica. Con Alfonso Rueda como Presidente, los presupuestos de la Xunta para 2023 tampoco dedican ni un euro para la memoria democrática. Continúan las prácticas neofranquistas de los fundadores de AP y PP.

25.1. Avances en la Ley de Memoria Democrática y temas pendientes

Las mejoras de la Ley de Memoria Democrática de 2022, respecto a la de 2007, son debidas, fundamentalmente, a la movilización de las asociaciones memorialista. Estos son, textualmente, algunos de los artículos de esta ley:

Artículo 1.1. La presente ley tiene por objeto la recuperación, salvaguarda y difusión de la memoria democrática, entendida ésta como conocimiento de la reivindicación y defensa de los valores democráticos y los derechos y libertades fundamentales.

1.2. Reconocimiento de quienes padecieron persecución o violencia, por razones políticas, ideológicas, de pensamiento u opinión, de conciencia o creencia religiosa, de orientación e identidad sexual, durante el período comprendido entre el golpe de Estado de 18 de julio de 1936, la Guerra de España y la Dictadura franquista hasta la entrada en vigor de la Constitución Española de 1978, así como promover su reparación moral y la recuperación de su memoria personal, familiar y colectiva.

1.3. Se repudia y se condena el golpe de Estado de 18 de julio de 1936 y la posterior dictadura franquista, en afirmación de los principios y valores democráticos y la dignidad de las víctimas. Se declara ilegal el régimen surgido de la contienda militar iniciada con dicho golpe militar.

3.1. Se considera víctima a toda persona, con independencia de su nacionalidad, que haya sufrido, individual o colectivamente, daño físico, moral o psicológico, daños patrimoniales, o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario durante el periodo que abarca el golpe de Estado de 18 de julio de 1936, la posterior Guerra y la Dictadura, incluyendo el transcurrido hasta la entrada en vigor de la Constitución española de 1978.

5.1. Se declara la ilegalidad e ilegitimidad de los tribunales, jurados y cualesquiera otros órganos penales o administrativos que, a partir del Golpe de Estado de 1936, se hubieran constituido para imponer, por motivos políticos, ideológicos, de conciencia o creencia religiosa, condenas o sanciones de carácter personal, así como la ilegitimidad y nulidad de sus resoluciones.

5.2. Por ser contrarios a Derecho y vulnerar las más elementales exigencias del derecho a un juicio justo, así como la concurrencia en estos procesos de intimidación e indefensión, se declara en todo caso la nulidad de las condenas y sanciones y la ilegalidad e ilegitimidad del Tribunal Especial para la Represión de la Masonería y el Comunismo, el Tribunal de Orden Público, así como los Tribunales de Responsabilidades Políticas y Consejos de Guerra constituidos por motivos políticos, ideológicos, de conciencia o creencia religiosa, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 de la presente ley

6.1. Se reconoce el derecho a obtener una Declaración de reparación y reconocimiento personal a quienes durante la Guerra y la Dictadura padecieron las circunstancias a que se refiere el artículo 3.1 y los efectos de las condenas y sanciones a que se refieren los artículos 4 y 5.

7. Se declara el día 31 de octubre de cada año como día de recuerdo y homenaje a todas las víctimas del golpe militar, la Guerra y la Dictadura.

16.1. Corresponderá a la Administración General del Estado la búsqueda de personas desaparecidas durante la Guerra y la Dictadura, sin perjuicio de las competencias de otras administraciones públicas relacionadas con dicha actividad

17.1. La Administración General del Estado confeccionará un mapa integrado de localización de personas desaparecidas que comprenda todo el territorio español, al que se incorporarán los datos remitidos por las distintas administraciones públicas competentes.

27.1. Se garantiza el derecho al acceso libre, gratuito y universal a los archivos públicos y privados, así como la consulta de documentos históricos integrantes de series documentales o de colecciones de bienes del Patrimonio Documental sobre el golpe de Estado, la Guerra, la dictadura franquista, la resistencia guerrillera antifranquista, el exilio, el internamiento de españoles en campos de concentración durante la Segunda Guerra Mundial y sobre la transición hasta la entrada en vigor de la Constitución de 1978, con independencia del tipo de archivo en que se custodien.

28. Se crea un Fiscal de Sala para la investigación de los hechos que constituyan violaciones de Derecho Internacional de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, incluyendo los que tuvieron lugar con ocasión del golpe de estado, la Guerra y la Dictadura. A este Fiscal de Sala se le atribuirán asimismo funciones de impulso de los procesos de búsqueda de las víctimas de los hechos investigados, en coordinación con los órganos de las distintas administraciones con competencias sobre esta materia, para lograr su debida identificación y localización.

32.1. La Administración General del Estado impulsará actuaciones para el reconocimiento y reparación a las víctimas que realizaron trabajos forzados, como la señalización de los lugares directamente relacionados con los trabajos forzados, de forma que se permitan su identificación y el recuerdo de lo sucedido, así como impulsar iniciativas por parte de las organizaciones o empresas respecto de las que se constate, a través de la realización de un censo, que utilizaron los trabajos forzados en su beneficio para que adopten medidas en ese sentido

32.2. La Administración General del Estado, en colaboración con las demás administraciones públicas, confeccionará un inventario de edificaciones y obras realizadas por miembros de los Batallones Disciplinarios de Soldados Trabajadores, así como por prisioneros en campos de concentración, Batallones de Trabajadores y prisioneros en Colonias Penitenciarias Militarizadas.

35.1. Se consideran elementos contrarios a la memoria democrática las edificaciones, construcciones, escudos, insignias, placas y cualesquiera otros elementos u objetos adosados a edificios públicos o situados en la vía pública en los que se realicen menciones conmemorativas en exaltación, personal o colectiva, de la sublevación militar y de la Dictadura, de sus dirigentes, participantes en el sistema represivo o de las organizaciones que sustentaron la dictadura, y las unidades civiles o militares de colaboración entre el régimen franquista y las potencias del eje durante la Segunda Guerra Mundial

35. 2. Asimismo, serán considerados elementos contrarios a la memoria democrática las referencias realizadas en topónimos, en el callejero o en las denominaciones de centros públicos, de la sublevación militar y de la Dictadura, de sus dirigentes, participantes en el sistema represivo o de las organizaciones que sustentaron la dictadura, y las unidades civiles o militares de colaboración entre el régimen franquista y las potencias del eje durante la Segunda Guerra Mundial

36.1. La Administración General del Estado confeccionará en colaboración con el resto de las administraciones públicas un catálogo de símbolos y elementos contrarios a la memoria democrática, al que se incorporarán en todo caso los datos suministrados por las comunidades autónomas, y contendrá la relación de elementos que deban ser retirados o eliminados, en los términos del artículo 35.

36.2. Podrán incluirse en el mismo aquellos elementos que se soliciten por las víctimas, sus familiares o las entidades memorialistas, en defensa de su derecho al honor y la dignidad, o resulten de estudios y trabajos de investigación

40. Las administraciones públicas, en el ejercicio de sus competencias y con arreglo a los correspondientes procedimientos, adoptarán las medidas oportunas para revisar de oficio o retirar la concesión de reconocimientos, honores y distinciones anteriores a la entrada en vigor de esta ley que resulten manifiestamente incompatibles con los valores democráticos y los derechos y libertades fundamentales, que comporten exaltación o enaltecimiento de la sublevación militar, la Guerra o la Dictadura o que hubieran sido concedidas con motivo de haber formado parte del aparato de represión de la dictadura franquista.

41.1. En atención al objeto de esta ley quedan suprimidos los siguientes títulos nobiliarios y grandezas de España concedidos entre 1948 y 1978:

Quedan suprimidos los siguientes títulos nobiliarios y grandezas de España, concedidos entre 1948 y 1978:

1. Duque de Primo de Rivera, con Grandeza de España. 2. Duque de Calvo Sotelo, con Grandeza de España. 3. Duque de Mola, con Grandeza de España. 4. Conde del Alcázar de Toledo, con Grandeza de España. 5. Conde de Labajos. 6. Marqués de Dávila y la Grandeza de España que se le une. 7. Marqués de Saliquet. 8. Marqués de Queipo de Llano. 9. Marqués de Alborán. 10. Conde del Jarama. 11. Marqués de Varela de San Fernando. 12. Conde de Benjumea. 13. Marqués de Somosierra. 14. Grandeza de España otorgada al conde de Rodezno. 15. Marqués de San Leonardo de Yagüe. 16. Conde de la Cierva. 17. Marqués de Vigón. 18. Conde de Fenosa. 19. Conde del Castillo de la Mota. 20. Marqués de Suanzes. 21. Marqués de Kindelán. 22. Conde de Pallasar. 23. Marqués de Casa Cervera. 24. Conde de Martín Moreno. 25. Marqués de Bilbao Eguía. 26. Grandeza de España a don Fernando Suárez de Tangil y de Angulo. 27. Conde de Bau. 28. Duque de Carrero Blanco, con Grandeza de España. 29. Señorío de Meirás, con Grandeza de España. 30. Duque de Franco, con Grandeza de España. 31. Marqués de Arias Navarro, con Grandeza de España. 32. Conde de Rodríguez de Valcárcel. 33. Conde de lturmendi.

41.2. Queda suprimida la Orden Imperial del Yugo y las Flechas .

44.1. El sistema educativo español incluirá entre sus fines el conocimiento de la historia y de la memoria democrática española y la lucha por los valores y libertades democráticas, desarrollando en los libros de texto y materiales curriculares la represión que se produjo durante la Guerra y la Dictadura.

A tal efecto, se procederá a la actualización de los contenidos curriculares para Educación Secundaria Obligatoria, Formación Profesional y Bachillerato.

44.2. Las administraciones educativas adoptarán las medidas necesarias para que en los planes de formación inicial y permanente del profesorado se incluyan formaciones, actualización científica, didáctica y pedagógica en relación con el tratamiento escolar de la memoria democrática, impulsando asimismo en la comunidad educativa el derecho a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición.

48.1. La Administración General del Estado promoverá el conocimiento de la memoria democrática española mediante programas específicos de divulgación que incluirán el relato de las víctimas y específicamente la memoria de las mujeres.

54.1. Se modifica la denominación del «Valle de los Caídos», para ser denominado Valle de Cuelgamuros, como un lugar de memoria democrática cuya resignificación irá destinada a dar a conocer, a través de planes y mecanismos de investigación y difusión, las circunstancias de su construcción, el periodo histórico en el que se inserta y su significado, con el fin de fortalecer los valores constitucionales y democráticos

54.2. En ningún lugar del recinto podrán llevarse a cabo actos de naturaleza política ni de exaltación de la Guerra, de sus protagonistas o de la Dictadura.

58.1. Se creará un Centro de la Memoria Democrática cuya finalidad será la salvaguarda de la dignidad de las víctimas de graves violaciones de derechos humanos sucedidas en el pasado en España y la promoción de la memoria democrática de los derechos humanos y los valores democráticos en el marco de un impulso universal a los principios de verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición.

Disposición adicional quinta. Extinción de fundaciones.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo 31.f) de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, concurrirá causa de extinción cuando las fundaciones no persigan fines de interés general o realicen actividades contrarias al mismo. A estos efectos, se considera contraria al interés general la apología del franquismo que ensalce el golpe de Estado y la dictadura o enaltezca a sus dirigentes, con menosprecio y humillación de la dignidad de las víctimas del golpe de Estado, de la guerra o del franquismo, o incitación directa o indirecta al odio o violencia contra las mismas por su condición de tales.

Temas pendientes:

No fue derogada la Ley 46/1977 de 15 de octubre, de Amnistía, que es una reivindicación histórica del movimiento memorialista. Esa ley fue una conquista democrática y permitió que muchas personas salieran de la cárcel y recuperaran su puesto de trabajo. Durante más de cuarenta años hubo una utilización perversa de esa ley, interpretada como una ley de punto final porque el artículo 2, que aún sigue vigente, señala que están comprendidos dentro de esa amnistía: “Los delitos y faltas que habían podido haber cometido las autoridades, funcionarios y agentes del orden público, con motivo u ocasión de la investigación y persecución de los derechos de las personas. Los delitos cometidos por los funcionarios y agentes de orden público contra el ejercicio de los derechos de las personas”.

Continúa, por tanto, la dificultad para poder juzgar los crímenes del franquismo y hay que seguir recurriendo a la vía de la Querella Argentina. Está pendiente la restitución de bienes apropiados por el franquismo y las indemnizaciones por los daños causados. No se aprobó aún una ley ni medidas que garanticen la investigación y la recuperación de los niños y niñas robados por el franquismo.

La ley señala que se realizará un inventario de edificaciones y obras realizadas por las presas y presos políticos, pero no está prevista la indemnización al Estado y a las víctimas por parte de las empresas que utilizaron a esas personas como trabajadoras/res esclavas/os. Mientras en toda Europa después de la derrota del fascismo las empresas tuvieron que indemnizar a las personas trabajadoras forzadas, aquí no asumieron ninguna responsabilidad.

Muchas de esas empresas aprovecharon las facilidades del franquismo para “alzar sus imperios económico durante la dictadura”, como recogía la denuncia que presentaba la CGT en el marco de la Querella Argentina. Se aprovecharon también de que los presos redimían penas (dos días por cada día de trabajo forzado). Estas son algunas de esas empresas: Banús Hermanos, San Román, Huarte, Agromán, Dragados y Construcciones, Entrecanales, Sociedad Constructora Ferroviaria, Ibérica de Construcciones y obras Públicas, Babcock Wilcox, Astilleros de Cádiz, RENFE, La Maquinista Terrestre y Marítima, Duro Felguera, Cementos Portland-Iberia, Carbones Asturianos, Minas Julia de Fabero, Minera Estaño Silleda, Minas de Almadén y Arrayanes, etc.

La CGT pedía la comparecencia ante la jueza argentina María Servini de reconocidos empresarios, entre otros: Florentino Pérez [presidente del Real Madrid] de Dragados y Construcciones (desde el año 2002 forma parte del grupo ACS), José Manuel Entrecanales, de Entrecanales y Távora (Acciona), Juan Miguel Villar Mir, de Huarte (la empresa OHL que preside es el resultado de la fusión de Obrascón, Huarte, Lain). Muchos de estos empresarios figuran como donantes del PP.

Agromán, a través de su filial San Román, participó en las obras del Val de los Caídos (tenía 250 presos republicanos trabajando en la construcción de este monumento fascista), encargándose de la perforación de la roca, para abrir un gran agujero que acogería la cripta de la basílica. La actual Ferrovial integró a Agromán.

Nicolás Sánchez-Albornoz, hijo del historiador y político Claudio Sánchez-Albornoz, era detenido en 1947 cuando participaba como estudiante en la Federación Universitaria Escolar (FUE) y conseguía escapar en 1948 del Destacamento Penitenciario del Monasterio de Cuelgamuros en la construcción del llamado Valle de los Caídos. Condenado a una pena de 6 años de trabajos forzados, explicaba “El Valle era un gran negocio. Los que estábamos condenados a trabajar allí estábamos alquilados a las empresas que hacían la obra, Huarte y Banús, por 10,50 pesetas al día. A nosotros nos daban 50 céntimos a cada uno. Los patronos tenían obreros a precio de saldo y disciplinados”281.

Importantes infraestructuras gallegas fueron realizadas por presos políticos282 como el aeropuerto de Compostela, inaugurado el 28 de julio de 1935, en el que trabajaron en su ampliación 562 presos del Batallón 29 de Trabajos Disciplinarios y 612 presos del Batallón 31, desde 1940 hasta 1941. El aeropuerto de Peinador de Vigo fue realizado por presos de las cárceles de Vigo y de Camposanco (A Guarda). El puente de Tuiriz en Pantón fue realizada por un destacamento penitenciario de 100 trabajadores, lo mismo que el puente de la Toxa. Los presos del Campo de Concentración de las Figueiras (Castropol) realizaron obras de la carretera Ribadeo-Meira; otros presos realizaron obras de la carretera de Vilaboa a Santo Adrián de Cobres en el Morrazo y los del Campo de Concentración de Cedeira obras en la zona de Ortegal.

En el sector de la minería el 9 de setiembre de 1942 iniciaba su actividad el Destacamento Penitenciario de las Minas de Casaio, en Valdeorras, vinculado a la empresa Montes de Galicia S.A, una empresa de capital alemán dedicada a la extracción del volframio que llegó a tener 356 ocupados en trabajos forzados en abril de 1944. La empresa D.L. Pastora tenía sobre 250 presos empleados en los yacimientos de estaño y volframio en Fontao (Silleda).

Altos cargos militares también se aprovecharon de los trabajos forzados. Así, el xeneral Heliodoro Tella, comandante militar de Lugo, utilizó a presos de la cárcel de Lugo para rehabilitar su pazo en la parroquia de Adai (O Páramo). El obispado de Ourense realizó las obras de mejora del seminario de Ervedelo con los presos políticos del monasterio de Oseira, reconvertido en campo de concentración. También hubo trabajos forzados en el sector textil y los presos de la isla de San Simón trabajaron para la empresa Regojo.

Se retiraron algunos títulos nobiliarios pero siguen vigentes otros:

Conde de Maeztu. Concedido a título póstumo a Ramiro de Maeztu y Whitney el 18 de julio de 1974. Embajador de España en Argentina en la Dictadura de Primo de Rivera. Participó en Unión Patriótica y Unión Monárquica Nacional. Admirador de Hitler, en 1931 se pronunciaba por la instauración de una “monarquía militar” con el rey como dictador. Acabó militando en Renovación Española, el partido de Calvo Sotelo, siendo elegido diputado en Cortes por Guipúzcoa (1933-1936). Internado en la cárcel de Ventas de Madrid, fue asesinado en el cementerio de Aravaca, después de una saca, el 29 de octubre de 1936. El titular del título es Ramiro de Maeztu y Manso de Zúñiga.

Barón de Camporredondo, concedido como baronesa el 19 de abril de 1965 a María Samaniego y Martínez-Fortún, viuda de José Antonio Girón de Velasco, falangista y ministro de Trabajo en la dictadura. El títular desde el 19 de septiembre de 2019 es José Antonio Girón Larrucea, hijo del ministro franquista.

Marqués de Villar Mir, concedido por el rey Juan Carlos el 3 de febrero de 1911 a Juan Miguel Villar Mir, ministro de Hacienda y Vicepresidente del Gobierno en la dictadura, después de recibir el rey 4,2 millones de euros de OHL, empresa del empresario, en 2009.

Algunas de las personas que perdieron títulos nobiliarios en aplicación del 1rtículo 41.1 de la Ley de Memoria Democrática –Pedro Barrié de la Maza (Conde de Fenosa), Juan Antonio Suanzes Fernández (Marqués de Suanzes), José Calvo Sotelo (Duque de Calvo Sotelo), José Antonio Primo de Rivera (Duque de Primo de Rivera), Francisco Franco (Duque de Franco, Señorío de Meirás), Fernando Suárez de Tangil (Grandeza de España), Fidel Dávila (Marqués de Dávila), Joaquín Benjumea (Conde de Benjumea), Juan Yagüe (Marqués de San Leonardo de Yagüe)– aún conservan en Galiza más de 60 reconocimientos (calles, placas y distinciones) en 22 ayuntamientos.

Se habla mucho de la posible ilegalización de la Fundación Nacional Francisco Franco (FNFF), constituida el 8 de octubre de 1976, en aplicación de la Ley de Memoria Democrática. Tiene entre sus objetivos, como señala los estatutos: “toda la actividad que conduzca a enaltecer la figura de Franco”, es decir, hacer apología de la dictadura y del fascismo. ¿Sería posible en Alemania o Italia la existencia de una fundación para exaltar la memoria de Hitler o Mussolini?

Hacienda también colabora con esta fundación porque las 847 personas que hicieron donaciones para la FNFF podrán desgravar283. El presidente, general retirado Juan Chicharro, consideraba “inmensa” la obra del dictador y que debía tener “una plaza o avenida en cada pueblo”. Explicaba así los beneficios fiscales: una persona que entrega 150 euros solo pagará 37,50 euros porque “Hacienda les financiará” los 112,50 euros restantes, es decir, Hacienda financia la apología del franquismo.

Hay muchas fundaciones que realizan actividades consideradas como exaltación del franquismo y que podrían ser ilegalizadas en aplicación de la LMD: Fundación Nacional Francisco Franco, Fundación de la Santa Cruz del Valle de los Caídos, Fundación para la Defensa de la Nación Español (DENAES), promovida por Santiago Abascal en 2006 cuando era un dirigente liberado del PP; Hermandad de la Vieja Guardia; Fundación Yagüe (este general fue uno de los principales militares golpistas en 1936, conocido como El carnicero de Badajoz por los crímenes cometidos en esa ciudad); Fundación José Antonio Primo de Rivera, fundador de la Falange; Fundación Pro-Infancia Queipo de Llano (Gonzalo Queipo de Llano fue un auténtico criminal de guerra); Fundación Blas Piñar (fundador de Fuerza Nueva); Fundación Hijas de Millán Astray; Fundación Ramiro Ledesma Ramos (ideólogo del nacionalsindicalismo; el llamado Hogar Social de Madrid lleva su nombre); Fundación Serrano Súñer, estrecho colaborador de Franco; Fundación Capitán Cortés (Santiago Cortés González, capitán de la Guardia Civil de Jaén, que participó en la sublevación de 1936 contra la República).

Asociación de Militares Españoles (AME), Movimiento Católico Español (MCE), Comunión Tradicionalista Carlista, Democracia Nacional, Devenir Europeo, entre otras, organizan concentraciones, marchas, manifestaciones, jornadas, conferencias etc. de exaltación del franquismo, nazismo y fascismo con total impunidad.

Concepto de exaltación

Un tema importante es determinar el alcance y significado del concepto de exaltación, personal o colectiva que fija la LMD. Una sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo de 15 de diciembre de 2022, que marca jurisprudencia, puede ayudar a establecer criterios para la eliminación de elementos contrarios a la memoria democrática.

La Junta de Gobierno Local de Madrid acordaba el 4 de mayo de 2017 el cambio del nombre de la calle General Asensio Cabanillas por Poeta Ángela Figuera. Una empresa, situada en esa calle, presentaba un recurso en el que consideraba que había que demostrar la participación de Asensio en los tres hechos históricos recogidos en la ley: sublevación militar, guerra civil y represión de la dictadura: “no basta la de un sólo de ellos, como pudiera ser el hecho de haber desempeñado cargos públicos relevantes, sino que han de ser los tres”.

La sentencia del TS señala que para cumplir el tipo normativo no es preciso detallar la conexión del nombre de la calle por separado con los tres acontecimientos recogidos en el artículo 15 de la LMD (sublevación militar, guerra civil y dictadura), ya que, considerado a la luz de los propósitos que explica la exposición de motivos de la Ley, “sería absurdo mantener que permite a las Administraciones Públicas los actos y signos de exaltación aislada de la sublevación militar de 1936, de la Guerra Civil o de la represión de la Dictadura y que únicamente proscribe los que ensalcen y elogien todo ello a la vez. La interpretación que propone el recurrente carece de toda lógica, es contraria a los objetivos de la Ley, incompatibles con toda apología por las Administraciones Públicas de la sublevación militar, de la Guerra Civil y de la Dictadura, por separado o en conjunto, e ignora la secuencia histórica que conecta tales hechos”284.

“Resulta inevitable relacionar directamente al general Asensio con dicha sublevación, con la guerra civil y con el régimen político surgido de ella, tanto por su participación relevante en la sublevación, como en la posterior guerra civil y en el régimen”.

Esta sentencia del TS sobre la retirada de la calle General Asensio Cabanillas de Madrid, concluía: “La exaltación proscrita por el artículo 15.1. es la que producen actos de las Administraciones Públicas que objetivamente realzan, ensalzan, dignifican o suponen un reconocimiento elogioso de cualquiera de los hechos que identifica su inciso final o todos ellos: la sublevación militar, la Guerra Civil o la represión de la Dictadura. Por eso, dar a una calle el nombre de una persona que participó activamente y de manera relevante en la sublevación militar de 1936 y en la Guerra Civil y ocupó cargos de máxima importancia en el régimen político surgido de ella, es un acto de exaltación contrario al artículo 15.1. de la Ley 52/2007”.

El problema de fondo para que existan tantos restos del franquismo es que no hubo voluntad política para aplicar la Ley de Memoria Histórica de 2007 y todo parece indicar que tampoco hay voluntad política para aplicar la Ley de Memoria Democrática, y ahí están unos datos vergonzosos: en Galiza aún quedan 700 restos del franquismo en 90 ayuntamientos.

25.2. Las raíces franquistas del PP y de José María Aznar

Feijóo manifestaba en el Congreso del PP celebrado en Sevilla el 1 de abril de 2022: “Hemos nacido con la Constitución”; “Somos un partido que nació para escribir la Constitución”. La verdad es que nacieron antes de la aprobación de la Constitución en 1978 con el objetivo de unificar los restos del franquismo y los principales promotores de ese partido fueron siete ministros de la dictadura.

Cuando nace Alianza Popular (después PP) en marzo de 1977 –tres meses antes de la celebración de las primeras elecciones democráticas de 15 de junio –las personas asistentes a ese congreso no invocaban el fin del franquismo, ni la llegada de la democracia, sino que aprovecharon el congreso para recordar y homenajear al dictador Franco.

Esas raíces franquistas del actual PP quedaron recogidas en las crónicas de los medios de comunicación de la clausura de su congreso fundacional285:

“NEOFRANQUISTAS ENTUSIASMADOS

CELEBRARON SU PRIMER CONGRESO

Los siete líderes de Alianza Popular anunciaron su federación y el paso hacia un partido único. Gritos de Franco, Franco de 3.000 fervorosos congresistas”

Esto explica que, 47 años después, el PP no tenga hoy ningún problema para hacer gobiernos de coalición con Vox porque los dos partidos tienen las mismas raíces franquistas, como tienen las mismas raíces falangistas Aznar, Javier Ortega y Buxadé.

José María Aznar era hijo de Manuel Aznar Acedo, que participa como oficial en el ejército sublevado el 18 de julio de 1936 contra el gobierno legítimo de la República, siendo jefe de radiodifusión y propaganda de Falange; durante la dictadura dirigió Radio Nacional de España (1962-1965) y fue director adjunto de Radiodifusión en el Ministerio de Información y Turismo (1965-1967).

José María Aznar participaba en el Frente de Estudiantes Sindicalistas (FES), que eran las Juventudes Falangistas, y enviaba este texto a la revista SP el 1 de julio de 1969, que titulaba “La obra que espera España”:

Cuando a las manos de un joven como yo -16 años- llega un ejemplar de las “Obras Completas” de José Antonio y, como tal, siente la “imperiosa necesidad de hacer rápidamente algo útil, a este joven se le presentan dos posibles caminos. El primero consiste en llevar una vida cómoda, fácil y sin complicaciones, alistado o “apuntado” en una organización del Movimiento. En el segundo, se trata de tomar una decisión tan compleja como costosa. Es la de militar al lado de los “falangistas independientes”.

El estar a su lado no es, de ningún modo, vivir como convidados, sino todo lo contrario. Es el vivir muchas veces en contra de la “esencia de la propia ordenación familiar”; es vivir en sacrificio, austeridad y peligro constante; es ser una barca, una tabla de salvación, en medio de un mar tempestuoso y hostil que te ataca por todos los lados y que trata de hundirte a cualquier precio; es, en una palabra, el vivir la vida de “monje y soldado”, que decía José Antonio.

¿No cree, usted, que teniendo un apellido de gran fuerza política como el que tengo; teniendo familiares como tengo en los más altos cargos políticos de la Nación, prácticamente; teniendo un historial falangista en mi familia como el que poseo: no cree, usted, repito, que para mí hubiese sido más fácil el irme al Movimiento y estar de convidado, que el estar listo para militar al lado de los ‘falangistas independientes?

Yo, como joven, y habiéndome llegado un ejemplar de las Obras Completas, ya he tomado mi decisión, que usted ya habrá adivinado.

La Falange Española Independiente se crea en 1963 y, legalizada en 1977, se presentaba a las elecciones después de acabada la dictadura. En 2004 se integra en Falange Española de las JONS y conseguiría 9.862 votos en todo el Estado en las elecciones generales de 2016

El PP está en plena campaña difundiendo que son los únicos que defienden la Constitución, que la amnistía no cabe en la Constitución etc. y no está de más recordar que cuando el Congreso aprueba la actual Constitución el 31 de octubre de 1978, de los 16 diputados que tenía entonces Alianza Popular –partido de Manuel Fraga, después convertido en Partido Popular– ocho votaron a favor, cinco en contra y tres se abstuvieron.

También es conveniente recordar que, después de aprobarse la Constitución, José María Aznar, presidente del PP, escribía artículos de opinión muy críticos con la Constitución, el Estado de las autonomías y la retirada de honores y distinciones a franquistas, exactamente lo mismo que hoy manifiesta Vox.

Sobre la elaboración de la Constitución española de 1978, Aznar manifestaba en un artículo en La Nueva Rioja, (23-2-1979) que había un desencanto y poca confianza en la Constitución: “La política española hasta el momento presente, se ha visto regida por compromisos de los dos partidos mayoritarios, a través del llamado consenso. Tal situación ha provocado un efecto fulminante cual es el de la desconfianza de una enorme masa de españoles en el buen funcionamiento del sistema democrático, que quedó palpablemente demostrada en el elevadísimo índice de abstención que se produjo en el pasado referéndum [aprobación de la llamada Reforma Política]. Tal como está redactada la Constitución, los españoles no sabemos si nuestra economía va a ser de libre mercado o, por el contrario, va a deslizarse por peligrosas pendientes estatificadoras y socializantes, si vamos a poder escoger libremente la enseñanza que queremos dar a nuestros hijos o nos encaminamos hacia la escuela única, si el derecho a la vida va a ser eficazmente protegido, si el desarrollo de las autonomías va a realizarse con criterios de unidad y solidaridad o prevalecerán las tendencias gravemente disolventes agazapadas en el término nacionalidades, y así un sinfín de transcendentales temas, cuyo desarrollo dependerá del equilibrio de fuerzas políticas que surja el próximo día primero de marzo” [elecciones generales].

Hablaba de incertidumbre ante las autonomías: “Tenemos los españoles ante nuestros ojos un tema de una gravísima magnitud: el de las llamadas autonomías.. En muy pocos meses hemos superado descentralizaciones, autonomías, autogobiemos, para terminar hablando de autodeterminación y de independencia. ¿Cuáles son los criterios que se van a seguir para abordar estos problemas? ¿Será una Constitución que reconoce, ampara y fomenta las nacionalidades cauce suficiente para solucionar los mismos?” (La Nueva Rioja, 30-5-1979).

Esto que escribía Aznar hace más de 44 años lo podía firmar hoy Vox: “Vientos de revancha son los que parecen traer algunos de los ayuntamientos recientemente constituidos. El de Guernica aprueba por unanimidad retirar la medalla de la villa, así como todos los honores concedidos al anterior Jefe del Estado -que aunque moleste a muchos gobernó durante 40 años y se llamaba Francisco Franco. Como aún les parecía poco deciden asimismo exigir responsabilidades al Gobierno alemán por el bombardeo de la ciudad ocurrido en 1.937. Hace 42 años. Por el contrario no especifican a cuál de las dos Alemanias exigen las citadas responsabilidades, porque es bien sabido que por aquel entonces no había más que una. En Coslada (Madrid) las calles dedicadas a Franco y José Antonio lo estarán a partir de ahora a la Constitución. En Valencia la Plaza del Caudillo pasará a llamarse del “País Valenciá”. Y no hemos hecho más que comenzar. Parece que pueden pasar los años, pero que las costumbres no varían. En vez de dedicarse a la mejora de sus Municipios, se dedican a borrar la Historia. ¿Para qué hacer nuevas calles y plazas? Se les cambia de nombre y como si fueran nuevas, y en las próximas elecciones, a repetir” (La Nueva Rioja, 9-5-1979).

25.3. Dirigentes del PP promovieron la Fundación Francisco Franco

Entre los fundadores y miembros del patronato de la Fundación Nacional Francisco Franco (FNFF) figuraban significados fascistas y fundadores de Alianza Popular (AP), después PP, como Fernando Dancausa de Miguel, alcalde de Burgos en la dictadura de 1965 a 1973, procurador en las Cortes franquistas y candidato al senado por AP en las elecciones de 1977. También Borja Benítez de Lugo, senador del PP, figuraba como miembro de esa fundación.

María Dolores Dancausa Treviño, hija de Fernando Dancausa, es Consejera Delegada de Bankinter, y otra hija, María Concepción, es dirigente del PP, fue Presidenta de la Asamblea de Madrid, Delegada del Gobierno del PP en esta comunidad y Secretaria de Servicios Sociales de la Ejecutiva del PP, presidida por Feijóo.

Por otra parte, la FNFF organiza todos los años un acto de exaltación del dictador, presidido por la bandera de la dictadura, que otorga los títulos de “Caballeros y Damas de Honor” a las personas que más destacan en la defensa de la figura del dictador. Entre los premiados en distintas ediciones aparecen significados dirigentes del PP: José María Velo de Antelo, fundador del PP y vicepresidente del primer congreso de este partido y Jesús López Medel, diputado del PP de 1996 a 2008. En la entrega de estas distinciones a personas que destacan en la defensa de “la memoria del Caudillo”, celebrada en Madrid el 2 de diciembre de 2016 estaban tres significados dirigentes del PP: Juan Antonio Morales, diputado del PP en la Asamblea de Extremadura y secretario provincial de Badajoz; Ana Rivelle, alcaldesa del PP de Alberche del Caudillo y Antonio Pozo, alcalde de Guadiana del Caudillo.

Senén Pousa, alcalde de Beade (Ourense) por el PP desde 1974 a 2023 y miembro de la Fundación Francisco Franco, siempre manifestó sus simpatías por el franquismo y se definía como “franquista hasta la médula”. Cada 20 de noviembre, coincidiendo con la fecha de la muerte del dictador, celebraba una misa para honrar a Franco, y una foto suya presidía el despacho de la alcaldía. Cuál fue la reacción del PP durante estos años? Pousa es muy claro: “Nadie del PP me ha recriminado nunca honrar al franquismo”. Y sobre la corrupción y financiación ilegal del PP este alcalde también tenía las ideas muy claras: “Todos se financian con dinero de empresas a cambio de obras. Nadie regala nada. Y todos enchufan a los suyos”286.

25.4. Desprecio a las víctimas del franquismo

Rafael Hernando, dirigente del PP manifestaba: “Algunos se han acordado de su padre cuando había subvenciones para encontrarlo” (programa “Cascabel al Gato” de 13 TV de 4 de noviembre de 2013). Fue denunciado por la Asociación para la Recuperación de la Memoria Histórica (ARMH) por el delito de “injurias graves con publicidad”. Para la Coordinadora Estatal de Apoyo a la Querella Argentina (CEQUA), la insinuación de Hernando de que las víctimas puedan enriquecerse con dinero público “lesiona, menoscaba y atenta contra la finalidad de reparación” de los familiares de desaparecidos. Ha realizado una imputación falsa y carente de confrontación con la realidad, procediendo a la comisión de un delito de injurias, desprestigiando a la totalidad de las víctimas [...] y atentando contra la dignidad de las mismas”.

Manuel González Capón, alcalde de Baralla (Lugo) desde 1987, se negó a condenar los crímenes de la dictadura franquista en el Pleno municipal de 26 de julio de 2013 y pronunció una lamentable frase sobre los condenados a muerte: “Será porque lo merecían”.

Pablo Casado no se quedaba atrás en este desprecio a las víctimas del franquismo cuando era presidente del PP, y manifestaba en un mitin en 2009: “Yo estoy convencido de que la inmensa mayoría de jóvenes son del Partido Popular y aún no lo saben. Si es que en pleno siglo XXI no puede estar de moda ser de izquierdas, ¡pero sí son unos carcas! Están todo el día con la guerra del abuelo, con las fosas de no sé quién, con la Memoria Histórica…”.

25.5. La exhumación de Queipo de Llano

El Gobierno recordaba a la Hermandad de la Macarena que debería retirar de esa iglesia de Sevilla los restos de Gonzalo Queipo de Llano en aplicación de la Ley de Memoria Democrática: “Los restos mortales de dirigentes del golpe militar de 1936 no podrán ser ni permanecer inhumados en un lugar preeminente de acceso público, distinto a un cementerio, que pueda favorecer la realización de actos públicos de exaltación, enaltecimiento o conmemoración de las violaciones de Derechos Humanos cometidas durante la guerra o la dictadura”287.

Como señala Juan Miguel Baquero: “Sobre el fantasma de Queipo sobrevuelan matanzas indiscriminadas contra civiles, aniquilación del contrincante social y político, violaciones masivas de mujeres, saqueo y robo sistemático a los vencidos, uso de trabajadores esclavos… Todo un ramillete de graves violaciones de los Derechos Humanos cometidas, en gran parte, en ciudades sin guerra: Sevilla, Cádiz, Huelva y Córdoba”. “Andalucía suma al menos 45.566 asesinados por el fascismo español en 708 fosas comunes. Son los números oficiales, del Mapa de Fosas. Y se quedan cortos. La cifra supone un tercio de los desaparecidos forzados en todo el país y supera el terrorismo de Estado de las dictaduras de Argentina y Chile juntas. La mayoría de los muertos siguen tirados en fosas comunes y sus familias nunca han podido encontrar sus huesos”.

Queipo era el responsable de las matanzas del Ejército del Sur, sublevado contra el Gobierno legítimo de la República, como el propio golpista dejaba claro: “Vayan las mujeres de los rojos preparando sus mantones de luto”. “¡Id preparando sepulturas! Yo os autorizo a matar como a un perro a cualquiera que se atreva a ejercer coacción ante vosotros; que si lo hiciereis así, quedaréis exentos de toda responsabilidad”.

Era un criminal que utilizaba las arengas en Radio Sevilla para animar a “matar rojos” y violar a las mujeres: “Nuestros valientes legionarios y regulares han demostrado a los rojos cobardes lo que significa ser hombres de verdad. Y, a la vez, a sus mujeres. Esto es totalmente justificado porque estas comunistas y anarquistas predican el amor libre. Ahora por lo menos sabrán lo que son hombres de verdad y no milicianos maricones. No se van a librar por mucho que berreen y pataleen”.

Cuando, entre los aplausos de la familia, retiran de madrugada los restos del golpista de la Basílica de la Macarena, Paqui Maqueda levanta allí mismo su voz: “¡Honor y gloria a las víctimas del franquismo!” y recordaba estos nombres de su familia288: “El bisabuelo Juan Rodríguez Tirado, El Cubero, asesinado en agosto del 36 en Carmona, que hoy sigue desaparecido; tenía tres hijos : Enrique, que fue preso esclavo; Pascual, que fue asesinado cuando acaba la guerra en 1939, y José que estuvo preso en las cárceles franquistas; y luego estaba mi abuela, La Frasca, y yo llevo su nombre”.

Paqui Maqueda daba detalles de la represión: “Nos quitaron la casa de Carmona, la casa familiar y le robaron a mi madre un niño en un hospital público, el Virgen del Rocío”. Paqui participa en la Plataforma Gambogaz, “que apuesta porque el patrimonio del que se apropió Queipo, se revierta a la propiedad pública. Entre lo expoliado destaca el cortijo Gambogaz, a las afueras de Sevilla, que Maqueda y el movimiento memorialista quieren convertir en un museo.”

La exhumación de Queipo fue una victoria del movimiento memorialista y de la democracia, que era recordado así por Paqui Maqueda: “Allí estuve. Lo de anoche fue un momento muy emotivo y muy duro porque allí estaban varios familiares de Queipo, muy dignos ellos y ellas, y cuando salió la furgoneta empezaron a aplaudir. Se oyeron gritos de viva Queipo, viva Franco y yo noté que algo se me rompió dentro. Y me surgieron los gritos, los nombres de mis familiares, mi bisabuelo, mis tres tíos abuelos, mi abuela”.

¿No sabía Feijóo quién era Queipo de Llano? ¿Qué dijo el “moderado” Feijóo cuando el 3 de noviembre de 2022 son exhumados los restos de este criminal de guerra?: “La política debe dejar a los muertos en paz”, es decir, no hay que señalar a los verdugos, y las víctimas de la represión criminal del fascismo deben continuar sin reconocimiento social y sin verdad, justicia y reparación. Para eso quiere Feijóo derogar la Ley de Memoria Democrática, por si acaso alguien todavía no se ha enterado.
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26. Feijóo está blindado

26.1. “Cloacas, la peste del periodismo”

“Años antes de que Donald Trump recurriese a la manipulación, a la mentira y a las noticias inventadas como arma electoral y de gobierno, en Galiza ya había cloacas”, explicaban los periodistas Juan Oliver y Luis Pardo en un reportaje que titulaban: Cloacas, la peste del periodismo289. Recogían en ese reportaje declaraciones de los partidos del bipartito en Galiza (PSdeG-BNG) que recordaban: “Las mentiras y los boatos orquestados por la oposición [PP] y entregados en bandeja a los medios vinculados a los poderes económicos más reaccionarios del país apestaron aquellos comicios [elecciones al Parlamento de Galiza de 2009] desde antes mismo de la precampaña. El ex presidente socialista Touriño, un tipo tan austero como mal calculador de la eficacia de las calumnias difundidas en portada, fue relacionado con una inventada afición al lujo en plena crisis financiera. Y a su vicepresidente, Anxo Quintana, un enfermero de Allariz a quién esos mismos poderes habían amenazado negándole la legitimidad de cambiar el marco eólico de Galiza, aunque la había ganado con los votos de la ciudadanía, mismo llegaron a difamarlo con insinuaciones de graves delitos violentos”.

Acompañaban el reportaje con el titular de El Mundo (28-10-2008): “El PP acusa al presidente de la Junta de gastar más de dos millones de euros en su despacho”. Que después ampliaba: “El PP gallego ha denunciado un ´nuevo ejemplo´ de la ´tendencia al lujo irrefrenable´ del presidente de la Xunta, Emilio Pérez Touriño”.

El reportaje reproducía también este titular de ABC: “El BNG, viento en popa a todo lujo”, con este pie de foto: “Anxo Quintana” navegó este verano [2008] en el yate del constructor Jacinto Rey, que meses después recibió de la Xunta un contrato eólico de 14 millones anuales”. Y con toda la operación contra la Xunta de PSdeG-BNG en marcha, ABC difundía inmediatamente: “Feijóo pide explicaciones”.

Esas cloacas seguían funcionando, 15 años después, para evitar que el PP no perdiese la Xunta de Galiza en las elecciones de 2024.

El periodista Fernando Varela explicaba así la “red de seguridad” de Feijóo290:

Feijóo es, por encima de cualquier otra cosa, un gran resistente. Sus cuatro mayorías absolutas consecutivas, la consolidación del partido como una maquinaria casi perfecta al servicio del poder, el control norcoreano que ejerce sobre los medios públicos y la influencia que tiene sobre los privados –muy pendientes del dinero que mana de la Administración autonómica– le han hecho casi invulnerable a las movilizaciones sociales y a los tropiezos. Sin esa red de seguridad, pocos políticos habrían sobrevivido a las fotografías que sacaron a la luz su amistad con el narcotraficante Marcial Dorado en una época en la que toda Galicia sabía de los negocios turbios a los que se dedicaba el hombre con el que compartía cenas, paseos en barco y viajes a Ibiza y Andorra.

Feijóo está blindado, informativamente; está blindado el PP y, muchas veces, está censurado todo lo relacionado con dirigentes del PP, como el fallecido Manuel Fraga, promotor de Alianza Popular en 1975 con otros ministros franquistas, y presidente fundador del Partido Popular.

Coincidiendo con el centenario del nacimiento de Fraga (23-11-2022) la Comisión por la Recuperación de la Memoria Histórica de A Coruña (CRMH) presentaba en rueda de prensa el documental Camarada Fraga, memoria de un franquista, y ningún medio de comunicación de A Coruña de la prensa escrita daba la noticia. Tampoco aparecía la presentación pública del documental en el Circo de Artesanos de A Coruña en la agenda de actos del 12 de enero de 2023.

Hoy no hay censura como en la dictadura, pero hay una autocensura que limita mucho el derecho a la información, que debería estar garantizado por el artículo 20.1.d de la Constitución: “Derecho a recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión”. Parece mentira, pero la realidad es que no se pueden difundir verdades sobre Fraga que “van a misa”: Fraga fue un militante fascista durante más de 35 años; se afilió a Falange en 1937 y en 1961 formaba parte del Consejo Nacional de Falange. El mismo Fraga declaró en una entrevista de Manuel Vázquez Montalbán que fue servidor del franquismo, es decir, de una dictadura criminal. Fraga no pasaba por allí, sino que participaba activamente en la represión. Como manifestaba José Manuel Caballero Bonald, escritor y premio Cervantes 2012: “Fraga se convirtió en uno de los máximos secuaces de la camarilla de Franco y sus actuaciones represivas propiciaron durante años la falta de libertades y la persecución de disidentes. Fue en puridad un cómplice de algunos de los asesinatos llevados a cabo en la última década del franquismo”. Todo esto es verdad, forma parte de la historia, pero aquellos libros que informan de estas cosas parece que no existen.

En enero de 2023 fallecía Nicolás Redondo Urbieta –fue secretario general de la UGT– y el sindicato informaba en su nota oficial de algunos datos de su biografía: “Detenido y procesado por la dictadura franquista en numerosas ocasiones debido a sus actividades políticas y sindicales”. Coincidí con él, como preso político, en la cárcel de Basauri (Vizcaya) en septiembre de 1968. No vi en ningún medio explicar esas detenciones de Nicolás Redondo, ni que Fraga estaba, entonces, en el consejo de ministros participando en esa represión. Poco después, el 24 de diciembre de 1968, Fraga recibía la distinción de Hijo Adoptivo de A Coruña y el 24 de enero de 1969 el consejo de ministros, allí estaba el “Camarada Fraga”, declaraba el Estado de Excepción, que incrementaba, aún más, la represión. Pero todo esto no se puede difundir y dicen que vivimos en una sociedad democrática.

Pasan desapercibidos los numerosos casos de corrupción en los que está implicado Feijóo, lo mismo que sus relaciones con el narcotraficante Marcial Dorado. Pablo Crespo, uno de los principales implicados en la trama Gürtel y en la financiación ilegal del PP era el responsable de organización del PP en Galiza de 1995 a 1999 y, cuando abandona esa responsabilidad, Feijóo (era consejero de Política Territorial) mantuvo a Crespo en el consejo de administración de Puertos de Galiza hasta diciembre de 2005. Los medios informan poco de los 37 millones de los contratos de la Xunta con Eulen, cuando la hermana de Feijóo era delegada de esa empresa para la zona noroeste. La Xunta controla los medios de comunicación públicos y el personal lleva más de 300 “Vernes Negros” con la campaña “Defende a Galega”, denunciando la manipulación y falta de independencia de la CRTVG.

26.2. Ayudas a la prensa escrita con criterios arbitrarios

La Secretaría General de Medios de la Xunta –estando en funciones su responsable Mar Sánchez Sierra, cargo político que acompaña a Feijóo cuando va a Madrid– firmaba una resolución el 3 de mayo de 2022 de ayudas a la prensa escrita por un importe de 1.255.000 euros: 584.723 euros para La Voz de Galicia (46,59%); 278.058 (22,15%) para Prensa Ibérica (Faro de Vigo, La Opinión de A Coruña, El Correo Gallego); 211.741 (16,87%) para Grupo El Progreso (El Progreso de Lugo y Diario de Pontevedra); 152.624 (12,16%) para La Región (La Región de Ourense y Atlántico) y 27.852 euros (2,21%) para Grupo Capital (El Ideal Gallego, Diario de Ferrol, Diario de Arousa, Diario de Bergantiños y Depor Campeón).

Denegaba esa ayuda a Sermos Galiza, S.A., empresa que edita Nós Diario “por no tratarse de un periódico impreso y distribuido diariamente”. Las bases reguladoras de estas ayudas señalan que las publicaciones “deberán estar incluidas en el informe del Estudio General de Medios elaborado por la Asociación para la Investigación de Medios de Comunicación (AIMC) o en el informe de la Oficina de Justificación de Difusión (OJD)”. La OJD audita Nós Diario en papel y digital y define como diario “aquella publicación diaria impresa en papel que se edita, con el mismo título y formato cuatro o más días por semana”. Es evidente que Nós Diario cumple este requisito porque está en la calle cinco días a la semana, de martes a sábado.

La Xunta del PP excluye a Nós Diario, que sí cumple los objetivos de esta línea de ayuda: “establecer subvenciones a las empresas periodísticas que, estando debidamente inscritas en el Registro Mercantil, realicen su actividad informativa orientada a alentar la defensa de la identidad de Galiza, la promoción de sus valores, la normalización de la lengua y la defensa de su cultura”. Las bases de la convocatoria fijan como criterio que los periódicos en papel utilizarán el gallego, “como mínimo en 10% del total de su información”. Curiosamente, el gallego como lengua propia de Galiza está casi siempre ausente en la mayor parte de los medios de comunicación que reciben estas ayudas que, por otra parte, incumplen la Ley de Normalización Lingüística, utilizando topónimos deturpados como “Orense” o “Sangenjo”.

La Xunta adjudica la mayor parte de publicidad a medios por procedimientos no sujetos a la concurrencia competitiva, como los convenios de colaboración291. Otra vía paralela de financiación son los contratos con las agencias de publicidad y en este caso también se desconocen las cantidades exactas que recibe cada cabecera.

La Ley 9/2007 de subvenciones públicas prohíbe expresamente conceder ayudas sin convocatorias públicas. Sin embargo mediante las dos vías señaladas el Gobierno Gallego concedió a los medios privados de prensa alrededor de 20 millones de euros en cada uno de los dos últimos ejercicios.

Por otra parte, campañas aparentemente institucionales y pagadas con dinero público, son utilizadas para hacer propaganda política. Así, dentro de la campaña “Xacobeo 21-22” varios medios de comunicación insertaban en febrero de 2022 una página de publicidad con el texto “En Galicia baixan os impostos”.

26.3. Contratos de la Xunta, cuando estaba en funciones, con los medios de Madrid

Desde el 30 de abril de 2022 que renuncia Feijóo a la Presidencia de la Xunta, hasta el 14 de mayo de 2022 que fue investido Alfonso Rueda, la Xunta de Galiza en funciones adjudicaba contratos con empresa de comunicación del Estado español por un importe de 1,3 millones de euros, coincidiendo con la proclamación de Feijóo como Presidente del Partido Popular292. Unidas Podemos solicitaba a la Comisión Mixta del Congreso para las relaciones con el Tribunal de Cuentas la “realización de un informe de fiscalización de las adjudicaciones de esos contratos por la Xunta”.

La Xunta otorgó en ese período decenas de adjudicaciones públicas, entre ellas, licitaciones para publicidad institucional que contravienen la normativa vigente, como señalaba Unidas Podemos. Así, el artículo 50 de la Ley de Transparencia y buen Gobierno sobre la actuación de la Xunta en funciones, recoge que el presidente no podrá “adquirir compromisos de gasto que no tengan la consideración de gasto corriente”, ni “adjudicar contratos que tengan vigencia plurianual y, en todo caso, aquellos cuya estimación económica supere la cuantía de 150.000 euros”.

Es evidente que no se cumplía esa ley porque los contratos con los distintos medios superaban los 150.000 euros: 200.000 euros recibía Prisa (El País y Cadena SER); 200.000 Grupo Vocento (ABC, entre otros, y 13 TV); 300.000 Radio Popular S.A. (Cadena COPE); 300.000 euros Unidad Editorial (El Mundo) y 300.000 euros Audiovisual Española 2000 (Atresmedia y La Razón).

Antón Gómez Reino, diputado de Unidos Podemos en el Congreso, indicaba: “El señor Feijóo preparó su llegada a Madrid a costa de los gallegos y gallegas y es algo que no nos sorprende porque, como Presidente de la Xunta, regó con dinero medios de comunicación privados”.
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27. Manipulación de los medios de comunicación públicos. Defende a galega

Profesionales de la Corporación de Radio y Televisión de Galicia (CRTVG) reclaman durante cinco años y 300 semanas en los llamados Viernes Negros, con camisetas negras con el lema Defende a Galega (Defiende la Gallega), que la cadena pública cumpla la ley, que se comporte como un verdadero medio público. Denunciaban la falta de independencia periodística y consideran que la solución a la manipulación de la CRTVG no es acabar con los medios públicos, sino luchar para que su independencia esté garantizada y piden que se impulse un Consejo de Informativos293.

Raquel Lema, representante del personal de la CRTVG, señalaba el incumplimiento por la Xunta del PP de la Ley de 2011 de los medios de comunicación audiovisual que “habla de reflejar el pluralismo ideológico, político, cultural y social de Galiza, de integrar la perspectiva de género, del respeto a la dignidad humana, de la defensa de la identidad de Galiza”. Según esa ley, “La directora o director general sería elegida por mayoría cualificada del Parlamento de Galiza (dos tercios) para un mandato de 5 años y no de 13” (Sánchez Izquierdo lleva en el cargo desde 2009), pero dos años después una enmienda del PP a esa ley facilitaba la permanencia de Sánchez Izquierdo sin esa mayoría cualificada. Para Lema el problema “más grave a nivel democrático es la manipulación informativa, la CRTVG está al servicio del partido que está en el gobierno, el Partido Popular”. La manipulación llega a tal extremo que cuando Defende a Galega recibe en 2019 el premio José Couso a la libertad de expresión, que concede anualmente el Colegio de Periodistas de Galiza, TVG censuró la noticia y la dirección prohibió su emisión en los informativos.

65 asociaciones de periodistas integradas en la Federación de Asociaciones de Periodistas de España (FAPE) firmaban un escrito, dirigido al Consejo de Administración de la CRTVG, demandando la puesta en marcha de organismos profesionales en favor del pluralismo como el Consejo de Informativos y el Estatuto de Redacción. Exigían a la CRTVG “cumplir y hacer cumplir todos los preceptos de la Ley 9/2011 con mayor significancia en sus aspectos más relacionados con el periodismo, la libertad de expresión y el respeto al pluralismo”294.

27.1. Represión del personal de la CRTVG y actuación ilegal

“Pertenecer a Defende a Galega hoy es quedar situada en una lista negra”, señala Lema, recordando una sentencia contra la Compañía, ratificada por el Tribunal Superior de Justicia de Galiza (TSJG), por la represión contra el periodista Carlos Jiménez por formar parte de esa plataforma y denunciar las presiones políticas y la manipulación informativa.

Esta política represiva se concretaba en los 230 procesos judiciales en los que está inmersa la Compañía295. Noelia Otero, diputada del PSdeG-PSOE, señalaba en el Parlamento Gallego: “Estos casos suman desde retrasos en los pagos hasta despidos nulos o mismo discriminación por razones de sexo o ideológicas”. Alexandra Fernández, diputada del BNG, pedía “responsabilidades” a Sánchez Izquierdo por la apertura de expediente a un trabajador de la CRTVG “en represalia por su participación en los Viernes Negros”.

Además de la represión, no se respetan los derechos de las trabajadoras y trabajadores. Una sentencia de 2 de marzo de 2022 del TSJG resolvía que la CRTVG vulneró los derechos de la periodista Andrea de Francisco al no aceptar su solicitud de acceder a medidas de concreción horaria para conciliar su vida laboral con la familiar. La sentencia considera que se trata de una “negativa carente de justificación, que desconoce el ejercicio de un derecho de dimensión constitucional, vinculada a la discriminación indirecta por razón de sexo”.

El Comité Intercentros de la CRTVG denunciaba represalias contra el redactor David Fernández Vázquez por testificar contra la empresa. Este trabajador llevaba 17 años de contratos temporales “fraudulentos”. Su contrato fue declarado indefinido por un juzgado de los social en noviembre de 2023 y su despido improcedente, pero la CRTVG optó por la indemnización en vez de la readmisión, “algo que nunca había sucedido en esta categoria laboral, la que más contratación temporal genera”, según el Comité Intercentros, que denunciaba este nuevo caso de “represión contra los trabajadores díscolos que le plantan cara a la dirección o se oponen a las prácticas de manipulación informativa”296

Es también continuada la actuación ilegal. El TSJG falló por lo menos en dieciocho ocasiones contra la CRTVG, solo en el último año, por acosar a periodistas, reventar huelgas, contratar trabajadoras/es de forma irregular, en condiciones precarias o despedirles ilegalmente.

En la huelga de 28 de octubre de 2021 TVG emitió contenidos “enlatados” para reventar la huelga, incluyendo locuciones y vídeos de periodistas y presentadores, que secundaron el paro, pero que aparecían en público como que no estaban en huelga. El TSJG consideraba que en dos ocasiones la Dirección intentó reventar las jornadas feministas del 8M con servicios mínimos abusivos, sustituyendo por profesionales varones a las presentadoras de informativos que secundaron las protestas.

Alfonso Rueda, que era vicepresidente en abril de 2022, también participaba en la represión y firmaba unos servicios mínimos abusivos en la administración autonómica. Para los informativos diarios de la TVG establecía un mínimo de 112 periodistas.

Por si estas ilegalidades fueran pocas, la CRTVG no cumplía con sus deberes con la Seguridad Social y el mismo director general Sánchez Izquierdo reconocía una reducción en el pago de cotizaciones en 2016, y tuvo que devolver 1,6 millones de euros a las trabajadoras y trabajadores en las prestaciones sociales por enfermedad, maternidad y jubilación, que los trabajadores elevaban a 4 millones de euros. Por otra parte, la CRTVG mantenía otro litigio con la Agencia Tributaria, que reclamaba más de 10 millones por liquidaciones irregulares de impuesto sobre el valor añadido (IVA) en los últimos siete años.

Todo esto con la complicidad de Feijóo, que siempre mantuvo la confianza en Sánchez Izquierdo.

27.2. Movilización contra la manipulación informativa

El 6 de noviembre de 2022 las trabajadoras y trabajadores de la CRTVG convocaban en Santiago una nueva manifestación bajo lo lema “Por una CRTVG al servicio del pueblo”, que era apoyada por 40 colectivos, entre ellos los sindicatos CIG, CUT, CCOO, UGT, CGT, CNT y los partidos BNG y PSdeG-PSOE con presencia en el Parlamento de Galiza. La pancarta de cabeza decía: “Defende a Galega. Sen medo a loitar”. Presentaban el acto periodistas de la CRTVG Ana Romaní y Manuel Pampín, el actor Federico Pérez y la actriz Patricia Vázquez.

La semana anterior a la manifestación un comunicado del comité de empresa denunciaba que varias centrales sindicales habían recibido apercibimientos de la dirección de recursos humanos en los que se identificaba a trabajadores por pegar carteles de la manifestación en la sede central de la Corporación en San Marcos (Santiago)297.

Manuel Pampín manifestaba en esa manifestación: “Soy periodista de la Radio Televisión de Galicia desde hace 37 años. La CRTVG no puede ser un intercambio de cromos entre partidos políticos. Gobierne quien gobierne, debe ser un ejemplo de honestidad, pluralidad y veracidad”.

El manifiesto se refería a la necesidad urgente de creación del Consejo de Informativos, previsto por la ley de 2011, como órgano interno de participación de los profesionales para velar por la “independencia, neutralidad, pluralismo, veracidad y objetividad de los contenidos”. “Consideramos que la sociedad gallega debe salir al rescate de nuestro servicio público de comunicación audiovisual y expresamos nuestra firme voluntad de defender la existencia de una radiotelevisión pública”.

El Comité Intercentros convocaba una huelga el 6 de marzo de 2023, con un amplio seguimiento, que impidió la emisión de programas tanto en la TVG como en la Radio Gallega, reclamando el fin de los “abusos” y de un “clima laboral insostenible”, marcado por la “represión y el traslado forzoso de personal crítico con la manipulación”. Huelgas que se repitieron el 24 y 25 de marzo bajo el lema “No más abusos”.

Alfonso Sánchez Izquierdo, director general de la CRTVG, comparecía el 31 de marzo de 2023 en comisión parlamentaria y tuvo que escuchar numerosas críticas. Olalla Rodil (BNG) recordaba que “en 39 años, siete huelgas, cuatro en su mandato y dos de ellas en el último mes. No se puede negar el deterioro en la CRTVG”. Noelia Otero (PSdeG) reclamaba explicaciones por el cambio de puestos a trabajadoras y trabajadores que denunciaron la “censura” de sus informaciones o, en el caso de Maite Cabezas, que criticó en sus redes sociales al expresidente de la Xunta Alberto Núñez Feijóo por “abandonar” a las víctimas del terrorismo. Noa Presas (BNG) criticaba que se cortase en la TVG el discurso de Rodrigo Sorogoyen, director de As Bestas, en el que decía “Eólicos sí, pero no así”. Sánchez Izquierdo manifestaba en esa comparecencia que esos cambios de puestos ya estaban planificados de antemano y que “los Viernes Negros son minoritarios y sus líderes están vinculados a partidos y van en listas electorales”. Atribuía las protestas a la situación “externa, por los comicios políticos que hay en dos meses” y a la “interna, por las elecciones sindicales”298.

Defende a Galega denunciaba la manipulación de la información sobre la llegada de bolitas de plástico al litoral gallego. El Telexornal, informativo de la TVG, relegaba la cobertura del problema ambiental que estaba provocando los pellets de plástico en el litoral de Galiza al minuto 31 de un informativo que dura 35, sin dar voz al sector pesquero, marisquero, gobiernos municipales de los ayuntamientos afectados o las entidades ecologistas.

El Comité Intercentros de la CRTVG llamaba a participar en la manifestación contra “la tardanza y abandono” de la Xunta de Galiza, denunciando “la manipulación informativa de la cobertura que se estaba haciendo de los vertidos de los granulados de plástico por parte de la CRTVG”. El Comité participaba en la manifestación con pancarta propia, bajo el lema: “Queremos informar, no manipular”.
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28. Elecciones municipales del 28 de mayo de 2023

En la campaña de las municipales se habló poco de la valoración de lo que hizo cada partido en los ayuntamientos y parlamentos autónomos o del programa de gobierno. Eran unas elecciones locales, pero parecían unas elecciones generales. Esta era el mensaje central del PP: si quieres acabar con el sanchismo, vota PP en tu ayuntamiento; todo esto con el discurso de siempre: Sánchez gobierna gracias al apoyo de Bildu e independentistas. El Gobierno de Sánchez estuvo a la defensiva, explicando lo que hizo el Gobierno, adelantando lo que va a hacer en los próximos meses, pero sin poner en valor la gestión realizada en los ayuntamientos.

La campaña electoral del 28M demostró que Feijóo sigue en plena forma, ampliando el catálogo de “Feijoadas” del capítulo 24. Parece ser que tiene problemas con su localización geográfica. Iniciaba la campaña electoral en Badajoz el 11 de mayo: “Acabo con la palabra ilusión, porque es lo que percibo cada vez que vengo a Andalucía”. El día siguiente proclamaba: “Volvemos hoy aquí a la capital de Castilla y León, en Valladolid”. La verdad es que esta comunidad autónoma no tiene capital.

Parece ser que Feijóo tampoco lee los periódicos que informaban el 6 de abril de 2023 del fallecimiento de Josep Piqué, ministro en el gobierno de Aznar y dirigente del PP en Cataluña. Feijóo estaba el 31 de mayo de 2023 participando en un acto del Cercle D´economía de Barcelona, y controlando perfectamente su discurso, como siempre, describía a Piqué como “uno de los mejores amigos que me ha regalado la política”, y aseguraba que “le trasladará su afecto la próxima vez que se vean”. Aunque parezca lo contrario, no hubo ningún error porque quedaba claro que se refería al cielo como lugar de encuentro.

El 28M el BNG conseguía 590 concejalas/es en Galiza y con 248.676 votos fue la candidatura que más aumentó (28%). El PP conseguía 554.112 votos (+9%) y 1.765 concejalas/es. PSdeG 420.377 votos (-15%) y 1.010 concejalas/es.

En relación con las elecciones municipales de 2019 el PP aumentó 49.591 votos y 133 concejales/as, el PSdeG bajó 76.002 votos y 171 concejalas/es menos; el BNG subió 54.311 votos y 134 concejalas/es más. Por otra parte, el espacio político de Izquierda Unida, Podemos y de las llamadas “mareas” quedaba con una presencia institucional muy reducida, sin concejalas/es en Vigo, A Coruña, Lugo, Ourense y Pontevedra. Solo presentaron candidaturas en 31 ayuntamientos y consiguieron 24.389 votos. Ciudadanos, que tuvo 45.331 votos en 2019, desaparece prácticamente del panorama político.

Como dato curioso de A Coruña respecto a las elecciones de 2019, el PSdeG perdía 1.343 votos, pero conseguía dos concejales más, pasando de 9 a 11, fundamentalmente porque ni Marea Atlántica (4,87%), ni Por Coruña (4,16%) llegaron al 5%, perdiéndose 5.627 y 4.804 votos, respectivamente. Con 150 votos más Marea Atlántica habría entrado con un concejal y el PSOE quedaría con 10.

Entrando en detalles, el PP solo consigue una alcaldía (la de Ferrol) de las 10 primeras ciudades o villas más pobladas de Galiza. La izquierda mantiene los gobiernos de las diputaciones de Lugo y A Coruña y el PP consigue la de Pontevedra y mantenía la diputación de Ourense porque aunque no tenía mayoría absoluta conseguía el apoyo de Democracia Ourensana.

La izquierda perdía la diputación de Pontevedra por la bajada de votos del PSdeG (19.000 votos menos en Vigo y perdía dos diputados en el partido judicial de Vigo), pero el alcalde Abel Caballero –fue definido hace mucho años como “una mala fotocopia de Paco Vázquez” por Julio Sacristán, alcalde socialista de Culleredo– no asumía ninguna responsabilidad, afirmaba que la diputación “se perdió de una forma democráticamente inexplicable”, y continuaba con el discurso triunfalista de los resultados electorales en su ciudad: “No hay un precedente en la historia democrática de España”.

La noticia de la jornada electoral fue la conquista de la alcaldía de Santiago por el BNG; pasaba de dos a seis concejalas/es (9,3% en 2019 y 23,5% en 2023) y Goretti Sanmartín como alcaldesa. El PSdeG bajaba de 8 a 6 concejales (de 34,9% a 21,7%) y su alcalde Sánchez Bugallo no tomaba posesión como concejal. Otros datos destacables eran la subida del BNG en Ourense, de 6,3% a 15,7%; en A Coruña conseguía 15.754 votos, pasando del 7,16% al 13,64%). En Pontevedra perdía dos concejales (de 11 a 9), pasando del 39,8% a 31,3%, pero conservando Fernández Lores la alcaldía.

Merece un comentario especial el sucedido en Ferrol donde el PP conseguía la alcaldía con 13 concejalas/es (mayoría absoluta). Podemos, que presentaba candidatura fuera de Ferrol en Común, tuvo 500 votos, que unidos a los 2.906 de FeC (2 concejalas/es) sumarían 3.406 votos y podrían haber alcanzado 3 concejalas/es. Curiosamente, esa decisión de Podemos, que fue legítima, podría haber facilitado que el PP consiguiese la alcaldía.

Estos son algunos de los datos provisionales, cuando aún no están constituidas las corporaciones locales y provinciales: el BNG conseguía 18 alcaldías con mayoría absoluta y otras 18 con pactos con el PSdeG y otras fuerzas políticas; además participaba en los gobiernos de más de 40 ayuntamientos y conseguía las vicepresidencias de las diputaciones de Lugo y A Coruña. El BNG conseguía presencia en las corporaciones municipales de 223 ayuntamientos (83 en A Coruña, 39 en Lugo, 45 en Ourense y 56 en Pontevedra).

A nivel de Estado el PP conseguía 7.037.871 votos (5.154.728 en 2019) y pasaba de 20.364 a 23.396 concejalas/es. PSOE 6.277.973 votos (6.695.553 en 2019) y pasaba de 22.341 a 20.776 concejalas/es. Unidas Podemos pasaba de 364.370 votos en 2019 a 231.103 en 2023, es decir, perdía un 63%. Ciudadanos 301.857 votos (1.989.566 votos en 2019) y pasaba de 2.785 a 392 concejalas/es; los 1,7 millones de votos que perdía Cs casi coincidían con los 1,9 millones de votos que gana el PP.

Vox conseguía 1.605.095 votos (812.804 en 2019), pasando de 530 a 1.690 concejalas/es, y de 49 diputadas/os en parlamentos regionales a 119. Como contraste, Vox solo presentaba 35 candidaturas en Galiza, conseguía 21.162 votos, es decir, 1,4% del total, y una sola concejala en el ayuntamiento de Avión (Ourense), pero una nota oficial del partido se felicitaba por los resultados en Galiza, una “tendencia imparable del crecimiento”. Avión tiene un censo de 1.546 personas, votaron 937 y estos fueron los resultados: PP 457 votos (5 concejales), Nuevos Aires por Avión 269 (3), Vox, 176 votos (1). La concejala elegida por Vox, Lilian Cerdeira, es natural de Venezuela. Avión es famoso porque la alcaldía se decide por personas que no viven en Galiza, que figuran en el Censo de Electores Residentes Ausentes (CERA) y que representan más del 60% del total. No es el único caso ya que en Ourense, de los 92 ayuntamientos de la provincia, 13 tienen más electores en el exterior que residentes en Galiza. Es famosa la imagen en avión de personas que se dejan ver en verano con coches Mercedes, BMW o Porche de alta gama, muchos son millonarios emigrantes en México, que llegan al aeropuerto de Peinador en jet privado.

En las elecciones para los parlamentos de las comunidades autónomas el PP ganaba por mayoría absoluta en Madrid, La Rioja y Melilla y, con el apoyo de Vox, arrebataba el gobierno al PSOE en Baleares, Comunidad Valenciana, Aragón y Extremadura. Conservaba el gobierno de Murcia con el apoyo de Vox y conseguía el gobierno de Cantabria, sin necesitad del apoyo de Vox, gracias a abstención del Partido Regionalista de Cantabria.

El PSOE perdía 20 diputados/as en ocho comunidades autónomas: 6 en Extremadura, 4 en Murcia, 3 en la Rioja, 2 en Canarias, 2 en Castilla-La Mancha, 1 en Aragón, 1 en Asturias y 1 en Baleares. Ganaba 8 diputados: 4 en la Comunidad Valenciana, 3 en Madrid y 1 en Cantabria. Llama la atención el caso de la Comunidad Valenciana donde el presidente Ximo Puig tuvo 54.000 votos más que en 2019 y 4 diputados más, pero pierde el gobierno por el desastre de Unidas Podemos, que no consigue representación.

Unidas Podemos perdía 34 diputados en 12 comunidades autónomas: 10 en la Comunidad de Madrid, 8 en Valencia, 5 en Baleares, 4 en Aragón, 4 en Canarias, 3 en Asturias, y subió 1 en Navarra, donde se presentaba en coalición con otras fuerzas. Estos resultados fueron determinantes en la pérdida de gobiernos progresistas en muchos ayuntamientos y comunidades autónomas.

El PP conseguía la alcaldía de numerosas ciudades, antes en poder del PSOE: Logroño, Huelva, Granada. El PP puede gobernar Sevilla con el apoyo de Vox, lo mismo que en Valladolid (el PSOE fue la candidatura más votada), Burgos (el PSOE fue el más votado), Palma de Mallorca, Albacete, Castellón, Guadalajara, Ciudad Real, Huesca, Elche, Segovia, Alcalá de Henares, Talavera de la Reina, Cartagena; y consigue mayoría absoluta en Cádiz.

El PP prometía que no gobernaría con el apoyo de la extrema derecha, es decir, de Vox; y que respetaría que gobierne la candidatura más votada porque, explicaban, ellos no hacen pactos de perdedores para arrebatar el triunfo a los ganadores. Una vez más, no cumplieron sus promesas electorales. ¡La farsa continúa!

28.1. El triángulo de la corrupción: Baltar, Jácome y Feijóo

Continúan los casos de corrupción del PP en muchos ayuntamientos de Galiza, pero acaparaba la atención mediática el caso de Ourense con tres significados protagonistas: Gonzalo Pérez Jácome, de Democracia Ourensana (DO), que conseguía la alcaldía de Ourense en 2019 con el voto del PP (la candidatura del PSdeG fue la más votada); José Manuel Baltar que conseguía la presidencia de la Diputación de Ourense con el voto decisivo de DO; y Feijóo, que calificaba como “letal” la posibilidad de un pacto con Jácome, pero que, finalmente, bendecía estas operaciones.

Para entender lo que pasa en Ourense hay que hablar de la dinastía o clan Baltar, que controla la provincia de Ourense desde hace más de treinta años y ordena, manda y recoge más del 50% de los votos, controlando la Diputación y decidiendo quien va al Parlamento Gallego o a las Cortes.

“Yo soy un cacique, vale, pero un cacique bueno”, esta era la autodefinición de José Luis Baltar Pumar cuando era presidente de la diputación de Ourense. Se comportaba como un auténtico señor feudal y por eso manifestaba: “Vosotros sois mis trabajadores, no los trabajadores de la Diputación”. El caciquismo en Ourense tiene su máxima expresión en el gobierno de la Diputación provincial. Como declaraba el mismo presidente, José Luis Baltar: “Ya todo el mundo sabe que soy un cacique, pero a mí me siguen votando y a ellos no”. Antes de ceder la Presidencia a su hijo, tuvo tiempo –desde el 1 de enero de 2012 hasta el 6 de febrero de ese año, que tomó posesión José Manuel Baltar– de incrementar la plantilla en 75 personas, 15 de ellas relacionadas con el PP: formaron parte de sus listas electorales, fueron compromisarios en el Congreso que eligió a su hijo o eran familiares de algún cargo público. El mismo día que se despedía del cargo dejaba preparadas diez nuevas contrataciones, entre ellas dos hijos de diputados provinciales del PP. Baltar hijo no quedaba atrás y desde que inicia su mandato hasta el 30 de abril de 2012 daba de alta a otras 75 personas.

Recuperemos la memoria. José Manuel Baltar Blanco, diputado del Parlamento Gallego desde 2001, fue uno de los protagonistas de la conocida como “Revuelta del piso”, encierro simbólico en el piso de uno de los cinco diputados del PP de Ourense en el Parlamento Gallego, coincidiendo con la toma de posesión de Feijóo como consejero de Política Territorial el 20 de enero de 2003 como sustituto de Cuíña. Era la repuesta del sector apodado como de la boina, frente al sector del birrete, que tenía como referente a Romay, padrino de Feijóo. Los de la boina enviaron una carta a Fraga y a Aznar y consiguieron, entonces, la destitución de Jesús Palmou como secretario general del PP de Galiza.

En 2004 continuaron los enfrentamientos y José Luis Baltar amenazaba con darse de baja del PP y, ante el avance del sector más dependiente de Madrid, reclamaban poder de decisión en la elaboración de las listas para las elecciones gallegas. Feijóo es elegido en 2006 como líder del PP de Galiza e intenta desplazar a José Manuel Baltar como líder provincial de Ourense en 2010, pero fracasa. No sabemos si Feijóo es hoy de los de la boina o de los del birrete, pero sabe muy bien quién manda en Ourense.

La corrupción es una señal de identidad de este clan. José Luis Baltar fue condenado en julio de 2014 a nueve años de inhabilitación para cargos públicos por “prevaricación continuada”, después de presidir durante 22 años la Diputación de Ourense. La sentencia señalaba que utilizó la diputación como “una empresa privada” para contratar irregularmente a 104 personas –familiares y personas integrantes de las listas del PP– sin oferta pública de empleo. Emilio Pascual Vázquez, que fue gerente provincial del PP de Ourense de 1983 a 2010, declaraba ante la jueza Pilar de Lara que todos en el PP tenían conocimiento de la existencia de la caja B y que recibió de Baltar 24.000 euros en negro cuando dejó el partido. La jueza concluía que “El Partido Popular de Ourense se habría podido financiar ilícitamente a través de un elaborado sistema de facturación falsa y ficticia”. Por otra parte, una mujer acusaba en 2015 a José Manuel Baltar de ofrecer un puesto de trabajo en la Diputación a cambio de favores sexuales.

“En la diputación entramos todos igual: enchufados”, declaraba Francisco Javier Arias –yerno de Vicente García, exalcalde del PP en A Veiga– una de las personas contratadas por José Luis Baltar. Aunque la querella de la Fiscalía se limitaba a 104 contrataciones, la Diputación de Ourense contrató o prorrogó contratos que finalizaban a 209 personas entre enero y marzo de 2010.

Cuando el juez llama a declarar a algunas de las personas contratadas a dedo, explicaron que había 32 porteros para un Centro Cultural (parece ser que quedaron reducidos a 16) y que su función era “colocar sillas, colocar catálogos cuando hay exposiciones y vigilar las dos puertas abiertas al público”. El juez preguntaba cómo es posible que la mayoría de los contratados sean militantes del PP o familiares de afiliados a ese partido, y José Luis Baltar contestaba que era “casualidad”.

José Luis Baltar fue despedido con aplausos por cientos de trabajadores en las puertas de la Diputación y participaron 3.000 personas en una comida de homenaje y despedida el 23 de junio de 2012. Parece ser que en la organización de este acto tuvo un importante papel la junta de personal de la Diputación con mayoría de CCOO después de las elecciones sindicales de 2012. José Antonio Blanco Pérez, cuñado de Baltar y concejal del PP de Esgos, encabezaba la candidatura de CCOO, la única que se presentó. Baltar controlaba todo, también las candidaturas que se presentaban a las elecciones sindicales.

José Manuel Baltar Blanco conducía un coche oficial de la Diputacíon de Ourense a 215 kilómetros por hora por la A-52 el 23 de abril de 2023 y está pendiente de juicio. Explicaba que se dirigía a Madrid para participar en “reuniones”, que debían ser clandestinas porque no figuraban en la agenda oficial. La falta de atención de Baltar es preocupante porque declaraba que alcanzó esa velocidad por un “despiste”.

Parece ser que hay otras multas, pagadas por la Diputación de Ourense, de las que Baltar no quiere informar. Laura Domarco, hija de Raúl Domarco, chófer de Baltar ya jubilado, fue multada cuando conducía un coche oficial de la Diputación a 179 kilómetros por hora por la AP-6 el 6 de abril de 2021. Y María Jesús Álvarez Rodríguez, esposa de Raúl Domarco, fue multada por conducir a 171 kilómetros por hora por la A-52 el 12 de mayo de 2021. ¿Cómo es posible que esas personas condujeran un coche oficial? Baltar se limitó a señalar la “mala praxis” de su chófer.

Muchos medios de comunicación informaron de estas multas y de la trama corrupta, donde aparece también José Luis Baltar Blanco, hermano de José Manuel, en audios y conversas de WhatsApp hablando de mordidas, comisiones e ilegalidades en los procesos de contratación de la Diputación de Ourense, así como de la financiación ilegal del PP. Este es un breve resumen de titulares en distintos medios:

Las perlas de Jácome, alcalde de Ourense: “Estamos en la zona cero de la corrupción”. Juan Oliver; publico.es, 12-5-2023.

Feijóo conoce desde 2020 la trama de Jácome, pero le mantuvo en la Alcaldía para evitar la caída de Baltar. Juan Oliver; publico.es, 23-5-2023.

700.000 votos bien valen una trama corrupta. Ana Pardo de Vera; publico.es, 24-5-2023.

La mujer y la hija del chófer de Baltar fueron multadas conduciendo un coche oficial del presidente de la Diputación. eldiario.es, 26-5-2023.

Baltar culpa a un ex trabajador tras desvelarse tres multas por exceso de velocidad en su coche oficial. Faro de Vigo, 26-5-2023.

Baltar acudió a Madrid para ir con Almeida al estreno de una película el día de la multa de la hija de su chófer. Juan Oliver; publico.es, 26-5-2023.

El hermano de Baltar reconoce mordidas y financiación ilegal del PP: “Hasta que me den los 8.000, tienen cortado el grifo. Juan Oliver; publico.es, 27-5-2023.

El chófer al que Baltar señala por falsear multas, pagó comidas y regalos del líder popular con fondos de la Diputación. Juan Oliver; publico.es, 2-6-2023.

Denuncian el arreglo de contratos en el gobierno de Jácome: “Hay que ser de Ourense y cazolear”. Miguel Ascón; La Voz de Galicia, 6-6-2023.

Feijóo conocía la corrupción de Jácome desde setiembre de 2020. Miguel Tellado, Vicesecretario de Organización Territorial de la Ejecutiva de Feijóo, encargó un informe que recogía las mordidas que cobraba Jácome y el uso personal que hacía del dinero de DO para forzar así su salida, pero Feijóo decidió que siguiera como alcalde para que Baltar no perdiese la Diputación y por eso el PP no apoyó la moción de censura propuesta por el PSdeG y los concejales de DO que retiraron su apoyo a Jácome después de constatar irregularidades en la gestión de los fondos del partido. El citado informe fue realizado por José Manuel Palacios, ex militante de DO y después portavoz de Coalición de Centro Democrático de Ourense, y por Miguel Caride, antiguo abogado de Jácome, ex portavoz municipal de DO y ex vicepresidente de la Diputación de Ourense.

Feijóo bendecía el traspaso de padre a hijo de la Presidencia de la Diputación. Jose Manuel Baltar era elegido presidente provincial del PP de Ourense con el 95,66% de los votos en marzo de 2016, en presencia de Feijóo. Feijóo ampara las prácticas corruptas de José Manuel Baltar y calla ante las irregularidades de Jácome, que era investigado por la Fiscalía por unos audios en los que habla de pedir donaciones ilegales a empresas y enchufar a asesores en concesiones municipales. Feijóo no pedía a José Manuel Baltar que presentase su dimisión porque sabía que los votos de Ourense eran fundamentales para mantener el PP la mayoría en el Parlamento de Galiza en las elecciones de 2024. Finalmente, José Manuel Baltar abandonaba la presidencia de la diputación de Ourense y era “recolocado” como senador del PP.


29. Elecciones generales del 23 de julio de 2023

Pocas horas después de conocerse los resultados de las elecciones municipales y de los parlamentos de algunas comunidades autónomas, Pedro Sánchez convocaba elecciones generales para el 23 de julio de 2023, que justificaba así: “He tomado esta decisión a la vista de los resultados de las elecciones celebradas ayer. Muchas instituciones pasarán a ser gobernadas por nuevas mayorías conformadas por el PP y por Vox. Asumo en primera persona los resultados y creo necesario dar una respuesta y someter nuestro mandato democrático a la voluntad popular. Creo que lo mejor es que los españoles y españolas tomen la palabra y se pronuncien sin demora para definir el rumbo político del país”.


Feijóo manifestaba: “Pido desde ya una mayoría clara. Debemos dejar atrás cinco años para olvidar. A los que proponen una legislatura de más de lo mismo, debemos responderles en las urnas. Ayer dimos el primer paso, pero el sanchismo aún no ha sido derogado”. Santiago Abascal pedía a Feijóo “patriotismo, responsabilidad y altura de miras” para formar una alternativa al gobierno de “socialistas, comunistas, separatistas y terroristas”.


Con la convocatoria de elecciones quedaban pendientes la ley de familias, la ley de salud mental, la ley del cine, la ley de la industria audiovisual, la ley de movilidad sostenible etc, y 61 proyectos de ley. Y otros temas relacionados con la aplicación de la Ley de Memoria Democrática como la ilegalización de la Fundación Nacional Francisco Franco.

Sobre convocar en verano, y siguiendo el estilo de Trump y Bolsonaro, Ayuso insinuaba un posible “pucherazo” para cambiar la voluntad popular manifestada en las urnas. Se convocaban elecciones en julio, según Ayuso, “para que falten interventores y apoderados”, y así “a la bravas, cambiar las cosas”. Explicaba todo esto en su intervención en la Junta Directiva del PP de Madrid el 30 de mayo de 2023: “El fin de convocar en julio es que la gente esté despistada, que esté desmovilizada, que falten interventores, apoderados, intentar a las bravas y a la desesperada llegar […]. Necesita sacarse de la manga cualquier proceso y cualquier situación, a ver si de esta manera le salen las cifras”.

Feijóo se sumaba a las declaraciones de Ayuso y criticaba la convocatoria de las elecciones en verano, cuando él también convocó en verano y en plena pandemia, el 12 de julio de 2020, las elecciones para el Parlamento de Galiza. El periodista Jordi Évole manifestaba: “Son tan tan tan demócratas que hace una semana había pucherazo, y ahora les jode votar porque se van de vacaciones”.

29.1. Los avances que quiere eliminar el PP de Feijóo

Cuando Feijóo manifiesta que quiere derogar el sanchismo, significa que no gane la izquierda, acabar con los avances sociales y derogar las leyes progresistas aprobadas en los últimos años. Además de la derogación de la Ley de Memoria Democrática de lo que hablamos en otro capítulo, Feijóo adelantaba que acabaría con las reformas de la malversación y sedición y que eliminaría la subida de impuestos a empresas energéticas y banca. Quería derogar numerosas leyes: ley de educación; la ley de eutanasia siempre tuvo un rechazo del PP y siendo Pablo Casado presidente del PP ya presentaron un recurso de inconstitucionalidad porque, decían, atentaba contra lo derecho a la vida; ley de libertades sexuales, conocida como ley de solo sí es sí; ley LGTBI, conocida como ley trans; sobre la ley de vivienda, el PP ya adelantó que no será aplicada en las comunidades autónomas en las que gobierne; ley de cambio climático que, entre otras medidas, obliga a las ciudades de más de 50.000 habitantes a impulsar zonas de bajas emisiones y planes de movilidad urbana que limiten el tráfico.

Ya en campaña electoral, Feijóo participaba el 31 de mayo de 2023 en un acto del Cercle D´economía de Barcelona y explicaba algunos puntos de su programa si conseguía la presidencia del gobierno: eliminar el impuesto a las grandes fortunas, devolver el impuesto de Patrimonio a las comunidades autónomas para que eliminen ese impuesto. También insinuaba que los trabajadores defraudaban a la Seguridad Social con las bajas laborales. Y los empresarios aplaudieron. Nada nuevo.

29.2. ¿Ni hablar, ni negociar con Bildu?

Este es el mensaje de Feijóo y del PP, que se repite porque parece ser que da buenos réditos electorales: con Bildu no se puede hablar, ni negociar nada, son los herederos de ETA. Pero este discurso es un auténtico fraude, que solo puede mantenerse por la importante difusión mediática que tiene. Estamos ante una farsa continuada porque el PP utiliza este discurso en Madrid, Cáceres o Sevilla, pero no en Euskal Herria porque allí es un partido residual y sabe que si quiere avanzar no puede difundir ese discurso porque no tiene receptividad social, tampoco en muchos de sus posibles votantes.

Isabel Díaz Ayuso, presidenta de la Comunidad de Madrid, manifestaba en un desayuno informativo: “ETA está viva, está en el poder, vive de nuestro dinero, mina nuestras instituciones, quiere destruir España, privar a millones de españoles de sus derechos constitucionales y provocar una confrontación”. Se pronunciaba también por la ilegalización de Bildu

La realidad es que ETA ya no existe desde hace muchos años, no está viva. EH Bildu no es ETA, ni son los herederos de ETA. Euskal Herria Bildu nace en 2012 como coalición de Sortu, Eusko Alkartasuna (escisión del PNV), Aralar (abandona Herri Batasuna), Alternatiba (su principal referencia, el diputado Óscar Matute, fue fundador de CCOO y dirigente de Ezker Batua). Se inscribe en 2014 como partido político con afiliación individual. Hoy están en Bildu personas que denunciaron siempre la violencia como arma política y las acciones terroristas de ETA.

Dirigentes del PP como Borja Sémper, hoy portavoz del PP, siempre tuvo las cosas claras: “Bildu no es ETA, lo importante es que ETA se ha acabado. El futuro se tiene que construir también con Bildu”.

Cuando Raúl de la Hoz, portavoz del PP en las Cortes de Castilla-León, acusaba al PSOE de “tener las manos manchadas de sangre” por el apoyo del PSOE a una censura contra la alcaldesa de UPN, que daba la alcaldía a Joseba Asiron de EHBildu, Luis Tudanca, secretario general del PSOE en esa comunidad, respondía: “Yo lo que sí sé es que Bildu era considerado un partido democrático y para Javier Maroto [alcalde de Vitoria de 2011 a 2015, diputado de 2016 a 2019, senador desde julio de 2019 por designación de las Cortes de Castilla-León, portavoz del PP y vicepresidente del Senado desde 2023], Bildu era un partido tan democrático en 2011 que pactaba con ellos los presupuestos en Vitoria, cuando hacía sólo un mes que ETA se había disuelto; hoy hace doce años”299.

“No me tiemblan las piernas para llegar a acuerdos con nadie. Y creo que eso es bueno”, le dijo Maroto a Belakortu, concejal de Bildu, en el debate presupuestario del ayuntamiento: “Yo he tenido el coraje de llegar a entendimientos con ustedes”. “No hay ningún inconveniente para el acuerdo, el acuerdo es bueno. Hay municipios en Euskadi en los que, aunque PP y Bildu coincidan en sus prioridades, no votan juntos. Y esto nos hace distintos en Vitoria. A lo mejor es cuestión de talante”.

Está claro que una cosa es la propaganda que se hace fuera de Euskal Herria para conseguir el voto, y otra lo que hace el PP en los ayuntamientos vascos, en las Diputaciones y en los Parlamentos de Euskadi y Navarra. Así, mientras el PP insistía en la ilegalización de Bildu, apoyaba en el Parlamento Vasco una iniciativa de EH Bildu sobre el autoconsumo energético, que fue aprobada por todos los grupos políticos, también el PP, excepto una diputada de Vox.

Esta proposición de ley, aprobada el 31 de mayo de 2023, daba luz verde a la instalación de placas solares y puntos de recargo para coches eléctricos en los edificios de Euskadi, sin que sea necesario solicitar una licencia municipal. Previamente a esta aprobación en el pleno, una comisión del Parlamento Vasco, celebrada coincidiendo con el inicio de la campaña electoral el 12 de mayo de 2023, cuando el PP seguía difundiendo desde Madrid que Bildu era ETA, aprobaba esa iniciativa de Bildu. Esta era la intervención de Muriel Larrea – responsable del PP de Guipúzcoa– como portavoz: “Hace un tiempo decíamos en esta Cámara desde el grupo de PP y Ciudadanos que estábamos aquí para mejorar la Administración, eficiencia y eficacia. Mejorar cualquier trámite administrativo, para mejorar la ley del año 2006. Para eso estamos, para mejorar esas leyes que en un momento dado no avanzan. Entonces, nosotros venimos aquí y hacemos las aportaciones oportunas”. “Quiero agradecer al señor [Alberto] Alonso [PSE-EE], al señor Otero, al señor [Gustavo] Angulo [de Elkarrekin Podemos-IU], al señor [Unai] Grajales [de EH Bildu] y a Eneko Pagazaurtundua [letrado] por haber tenido en cuenta todas las aportaciones que hemos hecho para mejorar este texto. Sin más, este era el motivo de nuestro voto a favor. Era necesario, y así lo hemos hecho. Gracias”300.

Mientras se debatía en el Congreso la investidura de Sánchez, el PP llegaba a cuatro acuerdos en la Diputación de Álava con Bildu y la coalición Elkarrekin, formada por Podemos, Izquierda Unida (IU), Equo y Alianza Verde. Firmaban tres documentos de manera conjunta sobre cuestiones que tenían que ver con la atención sanitaria rural, la prevención del suicidio, los servicios sociales en las cuadrillas [agrupamiento de varios ayuntamientos] y el apoyo para considerar una proposición de norma fiscal301.

Por otra parte, son numerosas las iniciativas de EH Bildu que tuvieron el voto a favor del PP en el Parlamento Vasco, como la proposición no de ley en el pleno de febrero de 2023 para la creación de un centro de trabajo contra los ataques LGTBI; o en marzo de 2023 para mantener el servicio de transporte marítimo en la ría de Bilbao entre Erandio y Barakaldo, conocido como gasolino, que ya utilizaba mi padre hace más de 70 años para ir a La Naval, donde trabajaba.

El PP critica sistemáticamente al gobierno de Pedro Sánchez por recibir los votos de EH Bildu en muchas de las iniciativas aprobadas en el Congreso, pero la verdad es que el PP apoyó 127 iniciativas con Bildu en el Parlamento Vasco. De veinte proyectos de ley debatidos en el Parlamento Vasco en los tres años de esta legislatura, Bildu y PP votaron lo mismo en diez ocasiones. También coincidieron sus votos en la tramitación de los presupuestos de Euskadi de 2021 y 2023. ¡Y no pasa nada!

29.3. Feijóo no suma con Vox para ser presidente

En las elecciones generales del 23 de julio de 2023 el PP fue el partido más votado, pasando de 5.047.040 votos (80 escaños) en noviembre de 2019 a 8.055.468 (136) en julio de 2023. El PSOE subía casi un millón de votos, pasando de 6.792.199 votos (120 escaños) a 7.734.420 votos (122). Vox tuvo un importante descenso de casi 600.000 votos: 3.656.979 votos (52 escaños) en 2019 a 3.023.412 votos (33) en 2023. La candidatura de Sumar, que encabezaba por Madrid Yolanda Díaz –su foto estaba en todas las papeletas de todo el Estado– también perdía más de 600.000 votos y el 3%: la candidatura de Unidas Podemos (35 escaños) más la de Más País (3) conseguían 3.625.996 votos (15,3%) en 2019 e pasan a 3.003.270 votos (12,2%) en 2023. Ciudadanos, que tenía 1.650.318 votos e 10 escaños en 2019, quedaba sin representación. Completaban los 350 diputadas/os las siguientes organizaciones: ERC 7 (tenía 13 en 2019); Junts 7 (tenía 8); EH Bildu 6, aumentaba 1; PNV 5, perdía 1; BNG 1; CC 1, UPN 1; Quedaban fuera del Congreso la CUP y Teruel Existe, que tenían 1 diputado cada una en 2019302

En Galiza el PP pasaba de 10 deputadas/os en 2019 a 13 en 2023. El PSOE descendía de 10 a 7. Sumar mantenía 2 diputadas e 1 diputado el BNG. La candidatura de Sumar (175.813 votos) perdía 35.154 respecto a los 210.967 votos de la candidatura de Podemos, EU, Máis País e Equo en 2019. El BNG subía 31.871 votos, pasando de 120.456 en 2019 a 152.327 en 2023. El PP pasaba de 475.198 a 699.513 votos en 2023 y el PSOE de 465.026 a 479.355 votos en 2023303.

En el PP había un exceso de confianza porque todas las encuestas daban como hecho que Feijóo sería el próximo presidente de Gobierno. Los resultados de las elecciones municipales y autonómicas de 28 de mayo de 2023 fueron presentados por la derecha, a nivel de Estado, como un fin de ciclo, la primera parte del fin del sanchismo, un desastre para la izquierda etc. Pero este era el titular de La Voz de Galicia de 30 de mayo de 2023: “La extrapolación del 28M para el 23J deja al PP y Vox lejos de la absoluta”, y hablaba de “resurrección agridulce” porque podrían sumar 157 escaños, muy lejos de los 176 para la mayoría absoluta. Por otra parte, en Galiza la suma de PSdeG y BNG en las elecciones municipales superaba al PP en 114.941 votos.

El 23 de julio de 2023 bailaron y celebraron el triunfo desde el balcón de la sede del PP en la calle Génova. Feijóo proclamaba “el PP ha ganado las elecciones”, pero la verdad es que no tenían nada que celebrar porque Feijóo había fiado todo a una carta: conseguir la mayoría absoluta sólo con los votos del PP o con Vox, y perdió porque no sumaba con Vox para ser presidente. Feijóo tardó mucho en reconocer la evidencia, es decir, la derrota.



299 Franca Velasco. el plural.com, 14-12-2023.

300 José Manuel Sánchez. el plural.com, 1-6-2023.

301 elplural.com, 13-12-2023.

302 El País, 24-7-2023.

303 La Voz de Galicia, 24-7-2023.


30. Inauguración de la legislatura. Manifiesto “No tenemos rey. Democracia, libertad y repúblicas”

Después de la investidura de Pedro Sánchez como Presidente del Gobierno, Felipe VI, junto a la Presidenta del Congreso Francina Armengol, inauguraba la XV legislatura el 29 de noviembre de 2023.

Felipe VI reivindicaba la Constitución que recoge unos valores “que no están anclados en el pasado y deben proyectarse en el futuro”. Pedía “una España sólida y unida”. Puso en valor el espíritu de la Transición para afirmar que la convivencia y la superación de las divisiones, junto con la consecución de libertades y derechos, fueron determinantes para alcanzar los consensos de 1978. “Aquel momento histórico es una constante fuente de inspiración porque representa el ejercicio más noble de la política”.

Francina Armengol se refería en su intervención a la legitimidad del gobierno: “La formación del nuevo gobierno ha necesitado de tiempo, diálogo, negociación y toma de decisiones. La decisión de esta mayoría parlamentaria es legítima y emana de la voluntad de los ciudadanos ejercida el 23 de julio”. Armengol repasaba algunas leyes aprobadas en los últimos años –divorcio, cambio climático, eutanasia, ley general de Sanidad, todas ellas con el voto negativo del PP y Vox–, señalando que es “la única política útil para resolver los problemas de la sociedad de cara a constituir la España del futuro y de los jóvenes”. Los diputados y senadores del PP y de Vox no aplaudieron el discurso de Armengol y Feijóo manifestaba: “Es el peor discurso de un presidente del Congreso que he escuchado en mi vida”, remarcando que fue “lamentable” y que no podía aplaudir esa “provocación”. Y Cuca Gamarra, secretaria general del PP, añadía: Cuando los discursos son sectarios y excluyentes y vienen a levantar muros no creo que sea la manera de dirigirse y respetar a todos”. Para Patxi López “eso es no tener ningún sentido institucional, ningún respeto ni cortesía parlamentaria, es no tener educación y no saber estar”.

Como ya hicieron en la inauguración de la anterior legislatura en febrero de 2020, BNG, ERC y EH-Bildu no asistían al acto y hacían público este manifiesto:

NO TENEMOS REY. DEMOCRACIA, LIBERTAD Y REPÚBLICAS

Las fuerzas políticas independentistas, soberanistas y republicanas firmantes de esta declaración, queremos manifestar:

La Monarquía es una institución anacrónica, incompatible con principios democráticos esenciales en tanto que hereditaria y vitalicia. En el caso del Estado español, además, ese carácter antidemocrático se ve acentuado por el hecho de haber sido impuesta por el dictador Franco y ser, en esa medida, una herencia del franquismo.

La Monarquía Española es un estamento que no responde a los valores republicanos de libertad, igualdad y democracia que tanto los ciudadanos y ciudadanas de nuestros pueblos como las mayorías sociales del Estado anhelan. Una verdadera democracia solo será posible desde la ruptura con la herencia, las bases y valores que representa el Rey y su figura. Por ello, consideramos que el Rey y la Monarquía, que no son elegidos democráticamente, deben dejar de ejercer su tutela sobre la ciudadanía y sobre los gobiernos y parlamentos que sí lo son. Solo así se podrá avanzar en libertad y en democracia.

Por tanto, la Monarquía española y el rey de España, no nos representan. Las sociedades catalana, vasca y gallega rechazan mayoritariamente la figura de una institución monárquica que se vincula, además, al objetivo de mantener e imponer la unidad de España y sus leyes, negando así los derechos civiles, políticos y nacionales que asisten a nuestras ciudadanías y nuestros pueblos.

En el camino democrático hacia la libertad de nuestros pueblos, que no solo es una aspiración legítima sino improrrogable, el Rey español no es un interlocutor válido para nosotras y nosotros. Ni tiene la legitimidad de nuestros pueblos, ni le reconocemos ninguna función política. Menos aún cuando su papel para con nuestras naciones no ha sido otro que el de intentar imponer proyectos y valores antidemocráticos.

En consecuencia, reafirmamos nuestra voluntad de continuar trabajando para hacer efectivo, más temprano que tarde, el ideal de democracia, libertad y repúblicas.


31. Fracasa la investidura de Feijóo

Feijóo sabía que no contaba con los apoyos suficientes para ser investido presidente, pero mantuvo su candidatura con el único fin de seguir difundiendo que ganó las elecciones y consolidar así su liderazgo en el PP –de momento no le mandaron para casa–, pero no es presidente de gobierno.

El problema del PP es que todavía no decidió lo que quiere ser en el futuro: un partido de derechas, pero homologado con los partidos que forman parte del PP europeo, que se niegan a formar gobiernos con la extrema derecha, o abrir las puertas a gobernar con Vox y aplicar después las políticas de la extrema derecha, como está sucediendo ya en los gobiernos de ayuntamientos y autonomías.

Por otra parte, el PP tiene que cargar con la cruz diaria de las declaraciones impresentables de dirigentes y cargos públicos de Vox. Santiago Abascal asistía a la toma de posesión de Javier Milei –un ultraderechista presentado como ultraliberal– como presidente de Argentina y en unas declaraciones al periódico Clarín manifestaba304: “Yo tengo unos principios. No puedo venderlos. Sánchez no tiene ninguno […] Habrá un momento dado que el pueblo querrá colgarlo de los pies”, en referencia a cómo acabó Mussolini. Abascal aprovechaba el viaje para reunirse en Buenos Aires con Eduardo Bolsonaro, hijo del expresidente brasileño y representante del trumpismo en la región, y con Viktor Orbán, primer ministro de Hungría. El PSOE denunciaba a Abascal y Vox ante la Fiscalía por un delito de odio. Lejos de disculparse o dar unha explicación, Garriga portavoz de Vox manifestaba que “no es odio, es historia. Abascal solo ha recordado la muerte de muchos dictadores”. Y Pepa Millán, portavoz en el Congreso, decía que lo de Abascal fue una metáfora.

31.1. Reuniones con PNV y Junts

En las conversaciones previas con el PNV, Aitor Esteban dejaba repetidamente claro que los votos del PNV eran incompatibles con Vox y que para conseguir los votos de los cinco diputados del PNV “tiene que empezar descontando 33” (los diputados que tenía Vox), es decir, era imposible cualquier negociación con el PP si, previamente, no renunciaba a formar gobiernos con Vox. Pero estaba pendiente de explorar la respuesta de Junts.

Recordemos las relaciones que tuvo históricamente el PP con el nacionalismo vasco y catalán. El líder del PNV fue durante muchos años Xavier Arzalluz y Jordi Pujol era presidente de Convergencia Democrática de Cataluña (CDC) que formaba la coalición Convergencia i Unió (CIU) con la Unión Democrática de Cataluña, (UDC) de Durán i Lleida. Carles Puigdemont militaba en CDC desde 1983 a través de Juventut Nacionalista de Catalunya; posteriormente fue concejal de CIU en Girona desde 2007, alcalde de 2011 a 2016 y diputado por CIU en el Parlamento de Cataluña hasta 2018.

El PSOE de Felipe González gobernaba con mayoría absoluta desde 1982, pero en 1993 necesitó el apoyo de CIU y PNV. El 25 de octubre de 1995 Pujol retiraba su apoyo al PSOE, presentaba una enmienda a la totalidad de los Presupuestos del Estado, el gobierno quedaba en minoría (158 votos) y González adelantaba un año las elecciones generales.

En las elecciones de 3 de marzo de 1996 el PP conseguía 156 diputados (Aznar popularizó el “Váyase señor González”, un equivalente a “acabar con el sanchismo” de hoy), el PSOE 15, IU 21, CIU 16, PNV 5, CC 4, BNG 2, HB 2, EA 1, ERC 1 y UV 1. Los diputados de la CIU de Puigdemont fueron, entonces, decisivos para que el PP consiguiese el gobierno, lo mismo que ahora diputadas/os de Junts para la investidura de Feijóo. Después de 50 días de negociaciones, el 4 de mayo de 1996 Aznar era investido presidente con 181 apoyos, contando con los votos de CIU, PNV y Coalición Canaria.

En la noche electoral de 3 de marzo se escuchaba “Pujol, enano aprende castellano” delante de la sede del PP, pero pocos días después Aznar manifestaba que hablaba catalán “en la intimidad”. Este “milagro” se producía después de las negociaciones entre PP y CIU, que cerraban Rodrigo Rato y Joaquim Molins, y que se escenificaba en la firma del llamado Pacto del Majestic, con referencia al hotel del Paseo de Gracia de Barcelona donde se celebraba ese pacto en una cena con la asistencia de los líderes de los partidos.

Ese pacto tuvo importantes consecuencias porque CIU no conseguía mayoría absoluta en las elecciones al Parlamento Catalán del 10 de octubre de 1999, pero pudo gobernar gracias al apoyo del PP, es decir, los dos partidos hicieron lo contrario de lo que prometieron en campaña electoral. Pujol cifraba en 400.000 millones de pesetas lo que recibiría Cataluña con el Pacto del Majestic en el período 1996-2000, que incluía nuevas competencias para Cataluña como el 33% de lo recaudado a través del IRPF, el 35% del IVA y el 40% de los impuestos especiales. El PNV también presumía del éxito de las negociaciones y Xavier Arzalluz manifestaba en la sede del PP: “He conseguido más en 11 días con Aznar que en 13 años con Felipe González”.

Teniendo en cuenta las buenas relaciones que tuvo con el nacionalismo catalán., el PP consideró que para conseguir la investidura de Feijóo, debería hablar con todas las fuerzas políticas, excepto con Bildu, también con Junts, el partido de Puigdemont. Feijóo justificaba esa reunión porque “Junts no es un rival político e ideológico para el PP”. Esa propuesta de “reunirse con los grupos políticos que quieren hablar”, era reiterada por Feijóo en el acto del PP en Soutomaior en Galiza. Esteban González Pons, vicesecretario de Asuntos Institucionales del PP, apoyaba esa política y abría la puerta a una negociación con Junts: “Es un grupo parlamentario que, igual que ERC, representan a un partido cuya tradición y legalidad no están en duda”.

El portavoz del PP, Borja Sémper, insistía el 4 de septiembre de 2023 en la necesidad de hablar “con todos los partidos”. “Queremos reunirnos con Junts, pero lo haremos en el Congreso, con toda la institucionalidad necesaria”. Alejandro Fernández, presidente del PP catalán, manifestaba: “Que alguien me diga de qué hay que hablar con ellos”; y la diputada del PP Cayetana Álvarez de Toledo calificaba como “crimen” y “suicidio” una reunión con Junts. Feijóo cedía ante las presiones internas y manifestaba una semana después que el PP no hablará con Junts. La verdad, como confirmó después Feijóo, es que el PP sí tuvo una o varias reuniones con Junts, lo mismo que Sumar y PSOE, que siempre fueron negadas hasta que La Vanguardia daba todo tipo de detalles de una reunión celebrada en la primera quincena de agosto de 2023 en el hotel Alma de Barcelona, para negociar un posible acuerdo de investidura de Feijóo.

Participaron en esa reunión por parte de Junts: Josep Rius, concejal de Barcelona, y Albert Batet, portavoz en el Parlamento de Cataluña, vicepresidente de Junts y persona de confianza de Puigdemont. Y por el PP, Daniel Sirera, concejal, portavoz en el ayuntamiento de Barcelona y muy próximo a Feijóo, y Xavier Domínguez, consultor político, que fue quien organizó la reunión a petición del PP.

El PP negó, en un principio, la existencia de esa reunión, pero cuando es pública, Miguel Tellado, portavoz del PP en el Congreso, trataba de quitarle importancia y manifestaba que fue “un café entre concejales”. Insistían desde el PP en que Fejóo no sabía nada, es decir, había un grupo interno, clandestino y sin control, que se dedicaba a montar reuniones del PP con el partido de Puigdemont. Mientras Feijóo y todo el PP insistían en descalificar a Puigdemont, recordando que era un prófugo de la justicia, y criticaban las reuniones de Sumar y PSOE con Puigdemonte, al mismo tiempo tenían reuniones clandestinas con Junts, el partido del prófugo, en busca de apoios para la investidura de Feijóo, ¡una farsa impresentable! Parece ser que hubo, por lo menos, otra reunión en la que participaron González Pons y Jordi Turull, secretario general de Junts, militante de CDC de Jordi Pujol desde 1987 a 2016 e de las Juventudes de CDC desde 1983.

Para aumentar, todavía más, la confusión interna en el PP, Feijóo declaraba el 6 de setiembre que proponía un pacto de Estado al PSOE para “buscar un encaje del problema territorial de Cataluña”. Con estas contradicciones, ¿puede un partido como el PP aspirar a presidir un gobierno si no tiene coherencia y cambia de política cada quince días?

En plena campaña electoral de las elecciones gallegas saltaba la noticia, que confirmaba la farsa: el PP criticaba las reuniones y negociaciones de PSOE y Sumar con Junts, al mismo tiempo que mantenía reuniones clandestinas con Junts para hablar de la amnistía o indulto: El PP admite ahora que se dio “24 horas para estudiar la amnistía a Puigdemont” en su negociación de agosto con Junts, pero la vio “inconstitucional” (El Mundo, 11-2-2024). El PP vira su propuesta sobre Junts: se abre a un indulto con condiciones a Puigdemonte y ve “difícil” probar el terrorismo (publico.es, 11-2-2024). Abascal tilda de “estafa política” y de “insulto a los españoles” la postura de Feijóo con el indulto a Puigdemont (El Debate, 11-2-2024).

Como todo el mundo sabe, también Feijóo, Puigdemont lleva años señalando como aspectos fundamentales de la política de Junts la amnistía y la autodeterminación, cosa que repetía en una rueda de prensa en Waterloo, señalando los puntos básicos de unas negociaciones para apoyar la investidura.

Reconocer la legitimidad del independentismo, como reivindica Junts, ERC y otros partidos soberanistas, no debería ser un obstáculo para el PP, teniendo en cuenta la actuación del presidente Aznar que declaraba en una entrevista en Radio Nacional el 16 de mayo de 2001: “En España se puede defender lo que quiera. Es legítimo defender el soberanismo y la independencia. Lo que no es legítimo es intentar imponerlo por la fuerza”. Declaraciones recogidas así en numerosos medios de comunicación: “Aznar admite que la independencia vasca es legítima si no se impone por la fuerza” (La Voz de Galicia, 17-5-2001).

Sobre el reconocimiento del carácter plurinacional del Estado tampoco debería tener el PP ningún problema porque así se pronunció Feijóo, refiriéndose a Galiza: “Históricamente tenemos muchos elementos para considerarnos lo que se llama una nación sin Estado” (conferencia en el Círculo de Economía de Barcelona en 2014).Tampoco la amnistía debería ser un problema para el PP porque Rajoy ofrece “amnistía” a cambio de elecciones legales (portada de ABC, 19-10-2017).

Finalmente, Feijóo solo conseguía 172 votos para su investidura: votos a favor de PP, Vox, UPN e CC, cuando necesitaba un mínimo de 176 para la mayoría absoluta.

31.2. Mentiras de Feijóo en el discurso de su investidura fallida

Como es ya habitual, el discurso de investidura de Feijóo fue un conjunto de mentiras, inexactitudes y falsedades, como explicaba Ignacio Escolar305:

Feijóo: “Tengo principios, límites y palabra”.

Escolar. El problema no es de principios, que han sido muy cambiantes en este último mes. Un día Junts era “golpista”, y al siguiente “un partido cuya tradición y legalidad no están en duda”. Un día había que lograr “el encaje territorial de Catalunya”, al otro no. Un día “Junts no es su rival ideológico”, hoy parece que sí. También hemos visto, en los acuerdos firmados con la extrema derecha, que el PP no tiene límites a la hora de pactar. El drama de Feijóo es que tiene que elegir aliados y ninguna opción le alcanza para llegar a La Moncloa. Así que escoge a Vox, que al menos le permite otros gobiernos, y pasa a la oposición, intentando vender este fracaso como un ejemplo de dignidad.

F: “Debemos asumir el cierre total de las puertas giratorias entre el Poder Ejecutivo y el Judicial”.

E. Dato: el último presidente del CGPJ que nombró el Partido Popular, Carlos Lesmes, había sido antes director general de Justicia con Aznar. Entre los diputados del PP que aplaudieron este discurso de Feijóo está Fernando de Rosa: el hombre fuerte en temas de Justicia del equipo de Feijóo, que lleva toda la vida saltando de la política al juzgado, y vuelta otra vez. De Rosa ha sido diputado, senador y consejero de Justicia, siempre por el PP. Y también presidente de la Audiencia Provincial de Valencia, o presidente en funciones del CGPJ, también con el apoyo del PP. ¿Puerta giratoria? Feijóo le puede preguntar a él.

F: “No quiero controlar la Justicia. Yo no”.

E. Como explicaba hace no tanto el portavoz del PP en el Senado, Ignacio Cosidó: “Controlaremos la sala Segunda (del Tribunal Supremo) desde detrás”. O como decía el ex ministro Jorge Fernández Díaz: “Esto la Fiscalía te lo afina, hacemos una gestión”.

F: “La igualdad empieza en la Educación, solo existe si hay igualdad de oportunidades desde el principio”.

E. Dato. La escuela que más segrega en toda Europa, solo por detrás de la de Turquía, es la de la Comunidad de Madrid, donde gobierna el PP desde hace más de un cuarto de siglo.

F: “Quiero garantizar que la Guardia Civil no salga de Navarra”.

E. La Guardia Civil no va a salir de Navarra o de ninguna otra comunidad, como tampoco ha salido de Euskadi o de Catalunya. De lo que hablamos es de las competencias de Tráfico, una transferencia que cedió a Catalunya José María Aznar en los pactos del Majestic con Jordi Pujol en 1996. Poco después, en el año 2000, fue de nuevo Aznar quien prometió que las competencias de Tráfico también llegarían a Navarra. Feijóo puede preguntar por este tema a Sergio Sayas, hoy diputado del PP y antes uno de los tránsfugas de UPN que casi hunde la reforma laboral. Sayas votó a favor de una ley para transferir la competencia de la gestión de tráfico a la Policía Foral de Navarra. Entonces no debía de ser una terrible traición que fuera esa policía autonómica, en vez de la Guardia Civil, quien pusiera las multas por exceso de velocidad.

F: “Hay quien reniega de la transición. Yo vengo a reivindicarla y a reclamar su vigencia. Es lo mejor que hemos hecho. Porque lo hicimos juntos”.

E. Cabe preguntarse con qué primera persona del plural se apunta estos méritos Feijóo. Porque aquella Alianza Popular de la que deriva el PP estuvo en el lugar equivocado en todos los momentos importantes de la Transición. Solo la mitad de los diputados de AP votaron a favor de la Constitución. Tampoco apoyaron la amnistía de 1977: optaron por la abstención. Y cuando se legalizó el Partido Comunista, Manuel Fraga calificó la decisión de “verdadero golpe de Estado”, “grave error político” y “farsa jurídica”. Por mucho que quiera reescribir la historia, el Partido Popular es heredero de los sectores más reaccionarios que querían continuar con el franquismo, no de los reformistas de uno u otro signo que lideraron la transición hacia la democracia.

F: “No apoyo que la estrategia energética y ambiental se reduzca a limitar el crecimiento y a imponer un determinado modo de vida. (...) Es decir, transición ecológica sí. Dictadura activista en ningún caso”.


E. Equiparar las medidas contra el cambio climático con una “dictadura” hermana a Feijóo con el discurso negacionista que habitualmente usa Vox. El propio Santiago Abascal le agradeció este gesto después.


F: “Las ocupaciones de inmuebles no paran de incrementarse. Y no se puede ser indolentes ante esto”.


E. Falso. Las últimas estadísticas públicas dicen justo lo contrario. En el primer trimestre de 2023 se redujeron un 11% respecto al año anterior.

F: “Con ustedes el incremento del salario mínimo está por debajo del incremento de los precios y con nosotros el incremento del salario mínimo supera el incremento de los precios”.


E. Falso. Desde junio de 2018 hasta agosto de 2023 los precios aumentaron un 16,3%, mientras que el salario mínimo interprofesional (SMI) se ha incrementado en casi un 50%. 


F: “En la última legislatura los españoles han tenido que soportar 42 subidas fiscales. 42.656 millones de euros más en impuestos que en 2019, pero con un nivel de PIB similar”.


E. No ha habido 42 subidas de impuestos. Ni siquiera la mitad. Y la inmensa mayoría de los ciudadanos han tenido más rebajas de impuestos –el IVA de la energía o la alimentación se redujo– que subidas durante la legislatura anterior. Los únicos que hoy pagan más impuestos son las grandes fortunas con un patrimonio de más de 10 millones de euros, las grandes empresas financieras, energéticas o tecnológicas, los fabricantes de bebidas azucaradas, las rentas por encima de los 300.000 euros anuales o quienes ingresan más de 200.000 euros por rentas del capital. Feijóo confunde subidas de impuestos con subidas en la recaudación. Y es cierto que el Estado recauda hoy mucho más que en 2019, con un supuesto nivel de PIB similar –también recaudan más las comunidades autónomas, como la que gobernaba Feijóo–. Pero eso demuestra otra cosa: que el PIB real era mayor, como el propio INE hace muy poco reconoció. 

F: “Mejorar la equidad de las cargas tributarias, sobre todo buscando el alivio de las familias con menos recursos y clases bajas y medias”.


E. La realidad allá donde gobierna el PP es justo la contraria. Las rebajas fiscales del partido de Feijóo entregan un premio gordo a las rentas más altas y una pequeña pedrea a las clases medias y bajas. Un ejemplo reciente, el de Extremadura. Una de las primeras reformas del gobierno de María Guardiola con Vox ha sido suprimir el impuesto de patrimonio y el de grandes tenedores de viviendas. Eliminar estos impuestos beneficia a los 1.248 contribuyentes más ricos de esta comunidad, el 1% más privilegiado. Luego no queda dinero para los comedores escolares.

F: “No comparto que la Constitución pueda ser burlada mediante subterfugios. Y mucho menos acepto que la Carta Magna sea directamente contravenida con decisiones que eliminen de un plumazo la igualdad de todos los españoles”.


E. Dato. La última amnistía que se aprobó en España fue la amnistía fiscal de Rajoy. Eliminó de un plumazo la igualdad de todos los españoles, equiparando a los que defraudan al fisco con los que no. Fue anulada parcialmente por una sentencia unánime del Tribunal Constitucional. No se recuerda en boca de Feijóo la más leve crítica a esta ley inconstitucional que aprobó el Partido Popular.


Pero Feijóo non se achica, se viene arriba ante las dificultades y nos dejaba este maravilloso mensaje contra la mentira en la despedida de 2023 y feliz 2024: “Si me puedo comprometer a defender nuestra democracia es porque no me he dedicado a debilitarla. Si me puedo comprometer de verdad con mi país es porque no he normalizado la mentira en política”. ¡Un fenómeno! Creo que le faltaba una referencia al presidente Adolfo Suárez: “Puedo prometer y prometo”.


31.3. Fervorosos seguidores de Feijóo

Cuando las cosas van bien es fácil conseguir el aplauso, pero cuando van mal ahí se ven los auténticos seguidores, que no se amilanan ante las dificultades. La fracasada investidura de Feijóo corroboró que tiene un fervoroso ejército de seguidores, dispuestos a todo para que Feijóo triunfe. Xosé Carlos Caneiro ya veía antes del debate de investidura que la cosa no pintaba nada bien y trasladaba al líder todo su ánimo. Titulaba su columna Es el tiempo de Feijóo, y con una fe inquebrantable decía sobre Feijóo: “Creo que también será capaz de ser presidente del gobierno. Si no esta semana, sí en muy corto espacio de tiempo” (La Voz de Galicia, 25-9-2023).

Después del fracaso de la investidura de Feijóo, no podía faltar el ánimo de dos de los más firmes seguidores y hasta de una persona que enviaba una “Carta al Director”. Roberto L. Blanco Valdés, que nunca defrauda, titulaba su colaboración: Y en esto llegó Feijóo: “La defensa que hizo Feijóo de su candidatura a la presidencia se convirtió, así, en un soplo de aire freso en el ambiente putrefacto en que, de forma creciente, se desarrolla desde el 2018 la política nacional. Frente a cualquier política sectaria, el dirigente popular planteó la urgente necesidad de impulsar una política de Estado”. Acababa resumiendo así la intervención de Feijóo: “Todo moderación, voluntad de acuerdo y buena educación” (La Voz de Galicia, 29-9-2023) ¡Qué maravilla!, añado yo.

Gonzalo Bareño no podía quedar atrás y titulaba su columna: Feijóo sale fortalecido de su derrota: “Feijóo ha superado con nota esta investidura. Consiguió también articular por primera vez ese discurso sin generar tensiones con Vox” (La Voz de Galicia, 29-9-2023). Excelente ese apunte final porque es importante llevarse bien con Vox para que no gobierne la izquierda.

Y por si esto no llegaba, una Carta al Director de Adolfo Costas Gascón, titulada: Feijóo, un presidente que habla claro: “La retórica contundente y la claridad expositiva de sus discursos. Político honesto que tiene un programa serio e ilusionante, pero que no está dispuesto a serlo admitiendo chantajes de quienes quieren romper España” (La Voz de Galicia, 29-9-2023). Soy muy curioso y parece ser que el nombre del autor corresponde a un Capitán de la Guardia Civil de Pontevedra.
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32. Pedro Sánchez investido Presidente del Gobierno

32.1. Comisiones de investigación

La creación de comisiones de investigación estaba incluida en los acuerdos del PSOE con ERC y Junts para elegir a Francina Armengol como presidenta del Congreso, que abría también la puerta a la elección de la Mesa del Congreso con una mayoría favorable al gobierno de Pedro Sánchez. Coincidiendo con la aprobación en el Congreso de la admisión a trámite de la proposición de Ley Orgánica de Amnistía, los diputados/as que apoyaron la investidura, aprobaban también poner en marcha tres comisiones parlamentarias: sobre la “Operación Cataluña”, el uso del software Pegasus para espiar a distintos responsables políticos y los atentados del 17-A en Barcelona y Cambrils (Tarragona)306.

PSOE, Sumar, ERC, Junts, EHBildu, PNV, Podemos y BNG votaban a favor de la creación de las tres comisiones, con el rechazo de PP, Vox, y UPN. Coalición Canaria se abstenía sobre dos de las comisiones, pero apoyaba la relativa al espionaje. Carlos Rojas, diputado del PP, lamentaba que se “sigan inventando” comisiones para “mancillar” el nombre del PP y reprochaba al PSOE su acuerdo “indecente” y “vergonzoso” con los independentistas. Criticaba, además, que se “denigre a la justicia” con las pretendidas investigaciones sobre el lawfare. Ignacio Gil Lázaro, diputado de Vox, manifestaba que la “Operación Cataluña” es “una pantomima sucia e indecente” para “linchar” a quienes “sirvieron a la legalidad y al orden constitucional”; ni ERC ni Junst tienen “ninguna legitimidad moral” para plantear esas investigaciones; 

Para Miriam Nogueira el objetivo de la “Operación Cataluña” era “neutralizar al independentismo” y que, para eso se “disparó a tres de los grandes pilares del catalanismo: la presidencia de la Generalitat de Cataluña con el presidente Artur Mas y posteriormente el presidente Puigdemont; la Alcaldía de la capital de nuestro país, el alcalde Trias; y también la presidencia del Fútbol Club Barcelona, con Sandro Rossell”. “No hace falta decir que estos tres grandes pilares del catalanismo siguen siendo hoy objeto de las cloacas del Estado español”. Gerardo Pisarello, de Sumar, apoyaba “por motivos políticos, para denunciar acciones desproporcionadas, vengativas algunas de ellas, brutales contra muchísima gente, que solo quería poder votar en las urnas. Lo haremos porque en estos años en Cataluña se ha espiado, se ha vulnerado el Estado de Derecho”.

La llamada “operación Cataluña”, rama de la conocida como “operación Kitchen”, tiene que ver con la corrupción. Durante el gobierno de Mariano Rajoy se habría hecho un uso ilegal de los recursos reservados del Ministerio del Interior para investigar y espiar a políticos catalanes. En concreto, enviando a miembros de la policía a Andorra para obtener información de las cuentas bancarias de dirigentes catalanes en el Principado. Entre los objetivos de esta comisión, Junts incluyó “investigar todas aquellas iniciativas que se hayan podido llevar a cabo desde las instituciones del Estado con el objetivo de perseguir la disidencia política”. Aunque esta definición es muy amplia, dentro de ella podría estar el lawfare, término que también se recogió en el acuerdo entre el PSOE y Junts, pero que non aparecería después en la proposición de ley sobre la amnistía.

La comisión sobre los contratos de compra del software Pegasus estaba registrada por ERC, EH Bildu y el BNG e pretende depurar responsabilidades sobre “el espionaje e intromisión a la privacidad e intimidad, a través del malware Pegasus y Candiru, a líderes políticos, activistas, abogados, periodistas, instituciones y sus familiares y allegados”. En la exposición de motivos se recogen informaciones en las que se apunta a que en los últimos años, lo que afecta también a los gobiernos de Pedro Sánchez, se ha espiado al presidente de la Generalitat, Pere Aragonès, y a sus antecesores Quim Torra, Carles Puigdemont y Artur Mas; a los expresidentes del Parlament Roger Torrent y Laura Borràs; a líderes de partidos políticos como Arnaldo Otegi (Bildu), Marta Rovira (ERC), Jordi Sánchez (Junts) o Anna Gabriel (CUP); y abogados como Andreu Van den Eynde o Gonzalo Boye, entre otros activistas independentistas.

La tercera comisión, presentada por Junts y el BNG, era sobre los atentados del 17 de agosto de 2017 que tuvieron lugar en la Rambla de Barcelona y en Cambrils. Reclamaban el derecho a saber “la verdad y las implicaciones derivadas de los atentados”, “aclarar quienes fueron los supuestos responsables políticos o de cualquier otra índole en los atentados” y “proponer medidas de restitución y compensación a todas las personas afectadas”. Objetivos menos específicos que los expuestos en agosto de 2023, cuando señalaban que querían indagar en “la vinculación del Centro Nacional de Inteligencia (CNI) con el imán Es-Satty” y si “los aparatos del Estado tenían información sobre el atentado”.

Baltasar Garzón daba su opinión sobre estas comisiones de investigación en una entrevista de Antonio Contreras: “Representantes del Poder Judicial están empleando mecanismos para cuestionar una iniciativa legislativa sobre la amnistía incluso antes de que se formulara. La cuestión es que en el acuerdo entre Junts y PSOE hay una mención a las comisiones de investigación. Algunos representantes del Poder Judicial, incluso la Sala de Gobierno del Supremo, han salido diciendo que se respete la independencia judicial. Claro que se tiene que respetar, pero es que una comisión parlamentaria no puede ir más allá de su propio rol, a lo más que pueden llegar es a que la Mesa del Congreso lo pueda remitir a la Fiscalía General del Estado para que proceda conforme a Derecho. Por tanto, ¿cuál es el problema que están suscitando dentro y fuera de España? Esta es una deriva muy peligrosa y creo que los representantes del Poder Judicial lo que deben hacer es mantener perfectamente impoluta la imparcialidad”307.

32.2. La amnistía necesaria

La amnistía y la autodeterminación, que exigían ERC y Junts, fueron claves para apoyar la investidura de Pedro Sánchez como presidente del Gobierno. El PP daba por perdida la investidura de Feijóo, Aznar marcaba la política del partido en la inauguración de los cursos de la FAES, llamaba a una “movilización nacional”, con el apoyo del sector más duro (Isabel Ayuso, Cayetana Álvarez de Toledo), y Feijóo ejecutaba, convocando un acto-mitin en Madrid el 24 de setiembre de 2023, centrado en recordar a ETA, la amnistía y que con la autodeterminación “España se rompe”. Veamos algunas referencias históricas del posicionamiento político de PSOE y PP sobre indultos, amnistías y la generosidad prometida del presidente Aznar con ETA cuando abandone las armas.

32.2.1. El PP negocia con ETA

ETA tuvo numerosas conversaciones o negociaciones con representantes de los gobiernos de España en Suiza, Francia, Andorra, República Dominicana, España y Argelia. La primera reunión en Ginebra (Suiza) en noviembre de 1976 en la que participaron el comandante Ángel Ugarte, jefe de los servicios de inteligencia en el País Vasco, y por parte de ETA-pm: Xabier Garaialde, “Erreka”, y Jesús María Muñoa, “Txaflis”. En otra reunión en diciembre de ese año participó, además de los dirigentes “polimilis”, unha delegación de ETA militar: José Manuel Pagoaga, “Peixoto”, Y José Luis Ansola Larrañaga, “Pello el Viejo”308.

Miguel Ángel Blanco era asesinado por ETA el 13 de julio de 1997. Siete meses después, el presidente Aznar declaraba el 3 de marzo de 1998: “Sí los terroristas deciden dejar las armas sabré ser generoso”. ETA declaraba una tregua unilateral el 16 de setiembre de 1998”. Aznar abre el diálogo con ETA”, titulaba El Mundo de 4 de noviembre de 1998.

Se iniciaba ese diálogo, anunciado por Aznar, y una delegación del gobierno se reunía con otra de Batasuna (participaban Arnaldo Otegi, Pernando Parrena, Rafael Díez Usabiaga e Iñigo Iruin) el 11 de diciembre de 1998 en un chalet de Juarros (Burgos), como informaba el periódico Gara. Estas reuniones eran tan “oficiales” que la delegación de Batasuna llegaba al lugar de la reunión escoltada por la Guardia Civil.

Continuando con ese diálogo, Aznar enviaba una delegación del gobierno a Zurich (Suiza) a negociar con ETA el 19 de mayo de 1999, que estaba compuesta por Pedro Arriola asesor personal de Aznar; Javier Zarzalejos, secretario general de la Presidencia, y Ricardo Martí Fluxá, secretario de Estado de Seguridad y número dos del Ministerio de Interior dirigido por Jaime Mayor Oreja; por parte de ETA participaron Mikel Albizu Iriarte, “Antza”, y Belén González Penalva, “Carmen”.

El gobierno del PP tomaba estas iniciativas políticas entre setiembre de 1998 y setiembre de 1999 para facilitar esa negociación con ETA: el Congreso de los Diputados aprobaba por unanimidad una moción el 10 de noviembre de 1998 que instaba al Gobierno a desarrollar, mediante el más amplio diálogo con todas las fuerzas políticas, “una nueva orientación consensuada, dinámica y flexible de la política penitenciaria de la forma que mejor propicie el fin de la violencia”. La moción instaba también al Gobierno a que “el diálogo, el consenso y el respeto a los principios democráticos y a las legítimas opciones políticas de los ciudadanos rijan todo el proceso que debe conducir al fin de la violencia terrorista y evite actitudes de enfrentamiento entre posiciones ideológicas distintas”.

Otra moción aprobada por unanimidad el 15 de junio de 1999 instaba al Gobierno a “culminar el cumplimiento efectivo, en el tiempo más inmediato posible, de una nueva orientación consensuada, dinámica y flexible de la política penitenciaria, acorde con el fin de la violencia”. Por otra parte, el Gobierno del PP ordenaba el traslado de más de 120 presas y presos de ETA a cárceles de Euskadi. Y en mayo de 1999 anunciaba que 304 personas vinculadas a ETA podrían regresar a España, entre ellos aquellos con delitos prescritos, incluidos algunos con delitos de sangre. Esta era el balance de la “generosidad” prometida por Aznar: 311 excarcelaciones de presas y presos de ETA y 64 correspondían a terroristas condenados por asesinatos a penas superiores a veinte años.

Estas negociaciones con ETA y la política penitenciaria para favorecer a los presos era también defendida por dirigentes del PP en el congreso en 1999, como el diputado del PP Ignacio Gil Lázaro, hoy dirigente de Vox, como recordaba Infolibre de 14-6-2023: “El presidente de Vox en Valencia ensalzaba a Aznar por autorizar contactos con ETA y acercar presos”. “Por la paz el presidente ha impulsado un conjunto muy importante de iniciativas”, manifestaba Gil Lázaro.

Aznar tenía mucho interés en hablar con ETA, que ya no la definía como organización terrorista: “He autorizado contactos con el Movimiento de Liberación Vasco”. “La independencia vasca es legítima si no se impone por la fuerza”, declaraba Aznar en Radio Nacional el 4 de noviembre de 1998. No avanzaban las negociaciones y Aznar manifestaba el 10 de setiembre de 1999: “Si no se producen los contactos es porque ETA no quiere. No hay ninguna otra razón”.

Después del referéndum de autodeterminación en Cataluña del 1 de octubre de 2017, el presidente Rajoy estaba muy interesado en frenar el proceso de independencia y proponía al presidente Puigdemont suspender la aplicación del artículo 155 de la Constitución si no había declaración unilateral de independencia, que era recogido así en la portada de ABC de 19 de octubre de 2017: Rajoy ofrece “Amnistía” a cambio de elecciones legales.

Como resultado del pacto del Majestic para la investidura de Aznar con el apoyo de CIU y PNV, el consejo de ministros de 28 de junio de 1996 del gobierno de Aznar aprobaba el indulto para 15 militantes de Terra Lliure, que antes el PP consideraba como organización terrorista.

32.2.1.1. Cronología

13-7-1997. ETA asesina a Miguel Ángel Blanco.

16-9-1997. Jaime Mayor Oreja, ministro de Interior del gobierno de Aznar, manifestaba: “Estamos dispuestos a dialogar, flexibilizar la política penitenciaria y a estudiar una reinserción de los miembros de ETA, hacer lo que sea necesario, sin exigencias previas, sin negociar la entrega de armas, pero la paz depende de ellos”(Entrevista en Le Monde).

28-11-1997. Ricardo Martín Fluxá, secretario de Estado de Seguridad, afirmaba que para buscar una salida al problema de la violencia“no podrá haber nunca ni vencedores ni vencidos”.

3-3-1998. José María Aznar, presidente del gobierno por el PP declara: “Si los terroristas deciden dejar las armas sabré ser generoso”.

4-5-1998. Aznar: “Merecería la pena la generosidad si así lográsemos la paz” (El País).

12-7-1998. Aznar emplaza al entorno de ETA a responder a su oferta de diálogo (El Mundo).

16-9-1998. ETA declara una tregua unilateral

25-9-1998. Aznar promete a Pujol explorar “todas las posibilidades de diálogo” para Acabar con ETA (El País).

6-10-1998. Aznar reafirma estar dispuesto “al perdón y la generosidad” (El País).

13-10-1998. Aznar promete a ETA iniciar el proceso de paz si demuestra que acepta las reglas democráticas (El Mundo).

1-11-1998. Aznar no exigirá a ETA entregar las armas (El País).

3-11-1998. El Gobierno ordena al Cesid que tienda puentes hacia ETA (El País).

4-11-1998. Aznar autoriza que representantes del Gobierno dialoguen directamente con ETA. (El Mundo).

5-11-1998. Piqué [portavoz del Gobierno] aclara que el Gobierno está dispuesto a dialogar “directamente” con ETA (El País).

6-11-1998. El Gobierno negociará con ETA su reinserción en la sociedad vasca (El Mundo).

6-11-1998. Borrell ofrece a Aznar el apoyo del PSOE para alcanzar la paz (El Mundo).

18-11-1998. El Gobierno estudia nuevos traslados de presos de ETA antes de Navidad (El Mundo).

11-12-1998. Reunión en Juarros (Burgos) de una delegación del Gobierno de Aznar con otra de Batasuna (entre ellos Arnaldo Otegi).

12-12-1998. El Gobierno admite contactos con el entorno de ETA (El Mundo).

17-12-1998. Aznar estudia anunciar en los próximos días el acercamiento de presos de ETA (El Mundo).

19-12-1998. El PSOE respeta y apoya las medidas del Gobierno (El Mundo).

19-5-1999. Aznar envía una delegación del gobierno a Suiza a negociar con ETA

7-6-1999. Aznar confirma la reunión entre el gobierno y ETA hace tres semanas (El Mundo).

16-5-2001. “La independencia vasca es legítima si no se impone por la fuerza”. (Declaraciones de Aznar en Radio Nacional).

20-10-2011. ETA (Euskadi ta Askatasuna, Euskadi y Libertad) anuncia el “cese definitivo de su actividad armada”.

25-11-2011. “Hay mucha gente en Bildu que ha pretendido la paz desde el principio” (Javier Maroto cuando era alcalde de Vitoria, en Los Desayunos de TVE).

23-11-2012. Aznar revela que Mayor Oreja quiso ir a la reunión con ETA en Suiza (RTVE. Libro de Aznar Memorias I).

9-1-2013. “No me tiemblan las piernas para llegar a acuerdos con nadie. Y creo que eso es bueno. Ojalá sucediese en más foros. Ojalá cundiese el ejemplo”. (Intervención de Javier Maroto, dirigiéndose a Antxon Belakortu, concejal de Bildu, durante un debate presupuestario, publicada en El Mundo).

5-1-2013. “Bildu no es ETA. Es una coalición. Que todo sea ETA no es cierto. ETA se ha acabado. El futuro de la sociedad vasca, guste o no en determinados sitios, se tiene que construir también con Bildu. Yo estoy dispuesto a hacer un esfuerzo y pasa por entender que en ese futuro estará Bildu. Por fin vamos a tener la oportunidad de discutir de política con Bildu, y eso es lo que yo quiero” (Entrevista a Borja Sémper, portavoz del PP en la actualidad, en la revista Jot Down, recogidas por Europa Press).

3-5-2018. ETA anuncia su disolución.

32.2.2. Otros indultos y amnistías

El general Alfonso Armada, participante en el intento de golpe de Estado de 23 de febrero de 1981, fue condenado a 30 años de cárcel por sentencia de 28 de abril de 1983. Armada no “cantó” en el juicio, mantuvo el pacto de silencio con el rey Juan Carlos y tuvo un tratamiento especial. Conseguía la libertad definitiva el 24 de diciembre de 1988, gracias a un indulto del gobierno de Felipe González por razones de salud y “acatar la Constitución”. Se retiró a su pazo en Galiza, cultivó camelias y, a pesar de su alegada “delicada salud”, todavía vivió 25 años más, falleciendo con 93 años.

José Barrionuevo, ministro de Interior, y Rafael Vera, secretario de Estado del gobierno de Felipe González, considerados los “cerebros” de los GAL y que fueron condenados por el secuestro de Segundo Marey, reivindicado por los GAL, eran indultados por el gobierno de Aznar y salían de prisión en diciembre de 1998. Ninguna instancia judicial se manifestó en contra de los indultos a Armada, Barrionuevo y Vera; tampoco dijeron nada cuando los diferentes gobiernos indultaron desde 1996 a más de 200 condenados por corrupción, pero ahora consideran que la amnistía a más de 300 personas afectadas por el procés no sería constitucional.

32.2.3. La amnistía fiscal de Montoro

Además de la amnistía política hubo amnistías fiscales. Cuando ERC y Junts insistían en la amnistía y autodeterminación como condiciones para apoyar la investidura de Pedro Sánchez, el PP denunciaba que eso atentaba contra la igualdad, pero la amnistía fiscal de Cristobal Montoro, ministro de Hacienda de Aznar, sí que vulneraba los principios de igualdad porque favorecía a los más ricos. Esa amnistía, aplicada entre marzo y noviembre de 2012 y presentada como una “regularización extraordinaria”, permitió regularizar rentas no declaradas en los ejercicios fiscales de 2008, 2009 y 2010, y también blanquear dinero en efectivo. Casi 31.500 personas se beneficiaron de esta amnistía, entre ellas políticos y empresarios implicados en 11 de las principales tramas de corrupción. Afloraron 40.000 millones de euros que estaban ocultos y el Estado ingresó 1.200 millones, la mitad del previsto. Entre los beneficiados estaban Rodrigo Rato, vicepresidente del gobierno de Aznar, que declaró unos fondos opacos de 115.333 euros y solo pagó el 10%, es decir, 11.533 euros. Luis Bárcenas regularizó 21,9 millones de euros en dos declaraciones en octubre y diciembre de 2012, pagando solo a Hacienda 1,4 millones de euros. En junio de 2017 el Tribunal Constitucional anulaba por unanimidad esa amnistía fiscal.

32.2.4. Opiniones

El Pleno del Congreso de 12 de diciembre de 2023 tomaba en consideración la proposición no de ley presentada por el PSOE, primer trámite para la aprobación de la ley de Amnistía, con 178 votos a favor (PSOE, Sumar, ERC, Junts, Bildu, PNV y BNG) y 172 en contra (PP, Vox, UPN y CC).

Feijóo manifestaba que “es la sesión más triste y decadente desde el 23 de febrero de 1981”, es decir, que la comparaba con el fracasado golpe de Estado de ese día, pero sin mencionarlo. “La amnistía no es justa ni moral. El PSOE podrá subastar sus principios para seguir un tiempo en el Gobierno, pero nunca podrá subastar la dignidad de los españoles”. “Es una vergüenza nacional y un bochorno internacional”. Anunciaba también que recurriría a “todas las instancias nacionales e internacionales”.

Fueron numerosos los pronunciamientos y valoraciones sobre las comisiones de investigación del Congreso, la amnistía, las declaraciones del poder judicial y de asociaciones de jueces y fiscales, así como de las concentraciones de abogados.

Miriam Nogueras, portavoz de Junts en el Congreso el 12 de diciembre de 2023, calificaba a los jueces Manuel Marchena, Presidente de la Sala de lo Penal; Pablo Llarena, instructor del procés; Carmen Lamela, magistrada; Carlos Lesmes, expresidente del Tribunal Supremo, como “personajes indecentes que en un país normal serían cesados y juzgados de inmediato”.

Francisco Marín, presidente en funciones del Tribunal Supremo, manifestaba en un comunicado: “El ataque personal en el Parlamento al anterior presidente del Tribunal Supremo, a un presidente de Sala y a dos magistrados del tribunal carece de precedentes y no se corresponde con los requisitos mínimos de la separación de poderes en un Estado de Derecho”.

Vicente Guilarte presidente interino del Consejo General del Poder Judicial, denunciaba: “el señalamiento –y la finalidad que de él se desprende– de varios magistrados del Tribunal Supremo resulta inadmisible en un Estado de Derecho”. “Manifiesto mi apoyo expreso y la garantía de que, en el ejercicio de las competencias que la ley atribuye al CGPJ, se adoptarán todas las medidas necesarias previstas por el ordenamiento jurídico para proteger su independencia”.

José Antonio Martín Pallín, que fue fiscal y Magistrado del Tribunal Supremo, miembro del Secretariado Internacional de Juristas por la Amnistía, presidente de la Asociación pro Derechos Humanos de España, presidente de la Unión Progresista de Fiscales, portavoz de Jueces para la Democracia, Premio Nacional de Derechos Humanos en 2006, hacía esta valoración de la amnistía309:

La amnistía es una decisión política. Hay un debate absurdo sobre si la amnistía es constitucional o no. Como institución, lo es perfectamente y, como decisión política, cada momento y circunstancia lo dirá en función de la correlación de fuerzas en el Congreso de los Diputados.

En el año 1984, con la Constitución ya vigente, se amplió la amnistía de 1977, que afectaba derechos laborales [se reconocieron como años trabajados a efectos de la Seguridad Social de los periodos de prisión sufridos como consecuencia de los supuestos contemplados en la ley de amnistía de 1977]. Los sindicatos presionaron al gobierno y promulgaron conscientemente que se ampliara la del 77. Eso elimina una parte del debate en cuanto a su legitimidad. En 1986 el Constitucional ya estableció doctrina y señaló que la amnistía se puede dar por una ley, el indulto requiere un decreto y lo único que está prohibido en la Constitución son los indultos generales.

Estefanía Beltrán de Heredia (PNV) manifestaba en el Senado el 13 de diciembre de 2023 que la Ley de Amnistía era una “oportunidad” para el “reconocimiento de la plurinacionalidad del Estado español”.

Nestor Rego (BNG): “La ley de amnistía es un avance democrático importante en el régimen del 1978, que tiene, sin duda, severos déficits desde el punto de vista democrático. La ley de amnistía no es una decisión que afecta solo a los independentistas catalanes, sino al conjunto de la ciudadanía del Estado español porque supone un paso democrático en la desjudicialización de la vida política. Los conflictos políticos deben ser resueltos por la vía política y nunca por la judicial”.

Ignacio Gil Lázaro (Vox): “Votaremos en contra de esta pantomima indecente”. “Siempre por España. Viva España”. Por otra parte, Juan García Gallardo, vicepresidente por Vox del gobierno de Castilla-León, resucitaba a ETA y manifestaba sobre la llegada de Bildu a la alcaldía de Pamplona, después de una moción de censura contra la alcaldesa de UPN: “ETA va a gobernar el ayuntamiento de Pamplona”.

Raúl del Pozo, periodista, recogía el sentir de la derecha, y manifestaba en su columna de El Mundo (14-12-2023): “La toma en consideración de la Ley de Amnistía es el primer paso hacia el desguace de España como nación”.

Cristina Monge, socióloga, politóloga y profesora de la Universidad de Zaragoza opinaba sobre las declaraciones políticas de organismos del poder judicial310:

No es una situación generalizada que se intervenga desde la justicia en el debate político. Pero los casos que hemos visto estas últimas semanas provienen desde los niveles más altos del poder judicial. Lo más sorprendente es que en algunas ocasiones puntuales, pero significativas, hemos visto manifestaciones en nombre de instituciones y no a título personal. Un magistrado puede exponer libremente su punto de vista a título personal, pero es difícil de entender que el CGPJ haga como institución una declaración política.

Baltasar Garzón, exjuez de la Audiencia Nacional, valoraba la respuesta del Poder Judicial a la ley de amnistía, la constitucionalidad de esta ley y la internacionalización del debate por parte del PP311:

Creo que la respuesta por parte del Poder Judicial comenzó por unos planteamientos de las asociaciones judiciales y del Ministerio Fiscal y del propio Consejo del Poder Judicial que exceden cualquier competencia que puedan tener. El hecho de que se hayan manifestado jueces, incluso vestidos con toga en la puerta de los organismos o de los edificios donde administran justicia, excede de cualquier competencia. Insisto, es absolutamente irregular porque comprometen primero su propia imparcialidad y, segundo, porque se han constituido en claros actores políticos para criticar a otro poder del Estado.

No podemos, como hizo la Asociación de Fiscales hace semanas o, después, la propia Asociación Profesional de la Magistratura, es decir, los segmentos más conservadores, trasladar a Europa responsabilidades sobre hechos que todavía no han acontecido. El lawfare no existe allá donde hay un juez independiente. Eso es meridianamente claro. Sin embargo, cuando se prestan a esos juegos extraños, a cuestionar las instituciones en línea ideológica con determinadas posiciones, es cuando se pervierte la situación y eso está ocurriendo. Se está poniendo en cuestión la institucionalidad de este país, que no está en riesgo, y la ciudadanía tiene que saberlo.

32.2.5. Campañas del PP y Vox

El PP centraba el debate político en la amnistía y participaba en concentraciones “espontáneas” delante de las sedes del PSOE –primero contra la investidura de Pedro Sánchez como presidente de gobierno y después contra la amnistía–, pero perfectamente coordinadas por diversas plataformas de la derecha o extrema derecha. Allí se exhibieron banderas de la dictadura, de Falange, carlistas, nazis, pancartas contra la Constitución y contra Felipe VI (definido como “Felpudo VI”) y enfrentamientos violentos con la Policía. Todo ello acompañado de cánticos, insultos al presidente del Gobierno, calificado como “traidor”, “que te vote Txapote” y hasta el rezo del rosario. ¡Todo esperpéntico! Feijóo no sabía nada, pero por allí estaba Esperanza Aguirre llamando a cortar el tráfico. Por otra parte, el PP convocaba sus propias manifestaciones o concentraciones para competir con Vox y recuperar la iniciativa política. Consideraron que el tema podría darles algún voto y presentaban mociones en todos los ayuntamientos para rechazar la Ley de Amnistía.

Además, el PP cambiaba el reglamento (tenía mayoría absoluta en la Mesa del Senado), para demorar la aprobación de la ley de Amnistía en el Senado y acordaba pedir informes sobre esa ley a la Comisión de Venecia, al CGPJ y al Consejo Fiscal, toda una campaña para obstaculizar la aprobación definitiva de la ley de Amnistía.

Como la familia siempre debe estar unida, Feijóo y Abascal participaban el 17 de octubre de 2023 en una concentración en Pamplona, para rechazar la moción de censura que presentaban 16 concejalas y concejales de Pamplona contra la alcaldesa de UPN que solo tenía el apoyo de 11 concejales (9 de UPN y 2 del PP). Siguieron con la misma táctica y a continuación presentaron mociones en todos los ayuntamientos de rechazo a la moción de censura de Pamplona que daría la alcaldía a Joseba Asiron, de Bildu. Óscar Puente, que fue alcalde de Valladolid y después ministro de Transportes y Movilidad Sostenible, comentaba: “No entiendo la manifestación. Es como si yo hubiera protestado en Valladolid por el pacto PP-Vox”. La candidatura del PSOE, que encabezaba Óscar Puente, fue la candidatura más votada en Valladolid, pero perdió la alcaldía por una alianza del PP y Vox, lo mismo que en muchas comunidades autónomas y ayuntamientos.

32.2.6. Enmiendas a la Ley de Amnistía

El PSOE convocaba un acto en el IFEMA (Instituto Ferial Madrid), con asistencia de 9.000 personas, el 26 de noviembre de 2023, después de la investidura de Sánchez. El presidente del gobierno adelantaba que con la amnistía habrá un país “más coherente, con más convivencia y más unido que nunca”. Aprovechaba para denunciar el seguidismo del PP respecto a Vox: “Cuando el líder de Vox, Santiago Abascal, habla de un gobierno golpista, el PP, en vez de desmarcarse, dice que España va camino de una dictadura. Si Abascal dice que soy un psicópata, el PP que sufro una enfermedad mental”. Sánchez resumía así la actitud de la derecha: “Vox insulta y el PP, lejos de condenar, dobla la apuesta”312.

En la presentación de enmiendas a la Ley de Amnistía también hubo una batalla entre PP y Vox para demostrar quién es más de derechas. Por otra parte, estaban convocadas las elecciones gallegas para el 18 de febrero del 2024 y el PP quería quedarse con el electorado de Vox. El 3 de enero de 2024 acababa el plazo para presentación de enmiendas y el PP presentaba una enmienda a la totalidad. Proponía una reforma del artículo 547 del Código Penal, dentro de un nuevo capítulo llamado “deslealtad constitucional” –ya anunciado por Feijóo en su investidura fallida– que contemplaba una pena de disolución para la “persona jurídica responsable” (incluidos partidos políticos) que cometiese delitos como “convocar cualquier forma de consulta” y declarar la independencia de una parte del territorio del Estado, que tendrían una pena de uno a cinco años de cárcel y de inhabilitación.

Curiosamente, Vox presentaba en el Senado una moción para la ilegalización de ERC y Junts, que fue rechazada por el PP porque “la disolución de un partido político es de la medidas más graves que pueden ser adoptadas en democracia. El pluralismo político es un valor superior de nuestro ordenamiento jurídico”. El PP criticaba a Vox por traer el debate al senado “en busca de un forzado protagoniso” y “en busca de un altavoz” que haga parecer a Vox como “los mayores defensores de España” (Europa Press, 21-11-2023)

Pocos meses después, con esta enmienda el PP quería dejar fuera de la ley a los partidos que defienden legítimamente la independencia, derecho amparado por la Constitución. Sin duda alguna, el PP ha olvidado la intervención de José María Aznar en la clausura del IX Congreso del PP catalán, siendo Presidente del Gobierno: “Tienen todo el derecho a defender el independentismo quienes lo hacen pacíficamente; tienen los instrumentos; aquí en Cataluña hay ejemplos de ello” (El País, 18-9-2000). No queda nada de aquella intervención y antes de conocerse el texto del Proyecto de Ley de Amnistía, Aznar llamaba a una movilización nacional, que resumía así Javier Gallego en su blog: “Nada resume mejor el espíritu golpista de la derecha que la frase de Aznar: ´El que pueda hacer, que haga´. El general ha dado la orden y todos se han puesto a obedecerla. Por tierra, mar y aire. Jueces, policía, prensa. Las cloacas. Los tres ejércitos a una” (elDiario.es, 7-11-2023).

La enmienda a la totalidad de Vox incluía un nuevo tipo de delito para “quienes negocien con condenados, procesados o sustraídos de la acción de la justicia por delitos contra la Constitución, orden público, traición y la independencia del Estado y la paz y defensa nacional”, que tendría penas de seis a diez años de prisión. Esta enmienda insistía en la ilegalización de los partidos independentistas que “amenacen la unidad de España y el orden constitucional”.

32.2.7. El PP recurre a la Comisión de Venecia para paralizar la amnistía

El PP aprovechaba su mayoría absoluta en el Senado para pedir un informe sobre la amnistía a la Comisión de Venecia, órgano jurídico asesor del Consejo de Europa, buscando así internacionalizar el problema y un rechazo a la Ley de Amnistía. Una delegación de la Comisión de Venecia visitaba España el 8 y 9 de febrero de 2024 y hacía público un borrador del dictamen el 1 de marzo de 2024 en el que considera que “la reconciliación social y política son objetivos legítimos” de la medida de gracia. No se pronunciaba “sobre la conveniencia de la amnistía ni sobre su idoneidad para lograr el objetivo declarado”, pero criticaba su tramitación por la vía de urgencia.

El informe reconoce que la amnistía no tiene por qué afectar a la separación de poderes ya que deja en manos de los jueces la interpretación final del texto y reconoce otras normas similares en diferentes países europeos. “Avalaría la existencia de una Ley de Amnistía siempre que cumpla con los requisitos de legalidad, respeto al derecho internacional, seguridad jurídica, una tramitación que permita debate y participación y respeto a la independencias del poder judicial”. El gobierno valoraba así ese borrador: “El PP quiso utilizar la Comisión de Venecia contra el Gobierno de España y ha salido escaldado”313.

32.3. Ofensiva del juez García-Castellón contra la Ley de Amnistía

El Tsunami Democràtic era una plataforma cívica que surgió en Twiter (actualmente X) y Telegram en 2019 para promover y organizar las protestas en la calle contra la sentencia del procés.

García-Castellón vinculó a Tsunami con el terrorismo en base a tres ejes: la muerte de un ciudadano francés por infarto durante el intento de bloqueo de los accesos a El Prat; la afectación de la protesta de Tsunami sobre la infraestructura aeroportuaria y otros aeropuertos europeos y las lesiones graves a policías producidas durante los altercados contra la sentencia del procés en 2019.

El juez García-Castellón pedía a la OTAN y la AESA (Agencia Estatal de Seguridad Aérea) las “incidencias registradas” en la protesta de Tsunami para corroborar la imputación por terrorismo. El motivo de estas solicitudes estriba en que uno de los supuestos del delito de terrorismo (introducido en Código Penal tras una reforma de PP y PSOE en 2015) es el de “desestabilizar el funcionamiento de estructuras económicas”, como podría ser el Aeropuerto de El Prat. La AESA adjuntaba un informe de AENA, el operador aeroportuario, que resumía los hechos vividos el 14 de octubre en El Prat, constatando que la protesta provocó la cancelación de un 115 vuelos, 57 salidas y 58 llegadas. “En el Informe Anual de 2019 no hay ninguna indicación”, indica la EASA, de que la protesta de Tsunami “tuviera un impacto significativo en el rendimiento de la red”. La agencia agrega que se ha puesto en contacto con Eurocontrol, el servicio comunitario de controladores aéreos, que le ha indicado que tampoco “notificó ningún evento” debido a la protesta.

Hubo otros graves incidentes en El Prat, que nunca fueron considerados como terrorismo. Los trabajadores de tierra de Iberia ocupaban las pistas en 2006 dentro de una protesta sindical, afectando a más vuelos y pasajeros que el Tsunami. La Audiencia de Barcelona definió esa actuación como “atentado contra la paz pública” y los trabajadores fueron condenados por desórdenes públicos.

Todas las diligencias de instrucción que hasta ahora ha practicado el magistrado para intentar corroborar sus tres hipótesis terroristas han servido para refutarlas. La jueza, los servicios de emergencias y los Mossos rechazaron vincular la muerte por infarto del ciudadano francés con las protestas, como apuntó García-Castellón. Además, las lesiones graves a policías que el magistrado vinculó con Tsunami se produjeron cuatro días después de los hechos de El Prat, en unos altercados que no fueron convocados por la plataforma314

El periodista Ignacio Escolar escribía el artículo Quién es el juez Manuel García-Castellón: tan duro contra Podemos como laxo con el PP315, que aportaba algunos datos para entender la actuación de este juez:

El juez que investiga la operación Kitchen y que se niega a imputar a Cospedal cobró durante 17 años en puestos nombrados por los Gobiernos de Aznar y de Rajoy.

Y luego se preguntarán por qué España es uno de los países de la UE donde los ciudadanos confían menos en la Justicia.

Martes y 13. Septiembre de 2022. El mismo día en que ocho vocales nombrados por el PP en el Consejo General del Poder Judicial se sitúan, de lleno, en la ilegalidad, el juez Manuel García-Castellón deja otro ejemplo para explicar por qué la derecha pone tantos esfuerzos en controlar la Justicia a su favor. Este juez de la Audiencia Nacional se ha negado a imputar a María Dolores de Cospedal en el caso Kitchen. A pesar de los audios. A pesar de los numerosos indicios. A pesar del criterio de la Fiscalía Anticorrupción. Les resumo los datos, que hablan por sí solos.

El 18 de enero de 2013, El Mundo publicó la primera información sobre los papeles de Bárcenas: sobre esa contabilidad en negro con los sobresueldos del PP. Ese mismo día, María Dolores de Cospedal habló con el comisario Villarejo y le encargó que interviniera a favor del partido. “La libretita (de Bárcenas) sería mejor poderla parar”, le pidió Cospedal a Villarejo.

La “libretita” eran los famosos papeles de Barcenas: las pruebas de la caja B. Y quien encargaba al comisario que lo parase no solo era entonces la presidenta de Castilla-La Mancha. También era la número dos del PP.

Villarejo, como siempre hacía, grabó esa conversación. Un audio que no se ha conocido hasta hace muy poco: hasta este mes de mayo, cuando lo publicó El País. Es una grabación –como muchas otras– que, hasta ahora, no formaba parte del sumario judicial porque el Centro Criptológico Nacional (que depende del CNI) asegura que ha sido incapaz de descifrar las grabaciones de Villarejo al completo.

Para poner todos los obstáculos posibles al proceso de aprobación de la Ley de Amnistía, el PP utilizaba a jueces que están en su órbita como García-Castellón. La Fiscalía cuestionaba su actuación, como recogía la periodista Elena Herrera316:

El fiscal del caso Tsunami Democràtic, Miguel Ángel Carballo, cuestionaba la investigación del juez de la Audiencia Nacional Manuel García-Castellón por los altercados independentistas de 2019. El Ministerio Público reprochaba la “falta de argumentos” del magistrado para atribuir acciones de “matiz terrorista” al expresident Carles Puigdemont, la secretaria general de ERC, Marta Rovira, o el miembro de la mesa del Parlament Rubén Wagensberg.

El fiscal criticaba a García-Castellón por cometer “flagrantes contradicciones” y consideraba “totalmente injustificada e inmotivada” la exposición razonada enviada al Tribunal Supremo para que asuma el caso Tsunami Democràtic e impute por terrorismo a Puigdemont.

Coincidiendo con la negociación sobre la amnistía, el juez reactivó la causa de Tsunami Democràtic que había abierto cuatro años atrás. Sus últimas resoluciones evidencian el intento de incardinar en uno de los delitos más graves del Código Penal los altercados independentistas de 2019 y de incluir a Puigdemont en una acusación que nunca le afectó. El expresident llevaba ya dos años en Bélgica cuando se sucedieron las protestas.

García-Castellón no desistía y seguía tomando iniciativas para acusar de terrorismo a 12 personas por el caso Tsunami, entre ellas a Puigdemont y Marta Rovira, secretaria general de ERC. Solicitaba información a la Oficina Federal de Justicia de Suiza, pero esa Oficina se negaba a facilitar al juez los datos sobre el paradero de Rovira y los movimientos bancarios relacionados con el Tsunami Democràtic, que residía en Suiza, y dudaba de su implicación en los hechos. Por otra parte, sugería que la solicitud del juez podía tener motivaciones políticas y remitía a una respuesta anterior que ya envió a la justicia española en 2020 en la que no veía indicios de terrorismo.

Aitor Esteban, diputado del PNV, manifestaba: “Poca base puede haber en unas acusaciones en las que han tardado cuatro años en darse cuenta que había terrorismo”. Acusaba a García-Castellón de tener una “actitud no muy jurídica” y de haber estado “maniobrando dependiendo de lo que sucedía en el Congreso” en relación con la ley de amnistía317

¿Qué credibilidad puede tener un juez que presume de mentir? Manuel García-Castellón participaba en Foro La Región, periódico de Ourense, en octubre de 2023 y admitía que, cuando era juez de enlace con Francia del Gobierno de José María Aznar, mintió a otros jueces franceses para que le diesen información sobre ETA.

Los Gobiernos de España y Francia habían acordado el “intercambio inmediato de información” en materia judicial con el objetivo, sobre todo, de mejorar la lucha contra el terrorismo de ETA. Sin embargo, los jueces franceses tenían muchas dudas sobre la aplicación de ese intercambio inmediato de información entre los dos países porque suponía compartir datos sumariales que podían estar bajo secreto. Ante esta negativa de los jueces franceses, García-Castellón se reunió con ellos en Málaga y recurrió a una mentira para forzar su cambio de opinión: les dijo que la Justicia española tenía localizado a uno de los criminales más buscados de Francia por el asesinato del prefecto de Córcega. Los jueces franceses cambiaron de opinión y firmaron el convenio para intercambiar información318.

Puestos a ampliar las personas acusadas de terrorismo, José Antonio Martín Pallín, daba una pista: “¿El imaginativo juez García-Castellón va a detener a Pep Guardiola?” “Es el verdadero protagonista del comunicado de Tsunami Democràtic”. Unha semana después del nombramiento de Pedro Sánchez como presidente del Gobierno, la Guardia Civil presentaba un informe que vinculaba a Pep Guardiola con Tsunami Democràtic (TD): “No dudó en poner voz a disposición de TD, sumándose a sus reivindicaciones y alentando a la población catalana a rebelarse contra el Estado de derecho”319.

Efectivamente, Guardiola puso voz a un vídeo de TD en el que pedía “sentarse y hablar”. Esto decía ese comunicado: “Hoy se ha hecho público en el Estado español una sentencia del Tribunal Supremo que es un ataque directo a los derechos humanos: el derecho de reunión y manifestación, el derecho a la libertad de expresión y el derecho a un juicio justo. Esta lucha no violenta continuará hasta que termine la represión y se respete el derecho a la autodeterminación, como en Quebec y Escocia”.

Por otra parte, tres juzgados de Cataluña ya archivaron las causas de Tsunami entre 2020 y 2023, pero García-Castellón no desfallecía y continuaba con su teoría de calificar toda movilización cívica de Cataluña como terrorismo.

32.3.1. La larga marcha de la ley de amnistía. Manifiesto de los “okupas” del CGPJ

El Consejo General del Poder Judicial elaboraba informes, claramente políticos, contra el Gobierno de Pedro Sánchez. Así, el 6 de noviembre de 2023 hacía público un manifiesto o panfleto contra la ley de amnistía, camuflado como “Declaración Institucional”. Esto recogía el acta de la reunión del CGPJ:

El Presidente del Gobierno ha pactado una ley de amnistía con partidos políticos que incluye, entre otros, el dirigido por un prófugo de la justicia que se beneficiará personalmente de la medida.

El Consejo General del Poder Judicial expresa con esta declaración su intensa preocupación y desolación por lo que la proyectada ley de amnistía supone de degradación, cuando no de abolición, del Estado de derecho en España.

Utilizar la promulgación de una ley singular para invadir competencias propias del Poder Judicial como medio de negociación política, constituye una perversión del régimen constitucional.

La proyectada ley de amnistía no es compatible con el principio de Estado de derecho proclamado por el artículo 1 de nuestra Constitución. Supone degradar y convertir nuestro Estado de derecho en objeto de mercadeo al servicio del interés personal. Supone generar una clase política jurídicamente irresponsable e impune por sus delitos. Supone contravenir no ya el principio de responsabilidad de los poderes públicos, sino incluso el más elemental principio de igualdad de los ciudadanos ante la ley que proclama el artículo 14 de la Constitución. Se violenta la independencia de los tribunales.

No sólo se violenta la Constitución con la que nos dotamos los españoles como marco de convivencia, sino también los compromisos asumidos por España en los artículos 2 y 19 del Tratado de la Unión Europea para que en todo momento prevalezcan los principios de Estado de derecho e independencia judicial.

VOTACIONES

El texto ha sido aprobado con los votos a favor de los vocales José Antonio Ballestero, Gerardo Martínez Tristán, Juan Martínez Moya, Nuria Díaz Abad, Carmen Llombart, Juan Manuel Fernández, José María Macías, Ángeles Carmona y Wenceslao Olea.

Las vocales Bach, Cabrejas, Martínez de Careaga y Sepúlveda han votado en contra y justificado su voto señalando que “la declaración institucional propuesta, con el argumento de proteger la independencia de los tribunales, daña su imagen, ya que su independencia está suficientemente garantizada, y tan solo consigue situar a este órgano de gobierno en un campo de batalla política al que nunca debe bajar por respeto y obligada protección de la imagen de independencia e imparcialidad de aquéllos a quienes gobernamos”

El vocal Enrique Lucas ha votado en contra, manifestando que siempre se ha opuesto a la aprobación de declaraciones institucionales de este tipo. Por último, el presidente del Consejo General del Poder Judicial, p.s., el vocal Vicente Guilarte, ha votado en blanco y cree que en tanto no se conozca un texto prelegislativo que plasme las ideas que se han avanzado, el debate debiera quedar residenciado en el terreno estrictamente político al que el CGPJ debiera permanecer ajeno.

Esta larga marcha parece no tener fin. El fiscal del Tribunal Supremo Álvaro Redondo Hermida presentaba un informe ante la Junta de Fiscales de la sección primera de la Sala de los Penal del Tribunal Supremo (TS) en el que señalaba que no había indicios racionales de criminalidad contra Carles Puigdemont, expresidente de la Generalitat, y Rubén Wagensberg, diputado en el Parlament, y tampoco apreciaba delitos de terrorismo, sino de desórdenes públicos graves, falsedad documental, coacciones y daños. La Junta de Fiscales de la citada sección primera desestimaba ese informe por mayoría.

El 6 de febrero de 2024 esa Junta de Fiscales consideraba (11 votos a favor y 4 en contra) que podía haber indicios suficientes para proceder contra Puigdemont y Wagensberg, ambos en condición de aforados y, por 12 a 3, que puede haber delitos de terrorismo320.

Los dos presidentes de esa sección primera tenían posturas enfrentadas. Fidel Cadena –consideraba que Puigdemont era el líder “absoluto” de Tsunami Democràtic y su “patrocinador intelectual y ético– se pronunciaba en contra del informe de Álvaro Redondo y Joaquín Sánchez-Covisa a favor. Para resolver este conflicto y unificar el criterio de la Fiscalía en este asunto, la teniente fiscal del TS María Ángeles Sánchez-Conde –alineándose con el criterio de Álvaro Redondo y del fiscal de la Audiencia Nacional Miguel Ángel Carballo– se oponía en su informe final a la investigación por terrorismo; consideraba que no existían suficientes indicios para investigar a Puigdemont y Wagensberg y pedía que la causa del Tsunami Democràtic se devolviese a la Audiencia Nacional. Este informe definitivo del Ministerio Público se elevaba a la Sala de lo Penal del TS, que decidirá sobre si procede dar curso a la petición del juez García-Castellón de noviembre de 2023 de imputar a Puigdemont por terrorismo.

32.3.2. Respuesta de la sociedad civil: “Protestar no es terrorismo”

Hubo una respuesta de la sociedad civil y más de 100 personalidades (entre ellas, Carlos Bardem, Marina Rosell, Jordi Évole, Laura Rosel, Jordi Basté, Andreu Buenafuente y Ariadna Gil) y 144 entidades (CCOO, UGT, CGT, Unió de Pagesos, ANC, Òmnium, entre outras) presentaban un manifiesto en Barcelona el 26 de febrero de 2024 y aparecían en una foto con la pancarta “Protestar no es terrorismo”:

En los últimos años hemos visto como desde la política y la justicia se ha llevado a cabo una clara criminalización de la protesta, con graves repercusiones para las personas que ejercen el derecho de reunión y manifestación; vulnerando reiteradamente la libertad de expresión.

Miles de personas salieron legitima y democráticamente a la calle para expresar su rechazo a una sentencia que condenaba a los líderes políticos y sociales a un encarcelamiento injusto, contra el cual también se pronunciaron tanto el Grupo de Trabajo de Detenciones Arbitrarias de Naciones Unidas como el Consejo de Europa, así como varias organizaciones internacionales de derechos humanos.

Las movilizaciones ciudadanas, vehiculadas por medio de ‘Tsunami Democràtic’, pedían dialogo bajo el lema “sit and talk” [siéntate y habla]; y se enmarcaban en la acción no violenta, que forma parte del ejercicio legítimo del derecho a la protesta, protegido por el derecho internacional de los derechos humanos, que es también un derecho interno. La decisión de la Audiencia Nacional de investigar por terrorismo a representantes políticos, periodistas y miembros de la sociedad civil, en el contexto actual, muestra una clara intención de desgastar al gobierno estatal y a la mayoría parlamentaria, durante la tramitación de la Ley de Amnistía. Esto supone una injerencia del poder judicial sobre el legislativo, que debilita la democracia y la voluntad de la ciudadanía que se expresó, con su voto, el pasado 23 de julio.

Investigar por terrorismo a un movimiento pacífico con el único objetivo de criminalizar la protesta, limitar los derechos fundamentales y silenciar la disidencia política, es una actuación de carácter autoritario que restringe el espacio de la sociedad civil y pone en peligro los principios democráticos y del estado de derecho. Esta criminalización tiene un efecto disuasorio dirigido a toda la sociedad, porque en definitiva persigue el mecanismo mediante el cual todo tipo de colectivos y organizaciones, ya sean de carácter sindical, ecologista, independentista, antirracista o de cualquier otro tipo de lucha social, defienden sus derechos y libertades.

Exigimos que se tomen las medidas necesarias para frenar la utilización de la justicia en una nueva persecución política contra las movilizaciones sociales y el ejercicio de derechos fundamentales, y que finalmente se retiren las imputaciones de terrorismo.

32.3.3. El Tribunal Supremo acusa a Puigdemont de Terrorismo

Continuaba la ofensiva judicial para dificultar la aprobación de la Ley de Amnistía y el Tribunal Supremo acordaba por unanimidad declarar su competencia y abrir causa penal para investigar y, en su caso, enjuiciar a Puigdemont y Wagensberg por terrorismo en relación con el caso Tsunami Democràtic (TD) y designaba como instructora a la magistrada Susana Polo321.

El TS adoptaba esta decisión después de analizar la exposición razonada que presentó el juez de la Audiencia Nacional Manuel García-Castellón y se alineaba con las conclusiones de la junta de fiscales de la sección primera de la Sala de lo Penal y difería de lo sostenido por la teniente fiscal del Supremo, que tuvo la última palabra sobre el criterio del Ministerio Público.

Aseguraba que “desde el inicio estuvo informado de la constitución del grupo organizado para la subversión del orden constitucional y desestabilización grave de las instituciones democráticas, impidiendo a los poderes públicos cumplir sus resoluciones”.

Consideraba que en este caso la “pluralidad de indicios acredita dominio funcional del hecho, liderazgo absoluto, autoría intelectual y asunción de las riendas del actuar típico”. A juicio del TS, “hubiera podido evitar la lesión del bien público (…) retirando su apoyo carismático”. Pero lejos de eso animó a seguir en las acciones violentas que se desarrollaron con su conocimiento y consentimiento”.

El mismo día que el TS equiparaba a TD con el terrorismo callejero, un informe de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea (AESA) descartaba que la protesta de la plataforma en El Prat, aeropuerto de Barcelona, contra la sentencia del procés pusiera en peligro a aviones o al personal que trabaja en la instalación. AESA respondía así a la solicitud del juez Manuel García-Castellón sobre los altercados ocurridos en El Prat, que tanto el instructor como el Supremo encuadraban en un delito de terrorismo322.

32.3.4. La Comisión de Justicia del Congreso aprueba el dictamen de la proposición de ley orgánica de amnistía

Después de que el Congreso tomase en consideración la Proposición de Ley Orgánica de amnistía para la normalización institucional, política y social en Cataluña, presentada por el PSOE el 12 de diciembre de 2023, con los 178 votos a favor de PSOE, Sumar, ERC, Junts, Bildu, PNV y BNG, estos partidos llegaban a un acuerdo sobre el texto, pero en el Pleno del Congreso del 30 de enero de 2014 no tuvo mayoría absoluta al no contar con el voto a favor de Junts, que se descolgó porque consideraba que no era una amnistía “integral” y que había “agujeros negros” por donde podía entrar penas para personas implicadas en el procés, y volvió a la Comisión de Justicia.

Las iniciativas del juez García-Castellón y del Tribunal Supremo persistiendo en la acusación de terrorismo, entre otros, a Puigdemont y Marta Rovira, hizo que se acelerasen las negociaciones para presentar un texto de ley de amnistía no supeditado a posibles interpretaciones por los jueces del Código Penal español, sino sustentado en la normativa europea y el derecho internacional.

Por otra parte, el borrador de la Comisión de Venecia abría nuevas perspectivas ya que consideraba que la “reconciliación política” que persigue la ley de amnistía es un “objetivo legítimo”, señalaba que esta ley se debe aplicar y que 54 países de Europa aprobaron ya amnistías de este tipo. PSOE, Junts y ERC anunciaban el 6 de marzo de 2024 que habían llegado a un acuerdo sobre cuatro enmiendas transaccionales y al día siguiente la Comisión de Justicia del Congreso aprobaba el dictamen del proyecto de ley de amnistía con 20 votos a favor y 17 en contra, que pasaba al Pleno del Congreso.

Continúa esa larga marcha porque después de la aprobación por el Pleno del Congreso, pasa al Senado donde el PP ya anunciaba que retrasará su aplicación y, posteriormente, regresará al Congreso para su aprobación definitiva.

La aprobación de esta proposición de ley de amnistía por parte del PSOE y sus socios de investidura abría la puerta a las negociaciones para la aprobación de los Presupuestos Generales del Estado, garantizaba la continuidad del gobierno de Pedro Sánchez y alejaba las posibilidades de que triunfase una moción de censura de la derecha a corto plazo. El candidato a la Presidencia del Gobierno Alberto Núñez Feijóo tendrá que esperar, de momento.

Sobre el alcance o posibles personas beneficiadas por esta ley de amnistía, señala el preámbulo: “La consecución del objetivo de esta norma pasa por finalizar la ejecución de las condenas y los procesos judiciales que afectan a todas las personas, sin excepción, que participaron en el proceso independentista”,

Tanto el terrorismo como la alta traición quedan fuera de su ámbito y no pueden ser objeto de la medida de gracia. La amnistía no se aplicará a “los actos que por su finalidad puedan ser calificados como terrorismo, según la Directiva (UE) 2017/541 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2017, relativa a la lucha contra el terrorismo y, a su vez, hayan causado de forma intencionada graves violaciones de derechos humanos, en particular las reguladas en los artículos 2 y 3 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, y en el derecho internacional humanitario”.

El artículo 3 de esa Directiva de la UE tipifica como delitos de terrorismo: atentados contra la vida de una persona que puedan tener resultado de muerte; el secuestro o la toma de rehenes; destrucciones masivas de instalaciones estatales o públicas, sistemas de transporte, infraestructuras, lugares públicos o propiedades privadas, que puedan poner en peligro vidas humanas o producir un gran perjuicio económico; el apoderamiento ilícito de aeronaves y de buques o de otros medios de transporte colectivo o de mercancías; la fabricación, tenencia, adquisición, transporte, suministro o utilización de explosivos o armas de fuego, armas químicas, biológicas, radiológicas o nucleares; incendios, inundaciones o explosiones cuyo efecto sea poner en peligro vidas humanas; la perturbación o interrupción del suministro de agua, electricidad u otro recurso natural básico cuyo efecto sea poner en peligro vidas humanas. Todo esto con los siguientes fines: intimidar gravemente a una población; desestabilizar gravemente o destruir las estructuras políticas, constitucionales, económicas o sociales fundamentales de un país.

Evidentemente, según esta normativa europea, el Tsunami no se puede tipificar como terrorismo y con el dictamen aprobado en la Comisión de Justicia, Puigdemont, expresidente de la Generalitat, y Marta Rovira, secretaria general de ERC, también investigada por terrorismo en el Tsunami, podrían beneficiarse de esta ley.

Se adelanta el ámbito de aplicación de la ley al 1 de noviembre de 2011 (en lugar de enero de 2012, como figuraba anteriormente) para que se pueda aplicar a los procesos ante el Tribunal de Cuentas.

Sobre la alta traición, señala que quedan excluidos de la amnistía “los actos tipificados como delitos de traición y contra la paz o la independencia del Estado y relativos a la Defensa Nacional del Título XXIII del Libro II del Código Penal, siempre que se haya producido tanto una amenaza efectiva y real como un uso efectivo de la fuerza en contra de la integridad territorial o la independencia política de España en los términos establecidos en la Carta de las Naciones Unidas o en la Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de Naciones Unidas de 24 de octubre de 1970, que contiene la declaración relativa a los principios de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas”. De esta manera, la alta traición podrá ser objeto de la medida de gracia cuando no haya existido una “amenaza efectiva y real” y un “uso efectivo de la fuerza”.

Aparta de la amnistía el enriquecimiento, pero “no se considerará enriquecimiento la aplicación de fondos públicos a las finalidades previstas en los apartados a y b [la promoción de la independencia y el referéndum de autodeterminación] cuando, independientemente de su adecuación al ordenamiento jurídico, no haya tenido el propósito de obtener un beneficio personal de carácter patrimonial”, es decir, no se considerará delito de malversación si no hay beneficio económico.

Respecto a las multas, no habrá indemnizaciones y tampoco se reintegrarán sanciones ya abonadas, pero se abre la puerta a la paralización de la causa que mantiene abierta el Tribunal de Cuentas contra 35 altos cargos por el presunto desvío de 3,4 y 5,3 millones de euros para el procés, y a la devolución de multas por sanciones menos graves impuestas en materia de seguridad ciudadana, que podrán ser devueltas por la administración que las impuso.

Para el PP “el acuerdo de los socialistas con Junts y ERC es la evidencia de que Sánchez acepta que durante un periodo de tiempo concreto en Cataluña no había leyes que cumplir y que ya no hay sentencias que aplicar. España le pide perdón al independentismo por orden de Pedro Sánchez. No aceptamos esta humillación”. Y adelantaban su línea de actuación: “Combatiremos este acuerdo en las instituciones y en los juzgados”.

En Bucarest (Rumanía), donde se celebraba ese mismo día el Congreso del Partido Popular Europeo, Feijóo manifestaba: “Hoy, un gobierno europeo va a dejar impunes delitos gravísimos contra el corazón de la UE. Un Gobierno cada día más acorralado y más fácil de extorsionar por quienes ponen precio al Estado de derecho, eso es la amnistía que el Gobierno de España está pactando en este momento con los secesionistas”.

Los medios de comunicación recogían el acuerdo sobre la ley de amnistía con estos titulares:

ABC: El Gobierno vuelve a ceder y cierra el acuerdo de amnistía con Junts y ERC.

La Voz de Galicia: Sánchez cede de nuevo ante Puigdemont y pacta una ley de amnistía a la carta.

El Mundo: Sánchez da a Puigdemont amnistía total en plena crisis de corrupción.

La Razón: Sánchez se pliega y despeja la vuelta de Puigdemont.

El País: La amnistía remite a las normas europeas sobre terrorismo.

La Vanguardia: Pacto por la ley de Amnistía que deja atrás el procés.

El Periódico: PSOE, Junts y Esquerra desbloquean la amnistía.

Resumiendo, la derecha ponía el foco en el argumentario del PP: el gobierno “cede”, “se pliega” ante Puigdemont. Todo este mensaje reforzado con artículos de opinión e incluso editoriales. Xosé Luis Barreiro Rivas titulaba su columna “Siempre gana Puigdemont” (La Voz de Galicia, 7-3-2024); y la editorial coincidía con la idea central del discurso de Feijóo en Bucarest: “Ataque al Estado de derecho” (La Voz de Galicia, 8-3-2024).

32.4. Autodeterminación, derecho de los pueblos

Fracasada la investidura de Feijóo, la realización de un referéndum o consulta en Cataluña, es decir, ejercer el derecho de autodeterminación, fue uno de los temas en las conversaciones para apoyar la investidura de Pedro Sánchez como presidente.

Hay quien defiende que el derecho de autodeterminación debería limitarse a aquellos pueblos que están en situación de dependencia colonial y que no es aplicable al Estado Español, pero era reconocido por las fuerzas democráticas en la dictadura, así como por las distintas plataformas políticas y era publicado en el Boletín Oficial del Estado, firmado por el rey Juan Carlos I.

32.4.1. Antecedentes

El pueblo gallego tiene derecho a decidir libremente su futuro como nación. El Pacto de la Triple Alianza (Euskadi, Catalunya y Galiza) reivindicaba el 11 de setiembre de 1923 “El derecho de las tres naciones a disponer libremente de los propios destinos y a vivir un régimen de plena soberanía política”.

Galiza es una nación reconocida oficialmente como tal en el IX Congreso de Nacionalidades Europeas, adscrito a la Sociedad de Naciones Unidas, celebrado en Berna los días 16, 17 y 18 de setiembre de 1933. Y Feijóo reconocía el carácter nacional de Galiza en una conferencia en el Círculo de Economía de Barcelona en 2014: “Históricamente tenemos muchos elementos para considerarnos lo que se llama una nación sin Estado”.

Por otra parte, una Resolución sobre la investidura aprobada el 29 de septiembre de 2023: “Insta al Parlament de Catalunya a dar su aval a que las fuerzas políticas catalanas no apoyen la investidura de Pedro Sánchez a la Presidencia del Estado Español si no se compromete a trabajar para hacer efectivas las condiciones para la convocatoria de un referéndum”.

32.4.2. Congreso de Suresnes: el PSOE por la autodeterminación

El PSOE celebraba su XIII congreso en la localidad francesa de Suresnes durante los días 11, 12 y 13 de octubre de 1974. De este congreso saldría un PSOE renovado con Felipe González de secretario general. El programa aprobado recogía propuestas para solucionar el problema de las nacionalidades: “La definitiva solución del problema de las nacionalidades que integran el Estado Español parte indefectiblemente del pleno reconocimiento del derecho de autodeterminación de las mismas que comporta la facultad de que cada nacionalidad pueda determinar libremente las relaciones que van a mantener con el resto de los pueblos que integran el Estado Español”.

No solo defendía ese derecho, sino que lo situaba en el contexto de la lucha de clases: “Para el PSOE el ejercicio específico del derecho de autodeterminación se enmarca dentro del contexto de la lucha de clases y del proceso histórico de la clase trabajadora en lucha por su completa emancipación”.

También se pronunciaba por la República: “El PSOE se pronuncia por la constitución de una República Federal de las nacionalidades que integran el Estado Español por considerar que esta estructura estatal permite el pleno reconocimiento de las peculiaridades de cada nacionalidad y su autogobierno a la vez que salvaguarda la unidad de la clase trabajadora de los diversos pueblos que integran el Estado Español”.

32.4.3. Plataformas políticas antifranquistas

Antes del fallecimiento del dictador Franco el 20 de noviembre de 1975, se presenta la Junta Democrática (JD) el 30 de julio de 1974, que estaba integrada por PCE, PSP, PC, PTE y Alianza Socialista de Andalucía. Entre otros puntos programáticos, incluía la amnistía, elecciones libres, legalización de todos los partidos y consulta popular para elegir la forma definitiva del Estado, es decir, monarquía o república.

El Consello de Forzas Políticas Galegas estaba integrado por: Unión do Pobo Galego (UPG), Partido Socialista Galego (PSG), Movimiento Comunista de Galicia (MCG), Partido Galego Socialdemócrata (PGSD) y Partido Carlista de Galicia. En sus “Bases Constitucionais” recogía el derecho de autodeterminación.

La Plataforma de Convergencia Democrática (PCD) se crea el 11 de junio de 1975 y estaba formada por: PSOE, ORT, MCE, Reagrupament Socialista i Democràtic de Catalunya, Consello Consultivo Vasco, Unió Democrática del País Valenciá, Partido Carlista, Unión Socialdemócrata Española, PGSD, UGT. En su programa recogía, entre otros, la apertura de un proceso constituyente, estructura federal del Estado, derecho de autodeterminación y autogobierno de las nacionalidades y regiones del Estado.

La Táboa Democrática de Galicia se presentaba el 24 de julio de 1976 con la participación de: Andrés Eguibar (PSOE), Anxo Guerreiro (PCG), Manuel Monge (ORT), Alejandro Otero (PSP), Xesús Bouza (PTG), Roberto Pardo (IO), Manuel Amor (CCOO) y Xavier Rodríguez (UGT). La JD y la PCD se fusionaban el 26 de marzo de 1976, creando Coordinación Democrática (CD), que tenía entre sus objetivos: “el pleno, inmediato y efectivo ejercicio de los derechos y de las libertades políticas de las distintas nacionalidades y regiones del Estado Español”. CD celebraría una reunión en Madrid con el Consello de Forzas Políticas Galegas y Táboa Democrática de Galicia el 4 de setiembre de 1976.

Finalmente, el 23 de octubre de 1976 se creaba la Plataforma de Organismos Democráticos, integrada por: Coordinación Democrática, Táboa Democrática de Galicia, Assamblea de Catalunya, Assamblea de les Illes (Mallorca, Menorca, Ibiza), Coordinadora de Fuerzas Democráticas de Canarias y Taula de Forzas Polítiques y Sindicals del País Valenciá.

32.4.4. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

La Asamblea General de las Naciones Unidas, por Resolución de 19 de diciembre de 1966, aprobaba el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que entraba en vigor el 23 de marzo de 1976. España ratificaba ese Pacto con la firma del rey Juan Carlos el 13 de abril de 1977 (BOE de 30 de abril de 1977) que, entre otras cosas, incluía: “Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural”.

32.4.5. Francisco Vázquez también por la autodeterminación

La Biblioteca Gallega de La Voz de Galicia publicaba en 1978 el libro “La autonomía gallega”, que incluía el artículo de Francisco Vázquez “Consideraciones sobre la Preautonomía” en el que reconocía que Galiza era una nación y defendía el derecho de autodeterminación: “Galicia ve por fin reconocida su realidad nacional; por primera vez en muchos siglos el pueblo gallego va a contar con su propio órgano de autogobierno, la Xunta. Galicia se sitúa ahí en un plano de legitimidad jurídica, en absoluta igualdad con las otras dos nacionalidades más características de España: Cataluña y Euskadi...Para los que defendemos el derecho de autodeterminación y dentro de él creemos que un Estado federal es la alternativa a los derechos de Galicia y a los problemas de España, sin romper su unidad, esta Preautonomía es un paso”.

32.5. La memoria democrática fue olvidada

En el proceso de consultas por parte de Pedro Sánchez para conseguir apoyos para su investidura como Presidente de Gobierno las formaciones políticas con presencia en el Congreso presentaban aspectos fundamentales de su agenda, es decir, reivindicaciones que esperaban fuesen recogidas, finalmente, en el programa de gobierno: amnistía, referéndum de autodeterminación, traspaso de las competencias de Rodalies, tren de cercanías, a Cataluña, finalización de la Y vasca ferroviaria, traspaso de la titularidad de la AP-9 a Galiza.

No se presentó públicamente para incluir en ese programa aspectos que son reivindicaciones históricas de las víctimas del franquista y del movimiento memorialista como acabar con la impunidad de los crímenes del franquismo, cosa realmente sorprendente cuando se había aprobado hacía poco más de un año una Ley de Memoria Democrática (LMD), que está por desarrollar y no hay voluntad política para ejecutarla.

Conocemos que una jueza de Barcelona se negaba a juzgar las torturas denunciadas por un preso político en el franquismo porque consideraba que el posible delito estaba prescrito o amnistiado. Argumento sustentado en la Ley de Amnistía de 1977, artículo 2.e: “Están comprendidos en la amnistía los delitos y faltas que pudiesen haber cometido las autoridades, funcionarios y agentes de orden público, con motivo u ocasión de la investigación y persecución de los actos incluidos en esta ley”; artículo 2.f: “Los delitos cometidos por funcionarios y agentes de orden público contra el ejercicio de los derechos de las personas”. ¿Cómo es posible que dieciséis años después de la aprobación de la Ley de Memoria Histórica esté vigente ese artículo y no se puedan juzgar las torturas y las víctimas tengamos que “emigrar” a Argentina, donde la jueza María Servini está investigando los crímenes del franquismo? ¿Por qué la Fiscalía General no remite a todos los juzgados instrucciones para que se recojan todas las denuncias, iniciándose el proceso para cumplir con la petición de las víctimas: verdad, justicia y reparación?

La Resolución 39 de la Asamblea General de Naciones Unidas de 12 de diciembre de 1946 definía así la sociedad en que vivíamos: “De acuerdo con su origen, naturaleza, estructura y conducta general, el régimen de Franco es un régimen Fascista basado en el modelo de la Alemania nazi de Hitler y la fascista de Mussolini, y establecido en gran parte gracias a la ayuda recibida de los mismos”. Y el artículo 1.3 de la LMD declara “ilegal el régimen surgido de la contienda militar iniciada con el golpe militar de 18 de julio de 1936”. Si el llamado “Régimen” fue ilegal; si entendemos, por pura lógica, que los cargos públicos nombrados por ese régimen ilegal son también ilegales, ¿cómo es posible que alcaldes, alcaldesas y ministros de la dictadura reciban aún hoy todo tipo de distinciones? ¿Es propio de una sociedad democrática que 19 ministros de la dictadura conserven en Santiago medallas y distinciones de hijos adoptivos y predilectos concedidas en la dictadura? ¿Los ministros de Hitler y Mussolini conservan distinciones en Alemania o Italia? En A Coruña las personas que ocuparon la alcaldía durante la dictadura conservan aún hoy un total de 37 distinciones entre calles, monolitos, esculturas, retratos, medallas, hijos adoptivos y predilectos.

Militares que participaron en el golpe de estado de 1936 conservan todo tipo de distinciones. La falta de coherencia en la aplicación de la LMD es evidente. El artículo 41.1 retira los títulos nobiliarios a 33 personas “en atención al objeto de esta ley”, pero algunas de las personas que perdieron esos títulos, conservan 60 distinciones en 22 ayuntamientos de Galiza.

Miles de personas asesinadas siguen en las cunetas. Las familias de niños y niñas robados por el franquismo llevan muchos años reclamando una ley, que no acaba de llegar. ¿A qué esperamos para que, como se hizo en Alemania después de la derrota del nazismo, las empresas responsables del trabajo esclavo de los presos políticos tengan que devolver al Estado los beneficios de esa explotación y que sea destinado a indemnizar a las familias de las víctimas? ¿Por qué la isla de San Simón de Galiza aún no es reconocida como Lugar de la Memoria?
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33. Discurso de Navidad 2023. Felipe VI y los “errores en nuestra historia”

Llegaba el esperado discurso de Navidad de 2023 del Rey Felipe VI que, por cierto, ya no parece despertar mucho interés porque fue el menos visto por televisión en los últimos años. Estuvo centrado en hablar de la Constitución Española y, como siempre, cada partido político hizo su interpretación y valoración política del discurso. Muy positivo, en general, para los partidos monárquicos: PP, PSOE e Vox. Para Pere Aragonés, presidente de la Generalitat, “La ciudadanía de Cataluña no se siente representada por la monarquía”. Aitor Esteban (PNV): “Es un discurso que no se hace pensando en los nacionalistas vascos o los nacionalistas catalanes, incluso los gallegos”. “La unidad […] se basa en la voluntariedad, y cada vez que se ha querido poner a prueba […] no se ha facilitado”. Marta Lois (Sumar): “discurso decepcionante, nada sobre los derechos sociales y la vida cotidiana, ni sobre la plurinacionalidad”. Ione Belarra: “ni una sola mención al genocidio en Palestina”. Néstor Rego (BNG): “No intenta siquiera empatizar con los problemas de la mayor parte de la sociedad y sí conscientemente tomar posición política por el discurso que está realizando la derecha y ultraderecha”323.

También hubo muchos comentarios y valoraciones en los periódicos. Jorge Bustos escribía en El Mundo: “A mitad de discurso el Rey hizo un silencio, la cámara se acercó para encuadrar su gesto grave y pronunció cinco palabras subversivas rematadas por un tabú: Y junto a la Constitución, España”. Isabel San Sebastián, columnista de ABC: “El rey resiste el asalto de las fuerzas que han aupado a Sánchez al Gobierno”.

Pasó bastante desapercibida en los medios de comunicación y tertulias esta parte del discurso: ”Gracias a la Constitución conseguimos superar la división, que ha sido la causa de muchos errores en nuestra historia; que abrió heridas, fracturó afectos y distanció a las personas. Superar esa división, por tanto, fue nuestro principal acierto hace ya casi cinco décadas”.

Por si acaso hay alguna persona despistada, voy a intentar hacer mi interpretación particular o, mejor dicho, intentaré explicar lo que quería decir exactamente el rey, pero que no se atrevió a concretar tanto: el 18 de julio de 1936 no hubo ninguna sublevación militar y fascista contra el gobierno legítimo de la República, que trajo cuarenta años de una dictadura criminal, sino que fue un “error” que provocó “división” y “heridas”.

Felipe VI no hacía otra cosa que blanquear el golpe de Estado de 1936, lo mismo que el PP y Vox y lo mismo que hacía su padre, el rey Juan Carlos I, cuando el 23 de julio de 1969 legitimaba ante las Cortes el golpe de Estado y la dictadura; aceptaba el ofrecimiento de Franco de ser su sucesor en la Jefatura del Estado, para que “todo quede atado y bien atado para el futuro”, y juraba fidelidad al dictador: “Acabo de jurar, como sucesor a título de Rey, lealtad a Su Excelencia el Jefe del Estado y fidelidad a los Principios del Movimiento Nacional y Leyes Fundamentales del Reino. Quiero expresar en primer lugar, que recibo de Su Excelencia el Jefe del Estado y Generalísimo Franco, la legitimidad política surgida del 18 de julio de 1936, en medio de tantos sacrificios, de tantos sufrimientos, tristes, pero necesarios, para que nuestra patria encauzase de nuevo su destino”.

Cuando menciona los “sufrimientos necesarios”, Juan Carlos I se refería a las 200.000 personas que fusiló el fascismo acabada la guerra; a las 750.000 que acabaron en cárceles y campos de concentración; a las millones despedidas de su trabajo, entre ellas 60.000 profesoras/es; a las más de 100.000 que continúan desaparecidas en fosas comunes; a las miles de niñas y niños robadas/os a familias de demócratas y republicanas. Todos estos crímenes fueron necesarios.

Felipe VI lo máximo que ha dicho es que “la guerra civil y la dictadura fueron una inmensa tragedia” (discurso en el Congreso en 2017, coincidiendo con el 40º aniversario de las primeras elecciones democráticas de 15 de junio de 1977). Tiene pendiente, lo mismo que su padre, condenar solemnemente la dictadura criminal que tuvimos durante cuarenta años –un régimen que Naciones Unidas definía en 1946 como “Fascismo”, basado en el “modelo de la Alemania nazi de Hitler y de la fascista de Mussolini”–, resultado de una sublevación contra un gobierno elegido democráticamente por el pueblo. No hace esta declaración, después de “casi cinco décadas” de la muerte del dictador Franco, para no enfrentarse a una derecha, en su vertiente PP o Vox, que sigue negando la sublevación fascista de 1936 y por eso Feijóo describía así la Guerra Civil: “Hace 80 años nuestros abuelos y bisabuelos se pelearon”. Cuando se dicen estas cosas en entrevistas y tertulias políticas, todavía no he oído a nadie que, por lo menos, replique a Feijóo diciendo: “Haga usted el favor de no decir bobadas”.



323 La Voz de Galicia, 26-12-2023.


34. Después de las elecciones: acabemos con la monarquía y los restos del franquismo

La constitución de las nuevas corporaciones municipales, de las diputaciones y de las Cortes, abre nuevas perspectivas para acabar con una monarquía corrupta, heredera del franquismo, y acabar con los restos del franquismo o elementos contrarios a la memoria democrática, como señala la Ley de Memoria Democrática (LMD).

Todas las elecciones son una buena ocasión para hacer pedagogía política. Explicar, por ejemplo, las consecuencias de las elecciones municipales de 12 de abril de 1931 que acabaron con la monarquía; en A Coruña, ciudad que siempre se manifestó por la República cuando tuvo la oportunidad de decidir democráticamente, las candidaturas republicanas consiguieron 35 concejales y solo 5 las monárquicas. Y en las elecciones a Cortes de junio de 1931 las candidaturas republicanas conseguían 13 de los 16 diputados por la provincia de A Coruña. Las candidaturas que podrían considerarse como republicanas hablaron poco en las elecciones municipales de qué hacer para acabar con la monarquía. Tampoco escuché muchos compromisos para acabar con la simbología franquista.

El 22 de julio de 1969 y ante lo Pleno de las Cortes, el dictador Franco proponía la instauración de la monarquía del Movimiento y a Juan Carlos como su sucesor para que “todo quede atado y bien atado para el futuro”. Franco recordaba que el origen del régimen está en la sublevación fascista: “nace de aquel acto decisivo del 18 de julio, que constituye un hecho histórico trascendente que no admite pactos ni condiciones”. Franco propone como su sucesor a Juan Carlos de Borbón y Borbón porque “ha dado claras muestras de lealtad a los principios e instituciones del Régimen”, que fue declarado como fascista por Naciones Unidas en 1946.

Juan Carlos aceptaba la oferta de Franco el 23 de julio de 1969 y cuando Antonio Iturmendi, presidente de las Cortes, pregunta a Juan Carlos, este responde: “Sí, juro lealtad a Su Excelencia el Jefe del Estado y fidelidad a los Principios del Movimiento Nacional y demás Leyes Fundamentales del Reino”. Juan Carlos reconocía la legitimidad de la dictadura, resultado de la sublevación, y los “sufrimientos necesarios”: “Quiero expresar en primer lugar, que recibo de su Excelencia él Jefe de él Estado y Generalísimo Franco, la legitimidad política surgida del 18 de julio de 1936, en medio de tantos sacrificios, de tantos sufrimientos, tristes, pero necesarios, para que nuestra patria encauzase de nuevo su destino”.

Juan Carlos nunca condenó la dictadura franquista, manifestó admiración por el dictador, estaba muy agradecido a Franco y por eso seis días después de su fallecimiento concedía por decreto títulos nobiliarios a la familia: Ducado de Franco y Señorío de Meirás.

Sabemos que existe un Bloque Monárquico, es decir, que trabaja por la continuidad de la monarquía (PSOE, PP y Vox). Sabemos que estos partidos impidieron en los últimos años decenas de iniciativas parlamentarias para que se investigue la corrupción de Juan Carlos I y de la monarquía; y sabemos que el CIS no pregunta sobre la monarquía en sus encuestas para no deteriorar la imagen de la Corona.

En los últimos años se promovieron en Galiza numerosas iniciativas por la República, que consiguieron una mayor movilización cívica allí donde fueron convocatorias unitarias. En A Coruña se celebró una manifestación el 19 de junio de 2014 con la participación de más de 3.000 personas, después de la abdicación del Rey Juan Carlos, coincidiendo con la coronación de Felipe VI, bajo el lema “Galiza pola República e polo dereito a decidir” (Galiza por la República y por el derecho a decidir).

También en A Coruña, con motivo del 50º aniversario (1969) de la designación de Juan Carlos por el dictador Franco como su sucesor en la Jefatura de Estado, se constituía el 27 de junio de 2019 la plataforma cívica Galiza pola República e polo dereito a decidir, que en septiembre de 2019 estaba formada por: A.C. Alexandre Bóveda, A.C. O Facho, C.S. Gomes Gaioso, C.S. A Comuna, Cultura Aberta de Carral, Acción Antifascista, Anova, BNG, Corrente Vermella, En Marea, Equo, Esquerda Unida, PCG, Podemos, Forum Propolis, Unión Republicana, Galicia Nova, Isca, XCG, CIG, CRMH.

Esta plataforma cívica convocaba una concentración en el Obelisco de A Coruña el 23 de julio de 2019 y el manifiesto era apoyado, además, por entidades de toda Galiza: Asamblea Republicana de Vigo, Ateneo Republicano de Valdeorras, Agora Galiza-UP, Colectivo Republicano de Redondela, Obradoiro da Historia de Ordes, Asociación Viguesa pola Memoria do 36, Fundaçom Artábria de Ferrol, Comité pola Memoria Histórica do Val do Limia, A.S.C. Muíño do Vento de Canido (Ferrol), Estudantes Antifascistas e Ferrol en Común.

A iniciativa de Galiza pola República, o concello de Sada –voto a favor de Sada Maioría, BNG y Alternativa dos Veciños, voto en contra do PP e abstención do PSdeG– aprobaba una moción en el Pleno de 24 de setiembre de 2020 que incluía, entre otros, el siguiente acuerdo: “Instar al Gobierno del Estado a que inicie los procesos necesarios para la celebración de un referéndum o consulta a la ciudadanía sobre la forma de Estado: monarquía o república”.

Por otra parte, el ayuntamiento de Pontevedra, gobierno BNG-PSdeG, acordaba el 15 de febrero de 2021 sustituir la avenida Juan Carlos I por Virxinia Pereira Renda. La nueva placa lleva este texto explicativo: “Galeguista e garante do legado político e artístico de Castelao”. Esta decisión era explicada así por la concejala de Cultura: “Es una cuestión ética más que legal, es un ejercicio inaplazable de decencia e higiene democrática”.

Dieciséis años después de la aprobación de la Ley de Memoria Histórica y quince meses después de la aprobación de la Ley de Memoria Democrática (LMD), aun quedan en Galiza más de 700 símbolos franquistas en casi 100 ayuntamientos: 365 en A Coruña, 66 en Ferrol, 64 en Santiago, 38 en la Diputación de A Coruña etc.

Ya es hora. No podemos dejar para mañana lo que debemos hacer hoy para acabar con esta vergüenza. En primer lugar, habría que elaborar un inventario a nivel gallego de la simbología franquista en todos los ayuntamientos y, al mismo tiempo, unos criterios para su eliminación. Y también elaborar un Catálogo en todo el Estado de elementos contrarios a la memoria democrática, como recoge la propia Ley de Memoria Demorática.

Si el artículo 1.3 de la LMD declara “ilegal el régimen surgido de la contienda militar iniciada con el golpe militar de 18 de julio de 1936”, deberían considerarse ilegales todos los cargos nombrados en la dictadura franquista. Por otra parte, el Parlamento de Galiza aprobaba el 26 de marzo de 2008 una proposición no de ley, instando a la Xunta a “eliminar de todos los edificios públicos dependientes de su administración toda la simbología fascista y a promover la supresión de los nombres de edificios que hacen referencia a figuras representantes o partidarios de la dictadura franquista”. El Parlamento de Galiza aprobaba, por unanimidad, una declaración institucional el 18 de julio de 2016, que se pronunciaba por “eliminar los símbolos, las denominaciones y referencias franquista de calles y edificios públicos”. Y la Diputación de A Coruña aprobaba el 26 de octubre de 2018, sin ningún voto en contra: “Instar a los ayuntamientos de la provincia a eliminar los restos de simbología franquista (escudos, insignias, placas, nomenclátor de las calles, inscripciones) distinciones, nombramientos, títulos honoríficos y honores a golpistas, franquistas y demás formas de exaltación y enaltecimiento individual o colectivo de la sublevación militar de 1936 y del franquismo, de sus dirigentes o de las organizaciones que sustentaron el régimen dictatorial”.

Según estos acuerdos, habría que eliminar los honores y distinciones a: referencias franquistas, representantes o partidarios de la dictadura franquista. En aplicación de la LMD, deberían eliminarse las calles y distinciones –según la ley, son elementos contrarios a la memoria democrática– a estas personas: ministros, alcaldes, presidentes y vicepresidentes de diputaciones, gobernadores civiles y militares, capitán general, almirante, vicealmirante y contralmirante; falangistas, procuradores en las Cortes franquistas, personas a quienes retiraron el título nobiliario.


35. Elecciones al Parlamento de Galiza del 18 de febrero de 2024

35.1. Elecciones “sobre España”

Eran elecciones sobre Galiza, para elegir a diputadas y diputados del Parlamento de Galiza. Alfonso Rueda hablaba de “galeguizar” la campaña, pero el PP dejaba claro en una reunión en A Coruña de los “barones” del partido el 14 de enero de 2024 que no iban a centrarse en presentar propuestas para solucionar los problemas de nuestra nación, sino en “españolizar” la campaña.

Isabel Díaz Ayuso, presidenta de la Comunidad de Madrid advertía que en las elecciones del 18 de febrero no solo se va a decidir quién gobierna en Galiza, sino que van “sobre España”. Aprovechaba para cargar contra quien “quiere imponer el nacionalismo” “fabricando naciones dentro de España”. Juan Manuel Moreno Bonilla, presidente de Andalucía, decía que “hay que levantar la voz” ante la situación que está viviendo España, y pedía a los gallegos y gallegas que a la hora de votar piensen “en el resto de españoles […] para enviar un mensaje alto y claro [...] contra el desgobierno de Pedro Sánchez”. Alfonso Fernández Mañueco, presidente de Castilla y León, donde el PP gobierna con Vox, insistía en el mismo mensaje y afirmaba que los españoles “nos jugamos mucho en estas elecciones”324.

35.2. Anuncios de ayudas públicas de 450 millones de euros en precampaña

El 20 de diciembre de 2023 el Parlamento de Galiza aprobaba el Presupuesto para 2024 y el 22 el presidente Rueda convocaba las elecciones para el 18 de febrero. Se adelantaban cinco meses, decisión desde Madrid para favorecer la estrategia política del PP.

No perdieron tiempo y en el Consejo de la Xunta del 21 de diciembre ya aprobaban la tramitación anticipada del pago de la Tarjeta Bienvenida (ayuda económica para las familias, que forma parte del Programa de Apoyo a la Natalidad de la Xunta) de la Consejería de Política Social por importe de 31,4 millones; la Consejería de Medio Rural aprobaba dos líneas de ayudas básicas al sector agropecuario de 3,5 millones do fondos Feader y 2,5 millones de la Política Agraria Común (PAC) de la Unión Europea. En el Consejo del 28 de diciembre aprobaban 14 autorizaciones de pagos anticipados de ayudas del ejercicio 2024; en total 125 millones de euros en esos dos Consejos de la Xunta325.

En enero de 2024 aprobaron otros 325 millones para distintos sectores. Destinaban 15 millones de ayudas por la caída de ingresos en el sector del mar, que era considerado insuficiente por las personas afectadas ya que solo en el marisqueo las pérdidas fueron de 18,5 millones de euros en 2023, pasando los ingresos de 66 millones en 2022 a 47,5 millones en 2023. La producción de berberecho quedó reducida al 25% y las caídas afectaron también a la almeja y navaja. Las ayudas previstas para mariscadora eran de 550 euros por persona, que solo llegaban para pagar dos cuotas de autónomos. Por otra parte, dedicaron muchas de las ayudas para el medio rural donde, tradicionalmente, predomina el voto al PP.

Dentro de esta campaña, el PP prestaba una atención especial a las personas mayores de 65 años porque todas las encuestas señalan que es ahí donde el PP es la opción electoral mayoritaria. Nada más convocarse las elecciones y desde el 1 de enero de 2024 estas personas tendrían transporte público gratuito en aquellos trayectos que dependan de la Xunta. Las personas mayores de 65 años recibían en casa una carta personal, enviada por la Xunta y firmada por Alfonso Rueda. Adjuntaba el Carnet+65 “que le ofrecerá descuentos y ventajas en comercios, teatros, actividades formativas, alojamientos turísticos y mucho más”. Acababa así la carta de Rueda, claramente una propaganda electoral: “Con estas iniciativas el Gobierno gallego seguirá estando a su lado para facilitar que usted viva estos años haciendo lo que más le gusta”.

Esta anunciada lluvia de millones en ayudas, nada más convocarse las elecciones y ya en precampaña, era justificada por Rueda porque “nuestra obligación es gobernar”. Tanto el BNG como el PSdeG calificaban esta práctica como “clientelar, caciquil y electoralista, uso de los fondos públicos de la Xunta al servicio de la estrategia electoral del PP”.

35.3. Puigdemont: “Todo se sabrá”

En plena campaña de las elecciones de Galiza, Puigdemont enviaba una carta a eurodiputadas/os el 8 de febrero de 2024, que acababa así: “Todo se sabrá”. Denunciaba que la decisión de Manuel García-Castellón, juez de la Audiencia Nacional, de investigarle por terrorismo en la causa sobre Tsunami Democràtic “no se produjo por generación espontánea”. Recordaba que cuando el 6 de noviembre de 2023 se hacía público en Bruselas el acuerdo de Junts y PSOE para facilitar la investidura de Sánchez, ese mismo día García-Castellón decidía investigarlo “por un delito de terrorismo”, un caso que estaba estancado desde hace años y sin que se practicase ninguna diligencia, ni se tomara ninguna declaración por la protesta ciudadana organizada en 2019 contra la sentencia del Tribunal Supremo que condenaba a líderes políticos y sociales catalanes a un conjunto de 100 años de cárcel. Después dejaba clara en esa carta la estrecha relación entre el juez García-Castellón y el PP, así como “la persecución contra Podemos y Pablo Iglesias por una supuesta trama de financiación ilegal y blanqueo de capitales, que pasará a la historia de los manuales de lawfare, también en el de la impunidad judicial por cometer abusos y convertir las manías ideológicas y religiosas personales en cruzadas judiciales para salvar a España de rojos y separatistas”.

“Toda esta reacción no se produce por generación espontánea. Cuatro días antes de que el juez García-Castellón decidiera investigarme como terrorista, el expresidente español José María Aznar hacía un pronunciamiento en el que instigaba sin complejos: ´Quien pueda hablar, que hable; quien pueda hacer, que haga; el que pueda moverse, que se mueva. Cada uno en su responsabilidad debe ser consciente de lana situación en que nos encontramos´”. También explicaba a los eurediputados/as la “dura reacción” de la derecha y ultraderecha a la ley de amnistía y los acuerdos del PSOE y Junts: “Manifestaciones semanales, acoso en las sedes del Partido Socialista y llamamiento a la desobediencia”.

“Desconozco completamente cuál es la estrategia rusa en relación con el conflicto histórico que Cataluña tiene con España, más allá de sus declaraciones oficiales a favor de la unidad de España. (...) Sin embargo, si alguna vez alguien de fuera hubiera pensado en utilizarnos para erosionar a la Unión Europea, habría fracasado. No ha pasado, y nunca dejaríamos que pasara”. “Los millones de personas que cada año se han manifestado para pedir votar, no los han movido los rusos”. “Quienes más han interferido en la democracia española fueron precisamente la policía patriótica, los jueces patrióticos y la corrupción sistémica del PP”. Y concluía Puigdemont esa carta: “Ojalá el Parlamento Europeo y España puedan llevar a cabo una investigación independiente de verdad, con ponentes que carezcan de intereses partidistas ni nacionales. Sin apriorismos ni prejuicios (…) Si mi partido hubiera permitido la investidura del candidato del PP, Alberto Núñez Feijóo, o hubiera impedido la de Pedro Sánchez, todos estos espectáculos se habrían ahorrado. Y de esto también hablaremos cuando toque. Como en la trama rusa, todo se sabrá” (El Plural, 8-2-2024).

35. 4. La farsa continúa. Declaraciones de una “fuente” del PP a 16 periodistas

Al día siguiente de esa carta de Puigdemont, es decir el 9 de febrero, una “fuente” del PP hacía unas declaraciones ante 16 periodistas, previamente invitados el 5 de febrero por el PP a participar en un encuentro informal. La conversación, off the record, tuvo una duración de casi dos horas con el compromiso de que no se difundiera el contenido hasta el sábado (10 de febrero) a última hora y que no se identificara la “fuente” (a partir de ahora, Feijóo, porque ya es público). Aprovechando ese encuentro, el PP daba su versión de las negociaciones con Junts, que algunos medios calificaron como “una voladura controlada de daños”, adelantándose a lo que pudiera informar el partido de Puigdemont”.

Las consecuencias fueron todo el contrario de lo que pretendía el PP porque, en realidad, Feijóo contradecía todo el discurso de su partido durante los últimos meses. Los máximos dirigentes del PP apoyaban las explicaciones de Feijóo, pero el desconcierto era evidente en muchos cargos públicos, militancia y votantes del PP. Hablaron de un complot contra el PP de algunos medios de comunicación en plena campaña electoral de Galiza, pero resulta que las periodistas eran de diferentes medios (entre otros, El País, ABC, La Vanguardia, Antena 3, EFE, SER, OKdiario), que todos difundieron lo mismo y, además, el contenido de esa conversación fue distribuido por escrito desde la oficina de prensa del PP.

Después de meses promoviendo movilizaciones contra la amnistía, Feijóo informaba que esa propuesta de Junts de una amnistía fue considerada por el PP durante 24 horas en el marco de las negociaciones. Los indultos concedidos por el gobierno de Sánchez a los dirigentes independentistas catalanes que estaban en la cárcel, siempre condenados por el PP, ahora resulta que Feijóo manifestaba a esos 16 periodistas que el PP estaría dispuesto a conceder un indulto con unas condiciones. El PP y Feijóo mantuvieron siempre que en el procés hubo “actos de terrorismo”, que deberían ser juzgados, pero Feijóo decía en ese encuentro que sería difícil para los jueces probar que Puigdemont cometió delitos de terrorismo. Finalmente, en esa conversación Feijóo utilizó por primera vez la palabra “reconciliación” para Cataluña, cuando Feijóo siempre dejó claro que rechazaba la amnistía como elemento de concordia: “la única reconciliación de la amnistía es la del señor Sánchez con el sillón de presidente”. “Los indultos no son concordia, son para aferrar a Sánchez al poder”.

El periódico El País, que participó como invitado, daba detalles de ese encuentro en un reportaje de Elsa García de Blas326. Un periodista suscitaba este tema: “Qué habría que hacer para conseguir un reset (reinicio) político en Cataluña?” Sobre la posibilidad de una amnistía, que era una exigencia de Junts, Feijóo respondía: “la analizaron 24 horas [sus equipos], pero se descartó por inconstitucional”.

Otro periodista preguntó: “Sí la amnistía es ilegal, ¿cuál sería entonces la alternativa legal? “El indulto”, insistió Puigdemont, “es una posibilidad”. “Si es legal y hay un compromiso explícito de volver al Estado de Derecho, se podría haber visto. Si tienen interés de reconciliarse de verdad, si quieren hablamos”.

Finalizado ese encuentro informal con la prensa, El País pedía aclaración al gabinete de Feijóo. El sábado por la noche, según lo pactado, El País informaba del encuentro con este titular: “Feijóo abierto a estudiar un indulto condicionado a Puigdemont en un plan de reconciliación para Cataluña”. El gabinete de Feijóo no negaba esa información de El País sobre la posibilidad de un indulto condicionado, y añadía: “En lo referido a los indultos, como siempre defendimos, toda propuesta de reconciliación pasa por el reconocimiento de la ley, la Constitución española y el sometimiento a los tribunales de justicia”. “Las causas pendientes en los tribunales deben concluirse con sentencias. También la de las personas que se fugaron de nuestro país para eludir sus responsabilidades”, añadía en referencia a Puigdemont.

Dirigentes del PP no acababan de asumir estas declaraciones de Feijóo y consideraban que todo era mentira, manipulaciones, bulos. Miguel Tellado, portavoz del PP en el Congreso, atacaba a los periodistas: “Yo creo que son unas expresiones sacadas de contexto y que el PSOE se ha lanzado, además, en un campaña orquestada por determinados medios de comunicación para decir lo que no es y para mostrar cierto contacto entre el PP y el independentismo catalán cuando no lo hay, no lo ha habido”. El diputado del PP Rafael Hernando tuiteaba: “La Brunete mediática del sanchismo, encabezados por su hoja parroquial, difundieron un bulo a la deseperada elucubrando un plan fantasmagórico del PP para dar la amnistía a Puigdemont. Desinformación a la rusa”. Para Edurne Uriarte, diputada del PP: “El PSOE lanza un bulo contra Feijóo y el PP a través del periódico controlado por Sánchez. Manipulación, mentiras y fake news”.

Al PP se le acumulaban los problemas y se conoce que el PP también intentó negociar con ERC la investidura de Feijóo. Marta Rovira, secretaria general de ERC, informaba que Carlos Floriano, diputado del PP, propuso negociar a Teresa Jordá, diputada de ERC, porque querían formar una mayoría, y que ERC se negó a esa negociación.

Vox no perdía la ocasión para atacar al PP, socio de gobierno en comunidades y ayuntamientos, y Abascal denunciaba la actuación del PP como “gigantesca estafa política”. Sacan a la gente a la calle para manifestarse cuando “luego, por debajo de la mesa, le están diciendo a Junts que estarían dispuestos a contemplar el indulto”327.

Empezaron intentando centrar la campaña electoral en temas ajenos a Galiza y Rueda manifestaba que pedía el voto para “ayudar” a Feijóo a llegar a la Moncloa. Después continuaron con Cataluña, independentismo, amnistía, expulsar a la Guardia Civil etc. El PP aparecía en los últimos días de campaña totalmente desquiciado al ver que algunas encuestas les daban una posible bajada y un ascenso del BNG, y pasó a un ataque directo al BNG y a Ana Pontón: el BNG tiene relaciones con Bildu, es decir, con terroristas y ETA, y hasta con Hamás; intentaron desacreditar la valoración creciente de Ana Pontón, difundiendo que es un “lobo disfrazado de cordero”. Todo este discurso era recogido en un vídeo, difundido por el PP.

Para evitar un ascenso del voto de Vox y el desplazamiento del voto del PP hacia el BNG, como recogían algunas encuestas, el PP pisó el acelerador mostrando su cara más reaccionaria y de ultraderecha. Ana Pontón ridiculizaba esta política de que todo lo que no es PP, es ETA, y en el mitin-fiesta de fin de campaña en Santiago (16 de febrero) decía ante 4.000 personas: “todos somos ETA”. Ese mismo día por la mañana, en la foto de Ana Pontón con todas las integrantes de las candidaturas del BNG, levantaron la papeleta electoral y se colocaron la chapa con el lobo, diseñado por el PP, ridiculizando así su campaña para atacar al BNG.

La desesperación era tan grande que el PP traía a Ayuso de Madrid a Galiza en los dos últimos días de campaña para reforzar a Rueda. Previamente, Ayuso ponía a Milei como referencia y pedía para Galiza y para España “el glorioso cambio en Argentina de Milei” (declaraciones a Radio Mitre de Argentina). El ridículo fue mayúsculo porque Milei pedía el voto para Vox.

En su intervención en el mitin central de Vigo (no estaba Feijóo) acompañando a Rueda, Marta Fernández-Tapia, presidenta del PP de Vigo que presentaba a Ayuso, manifestaba “Me gusta la fruta”, y la presidenta de Madrid, que no sabe que Galiza tiene más de 1.500 kilómetros de costa, convertía la ría de Vigo en una bahía y evocaba “la inmensa suerte de pasear entre montes de eucaliptos”. No sabía que no es un árbol autóctono y que hay una auténtica movilización cívica para frenar esta invasión de eucaliptos. Es uno de los problemas de traer paracaidistas, “turismo electoral” de Madrid, que no saben nada de Galiza.

Estos fueron algunos de los mensajes de Ayuso en ese nitin: “El nacionalismo no es amor a Galicia, es el odio a lo ajeno, al otro”. “Toda papeleta que no vaya al PP va a reforzar el BNG”, “sería una pérdida para España y para Galicia por un tiempo”. “Díaz Ayuso insta a los votantes a elegir BNG o libertad” (titular de Telecinco). Denunciaba el “desmembramiento de España” organizado desde La Moncloa que está utilizando las elecciones gallegas del 18F para “hundir” a Galicia en el nacionalismo y “hacer daño” a todo el país. Los nacionalistas “se unen a los violentos para infundir terror”. El cóctel es “comunismo de base para apropiarse de la propiedad y del trabajo ajeno (...) con una dosis de terror para infundir miedo e imponerse por la vía fácil. Todo bien aderezado con el nacionalismo para construir falsas identidades y decidir quién es buen y mal gallego y unas gotas de socialismo para repartir pobreza e infundir superioridad moral, que se les da de fábula”. Ayuso adelantaba los resultados: “Vamos a ganar, vamos a arrasar”328.

Claudi Pérez hacía este análisis de la campaña electoral: “Cuando pareció que podía haber partido, Feijóo sacó del cajón una brújula que nunca decepciona: el miedo. En este caso el nacionalismo. La jugada le salió bien”329

35.5. Resultados electorales

Sin el voto exterior, el PP tuvo 700.491 votos (47,36%) y 40 diputados; BNG 467.074 (31,57%) y 25 diputados; PSdeG 207.691 (14,04%) y 9 diputado; Vox 32.493 (2,19%) y 0 diputados; Sumar 28.171 (1,90%) y 0 diputados; Democracia Ourensana 15.312 (1,03%) y 1 diputado; PACMA 5.373 (0,4%) y 0 diputados; Podemos 3.854 (0,26%) y 0 diputados. Con respecto a las elecciones de 2020, el PP bajaba un 0,6%, el BNG subía un 7,8%, el PSdeG bajaba un 5,3%, Vox subía un 0,1% y PACMA bajaba un 0,1%.

La participación fue del 68%, sobre 18% más que en 2020, que con el voto exterior quedaría en un 62%, aproximadamente. Si consideramos la suma de los bloques, el voto de la derecha (PP y Vox) representa el 49,55% y el de la izquierda (BNG, PSdeG, Sumar y Podemos) el 47,77%. En número de votos la derecha tendría sobre 26.000 votos más que la izquierda. Sumando las sietes ciudades más importantes de Galiza, la izquierda conseguía sobre 277.000 votos, 47.000 votos más que la suma de la derecha.

El PSOE analizaba los resultados y consideraba que el tema de la amnistía no fue determinante y que los votos del BNG eran “prestados” porque hubo un trasvase temporal del PSOE al BNG. Sobre esta última cuestión hay que señalar que el PSOE perdió sobre 46.000 votos sobre las elecciones de 2020 y que el BNG ganó 155.000, es decir, más de 100.000 votos no procedían del PSOE.

Ana Pontón, candidata a la presidencia de la Xunta por el BNG manifestaba en su balance: “Este resultado no iba de Madrid, ni de Sánchez, ni de Feijóo. Vimos a un PP usando la mentira y la difamación. En política no vale todo”. “Este país ya cambió, no hay marcha atrás porque hay una ciudadanía ilusionada, rebelde, que no se conforma con la Galiza en pequeño que deja el PP”. “Hay personas que pueden estar decepcionadas y entiendo y comparto esa decepción, pero les digo que mantengan intacta la ilusión de un futuro mejor para Galiza, más justa e igualitaria”. “Los grandes cambios no son fáciles, llevan mucho tiempo”. “Hoy no acaba nada, no tenemos techo”. “La clave del futuro es ensanchar la base del BNG”.

35.6. ¿Por qué gana el PP?

Se hicieron muchas interpretaciones interesadas para explicar la mayoría absoluta del PP en Galiza: importante implantación social con organización en todos los ayuntamientos; “es el partido que más se parece a Galiza”, “galeguista”. Sobre los aspectos políticos que primaron en la campaña se insistía mucho en que el tema de la amnistía fue determinante. En la valoración de las elecciones afirmaba el PP que fueron un plebiscito sobre Sánchez y Ayuso explicaba, a su manera, el resultado: “Feijóo 40, Sánchez 9”.

Hubo otras cuestiones, que no son ninguna novedad sino una constante en la actuación del PP. Analizo tres, que pueden ayudar a explicar por qué el PP ganó estas elecciones.

35.6.1. La CRTVG al servicio de la campaña del PP

El PP pretendía que la campaña electoral pasase desapercibida, sin información ni debate y la primera medida que tomaron desde la Corporación de Radio y Televisión de Galiza (CRTVG) fue disminuir el tiempo total de cobertura diaria de la campaña electoral en los informativos, que pasaba de los 370 segundos en la televisión y 419 en la radio, en la elecciones de 2020, a solo 260 segundos en cada medio. La Junta Electoral Central obligaba a la CRTVG a volver a los criterios de 2020.

Defende a Galega calificaba el contenido informativo de la campaña como el “Nodo del siglo XX” [el NO-DO, acrónimo de Noticiario y Documentales, era un noticiario propagandístico del fascismo, que se proyectaba en los cines, antes de la película, desde 1942 hasta finalizar la dictadura]. El PP recibía un trato privilegiado durante toda la campaña. El Informativo de la TVG del 24 de enero de 2024 dedicaba casi dos minutos, cosa que no hicieron con todos los candidatos/as, a difundir un vídeo de campaña del PP en el que familiares y amistades hablaban del lado “más personal” de Alfonso Rueda. Resaltaban de Rueda que era una persona con “mucho humor”, que fue educado con “buenos valores” y que en el bar se comporta “como una persona cualquiera”. Resumiendo, propaganda gratuita.

Los sindicatos de la TVG denunciaban que la información sobre el debate, celebrado o 5 de febrero (el único en el que participó Rueda), siguió de forma “descarada el argumentario del PP. Aseguraban que el Telexornal del día siguiente emitía una “vil manipulación” de los sucedido para “arropar sin disimulo” al candidato del PP. El titular de apertura del Telexornal Mediodía era para el Comité Intercentros “toda una declaración de intenciones impropia de un canal público”. “Alianza de la oposición contra Alfonso Rueda” decía ese rótulo, tras el que Marta Darriba, presentadora del espacio, redactora jefa y una de las personas que moderó el debate, “intentó disfrazar de información” una “columna de opinión que debería firmar el mismo Partido Popular”330.

TVE invitaba a un debate a una representación de los partidos con presencia en el Parlamento Gallego en la pasada legislatura (PP, BNG y PSdeG) para el 14 de febrero de 2024. El PP decidió no acudir a pesar de que Paula Prado, secretaria general, había manifestado que el PP acudiría a todos los debates. TVG contraprogramó ese debate y emitió ese mismo día, 14 de febrero, y a la misma hora la entrevista prevista con Ana Pontón, prueba evidente de que es el PP quien marca la política informativa de la CRTVG.

35.6.2. Utilización partidista de la Xunta. Violación reiterada de la ley electoral

En plena crisis de la marea de pellets de plástico y 40 días antes de la celebración de las elecciones del 18 de febrero de 2024, la Xunta de Rueda dedicaba 1.096.998 euros a dos empresas para insertar publicidad –periódicos físicos, digitales, radios, televisiones y otros formatos– en distintos medios, con procedimientos de adjudicación cerrados y restringidos, lo que implica que solo pueden presentar candidaturas las empresas seleccionadas por el encargo de la contratación, en este caso la Xunta de Galiza331.

La resolución de los procedimientos se publicaba en la plataforma de contratación el 8 de enero de 2024. Imaxe Intermedia S.A. recibía 298.499 euros para una campaña sobre el servicio de emergencias del 112 y la misma cantidad para difusión de las acciones de la Vicepresidencia Primera y Consejería de Presidencia, Justicia y Deportes. Grupo de Empresas de Comunicación Marketing e Investigción, S.A., recibía 500.000 euros para realizar una campaña de movilidad y transporte de la Consejería de Infraestructuras.

La Junta Electoral (JE) obligaba al PP a retirar dos campañas contra la oposición, publicadas en redes sociales, una por “difundir propaganda electoral” fuera del periodo legal y otra por pretender “camuflar” como “informativo” a pesar de incluir “frases electoralistas” y suponer implícitamente “una llamada” a apoyar al PP el 18-F.

La Xunta de Galiza tuvo que eliminar una información de su página web en la que difundía la firma con el ayuntamiento de Ferrol del convenio “Abrir Ferrol al mar, porque “desborda el contenido objetivo y necesario para la salvaguarda del interés público”.

La JE estimaba una denuncia del PSdeG contra Alfonso Rueda por emitir valoraciones como “candidato” en la rueda de prensa posterior al Consejo de la Xunta en la que había realizado manifestaciones relativas a “logros alcanzados por el Gobierno actual, así como en su consideración de candidato a las elecciones”. También señalaba Rueda que su objetivo como “candidato” es “tener esa mayoría absoluta que me permita seguir gobernando”.

El 29 de enero la JE ordenaba retirar el vídeo “Illa de Estabilidade” (Isla de Estabilidad), tanto por el “electoralismo” como por el intento de relacionar la imagen del partido a la de la Xunta de Galiza y al Gobierno de Rueda con el objetivo de “favorecerlo electoralmente”. Esto es lo que difundía ese vídeo: “Isla de estabilidad es el destino ideal para tu voto. Viaja cara a un futuro lleno de posibilidades. Reserva tu viaje para el 18 de febrero”.

El 31 de enero de 2023 la JE retiraba un vídeo que instaba a las gallegas y gallegos residentes en el exterior a participar en las elecciones porque su implicación es “crucial”. Consideraba que era un vídeo con evidentes “connotaciones electoralistas”. Advertía que en caso de “reincidir en una conducta similar”, procedería a iniciar el correspondiente procedimiento sancionador332.

La Junta Electoral Central abría expediente sancionador al PP por acumulación de infracciones en la precampaña de Galiza. Estimaba el recurso de los socialistas por la campaña institucional “Illa de Estabilidade” y señalaba que era la tercera vez que se apercibía al PP por su acción propagandística en la precampaña333.

La Junta Electoral de Galicia estimaba las denuncias de PSdeG y BNG y abría un segundo expediente sancionador contra el presidente de la Xunta y candidato del PP a la reelección, Alfonso Rueda, por utilizar las ruedas de prensa posteriores al Consejo de la Xunta para hacer “electoralismo” de forma reiterada. Las manifestaciones denunciadas estaban relacionadas, entre otras, con ayudas para facilitar el acceso a la vivienda a los jóvenes, proyectos de energías renovables y un informe sobre la dependencia. La Junta Electoral consideraba que el presidente de la Xunta “incurrió en la prohibición establecida” en la ley electoral por no haber respetado el principio de neutralidad política por los anuncios enumerados y declaraciones efectuadas, y ordenaba la retirada de los anuncios de la página web de la Xunta334.

La utilización de las instituciones era tal que se convocaban actos del PP desde las propias consejerías. La CIG, principal sindicato de la enseñanza, denunciaba que la Consejería de Educación enviaba a los correos oficiales de los centros de enseñanza una invitación al profesorado para un acto del PP, utilizando el lema electoral del PP (Galicia funciona): “Acto sectorial de Educación sábado 10-2-2024 bajo el título ´Galicia, la educación que funciona: del presente al futuro´ que clausurará el presidente, Alfonso Rueda Valenzuela”335.

Todo el aparato de la Xunta estaba al servicio del PP. El Sergas informaba por SMS a las trabajadoras y trabajadores de la sanidad, dos días antes de las elecciones del 18-F, de las últimas subas salariales pactadas diez meses antes con los sindicatos, que empezaría a aplicarse en la nómina de febrero. La Junta Electoral de Galiza acordaba, después de las elecciones abrir expediente sancionador a la Consejería de Sanidad por el envío de esos mensajes. Por otra parte, la Xunta también informaba a 7.000 mariscadoras del pago de ayudas de 550 euros por la caída de capturas de los últimos meses.

35.6.3. Manipulaciones y mentiras

Alfonso Rueda regresaba a las manipulaciones y mentiras de 2009. Realmente, no regresaba porque siempre estuvo allí, en aquel 8 de febrero de 2009 que aparecía detrás de la pancarta de la manifestación ultra convocada por Galicia Bilingüe contra una supuesta “Imposición del gallego”. Alfonso Rueda, que era el número 2 del Partido Popular de Manuel Fraga, tuvo un importante papel en la oposición al gobierno bipartito de PSdeG-BNG (2005-2009) y en la táctica para desgastar a la Xunta a través de todo tipo de descalificaciones y mentiras sobre el gobierno presidido por Emilio Pérez Touriño, denunciando en la campaña electoral del PP de 2009 el supuesto “malgasto cuando hay miles de familias afectadas por el paro”. Esta campaña, dirigida por Rueda, fue un “éxito” y El PP recuperaba la Xunta de Galiza.

El PP criticaba, entonces, que el parque móvil de la Xunta tenía 32 vehículos de la marca Audi, pero la verdad era que 29 fueron comprados por la Xunta de Fraga. Dos de los Audi A-8 tuvieron un precio que sumaban más de 600.000 euros, uno matriculado el 13 de septiembre de 2001 y otro el 14 de noviembre de 2002336.

Lourenzo Fernández Prieto, catedrático de Historia Contemporánea de la USC, recogía muy bien en un artículo, De los Audis al Falcon pasando por un yate, cómo el PP conseguía el triunfo electoral de 2009:

Criticaron el uso de Audis como coches oficiales de los consejeros, como si fuese una novedad de ese gobierno; airearon el coste de amueblar el despacho de Touriño, como si alguna vez estuviéramos interesados en saber cuánto costaban los despachos de Fraga. La traca final había venido con una foto de varios años antes en la que Quintana [vicepresidente da Xunta] aparecía en un velero de cierta eslora, después de que la acusación de que tenía una lujosa nevera en el coche oficial había quedado desmontada cuando el vicepresidente abrió el maletero a los periodistas para mostrar una nevera de supermercado. Ahora, el cuento viene con el Falcon presidencial que tanto dio que hablar ya en la prensa del corazón madrileña cuando lo usa Sánchez337.

Rueda preparó un debate a su medida en la TVG para el 5 de febrero con cuatro contrincantes de izquierdas (BNG, PSdeG, Sumar y Podemos), dejando fuera a Vox y Democracia Ourensana, para no tener competidores por la derecha. Esperaba ver un enfrentamiento entre los cuatro partidos opositores, pero fracasó porque todos centraron sus intervenciones en criticar la actuación de la Xunta del PP durante 15 años y quedó muy claro que Rueda no tenía proyecto para Galiza.

Rueda recurría, nuevamente, a la manipulación en la intervención final del citado debate electoral, minusvalorando la inteligencia de la ciudadanía gallega: “Si quieres un presidente que te quite lo tuyo para dárselo a los independentistas, no me votes”. “Si quieres un presidente que divida a los gallegos entre sí y nos separe del resto de los españoles, no me votes”.

Al día siguiente de ese debate el PP difundía un argumentario entre sus cargos para orientar las declaraciones e intervenciones en la campaña electoral y reconocía esa unidad de la izquierda en el debate: “A pesar de que se estaban debatiendo dos posibilidades de gobierno –uno de mayoría o un multipartito–, la realidad es que era un cuatro contra uno”.

También señalaba ese argumentario donde había que centrar los ataques al BNG: “Quedó claro lo que es el Bloque: socio de Bildu y Esquerra Republicana. Jamás habíamos visto a un candidato [Ana Pontón] que se revirase porque le dicen lo que pone en su propio programa electoral: autodeterminación, eliminación de las provincias y monolingüismo en la enseñanza. Es decir, trae a Galicia los problemas que el independentismo ya creó en otros lugares”. Rueda utilizaba todo tipo de mentiras y centraba el debate en independencia, terrorismo, ETA, Cataluña, monolingüismo o imposición del gallego. Por si esto no llegaba, metieron también el tema de Hamás y de Rusia

Recuperar el consenso sobre la lengua gallega

La Xunta de Feijóo acababa con el consenso sobre la lengua gallega que había durante el gobierno de Manuel Fraga y el programa electoral del BNG se pronunciaba por la recuperación de ese consenso: “Es el momento de construir un grande acuerdo nacional por la lengua gallega que consiga un consenso amplio de todos los agentes políticos”.

Rueda quería desacreditar al BNG, recobraba el mensaje de la imposición del gallego de 2009 y manifestaba que el BNG defiende el monolingüísmo, pero en ese programa electoral no aparece esa referencia al monolingüismo. Por otra parte, sobre las actuaciones para la normalización lingüística, el capítulo 2 del programa, Un país con lengua propia, señala: “Infancia y juventud: son los hablantes del futuro. Hace falta que tengan una formación plurilingüe acorde con las necesidades de un mundo global”. “Derogación inmediata del Decreto 79/2010 para el plurilingüísmo y relevo por una nueva norma que busque activar las competencias plurilingües de las chicas y chicos, partiendo del conocimiento del gallego, con base en los compromisos firmados por el Estado al ratificar la Carta Europea de las Lenguas para cumplirlos: establecimiento de una oferta educativa completa o principalmente en lengua gallega”.

El informe de un grupo de expertos lingüísticos del Consejo de Europa, hecho público en octubre de 2012, concluía que las medidas tomadas por el PP desde que Feijóo gobernaba, van en contra de lo acordado en 1992 por los Estados firmantes de la Carta Europea de las Lenguas Minoritarias. Recordaban el compromiso de los Estados de ofertar “educación enteramente o esencialmente en gallego para aquellos alumnos cuyos padres así lo deseen”. Al mismo tiempo, rechazaban la supresión de las Galescolas. Es decir, el programa electoral del BNG no hacía hace otra cosa que reproducir lo que demanda la citada Carta Europea que, por cierto, está firmada por el Estado español, pero algunos medios difundían la falsedad de que el BNG defendía en su programa que los colegios utilizasen únicamente el gallego.

Por otra parte, la Real Academia Gallega (RAG) consideraba que el llamado decreto para el plurilingüismo “perpetúa la situación de inferioridad de la lengua gallega” y que está “en abierta contradicción con la Ley de Normalización Lingüística”. La RAG presentaba un recurso contra el citado decreto ante el Tribunal Superior de Justicia de Galicia, que en 2012 anulaba dos de los artículos: el 5.2 sobre la consulta a los padres y madres del alumnado sobre la lengua que preferían para sus hijos; y el artículo 12.3 que daba libertad al alumnado para utilizar gallego o castellano independientemente del idioma en el que se impartiese la materia. El presidente de la RAG, Xesús Alonso Montero, apuntaba que se precisa otro gobierno para salvar el gallego: “El Partido Popular no vino al mundo para salvar la lengua gallega”. Para que la situación del idioma cambie “sería preciso que algún día gobiernen otras fuerzas”.

Derecho de autodeterminación

El programa del BNG hablaba de soberanía, de autodeterminación y de Galiza como sujeto político, pero el BNG no se define como independentista, opción que no se puede descartar dentro de esa decisión soberana como nación. El capítulo 1 incluía como líneas políticas de actuación: “impulso de un nuevo marco político; más y mejor autogobierno; soberanía para mejorar las condiciones de vida”. Marco político “que emane del ejercicio del derecho de autodeterminación del pueblo gallego bajo una premisa básica: decidir nosotras por nosotras mismas. Autoresponsabilizarnos de lo nuestro y tomar el control de nuestra riqueza, del producto de nuestro trabajo e inteligencia colectiva, decidir sobre el destino de nuestro ahorro e impuestos, de nuestros recursos naturales y energéticos o de cómo organizar la economía, para poner el País a producir y para blindar los servicios públicos y las políticas sociales. Un Gobierno gallego que defienda los cambios que vayan en el camino del reconocimiento de los plenos derechos políticos de Galiza y sea la base de un nuevo marco político y jurídico que nos reconozca como pueblo y nos otorgue el derecho a decidir nuestro futuro, bajo la convicción de que solo desde el ejercicio de nuestra soberanía podremos romper con la dependencia económica y política para construir una sociedad diferente, libre, próspera, verdaderamente democrática, igualitaria y justa. Sin renunciar al objetivo estratégico de la plena soberanía para Galiza, el BNG entiende que, en el actual contexto político y en el período que se abre con estas elecciones, es preciso avanzar con propuestas que vayan en la dirección de establecer avances inmediatos”.

Ese programa electoral explicaba así el significado de soberanía: “Una Galiza capaz de gobernarse por sí misma. Soberanía es igual a más capacidad para resolver nuestros problemas. Más autogobierno es igual a más democracia y más bienestar. Los gallegos y las gallegas tenemos derecho a instituciones democráticas propias, capaces de gobernar el País sin necesidad de pedir permiso”.

Por otra parte, el programa electoral se refería a Galiza como sujeto político: “Reconocimiento del derecho de autodeterminación de Galiza, conforme a su condición de nación, que lleve aparejado el ejercicio libre y soberano del poder para alcanzar sus objetivos de desarrollo económico sustentable, bienestar social y florecimiento cultural en un modelo de articulación adecuado de sus derechos e intereses, con criterios democráticos de libertad, paridad y reciprocidad. La nación gallega asume la condición de sujeto político decisorio con la fórmula que corresponde”.

Las falsedades y el argumentario diario del PP eran difundidas por medios de comunicación durante la campaña electoral como noticias o artículos de opinión. El primer día de la campaña electoral ya “embarraban” el terreno de juego del debate, relacionando al BNG con la Rusia de Putin. Estos fueron algunos de los titulares: “El BNG se alió con la eurodiputada espía de Putin para ilegalizar la Fundación Francisco Franco” (Okdiario, 1-2-2024); “El PP apunta al vínculo con la eurodiputada letona aliada de los independentistas y presunta espía rusa” (La Voz de Galicia, 1-2-2024).

También Hamás entró en campaña: “La cabeza de lista del BNG tiene vínculo con un grupo terrorista pro Hamás” (Okdiario, 14-2-2024). Y meses antes: “El BNG evita votar la condena de Hamás por no incluir el reproche a la violencia de Israel” (El Faro de Vigo, 11-10-2023). “El BNG se niega a votar una resolución que condenaba los ataques de Hamás” (ABC, 11-10-2023). Como contraste, este otro titular: “PP, BNG y PSOE aprueban en Pontevedra una condena a la ´violencia´ de Hamás y los ´actos de terror´ de Israel en Gaza” (Europa Press, 23-10-2023).

Y hasta la Guardia Civil aparecía en la campaña electoral.

Según avanzaba la campaña el PP recuperaba la falsedad de la “imposición del gallego”, como en 2009, que se recogía así por diversos medios de comunicación: El Debate (6-2-2024) titulaba: El BNG incluye en su programa la enseñanza 100% en gallego. La Voz de Galicia, a cuatro columnas (7-2-2024), Solo el BNG plantea que en los colegios únicamente se estudie en gallego. Recogiendo declaraciones de Rueda, La Voz de Galicia destacaba: “El Bloque quiere la imposición del monolingüismo en las escuelas” (8-2-2024).

Ataque directo a Ana Pontón y a un supuesto separatismo o independentismo, que no aparecía para nada en el programa electoral: Rueda se centra en Galicia y ataca a Pontón y al BNG: un independentismo disfrazado de cordero (El Español, 7-2-2024). Rueda endurece su discurso contra el “independentismo con pel de cordeiro” (La Voz de Galicia, a cuatro columnas, 8-2-2024). Rueda defiende una Galicia plural frente al separatismo (La Región, 9-2-2024). Rueda defiende la “pluralidade” de Galicia frente a la “imposición” del nacionalismo (La Voz de Galicia, 8-2-2024).

En los días anteriores al 18-F aumentaron las mentiras, centradas en atacar al BNG. Es público que Pernando Barrena, dirigente de Bildu, no es asesor del BNG, pero titulaban: El PP exige al BNG que cese a un asesor de su eurodeputada condenado por pertenecer a ETA (La Voz de Galicia, 13-2-2024). Feijóo avisa que Pontón es “el BNG de sempre, el del separatismo”(La Voz de Galicia, 14-2-2024). Destacaban las declaracións de Rueda: “Independencia, imposición lingüística, desaparición de las provincias y expulsión de la Guarda Civil, eso es el BNG, la “matraca” de siempre (La Voz de Galicia, 14-2-2024).

Indudablemente, todo esto también condicionó los resultados electorales del 18-F.

35.7. Así se crea y difunde una mentira

La colaboración de los medios de comunicación es muy importante para difundir mentiras y sabemos que hay muchos dispuestos a jugar ese papel de portavoces del PP. “Ana Pontón (BNG) quiere echar a la Policía Nacional”, titulaba El Debate, dirigido por Bieito Rubido (7-2-2024). Lanzada la mentira, la secretaria general del PP de Galiza, Paula Prado, manifestaba en un mitin en Santiago: “Quieren echar a la Guardia Civil y a la Policía Nacional de Galicia”. Rueda coincidía con Prado y en su intervención enviaba un mensaje cariñoso y patriótico a la “Benemérita”: “¡Nosotros la queremos!”. Europa Press (10-2-2024) colocaba al BNG con este titular: “Prado (PPdeG) acusa al BNG de querer ´echar de Galicia´ a Policía Nacional y Guardia Civil y Rueda le secunda”. El Independiente (12-2-2024): “El BNG quiere expulsar a la Guardia Civil y a la Policía Nacional de Galicia”.

La Voz de Galicia (13-2-2024) titulaba: “Una asociación de guardias civiles pide a PPdeG y PSdeG que aclaren si apoyan crear una policía autonómica como el BNG”; y El Debate (16-2-2024): “El PP envía una carta a los guardas civiles de rechazo a la idea del BNG que pretende expulsarles de Galicia”.

¿Qué hay detrás de este montaje? El BNG incluía en su programa electoral: “Creación del Cuerpo de Policía de Galiza ya previsto en el Estatuto y contemplado en la Ley de 2007 que, con carácter inmediato, asumirá las competencias y funciones que actualmente tiene conferidas la Unidad de la Policía Adscrita, cuyos efectivos y medios pasarán a integrarse en aquel”. “Se impulsará la aprobación por parte del Parlamento del Estado de la proposición de ley orgánica de transferencia de las competencias en materia de tránsito y seguridad viaria. Después de su aprobación se impulsará un Plan de desplegamiento del Cuerpo de Policía de Galiza que permita, en todo el territorio gallego, el ejercicio efectivo con personal propio de la Policía galega de las competencias transferidas. A estos efectos, se procurará facilitar la integración de los/las funcionarios/as de la Guarda Civil de Tráfico actualmente en servicio en nuestro País, de acuerdo con los procedimientos y exigencias determinados legalmente. El Plan de desplegamiento deberá contemplar la progresiva substitución de la Policía Nacional y Guarda Civil en sus funciones de policía judicial, de tráfico, seguridad ciudadana y orden público, y policía administrativa que serán asumidas por el Cuerpo de Policía Galega. También recogía el programa del BNG: “Transferencia a Galiza de las competencias en materia de control, inspección y vigilancia pesquera, actualmente atribuidas a la Guardia Civil del Mar, o mismo a la Armada Española”

Esto es lo que señalaba la Ley 8/2007 de 13 de junio de Policía de Galicia (DOG nº 120 de 22-6-2007): “La Constitución española de 1978 refleja con nitidez la intención de poner un punto y aparte en la historia de nuestro modelo estatal. De esta forma, en la norma básica del sistema político español se opta de manera decidida por una distribución territorial del poder, pasando de un sistema de tradición centralista a uno descentralizado y por tanto más adaptado a las nuevas circunstancias de la realidad social. La Comunidad Autónoma de Galicia, de conformidad con lo establecido en el artículo 27.25 de su Estatuto de autonomía y en la ley orgánica prevista en el artículo 149.1.29º de la Constitución, tiene atribuida, al igual que otras comunidades, la competencia para la creación de una policía autónoma. Considerando que varias comunidades autónomas disfrutan desde hace tiempo de ese servicio propio, así como la intención de otras que no lo tienen de ponerlo en marcha durante los próximos años, se hace evidente que la decisión del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Galicia de crear la Policía de Galicia es totalmente acorde con el ordenamiento jurídico español”.

La disposición transitoria cuarta sobre el periodo transitorio señala: “En tanto se lleve a cabo el despliegue de la Policía de Galicia y mientras se prolongue, a través de las necesarias reformas legales y estatutarias, el proceso de asunción plena por la Comunidad Autónoma de Galicia de todas las competencias que le atribuye el artículo 15 de la presente ley, las mismas seguirán siendo ejercidas por las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado, en los términos y acuerdos de coordinación que se establezcan con la administración de la que éstos dependen. Y la disposición transitoria quinta sobre transferencias: “Las funciones contempladas en el artículo 15 que se refieran a competencias de titularidad estatal en el momento de la entrada en vigor de la presente ley no serán ejercidas por la Policía de Galicia hasta que no se produzca la previa transferencia o delegación por el procedimiento establecido en el artículo 150.2 de la Constitución”.

Diversas comunidades tienen Policía propia. En Euskadi la Ertzaintza, en Cataluña los Mossos D´Esquadra, en Navarra la Policía Foral. La Policía de la Generalitat Valenciana funciona desde 1993 y tiene 500 agentes. La Policía Canaria fue creada en 2010, siendo presidente Paulino Rivero, de Coalición Canaria. ¿En estas comunidades han echado a la Guardia Civil y a la Policía? ¿Por qué se pretende acusar al BNG de querer echar de Galiza a la Guarda Civil y a la Policía cuando su propuesta, recogida en el programa electoral, se ajusta al Estatuto de Autonomía de Galiza y a la Constitución Española? ¿No queda claro en la transitoria cuarta de la Ley de Policía de Galiza que mientras no se llevan a cabo las necesarias reformas legales y estatutarias, las competencias seguirán siendo ejercidas por las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado?

La utilización de la Guardia Civil para difundir mentiras y erosionar al BNG continuaba después de las elecciones gallegas. La diputada del PP por Ourense, Ana Vázquez, acusaba desde la tribuna del Congreso a Néstor Rego, diputado del BNG, de marcharse del Congreso el 20 de febrero de 2024 en mitad del minuto de silencio de homenaje, propuesto por Vox, a los agentes de la Guardia Civil asesinados en Barbate (Cádiz) por una lancha de narcotraficantes.

Ana Vázquez escribía este tuit: “Los socios de Sánchez se ausentan del minuto de silencio por los Guardias Civiles asesinados en Barbate y apoyo a las FCS [Fuerzas y Cuerpos de Seguridad]. Lo más patético el del BNG, que en mitad del homenaje al saber de que se trata se va. Hay que ser indignos!!” Néstor Rego le decía a la diputada del PP en los pasillos del Congreso: “Debería darche vergoña mentir, Ana” (Debería darte vergüenza mentir, Ana”.

La grabación del Canal oficial del Congreso de esa sesión, que está en youtoube, probaba que el diputado del BNG estaba al principio, en el medio y al final del minuto de silencio. Por otra parte en la grabación del minuto de silencio emitida por RTVE, justo al final del homenaje, en el minuto 1:40 de la filmación, se puede ver al diputado del Bloque de pie en su escaño, situado en la parte superior izquierda del plano, participando en el homenaje.

Comprobada esta grabación, Néstor Rego, acababa así su intervención desde la tribuna del Congreso, recordando lo que le dijo en los pasillos del Congreso: “Deixe de mentir, señora Vázquez” (Deje de mentir, señora Vázquez).

El BNG denunciaba esta actuación: “El PP está muy acostumbrado a hacer de la mentira su principal herramienta. Lo hicieron en esta campaña electoral del 18-F, vinculando al BNG con el terrorismo, y continúan haciéndolo en el Congreso”.

Muy pocos medios criticaron esta nueva mentira del PP en el Congreso. La Voz de Galicia no informaba del tuit completo de Ana Vázquez y sólo recogía el final: “hay que ser indignos!!”. La Región de Ourense titulaba: “La ourensana Ana Vázquez acusa a Néstor Rego de haberle increpado en el Congreso”.

¡Ya está bien de manipulaciones y mentiras!
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36. Elecciones vascas, catalanas, europeas y prórroga de los Presupuestos del Estado

Aparecen nuevos elementos políticos que pueden condicionar la continuidad del Gobierno de Pedro Sánchez. En primer lugar, el llamado “Caso Koldo” donde, entre otros, aparece implicado Koldo García Izaguirre que fue contratado como asesor y persona de confianza de José Luis Ábalos, exsecretario de Organización del PSOE y exministro socialista. Koldo fue detenido y acusado de un presunto cobro de comisiones por la venta de mascarillas en la pandemia. Aunque Ábalos no aparecía en el sumario del caso, fue obligado por el PSOE a que asumiese sus responsabilidades políticas y dejase su acta de diputado en el Congreso, pero al negarse, el PSOE lo expulsó del grupo socialista, Ábalos non renunció al acta y continuó como diputado en el grupo mixto.

La Generalitat de Cataluña, que presidía Pere Aragonès (ERC), no conseguía aprobar los Presupuestos del 2024 que sólo contaron con el voto a favor del PSC y en contra del resto de los grupos. Aragonès manifestaba el 13 de marzo de 2024: “Mi objetivo era acabar la legislatura, pero los vetos cruzados de grupos políticos del Parlament impiden que se den las condiciones para hacerlo posible. Cataluña se merecía una legislatura entera, la ciudadanía del país la merecía, y también merecía los mejores presupuestos posibles, pero ahora no es momento de lamentaciones, sino de mirar hacia adelante”. Y convocaba elecciones en Cataluña para el 12 de mayo de 2024.

Ante esta nueva situación, con las elecciones vascas convocadas para el 21 de abril y las europeas para el 9 de junio de 2024, el PSOE renunciaba a aprobar los Presupuestos del Estado para el 2014 y gobernará con los Presupuestos de 2023 prorrogados.

La aprobación de la Ley de Amnistía por el Congreso el 14 de marzo (178 votos a favor y 172 en contra) era un balón de oxígeno para el Gobierno de Pedro Sánchez, pero la continuidad de la legislatura va a depender del nuevo escenario político después de las tres citas electorales pendientes.

Feijóo dejaba claro que continuará con la campaña de desgaste del Gobierno de Pedro Sánchez y nada más aprobarse la Ley de Amnistía declaraba que la legislatura está “perdida” y el gobierno en “descomposición”. Continuando con ese estilo “moderado”, pedía la dimisión de Sánchez, “que haga sus propias maletas y abandone las responsabilidades que no ejerce”.
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